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I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente Acuña; Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez Ojeda; de Educación, señora Adriana Delpiano Puelma, y de Justicia y Derechos Humanos, señor Jaime Campos Quiroga. 
Asimismo, se encontraban presentes las Subsecretarias de Educación, señora Valentina Quiroga Canahuate, y de Educación Parvularia, señora María Isabel Díaz Pérez; el Subsecretario de Salud, señor Jaime Burrows Oyarzún, y el asesor del Ministerio de Educación señor Rodrigo Roco. 
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 12 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Las actas de las sesiones 45ª y 46ª, ordinarias, en 12 y 13 de septiembre, respectivamente; 47ª, especial, y 48ª, ordinaria, ambas en 20 de septiembre, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y los señores Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (boletín Nº 10.368-04).



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1) La que modifica la ley Nº 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (boletín Nº 9.369-03).



2) La que crea un seguro para el acompañamiento de niños y niñas que padezcan las enfermedades que indica, y modifica el Código del Trabajo para estos efectos (boletín Nº 11.281-13).



Con el último retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que reforma el Código de Aguas (boletín Nº 7.543-12).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero remite el Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual inicia la tramitación del proyecto de ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2018 (boletín Nº 11.452-05) (Véase en los Anexos, documento 1).



Asimismo, para los efectos de lo establecido en el inciso primero del artículo 67 de la Carta Fundamental, hace presente que dicho Mensaje fue recibido en esa Corporación el día 30 de septiembre del año en curso.



--Pasa a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.



Con el segundo comunica la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Especial Mixta de Presupuestos para la tramitación del proyecto de ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2018 (boletín Nº 11.452-05) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el tercero comunica que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que declara feriado el día 2 de octubre de 2017 para la Región de Los Ríos (boletín Nº 9.606-06).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los antecedentes.



De la Excelentísima Corte Suprema:


Emite su parecer, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, sobre el proyecto de ley para radicar la investigación y el juzgamiento de las causas penales vinculadas a los hechos de violencia que indica en fiscalías y tribunales de la Región Metropolitana (boletín Nº 11.393-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Remite copia de la sentencia pronunciada en el control de constitucionalidad del proyecto de ley que perfecciona la justicia tributaria y aduanera (boletín Nº 9.892-07).



Expide copia de las sentencias pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, relativos a las siguientes normas:



-Artículo 22º, incisos primero, segundo, tercero, quinto y octavo, del decreto con fuerza de ley Nº 707, de 1982, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques.



-Artículo 205 del Código Civil.



-Inciso primero del artículo 58 del Código del Trabajo e inciso primero del artículo 17 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, que establece Nuevo Sistema de Pensiones.



-Artículo 22º, incisos primero, segundo, quinto y octavo, del decreto con fuerza de ley Nº 707, sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques.



--Se manda archivar los documentos.



Adjunta numerosas resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:



-Artículo 1º, inciso segundo, de la ley Nº 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


-Artículo 1º, inciso segundo, de la ley Nº 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad; artículo 9, inciso primero, y artículo 17 B, inciso segundo, de la ley Nº 17.798, que establece el Control de Armas.



-Artículos 193; 205; 246; 252; 255; 277; 318; 330, inciso primero; 334; 351, y 352 del Código de Procedimiento Penal.



-Artículo 162, incisos quinto, sexto y séptimo, del Código del Trabajo.



-Artículos 117; 120; 193; 205; 318; 330, inciso primero, y 334 del Código de Procedimiento Penal.



-Artículo 196 ter de la ley Nº 18.290, de Tránsito.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República:


Acompaña datos sobre el endeudamiento y las facultades para contraer deudas por los consejos regionales, según los proyectos aprobados, consulta formulada en nombre del Senador señor García.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:


Contesta petición de información, manifestada en nombre del Senador señor Horvath, con relación a la implementación de un plan de emergencia para Aisén en consideración al incendio ocurrido en la planta Friosur en Puerto Chacabuco.



Atiende solicitud del Senador señor Navarro para remitir estadísticas referentes a delitos cometidos en los últimos cinco años en los cuales se han visto implicados ciudadanos extranjeros como victimarios, señalando el tipo de ilícito y la nacionalidad de sus autores.



Del señor Ministro de Defensa Nacional:


Remite respuesta a requerimiento, expedido en nombre del Senador señor De Urresti, con relación a las denuncias efectuadas por descargas líquidas no autorizadas y no informadas por parte de la empresa sanitaria ESSAL en el lago Panguipulli.



Envía respuesta a solicitud, enviada en nombre del Senador señor Araya, relativa a la denuncia realizada por vecinos de la ciudad de Antofagasta por descargas de aguas servidas al mar.



Del señor Ministro de Desarrollo Social:


Atiende consulta relativa a las medidas legales y administrativas adoptadas por la suscripción del Tratado de Marrakech, materia solicitada en nombre de la Senadora señora Allende.



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social:


Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor Guillier, en cuanto a materias vinculadas a trabajadores migrantes y seguridad social.



Del señor Ministro de Obras Públicas:


Da respuesta a diversas consultas sobre los siguientes asuntos:



-Fecha de entrega y recepción del proyecto de mejoramiento de la ruta 202, que une Valdivia con San José de la Mariquina, consulta de la Senadora señora Von Baer.



-Estado actual de los trabajos y de la eventual inversión pública en la construcción, reparación o reposición de caminos o vías laterales o secundarias de la Región de Atacama, solicitud de la Senadora señora Allende. 



-Realización de un estudio para analizar la factibilidad de construir un acceso sur al aeropuerto de La Araucanía, que comunique con la ciudad de Freire, inquietud manifestada por el Senador señor García.



-Posibilidad de instalar un estanque de combustibles en el aeropuerto Teniente Gallardo, en la comuna de Puerto Natales, consulta de los Senadores señores Guillier y Bianchi.



-Existencia de un proyecto de expropiación en el sector La Victoria, comuna de Limache, para instalar una tubería de la empresa ESVAL, consulta del Senador señor Chahuán.



De la señora Ministra de Salud:


Informa requerimiento de información, formulado en nombre del Senador señor Matta, acerca de los estudios efectuados sobre el material particulado que señala.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Senador señor Navarro, relativa al proyecto de construcción de viviendas subsidiadas en playa Guañacagua en la ciudad de Arica.



Informa sobre condiciones de traspaso a contrata 2017 de los trabajadores a honorarios del Estado, especialmente de aquellos pertenecientes al Ministerio de Vivienda y Urbanismo y al Servicio de Vivienda y Urbanización, consulta formulada por el Senador señor Guillier.



Del señor Ministro de Energía:


Envía datos sobre financiamiento fiscal para el auspicio del evento deportivo automovilístico “Campeonato Fórmula E”, información requerida en nombre del Senador señor Navarro.



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Horvath, con la adhesión del Senador señor Bianchi, sobre la posibilidad de que la Empresa Nacional del Petróleo de la Región de Magallanes y Antártica Chilena abastezca de gas natural a la Región de Aisén.



Del señor Ministro del Medio Ambiente:


Responde solicitudes y adjunta antecedentes, consultados en nombre del Senador señor Horvath, sobre los siguientes asuntos:



-Proyecto denominado “Sendero de Chile”.



-Proceso de entrega de títulos o arriendo de terrenos fiscales a colonos, pobladores y organizaciones que se incorporarán a la Red de Parques de la Patagonia.



Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas:


Atiende petición, expresada en nombre del Senador señor Navarro, para informar sobre aspectos relacionados con la comercialización de bombas lacrimógenas.



De la señora Subsecretaria de Redes Asistenciales:


Adjunta antecedentes relativos a la evolución mensual de las listas de espera de atenciones hospitalarias de los Servicios de Salud, materia consultada en nombre del Senador señor García.



Del señor Subsecretario de Agricultura:


Contesta requerimiento, expresado en nombre del Senador señor Matta, para otorgar soluciones de carácter permanente a las localidades aisladas que dependen de los sistemas de agua potable rural.



Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura:


Da respuesta a requerimiento, expresado en nombre del Senador señor Larraín, sobre la regulación de la pesca del recurso jibia.



Del señor Superintendente de Servicios Sanitarios:


Atiende pregunta del Senador señor García, acerca del sistema de alcantarillado y agua potable para la Villa Portal de Botrolhue y Villa Los Alerces, ubicadas en el camino entre Labranza y Temuco.



Del señor Intendente del Biobío:


Contesta planteamiento, formulado en nombre del Senador señor Harboe, para incluir en el programa de ejecución del gobierno regional los proyectos de equipamiento individualizados.


Responde inquietudes, planteadas en nombre del Senador señor Navarro, acerca de las siguientes materias:



-Término y ceremonia de entrega del puente mecano edificado en dicha Región y las comunas que recibirán los tramos de este.



-Demolición de la exfábrica Paños Bío Bío y construcción del acceso al Puente Bicentenario.



Del señor Intendente (s) de La Araucanía:


Adjunta respuesta, enviada en nombre del Senador señor García, sobre el estado del proyecto de agua potable rural de San Gabriel, comuna de Renaico.



Del señor Intendente (s) y Ejecutivo del Gobierno Regional de La Araucanía:


Acoge solicitud de información del Senador señor Navarro, acerca de las organizaciones e iniciativas culturales que han recibido recursos públicos de las intendencias regionales.



De la señora Alcaldesa de Angol:


Informa solicitud, expedida en nombre del Senador señor Espina, para dar una solución a la obstrucción visual que afecta a los conductores que transitan por las intersecciones de la calle Pedro Aguirre Cerda con Prat y Lautaro de dicha comuna.



Del señor Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos:


Da respuesta a solicitudes de información, expresadas en nombre del Senador señor Prokurica, acerca de los siguientes asuntos:



-Número de contribuyentes acogidos a los beneficios tributarios por donaciones efectuadas con ocasión de los aluviones en la Región de Atacama.



-Medidas tributarias anunciadas para apoyar a los afectados por los aluviones en la Región de Atacama.



Del señor Director del Servicio Electoral:


Da respuesta a requerimiento, formulado en nombre del Senador señor De Urresti, en que se solicita la opinión de tal Servicio en virtud de los recursos de protección presentados por el Instituto Nacional de Derechos Humanos para que las personas que se encuentran privadas de libertad y estén habilitadas para votar puedan ejercer su derecho en las próximas elecciones.


Del señor Director del Trabajo:


Responde consulta, enviada en nombre del Senador señor Harboe, acerca de la situación laboral en empresas de call center.



Del señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social:


Atiende consulta del Senador señor García, sobre el derecho que le asiste a la persona individualizada para obtener el término del descuento del 7 por ciento de salud.



Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero: 


Acompaña antecedentes sobre la “Red Nacional de Respuesta ante Varamiento en Chile”, materia consultada en nombre del Senador señor De Urresti.



Del señor Director General de Aeronáutica Civil:


Responde solicitud del Senador señor Bianchi para realizar las gestiones a fin de que la Empresa Nacional del Petróleo abastezca de combustible al aeropuerto que indica.



Del señor Director Nacional de Aeropuertos:


Contesta requerimiento, formulado en nombre del Senador señor Horvath, para analizar la posibilidad de dotar con un sistema instrumental de apoyo y aterrizaje tipo ILS, categoría III, al aeropuerto de Balmaceda.



Del señor Director Nacional (s) de la CONADI:


Da respuesta a solicitud, manifestada en nombre del Senador señor Quinteros, en relación con la conformación de una mesa de trabajo a nivel nacional para perfeccionar la aplicación de la ley Nº 20.249, que Crea el Espacio Costero Marino de los Pueblos Originarios.



Del señor Director de la Biblioteca del Congreso Nacional:


Informa materias relativas al ámbito presupuestario y de personal institucional, consulta reiterada en nombre del Senador señor Prokurica.



Del señor Director Ejecutivo de la Agencia de Cooperación Internacional de Chile:


Remite minuta sobre mitigación de la graduación de Chile por el Comité de Ayuda al Desarrollo de la OCDE.



Del señor Vicepresidente Ejecutivo de CORFO:


Envía antecedentes, solicitados por el Senador señor De Urresti, acerca de la actual etapa de la licitación para desarrollar industrias de valor agregado en el litio.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud (s) de Valparaíso:


Informa sobre fiscalizaciones efectuadas al vertedero ilegal del sector El Rungue, comuna de Puchuncaví, consulta cursada en nombre de la Senadora señora Pérez San Martín.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas del Maule:


Responde petición de información, requerida por el Senador señor Matta, acerca de la construcción del sistema de agua potable rural en los sectores de Pueblo Hundido, Las Conejas, Mariscadero Alto y El Manzano, en la comuna de Pelluhue.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile:


Adjunta datos acerca de los hechos delictuales acaecidos en los alrededores de la calle Valparaíso de la ciudad de Viña del Mar en el período indicado, solicitud expedida en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Jefe del Departamento de Asistencia y Servicios al Usuario de la Superintendencia de Seguridad Social:


Contesta petición, expedida en nombre del Senador señor De Urresti, acerca de la situación de la persona individualizada debido al cobro de intereses por un préstamo otorgado por la Caja de Compensación Los Héroes.



Del señor Secretario Ejecutivo del Consejo Regional de Magallanes y Antártica Chilena:



Comunica la designación de la nueva Presidenta de dicho organismo.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que regula entrevistas grabadas en video y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales (boletín Nº 9.245-07) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 3).



Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea un seguro para el acompañamiento de niños y niñas que padezcan las enfermedades que indica, y modifica el Código del Trabajo para estos efectos (boletín Nº 11.281-13) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 4 y 5).



Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte (boletín Nº 10.217-15) (con urgencia calificada de “simple”) (Véanse en los Anexos, documentos 6 y 7).



De la Comisión Mixta formada para resolver las divergencias suscitadas en la discusión del proyecto que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (boletín Nº 8.584-15) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Quedan para tabla. 

Mociones



De los Senadores señores Girardi, Araya y Quintana, con la que inician un proyecto que modifica el artículo 1º de la ley Nº 19.712, del Deporte, para excluir de la definición de deporte a las actividades físicas que incluyan animales a los cuales se les cause daño o sufrimiento (boletín Nº 11.448-04) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.



De los Senadores señoras Goic y Muñoz y señores Larraín, Prokurica y Quinteros, con la que dan comienzo a un proyecto que modifica la ley Nº 18.700, sobre Votaciones Populares y Escrutinios, en lo relativo al ejercicio del derecho a sufragio por parte de trabajadores dependientes (boletín Nº 11.450-06) (Véase en los Anexos, documento 10).



Del Senador señor Bianchi, con la que da inicio a un proyecto de reforma constitucional que incorpora un artículo nuevo en la Carta Fundamental para establecer el derecho de cada región del país a contar con un feriado regional (boletín Nº 11.451-06) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



De la Senadora señora Pérez San Martín, con la que comienza un proyecto de ley que establece el 7 de febrero como el día nacional por la no violencia en el pololeo (boletín Nº 11.461-07) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Patricio Walker, para ausentarse del país a contar del 12 de octubre próximo.



--Se accede a lo solicitado.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que retira y hace presente la urgencia del inciso segundo del Nº 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental, para la tramitación del oficio de la Primera Mandataria con el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Director de la Empresa Televisión Nacional de Chile al señor Jorge Andrés Richards Rojas por el período que indica (boletín Nº S 1.940-05).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (boletín Nº 10.368-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véanse en los Anexos, documentos 13 y 14).



--Queda para tabla.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra el señor Secretario.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Tratar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la discusión del proyecto que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (boletín Nº 10.368-04), destinándose cuarenta y cinco minutos para su discusión, tiempo que se distribuirá de acuerdo al que corresponde a los Comités en Incidentes.



2.- Continuar, en primer lugar de la sesión ordinaria del próximo martes 10 del presente, la discusión del proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Girardi, señora Goic y señores Ossandón, Rossi y Zaldívar, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (boletín Nº 9.914-11), en caso de que no alcanzare a despacharse en esta sesión.


3.- Considerar, en primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria del próximo miércoles 11 de octubre, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala (boletín Nº 10.126-15).



4.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta mañana miércoles 4, a las 12, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (boletín Nº 9.369-03), en la Secretaría del Senado.



5.- Otorgar un nuevo plazo para formular indicaciones, hasta las 12 de mañana miércoles 4 del presente, al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (boletín Nº 11.101-09), en la Secretaría de la Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación.


Nada más, señor Presidente.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, en la Cuenta de hoy se informa que el Ejecutivo calificó de “suma” la urgencia del proyecto conocido como “Ley SANNA”. 



Entiendo que dicha iniciativa estaría en condiciones de ser puesta en tabla, razón por la cual solicito que se trate en la sesión del próximo martes, ojalá en el primer lugar. 



Lo pido porque tenemos un acuerdo implícito con la Agrupación Oncomamás.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En realidad no puedo acceder a su solicitud, señor Senador. Solo tomaré nota y la llevaré a la próxima reunión de Comités, pues ya se tomaron resoluciones sobre el orden de los proyectos en tabla para la próxima semana, como consta en lo informado recién por el señor Secretario respecto de los acuerdos de Comités.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Deseo saludar a la delegación de PRODEMU de Puente Alto, que nos acompaña hoy en las tribunas.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



También doy la bienvenida a los dirigentes de la comuna de San Clemente que asisten a esta sesión.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Asimismo, quiero destacar la presencia de 25 estudiantes que participan en el Torneo Delibera, actividad que patrocinan el Senado y la Biblioteca del Congreso Nacional.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito autorización para que ingresen a la Sala la Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, y la de Educación Parvularia, señora María Isabel Díaz, para participar en el debate del proyecto que veremos a continuación.



--Así se acuerda.

)----------(

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, pido que se recabe la anuencia de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto que modifica la ley Nº 20.571 con el objeto de incentivar el desarrollo de generadoras residenciales y hacer aplicables sus disposiciones a todos los sistemas eléctricos del país (boletín Nº 8.999-08), hasta el lunes 30 de octubre del año en curso.



--Se autoriza.

V. ORDEN DEL DÍA

CREACIÓN DE SISTEMA DE EDUCACIÓN PÚBLICA Y MODIFICACIÓN DE DIVERSOS CUERPOS LEGALES. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Según lo acordado por los Comités, corresponde tratar el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.368-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite: sesión 32ª, en 19 de julio de 2016 (se da cuenta).



Comisión Mixta: sesión 47ª, en 20 de septiembre de 2017. 



Informes de Comisión:


Educación y Cultura: sesión 84ª, en 24 de enero de 2017.



Educación y Cultura (segundo): sesión 42ª, en 5 de septiembre de 2017.



Hacienda: sesión 42ª, en 5 de septiembre de 2017.



Mixta: sesión 49ª, en 3 de octubre de 2017.


Discusión:



Sesiones 85ª, en 25 de enero de 2017 (se aprueba en general); 44ª, en 6 de septiembre de 2017 (queda pendiente la discusión particular); 45ª, en 12 de septiembre de 2017 (se aprueba en particular).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Parlamento derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de las siguientes enmiendas efectuadas por el Senado:



-las letras a), b) y c) del nuevo artículo 12;



-la recaída en el artículo 47, que pasó a ser 70;



-las que inciden en el número 5 del artículo 55, que pasó a ser 80;



-los incisos penúltimo y final del artículo sexto transitorio, que reemplaza;



-el nuevo artículo séptimo transitorio;



-la introducida en el inciso primero del artículo séptimo transitorio, que el Senado consignó como octavo transitorio;



-las recaídas en el artículo octavo transitorio, que pasó a ser noveno transitorio;



-el nuevo artículo décimo transitorio;



-el nuevo artículo trigésimo cuarto transitorio;



-las recaídas en el número 1 del artículo trigésimo cuarto transitorio, que pasó a ser trigésimo octavo transitorio,



-y la supresión del artículo cuadragésimo octavo transitorio.



La Comisión Mixta, como forma de resolver esas divergencias, efectúa una proposición que comprende las normas en controversia y otras disposiciones de la iniciativa, así como las adecuaciones correspondientes a los ajustes formales requeridos por el texto contenido en la proposición.



Esta fue acordada con las votaciones que se consignan en el informe.



Hago presente que la Cámara de Diputados, en sesión del día de hoy, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.



Cabe señalar que el número 5 del artículo 80 permanente y los artículos séptimo, octavo y noveno transitorios son normas de rango orgánico constitucional, por lo que requieren para su aprobación el voto favorable de 21 señores Senadores.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación, manteniendo la distribución de los tiempos resuelta por los Comités?



Acordado.



En votación la proposición de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker, con cargo al tiempo del Comité Demócrata Cristiano.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿De cuántos minutos dispongo, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- De ocho.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, me es muy grato informar, como Presidente de la Comisión Mixta, que vio ayer las diferencias entre la Cámara de Diputados y el Senado con relación a la iniciativa sobre Nueva Educación Pública, que los once puntos en que hubo discrepancias entre ambas ramas del Congreso, lo que es propio de un sistema bicameral, fueron resueltos por dicho órgano, el cual solicita a este Honorable Senado que tenga a bien aprobar su proposición.



Solamente quiero destacar dos aspectos: tres de las once diferencias se refieren a artículos permanentes del proyecto y las ocho restantes recaen en artículos transitorios.



En dos palabras, lo que está haciendo esta iniciativa, una de las grandes reformas estructurales a la educación chilena en los últimos 37 años, es cambiar la administración del sistema público, lo que en la ley se llama “el sostenedor” y que ahora corresponde al municipio. El afán no es desmunicipalizar, como se planteó inicialmente, lo cual era muy negativo. No se trata de quitarles la educación a las municipalidades, sino de crear un ente público estatal con una estructura descentralizada, que tenga un giro único o exclusivo, una sola misión: gestionar la educación pública.



Porque, sumando y restando, hay dos problemas con el tema de la municipalización. 



Primero, la alcaldización. Muchas veces el resultado de una buena o mala educación pública depende del interés o la falta de interés que muestre un alcalde o alcaldesa. Esa es una dificultad.



La segunda es que el municipio debe cumplir 10, 15, 20, 30 tareas distintas (atención primaria de salud, aseo, recolección de basura, educación). 



Se requiere un ente público que cumpla una sola función, un giro único o exclusivo: la educación pública. En eso consiste el proyecto.



Se debe comenzar desde el establecimiento educacional, que es la unidad básica y fundamental del sistema, como lo define esta iniciativa, que esperamos que pronto sea ley. Hemos ingresado al aula de clases porque ahí se juega la educación.



Y de ahí subimos, creando los consejos, el servicio local de educación, que fue una innovación introducida en el Senado.



En Chile va a haber setenta servicios locales de educación. Dos se implementarán durante este Gobierno; otros dos, en 2018: después, tres; luego, cuatro: once servicios locales de educación en los primeros dos a tres años de implementación de la ley en proyecto.



Eso es lo sustantivo.



Finalmente, se crea una Dirección de Educación Pública a nivel nacional, a nivel central, para definir la gran política.



Ese es un aspecto: la parte permanente.



El otro, que fue motivo de buena parte del debate registrado en la Comisión Mixta -ocho de las onces diferencias entre ambas ramas del Parlamento-, es el de los artículos transitorios.



Señor Presidente, yo quiero agradecerles a todos la flexibilidad (de hecho, también hubo un acuerdo entre Gobierno y Oposición en puntos muy sustantivos), la buena  disposición evidenciada para entender que una política pública adecuada debe ser gradual. Y el principio que informa la transición es precisamente el de la gradualidad.



Primero se habló de 2025-2026, pensando en dos gobiernos: 2018-2022 y 2022-2026. En definitiva, pensamos en tres gobiernos, hasta 2030 -a más tardar, el 2030; ojalá la transición sea antes-, con un Consejo de Evaluación que va a funcionar en 2021-2022 para, de manera muy técnica, monitorear la marcha de la implementación de la ley en proyecto -ese ente público deberá dar confianza, ojalá, a todos los sectores políticos-, evaluarla y proponer las adecuaciones, las rectificaciones requeridas para llevar este barco a buen puerto.



¿En qué consiste este barco? En fortalecer la educación pública, en garantizar una buena educación pública.



Hoy día 37 por ciento de la matrícula escolar se encuentra en colegios públicos; 63 por ciento es privada.



Está bien; eligen las familias, los padres: libertad de enseñanza.



Empero, hay que garantizar una educación pública de calidad y en condiciones de equidad, lo que se nos ha ido quedando atrás. Esa es la verdad.



Por eso este proyecto de nueva educación pública -más que de desmunicipalización-, con aquella gradualidad en la transición: a más tardar, el añ0 2030.



Y, ciertamente, se contempla una norma, el artículo décimo transitorio, para que los municipios que lo estén haciendo bien; que exhiban buenos resultados en desempeño; que no tengan problemas de deudas remuneracionales o previsionales con los profesores; que estén bien ranqueados puedan seguir gestionando la administración de la educación pública hasta determinado período.



Al respecto, se discute si el 2030 o no. Pero muchos fuimos de la idea de que la ley en proyecto esté en régimen en cierto horizonte de tiempo; o sea, de que todos los establecimientos públicos de Chile, que son más de 5 mil, deban pasar a un servicio local de educación.



Evidentemente, estamos dando una facilidad: cinco, diez, hasta doce años; según algunos, más. Habrá que discutirlo. 



Pero, en verdad, es razonable que el municipio que lo esté haciendo bien pueda seguir haciéndolo bien, ojalá, a más tardar, hasta el 2030, para que -insisto-, en régimen, los más de 5 mil establecimientos públicos de nuestro país pasen a depender del nuevo sistema de educación pública, al objeto de poder concretar de mejor forma la garantía constitucional del derecho a la educación.



Señor Presidente, yo celebro el espíritu que hubo no solo en la Comisión de Educación del Senado sino también en la Comisión Mixta, que nos ha permitido llegar a un acuerdo tan razonable como que hoy día la Cámara de Diputados aprobó por una abrumadora mayoría -¡93 votos a favor, 2 en contra y una abstención!- el informe del órgano citado en último término, que es lo que estamos votando esta tarde en el Senado.



El proyecto ya se aprobó. Las once diferencias entre ambas Cámaras fueron zanjadas ayer por la Comisión Mixta. Entonces, yo apelo a esta Alta Corporación para que Sus Señorías tengan a bien aprobar el informe sometido a nuestro pronunciamiento.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Le solicito al Senador señor Montes que presida la sesión mientras participo en una actividad protocolar.

El señor MONTES.- No puedo, señor Presidente, pues voy a intervenir.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Entonces, a la Honorable señora Allende.



Mientras Su Señoría llega a la testera, tiene la palabra el Senador señor Bianchi para fundar su voto.

El señor BIANCHI.- Muchas gracias.



--Pasa a presidir la sesión, en carácter de Presidenta accidental, la Senadora señora Allende.

El señor BIANCHI.- Señora Presidenta, el proyecto de nueva educación pública está llegando al último paso de su tramitación.



Por intermedio de la Mesa, quiero felicitar al Ministerio de Educación por el trabajo que hicieron sus personeros, el cual ha permitido llegar a esta instancia.


La iniciativa que nos ocupa, obviamente, ha contado con nuestro apoyo. Y seguirá teniéndolo.



Sin perjuicio de ello, quiero destacar un punto importante, vinculado con las normas transitorias.



En primer lugar, debo decir que los derechos adquiridos deben ser respetados en su totalidad.



Tal como lo expresó la propia señora Ministra en esta misma Sala durante el segundo trámite constitucional, esos derechos deben abarcar tanto los individuales cuanto los colectivos.



Luego, en este punto es correcto señalar que el plazo para que los sindicatos se adecúen a las nuevas disposiciones es, según norma expresa (artículo cuadragésimo tercero transitorio), de dos años, desde el traspaso. Por ende, sus derechos deben quedar inalterados hasta ese momento, sin que la promulgación de la ley en proyecto sea causa para revisiones o nuevas negociaciones.



Conforme a las normas transitorias, este proyecto declara que los asistentes de la educación serán traspasados a los servicios locales de educación con un régimen laboral de estatuto propio, el que será promulgado antes del inicio del proceso de traspaso de los establecimientos a los servicios (artículo cuadragésimo tercero transitorio).



Entonces, es totalmente genuino preguntarse en qué condiciones se está discutiendo dicho estatuto.



Hoy nos hallamos más cercanos que nunca de dar un giro a la educación pública. Pero no nos olvidemos de nuestros asistentes de la educación, a quienes no se les debe prestar menos atención que la que merecen en un proyecto de ley que puede ser clave para la protección de sus derechos.


Por intermedio de la Mesa, insto a la señora Ministra de Educación a que en la tramitación de dicha iniciativa de ley se escuche a las organizaciones a las cuales se piensa regular.



En último término, es importante señalar que, según se ha establecido en las distintas Comisiones y a lo largo de las diversas sesiones, los asistentes de la educación pasarán a ser funcionarios del Estado. Y esto no debe tener una lectura diferente, ya que uno de los principios que inspiran a este proyecto de educación pública es precisamente el de que volveremos las escuelas al sector público.



Me valgo de esta oportunidad para, a través de la Mesa, pedirles a la señora Ministra, a la señora Subsecretaria y a los demás personeros de Educación que no dejemos pasar la ocasión de tener un debate que apunte a lograr una mejor educación pública mediante el estatuto de los asistentes de la educación.



Hemos hecho el punto sobre dichos trabajadores porque en las primeras fases habían quedado al margen de toda discusión.



Debo, pues, subrayar que los traspasos no podrán hacerse si no está implementado el estatuto correspondiente.



Señor Presidente, me valgo de esta oportunidad para, por su intermedio, solicitarle al Ministerio de Educación que cuanto antes nos permita entrar al debate pormenorizado del nuevo estatuto de los asistentes de la educación y, de ese modo, concretar el anhelo de tener en lo futuro una educación pública de mejor calidad.



Voy a votar favorablemente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, estamos frente a un proyecto de ley que tiene el título “Nueva Educación Pública” pero que, en su núcleo, en su corazón, en lo que realmente busca hacer, procura arrebatarles las escuelas y los liceos a las municipalidades de Chile.



Escucharemos discursos que van a decir que esta iniciativa crea un nuevo concepto de educación. Sin embargo, lo que el actual Gobierno hace con este proyecto es centralizar la educación pública en Santiago, sin hablar de calidad nada que no sea una mera declaración de principios formulada en algunos de sus artículos.



Aquí estamos únicamente ante la creación de una gran nueva burocracia centralizadora y el despojo por el solo ministerio de la ley de los liceos y escuelas de las comunidades locales, alejando de las familias, en especial de las que viven en localidades más pequeñas, la administración de dichos establecimientos.



El sello de esta Administración en todas sus reformas han sido grandes leyes que hacen inmensas promesas pero que finalmente no funcionan en la práctica -lo hemos visto con otras iniciativas- y cuyas consecuencias no son las prometidas en el momento de votar en el Congreso Nacional los proyectos respectivos.



Hace alrededor de tres años el entonces Ministro de Educación, don Nicolás Eyzaguirre, nos ilustró con una analogía muy recordada y que, en mi opinión, fue bastante decidora de la política educacional de este Gobierno: la de los patines.



Permítame, señor Presidente, seguir con aquella analogía en este proyecto de educación pública, que desde su presentación solo ha apostado por cambiar al dueño de los patines. Porque ¡los patines son exactamente los mismos que han mantenido la brecha entre quienes corren más rápido y aquellos que, lamentablemente, corren más lento!



En este proyecto se trata de los mismos patines -no se quitan a unos para darlos a otros-, que se entregan a una administración más lejana, la cual se halla en Santiago.



Ahora bien, Sus Señorías se preguntarán por qué, si este proyecto nos parece tan malo, concurrimos para llegar a un acuerdo político con el Ejecutivo; por qué, si votamos en contra del articulado permanente, esta tarde vamos a pronunciarnos a favor del articulado transitorio (ya lo hicimos) y aprobaremos el informe que evacuó la Comisión Mixta.



La respuesta es muy simple. 



Llegamos a un acuerdo con el Gobierno porque hoy somos minoría tanto en el Senado cuanto en la Cámara de Diputados -espero que sea así solo hasta el 11 de marzo de 2018- y entendemos esa realidad política.



Empero, nunca hemos renunciado a nuestro deber de influir sobre las políticas públicas, por el bien de Chile.



En ese espíritu, señor Presidente, hoy hemos logrado lo que siempre le pedimos al Ejecutivo, en esta y en otras políticas públicas de educación: la existencia de un sistema de educación mixto que les posibilite a los municipios que entreguen enseñanza de calidad seguir administrando la educación pública de manera indefinida. Repito: de manera indefinida.



Hoy día el Gobierno comprendió algo que nunca quiso entender en la ley de fin al lucro, fin al copago, fin a la selección. Y con esa ley, independiente de si los resultados eran buenos o malos, ¡afectó a todos los colegios!



Ahora el Ejecutivo entendió que quienes lo hacen bien pueden seguir entregando educación a los niños y que hemos de preocuparnos especialmente de aquellos que lo hacen mal.



Por lo tanto, a diferencia de lo que ocurrió con los colegios particulares subvencionados que cumplen bien su cometido, hoy día el Gobierno se allanó a recoger nuestra visión en el sentido de que los municipios que lo hacen bien pueden seguir educando a nuestros niños y, por ende, de que debemos permitirles que continúen entregándoles los patines a los alumnos que reciben buena enseñanza.



Pero no solo eso, señor Presidente: conseguimos también cosas adicionales que nos parecen muy importantes cuando hablamos de la educación de nuestros niños.



Logramos influir en el proyecto del Gobierno para darles más capacidad de decisión a los establecimientos: al director o a la directora y a la comunidad escolar.



Porque nosotros, a diferencia del Ejecutivo, creemos que aquí no se trata de generar grandes burocracias, sino de llegar a las escuelas y a la sala de clases, ya que es ahí donde hemos de mejorar la calidad de la educación.



¡Es cerca de los niños, no en Santiago, donde debemos mejorar la calidad de la educación!



Además, conseguimos que la reforma no se instaure de una sola vez y sin evaluación como se ha hecho con otras políticas públicas. En efecto, se va a establecer un sistema que se aplicará paulatinamente y con evaluación.



En tal sentido, logramos la creación de una comisión que evaluará el proceso, los resultados de la reforma, y que podrá disponer los cambios necesarios.



Por consiguiente, no solo vamos a tener gradualidad, sino también evaluación.



Pero, sobre todo -como ya dije-, logramos que los municipios que exhiban buenos resultados queden fuera del sistema.



Señor Presidente, esta tarde vamos a votar a favor del informe de la Comisión Mixta porque conseguimos algo que nunca logramos en el proyecto sobre fin al lucro, fin al copago, fin a la selección: el sistema sí será mixto.



Entonces, votaremos afirmativamente porque nos asiste la convicción de que, sin haber influido como lo hicimos y de no mediar el acuerdo que suscribimos con el Gobierno, la ley en proyecto habría sido muy mala para la educación chilena, pues todos los niños habrían pasado al nuevo sistema sin que se conociera el efecto de ella en la práctica.



Hoy día, gracias al acuerdo que logramos, los niños que reciben educación pública de excelencia van a poder seguir recibiéndola. Y me refiero a la educación pública que en la actualidad entregan muchos municipios de Chile, la que de otra manera se les habría arrebatado.



Por eso, aun cuando creemos que en el fondo el proyecto no es correcto…



Le pido tiempo adicional para concluir, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Lo tiene, Su Señoría.

La señora VON BAER.- Gracias.



Señor Presidente, decía que, pese a haber votado en contra del articulado permanente, nosotros creemos que gracias a la influencia que ejercimos y al acuerdo a que llegamos con el Gobierno la ley en proyecto, al permitir que el sistema sea mixto, mejoró sustancialmente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Solicito autorización de la Sala para que ingrese el asesor del Ministerio de Educación señor Rodrigo Roco.

La señora ALLENDE.- Sí, señor Presidente.

El señor MOREIRA.- Pido la palabra.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).-  La tiene, Su Señoría.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, como Jefe de Comité, los Senadores de la UDI me encomendaron preguntarle por qué razón el asesor señor Roco debería entrar a la Sala.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Se trata de una solicitud del Ejecutivo.



Si Su Señoría quiere, puedo darle la palabra a la señora Ministra para que lo explique.

El señor MOREIRA.- No es necesario, señor Presidente. 



Por deferencia a la señora Ministra, no nos oponemos a la petición que formuló.

La señora DELPIANO (Ministra de Educación).- Muchas gracias, señor Senador.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- En consecuencia, se autoriza el ingreso del asesor señor Rodrigo Roco.



Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, en vista de que el Honorable Senador Montes prefiere ser el último orador, voy a efectuar breves comentarios con relación a lo que estamos votando.



Antes, sí, quiero hacer dos reconocimientos. 



En primer lugar, al personal de la Secretaría de la Comisión de Educación, que durante toda la tramitación de este proyecto, particularmente complejo, ha realizado una labor encomiable.



En tal sentido, estoy seguro de representar a todos los miembros de la Comisión.



Por lo tanto, me gustaría que quedara en acta ese reconocimiento al trabajo realizado por dicho personal durante la discusión de esta iniciativa.



En segundo término, deseo hacer un reconocimiento al Gobierno de la Presidenta Bachelet, en la persona de la Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano, y del Ministro Secretario General de la Presidencia: antes, don Nicolás Eyzaguirre, y ahora, don Gabriel de la Fuente.



Ello, porque alcanzamos un acuerdo político que ha viabilizado este proyecto. Tuvimos algunas dificultades durante su tramitación. No obstante, quiero dejar constancia de que el Ejecutivo cumplió integralmente su palabra, sin alterar nunca lo convenido. Creo que eso es una demostración de buena política.



El ser capaces de encontrar puntos de coincidencia en materias particularmente complejas presenta la misma característica. Si lo logramos simplemente cuando todos pensamos de la misma manera, bueno, eso no implica ningún mérito. Lo que sí lo tiene es hacerlo precisamente cuando hay diferencias, en algunos casos sustantivas. Ellas se han expresado, y estimo que bien. Y es correcto que así ocurra.



Pero también es importante, cuando se conviene en algo, considerar los aspectos favorables, y no solo aquellos que, en definitiva, no lo son tanto. Juzgo que aquí, como lo ha manifestado la Honorable señora Von Baer, hay tres acuerdos positivos completamente evidentes.



El primero es que una política pública de esta envergadura, de esta naturaleza, tiene que exhibir gradualidad. El gran mérito de la transición de los años noventa hasta este momento es que aquellas que se aplicaron no fueron maximalistas; que fueron consensuales, progresivas; que los errores se corrigieron en el camino; que se mejoraron las cosas. Por lo tanto, una demostración de que el gradualismo es un valor a la hora de concretarlas se reafirma ahora plenamente.



En segundo término, hemos construido una instancia que ¡por Dios que es valiosa!, en el sentido de que el Congreso y el Ejecutivo definen una política pública, pero el seguimiento de ella se hace sobre la base de voces calificadas y expertas que pueden ir entregando luces o señales de cómo corregir, de cómo adelantar, de cómo retardar.



Si la medida más ruinosa de que tengamos recuerdo, que es la del Transantiago, hubiera contado con la comisión de evaluación incorporada al proyecto que nos ocupa, estoy seguro de que habríamos conseguido enmendar sus aspectos fundamentales, que provocan efectos que nos persiguen hasta hoy día.



Y, en tercer lugar -porque se trata de no esquivar algún punto-, hay una diferencia expresada asimismo en esta conversación. Porque no siento que nos encontremos abocados a un debate, sino a una conversación.



No voy a polemizar -estimo que el texto del artículo transitorio es suficientemente elocuente- en cuanto a si las municipalidades que lo están haciendo bien podrán postergar o no indefinidamente su entrada al sistema. Para mí, es evidente que ello será posible. Simplemente quiero preguntar lo siguiente: ¿cuál es el sentido de anticipar una discusión de 2030?



¿De qué se trata? Tenemos que partir con un itinerario que hemos convenido, en el que el Ejecutivo actual -porque la partida es ahora y forma parte del compromiso político- y el Gobierno que lo suceda van a tener que hacer un tremendo esfuerzo para poder implementar la reforma.



Consignaré una sola cosa. El primer servicio local que debiera estar funcionando a principios del próximo año va a implicar, por lo bajo, un gasto superior a treinta millones de dólares únicamente para pagar las deudas de las tres comunas que se incorporarán.



El sistema, sin contar los pasivos y la cuestión de los inmuebles, importará quinientos millones de dólares en régimen, de acuerdo con el informe financiero. Por lo tanto, se nos viene encima un costo enorme.



¿Por qué considero absurda la diferencia respecto de si la postergación es limitada o es indefinida? Por una razón muy simple. Si en 2030, en trece años más, la comuna de Santiago, o la de La Granja, o la de Peñalolén, o la de Quillota, lo está haciendo extraordinariamente bien en la gestión: la matrícula aumenta, los resultados son buenos, los alumnos están contentos y la comunidad educacional se encuentra comprometida, ¿habrá alguien que pare el dedo y exponga: “¡Ah! No. Pese a que el caso es ejemplar” -estoy pensando igualmente en la comuna de Valdivia- “y la labor es estupenda, vamos a indicarle que no la continúe”. ¿A quién se le ocurre que pasará algo de ese estilo? Sería completamente absurdo. La gente no es tonta.



Si hay municipios en esa situación, ¿alguien será capaz de levantar el dedo -repito- para afirmar que es preciso quitarles la gestión de los colegios?



Entonces, la discusión es inoficiosa.



Espero que de ahora en adelante hagamos el mayor esfuerzo para generar realmente una convergencia en torno del fortalecimiento de la educación pública.



Quiero terminar mis palabras con lo siguiente. Es un mito y una caricatura sostener que la Centroderecha carece de voluntad para que se cuente con una buena educación pública. Eso no es verdad. Deseamos que esta sea de calidad y coexista con una educación particular subvencionada. Tenemos un compromiso con la primera que pienso que hemos expresado precisamente en la tramitación del proyecto.



He dicho.

)---------------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Saludo, de parte de la Senadora señora Goic, a los payasos caminantes Pollito y Sonrisita, que este año han comenzado su caminata desde Valparaíso para difundir las Jornadas Solidarias de Rehabilitación en Magallanes, las cuales constituyen la Teletón de esa Región. El 22 del mes en curso será el día de la recolección de fondos.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Invitada por la Honorable señora Lily Pérez, nos acompaña una delegación del colegio Niño Jesús de Praga, de Quillota.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)-----------------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Puede intervenir el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, creo que la Sala, el Congreso y el país deben tener claro que estamos viviendo un momento histórico.



Hace treinta y siete años se nos impuso un modelo que quiso hacer de la enseñanza un mercado y que, por decirlo suavemente, “abandonó” la educación pública, la cual hizo de Chile lo que era, donde gente distinta se juntaba, aprendía y tenía otra forma de entender lo que significaba desarrollarse.



¿Y qué estamos haciendo? Estamos creando otro sistema.



Deseo señalarlo: a mí me apasiona mucho todo el asunto, porque he estado al menos desde 1994 en esta pelea, al igual que otros, y quiero aprovechar la ocasión para rendir un homenaje a todos los profesores que han fallecido en el camino.



Quiero rendir un homenaje a los normalistas, a quienes se puso término en un momento.



Quiero rendir un homenaje a los actuales dirigentes en todo el país, quienes están tratando de que los niños aprendan más y de otra manera, porque la actual presenta problemas serios.



¿A qué apuntamos? A recuperar un concepto fundamental de educación pública, que hace de los niños y los jóvenes lo central; que tiende a conocer sus necesidades, sus características, sus potencialidades, para que logren un desarrollo más pleno; que busca que sean realmente ciudadanos y cuenten con la capacidad de entender su propia realidad y la del país.



Constituye otra concepción. No es para competir con el colegio del lado o el de más allá. No es para afirmar: “Este es el mejor y los otros son malos”. Es para tener una idea de cómo la sociedad desarrolla su visión de lo que se quiere.



A mi juicio, se trata de algo en verdad importante. Es una noción enriquecida, moderna, de la enseñanza y del aprendizaje, donde adquirirá relevancia la robótica, al igual que muchas otras cosas.


Hemos concebido entidades locales que no son como las actuales direcciones de Administración de Educación Municipal. No son para controlar colegios, sino para potenciar procesos de colaboración e integración entre todos.


Creo que toda la idea de un sistema nacional descentralizado, con un mecanismo de financiamiento basal y también por alumno, es un gran paso.


Lo anterior constituye un motivo de orgullo para el Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet y para todos nosotros, y especialmente para los funcionarios del Ministerio de Educación, para esos abogados que han intervenido, para Roco, para todos aquellos a quienes hemos retado en el camino y les hemos dicho: “Estamos haciendo realmente historia y tenemos que valorarlo”.



Por mi parte, no me río, Honorable colega Allamand. Porque mi experiencia, en verdad, es que nos encontramos ante un factor que explica buena parte de la desigualdad en el país y perjudica a muchos talentos que no se han desarrollado como podrían haberlo hecho.


Nuestro debate ha estado mucho más centrado en la transición, en cómo pasamos de la situación actual al nuevo modelo.


Les deseo a la Derecha y particularmente a ese señor Senador que en el camino se convenzan de que la educación es para desarrollar seres humanos y de que una sociedad tiene que contar con un buen sistema. No es una cuestión de colegio a colegio: es un conjunto que se tiene que asumir.



No quiero entrar hoy día en discusiones de otra naturaleza. Es cierto que la transición está un poco enredada y que fue preciso hacer concesiones aquí y acá, mas lo claro es que la ley en proyecto dispone que toda la estructura debería regir en 2025. Y si mediara un informe fundado, sería posible una prórroga de hasta dos, tres, cuatro o cinco años. Producto de la negociación, algunos municipios podrían pedir una postergación, pero nunca más allá de la fecha general.



En verdad, es ridículo afirmar: “Mi colegio es bueno y los otros son malos”. ¡Si este es un modelo que se tiene que integrar y que supone el apoyo de unos a otros!



Espero que los cuatro servicios que partan abran un camino, un curso.



Conviene explicar al país la nueva etapa y el paso histórico que se da: a los profesores, a los apoderados, a los partidos, a todos.



¡Empezará a desarrollarse una educación propia de la República, de una democracia, y lo vamos a estar haciendo presente en todas partes!



¡Lo que ocurra en el sector dependerá de lo que suceda en los servicios locales nuevos, pero también de cómo seamos capaces de movilizar y motivar a escuelas y comunas que todavía no entran a fin de que generen mucha energía para hacerlo, para transformarse!



Chile requiere este salto cualitativo. Necesita pasar a una etapa distinta en la educación. Por eso, creo que debemos preocuparnos de otra manera de los niños. Es preciso considerar la desigualdad en serio, lo que dice relación con los talentos con que ellos cuenten o no para su desenvolvimiento.



¡Tenemos que preocuparnos de otra manera de un Chile mucho mejor!



Deseo manifestarle, señor Presidente, que, desde mi punto de vista, este paso quizás justifica plenamente el encontrarme aquí como Senador. ¡Quisiera que todos fuéramos conscientes de la postergación que el problema ha significado para muchas generaciones!



Lo que venga en adelante dependerá de cómo lo hagamos, pero hemos definido, como Congreso Nacional, un nuevo sistema de educación pública, de lo cual podemos estar tremendamente orgullosos. Cabe hacer en el camino todas las correcciones que se requieran por los errores que puedan presentarse en la transición, mas lo importante es que pasamos a otra etapa. 



¡Viva la educación pública!



¡Viva Chile!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, estimo, al igual que mi Honorable colega Montes, que este es un momento histórico, no solo para la educación, sino también para el país.



Por eso, quiero destacar el rol del Gobierno y de la Ministra de Educación, especialmente; del comité político; de las Subsecretarias de Educación, Valentina Quiroga, y de Educación Parvularia, María Isabel Díaz; de Rodrigo Roco; de todos los que han acompañado el proceso, y de la propia Presidenta Bachelet, quien puso empuje y convicción.



Cuando hace tan solo 48 horas se daba a conocer el Presupuesto y la Primera Mandataria consignaba una expansión de 3,9 por ciento del gasto público, bueno, eso es muy consistente con lo que hoy día estamos haciendo, con las prioridades fijadas en la materia. A ello obedece que desee subrayar el papel del Ejecutivo.



También quiero realzar la labor del Senado, que está despachando un proyecto de carácter histórico.



Antes de referirme al pronunciamiento de la Comisión Mixta pondré de relieve el trabajo desarrollado por la Secretaría de la Comisión de Educación, lo que permitió discutir de manera oportuna e informada el texto. Conviene que en la Versión Oficial quede consignado el desempeño de Francisco Vives, de Javier Tobar, de Diana Robles y de todo ese equipo.



Respecto del carácter histórico que señalo, insisto en que hoy día no tenemos un sistema, sino un modelo fracasado. Quienes criticaban al comienzo la iniciativa trataban de convencernos de que en el mundo había otros modelos parecidos al chileno. La verdad es que todo lo aplicado en materia de educación es una anomalía.



Cuando hace tres años se empezó a discutir la reforma educacional, había quienes expresaban, en este mismo Hemiciclo, que se iban a cerrar colegios y vendrían las siete plagas. Y se preguntaba cuándo se llegaría a la sala de clase y se impactaría en la calidad y el aprendizaje de los estudiantes. Bueno, este es el momento.



Entonces, me extraña escuchar aquí algunos planteamientos de Senadores de las bancas del frente, los que incluso toman distancia del propio líder de ese sector, el ex Presidente Piñera, quien en 2011 también hizo un intento de desmunicipalizar.



Este es el tercero.



A propósito de los pésimos resultados que se aseguraban al iniciarse la reforma educacional, quisiera consignar que el sesenta por ciento de los colegios ya se ha traspasado hoy día a la condición de ser sin fines de lucro.



En la Región de La Araucanía, ningún establecimiento se acogió a la modalidad de particular pagado, a pesar de que algunos anunciaron que iban a hacerlo.



O sea, no se cerró ningún plantel de enseñanza, a diferencia de lo que vaticinaban majaderamente algunos integrantes de las bancas del frente.



En cuanto al proceso de admisión, parlamentarios hacían referencia hasta hace poco tiempo a la famosa “tómbola”. Me gustaría que observaran lo que está ocurriendo en mil 200 puntos de atención en todo Chile. En cinco regiones donde el proceso se inició hace menos de una semana, el setenta por ciento de las familias ya están postulando, con altos niveles de satisfacción.



Y eso es lo que acá se demonizaba.



El anuncio hecho hace pocos días por la Presidenta de la República en el sentido de que dos millones 800 mil niños van a estudiar gratis el próximo año obedece a que hemos eliminado el copago.



De esa manera hemos venido avanzando durante todo el tiempo.



Con relación al proyecto, en particular, y al trabajo de la Comisión Mixta, lo central es que por fin vamos a contar con un sistema. En la actualidad hay 345 distintos, cada uno con sus propios estándares y sin los incentivos adecuados para un buen funcionamiento.



Algunos municipios -deben de ser veinte o treinta- pueden cumplir hoy día, en efecto, con los requisitos necesarios y seguir por un tiempo más, eventualmente, a cargo de la educación en su territorio. No obstante, en la discusión y el trabajo de la Comisión Mixta no advierto ningún precepto en que se establezca la coexistencia de dos modelos diferentes. Aquí no van a funcionar.



Por lo tanto, más allá de desearles éxito a esas municipalidades y que lo sigan haciendo bien en tanto no se lleve a cabo el traspaso a los servicios locales, en especial a los cuatro que parten, la recomendación es continuar poniendo todo el empeño posible, no endeudar más a sus corporaciones y aplicar todos los procedimientos necesarios para mejorar la calidad.



Hubiéramos querido un plazo más reducido. Sin embargo, se estableció el año 2030, como máximo. Me parece, al igual que el Honorable señor Montes, que gran parte de los procesos se verificarán mucho antes. Creo que el Consejo de Evaluación fue un aporte importante introducido por el Senado, en su conjunto, en la tramitación.



En definitiva, vamos a disponer por primera vez de un sistema altamente evaluable, exigente, en el que la única preocupación de la institucionalidad, de la Dirección de Educación Pública, de los setenta servicios locales, será impartir enseñanza de buena calidad.



Entiendo que el Ministerio ya está estudiando otros modelos de gestión que han sido exitosos en el mundo, para que las entidades que van a proveer educación pública justamente lo hagan de la mejor manera.



A mi juicio, el esfuerzo de todo el Senado debiera estar puesto en cómo acompañar a los organismos que van a ser los primeros en desmunicipalizar en cuatro regiones distintas, con realidades diferentes, con dispersión geográfica, con estudiantes muy vulnerables y, desde luego, con algunos municipios bastante endeudados. La transición también se tiene que hacer cargo de ello, para que los servicios locales que se vayan incorporando paulatinamente lo hagan sin deuda.



En consecuencia, juzgo que este es un día histórico para el país, para los estudiantes. Creo que en estos 37 años se desmanteló la educación pública. Si bien algunos han hecho referencia a un carácter mixto, la verdad es que se ha aplicado un sistema en el que lo público ha corrido claramente en desventaja y donde los incentivos han apuntado, incluso hasta hace poco tiempo, a hacer negocios con la enseñanza, con los recursos destinados a los niños. Estimo que se da un paso tremendamente importante, porque estamos poniendo término a un período de 37 años en que se descuidó a los escolares y se privilegió al proveedor, a quien podía incluso hacer negocios -repito- en este ámbito.



Hoy día es otro el país, afortunadamente. Estos asuntos ya no se discuten. Felizmente, ya nadie defiende lo indefendible. Y estamos transitando a un sistema por el cual el mundo seguramente nos va a observar y del que podremos sentirnos orgullosos, porque estamos haciendo lo mejor por los escolares de Chile.



He dicho.

)----------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Doy la bienvenida a la delegación del Colegio del Sagrado Corazón, Monjas Inglesas, de la Región Metropolitana. 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Han tenido lugar las intervenciones contempladas en el acuerdo de Comités. Así que les pido a los señores Senadores que lo cumplan para el efecto de avanzar en el tratamiento del resto de los proyectos en tabla.



De todas maneras, les daré la palabra a los dos inscritos que quedan.

El señor QUINTEROS.- Entonces, ¡para qué hay acuerdos!

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Se toman justamente para hacer más ejecutiva nuestra labor.



Puede intervenir el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en todo caso, entiendo que ello no puede afectar nuestro derecho a fundar el voto. Eso es lo que hacemos en este momento. No estamos ocupando tiempo de debate.



En discusiones anteriores manifesté mi preocupación por el artículo trigésimo cuarto transitorio, que disponía el pago de las deudas que pudieran tener los municipios, luego de lo cual se iba a descontar del Fondo Común Municipal en un año. 



Yo señalé que eso era extraordinariamente riesgoso; que podía significar que los servicios municipales no se materializaran, y que íbamos a tener una enorme cantidad de problemas.



En la Región de La Araucanía son cinco los municipios que van a partir con este sistema: Nueva Imperial, Carahue, Puerto Saavedra, Toltén, Teodoro Schmidt.



Por lo tanto, quiero reconocer que para mí es muy importante que este tema se haya resuelto de manera distinta, porque aquí se está diciendo que esas deudas primero se descontarán del Fondo de Apoyo a la Educación Pública y, en lo que falte, del Fondo Común Municipal, pero no en un año, sino en lo que sea necesario. Se van a fijar las cuotas para que eso no impacte en el buen funcionamiento de los otros servicios municipales.



Es una manera muy muy razonable de legislar, de hacer las cosas.



Por eso voy a sumar mi voto favorable. Porque la carga financiera que esto iba a representar para los municipios y el riesgo para el buen funcionamiento de los otros servicios municipales eran muy muy grandes.



Creo que se recogió y arregló bien el punto en la Comisión Mixta. Eso va a significar que los cinco municipios de la Región de La Araucanía que entran en este sistema, que son municipios precarios, de recursos muy muy limitados, van a poder hacerlo con mucha mayor tranquilidad. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, quiero sumarme a las palabras de felicitación a la señora Ministra de Educación, a las Subsecretarias Valentina Quiroga y María Isabel Díaz, a los asesores, al señor Roco, a todo el personal del Ministerio, así como a nuestro actual Ministro de la SEGPRES, el señor Gabriel de la Fuente.



Se ha hecho un esfuerzo grande, y ha habido bastante diálogo.



Hay que destacar que es un momento importante. Es un hito poder recuperar una educación pública que claramente se nos había ido de las manos, que había quedado postergada y demasiado invisibilizada. Era necesario hacer una reforma tan profunda como esta.



No sé si somos capaces hoy día de tomar conciencia de la magnitud de este desafío. Nosotros mismos no nos damos cuenta de lo que puede significar en los años que vendrán.



Pero lo importante es decir, por fin: “Queremos que haya una educación pública; que ahora apunte a la meta de la calidad, y que no quede sometida a ciertas arbitrariedades que hoy día por desgracia ocurren”.



Algunos municipios han hecho una buena gestión, pero otros, ya sea porque no estuvo entre sus prioridades o porque no tuvieron las condiciones, no fueron capaces de ello.



Nuestros niños no pueden quedar expuestos a ese tipo de situaciones.



Valoro, y por supuesto que apoyo, esta iniciativa. Me siento enormemente contenta de este avance.



Tiene un mérito incluso el que se lleve a cabo con cierta gradualidad, porque el cambio es demasiado trascendente, demasiado importante, demasiado grande. Probablemente requeríamos esa gradualidad. Pero debe quedar claro que al 2030 tendrán que estar todos estos nuevos servicios locales de educación.



Además, esperamos una activa participación de los padres y apoderados, de los consejos escolares; y también, por cierto, de la Dirección Nacional de Educación Pública, que deberá velar por que realmente haya buenos programas y educación de calidad.



Señor Presidente, esta iniciativa es muy importante, pero la reforma educacional de la Presidenta Bachelet es incluso mayor.



¡Cómo no decir en esta Sala lo que significa tener ya más de 257 mil alumnos que no van a pagar por su educación superior! Y la Presidenta ha propuesto en el Presupuesto 2018 llegar al 60 por ciento más vulnerable. Es decir, más de 300 mil familias no tendrán que endeudarse para lograr que sus hijos puedan estudiar.



Francamente, es algo digno, meritorio, que todos debiéramos apoyar.



Resulta incomprensible que un ex Presidente, actual candidato, lamentablemente diga que no quiere ir más allá del 50 por ciento. ¡Profundo error que afecta directamente a las familias más vulnerables, que por primera vez tienen el privilegio, el orgullo, la posibilidad de enviar a un hijo a la educación superior!



¡Cómo no decir que tenemos dos millones 800 mil familias que hoy día no pagarán el copago, que van a verse liberadas! Ellas podrán escoger el colegio que consideren adecuado para sus hijos, y no a la inversa. En adelante, no se las discriminará en función del dinero.



¡Cómo no decir que nuestros profesores tienen menos carga lectiva! ¡Cómo no reconocer que un número importante de ellos -al menos 100 mil- tendrá un 30 por ciento de mejoramiento en sus remuneraciones!



Y podría seguir expresando el compromiso que tiene la Presidenta de llegar a más de 70 mil ofertas de la educación preescolar, que es tan importante, porque ahí se inicia verdaderamente la formación, la posibilidad de mejores condiciones para el futuro aprendizaje.



Señor Presidente, lo quiero decir con todas sus letras: un gran legado que va a dejar la Presidenta Bachelet se llama “Educación”.



Este país tendrá que reconocer que hemos logrado cambiar el concepto de “educación” como un bien de mercado (las familias solo podían educar hasta donde les llegaba el bolsillo) para pasar a entenderla como un derecho que debe estar garantizado.



Eso es exactamente lo que nos hemos propuesto.



Lo quiero decir con todas sus letras esta tarde: siento un tremendo orgullo por lo que la Jefa de Estado ha hecho en educación. Hemos dado pasos sustantivos.



Reitero que este será uno de los legados más importantes del Gobierno encabezado por la Presidenta Bachelet.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, votando a favor de este informe de Comisión Mixta, quisiera decir que cambios de esta envergadura, que son tan profundos, hay que hacerlos con plazos, de a poco; evaluando en el camino si las cosas se están haciendo bien. Cuando los cambios son tan macizos y de fondo, deben efectuarse gradualmente.



Sin embargo, debió haberse procedido de la misma forma en el caso de la educación particular subvencionada. Se debió poner todo el corazón y la fuerza en mejorar nuestra educación pública, pero sin necesidad de afectar esa otra modalidad de educación, pues es donde, al igual que en la educación pública, está el corazón de la movilidad social; está el corazón de nuestra clase media; está el corazón de la gente que quiere, como padres, como familia, tener una gran influencia, y trabajar con los colegios.



No veo por qué había que afectar nuestra educación particular subvencionada para lograr el éxito de la educación pública. No eran excluyentes. El Gobierno debió haberse jugado en esta línea, y no haber estado en contra de la educación particular subvencionada.



Dicho eso, señor Presidente, y votando a favor, porque los países van cumpliendo ciclos, a mí me hubiera gustado que este cambio hubiese sido voluntario, ya que efectivamente hay municipios que hacen bien la pega.

El señor ALLAMAND.- ¡Es voluntario! 

La señora PÉREZ (doña Lily).- Sí, pero llegará a un punto en que no lo va a ser. En la medida en que tengamos la gradualidad cumplida, van a estar todos en la educación pública. 



Lo que me importa es que no haya diferencias dependiendo de quién esté al mando del municipio; si hay un buen o un mal alcalde.



Por ejemplo, cuando un actual Senador dirigía la Municipalidad de Puente Alto uno podía decir: “Bueno, a lo mejor las cosas andan bien”. Pero no todos pueden estar dependiendo de si hay un buen alcalde que haga la pega. Tiene que existir igualdad en esta materia.



Así debemos empezar a equilibrar la educación pública.



Por eso, voto a favor con entusiasmo; porque creo que ya se cumplió un ciclo. Cuando las cosas ya no funcionan, hay que hacer un cambio profundo. Y me alegro de que ese cambio profundo se esté haciendo de esta forma.



Reitero: solo lamento que no se haya procedido igual en el caso de la educación particular subvencionada. Porque ahí se generó un daño a esta última, sobre todo en los plazos y en la forma como se la afectó financiera, administrativa y educativamente a través de la implementación de la Ley de Inclusión Escolar. Compartiendo el objetivo de esa normativa, pienso que la manera y los plazos en que se echó a andar y a rodar han generado, al final, un perjuicio a nuestra educación.



Con todo, señor Presidente, voto con entusiasmo a favor de esta reforma al sistema de educación pública.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, haber llegado al fin de la municipalización, después de su implementación dura en los ochenta, es un triunfo de la racionalidad, es un triunfo de una mirada sobre las cosas que tiene una perspectiva de cambios.



¡Esta es una ley revolucionaria! ¡Estos son cambios revolucionarios en educación!



Yo lo dije el 2006: “Chile requiere cambios revolucionarios”. Entre ellos consideraba el fin de la municipalización, puesto que en verdad los alcaldes y el sistema ¡no lo habían hecho bien! Y los perjudicados eran cientos de miles o millones de estudiantes en Chile, de los más vulnerables. 



Porque el sistema perverso lo que hizo fue dejar a los estudiantes más vulnerables, con más problemas, en el sector municipalizado, llevando la crema al sector particular subvencionado.



Y recuerdo los debates que tuvimos al interior del Partido Socialista por los años 2003, 2004, donde había alcaldes que defendían la municipalización producto de que los DAEM permitían contratar dos mil, tres mil personas, lo que los ponía en una situación de gran control político.



Yo solo lamento que nos hayamos demorado tanto tiempo en esto -no sé cómo va a votar la Derecha, señor Presidente; al parecer, se pronunciará en contra-; hubiera querido una implementación mucho más rápida, que no fuese tan gradual hasta el 2025, extensible hasta el 2030. Pero la experiencia nos demuestra que estos cambios deben hacerse con la más absoluta responsabilidad.



Están presentes acá el Ministro Eyzaguirre y la Ministra Delpiano. Cuando en el año 70 se intentó implementar la ENU -yo estaba en octavo básico; tenía un gran profesor que se llamaba Stalin Vera y una profesora de Biología, de nombre Gladys Vallet, quien hoy día es una médico cirujano muy destacada-, ese debate nunca pasó más allá del titular: “Esta reforma tiene por objeto crear el hombre nuevo”. 



Hasta ahí llegó el debate de la ENU, que extendía hasta el noveno año el ciclo básico y establecía una fuerte preeminencia de la educación técnico-profesional. Pero eso se politizó, se ideologizó.



Acá ha ocurrido algo similar: se ha ideologizado al “dios mercado”, al que no quiero reemplazar por el “dios Estado”, sino por un sistema que dé garantías de que los más vulnerables tendrán la misma oportunidad que los niños de familias de mayores ingresos. O sea, queremos una educación pública y de calidad que permita mayor igualdad. 



¡No hay otra posibilidad de mayor igualdad en Chile, que es el país con más desigualdad de la OCDE!



¡Chile es un país desigual!



El problema de Chile no es la extrema pobreza, sino la extrema riqueza. Y yo opto por la extrema justicia social de una educación que permita que un hijo de obrero llegue a ser Presidente de la República; que cualquier chileno pueda acceder, según su mérito y su capacidad, a los cargos que la nación, la vida, el Estado o la sociedad le brinden. Lo importante es que no esté predeterminada su condición social por la cuna en que nació. 



Y, Ministra Delpiano, espero que esta nueva educación pueda generar aquello: ¡mayor igualdad de oportunidades en base al mérito, al valor de cada cual, en un sistema que no discrimine!



Por cierto, tuvimos posibilidad de conocer la educación de Finlandia, la mejor del mundo (neoliberal), y la educación de Cuba, la mejor de nuestra región (socialista). Se trata de dos sistemas de enseñanza. 



Ahora bien, señor Presidente, señora Ministra, señor Ministro, lo principal son los profesores. Y esta reforma se mete al aula, ¡se mete al elemento esencial, que es clave del éxito de todas las reformas educacionales de los países con mejores estándares en esta materia, sean neoliberales o socialistas! ¡El aula y los profesores!



¿Qué nos decían en Finlandia, después de muchas horas de debate? “La clave está en los profesores”. ¡La clave está en los profesores! Una reforma que no incorpore la posibilidad de tener un profundo cambio en los docentes no va a ser una reforma propiamente tal. Y siento que esta sí cumple con ello, aunque se va a tardar. Mi temor es que pueda llegar un gobierno que quiera destruirla. No sé si la hemos blindado lo suficiente. 



En ese sentido, señor Presidente, solo le quiero decir a Sebastián Piñera y a su intento de echar abajo la gratuidad que el pueblo la va a defender en la calle. ¡Que no se atreva a echar abajo la gratuidad! Es una conquista de los estudiantes que marcharon el 2006; no estaba en la agenda. ¡Los estudiantes secundarios adelantaron por la izquierda a la política!



Por eso, voto a favor.



¡Viva la educación pública de calidad!



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero saludar a la señora Ministra de Educación y a todo su equipo, a las Subsecretarias, a los asesores, porque considero que siempre es importante reconocer cuando se tiene la capacidad de pensar en temas más allá de la contingencia. 



Pensar en la educación en serio, crear un sistema de enseñanza me parece que es una tremenda responsabilidad. Y lo que está haciendo hoy día el Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet es volver a crearlo, terminar con una educación de clase que segrega a un millón 400 mil escolares en nuestro país, niñas y niños, muchos de ellos condenados a tener educación de mala calidad, por falta de una política pública y de un sistema.



No es justo que un niño o una niña nacidos en una comuna liderada por un mal alcalde tengan que pagar las consecuencias en un elemento tan importante de movilidad social y de formación como es la educación.



Es legítimo que un buen o mal alcalde haga bien o mal el aseo y ornato de su comuna, pero no es justo que la principal herramienta de movilidad social -la educación- sea gestionada por un mal edil. De ahí que estimo que es tremendamente relevante la creación de este sistema educacional, el cual va a permitir que los colegios operen en red, potenciando cada una de las virtudes que unos u otros tengan y superando en conjunto las limitaciones o los déficits que presenten.



Este sistema educacional, como se planteaba, recoge también las experiencias internacionales, el reconocimiento a la comunidad educativa y al consejo de profesores. En efecto, se le otorga a este último un rol importante: aprobar el reglamento de educación, de aprendizaje de cada establecimiento; participar en la elaboración del reglamento de convivencia escolar. Es decir, se le reconoce al cuerpo docente, al consejo de profesores un rol más allá del eminentemente lectivo, el cual tiene que ver con la conformación de una comunidad escolar.



Es cierto, señor Presidente, que a algunos nos habría gustado que la implementación fuera más rápida. Pero no es fácil cambiar un modelo que se instaló en Chile hace 37 años. No es fácil hacerlo porque un error puede significar la afectación de la calidad de la educación de miles de jóvenes, de niños y niñas. No podemos cometerlo. Como legisladoras y legisladores estamos llamados a mantener la prudencia y a hacer bien las cosas.



Muchos de los Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra entraron en el fondo del proyecto. Yo quiero reivindicar un asunto de forma: la capacidad del Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet de llegar a acuerdos.



 En Chile, durante los últimos años, algunos nos han querido convencer de que llegar a acuerdos es una mala forma de administrar. No obstante, yo reivindico los acuerdos. Estimo que debemos volver a tener la capacidad de sentarnos y pensar en Chile, con nuestros matices y nuestras diferencias, pero con un objetivo central.



A mi juicio, esta iniciativa se traducirá en un cambio muy importante en el sistema educacional de nuestro país y -lo que es más relevante- va a significar un mejoramiento de la calidad de la enseñanza. Nos permitirá concentrarnos a todos en mejorar la calidad cuando el sistema educacional se preocupe de las condiciones de infraestructura, de la situación laboral de la comunidad educativa. Y no me refiero solo a los profesores, sino también a los asistentes de la educación y a las condiciones especiales que se lograron finalmente para los funcionarios de las direcciones de educación municipal, quienes cumplen una labor muy encomiable en todo el país.



Señor Presidente, reitero mis agradecimientos y felicitaciones al Gobierno de la Presidenta Bachelet por este gran logro y por la capacidad de haber alcanzado un acuerdo que nos va a permitir decir, con mucha fortaleza y con mucho orgullo, que hemos terminado con una educación de clase y estamos iniciando un sistema educacional que hará posible dar una mayor movilidad social a nuestros jóvenes.



Muchas gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora DELPIANO (Ministra de Educación).- Señor Presidente, por su intermedio deseo saludar a cada uno de los Senadores y Senadoras, a todo el personal y a quienes se encuentran de visita en esta Corporación.



En primer lugar, quiero señalar que este proyecto de ley ingresó al Congreso hace dos años y que su tramitación no ha estado exenta de dificultades pero sí plagada de un esfuerzo conjunto por dialogar, por buscar acuerdos, por escuchar a los distintos sectores, a fin de ver de qué manera era posible sacar adelante una iniciativa central dentro de la reforma educativa impulsada por la Presidenta Bachelet y que viene a complementar otros esfuerzos.



En efecto, es difícil ver este proyecto solo, en sí mismo, sin asociarlo al trabajo en materia de carrera docente que se ha realizado con los profesores; al gran esfuerzo efectuado en educación parvularia, para garantizar que los niños desarrollen sus talentos desde la más tierna infancia; a la ley de inclusión, en plena instalación en este momento en nuestro país, y a tantas otras iniciativas que hemos desarrollado y discutido en forma conjunta.



En nombre del Ejecutivo y también en nombre de todos mis colegas y del grupo del Ministerio de Educación a cargo de llevar adelante este proyecto, quiero agradecer, de verdad, el esfuerzo de cada uno de los Senadores y materializarlo en los equipos de Educación y de Hacienda de la Cámara Alta con los cuales trabajamos más en profundidad la iniciativa.



Agradezco sobremanera el apoyo de cada uno de los Senadores, que vieron claramente que era posible, a partir del texto original y a través de un esfuerzo colegislativo -que es lo que realmente corresponde-, buscar acuerdos que permitieran tener ojalá una política de Estado en materia de educación, tema que, sin lugar a dudas, le importa a todo el mundo y en el cual todas las personas se sienten un poco expertas. Es difícil encontrar otro tan transversal en el que cada uno tenga una opinión. Todos hemos vivido el sistema educativo; aún lo estamos viviendo; tenemos puntos de comparación y tenemos anhelos y sueños respecto de cómo debiese ser.



Estoy convencida, señor Presidente, de que Chile será mejor mañana que hoy a partir de haber realizado un esfuerzo conjunto por recuperar algo que no debimos haber perdido nunca. Y me refiero no solo a la cobertura de la educación pública, sino también a su calidad. Ella marcó un estándar y fue motivo de orgullo para nuestro país. Incluso los colegios particulares pagados se sometían en el pasado a la fiscalización y vigilancia del sistema público. 



A la gente más joven le cuesta entender esto.



¿En qué minuto se nos derrumbó? ¿En qué minuto se nos vino abajo? ¡Cómo permitimos un sistema ordenado estructuralmente casi por casta, donde el que tenía 20 mil pesos más podía separarse del que tenía 20 mil pesos menos, cuando los niños se reparten los talentos en forma equitativa, estadísticamente, representativamente, etcétera!



Creo que los pasos que estamos dando hoy, levantando la educación pública, mientras instalamos de la mejor manera posible la educación inclusiva en el país, nos garantizan, junto a la carrera docente y al gran volumen que viene con formación parvularia de calidad, un sistema educativo que, como tal, asegure dar un salto no solo en la calidad de la atención a cada uno de nuestros niños, sino también en la sumatoria de ellos, teniendo un país mejor preparado, que desarrolla sus talentos y que permite movilidad social para salir de la pobreza.



Aquí ya lo han dicho muchos Senadores. Efectivamente, este es un hito histórico. Para el Ministerio de Educación, que en este período ha sacado adelante cerca de 30 iniciativas, esta es, realmente, una de esas leyes que movilizan el alma, señor Presidente, que dan sentido, tanto a las vidas colectivas como a las vidas individuales, y que hacen que salir a trabajar cada mañana tenga un propósito.



Entre todos estamos cumpliendo un sueño que creo que compartimos: que Chile sea mejor.



Estoy segura y convencida, y pido a los parlamentarios su confianza en que así será, de que este proyecto constituye una gran oportunidad. Sé que algunos todavía piensan que los municipios -los pocos que tienen la posibilidad de hacerlo bien, porque este ya no es un tema de voluntad, sino de posibilidad de hacerlo bien- son la fórmula definitiva.


Me parece que la evaluación que se realice del proyecto demostrará que, efectivamente, un trabajo en red, un trabajo sistémico, etcétera, da mejores opciones para la cuestión de fondo: mejorar la calidad de la educación que reciben los niños y las niñas a lo largo de todo nuestro territorio.



Agradezco al Senado esta oportunidad.



Seguiremos trabajando en el resto de los proyectos para que la reforma educacional sea verdaderamente una realidad, desde la cuna hasta la educación superior.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (34 votos a favor), dejándose constancia de que se cumple el quorum constitucional requerido, y el proyecto queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Pido a los señores Senadores retirar los lienzos que han desplegado.

)-------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Saludo a los 45 alumnos participantes del Torneo Delibera que hoy nos acompañan.



¡Bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Pasamos al siguiente asunto de la tabla.
REGULACIÓN DE MEDICAMENTOS BIOEQUIVALENTES GENÉRICOS E IMPEDIMENTO DE INTEGRACIÓN VERTICAL DE LABORATORIOS Y FARMACIAS
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Girardi, señora Goic y señores Ossandón, Rossi y Zaldívar, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias, con segundo informe y nuevo segundo informe de la Comisión de Salud y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.914-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señor Girardi, señora Goic y señores Ossandón, Rossi y Zaldívar):



En primer trámite: sesión 96ª, en 10 de marzo de 2015 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Salud: sesión 9ª, en 14 de abril de 2015.



Salud (segundo): sesión 80ª, en 11 de enero de 2017. 



Salud (nuevo segundo informe): sesión 32ª, en 18 de julio de 2017.



Discusión:



Sesiones 10ª, en 15 de abril de 2015 (queda para segunda discusión); 68ª, en 10 de noviembre de 2015 (se aprueba en general); 88ª, en 8 de marzo de 2017 (el proyecto vuelve a la Comisión de Salud).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general por el Senado en su sesión de 10 de noviembre de 2015.



La Comisión de Salud deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no existen artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



El órgano técnico efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, algunas de las cuales fueron acordadas por unanimidad, mientras que otras, que serán puestas en discusión y en votación oportunamente, fueron aprobadas solo por mayoría de votos.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas.



Entre las enmiendas aprobadas por mayoría se encuentran los números 23 y 24 del artículo 1º, que introducen los artículos 129 G y 129 H al Código Sanitario, respectivamente. Se trata de normas de quorum calificado y requieren 19 votos favorables para su aprobación. Estas modificaciones, como ya señaló, se pondrán en discusión y en votación en su oportunidad, por haber sido acordadas solo por mayoría.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe el texto aprobado en general, las enmiendas introducidas por la Comisión de Salud y el texto como quedaría de aprobarse estas modificaciones.



Por último, cabe consignar que se han presentado 26 peticiones de votación separada, algunas de las cuales coinciden con acuerdos de mayoría de la Comisión que recaen en normas que de todos modos deben ser sometidas a votación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito autorización para que ingrese a la Sala el señor Subsecretario de Salud Pública, don Jaime Burrows.



--Se accede a lo solicitado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión particular el proyecto.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Nuestro Comité pide segunda discusión, señor Presidente.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Para todas las normas?

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Así es.

El señor NAVARRO.- ¡Está diezmada la UDI…!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En tal caso, no podemos votar, pues se trata de una discusión particular. Lo que correspondería es aplazar el debate.



Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, la UDI está en su derecho. Sin embargo, creo que este es un gran atentado a los pacientes, porque esta política busca establecer una legislación de genéricos. Las personas están pagando un mil por ciento más caros los medicamentos y sería muy importante que el país conociera este proyecto de ley.
El señor PÉREZ VARELA.- ¡Que saque la publicidad, señor Presidente! ¡No puede haber publicidad en la Sala!

El señor GIRARDI.- Esto no es publicidad. Se trata de una legislación impulsada por el Ejecutivo de nuestro país.
El señor PÉREZ VARELA.- ¡Los estudios nunca se han presentado así, como aparece en la pantalla!

El señor GIRARDI.- Lo que pasa es que quería dar a conocer un análisis del SERNAC que demuestra que los medicamentos en Chile cuestan 2 mil 987 por ciento más caros que los genéricos y que estos últimos no se venden. Están literalmente estafando a las personas y quitándoles el acceso a la salud.



Por eso la ley en proyecto es muy importante. Porque el mercado está lleno de conflictos de intereses que esta iniciativa quiere superar. Es lo que sucede, por ejemplo, con el médico que prescribe un medicamento que no debiera recetar, pues tendría que indicar el genérico bioequivalente. A la vez, las personas no pueden acceder al genérico, pero les venden un medicamento genérico al que le cambian el envase -es la misma pastilla- y por el cual cobran mil por ciento más caro.



Eso es lo que quiere resolver este proyecto de ley, texto al que se llegó después de un gran acuerdo con el Ejecutivo. No es lo que queríamos, pero implica un avance.



Tal vez uno de los problemas más dramáticos que sufren los chilenos hoy día dice relación con los costos de los medicamentos. Nuestro país se encuentra entre los que exhiben los más altos precios en el mundo.



Eso, lamentablemente, es lo que no se quiere discutir.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, comprendo que la UDI haga uso del Reglamento para pedir segunda discusión.



Quiero saber si había acuerdo de Comités para poner el proyecto en tabla mañana mismo o si va a quedar para la próxima semana. Deseo tener claridad al respecto. Porque, si vamos a votar, debe haber quorum. Entiendo que, más que un tema de contenido -también es una posibilidad-, lo que sucede es que la UDI no cuenta con quorum en este momento para votar la iniciativa.

El señor PÉREZ VARELA.- Sí tenemos. Estamos todos.

El señor NAVARRO.- ¿Están todos? Yo cuento cinco Senadores. Son un poquito más.

El señor PÉREZ VARELA.- ¿Y ustedes?

El señor NAVARRO.- Por eso pregunto. Me interesa saber exactamente cuándo se pondrá en votación en la Sala, dada la importancia que el Senador Girardi ha señalado y que todos compartimos. Este es un proyecto absolutamente necesario. Es escandaloso el porcentaje adicional que se está pagando por muchos medicamentos. La iniciativa busca regular un mercado desregulado, que es el farmacéutico.



Señor Presidente, deseo saber exactamente cuándo se va a poner en votación y si ello puede quedar fijado desde ya, de manera que cada Senador asuma su responsabilidad y ese día haya el quorum necesario para su votación y despacho.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Lo que corresponde es acoger el planteamiento de la UDI.



Hay un acuerdo de Comités en orden a que la tramitación de este proyecto, si no terminaba hoy, seguiría el próximo martes. En consecuencia, se pondrá en tabla para ese día.



Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, rechazo las palabras y los conceptos que usted expresó en el sentido de que esto era un atentado de la UDI ante un problema que vive la ciudadanía.



Nuestro Comité, a través de la Senadora Van Rysselberghe, lo único que ha hecho es usar el Reglamento para postergar la discusión por 24 horas. Es más, en dicha normativa se señala que cuando se pide segunda discusión de un proyecto este tiene que colocarse en el primer lugar de la tabla de la sesión ordinaria siguiente, que en este caso es mañana.



Por lo tanto, esto no es ningún atentado.



Ustedes llevan ya casi cuatro años gobernando y ahora les viene el apuro en esta materia. Así que no sé quién ha efectuado un atentado.



Nosotros únicamente hacemos uso de un derecho que nos otorga el Reglamento. No estamos atentando contra nadie. Y lo hacemos a fin de estar mejor preparados para el debate, para que haya una mejor participación.



Por otra parte, el Senador Navarro sostiene que la UDI no tiene quorum. Los Senadores de nuestro Comité están. Lo que veo es que a sus espaldas en realidad está absolutamente solo, Senador Navarro. ¡Igual que en las encuestas presidenciales...!

El señor NAVARRO.- ¡Estoy acostumbrado…!

El señor MOREIRA.- ¡Y ahora quedó más solo…!

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, yo entiendo que se haga uso del Reglamento, como planteaba el Senador Pérez Varela. Y a eso tienen derecho todas las bancadas.



Sin embargo, no puedo dejar de sumarme a quienes han expresado la importancia de este proyecto.



Quiero plantear una solicitud más bien desde la ciudadanía, desde la gente, desde los adultos mayores, quienes tienen que comprar medicamentos y que se verán beneficiados con la ley en proyecto, la cual ya lleva harto tiempo en tabla y que nos demoramos en sacar de la Comisión. Ellos gozarán de mayor transparencia en los precios, tendrán acceso a medicamentos más baratos y de calidad, en un sistema que hoy día privilegia el lucro y el negocio en lugar de la salud de las personas.



Cuesta explicarles a quienes van a ser beneficiados cuando nos preguntan por qué nos demoramos tanto.



Hoy día en la mañana conversaba con mamás de niños que padecen cáncer. Veíamos cómo podíamos sacar lo antes posible el proyecto que establece la licencia que les permitirá a las madres y a los padres acompañar a sus hijos con cáncer.



Dilatamos este debate. Y espero que no pierda prioridad. Tenemos una tabla que está ajustada, con muchas prioridades. También se retrasa el proyecto SANNA. Pero dentro de la iniciativa en análisis se encuentra el artículo -respaldado por el Ejecutivo- que permite que en caso de necesitarse un injerto de células madres que se traiga del extranjero no se aplique IVA. ¡Cuántos niños han esperado meses ese beneficio! ¡Meses!



Entonces, a veces, cuando uno debe explicar por qué nos demoramos, cuesta señalar que es el Reglamento el que lo ampara.



Yo hablo más bien en función de beneficios que deberíamos respaldar transversalmente. Y lamento -por su intermedio, señor Presidente- que la bancada de la UDI ni siquiera esté escuchando mi intervención. Si ese es el interés que reviste un proyecto como este para ustedes, uno entiende por qué está desprestigiada la política.



Ojalá el día de mañana hagamos un debate serio, con celeridad, y saquemos adelante este proyecto, para que pase a su segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados, a fin de mejorar el acceso de la población de nuestro país a los medicamentos.



Tenemos que hacer nuestro trabajo. Para eso estamos aquí.

El señor PÉREZ VARELA.- ¿Y los democratacristianos, dónde están?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, creo que estamos en una discusión bastante estéril. Eso sí, quiero señalarles a los señores Senadores que, efectivamente, en sesiones de Comités nosotros hemos venido corriendo este proyecto desde hace bastante tiempo, y el Senador Girardi siempre tuvo buena disposición para colocarlo en tabla en una semana o en otra.



El punto es el siguiente: si bien es cierto nosotros estuvimos de acuerdo, aquí hay un Reglamento, que tiene que respetarse. Y una Senadora, miembro de la Comisión de Salud, cuenta con los argumentos necesarios para decir: “Trátese mañana”. 



Entonces, no nos aprovechemos de una cuestión reglamentaria para decir: “¡Ustedes, la UDI, no quieren legislar!”



No se trata de eso.



¡Si este proyecto se ha postergado tres, cuatro, cinco veces, hacerlo por un día más…! ¡Por favor!



Digamos las cosas como son: cada uno tiene la responsabilidad de estar en la Sala, no podemos estar buscando los días adecuados para que se garantice el quorum. Venimos dos veces a la semana; por lo tanto, tenemos que cumplir, candidatos y no candidatos. Por un día más o por un día menos no se va a perder una elección.



Por lo tanto, señor Presidente, es importante dejar las cosas en claro: reglamentariamente corresponde que la iniciativa se vea mañana. ¡Y se verá mañana! Y ya no habrá otra fecha, porque ya se encuentra comprometida.



Y si tenemos que quedarnos mañana hasta las 3 de la madrugada para votar el proyecto que modifica el SERNAC, ¡nos quedaremos, nomás!



Es todo lo que tenía que señalar a la poca audiencia que queda a esta hora, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



--El proyecto queda para segunda discusión.
MODIFICACIÓN DE LEY DE TELEVISIÓN NACIONAL DE CHILE

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile, con segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones e informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6.191-19) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 59ª, en 27 de octubre de 2009 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 22ª, en 1 de junio de 2010.



Transportes y Telecomunicaciones (segundo): sesión 48ª, en  20 de septiembre de 2017.



Hacienda: sesión 48ª, en 20 de septiembre de 2017.



Discusión:



Sesión 32ª, en 6 de julio de 2010 (se aprueba en general).

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no existen artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



Esa Comisión realizó diversas enmiendas al texto aprobado en general, las cuales fueron acordadas por unanimidad, con excepción de aquellas que serán puestas en discusión y en votación oportunamente.



Ahora bien, la Comisión de Hacienda, por su parte, se pronunció acerca de las normas de su competencia del texto despachado por la Comisión de Transportes e introdujo enmiendas, algunas unánimes y otras por mayoría, en los numerales 4), 5), 12), 22) y 28) del artículo único permanente; y en los artículos transitorios segundo, tercero y cuarto; e incorporó los artículos quinto y sexto transitorios, nuevos.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifiesten su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existan indicaciones renovadas. 



De las enmiendas unánimes, las recaídas en el inciso final del artículo 2° propuesto por el número 1); el inciso tercero del artículo 3° propuesto por el número 2); el ordinal viii del número 17); los ordinales i y ii del número 20), y el número 24), todos numerales del artículo único, requieren para su aprobación 19 votos favorables, por incidir en normas de quorum calificado, mientras que las modificaciones recaídas en las letras a) y b) del artículo 5° propuesto por el número 7), el inciso segundo del artículo 12 propuesto por el número 13), y el ordinal iii del número 26) son normas de rango orgánico constitucional que precisan para su aprobación 21 votos favorables.



Se hace presente que el número 28) del artículo único es un precepto de quorum calificado que se aprobó solo por mayoría en la Comisión de Hacienda, y será puesto en discusión y en votación en su oportunidad.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe el texto aprobado en general, las enmiendas realizadas por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, las modificaciones introducidas por la Comisión de Hacienda y el texto como quedaría de aprobarse estas modificaciones


De consiguiente, primero que nada habría que votar las enmiendas unánimes. Y no sé si se votarán separadamente las que son de quorum.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- En discusión particular la iniciativa.



La propuesta es poner en votación todas las modificaciones aprobadas en forma unánime por ambas Comisiones y que no son de quorum.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Hay que aclarar, en todo caso, que se trata de las enmiendas acordadas unánimemente en que no existen diferencias entre las Comisiones de Transportes y de Hacienda, por cuanto, de haberlas, tendrían que votarse separadamente en su minuto.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- En votación.



--(Durante la votación).
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, pido segunda discusión para este proyecto, porque no estábamos advertidos…

El señor MOREIRA.- ¡Pero cómo…!

El señor MONTES.- Hay otras iniciativas en la tabla y muchos parlamentarios están participando en las Subcomisiones Especiales Mixtas de Presupuestos.

La señora VON BAER.- ¿Esta iniciativa no es tan importante…?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Propongo que primero terminemos la votación de las enmiendas unánimes, y después dejemos el proyecto para segunda discusión.

El señor MONTES.- De acuerdo, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Votaremos todos aquellas enmiendas aprobadas en forma unánime en ambas Comisiones y que no son de quorum.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, no hemos seguido este proyecto en profundidad, y quisiera saber cuáles son las normas aprobadas en forma unánime que vamos a votar. Por eso, solicito que el señor Secretario las mencione.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Son solo las enmiendas unánimes que no son de quorum calificado ni orgánico constitucional, y en las que no existen diferencias entre las Comisiones de Transportes y de Hacienda.



¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las enmiendas de quorum simple acordadas por unanimidad en las Comisiones y en las que no hay diferencias entre ambas (15 votos a favor y 2 abstenciones), y el proyecto queda para segunda discusión.


Votaron por la afirmativa las señoras Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, García, Girardi, Horvath, Hernán Larraín, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Quintana y Quinteros.



Se abstuvieron los señores Moreira y Navarro.
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Señora Ministra, usted se había inscrito para hacer uso de la palabra, pero dado que se pidió segunda discusión del proyecto, la votación continuará el día de mañana.

La señora NARVÁEZ (Ministra Secretaria General de Gobierno).- No hay problema, señor Presidente.

El señor COLOMA.- ¿Está pedida entonces la segunda discusión, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Así es, Su Señoría. La pidió el Senador señor Montes.

El señor COLOMA.- ¿Me permite hacer un alcance, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Sí, señor Senador.



Pero antes de que Su Señoría intervenga, solicito la autorización de la Sala para que me reemplace en la testera el Honorable señor Quintana.



¿Habría acuerdo?



Acordado.



Tiene la palabra el Senador señor Coloma.



--Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Honorable señor Quintana.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, seré muy breve.



Como una señora Senadora (que ahora no se encuentra en la Sala) y un señor Senador deslizaron un comentario en el cual hacían una especie de análisis moral de lo que significa la segunda discusión, me parece del caso señalar que la vida nos depara sorpresas, porque diez minutos después  de haber sido acusados de falta a la moral por pedir segunda discusión para el proyecto que regula los medicamentos bioequivalentes -me gustaría dejar constancia de ello-, se hace exactamente lo mismo con el que modifica la Ley de Televisión Nacional.



Entonces, uno podría decir que aquí hay una inmoralidad en lo que respecta a la televisión de todos. Sin embargo, nosotros entendemos -y así lo asumimos- que esas son cosas que ocurren en razón de las votaciones y de una mayor reflexión para los proyectos.



A nosotros nos habría gustado votar la iniciativa ahora, pues ha sido largamente discutida, lleva harto tiempo y el Ejecutivo la ha seguido. Sin embargo, no fue posible por la inasistencia de muchos parlamentarios de la Nueva Mayoría.

El señor MONTES.- ¡Están en las Subcomisiones!

El señor COLOMA.- Por eso, quiero dejar constancia de que los catones morales no existen. 



Uno podrá tener argumentos, podrá tener razones. Pero no acusen a personas ni levanten el dedo automáticamente en contra de estas por hacer uso de sus derechos, y acto seguido hagan exactamente lo mismo que ellas.



Solo quería hacer presente esa observación, señor Presidente.



He dicho.

MEDIDAS CONTRA EVASIÓN EN TRANSPORTE PÚBLICO REMUNERADO DE PASAJEROS

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Proyecto, en tercer trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito y la ley N° 18.287 con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.125-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite: sesión 28ª, en 16 de junio de 2015 (se da cuenta).



En tercer trámite: sesión 41ª, en 23 de agosto de 2017.



Informes de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 58ª, en 6 de octubre de 2015.



Transportes y Telecomunicaciones (segundo): sesión 47ª, en 7 de septiembre de 2016.



Transportes y Telecomunicaciones (complementario del segundo informe): sesión 47ª, en 7 de septiembre de 2016.



Transportes y Telecomunicaciones (nuevo segundo informe): sesión 81ª, en 17 de enero de 2017.



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 44ª, en 6 de septiembre de 2017.



Hacienda: sesión 47ª, en 7 de septiembre de 2016.



Hacienda (nuevo): sesión 81ª, en 17 de enero de 2017.



Discusión:



Sesiones 59ª, en 7 de octubre de 2015 (se aprueba en general); 48ª, en 13 de septiembre de 2016 (discusión en particular, se envía el proyecto a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para nuevo informe); 86ª, en 1 de marzo de 2017 (se aprueba en particular).

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto inició su tramitación en el Senado y, en el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados efectuó diversas enmiendas en los artículos 1 y 2, aprobados por esta Corporación, e introdujo un nuevo artículo transitorio.



La Comisión hace presente que, de acuerdo a lo resuelto por su Presidente, el Senador señor Letelier, solo procedió a tomar conocimiento de las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, a la iniciativa en referencia.


De ese modo, dicho órgano técnico no se manifestó ni a favor ni en contra de tales enmiendas, ya que se interpretó que ello debía ser resuelto por la Sala del Senado.



La Comisión deja constancia de que la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones manifestó el completo acuerdo y apoyo del Ejecutivo a las modificaciones aludidas, y expresó que en su opinión ellas vienen a mejorar la iniciativa, precisando y complementando diversos aspectos de esta.



Ahora bien, las enmiendas consistentes en la incorporación de un nuevo inciso séptimo al artículo 88 bis propuesto en el número 4) del artículo 1 y de un nuevo inciso cuarto al artículo 22 quater, contemplado en el número 3) del artículo 2, requieren 19 votos favorables para su aprobación, por ser normas de quorum calificado.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios se transcribe el texto aprobado por el Senado y las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados.


Cabe reiterar que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones no se pronunció respecto de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, todas las cuales figuran en el comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios.



Nada más, señor Presidente.

)------------(

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Antes de ofrecer la palabra, saludo a las juntas de vecinos de Santa Julia, de Viña del Mar, encabezadas por su Presidenta, señora Ana Padilla, quienes nos acompañan en las tribunas y han sido invitadas por el Senador Francisco Chahuán.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
)----------(

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- En discusión las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados.



Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, como en estos momentos no existe quorum suficiente, tendríamos que solicitar segunda discusión para todos los proyectos que vengan a continuación.



¡Cómo vamos a debatir una iniciativa de ley cuando hay solo seis o siete Senadores en la Sala y los demás se encuentran en las distintas Subcomisiones Especiales Mixtas de Presupuestos!



Obviamente, esos parlamentarios no pueden venir a la Sala, porque están participando en discusiones muy sensibles que requieren su presencia.



Entonces, señor Presidente, como no tenemos el quorum necesario en la Sala dado que el resto de los parlamentarios se encuentran en las Subcomisiones de Presupuestos, quiero pedirle que proceda a dar por concluido el Orden del Día, pues si no en todos los proyectos que restan tendríamos que pedir segunda discusión.



Asimismo, me gustaría consultarle si es posible, con la unanimidad de la Sala, cambiar la hora de Incidentes de la sesión de mañana para el día de hoy.



¿Es factible hacerlo con la unanimidad de la Sala, señor Presidente?

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Sí, señor Senador. La Sala puede acordarlo.

El señor MOREIRA.- Entonces, propongo a los señores Senadores presentes en la Sala que pasemos a la hora de Incidentes ahora mismo y mañana nos evitemos esa parte de la sesión.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Muy bien, Su Señoría.



Si le parece a la Sala, se dará por concluido el Orden del Día y pasaremos a la hora de Incidentes, dejando sin efecto la que corresponde a la sesión de mañana.



¿Habría acuerdo?

El señor MOREIRA.- Sí, señor Presidente.

El señor NAVARRO.- Conforme.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Entonces, así se acuerda.



--Queda pendiente la discusión de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados.
El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:


Del señor BIANCHI:



A la señora Ministra de Educación, pidiéndole informar sobre MEDIDAS ANTE FALLOS DE CORTE SUPREMA PARA EVENTUAL PAGO DE BONO SAE A PROFESORES DE COLEGIOS PÚBLICOS POR DIVERSOS MUNICIPIOS, ESPECIALMENTE EN CASO DE PUERTO NATALES. 



Del señor CHAHUÁN:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, consultándole por MEDIDAS TENDIENTES A GARANTIZAR ABASTECIMIENTO DE GAS PARA CONSUMO DOMICILIARIO EN ISLA DE PASCUA.


A la señora Superintendenta de Casinos de Juego, para que informe RAZÓN DE NO LLAMADO A LICITACIÓN PARA OPERACIÓN DE CASINO MUNICIPAL DE VIÑA DEL MAR.



Al señor Director de Aguas de la Quinta Región, consultándole sobre RAZONES POR LAS QUE NO DISPONE DE AGUA POTABLE LA PROPIEDAD DE DOÑA DANIELA NILO MORALES, DE COMUNA DE SAN ANTONIO.



Del señor ESPINA:



Al señor Alcalde de Angol, requiriéndole MEDIDAS ANTE VULNERACIÓN DE NORMAS DEL TRÁNSITO POR CAMIONES DE EMPRESAS DE ÁRIDOS EN AVENIDA JUAN FRIEL. 



Al señor Alcalde de Renaico, al objeto de solicitarle CONSTRUCCIÓN DE COLECTOR DE AGUAS LLUVIAS EN VILLA AMANECER.


Al señor Director de Vialidad de Malleco, a fin de pedir INCORPORACIÓN DE PUENTE MALLECO A REPARACIÓN DE RUTA ANGOL-MONTE LAS DIUCAS.



Del señor GARCÍA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, con el objeto de que se informe acerca de PROYECTO DE CAMBIO DE BALSA PARA CRUCE DE RÍO IMPERIAL ENTRE NEHUENTÚE Y PUERTO SAAVEDRA, REGIÓN DE LA ARAUCANÍA.



A la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones y al señor Presidente de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, para reiterar oficio tendiente a solicitar CRONOGRAMA DE RESTITUCIÓN DE PUENTE FERROVIARIO SOBRE RÍO TOLTÉN.


Al señor Alcalde de Temuco, solicitándole evaluar INSTALACIÓN DE LOMO DE TORO U OTRA SOLUCIÓN EN CALLE LOS MÚSICOS ENTRE LOS PINTORES Y LOS QUÍMICOS.


Al señor Alcalde de Cholchol, haciéndole ver NECESIDAD DE ENRIPIAR CAMINO PRINCIPAL DE SECTOR LA FORESTA.


Al señor Director Nacional del Servicio Electoral de Chile, reiterándole oficio sobre IMPEDIMENTO DE SEÑORA GUDRUN GERDA BACHT FENDER PARA EMITIR SUFRAGIO EN ÚLTIMA ELECCIÓN PRIMARIA.


Al señor Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes, para que informe acerca de CARACTERÍSTICAS DE ENCASILLAMIENTO DE PROFESIONALES A HONORARIOS DE REGIÓN DE LA ARAUCANÍA.



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro del Deporte, con el objeto de que comunique cuántos son los FONDOS ANUALES ASIGNADOS A CADA REGIÓN DEL PAÍS.


Al señor Alcalde de San Pablo, solicitándole opinión sobre DENUNCIA DE VECINOS DE PUTABLA, REGIÓN DE LOS LAGOS, POR FAENAS DE EMPRESA CHIPEADORA EN ESE SECTOR.



A los señores Superintendente de Servicios Sanitarios y Capitán de Puerto de Puerto Varas, pidiéndoles información relativa a DENUNCIAS DE VECINOS Y DIRIGENTES SOCIALES DE PUERTO VARAS CON RESPECTO A CONTAMINACIÓN DE LAGO LLANQUIHUE y sobre EXISTENCIA DE PROYECTO PARA ELIMINACIÓN DE EMISIÓN DE AGUAS CONTAMINANTES.



Al señor Superintendente del Medio Ambiente, solicitándole ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL EN PUTABLA, COMUNA DE SAN PABLO, REGIÓN DE LOS LAGOS, ANTE FAENAS DE EMPRESA CHIPEADORA EN ESE SECTOR.



Al señor Presidente del Consejo Directivo de la Comisión Chilena de Energía Nuclear, pidiéndole remitir INFORME DETALLADO SOBRE PRODUCTOS DERIVADOS DEL LITIO DE SQM Y ROCKWOOD.
)------------(

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Senador señor Moreira, representante de la Región de Los Lagos.

INQUIETUD POR INFORMACIÓN SOBRE CIERRE DE PASOS FRONTERIZOS ILEGALES EN REGIÓN DE LOS LAGOS ANTE POSIBLE TRÁFICO ILÍCITO DE ARMAS DESDE ARGENTINA. OFICIOS
El señor MOREIRA.- Señor Presidente, hace algunos días el Subsecretario del Interior, señor Aleuy, quien hasta este minuto se encuentra en funciones, viajó a Argentina con la finalidad de requerir información en cuanto a que por algunos pasos fronterizos, especialmente de La Araucanía, se habría constatado, según los informes respectivos, que se estaría ingresando armamento a esa zona desde el país trasandino.



Eso indudablemente generó preocupación en el Gobierno argentino. Y el Subsecretario Aleuy deslizó en su información que se iban a cerrar una serie de pasos fronterizos ilegales en el límite Argentina-La Araucanía.



Y digo “deslizó”, porque no precisó la información relativa a que se cerrarían algunos de esos pasos en la Región de Los Lagos. Nosotros estamos especialmente preocupados por dicha información.



Obviamente, hoy no fue un buen día para la Subsecretaría del Interior. Traté de comunicarme con el Subsecretario Aleuy, porque mi Región necesita que el Gobierno aclare esa información: ¿a qué pasos fronterizos ilegales se refería dicha autoridad en el caso de la Región de Los Lagos?



Todos conocemos el clima de violencia que afecta a La Araucanía, que se ha ido traspasando como una ola también a la Región de Los Ríos. Y, por supuesto, estamos preocupados de que esa violencia llegue a la de Los Lagos. Entonces, cuando se dice que se cerrarán algunos pasos no habilitados, pasos ilegales en mi Región, nosotros tenemos el derecho de conocer con exactitud esa información.



Por eso, señor Presidente, pido que se oficie al Ministro del Interior para que precise las declaraciones del Subsecretario, a fin de saber a qué se refiere cuando habla de pasos fronterizos ilegales en la Región de Los Lagos, por donde, posiblemente, habría alguna internación de armamento con fines desconocidos.



Deseamos saber cuáles son esos pasos no habilitados, ilegales, y recibir una información más detallada en caso de que por ahí efectivamente haya habido internación de armas a Chile.



Estoy solicitando antecedentes en lo que respecta a la Región de Los Lagos, que represento. En ella esta noticia ha generado una situación de incertidumbre. Vemos con preocupación la ola de terrorismo y violencia que ha sacudido a las Regiones de La Araucanía y de Los Ríos, la cual puede llegar también a la nuestra.



En ese sentido, señor Presidente, pido que se oficie a la brevedad sobre esta situación al Ministro del Interior, al Subsecretario del Interior y al Director General de Carabineros, para que se precisen esos antecedentes lo antes posible, dado que nosotros no hemos tenido acceso a ellos. 



También solicito un detalle con relación a este asunto en nuestra Región, materia que el Ministerio del Interior no ha entregado a los medios de comunicación nacionales y regionales.



En resumen, requiero que las autoridades mencionadas remitan información sobre los pasos fronterizos no habilitados e ilegales de la Región de Los Lagos que serían cerrados y si la internación de armas efectivamente ocurrió.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor QUINTANA (Presidente accidental).- El Comité Independientes y Partido Amplitud no hará uso de la palabra.



En el tiempo del Comité Partido PAIS, más los minutos cedidos por el Comité Partido Por la Democracia, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

PRECARIA SITUACIÓN DE TRABAJADORES EN PROTESTA POR PROCEDIMIENTO EN NEGOCIACIÓN COLECTIVA DE EMPRESA CLARO VICUÑA. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Agradezco al PPD por cederme su tiempo.



Señor Presidente, pido que se oficie al Ministerio de Obras Públicas, a la Dirección del Trabajo de la Región del Biobío y al Intendente del Biobío, señor Rodrigo Díaz Wörner, a fin de que nos puedan informar en detalle cuál es la situación de las obras de reposición de la cárcel El Manzano I, a cargo de la empresa Claro Vicuña.



Hoy existe un conflicto que tiene en riesgo la vida de siete trabajadores de dicha compañía, quienes desde el 28 de septiembre se encuentran en una grúa pluma, a casi 42 metros de altura, reclamando contra un procedimiento del cual quiero advertirle a esta Sala.



Claro Vicuña estaba en una negociación colectiva -establecida en la Constitución, normada por la reforma laboral-, pero hizo una denuncia de carácter penal. Hago presente a la CUT, a los trabajadores -nos vamos a reunir el próximo jueves con dicho organismo-, que, ¡ojo!, se ha producido un hecho alarmante en contra de los intereses de los trabajadores en materia de negociación colectiva: después de la referida denuncia de Claro Vicuña, se determinó suspender el proceso de negociación colectiva.



Eso no estaba contemplado en la reforma que aprobamos durante este Gobierno de la Presidenta Bachelet, una reforma profunda destinada a fortalecer la sindicalización y los derechos de los trabajadores, en particular el de negociación colectiva, el cual, pese a estar en la Constitución, débilmente se implementa. No más del 7 por ciento de los trabajadores de Chile tiene acceso a la negociación colectiva. Por lo mismo, no puede ser afectada por una nueva traba, una nueva dificultad de entrada y acceso.



Los trabajadores que protestan por dicha situación se hallan en este momento en la grúa pluma. Sin embargo, la empresa y Carabineros de Chile han impedido que reciban alimentos y cobijas, por lo que se encuentran en una precaria situación.



Interpusimos un recurso de protección ante la Corte de Apelaciones de Concepción en contra de Carabineros de Chile, representado por el General Hermes Soto, Jefe de la Octava Zona de Carabineros.



Dicha institución cumple su tarea, siguiendo las instrucciones de los tribunales, de la empresa, en protección de su sacrosanto derecho a propiedad. ¡Pero lo que no pueden hacer ni la empresa ni Carabineros ni nadie en este país es impedir que los trabajadores tengan acceso a los elementos básicos de subsistencia, como las cobijas para la lluvia! 



Han pasado cuatro temporales arriba de la grúa a la espera de una respuesta a sus demandas.



El contrato por las obras en la cárcel es por 24 mil millones de pesos y la diferencia en la negociación entre la empresa y los trabajadores era de alrededor de 80 millones de pesos. No me explico tal situación y tengo muchas dudas sobre esa compañía. Conversamos con los representantes de Claro Vicuña y luego esta emitió un comunicado -¡cuero de diablo!-, señalando juicios bastante negativos en contra del proceso y de este Senador.



Queremos colaborar para que no ocurra ninguna desgracia con los trabajadores en protesta. También deseamos que las obras públicas en este país se ejecuten satisfactoriamente y que no haya abismantes aumentos de ellas.



Señor Presidente, pido oficiar al Ministerio de Obras Públicas para que entregue un detalle del proceso de avance de las obras del Manzano I: ¿cuántos estados de pago se han realizado?; ¿en qué etapa se encuentran hoy las obras? 



Hay siete trabajadores que están en riesgo vital, de modo que espero que la Corte de Apelaciones de Concepción acoja el recurso interpuesto. Uno similar ya se ganó en la misma Corte, presentado por vecinos de la caleta Lo Rojas, de Coronel, quienes protestaron arriba de la chimenea de la Bocamina II de Endesa. La Corte determinó que bomberos, en este caso, les hiciera llegar los alimentos. 



Una es la ocupación de la grúa, lo cual puede ser calificada como un acto de ilegalidad; pero otra distinta es la situación de sobrevivencia, de subsistencia de quienes protestan.



Espero que Claro Vicuña se abra al diálogo con esos trabajadores. También confío en que la Dirección del Trabajo pueda mediar para buscar una salida al conflicto. 



Sin embargo, no puede ocurrir que una resolución invalide un proceso de negociación colectiva; que la empresa se niegue a conversar con los trabajadores en búsqueda de un acuerdo, y que se someta a aquellos que reclaman justa y dignamente. 



¡Yo los voy a apoyar, como lo he hecho siempre!



Los trabajadores son el eslabón más débil del proceso productivo, ante una empresa poderosa, regalona del Ministerio de Obras Públicas. Esta falló en las obras del eje Colón -¡falló!-, pues presentó graves problemas, y tiene dificultades en muchas otras faenas. 



¡Y se le siguen asignando obras!



Yo he planteado, desde hace mucho tiempo, que las empresas que no cumplen o las que demandan al MOP o al Fisco no pueden ser signatarias de proyectos de ejecución de obras de infraestructura. 



En este caso parece que no es así. Algo hace que Claro Vicuña sea la regalona del MOP. Se la ha tratado con guante blanco y se ha dejado de lado a los trabajadores.



Yo solo espero que con la cárcel El Manzano no ocurra lo mismo que con el estadio Ester Roa, cuyo proyecto inicial era de 14 mil millones de pesos y terminó costando 32 mil millones. 



Hoy todo indica -¡ojalá me equivocara!- que el problema de fondo es que los recursos asignados para dicha construcción, que la referida empresa se ganó en una asignación directa -no hubo licitación-, van a ser más. Y se intenta desviar la atención culpando de esta situación a los trabajadores. Ojalá me equivoque; es un juicio. 



Hemos tenido nefastas experiencias en la Región del Biobío con obras inconclusas: el Puente Bicentenario, la torre del Hospital Regional, muchos CESFAM (en donde se falsificaron cheques en garantía). ¡Los casos son innumerables, interminables!



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Senador señor Navarro, conforme al Reglamento.
DIVERSOS PROBLEMAS DE VIVIENDA EN REGIÓN DEL BIOBÍO. OFICIO
El señor NAVARRO.- En otro ámbito, señor Presidente, solicito que se oficie a la señora Ministra de Vivienda a fin de que nos pueda entregar un detallado informe respecto de la situación de los conjuntos habitacionales Mirador del Pacífico y Centinela.


Se construyeron edificios nuevos, que se entregaron durante el Gobierno del Presidente Piñera. Hoy día están todas resquebrajadas sus losas. Se sacó a la gente de ahí para habitar en viviendas precarias, en mediaguas; después esas personas regresaron a sus departamentos nuevos, pero estos volvieron a fallar. 


En el proyecto habitacional Mirador del Pacífico algunos blocks tendrán que ser demolidos completamente; otros fueron reparados ¡y volvieron a fallar! Se está asentando ese terreno, el cual fue adquirido con un sobreprecio inconmensurable, como lo hemos denunciado a la Contraloría General de la República. 



¡Y qué decir de lo sucedido en Aurora de Chile, que se ha hecho en contra de la voluntad de la mayoría de los habitantes de ese sector histórico de Concepción! 


Del mismo modo, lo ocurrido en el sector El Morro. 


Enumero los casos: Aurora de Chile, Mirador del Pacífico, Centinela y Villa Futuro. 



En Villa Futuro pedimos, exigimos que los edificios colapsados fueran demolidos y reconstruidos en su totalidad. Resulta que se hicieron por parte y en los departamentos se instalaron okupas y otras familias de manera sucesiva. Hoy día es imposible sacarlos. Ese lugar se ha llenado de personas que han cometido innumerables delitos, que atentan contra la seguridad de quienes han permanecido en dicha villa de Chiguayante.



¡No podríamos haberlo hecho peor!



Solo exijo a la Ministra que nos entregue un detalle muy acabado sobre cuánto van a terminar costando esas obras. 



Respecto del conjunto habitacional Centinela, pido que indique cuáles son los problemas que presenta; quién lo construyó, y si habrá acciones legales en contra de los responsables. 



Lo mismo, con relación al Mirador del Pacífico. Ahí, señor Presidente, revientan las cañerías de agua en las noches porque se está asentando el terreno. Existe un número importante de personas que se quiere ir del sector. Ya no confían en las viviendas que se les han asignado; hay que devolverles el subsidio y permitirles que se vayan de manera definitiva. 



Han sufrido muchísimo. Es profundo el daño moral que han padecido los pobladores de ambos proyectos habitacionales.



Yo no logro comprender cómo salimos del sartén para caer a las brasas: un informe del IDIEM acerca de los edificios de Centilena I decía que eran departamentos reparables después del terremoto del 2010. Se demolieron y se construyeron unos nuevos. ¡Pero estos presentan profundos problemas!


De igual modo, quiero que la Ministra informe acerca de la situación que ocurre en el sector Paso Seco Sur de Coronel. Existe orden para demoler más de 400 viviendas -¡400 viviendas!-, que fueron recepcionadas por el Gobierno, por el SERVIU; no sé si por la Ilustre Municipalidad de Coronel, materia sobre la cual ojalá el Ministerio nos pueda informar. Lo único que sé es que dicho servicio va a tener que invertir de manera adicional más de 10 mil millones de pesos, ya sea en la reparación o en la reconstrucción de viviendas en el sector de Paso Seco Sur. 



Reitero que no contamos con los datos en los sectores poblacionales que he señalado.



Creo que lo sucedido en Aurora de Chile requiere una mención especial. Quiero saber cuánto se gastó en el mejoramiento de los suelos que han sido asignados para la construcción de edificios, particularmente en calle Angol. ¿Cuánto se invirtió en dicho mejoramiento? No puede ser, señor Presidente -yo trabajé largos años en mecánica de suelos y hormigones-, que el mejoramiento del suelo sea más caro que la vivienda que se va a construir encima. ¡No puede ser! ¡Ese es un mal negocio! Ahí hubo un problema serio en la adquisición del terreno.


Por tanto, es muy importante que eso sea informado.



Del mismo modo, preocupa la situación de la exfábrica Paños Biobío, ubicada en Aurora de Chile, un bien patrimonial que requiere un tratamiento especial del MOP, que es su propietario. Hoy día se ha convertido en un centro de delincuencia, de basura, de graves problemas de seguridad pública. Queremos recuperar ese lugar junto a los vecinos y transformarlo en un museo, en un espacio de recreación y de esparcimiento del sector Aurora de Chile. Primero hay que sellarlo. Si continúa abierto, allí va a ocurrir una desgracia.



Señor Presidente, le transmito todas esas inquietudes porque creo que el Ministerio de Vivienda ha hecho una tarea extraordinaria. Chile es pionero en subsidios sin costo para las más de 100 mil viviendas que construye anualmente. Sin embargo, los problemas que he expuesto dañan fuertemente la imagen del Gobierno y el prestigio de dicha Cartera. 



Por eso queremos que eso se aclare. 



Por otra parte, espero que dentro de poco podamos tener de las 100 mil viviendas anuales al menos 10 por ciento construidas en madera, noble madera: viviendas de 70 metros con baño en suite. Por cierto, ello dinamizaría una industria que en la Región del Biobío es absolutamente necesaria, urgente y prioritaria para la generación de empleos. ¡Hay que atreverse a construir en madera!



Solicito al Ministerio de Vivienda que nos informe todo lo que está realizando en la línea de pasar a la construcción en madera, tanto en edificaciones de un piso, dos pisos, como en construcción en altura, y en el ámbito normativo y en el de inversión.


Pido que se curse ese oficio, señor Presidente, a la entidad antes señalada.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Senador señor Navarro, conforme al Reglamento.
El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Los restantes Comités no harán uso de sus tiempos.



Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:37.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A N E X O S
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL INICIA LA TRAMITACIÓN DEL PROYECTO DE LEY DE PRESUPUESTOS DEL SECTOR PÚBLICO PARA EL AÑO 2018

(11.452-05)

M E N S A J E   Nº 151-365/
Honorable Cámara de Diputados:

En uso de mis facultades constitucionales, tengo el honor de someter a vuestra consideración el Proyecto de Ley de Presupuestos para el sector público, correspondiente al año 2018.

I. ANTECEDENTES Y OBJETIVOS

El proyecto de Ley de Presupuestos del sector público para 2018 ratifica una vez más el compromiso con la responsabilidad fiscal que ha caracterizado a nuestras finanzas públicas. Y lo hace en un contexto de franca recuperación de nuestra economía.

Este proyecto se fundamenta en un escenario donde las proyecciones macroeconómicas indican que, en 2018, la economía chilena duplicará el crecimiento observado en el presente año. El escenario macroeconómico externo, con afianzamiento de la mejor situación observada a nivel global en lo que va del presente año, junto a la solidez de nuestras instituciones, nos permite ser optimistas respecto de las perspectivas de nuestra economía.

Para 2018, hemos formulado un presupuesto que busca equilibrar los compromisos de gasto público con la necesidad de cumplir los objetivos de política fiscal de este gobierno. En esta línea, se proyecta una reducción del déficit estructural en torno a un cuarto de punto porcentual del Producto Interno Bruto el próximo año. Adicionalmente, se espera reducir el nivel de endeudamiento de Chile. Este esfuerzo nos permite mantener la credibilidad en nuestro país y también contribuir a que el sector privado mantenga acceso al financiamiento en condiciones ventajosas, lo cual dará más impulso a la reactivación de la economía.
Así, el proyecto de Presupuesto para 2018 propone un crecimiento del gasto de 3,9%, enfocando sus prioridades en Educación y Salud, carteras que aumentan sus recursos en 5,9% y 6,9%, respectivamente. Se atiende, además, los requerimientos en materia de Seguridad Pública, protección de los menores y la necesidad de apoyar la reactivación de nuestra economía.

En línea con la prioridad absoluta que para mi Gobierno ha sido la apuesta por una educación de calidad, gratuita, inclusiva y que dé iguales oportunidades a todos los niños y niñas y jóvenes, el proyecto de Presupuestos para 2018 ha sido formulado para seguir avanzando en esta senda. En consecuencia, se consideran los recursos para ampliar el beneficio de gratuidad a estudiantes de educación superior de familias pertenecientes al 60% de menores ingresos de la población que estudien en instituciones adscritas a este beneficio. Esto permitirá beneficiar a más de 380 mil estudiantes. 

También estamos haciendo importantes esfuerzos en materia de carrera docente, para profundizar lo iniciado este año, en que los más de 100 mil  profesores del sector municipal incrementaron sus ingresos en un 30%. Para 2018, hemos dispuesto más de $480.000 millones para que estos docentes continúen mejorando sus perspectivas laborales y trabajen en las condiciones que nuestra educación requiere y que su dignidad profesional exige.

Asimismo, en educación escolar, se consideran los recursos para continuar la aplicación de la Ley de Inclusión, ampliando el número de estudiantes beneficiados y logrando con ello que en 2018 un 85% de la matrícula subvencionada reciba el aporte por gratuidad. Se incrementan los recursos para educación parvularia, los que estarán orientados principalmente a aumentar la matrícula subvencionada de alumnos de prekínder y kínder, así como para cumplir el compromiso de generar 70.000 nuevos cupos en salas cuna y niveles medio. 

Nuestro compromiso con una Salud de calidad y más equitativa para todos los chilenos y chilenas, se expresa en un Proyecto de Presupuestos que dispone los recursos para diversas iniciativas de inversión, de las cuales 63 proyectos corresponden al nivel primario y 45 al nivel secundario y terciario. Se consideran además, los recursos para la entrada en operación de 35 nuevos Servicios de Atención Primaria de Urgencia de Alta Resolutividad, 9 nuevos Centros Comunitarios de Salud Familiar; el incremento en el valor per cápita basal, dando cuenta de los mayores costos del Plan de Salud Familiar; mejorar las prestaciones asociadas a las Garantías Explícitas de Salud; incorporar nuevos profesionales médicos a la Red Pública de Salud, ampliar el  Programa de Salud Mental, y finalmente para implementar la ley N° 21.030, que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales. 

Para contribuir a la reactivación de nuestra economía, se mantendrá una importante inversión pública, especialmente en áreas estratégicas y que se complementan con la inversión privada, como por ejemplo en grandes obras públicas, proyectos de concesiones y en obras de vialidad. 
En forma complementaria, para 2018 se dispone la continuidad de una serie de beneficios y programas, como las acciones y prestaciones de la Red de Protección Social y del Sistema de Pensiones Solidarias. Adicionalmente, cabe destacar el importante esfuerzo que se realizará en materia de protección de menores. El Proyecto de Presupuesto 2018 considera recursos adicionales por $22.857 millones para las subvenciones del área de protección de menores, lo que representa un incremento del 15,2% respecto de la ley 2017. En lo sustantivo, este incremento se destinará a aumentar el valor base de la subvención que se transfiere a los Organismos Colaboradores Acreditados en el ámbito del Cuidado Alternativo Residencial en un 24%, lo que tendrá un costo de $7.484 millones. La otra parte del incremento, permitirá financiar la aplicación del artículo 80 bis de la Ley N°19.968 y el aumento de plazas otorgado en 2017 para los Programas de Diagnóstico Ambulatorio y Prevención Focalizada.

De la misma manera en que la formulación del Presupuesto 2018 prioriza las demandas de la ciudadanía en un marco de responsabilidad fiscal, considera también el hecho que será un nuevo Gobierno el que ejecutará estos recursos. Honrando la tradición republicana, se dejará un espacio de gasto de $296.419 millones para que el nuevo Gobierno defina sus prioridades iniciales, que esperamos estén guiadas por el firme compromiso con el bienestar de la ciudadanía, tal como ha sido nuestro objetivo fundamental desde que asumimos la presente Administración.
II. CONTENIDO DEL PROYECTO

El artículo 1 contiene el Presupuesto de Ingresos y Gastos del Sector Público, que consolida los presupuestos de ingresos y gastos del Fisco y de los servicios e instituciones regidos por la Ley de Administración Financiera del Estado. El total neto asciende a $48.420.852  millones y US$ 3.678 millones.



En el Subtítulo Gastos en Personal de cada uno de los presupuestos de los servicios e insti​tuciones, se incorpora el efecto año de los mejoramientos sectoriales y generales aprobados en anualidades anteriores y en el presente proyecto y, en su caso, las provisiones correspondientes, lo que se refleja en la cifra pertinente en moneda nacional contenida en este artículo.


El artículo 2 incluye los ingresos generales de la Nación y los programas de gastos en subsidios, operaciones complementarias, servicio de deuda y transferencias de aportes fiscales a los organismos que aprueban presupuesto en esta ley. Este agregado presupuestario, denominado Tesoro Público, presen​ta niveles de ingresos y gastos del orden de $ 43.346.534 millones y US$ 5.525 millones.


El artículo 3 tiene como propósito autorizar al Presidente de la República para contraer, hasta por el monto que se señala, obligaciones de carácter financiero en el exterior o en el país. 


Los artículos siguientes proponen disposiciones complementarias sobre materias de orden presupuestario.


El artículo 4 se refiere a limitaciones al gasto, en cuanto a que sólo en virtud de ley puede incrementarse la suma de determinados conceptos de gastos corrientes. Asimismo, se dispone similar exigencia respecto de gastos en inversión, cuando se haya alcanzado el 10% por sobre la suma aproba​da en esta ley para esos fines, sin perjuicio de las excepciones o exclusiones que establece. Con ello, se da cumplimiento al inciso tercero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, en cuanto a que en la Ley de Presupuestos corresponde fijar limitaciones al gasto y las exclusiones y autorizaciones de su variación que procedan. El inciso final perfecciona las limitaciones del nivel de gasto, disponiendo que aquel monto en que se disminuya la suma determinada conforme al inciso primero de esta disposición (gasto corriente), para incrementar las cantidades a que se refiere este  inciso (gasto de capital), constituirá una reducción definitiva del nivel autorizado en el citado inciso primero.


El artículo 5 tiene como objetivo establecer un mecanismo de control adecuado para evitar aumento en la dotación de los servicios públicos, sin respaldo presupuestario permanente.


Para ello, se establece que, por el año 2018, la facultad otorgada en la letra d) del artículo 87 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, en lo referido a contratar personal titular de un cargo de planta en la calidad a contrata en grados superiores, requerirá de autorización previa de la Dirección de Presupuestos, dejando exceptuada de esta norma, la renovación del personal que actualmente esté en esa condición.


El artículo 6 regula los procedimientos de licitación a que estarán afectos los servicios públicos para adjudicar durante el año 2018 la realización de estudios para inversiones y  proyectos de inversión, distinguiendo, en relación a sus montos, la utilización de licitación pública o privada.


El artículo 7 tiene como objetivo resguardar el interés fiscal, al facultar a la autoridad correspondiente para que, en los decretos que contengan transferencias de recursos, se puedan incorporar condiciones de uso o destino de éstos e información periódica sobre su aplicación y reintegros cuando corresponda. Asimismo, se incorpora una norma para ingresar a Rentas Generales de la Nación, cuando corresponda, los saldos no utilizados de transferencias efectuadas en ejercicios anteriores, en poder de las entidades receptoras.


El inciso final impide que, con las transferencias que constituyan asignaciones globales a unidades de un servicio o a programas ejecutados total o parcialmente por éste, se destinen recursos para gastos en personal y bienes y servicios de consumo, excepto aquellos que estén expresamente autorizados en el respectivo presupuesto.


El artículo 8 prohíbe a los organismos y servicios públicos, la adquisición, arrendamiento o construcción de viviendas destinadas a sus funcionarios, con las excepciones que se señalan.


Mediante el artículo 9 se establece un mecanismo de flexibilización de las dotaciones máximas de personal y de los cupos de honorarios, permitiendo reasignar dotación y cupos entre servicios y programas presupuestarios de cada ministerio, sin que se pueda superar el total del conjunto de aquellos. Adicionalmente, se otorga la facultad de reasignar recursos con tal objeto. 


El artículo 10 persigue posibilitar el reemplazo del personal contratado que, por cualquier causa, no pueda desempeñar su cargo por un período de treinta días corridos.  El objetivo de esta norma es evitar la disminución de servicios causada por tales ausencias, estableciéndose en la misma disposición el resguardo de mayores gastos y el procedimiento de justificación de tales reemplazos. 


El artículo 11 dispone un procedimiento para la provisión de los cargos de Alta Dirección Pública, regulados en la norma que se cita de la ley N° 19.882, precisando cuáles son los mecanismos e instancias más idóneas, públicas y de menor costo, en los cuales incluir toda la información relativa a los procesos de selección de los respectivos cargos y los requisitos exigidos, sin apartarse del espíritu que informa la citada norma.


En el artículo 12 se regula la adquisición y arrendamiento de los vehículos motorizados que señala, como también el procedimiento para reasignar dotación de vehículos entre los servicios dependientes de un mismo ministerio, sin alterar la dotación máxima total de la respectiva cartera.


El artículo 13 regula el destino del producto de las ventas de bienes inmuebles fiscales que, de acuerdo a sus facultades, efectúe durante el año 2018 el Ministerio de Bienes Nacionales. Adicionalmente, se regula la imputación y el destino del producto de las ventas de bienes inmuebles de las Fuerzas Armadas.


En el artículo 14 se establece que la Dirección de Presupuestos deberá proporcionar a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados, y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, informa​ción relativa a la ejecución del presupuesto, deuda pública y del Banco Central, copia de los balances y estados financieros de las empresas del Estado y demás que señala.


En el artículo 15, en concordancia con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5 de la ley N° 19.908, se limita para el año 2018 la autorización para efectuar las operaciones permitidas y reguladas en dicho artículo 5, al monto máximo que se señala.


En el artículo 16, se autoriza al Presidente de la República para otorgar la garantía del Estado a los créditos que contraigan o a los bonos que emitan las empresas del sector público y las universidades estatales, hasta por la cantidad de US$300.000.000 (trescientos millones de dólares de los Estados Unidos de América), o su equivalente en otras monedas.


Se regula la forma de ejercer esta facultad, y la extensión de la garantía que se puede otorgar.


Asimismo, se establece que todas aquellas empresas que reciban la garantía estatal para las operaciones de deuda que contraten, deberán suscribir, previamente, un convenio de programación con el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción, con el objeto de que el Gobierno cuente con una instancia de análisis y evaluación uniforme de la gestión y del desarrollo de los planes y las políticas de las aludidas empresas.


En el artículo 17 se propone un procedimiento autorizatorio destinado a centralizar la procedencia y gasto producto de la afiliación o incorporación de los organismos públicos a diferentes organismos internacionales, radicándolo en el Ministerio del ramo, con visación del Ministerio de Relaciones Exteriores y el Ministerio de Hacienda.


El artículo 18 identifica los mecanismos reglamentarios y administrativos necesarios para la ejecución del presupuesto del Sector Público para el año 2018.


El artículo 19 otorga la calidad de agentes públicos a los encargados de programas presupuestarios previstos en esta ley que se encuentren contratados a honorarios.


El artículo 20 señala el porcentaje de los recursos destinados a avisaje y publicaciones, que las reparticiones públicas podrán realizar en medios de comunicación con clara identificación local.


El artículo 21 establece el deber de las entidades públicas que se señalan, y en la forma que se indica, de informar acerca de las materias detalladas en el mismo artículo.


El artículo 22 dispone que las actividades de publicidad y difusión que deban efectuar los órganos y servicios públicos que integran la Administración del Estado, se sujetarán a lo dispuesto en el artículo 3 de la ley N° 19.896. Para estos efectos, se define lo que se entenderá por gastos de publicidad y difusión para el cumplimiento de las funciones de los referidos organismos. Asimismo, se manda que las publicaciones que se efectúen se hagan sólo por medios electrónicos, salvo disposición expresa en otro sentido.


El artículo 23 contempla una serie de medidas cuya finalidad es lograr una mayor austeridad y eficiencia en el uso de los recursos públicos, en materia de comisiones de servicio, compra de pasajes para su realización, y cantidad de integrantes de las comitivas de los ministros de Estado. 


El artículo 24 autoriza un traspaso de honorarios a la contrata hasta por un número de 8.000 personas y establece un mecanismo para modificar, en forma compensada, los límites máximos fijados en las glosas de dotación de personal y de personal contratado a honorarios en los Subtítulos 21 y 24.

El artículo 25 fija la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, con la excepción que señala, y permite que ésta sea publicada en su totalidad.


El artículo 26 fija el límite máximo para los gastos en publicidad que se podrá efectuar con cargo a cada Partida, estableciendo además el mecanismo para distribuir dichos gastos en los programas presupuestarios de las respectivas Partidas, y la posibilidad de modificar los máximos asignados a cada Programa durante el año 2018, sin que ello signifique incremento del límite máximo a nivel de Partida. 


Finalmente, el artículo 27 establece el formato con el cual deberá enviarse en forma electrónica la información comprometida con el Congreso Nacional en esta Ley de Presupuestos. 


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1.-
Apruébase el Presupuesto de Ingresos y Gastos del Sector Público, para el año 2018, según el detalle que se indica:

A.- En Moneda Nacional

	
	
	En Miles de $


	

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de Transferencias
	Total

	INGRESOS


	50.826.522.455
	2.405.670.859
	48.420.851.596 

	IMPUESTOS
	34.758.236.115
	
	34.758.236.115

	IMPOSICIONES PREVISIONALES
	2.751.136.329
	
	2.751.136.329

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	1.482.067.612
	1.413.589.673
	68.477.939

	RENTAS DE LA PROPIEDAD
	481.466.941
	49.454.554
	432.012.387

	INGRESOS DE OPERACIÓN


	958.072.610
	
	958.072.610

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	1.060.506.080
	
	1.060.506.080

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS


	27.052.796
	
	27.052.796

	VENTA DE ACTIVOS  FINANCIEROS


	3.276.538.350
	
	3.276.538.350

	RECUPERACIÓN DE  PRÉSTAMOS
	451.321.093
	
	451.321.093

	TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL
	976.598.371
	942.626.632
	33.971.739

	ENDEUDAMIENTO


	4.574.576.445
	
	4.574.576.445

	SALDO INICIAL DE CAJA
	28.949.713
	
	28.949.713

	GASTOS
	50.826.522.455
	2.405.670.859
	48.420.851.596

	
	
	
	

	GASTOS EN PERSONAL


	8.399.257.773
	
	8.399.257.773

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO


	3.144.862.809
	
	3.144.862.809

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL


	7.547.680.399
	
	7.547.680.399

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	18.700.695.137
	1.314.254.772
	17.386.440.365

	INTEGROS AL  FISCO


	178.006.294
	148.789.455
	29.216.839

	OTROS GASTOS CORRIENTES


	14.619.904
	
	14.619.904

	ADQUISICIÓN DE  ACTIVOS NO FINANCIEROS


	224.188.544
	
	224.188.544

	ADQUISICIÓN DE  ACTIVOS FINANCIEROS


	1.356.515.340
	
	1.356.515.340

	INICIATIVAS DE  INVERSIÓN


	3.553.484.916
	
	3.553.484.916

	PRÉSTAMOS


	940.566.643
	
	940.566.643

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL


	4.226.636.367
	942.626.632
	3.284.009.735

	SERVICIO DE LA DEUDA


	2.511.346.039
	
	2.511.346.039

	SALDO FINAL DE CAJA


	28.662.290
	
	28.662.290


B.- En Moneda Extranjera convertida a dólares:

	
	
	En Miles de US$


	

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de transferencias
	Total



	INGRESOS


	3.678.449
	
	3.678.449

	IMPUESTOS


	32.400
	
	32.400

	
	
	
	 

	RENTAS DE LA  PROPIEDAD


	894.396
	
	894.396

	INGRESOS DE OPERACIÓN


	4.569
	
	4.569

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	22.562
	
	22.562

	
	
	
	

	VENTA DE ACTIVOS   NO FINANCIEROS


	160
	
	160

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS 

RECUPERACIÓN DE PRESTAMOS
	2.544.176

3.220
	
	2.544.176

3.220

	ENDEUDAMIENTO


	174.966
	
	174.966

	SALDO INICIAL DE CAJA

GASTOS


	2.000

3.678.449
	
	2.000

3.678.449


	GASTOS EN PERSONAL


	162.460
	
	  162.460

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO


	226.870
	
	226.870

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL

TRANSFERENCIAS CORRIENTES

OTROS GASTOS CORRIENTES


	455

72.986

310
	
	455

72.986

310




	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FNANCIEROS


	39.434
	
	39.434

   

	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS FINANCIEROS


	2.838.321
	
	2.838.321

	INICIATIVAS DE INVERSIÓN


	1.857
	
	1.857

	PRÉSTAMOS


	3.220
	
	3.220

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL


	300
	
	300

	SERVICIO DE LA DEUDA


	330.236
	
	330.236

	SALDO FINAL DE CAJA


	2.000
	
	2.000




Artículo 2.-
Apruébanse los Ingresos Generales de la Nación y los Aportes Fiscales en moneda nacional y en moneda extranjera convertida a dólares, para el año 2018, a las Partidas que se indican:

	
	Miles de $


	Miles de US$



	INGRESOS GENERALES DE LA NACIÓN:


	
	

	IMPUESTOS


	34.758.236.115
	32.400

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	113.001.650
	1.301.548

	RENTAS DE LA PROPIEDAD


	243.625.664


	894.396

	INGRESOS DE OPERACIÓN


	15.916.893
	4.569

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	443.078.199
	10.292

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS


	325.077
	

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS


	2.722.230.525
	2.542.755

	RECUPERACIÓN DE PRÉSTAMOS


	10
	

	TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL


	495.120.289
	561.901

	ENDEUDAMIENTO


	                   4.550.000.000
	174.966

	SALDO INICIAL DE CAJA
	5.000.000
	2.000



	TOTAL INGRESOS


	43.346.534.422
	5.524.827


	APORTE FISCAL:


	
	

	Presidencia de la República


	20.016.052
	

	Congreso Nacional


	121.684.702
	

	Poder Judicial


	555.581.162
	

	Contraloría General de la República
	73.950.143
	

	
	
	

	Ministerio del Interior y Seguridad Pública


	2.721.693.514
	79.918

	Ministerio de Relaciones Exteriores


	82.216.493
	206.341

	Ministerio de Economía, Fomento y Turismo


	424.261.453
	

	Ministerio de Hacienda
	407.752.807
	

	Ministerio de Educación
	9.988.507.627
	

	Ministerio de Justicia y Derechos Humanos


	1.033.659.663
	

	Ministerio de Defensa Nacional
	1.161.701.366
	188.258

	Ministerio de Obras Públicas
	1.955.815.892
	

	Ministerio de Agricultura
	451.304.703
	

	Ministerio de Bienes Nacionales
	11.798.437
	

	Ministerio del Trabajo y Previsión Social
	6.455.193.349
	

	Ministerio de Salud
	5.263.943.470
	

	Ministerio de Minería
	45.864.007
	

	Ministerio de Vivienda y Urbanismo
	2.485.172.660


	

	Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones
	996.448.533
	

	Ministerio Secretaría General de Gobierno 


	28.599.233
	

	Ministerio de Desarrollo Social


	610.218.659
	

	Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República
	12.842.850
	

	Ministerio Público
	189.870.848


	

	Ministerio de Energía


	130.547.647
	

	Ministerio del Medio Ambiente

Ministerio del Deporte
	53.686.745

97.396.380
	

	Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género

Servicio Electoral 
	52.482.498

23.791.675
	


	Programas Especiales del Tesoro Público:
	
	

	
	
	

	Subsidios
	1.119.234.538
	

	
	
	

	Operaciones Complementarias
	3.921.947.384
	2.710.381

	
	
	

	Servicio de la Deuda Pública
	2.350.892.371
	329.939



	Fondo de Reserva de Pensiones
	
	810.554

	
	
	

	Fondo de Estabilización Económica y Social

Fondo para la Educación

Fondo de Apoyo Regional

Fondo para Diagnósticos   y Tratamiento de Alto Costo


	30

392.520.299

           105.937.232
	173.959

1.025.477



	TOTAL APORTES
	43.346.534.422
	5.524.827


Artículo 3.-
Autorízase al Presidente de la República para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, en moneda nacional o en monedas extranjeras, hasta por la cantidad de US$ 7.000.000 miles que, por concepto de endeudamiento, se incluye en los Ingresos Generales de la Nación.


Autorízasele, además, para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, hasta por la cantidad de US$ 1.500.000 miles o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.

Para los fines de este artículo, se podrá emitir y colocar bonos y otros documentos en moneda nacional o extranjera, los cuales podrán llevar impresa la firma del Tesorero General de la República.


La parte de las obligaciones contraídas en virtud de esta autorización que sea amortizada dentro del ejercicio presupuestario 2018 y aquéllas que se contraigan para efectuar pago anticipado total o parcial de deudas constituidas en ejercicios anteriores, deducidas las amortizaciones incluidas en esta ley para el año 2018, no serán consideradas en el cómputo del margen de endeudamiento fijado en los incisos anteriores.


No se imputarán a la suma de las cantidades señaladas en los incisos primero y segundo de este artículo, las obligaciones que se contraigan para solventar el pago de bonos de reconocimiento a que alude el artículo tercero transitorio del decreto ley Nº 3.500, de 1980, hasta por un monto del equivalente a US$ 1.000.000 miles.


La autorización que se otorga al Presidente de la República será ejercida mediante decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones que se contraigan, indicando las fuentes de recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda. Copia de estos decretos serán enviados a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.

Artículo 4.-
En conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sólo en virtud de autorización otorgada por ley podrá incrementarse la suma del valor neto de los montos para los Gastos en personal, Bienes y servicios de consumo, Prestaciones de seguridad social, Transferencias corrientes, Integros al Fisco y Otros gastos corrientes incluidos en el artículo 1 de esta ley, en moneda nacional y moneda extranjera convertida a dólares.


No regirá lo dispuesto en el inciso precedente respecto de los mayores egresos que se produzcan en los ítem de los referidos Subtítulos que sean legalmente excedibles de acuerdo al artículo 28 del decreto ley N° 1.263, de 1975, y a la glosa 01, Programa Operaciones Complementarias de esta ley ni a los incrementos originados en la asignación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, en venta de activos financieros, en ingresos propios asignables a prestaciones o gastos, en recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o en virtud de lo dispuesto en el artículo 21 del decreto ley N° 1.263, de 1975. Los mayores gastos efectivos o incrementos que se dispongan por tales conceptos, en la cantidad que excedan lo presupuestado, incrementarán los montos máximos señalados en el inciso precedente, según corresponda.


Igual autorización legal se requerirá para aumentar la suma de las cantidades aprobadas en el citado artículo 1, de los Subtítulos de Adquisición de activos no financieros, Iniciativas de inversión y Transferencias de capital a organismos o empresas no incluidas en esta ley, en un monto superior al 10% de dicha suma, salvo que los incrementos se financien con reasignaciones presupuestarias provenientes del monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo o por incorporación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, del producto de venta de activos, de recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o de recuperación de anticipos. Los incrementos que provengan de las referidas reasignaciones disminuirán en igual cantidad el monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo. Los aportes a cada una de las empresas incluidas en esta ley podrán elevarse hasta en 10%.

Artículo 5.-
Durante el año 2018, la aplicación de la letra d) del artículo 87 del decreto con fuerza de ley N 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, respecto de la compatibilidad en el desempeño de cargos de planta regidos por dicha ley con la designación en cargos a contrata en el mismo servicio, requerirá la autorización previa de la Dirección de Presupuestos, la que verificará la disponibilidad presupuestaria para ello en el Servicio respectivo. Dicha autorización se requerirá asimismo para la contratación de personal suplente en los cargos de planta que no se encuentren desempeñados por su titular en virtud de la aplicación del mecanismo anterior.


Lo dispuesto en este artículo no regirá respecto de la renovación de los contratos que gozaron de compatibilidad en el año 2017. 

Artículo 6.-
La propuesta o licitación pública será obligatoria respecto de los proyectos y programas de inversión y de los estudios básicos a realizar en el año 2018, cuando el monto total de éstos, contenido en el decreto o resolución de identificación, sea superior al equivalente en pesos de mil unidades tributarias mensuales respecto de los proyectos y programas de inversión, y de quinientas de dichas unidades en el caso de los estudios básicos, salvo las excepciones por situaciones de emergencia contempladas en la legislación correspondiente. Tratándose de los incluidos en las partidas Ministerio de Obras Públicas y Ministerio de Vivienda y Urbanismo, las referidas cantidades serán de diez mil unidades tributarias mensuales para los proyectos y programas de inversión y de tres mil de tales unidades en los estudios básicos.


Cuando el monto respectivo fuere inferior a los señalados en el inciso precedente, la adjudicación será efectuada conforme al procedimiento establecido en el decreto supremo N° 151, de 2003, del Ministerio de Hacienda.


Las empresas contratistas y subcontratistas que ejecuten obras o presten servicios financiados con recursos fiscales, que incurran en incumplimientos de las leyes laborales y previsionales durante el desarrollo de tales contratos, y sin perjuicio de las sanciones administrativas existentes, serán calificadas con nota deficiente en el área de administración del contrato.  Esta calificación pasará a formar parte de los registros respectivos y se considerará en futuras licitaciones y adjudicaciones de contratos.


Las instituciones privadas, cualquiera sea su naturaleza, al momento de contratar con el Estado deberán acompañar un certificado de cumplimiento de obligaciones laborales y de remuneración. En el evento que la institución privada se encuentre incorporada en algún registro por incumplimientos laborales o de remuneraciones, o no acompañe los referidos certificados en el momento correspondiente, no podrá contratar con el Estado mientras no subsane el incumplimiento que la afecte.

Artículo 7.-
En los decretos que contengan transferencias, hayan sido dispuestas en esta ley o se creen en virtud del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, con imputación a los ítems 01, 02 y 03, de los Subtítulos 24, Transferencias Corrientes, y 33, Transferencias de Capital, de este presupuesto, para los órganos y servicios públicos, se podrá indicar el uso o destino que la institución receptora deberá dar a los recursos, las condiciones o modalidades de reintegro de los mismos y la información que respecto de su aplicación deberá remitirse al organismo que se determine. Con todo, los saldos de recursos transferidos en el ejercicio anterior, no utilizados por los organismos receptores y que deban ser reintegrados, deberán ser ingresados a Rentas Generales de la Nación.


Aquellas transferencias, incluidas en el Subtítulo 24, que constituyan asignaciones globales a unidades de un Servicio o a programas ejecutados total o parcialmente por éste, deberán desglosarse en forma previa a la ejecución presupuestaria en los distintos conceptos de gasto, con visación de la Dirección de Presupuestos, y remitirse mensualmente a esta última un informe sobre avance de actividades, conjuntamente con la información de ejecución presupuestaria. Dicho desglose constituirá la autorización máxima de gasto en los respectivos conceptos, sin perjuicio de las modificaciones que se le introduzcan mediante igual procedimiento. La visación podrá efectuarse a contar de la fecha de publicación de esta ley. Con todo, en los conceptos de gastos antes señalados no podrán incluirse recursos para gastos en personal y bienes y servicios de consumo, salvo que estén autorizados por norma expresa en el respectivo presupuesto.

Artículo 8.-
Prohíbese a los órganos y servicios públicos, la adquisición, construcción o arrendamiento de edificios para destinarlos a casas habitación de su personal. No regirá esta prohibición respecto de los programas sobre esta materia incorporados en los presupuestos del Poder Judicial, del Ministerio de Defensa Nacional, de Carabineros de Chile, de la Policía de Investigaciones de Chile, Gendarmería de Chile y en los de inversión regional de los gobiernos regionales en lo que respecta a viviendas para personal de educación y de la salud en zonas apartadas y localidades rurales.

Artículo 9.-
No obstante la dotación máxima de personal o de horas semanales fijadas en este presupuesto a los servicios públicos, por decreto supremo expedido por intermedio del ministerio del ramo, el que deberá llevar también la firma del Ministro de Hacienda, podrá aumentarse la dotación u horas semanales de alguno o algunos de ellos con cargo a la disminución de otro u otros, sin que pueda, en ningún caso, aumentarse la dotación máxima o número de horas semanales del conjunto de los servicios del Ministerio respectivo. 


Asimismo, podrán aumentarse los cupos de honorarios fijados en este presupuesto a los servicios públicos y programas presupuestarios, con cargo a la disminución de otro u otros, sin que pueda, en ningún caso, aumentarse los cupos de honorarios del conjunto de los servicios del Ministerio respectivo.

Artículo 10.-
 Los órganos y servicios públicos podrán contratar personal que reemplace a funcionarios contratados que, por cualquier razón, se encuentren imposibilitados para desempeñar sus cargos por un periodo superior a treinta días corridos. Dichas contrataciones no se imputarán a la respectiva dotación máxima de personal y sólo podrán efectuarse si la entidad cuenta con disponibilidad de recursos para tal efecto, lo que deberá ser certificado por la autoridad superior de la institución, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.

Artículo 11.-
Para los efectos de proveer durante el año 2018 las vacantes de los cargos a que se refiere el artículo cuadragésimo octavo de la ley N° 19.882, se convocará a los procesos de selección a través de los sitios web institucionales u otros que se creen, donde se dará información suficiente, entre otras materias, respecto de las funciones del cargo, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñarlo, el nivel referencial de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos. Adicionalmente, se publicarán en diarios de circulación nacional, avisos de la convocatoria del proceso de selección, los que deberán hacer referencia a los correspondientes sitios web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados.

Artículo 12.-
Los órganos y servicios públicos de la administración civil del Estado incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio de Hacienda para adquirir, a cualquier título, toda clase de vehículos motorizados destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, cuyo precio supere los que fije dicho Ministerio.


Igual autorización previa requerirán los órganos y servicios que tengan fijada dotación máxima de vehículos motorizados para tomar en arrendamiento tales vehículos o para convenir, mediante cualquier tipo de contratos, que éstos les sean proporcionados por la otra parte, para su utilización en funciones inherentes al servicio.


Las adquisiciones a título gratuito que sean autorizadas incrementarán la dotación máxima de vehículos motorizados a que se refiere el siguiente inciso, hasta en la cantidad que se consigne en la autorización y se fije mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda.


La dotación máxima de vehículos motorizados fijada en las Partidas de esta ley para los servicios públicos comprende a todos los destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, incluidos los adquiridos directamente con cargo a proyectos de inversión. La dotación podrá ser aumentada respecto de alguno o algunos de éstos, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio correspondiente, dictado bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", el cual deberá ser visado por el Ministerio de Hacienda, con cargo a la disminución de la dotación máxima de otros de dichos servicios, sin que pueda ser aumentada, en ningún caso, la dotación máxima del Ministerio de que se trate.


En el decreto supremo respectivo podrá disponerse el traspaso del o de los vehículos correspondientes desde el servicio en que se disminuye a aquel en que se aumenta. Al efecto, los vehículos deberán ser debidamente identificados y el decreto servirá de suficiente título para transferir el dominio de ellos, debiendo inscribirse en el Registro de Vehículos Motorizados.

Artículo 13.-
El producto de las ventas de bienes inmuebles fiscales que no estén destinados por aplicación de lo dispuesto en el artículo 56 del decreto ley N° 1.939, de 1977, que efectúe durante el año 2018 el Ministerio de Bienes Nacionales, y las cuotas que se reciban en dicho año por ventas efectuadas en años anteriores, se incorporarán transitoriamente como ingreso presupuestario de dicho Ministerio. Esos recursos se destinarán a los siguientes objetivos:


-
65% al Gobierno Regional de la Región en la cual está ubicado el inmueble enajenado, para su programa de inversión;


-
10% al Ministerio de Bienes Nacionales, y


-
25% a beneficio fiscal, que ingresará a Rentas Generales de la Nación.


La norma establecida en este artículo no regirá respecto de las ventas que efectúe dicho Ministerio a órganos y servicios públicos, o a empresas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al 50%, destinadas a satisfacer necesidades propias del adquirente.


No obstante lo anterior, si las empresas a que se refiere el inciso precedente enajenaren todo o parte de los bienes inmuebles adquiridos al Ministerio de Bienes Nacionales dentro del plazo de un año contado desde la fecha de inscripción del dominio a su nombre, el Fisco aportará al gobierno regional respectivo el 65% del precio pagado al referido Ministerio, o la proporción correspondiente si la venta fuere parcial.

 
En el caso de los bienes inmuebles de las Fuerzas Armadas, las aplicaciones que se efectúen con cargo a los recursos provenientes de las enajenaciones, se incorporarán anualmente en la Ley de Presupuestos, en los respectivos capítulos de la Partida del Ministerio de Defensa Nacional, identificando los ingresos y gastos estimados en cada caso. Los recursos sólo podrán emplearse en proyectos de infraestructura, incluidos proyectos de inversión social, tales como habitabilidad y mejoramiento de las condiciones de vida de todo el personal integrante de estas instituciones, y en proyectos de infraestructura militar. 


Trimestralmente el Ministerio de Defensa Nacional deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos de las enajenaciones de los bienes inmuebles de las Fuerzas Armadas.
Artículo 14.-
La Dirección de Presupuestos proporcionará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos los informes y documentos que se señalan, en la forma y oportunidades que a continuación se indican:

1. Informe de ejecución presupuestaria mensual de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo mes.

2. Informe de ejecución presupuestaria trimestral de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre, incluyendo en anexos un desglose de los ingresos tributarios del período, otras fuentes de financiamiento y saldo de la deuda bruta del Gobierno Central.


Del mismo modo, se deberá incluir, en anexos, información del gasto devengado en el Gobierno Central del Subtítulo 22 ítem 07, Publicidad y Difusión, desagregado por asignación, detallando el gasto por partida y su variación real respecto de igual trimestre del año anterior, y de las asignaciones comprendidas en los Subtítulos 24 y 33, para cada uno de los programas de esta ley.

3. Informe de la ejecución trimestral del presupuesto de ingresos y de gastos de las Partidas de esta ley, al nivel de Partidas, Capítulos y Programas aprobados respecto de cada una de ellas, estructurado en presupuesto inicial, presupuesto vigente y monto ejecutado a la fecha respectiva, incluido el gasto de todas las glosas de esta ley, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.

4. Copia de los decretos de modificaciones presupuestarias totalmente tramitados durante cada trimestre y un informe consolidado de las modificaciones presupuestarias efectuadas en dicho trimestre, especificando los montos incrementados o disminuidos por Subtítulo y Partida, dentro de los treinta días siguientes al término del mismo.

5. Copia de los balances anuales y estados financieros semestrales de las empresas del Estado, Televisión Nacional de Chile, el Banco del Estado de Chile, la Corporación del Cobre de Chile y de todas aquéllas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, realizados y auditados de acuerdo a las normas establecidas para las sociedades anónimas abiertas; y de las entidades a que se refiere la ley N° 19.701. Dichas copias serán remitidas dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros.

6. Informe semestral de la deuda pública bruta y neta del Gobierno Central y de la deuda bruta y neta del Banco Central, con sus notas explicativas y antecedentes complementarios, dentro de los sesenta días y noventa días siguientes al término del correspondiente semestre, respectivamente.

7. Copia de los contratos de préstamo que se suscriban con organismos multilaterales en uso de la autorización otorgada en el artículo 3 de esta ley, dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.

8. Informe trimestral sobre los Activos Financieros del Tesoro Público, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre. Dicho informe deberá detallar también los activos financieros provenientes del Fondo de Apoyo Regional.

9. Informe trimestral sobre el Fondo de Reserva de Pensiones y el Fondo de Estabilización Económica y Social, dentro de los noventa días siguientes al término del respectivo trimestre.

10. Informe trimestral de las operaciones de cobertura de riesgo de activos y pasivos autorizados en el artículo 5 de la ley N° 19.908, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.


Para dar cumplimiento a lo señalado en los numerales anteriores, la información indicada deberá ser entregada por los organismos correspondientes de conformidad a las instrucciones impartidas para tal efecto por la Dirección de Presupuestos. Además, ésta deberá ser publicada en los mismos plazos en los respectivos sitios web de los organismos obligados a proporcionarla.


Toda información que en virtud de otras disposiciones de esta ley deba ser remitida a las Comisiones del Senado, de la Cámara de Diputados y Especial Mixta de Presupuestos, será proporcionada por los respectivos organismos. En el caso de la Cámara de Diputados dicha información se proporcionará a través del Departamento de Evaluación de la Ley, para su trabajo y remisión a quien lo solicite.

Artículo 15.- 
Durante el año 2018, la suma de los montos involucrados en operaciones de cobertura de riesgos financieros que celebren las entidades autorizadas en el artículo 5 de la ley N° 19.908, no podrá exceder de US$1.500.000 miles o su equivalente en moneda nacional. Tales operaciones se deberán efectuar con sujeción a lo dispuesto en la citada norma legal.

Artículo 16.-
Durante el año 2018, el Presidente de la República podrá otorgar la garantía del Estado a los créditos que contraigan o a los bonos que emitan las empresas del sector público y universidades estatales, hasta por la cantidad de US$300.000.000 (trescientos millones de dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.


La autorización que se otorga al Presidente de la República será ejercida mediante uno o más decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones por contraer, indicando las fuentes de los recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda.


Las garantías que otorgue el Estado en conformidad con este artículo se extenderán al capital, reajustes e intereses que devenguen los créditos y los bonos mencionados precedentemente, comisiones, contratos de canje de monedas y demás gastos que irroguen, cualquiera sea su denominación presente o futura, hasta el pago efectivo de dichas obligaciones.


Las empresas señaladas en el inciso primero, para obtener la garantía estatal señalada, deberán suscribir previamente un convenio de programación con el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción, en que se especificarán los objetivos y los resultados esperados de su operación y programa de inversiones, en la forma que se establezca mediante instrucciones del Ministerio de Hacienda. A estos convenios les será aplicable la disposición del inciso segundo del artículo 2 de la ley N° 19.847.


Autorízase a las universidades estatales para contratar, durante el año 2018, empréstitos por períodos de hasta veinte años, de forma que, con los montos que se contraten, el nivel de endeudamiento total en cada una de ellas no exceda del setenta por ciento (70%) de sus patrimonios. El servicio de la deuda se realizará con cargo al patrimonio de las mismas universidades estatales que las contraigan. Estos empréstitos deberán contar con la visación previa del Ministerio de Hacienda. Con todo, los empréstitos no comprometerán de manera directa ni indirecta el crédito y la responsabilidad financiera del Estado.


La contratación de los empréstitos que se autorizan a las universidades estatales no estará sujeta a las normas de la ley Nº 19.886 y su reglamento. En todo caso, las universidades deberán llamar a propuesta pública para seleccionar la o las entidades financieras que les concederán el o los empréstitos.


Copia de los antedichos empréstitos, indicando el monto y las condiciones bajo las cuales fueron suscritos, además de un informe que especifique los objetivos y los resultados esperados de cada operación y su programa de inversiones asociado, serán enviados al Ministerio de Educación y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, dentro de los treinta días siguientes al de su contratación.

Artículo 17.-
Los órganos y servicios públicos incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del ministerio del ramo, visada por el Ministerio de Relaciones Exteriores y el Ministerio de Hacienda, para afiliarse o asociarse a organismos internacionales, renovar las afiliaciones existentes o convenir aumento de sus cuotas. En el evento que la incorporación o renovación les demande efectuar contribuciones o aportes o aumentos de éstos y si los convenios consisten en aumentos del monto de cuotas, su visación quedará condicionada a la disponibilidad de recursos fiscales.

Artículo 18.-
Los decretos supremos del Ministerio de Hacienda que deban dictarse en cumplimiento de lo dispuesto en los diferentes artículos de esta ley y los que correspondan para la ejecución presupuestaria, se ajustarán a lo establecido en el artículo 70 del decreto ley N° 1.263, de 1975.


Las aprobaciones, visaciones y autorizaciones del Ministerio de Hacienda establecidas en esta ley, cuyo otorgamiento no se exija expresamente que se efectúe por decreto supremo, las autorizaciones que prescriben los artículos 22 y 24 del decreto ley N° 3.001, de 1979, el párrafo final del inciso segundo del artículo 8 del decreto ley N° 1.056, de 1975, y el artículo 4 de la ley N° 19.896, la excepción a que se refiere el inciso final del artículo 9 de la ley N° 19.104 y el artículo 14 de la ley N° 20.128, se cumplirán mediante oficio o visación del Subsecretario de Hacienda, quien podrá delegar tales facultades, total o parcialmente, en el Director de Presupuestos.


Las visaciones dispuestas en el artículo 5 de la ley N° 19.896 serán efectuadas por el Subsecretario respectivo, quien podrá delegar tal facultad en el Secretario Regional Ministerial correspondiente y, en el caso de los gobiernos regionales, en el propio Intendente.

Artículo 19.-
Los encargados de los programas presupuestarios previstos en esta ley que se encuentren contratados a honorarios, tendrán la calidad de agentes públicos, con la consecuente responsabilidad penal y administrativa, y sin perjuicio de la responsabilidad correspondiente de su superior jerárquico.

Artículo 20.-
Cuando los órganos y servicios públicos realicen avisaje y publicaciones en medios de comunicación social, deberán efectuarlos, al menos en un 25%, en medios de comunicación con clara identificación local, distribuidos territorialmente de manera equitativa. Los órganos y servicios a que se refiere este artículo deberán dar cumplimiento a lo establecido, por medio de sus respectivos sitios web.


Los órganos y servicios públicos a que se refiere este artículo, deberán remitir a más tardar en marzo de 2018 su planificación anual de avisaje y publicaciones al Ministerio Secretaría General de Gobierno, el que monitoreará el cumplimiento de la obligación establecida en el inciso anterior.

Artículo 21.-
Será de cargo de las respectivas entidades públicas el siguiente deber de información:

1. Remisión a la Biblioteca del Congreso Nacional, en soporte electrónico, de una copia de los informes derivados de estudios e investigaciones contratados en virtud de la asignación 22.11.001, dentro de los ciento ochenta días siguientes a la recepción de su informe final.

2. En caso de contar con asignaciones comprendidas en los Subtítulos 24 y 33, los organismos responsables de dichos programas deberán publicar en un informe trimestral, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre en su sitio web institucional la individualización de los proyectos beneficiados, nómina de beneficiarios, metodología de elección de éstos, las personas o entidades ejecutoras de los recursos, los montos asignados y la modalidad de asignación.


Si las asignaciones a las que hace mención el párrafo precedente corresponden a transferencias a municipios, el informe respectivo también deberá contener una copia de los convenios firmados con los alcaldes, el desglose por municipio de los montos transferidos y el criterio bajo el cual éstos fueron distribuidos.

3. En caso de contar con asignaciones correspondientes al Subtítulo 31, la entidad responsable de la ejecución de los recursos deberá informar a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a más tardar el 31 de marzo de 2018, la nómina de los proyectos y programas financiados con cargo a los recursos señalados, su calendario de ejecución y también, en caso de ser pertinente, su calendario de licitación.

4. Mensualmente, el Gobierno Regional correspondiente deberá informar los estudios básicos, proyectos y programas de inversión que realizarán en la región y que hayan identificado conforme a lo dispuesto en el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975. Tal información comprenderá el nombre del estudio, proyecto o programa, su monto y demás características, y se remitirá dentro de los treinta días siguientes al término del mes de total tramitación de los respectivos decretos.

5. Publicar en sus respectivos portales de transparencia activa las actas de evaluación emitidas por las comisiones evaluadoras de licitaciones y compras públicas de bienes y servicios que realicen en el marco de la ley N° 19.886, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo proceso.

6. Trimestralmente, la Subsecretaría de Hacienda enviará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe sobre la base de la información proporcionada por el Registro Central de Colaboradores del Estado, identificando el total de asignaciones directas ejecutadas en el período a nivel de programa.

7. Informe financiero trimestral de las empresas del Estado y de aquéllas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, que comprenderá un balance consolidado por empresa y estado de resultados, a nivel consolidado y por empresa. Dicho informe será elaborado por el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción o quien lo suceda o reemplace, y será remitido dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros.
Artículo 22.-
Las actividades de publicidad y difusión que corresponda realizar por los ministerios, las intendencias, las gobernaciones y los órganos y servicios públicos que integran la Administración del Estado, se sujetarán a lo dispuesto en el artículo 3 de la ley N° 19.896. En caso alguno podrán efectuarse campañas publicitarias que tengan por objeto único enumerar los logros de una autoridad específica o del Gobierno en general, con excepción de las cuentas públicas que los organismos señalados en el citado artículo realicen.


Para estos efectos, se entenderá que son gastos de publicidad y difusión, para el cumplimiento de las funciones de los referidos organismos, aquéllos necesarios para el adecuado desarrollo de procesos de contratación; de acceso, comunicación o concursabilidad de beneficios o prestaciones sociales, tales como ejercicio de derechos o acceso a becas, subsidios, créditos, bonos, transferencias monetarias u otros programas o servicios; de orientación y educación de la población para situaciones de emergencia o alarma pública y, en general, aquellos gastos que, debido a su naturaleza, resulten impostergables para la gestión eficaz de los mismos organismos.


Asimismo, los organismos a que se refiere este artículo sólo podrán editar memorias y otras publicaciones por medios electrónicos, salvo que la normativa que las regule indique expresamente que se deben publicar en medios impresos. Asimismo, no podrán incurrir en gastos para la elaboración de artículos de promoción institucional. El gasto por concepto de suscripciones a revistas, diarios y servicios de información, tanto en papel como por medios electrónicos de transmisión de datos, deberá limitarse al que sea estrictamente indispensable para el quehacer de los servicios.
Artículo 23.-
Las comisiones de servicio en el país y en el extranjero deberán reducirse a las que sean imprescindibles para el cumplimiento de las tareas institucionales, especialmente aquellas en el extranjero. Salvo motivos justificados, o en el caso de ministros de Estado, los pasajes se deberán comprar a lo menos con 7 días hábiles de anticipación.


Sólo el Presidente de la República y los ministros de Estado en comisiones de servicio en el extranjero podrán estar acompañados de comitivas, las que, en el caso de los ministros, estarán compuestas por un máximo de dos acompañantes, a excepción del Ministro de Relaciones Exteriores, a quien podrá acompañar un máximo de tres personas. A solicitud de las respectivas instituciones, la Dirección de Presupuestos podrá autorizar excepciones al número de integrantes de las señaladas comitivas. 


Trimestralmente se informará a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre las comisiones de servicio en el país y en el extranjero. Estas contendrán en detalle el número de comisiones y cometidos funcionarios, funcionarios designados, destino de ellas, viático recibido y fundamentos de ella, a excepción de aquellas que tengan el carácter de reservadas.

Artículo 24.-
Fíjase para el año 2018 en 8.000 el número máximo de personas que podrá modificar su calidad jurídica de honorario a suma alzada a contrata, asimilándose al grado de la planta legal del estamento que le corresponda cuya remuneración total le permita mantener su remuneración bruta.


Para efectuar los traspasos señalados, a partir del 1 de enero de 2018, a solicitud de los respectivos servicios e instituciones del Sector Público, la Dirección de Presupuestos podrá modificar el límite máximo de la dotación de personal fijada en las respectivas glosas presupuestarias, con cargo a una compensación equivalente en el número de personas contratadas a honorarios, fijado en las glosas presupuestarias correspondientes, asociadas a los Subtítulos 21 y 24.


Los ajustes derivados de la aplicación de este artículo serán establecidos por medio de  decretos del Ministerio de Hacienda, dictados conforme a lo dispuesto en el artículo 70 del decreto ley N° 1.263 de 1975, y deberán ser informados mensualmente, dentro de los treinta días siguientes al mes respectivo, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

Artículo 25.-
Las disposiciones de esta ley regirán a contar del 1 de enero del año 2018, sin perjuicio de que puedan dictarse a contar de la fecha de su publicación los decretos a que se refiere el artículo 3, y los decretos y resoluciones que en virtud de esta ley sean necesarios para posibilitar la ejecución presupuestaria. Esta ley podrá ser publicada en su integridad para su distribución.

Artículo 26.- Los gastos en publicidad y difusión que podrán ejecutarse con cargo a cada Partida presupuestaria durante el año 2018, no podrán superar la suma fijada en el respectivo presupuesto.

 
Al respecto, en el mes de diciembre de 2017, cada ministerio deberá distribuir estos recursos, por Programa presupuestario, mediante decreto expedido por el ministerio respectivo, el cual deberá llevar además la firma del Ministro de Hacienda. Copia de este decreto, totalmente tramitado, deberá ser enviada a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.


No obstante, por decreto del Ministerio de Hacienda, expedido bajo la fórmula establecida en el artículo 70 del decreto ley N° 1.263, de 1975, podrá aumentarse el monto asignado a un Programa presupuestario para gastos en publicidad y difusión, con cargo a la disminución de otro u otros, sin que pueda en ningún caso, aumentarse, por esta vía, el monto total fijado para la Partida.

 
Cada ministerio deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, el monto ejecutado, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.

Artículo 27.- Toda información que de acuerdo a lo establecido en esta ley deba ser remitida a cualquiera de las comisiones del Congreso Nacional se entenderá que debe ser remitida también a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos. Esta información deberá ser proporcionada en formato digital legible, que no consista solamente en imagen de la respectiva documentación, cuando corresponda.


Toda glosa de información que no señale una fecha de entrega deberá ser remitida antes del comienzo de la tramitación de la ley de presupuestos del sector público para el año siguiente.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- Nicolás Eyzaguirre Guzmán, Ministro de Hacienda. 
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OFICIO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, CON EL QUE COMUNICA LA NÓMINA DE LOS DIPUTADOS QUE INTEGRARÁN LA COMISIÓN ESPECIAL MIXTA DE PRESUPUESTOS PARA LA TRAMITACIÓN DEL PROYECTO DE LEY DE PRESUPUESTOS DEL SECTOR PÚBLICO PARA EL AÑO 2018

(11.452-05)

Oficio N° 13.531

VALPARAÍSO, 2 de octubre de 2017

Para efectos de lo establecido en el artículo 19 de la ley orgánica del Congreso Nacional, en relación con el artículo 67 de la Carta Fundamental, tengo a honra comunicar a US., que integrarán la Comisión Especial que deberá informar el proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2018, correspondiente al boletín N° 11.452-05, sin perjuicio de los reemplazos a que haya lugar, los siguientes señores diputados, miembros de la Comisión de Hacienda:

· Sergio Aguiló Melo

· Felipe De Mussy Hiriart

· Daniel Farcas Guendelman

· Roberto León Ramírez

· Pablo Lorenzini Basso

· Javier Macaya Danús

· Patricio Melero Abaroa

· Manuel Monsalve Benavides

· Marco Antonio Núñez Lozano

· José Miguel Ortiz Novoa

· Alejandro Santana Tirachini

· Marcelo Schilling Rodríguez

· Ernesto Silva Méndez

Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E.

(Fdo.): Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA ENTREVISTAS GRABADAS EN VIDEO Y OTRAS MEDIDAS DE RESGUARDO A MENORES DE EDAD VÍCTIMAS DE DELITOS SEXUALES
(9.245-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el proyecto señalado en el epígrafe, que se encuentra en tercer trámite constitucional en el Senado, con urgencia calificada de “simple”.

A una o más sesiones en que se analizó este proyecto asistieron el Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Jaime Campos; el Subsecretario de Justicia, señor Nicolás Mena; el Jefe de la División Jurídica del Ministerio, señor Ignacio Castillo, y el Jefe del Departamento de Asesoría y Estudios del mismo, señor Milton Espinoza.

A su vez, participaron, en representación del Consejo Nacional de la Infancia, la Secretaria Ejecutiva, señora María Estela Ortiz y el asesor, señor Hermes Ortega. Del Poder Judicial, la Jueza del Segundo Tribunal Oral en lo Penal de Santiago, señora Nora Rosati. De la Policía de Investigaciones de Chile, los Comisarios, señores Manuel Núñez y Patricio Hernández, y el Subcomisario, señor Jorge Alarcón. De la Fundación Amparo y Justicia, el Coordinador Legal, señor Diego Izquierdo; la Asistente de Proyectos, señora Daniela Castillo y la Jefa de Comunicaciones, señora Patricia Le Bert. Igualmente, estuvieron presentes  el Jefe de Prensa del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Rodolfo Carrasco y el asesor de comunicaciones del Ministerio, señor Rodrigo Sepúlveda.


También concurrieron los asesores del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Elvira Oyanguren y señor Giovanni Semería; el asesor de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada; la asesora del Honorable Senador señor Harboe, señora Carolina González; la asesora del Honorable Senador señor De Urresti, señora Melissa Mallega; la asesora del Comité PPD, señora Catalina Wildner; el asesor del Comité DC, señor Robert Angelbeck; el asesor del Honorable Senador señor Espina, señor Fredy Vásquez; el asesor del Comité UDI, señor Héctor Mery, y el asesor del Comité PS, señor Juan Peña.

NORMA DE QUÓRUM


- Los artículos 4°, inciso séptimo; 12 (que pasa a ser 13); 13 (que pasa a ser artículo 14); 15, inciso tercero (que pasa a ser artículo 16, inciso tercero); 22, inciso cuarto (que pasa a ser artículo 23, inciso cuarto) tienen rango orgánico constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental.


- Los artículos 4°, incisos octavo y noveno; 7°, inciso final; 8°, 9° y 10 tienen rango orgánico constitucional en virtud de lo dispuesto en el artículo 84 de la Constitución Política, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental.


- El artículo 27 (que pasa a ser artículo 30) tiene rango orgánico constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 38 de la Constitución Política, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental.


- El artículo 22 (que pasa a ser artículo 23) tiene rango de norma de quórum calificado, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política, en relación con el artículo 66, inciso tercero, de la misma Ley Fundamental.

- - -

INFORME DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA


Al iniciarse el estudio de este asunto, la Comisión tomó conocimiento del Oficio N° 130-2017, de 16 de agosto de 2017, de la Excma. Corte Suprema en que emite su parecer sobre este proyecto de ley.


En lo que interesa a este informe dicho oficio señala lo siguiente: 

“El proyecto en referencia ha sido informado en tres oportunidades por esta Corte Suprema: la primera, el 6 de octubre de 2016, a través del Oficio N° 143-2016; la segunda, el 20 de enero de este año, por Oficio N° 8-2017, y la última, el 21 de julio pasado, por Oficio N° 107-2017.

Sin duda alguna el ejercicio de la función legislativa está radicada en el Parlamento, con la cooperación del Ejecutivo, quienes se esfuerzan por aprobar la normativa que responda a los objetivos propuestos al dar inicio a la tramitación de la iniciativa. Es por ello que no deja de llamar la atención el hecho que, durante la tramitación del proyecto, presente modificaciones relevantes en un corto espacio de tiempo;

Segundo. Que como se indicara con anterioridad por esta Corte Suprema, el H Senado, como la H. Cámara de Diputados han estimado que son normas orgánicas constitucionales del proyecto, las consignadas bajo los artículos 4°, inciso séptimo; 13, 14, 16, inciso tercero; 23, inciso cuarto. Se dejó expresado igualmente en el informe anterior que, conforme a la Constitución, tienen el carácter de orgánicas las disposiciones que, entre otras, “determinan la organización y  atribuciones de los tribunales”.

El informe de esta Corte Suprema se circunscribirá a destacar su opinión en torno a las disposiciones modificadas e insistir en algunas ideas en relación al proyecto, dejando expresamente consignado que solamente la presente instancia prevista en la Constitución y la ley representa su parecer;

Tercero. Facultad para realizar “otras entrevistas investigativas” (indicación sustitutiva al artículo 10). En el artículo 10 se incorporan modificaciones vía indicación del Ejecutivo, cambio que se refleja en el título del proyecto que en la versión anterior era “De la participación voluntaria del niño, niña o adolescente en nuevas entrevistas investigativas videograbadas” y en la versión actual se reemplazó por “De la realización de otras entrevistas investigativas videograbadas.”

La materia regulada alteró el enfoque de la regulación, puesto que con anterioridad se pretendía reglamentar la materialización de la voluntad del niño, niña o adolescente de prestar nuevas declaraciones, disponiendo la norma proyectada que, ante esa manifestación de voluntad, el fiscal, contando con la autorización previa del juez de garantía, debía tomar las providencias necesarias para la realización de una nueva entrevista investigativa –inciso 1°-. En la versión modificada el artículo, en sus incisos primero y segundo ahora se estipula la facultad del fiscal, de oficio o a solicitud de cualquiera de los intervinientes, de realizar una segunda entrevista, cuando (i) surjan nuevos hechos o antecedentes que no hayan sido materia de la entrevista investigativa videograbada, (ii) que modifiquen lo expuesto en ella, y (iii) puedan afectar sustancialmente el curso de la investigación, (iv) debiendo quedar “constancia en la carpeta investigativa de la decisión del fiscal y de los hechos y antecedentes que se tuvieron en cuenta para adoptarla”, y (v) esta decisión deberá someterse a “la aprobación del Fiscal Regional” respectivo.

Se fundamenta la modificación por el Ejecutivo explicando que “la indicación sustitutiva al artículo 10 repone la posibilidad excepcional de realizar una segunda entrevista investigativa, solo cuando surjan nuevos antecedentes que no hayan sido objeto de la primera entrevista, porque ello resulta fundamental e imprescindible para una mejor investigación”. Invocando las máximas de la experiencia, se señaló que “en los procesos de develación de los niños, niñas y adolescentes ocurre muchas veces que la víctima desea aportar nuevos antecedentes con posterioridad a la denuncia”. Sostiene que “esta segunda entrevista está suficientemente regulada y limitada, exigiéndose respecto a los antecedentes que éstos sean nuevos, que no hayan sido tratados y que puedan modificar sustancialmente la investigación; además de la aprobación del Fiscal Regional respectivo.”. Por último, expresa que impedir que se recaben nuevos antecedentes, siempre de manera excepcional, puede llevar a “petrificar” la investigación, comprometer el éxito de la misma e incrementar las tasas de absolución.

En el informe anterior se señaló: “Sexto: Que en relación a la participación del niño, niña o adolescente en la declaración, es importante señalar que, si bien en las oportunidades previas no se cuestionó en particular la facultad que el artículo 10 otorgaba al fiscal, su eliminación se condice en mejor forma con los principios y lineamientos señalados y reiterados que apuntan solamente a la realización de una entrevista única. Esta Corte ha sostenido que debe ser decisión exclusivamente del niño, niña o adolescente prestar una nueva declaración, en reconocimiento de sus derechos y su autonomía, pero no a solicitud o por así requerirlo el fiscal para fines de la investigación. Adicionalmente, que ahora exista un control judicial por parte del juez de garantía ante la expresión de voluntad del niño, niña o adolescente de prestar una nueva declaración durante la etapa de investigación, permite asegurar, en mejor forma, los derechos de las víctimas y el resto de los intervinientes en una investigación penal, por lo que se observa positivamente este cambio.” 

Hoy debemos decir que la modificación es un retroceso, radicalizando la normativa en el sentido que solamente se someten al control del Juez de Garantía la afectación de los derechos de los imputados, pero no los de las víctimas, que continuarán siendo confundidos con los de la investigación, haciendo primar estos últimos, no obstante que nuestro país ha ratificado convenios internacionales en los cuales deja expresada su obligación de tener siempre presente en la actividad legislativa, como aspecto primordial: el “interés superior del niño”.

Con todas las prevenciones naturales sobre nuevas declaraciones investigativas, aun las que se realicen por voluntad de los niños, niñas y adolescentes, ahora se realizarán sin la autorización del Juez de Garantía. Es esta omisión, producto de la modificación, la cual concede carácter orgánico a la norma, puesto que priva de una facultad al juez que antes le reconocía;

Cuarto. Designación del entrevistador que actuará como intermediario en la declaración judicial (modificación al artículo 15). En informes anteriores se reclamó por esta modificación, la cual fue dispuesta mediante la participación de un funcionario judicial o un juez, aspecto que el proyecto mantiene, por lo que se reitera la valoración positiva de la disposición;

Quinto. Declaración anticipada del niño, niña o adolescente (indicación sustitutiva al artículo 16).  Cabe considerar que el artículo 16 de la iniciativa, en ambas versiones del proyecto, regula la declaración judicial anticipada de los niños, niñas o adolescentes víctimas de los delitos señalados en el artículo 1°. En la mayor parte del artículo remitido no se observan diferencias, salvo aspectos de redacción o referencia. Destaca, sin embargo, la modificación al inciso 6°, que dispone que el niño, niña o adolescente no prestará nueva declaración judicial, sea anticipadamente o en juicio, salvo que así lo solicitare libre y espontáneamente, agregándose a continuación una nueva excepción: “o en caso de petición fundada de alguno de los intervinientes por la existencia de nuevos antecedentes que la justifiquen y que pudieran afectar sustancialmente el resultado del juicio.”

Se fundó por el Ejecutivo en los siguientes términos: a) Se trata de una facultad “suficientemente restringida”. Procede únicamente, “a petición fundada de alguno de los intervinientes”, por “la existencia de nuevos antecedentes” que “pudieren afectar sustancialmente el resultado del juicio”. Conforme al inciso final, al dictar las resoluciones a que se refiere el presente artículo, el juez deberá considerar el interés superior del niño, niña o adolescente, así como sus circunstancias personales.”; b) La eliminación de esta posibilidad podría atentar contra el uso de la prueba anticipada. Se sostiene que en la práctica “será muy difícil que un fiscal solicite la declaración anticipada de la víctima, toda vez que ante el surgimiento de nuevos antecedentes no se la podría citar a declarar a sede judicial”  (por ejemplo, aparece un nuevo imputado). Ello se traducirá en un desincentivo a la utilización de la prueba anticipada. El riesgo es que un artículo que estaba llamado a estimular la prueba anticipada, termine por desincentivarla, y c) La “imposibilidad de citar nuevamente a la víctima significará que ésta no podrá pronunciarse sobre los nuevos hechos que surjan, generándose contradicciones y vacíos en la evidencia de cargo, lo cual podría significar una reducción en las tasas de condenas”.

Procede insistir en lo indicado por esta Corte, en el sentido que  “la regulación especial de la procedencia de prueba anticipada para la declaración de los niños, niñas y adolescentes, como forma de evitar la victimización secundaria y el deber de propender a evitar la declaración de niños, niñas o adolescentes en juicio, no siendo los tribunales de justicia un lugar al que debieran concurrir.” Asimismo, se observó favorablemente la regulación del inciso final, que se mantiene, y se hizo una prevención “sobre la pertinencia de que se regule en este artículo la posibilidad y requisitos para autorizar una nueva declaración judicial, considerando que esta disposición trata únicamente sobre la declaración judicial anticipada y, que el desarrollo de la declaración judicial está regulado en otra norma de esta iniciativa legal, específicamente en el artículo 17, que viene inmediatamente a continuación de éste”,  que se reitera.

El texto agregado al inciso 6°, como una nueva excepción que autoriza para solicitar a cualquiera de los intervinientes una nueva declaración del niño, niña o adolescente no resulta consistente con lo manifestado por esta Corte Suprema. Por un lado, contradice el ideal de realizar una entrevista única y el principio de participación voluntaria y, por otro, desvirtúa el propósito buscado con la solicitud de declaración anticipada disminuyendo su utilidad. La declaración judicial anticipada como forma de proteger al niño, niña o adolescente pierde sentido si durante el juicio, a solicitud de cualquier intervinientes, puede verse obligado a concurrir nuevamente a declarar al juicio.

Esta modificación como otras de las observadas en esta oportunidad reflejan la tensión entre derechos que se buscan proteger: por un lado, el interés superior del niño, niña o adolescente, como el reconocimiento a su autonomía progresiva y, por el otro, el derecho a defensa y el debido proceso del imputado, que podrían eventualmente justificar la autorización de nuevas y reiteradas entrevistas durante la investigación y la realización del juicio. Para resolver este conflicto no debe perderse de vista que el objetivo del proyecto de ley es, precisamente, evitar la declaración reiterada de los niños, niñas y adolescentes y que es su interés superior el que debe primar en la legislación que se promulgue, para que sea una diferencia real con la situación actualmente existente;

Sexto. Acceso a copia de la entrevista investigativa (indicación sustitutiva al artículo 23). El artículo 23 regula la reserva del contenido de la entrevista investigativa videograbada y de la declaración judicial, destacando las diferencias que se indican entre la versión previamente informada y la que se analiza en esta ocasión: a) En el inciso 1°, que indica quienes podrán acceder al contenido de la entrevista investigativa videograbada, se reemplazó la referencia a “los jueces de tribunales con competencia en materia de familia”, por “los jueces de familia dentro del ámbito de su competencia”; b) En el inciso 2°, se hicieron importantes modificaciones. En la versión anterior, se establecía que los legitimados –intervinientes, policías y peritos- únicamente podrían acceder al contenido íntegro y fidedigno de la entrevista investigativa videograbada mediante su exhibición en dependencias del Ministerio Público. En la versión actual, se incluyó la posibilidad de obtener copia del registro de la entrevista, debiendo el fiscal entregarla, siempre que se hubiere distorsionado suficientemente los elementos de la videograbación que permitiesen identificar al niño, niña o adolescente, sin que se afecte su compresión. Esta posibilidad, que ya había sido parte de la iniciativa, se había suprimido en la versión informada el mes de julio de este año. La Corte Suprema no se pronunció a este respecto en su último informe; c) Se eliminó el inciso 6°, que disponía que “Los jueces de familia no exhibirán el contenido de la entrevista investigativa videograbada o del registro de audio de la declaración judicial en las audiencias de su judicatura, ni entregarán copia de éstos a las partes.”

En relación al nuevo inciso segundo, que repone la posibilidad de los intervinientes, particularmente de la defensa, de obtener copia de la entrevista investigativa, el representante del Ejecutivo expresó los siguientes argumentos: 

a) La prohibición de obtener copia de los antecedentes de la investigación (por ejemplo para la defensa) podría presentar serios cuestionamientos de constitucionalidad, por infringir el derecho de defensa del imputado, considerando, especialmente, que la prohibición recae sobre la prueba fundamental en que generalmente se fundará la acusación.

b) El sistema contenido en la indicación regula adecuadamente la entrega de copias. Ésta propone que, para efectos de proteger la privacidad de los niños, niñas o adolescentes, la copia sólo pueda ser entregada después de que el Ministerio Público haya distorsionado todos aquellos elementos que permitieren identificarla. Al mismo tiempo, el proyecto establece un delito para sancionar al que difunda el contenido de la entrevista.

Las argumentaciones del cambio pueden ser variadas, pero lo concreto es que se abre la posibilidad de entregar copias de la declaración de la niña, niño o adolescente, en que la experiencia indica la imposibilidad de investigar las filtraciones, por lo cual corresponde reiterar lo expresado en el informe anterior ;

Séptimo. Comentario final. Por su importancia, no se puede dejar de reiterar lo consignado al finalizar su informe anterior la Corte Suprema, en orden a que “se estima conveniente, además, incorporar una sistematización de los derechos de los niños, niñas y adolescentes víctimas de delito o testigos de delitos. En efecto, los niños, niñas y adolescentes que interactúan con el sistema procesal penal en calidad de víctimas o testigos, desde que se tiene conocimiento que se perpetró un hecho ilícito y en tanto sea necesario durante el procedimiento e incluso terminado éste, tendrán los derechos que el ordenamiento jurídico les reconoce y declara.

En especial, los niños, niñas y adolescentes víctimas y testigos tienen derecho a:

    a) se considere siempre y de manera preminente su interés superior en las determinaciones que se adopten a su respecto procurando su normal desarrollo y la ausencia de re-victimización;

    b) se les informe de manera clara y sencilla de los hechos que puedan afectarles y los derechos que les otorga la Constitución Política de la República, los tratados internaciones y la ley;

    c) que el Ministerio Público adopte las medidas efectivas destinadas a su protección o inste para que el órgano jurisdiccional las dispongan, en su caso;

    d) que las autoridades administrativas, policiales, del Ministerio Público, jurisdiccionales y los ciudadanos en general, les reconozcan y consideren los derechos que dispone la Constitución Política de la República, los tratados internacionales y la ley;

    e) decidir por sí o/y con la cooperación de la persona bajo cuya protección y cuidado se encuentren, a prestar declaración con motivo de los hechos en que tienen la calidad de víctima o testigo;

    f) cuando decida prestar declaración investigativa o judicial, ésta se realice en la oportunidad, con los resguardos, consideraciones y en la forma dispuesta por esta ley;

    g) que el juez de garantía, en su caso, determine siempre la pertinencia de su declaración investigativa o judicial de manera previa a efectuarla; 

    h) solicitar por sí o procurador ad litem, se disponga a su respecto las medidas de protección, generales y especiales, que esta ley dispone;

    i) solicitar se le informe de manera clara y sencilla el estado del proceso y su resultado, como cualquier diligencia que pueda afectarle;” 

Octavo. Financiamiento del proyecto. El artículo cuarto transitorio señala que el mayor gasto que represente la aplicación de la presente ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará  con cargo a la partida 03 del Poder Judicial. Consultada la Corporación Administrativa del Poder Judicial respecto del financiamiento del proyecto se expresó que no existen fondos asignados al Poder Judicial en el presupuesto del presente año como en el presupuesto proyectado para el año 2018, por lo cual debe ser aclarado en el proyecto su fuente de financiamiento, partidas y montos. 

Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 18 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se acuerda informar en los términos precedentemente expresados el informe complementario y modificaciones recaídos en el proyecto de ley que regula entrevistas grabadas en vídeo y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales.”.

- - -

CONSIDERACIONES PREVIAS 

Al darse inicio al debate de las enmiendas introducidas al proyecto de ley por la Cámara de Diputados, el Subsecretario de Justicia, señor Nicolás Mena, hizo una exposición general acerca de las materias del texto aprobado por el Senado que fueron mantenidas en el segundo trámite constitucional y aquellas que sufrieron modificaciones. 


En cuanto al primer grupo, afirmó que se ha conservado el sistema de entrevista dual diseñado por el Senado, reconociendo y diferenciando claramente la entrevista investigativa de la declaración judicial.


Respecto de los delitos que fijan el campo de aplicación de la proposición de ley,  sostuvo que básicamente se mantienen todos aquellos sancionados en el primer trámite constitucional, agregándose otros de igual gravedad.


Seguidamente, informó que se ha considerado pertinente ratificar los principios que subyacen en la iniciativa -asentados durante el trámite ante esta Corporación-, como los de interés superior del niño, autonomía progresiva, prevención de la victimización secundaria y de asistencia oportuna y tramitación preferente, con algunos cambios menores que mejoran su aplicación.      


Agregó que se ha confirmado igualmente la posibilidad de realizar una segunda entrevista investigativa, de oficio o a solicitud de alguno de los intervinientes, cuando surgieren antecedentes nuevos que pudieren afectar sustancialmente lo expuesto en la primera entrevista. 


Finalmente, manifestó que también ha subsistido en el texto del proyecto de ley, en términos similares a los refrendados por el Senado, el régimen de prueba anticipada, la reserva de la entrevista investigativa y de la declaración judicial y el sistema de medidas de protección general y especial en favor de los niños, niñas y adolescentes.


Acto seguido, se refirió a los elementos que fueron objeto de enmiendas relevantes por parte de la Cámara de Diputados.


Primeramente, hizo mención a la designación del entrevistador judicial, ya que, según se determinó en el Senado, por regla general correspondería al mismo que hubiese participado en la fase investigativa. No obstante, la modificación aprobada en el segundo trámite apunta a que sea el juez de garantía quien haga esa designación en el marco de la audiencia de preparación del juicio oral, entre aquellos que cuenten con formación especializada y acreditación vigente ante el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.


Asimismo, postuló que durante la tramitación en la Cámara de Diputados se decidió crear un régimen especial para los testigos, diferenciándolos de las víctimas. En ese sentido, se introdujo un nuevo artículo 26 al proyecto de ley que dispone que los niños y niñas testigos de los delitos que se enuncian en el artículo 1° serán interrogados por el juez en una sala distinta de aquella donde se encuentran los intervinientes, y que respecto de los adolescentes testigos de los mismos ilícitos penales el tribunal podrá decretar las medidas de protección pertinentes, en consideración a sus circunstancias personales y psíquicas, inclusive la señalada precedentemente.


En último lugar, acotó que la Cámara de Diputados estableció la entrada en vigor gradual de la preceptiva legal, con el objeto de precaver los eventuales obstáculos en su implementación - especialmente en lo referido a la infraestructura requerida- que podrían generarse si rigiera en todo el país un año después de su publicación en el Diario Oficial. De consiguiente, se dispusieron los siguientes plazos para la vigencia de la normativa, contados desde la dictación del reglamento que, a su vez, será decretado dentro del plazo de cuatro meses a contar de la publicación de la ley:


1.- La primera fase se iniciará luego de seis meses de publicado el antedicho reglamento en las regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Antofagasta, Maule, Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y Magallanes y Antártica Chilena. En dichas zonas se proyectan 2.600 ingresos, lo que requerirá la construcción de 5 salas y la capacitación de 42 entrevistadores.


2.- Una segunda etapa, después de transcurridos dieciocho meses de publicado el mentado reglamento, incluirá a las regiones de Atacama, Coquimbo, Biobío, La Araucanía y Los Ríos y comprenderá 4.000 nuevos ingresos, la edificación de 21 salas y el adiestramiento de 74 entrevistadores.       


3.- Finalmente, la preceptiva se aplicará en las regiones de Valparaíso, Libertador General Bernardo O’Higgins, Los Lagos y Metropolitana después de 24 meses de publicado el reglamento, a partir de lo cual se prevén  10.300 ingresos, que demandarán 12 salas y la formación de 113 entrevistadores.


En conclusión, reseñó que, en lo medular, son tres los elementos que se modificaron en la Cámara de Diputados: la designación del entrevistador judicial, el régimen específico aplicable a los testigos y la entrada en vigencia de la normativa. 


A modo de complemento, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Ignacio Castillo, planteó que durante la tramitación del proyecto de ley en la Cámara de Diputados se realizaron ingentes esfuerzos con el objeto de perfeccionar su texto, manteniendo los principios rectores aprobados previamente en el Senado. Aseveró que las diferentes instituciones privadas que han acompañado el trámite parlamentario de la iniciativa estuvieron de acuerdo con ese proceder.  


Incluso, precisó, una vez que el proyecto había concluido su estudio por parte de las comisiones especializadas en el segundo trámite constitucional, se presentaron nuevas indicaciones de origen presidencial, con el ánimo de reforzar aún más su adecuada formulación. 


En resumen, adujo que el texto que se somete a la consideración de la Comisión es bastante similar al que emanó  de esta Corporación en el primer trámite constitucional y da cuenta del trabajo colaborativo con que se tramitó en esa instancia.


Una vez concluidas las intervenciones de los representantes ministeriales, el Honorable Senador señor De Urresti les solicitó un pronunciamiento sobre las observaciones al proyecto de ley que efectuó la Corte Suprema, una vez que fue despachado de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de la Cámara de Diputados. 


Sobre la prevención del Máximo Tribunal al artículo cuarto transitorio, referida al financiamiento de la propuesta de ley, el Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Jaime Campos, aseguró poseer una opinión distinta, pues de los estudios realizados por la repartición a su cargo se ha concluido que la gradualidad dispuesta para la implementación de la preceptiva está en línea con lo recientemente aprobado por el Congreso Nacional para proveer al Poder Judicial de 110 jueces adicionales, lo que traerá aparejado, ciertamente, una mayor dotación de funcionarios y de infraestructura.   


En consecuencia, postuló que probablemente la Corte Suprema no ha vinculado el proyecto en estudio con la ley recientemente sancionada. 


El Honorable Senador señor Araya manifestó que luego de tomar conocimiento de las enmiendas incorporadas en el segundo trámite se ha formado la convicción de que no modifican sustancialmente el texto que emanó del Senado; en la especie, los mayores cambios apuntan hacia un incremento del catálogo de delitos que fijan el marco de aplicación de la normativa y a la ampliación de quienes podrán ser entrevistadores.

-.-.-.-


A continuación se efectúa, siguiendo el orden del articulado del proyecto, una relación de las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados al texto aprobado por el Senado en primer trámite constitucional, así como de los acuerdos adoptados a su respecto por la Comisión. 

Artículo 1°

En el primer trámite constitucional, el Senado aprobó el siguiente artículo:

“Artículo 1°.- Objeto de la ley. La presente ley regula la realización de la entrevista investigativa videograbada y de la declaración judicial con el objeto de prevenir la victimización secundaria de niños, niñas o adolescentes que hayan sido víctimas o testigos de los delitos contemplados en los Párrafos 5 y 6 del Título VII del Libro II del Código Penal, así como en sus artículos 141, 142 y 433, Nº 1, cuando se trate de alguno de los delitos contenidos en los Párrafos precedentemente indicados, y también los establecidos en los artículos 372 bis, 374 bis, 390, 391, 392, 394, 411 bis, 411 ter y 411 quáter, todos del Código Penal. 

Mediante la prevención de la victimización secundaria se busca evitar toda consecuencia negativa que puedan sufrir los niños, niñas y adolescentes con ocasión de su interacción, en calidad de víctimas o testigos, con las personas o instituciones que intervienen en las etapas de denuncia, investigación y juzgamiento de los delitos señalados en el inciso anterior. 

Asimismo, para los efectos de esta ley, se considera niño o niña a toda persona menor de catorce años de edad y adolescente a todos los que hayan cumplido catorce años y no hayan alcanzado la mayoría de edad”.

En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo una serie de enmiendas a este precepto.

Inciso primero

En este inciso introdujo tres cambios. 

En primer lugar, reemplazó, entre los vocablos “niñas” y “adolescentes”, la conjunción “o” por “y”. En segundo lugar, eliminó las palabras “o testigos”. En tercer lugar, sustituyó la frase “los delitos contemplados en los Párrafos 5 y 6 del Título VII del Libro II del Código Penal, así como en sus artículos 141, 142 y 433, Nº 1, cuando se trate de alguno de los delitos contenidos en los Párrafos precedentemente indicados, y también los establecidos en los artículos 372 bis, 374 bis, 390, 391, 392, 394, 411 bis, 411 ter y 411 quáter, todos del Código Penal”, por la siguiente: “los delitos contemplados en los Párrafos 5 y 6 del Título VII del Libro II, y en los artículos 141, incisos cuarto y quinto; 142, 372 bis, 374 bis, 390, 391, 395; 397, N° 1; 411 bis, 411 ter, 411 quáter y 433, N° 1, todos del Código Penal”.

Al comenzar el análisis de la primera modificación, el Honorable Senador señor Larraín, junto con mostrarse proclive a su aprobación, sugirió que el criterio que subyace en la propuesta se aplique en las demás enmiendas que en el mismo sentido ha efectuado la Cámara de Diputados, respecto de la sustitución de la expresión “menores de edad” por “niños, niñas o adolescentes”.


- En virtud de lo anterior, la Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Larraín, aprobar la primera enmienda propuesta por la Cámara de Diputados.


Respecto de la segunda modificación introducida en el inciso primero del artículo 1°, el Honorable Senador señor Espina pidió a las autoridades gubernamentales una explicación acerca del efecto de la supresión de la mención a los testigos.


Sobre el particular, el abogado señor Castillo observó que en el segundo trámite constitucional se contempló un cambio en el contenido del proyecto de ley, puesto que a las víctimas se les aplicará el estatuto completo de las entrevistas videograbadas, mientras que para los testigos se propone un mecanismo de protección en la declaración inicial, con el objetivo de que el niño o niña no tenga contacto con quien posea la calidad de imputado en el delito. El procedimiento reseñado, acotó, se contiene en el artículo 26 del proyecto de ley.


El Honorable Senador señor Espina manifestó su disconformidad con el hecho de que se distinga, en cuanto a los testigos, el nivel de amparo de los niños y niñas y el de los adolescentes.  


El abogado señor Castillo explicó que la diferencia radica en la autonomía progresiva de los adolescentes. Así, el juez podrá matizar el sistema de protección integral que se contempla para los niños y niñas.


A mayor abundamiento, el señor Subsecretario de Justicia postuló que la única diferencia que se advierte en el texto legal es que en el caso de los mayores de 14 años de edad el tribunal podrá decretar algún sistema de protección en su declaración e incluso podría no hacerlo, si el adolescente así lo solicita. Por su lado, los niños menores de esa edad siempre estarán sometidos a alguna medida de resguardo.


En definitiva, en el primero de los casos se le entrega al juez un margen mínimo de discrecionalidad.


En el mismo orden de ideas, el abogado señor Castillo comentó que a ese respecto se determinó un estándar para resolver acerca de su protección, sobre la base de la consideración de las circunstancias personales y psicológicas del adolescente. 


Al retomar la palabra, el Honorable Senador señor Espina expresó que no corresponde que un menor resuelva si requerirá alguna medida de resguardo para prestar declaración, pues no posee la calificación para tomar una decisión de esa naturaleza. Al efecto, puso como ejemplo la situación de un menor de 16 años que ha sido testigo de un delito de robo con violación en el interior de su hogar y que luego es amedrentado por la banda de criminales que lo cometió, cuya protección, a su juicio, no puede quedar sujeta a la apreciación que haga un juez. 


Por lo demás, razonó, no se advierten fundamentos para distinguir entre el grado de amparo que necesitará un menor que cumplirá prontamente 14 años con uno que ha superado por pocos días esa edad. 


En consecuencia, estimó inaceptable el criterio sostenido por la Cámara de Diputados y, por lo mismo, recomendó el rechazo de la enmienda en discusión. 

A este respecto, el señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos consideró que las observaciones efectuadas por el señor Senador que le antecedió en el uso de la palabra son opinables, pues en el segundo trámite constitucional se juzgó conveniente, por ejemplo, diferenciar el trato de un menor de 6 o 7 años con uno que está por cumplir la mayoría de edad. Esa posición es atendible, concluyó.

El Honorable Senador señor Espina insistió en su planteamiento y recordó que en un comienzo se había otorgado un trato similar a víctimas y testigos menores de edad y pese a que ello se modificó en la Cámara de Diputados, ahora se avanza aún más y se diferencia entre los testigos de acuerdo a la edad que poseen. Esta última situación, aseguró, contrasta el espíritu del debate que ocupó a la Comisión en el primer trámite constitucional.

A su turno, el Honorable Senador señor De Urresti manifestó compartir los postulados expuestos por el Honorable Senador señor Espina y, en vista de que un eventual rechazo de la presente enmienda podría hacer necesario el trámite de Comisión Mixta, sugirió conformar una mesa de trabajo que determine los puntos del proyecto de ley en que puede existir controversia para delimitar el debate en esa instancia.

El Honorable Senador señor Larraín, en lo atingente al fondo del debate, estimó atendibles los reparos formulados a la distinción del régimen de protección de los testigos, toda vez que contraría el resguardo que la Comisión, en su oportunidad, intentó dar a los testigos menores de edad.

Sobre el mismo asunto, el abogado señor Castillo consideró relevante clarificar que en la Cámara de Diputados se juzgó apropiado que el estatuto completo de la normativa se aplicase únicamente a las víctimas de delitos, también sobre la base de razones prácticas, relacionadas con la real posibilidad del sistema de hacerse cargo de las exigencias que impondrá la legislación. En tanto, para los testigos se ideó un modelo diferenciado, similar al que actualmente se lleva acabo con el plan piloto a cargo de la magistrada Nora Rosati.

Ante ese comentario, el Honorable Senador señor De Urresti hizo notar un nivel mayor de preocupación, dado que el estándar de amparo se reduciría en base a consideraciones presupuestarias. Sin embargo, en su momento en la Comisión se acordó un criterio común de resguardo basado exclusivamente en la calidad de menor de edad de la víctima o testigo. Por ello, es aún más patente la insuficiencia de recursos si ahora se pretende hacer distinciones entre los propios testigos.

De igual manera, manifestó sus aprensiones en torno a la inequidad territorial que podría evidenciarse en esta materia, particularmente en lo referido a la infraestructura requerida y la saturación de causas que presentan algunos juzgados. Esas situaciones, a su juicio, podrían incidir en disímiles categorías de amparo para los testigos.  

En definitiva, planteó su negativa a atenuar o relativizar los derechos de los menores, en pos de una mayor economía de recursos en la administración de justicia. 

El Honorable Senador señor Espina, junto con coincidir con el criterio expresado precedentemente, preguntó si existen datos acerca del número de menores de edad que concurren a instancias judiciales en calidad de testigos de delitos, puesto que lo más probable es que de trate de una cantidad que no es significativa.

Finalizó su alocución subrayando que la experiencia legislativa ha demostrado que si no se hacen cambios  necesarios asumiendo ciertos riesgos, es difícil que posteriormente se concreten. Por tanto, llamó a no desaprovechar la oportunidad de avanzar en una idea tan positiva como la que contiene la iniciativa en discusión.

El abogado señor Castillo reseñó que un asunto esbozado en la discusión en la Cámara de Diputados y que posteriormente se materializó en una modificación del texto refrendado por el Senado fue la supresión de los testigos del estatuto general que plantea la proposición de ley. Así, se estableció un régimen diferenciado en su favor que se contempla en el nuevo artículo 26, incorporado en el segundo trámite constitucional. Añadió que este último sistema refuerza el amparo general que la legislación considera para los testigos en el artículo 310 del Código Procesal Penal. 

Sobre la misma materia, el Coordinador Legal de la Fundación Amparo y Justicia, señor Diego Izquierdo, manifestó la conformidad de la organización que representa con la lógica estatuida en esta Corporación, consistente en separar la regulación de las víctimas y los testigos. En torno a estos últimos, mencionó que se dispone un resguardo diferenciado, según se trate de niños o niñas o de adolescentes.

El Honorable Senador señor Espina advirtió que el texto sancionado en el segundo trámite discurre sobre la base de un sistema de protección para los testigos más débil que lo que se ha determinado para las víctimas, pese a que se trata de niños, niñas o adolescentes en ambos casos. Incluso, hizo notar que, respecto de los mayores de 14 años de edad, eventualmente el juez podría no adoptar prevenciones de seguridad en su beneficio. Preguntó la opinión del personero de la Fundación Amparo y Justicia al respecto.

El abogado señor Izquierdo admitió que se ha consignado un trato diferenciado y, desde esa perspectiva, podría entenderse que los testigos podrían tener una protección inferior, Sin embargo, acotó, ello se explica por la calidad jurídica distinta que posee un testigo de una víctima. 

En efecto, agregó que el objeto del proyecto de ley es la prevención de la victimización secundaria, fenómeno que es propio de las víctimas, por razones lógicas. Sin perjuicio de lo anterior, la adopción de acciones de amparo en favor de los niños o niñas testigos es imperativa, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 26 de la iniciativa. En tanto, acerca de los adolescentes se prescribe la obligatoriedad de la realización un ejercicio de consideración de sus circunstancias personales y psicológicas por parte del magistrado, que podrá derivar en una providencia de resguardo.

Sostuvo que la distinción a que ha hecho referencia se basa en el reconocimiento del principio de autonomía progresiva, que necesariamente implica la apreciación de la edad y grado de madurez del menor. En definitiva, en la norma legal citada se reconoce a los niños, niñas y adolescentes como sujetos de derecho, cuyas facultades se desarrollan progresivamente. Eso valida, en su entender, el sistema diferenciado que se ha estipulado para las víctimas y los testigos.       

La Jueza del Segundo Tribunal Oral en lo Penal de Santiago, señora Nora Rosati, aseveró que el actual texto del proyecto de ley se hace cargo de distinciones necesarias para una adecuada concordancia del objetivo de la iniciativa con las diversas etapas de desarrollo de los niños, niñas y adolescentes y la posición jurídica que les cabe en el curso de un proceso judicial.

Afirmó que en caso alguno el testigo quedará exento de toda protección, pues se plantea que su declaración se efectúe en condiciones de aislamiento, además de aplicarse a su respecto todos aquellos preceptos que establecen estatutos específicos para los testigos y los que le atañen por su condición de menor de edad o de vulnerabilidad. Lo único que no se contempla es la exigencia de que se le haga una entrevista videograbada de forma expedita y bajo los requerimientos que considera la normativa. 

En resumen, concluyó, es la propia preceptiva la que establece un régimen general de amparo, dentro del cual específica aquel que corresponderá a las víctimas –por constituir el objeto principal de la iniciativa- y el de los testigos, sobre la base de sus circunstancias evolutivas y personales; en la especie, se trata de un tratamiento que obedece a parámetros objetivos y generales que no pueden ser desatendidos por un tribunal.  

A la luz de las explicaciones antedichas, el Honorable Senador señor Espina anunció su voto favorable a la modificación propuesta por la Cámara de Diputados. 

- La Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín, aprobar la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados.

En lo relativo a la tercera modificación propuesta al artículo 1° de la iniciativa legal, el abogado señor Castillo expresó que con la finalidad de focalizar los delitos dispuestos entre aquellos que tuviesen una pena de crimen y que afectasen mayormente a niños, niñas y adolescentes, en la Cámara de Diputados se especificó que la sustracción de menores quedará circunscrita a las situaciones descritas en los incisos cuarto y quinto del artículo 141 del Código Penal. Además, se suprimieron del texto las referencias a los ilícitos penales de homicidio en riña o pelea y el infanticidio, aunque se agregaron los delitos de castración y lesiones graves gravísimas. 

En lo atingente a la situación del delito de secuestro, el abogado señor Izquierdo acotó que el texto refrendado por el Senado contemplaba únicamente las figuras de secuestro y sustracción de menores con violación, puesto que debía tratarse de algunos de los ilícitos contenidos en los Párrafos 5 y 6 del Título VII del Libro II del Código Penal y el único delito sexual que se contempla en los artículos 141 y 142 del referido cuerpo legal es, precisamente, la violación. 

Por su parte, la redacción dispuesta en el segundo trámite constitucional abarca todas las hipótesis que integran el artículo 142 y los casos calificados previstos en los incisos cuarto y quinto del artículo 141, entre los que se encuentra el secuestro con violación.

Es decir, razonó, el catálogo de delitos fue ampliado, puesto que antes sólo aplicaba a los casos en que se constatare una violación, en tanto que ahora se incorporan todas las figuras de secuestro calificado.

El Honorable Senador señor Espina consultó por qué no se incorporaron los delitos de lesiones graves o menos graves.

En respuesta a esa inquietud, el abogado señor Izquierdo postuló que ninguno de los delitos contra la integridad física estaba incluido en el texto del proyecto de ley sancionado en el primer trámite constitucional. Por tal motivo, es un avance que ahora se contemple el delito de lesiones graves gravísimas.

En otro ámbito, el abogado señor Castillo explicó que la eliminación del homicidio en riña o pelea obedeció a su escasa incidencia práctica. Asimismo, las disposiciones de la normativa en discusión sólo tendrían aplicación respecto de los testigos; en cambio, si no se configura el resultado de muerte, podrá apelarse ante el estatuto de protección que puede otorgarse a una víctima de un homicidio tentado o frustrado o de lesiones graves gravísimas.   

- La Comisión acordó, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, aprobar la enmienda adoptada por la Cámara de Diputados.

Inciso segundo

En relación al texto aprobado por el Senado, la Cámara de Diputados acordó suprimir los vocablos “o testigos”.

En vista de lo acordado precedentemente  y que dice relación con la supresión de la expresión “o testigos” en el inciso primero, se acordó adoptar el mismo criterio respecto de esta enmienda.


- La Comisión propone aprobar la eliminación acordada por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Inciso cuarto, nuevo





Finalmente, la Cámara de Diputados acordó agregar un inciso cuarto nuevo al texto aprobado por el Senado. En él se dispone lo siguiente:

“Las normas de la presente ley se aplicarán con pleno respeto de los derechos de los niños, asegurados en la Convención de Derechos del Niño, y los estándares internacionales para la protección de los niños víctimas y testigos de delitos.”.

La Comisión estimó atendible la incorporación de un nuevo inciso cuarto al artículo 1° del proyecto de ley que hizo la Cámara de Diputados y, en ese sentido, recomienda unánimemente al Senado su aprobación.


- Concurrieron a esa decisión los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 3°





En primer trámite constitucional el Senado aprobó el siguiente precepto:

“Artículo 3°.- Principios de aplicación. Las interacciones con niños, niñas o adolescentes en las etapas de denuncia, investigación y juzgamiento estarán sometidas a los siguientes principios de aplicación:

a) Interés superior. Los niños, niñas y adolescentes son sujetos de derecho, por lo que las personas e instituciones que deban intervenir en las etapas de denuncia, investigación y juzgamiento procurarán generar las condiciones necesarias para que en cada etapa del proceso aquéllos puedan ejercer plenamente sus derechos y garantías conforme al nivel de desarrollo de sus capacidades.

b) Autonomía progresiva. Los niños, niñas y adolescentes son sujetos dotados de autonomía progresiva, por lo que en las etapas  de denuncia, investigación y juzgamiento tendrán derecho a ser oídos y participar en los asuntos que les afecten, atendiendo a su edad y el grado de madurez que manifiesten.

c) Participación voluntaria. La participación de la víctima o testigo en las etapas de denuncia, investigación y juzgamiento será siempre voluntaria y no podrán ser forzados a intervenir en ellas bajo ninguna circunstancia.

d) Prevención de la victimización secundaria. Constituye un principio rector de la presente ley la prevención de la victimización secundaria, para cuyo propósito las personas e instituciones que intervengan en las etapas de denuncia, investigación y juzgamiento procurarán adoptar las medidas necesarias para proteger la integridad física y psíquica, así como la privacidad de los menores de edad. Asimismo, procurarán la adopción de las medidas necesarias para que las interacciones descritas en la presente ley sean realizadas de forma adaptada al niño, niña o adolescente, en un ambiente adecuado a sus especiales necesidades y teniendo en cuenta su madurez intelectual y la evolución de sus capacidades, asegurando el debido respeto a su dignidad personal.

e) Asistencia oportuna y tramitación preferente. Las personas e instituciones que intervengan en las etapas de denuncia e investigación procurarán adoptar las medidas necesarias para favorecer la asistencia oportuna de los menores de edad, como también la tramitación preferente de las diligencias de investigación. 

Por su parte, los tribunales con competencia en lo penal, de oficio o a petición de parte, programarán con preferencia aquellas audiencias en que se traten materias relativas a víctimas menores de edad, o en las que deban intervenir como testigos. Asimismo, en casos en los que así se precise, el tribunal dispondrá todas las medidas para otorgar celeridad a las actuaciones, de manera tal de agilizar el procedimiento con el fin de minimizar el período en que el niño, niña o adolescente deba participar en el proceso penal”.

En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo una serie enmiendas a este precepto.

En primer lugar, sustituyó la letra c) por la siguiente:

“c) Participación voluntaria. La participación de los niños, niñas o adolescentes, en las etapas de denuncia, investigación y juzgamiento será siempre voluntaria, y no podrán ser forzados a intervenir en ellas por persona alguna bajo ninguna circunstancia.

Los funcionarios públicos involucrados en el proceso penal deberán resguardar lo señalado en esta letra y su incumplimiento será considerado infracción grave de los deberes funcionarios.”.

En seguida modificó la letra e) aprobada por el Senado en el siguiente sentido:

Párrafo primero

Reemplazó la expresión “menores de edad” por “niños, niñas o adolescentes”.

Párrafo segundo

En primer lugar, suprimió el vocablo “víctimas”. Asimismo, sustituyó  la expresión “menores de edad” por “niños, niñas o adolescentes”, y finalmente, eliminó la frase “, o en las que deban intervenir como testigos”.

A continuación, incorporó el siguiente párrafo tercero a la mencionada letra e):

 “Los fiscales tramitarán con preferencia las causas a que hace referencia la presente ley, de acuerdo con las instrucciones generales que dicte el Fiscal Nacional del Ministerio Público.”.

Por último, agregó una letra f), del siguiente tenor:

“f) Resguardo de su dignidad. Todo niño, niña o adolescente es una persona única y valiosa y, como tal, se deberá respetar y proteger su dignidad individual, sus necesidades particulares, sus intereses y su intimidad.”.





Al iniciarse el estudio de estas enmiendas, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe propuso analizar, en primer lugar, la sustitución de la letra c).

Sobre este aspecto, el Honorable Senador señor Espina hizo presente que la participación voluntaria los niños, niñas y adolescentes en las etapas de investigación y juzgamiento no es atingente a aquellos que posean la calidad de imputados de un delito.

La Comisión concordó con este criterio, y acordó dejar constancia de que el principio en estudio solamente tendrá aplicación en el caso de las víctimas de los delitos mencionados en el artículo 1° del proyecto de ley.

Por esta razón, la Comisión recomienda aprobar el reemplazo propuesto por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Larraín.
En seguida, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, puso en votación la enmienda introducida en el párrafo primero de la letra e).
- La Comisión acordó aprobar el reemplazo propuesto por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión puso en votación los cambios introducidos al párrafo segundo de la mencionada letra e).

De conformidad con los acuerdos previamente concertados, la Comisión convino en mantener criterios similares al analizar las presentes enmiendas.

- La Comisión aprobó la primera y tercera enmiendas propuestas por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Larraín.

- Asimismo, aprobó la segunda modificación propuesta por la Cámara de Diputados por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

En relación al nuevo párrafo tercero que se agrega a la letra e), los miembros de la Comisión consideraron acertado otorgar preferencia a las causas incoadas en virtud de la presente normativa, por lo que se pronunciaron en torno al párrafo que se añade sin mayor debate.

-En virtud de lo anterior, la Comisión aprobó la incorporación propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Larraín.

Finalmente, la Comisión consideró la nueva letra f), propuesta por la Cámara de Diputados.

Al iniciarse su estudio, el Honorable Senador señor De Urresti consultó si el principio del resguardo a la dignidad encuentra su correlato en otro tipo de preceptiva. 

El abogado señor Castillo sostuvo que la incorporación del referido principio en el segundo trámite constitucional tuvo como finalidad plasmar en el texto legal el respeto a la dignidad del niño que se contempla en la Convención sobre Derechos del Niño y hacer concordante la regulación con la que propone el proyecto de ley sobre sistema de garantías de los derechos de la niñez. 

- Teniendo en cuenta este antecedente, la Comisión aprobó la agregación propuesta por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 4°

En el primer trámite constitucional, el Senado aprobó el siguiente precepto:

“Artículo 4°.- De la denuncia. La denuncia deberá efectuarse en los términos previstos en el artículo 173 del Código Procesal Penal. 

Cuando la denuncia sea efectuada por un niño, niña o adolescente deberá ser recibida en condiciones que garanticen su participación voluntaria, privacidad, seguridad y que permitan controlar la presencia de otras personas. 

El funcionario que reciba la denuncia no podrá hacer más preguntas que las estrictamente indispensables para que el niño, niña o adolescente dé inicio al relato y otorgue su identificación y se limitará a registrar, de manera íntegra, todas las manifestaciones verbales y conductuales que voluntariamente éste exprese. Si el menor de edad no quisiera identificarse, o sólo lo hiciere parcialmente o mediante un apelativo, no podrá ser expuesto a nuevas preguntas al respecto. 

En ningún caso el niño, niña o adolescente podrá ser expuesto a preguntas que busquen establecer la ocurrencia de los hechos o la determinación de sus partícipes. 

Si un menor de edad acude a interponer la denuncia acompañado por un adulto de su confianza, se deberá garantizar que en ningún caso su participación voluntaria sea reemplazada por la intervención del adulto. Con todo, dicho adulto podrá, a su turno, exponer el conocimiento que tuviere de los hechos expuestos por el niño, niña o adolescente. En este caso, se podrán dirigir al adulto todas las preguntas que sean necesarias realizar en relación con los hechos expuestos por el menor de edad, como también para determinar la identidad del menor cuando éste no haya querido identificarse, o sólo lo haya hecho parcialmente o mediante un apelativo. En este caso, se evitará en todo momento que el niño, niña o adolescente escuche el relato del adulto y las preguntas que a éste se le realicen. 

La denuncia deberá ser recibida de manera inmediata y, en los casos en que ésta no se efectúe directamente en dependencias del Ministerio Público, deberá ser puesta en conocimiento del fiscal  que corresponda, de la forma más rápida posible y por la vía más expedita. En todo caso, el plazo máximo para hacer esta comunicación no podrá ser superior a ocho horas. 

Si con ocasión de una pericia que hubiere sido ordenada en el curso de un procedimiento penal, el niño niña o adolescente señalare antecedentes que hicieren presumible la comisión de un delito de aquéllos contemplados en el inciso primero del artículo 1º, el perito, desde el momento de la revelación, se ceñirá a lo previsto en los incisos precedentes y deberá poner los antecedentes en conocimiento del Ministerio Público, dentro del plazo máximo de veinticuatro horas. Asimismo, si la pericia hubiere sido ordenada por un tribunal con competencia en materias de familia, el perito deberá comunicar a dicho tribunal, dentro del plazo máximo de veinticuatro horas, los hechos que haya conocido, tribunal que, con el mérito de la comunicación, ordenará remitir copia de los antecedentes de la causa al Ministerio Público.

Habiendo tomado conocimiento de la denuncia, el Ministerio Público determinará las diligencias de investigación que se deban llevar a cabo y solicitará las medidas tendientes a proteger y asistir al menor de edad que haya sido víctima o testigo, dentro de un plazo máximo de veinticuatro horas, término que se contará desde la recepción de la denuncia.

Con todo, si se detectaren antecedentes de grave vulneración de derechos del niño, niña o adolescente, atribuibles a acciones u omisiones del padre, de la madre o de ambos, o de la persona que lo tenga bajo su cuidado u otra persona que viva con él o ella, el Ministerio Público informará al juzgado con competencia en materias de familia o al juez de garantía competente, de manera inmediata y por la vía más expedita posible, con el fin de requerir la adopción de medidas de protección”.

En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados efectuó las siguientes enmiendas a este precepto.

En primer lugar, reemplazó el inciso tercero por el siguiente:

“El funcionario que reciba la denuncia consultará al niño, niña o adolescente sus datos de identificación y luego se limitará a registrar, de manera íntegra, todas las manifestaciones verbales y conductuales que voluntariamente éste exprese respecto al objeto de su denuncia. Si no quisiera identificarse, o sólo lo hiciere parcialmente o mediante un apelativo, no podrá ser expuesto a nuevas preguntas al respecto.”.

En segundo lugar, en el inciso quinto, sustituyó la expresión “menor de edad”, las dos veces que aparece, por “niño, niña o adolescente”; reemplazó la palabra “expuestos”, las dos veces que aparece, por el vocablo “denunciados”, y agregó, la siguiente oración: “Se procurará, del mismo modo, que el adulto no influya en la información espontáneamente manifestada por el niño, niña o adolescente.”.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe propuso a la Comisión considerar en primer lugar la enmienda al inciso tercero.

Al iniciarse su estudio, el Honorable Senador señor Espina puso de manifiesto la relevancia de la individualización del menor para un apropiado esclarecimiento de los hechos que han sido denunciados. En ese sentido, expuso su disconformidad con la norma que impedirá que sea expuesto a nuevas preguntas si no desea identificarse.

La jueza señora Rosati resaltó que la disposición se fundamenta en la idea de no presionar al niño, niña o adolescente para que entregue más información de la que desea proporcionar. En el caso de que el menor concurriere a hacer la denuncia acompañado de un adulto, la información podría ser extraída de este último.

El Honorable Senador señor Espina instó a tener la precaución de que no se generen condiciones que favorezcan la impunidad de los ilícitos penales. Puntualizó que el precepto debatido plantea la imposibilidad de exponer a nuevas preguntas a un menor que concurre a denunciar un hecho que reviste caracteres de delito. Bajo ese predicamento, podría ocurrir que no pudiesen recabarse todos los antecedentes necesarios para poder instruir una investigación. 

Sobre ese asunto, el Presidente de la Comisión Honorable Senador señor Harboe connotó que la expresión “al respecto”, ubicada al final del inciso en cuestión, hace referencia a la identificación del denunciante y no a los hechos constitutivos del ilícito. En consecuencia, sólo se afectaría, eventualmente, la individualización de la víctima y no la persecución penal.

Al retomar la palabra, la jueza señora Rosati aseguró que la disposición se sitúa en el contexto de la lógica actual, en que la denuncia se realiza generalmente en unidades policiales. Por tanto, el niño es entrevistado o interrogado por personas que no poseen una adecuada preparación y en circunstancias y lugares que tampoco son apropiados.

Así las cosas, complementó, la formulación de una denuncia  en ocasiones se transforma en un verdadero interrogatorio de carácter inductivo, vulnerando de esa forma los derechos de los niños, niñas y adolescentes. Desde esa perspectiva, el proyecto de ley apunta a que no se indague más allá de lo que el niño voluntariamente quiera declarar.

Lo concerniente a la identidad del menor, añadió la magistrada, está en línea con el principio de participación voluntaria y con el hecho de que toda la información que proporcione permitirá incoar una investigación, pues Carabineros y la Policía de Investigaciones deben enviar los antecedentes al Ministerio Público con premura. 

En definitiva, argumentó, lo que se pretende es que quien extraiga la mayor cantidad de información posible sea un entrevistador profesional en una sala especialmente acondicionada para ese efecto.

A mayor abundamiento, el abogado del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Ignacio Castillo, sostuvo que la norma debatida debe vincularse con el artículo 7° del proyecto de ley, que preceptúa que la entrevista investigativa se realizará en el tiempo más próximo a la denuncia. En ese acto, razonó, el entrevistador, debidamente capacitado y certificado, hará todo lo que esté a su alcance para esclarecer tanto los hechos constitutivos del delito como la correcta identificación del menor denunciante. Todo ello redundará en la construcción de una mejor prueba para el posterior juicio, sentenció.    

En seguida, el Honorable Senador señor Larraín aseguró que el texto aprobado por el Senado abría espacios para la formulación de preguntas por parte del funcionario que recibe la denuncia, facultad que se suprimió en el segundo trámite, en pos de evitar la presión indebida que podría ejercerse en el momento en que se lleva a cabo una denuncia por un menor. Ese objetivo, en su opinión, se cautela de manera más conveniente en la redacción que sancionó la Cámara de Diputados.

Aunque compartió la apreciación manifestada por el señor Senador que le antecedió en el uso de la palabra, el Honorable Senador señor Harboe, hizo notar que el inciso cuarto del artículo 4°, que no fue objeto de enmiendas en el segundo trámite constitucional, dispone que en ningún caso el niño, niña o adolescente podrá ser expuesto a preguntas que busquen establecer la ocurrencia de los hechos o la determinación de sus partícipes.  

Entonces, insistió, ello implicaría que tampoco se podría indagar acerca de circunstancias relevantes para el establecimiento de los hechos configuradores del delito.

Al respecto, el abogado señor Ignacio Castillo adujo que lo razonable es que la mayor búsqueda de datos o antecedentes para esclarecer los hechos ilícitos y sus partícipes debían quedar supeditada a la entrevista investigativa, en que se contará con la participación de un profesional que tendrá las habilidades necesarias para lograr esos fines.

En sentido opuesto, el Honorable Senador señor Espina comentó que una situación que no ha sido advertida es qué acontecerá en el caso de flagrancia, puesto que, en la práctica, puede transcurrir un tiempo considerable entre la oportunidad en que se haga la denuncia y el momento en que se lleve a efecto la entrevista investigativa. Postuló que, probablemente, en zonas rurales o aisladas los plazos a que se ha hecho mención serán aún mayores.   

Consiguientemente, señaló que si los antecedentes que se puedan recabar de la denuncia del menor son débiles, podría acarrear el fracaso de la persecución penal, por la pérdida de información básica inicial y de la oportunidad para prevenir la comisión de otros delitos. Evocó las críticas que generalmente se realizan al Ministerio Público, relacionadas con el hecho de que las primeras diligencias de investigación no se realizan con la acuciosidad, detalle y análisis pertinente que permita adoptar medidas oportunas para capturar al delincuente.

En ese sentido, estimó que la redacción sancionada por el Senado conducía a la realización de consultas que facilitaran el relato, sin perjuicio de que se precavía igualmente la posibilidad de que el menor fuera inducido a declarar de una forma determinada. En cambio, en el segundo trámite constitucional se postula un exceso de protección que puede resultar en condiciones de impunidad para un delincuente flagrante.

En último lugar, aclaró que no es contrario a que se proteja al menor en caso de que no desee entregar su identidad en el contexto de la denuncia, pero sí se opondrá a que se imposibilite que se le hagan mínimas y razonables preguntas que allanen el inicio del relato.   

El Honorable Senador señor Larraín connotó que en el inciso tercero del artículo 4° en estudio subyace la hipótesis de un menor que concurre voluntariamente a estampar una denuncia. Por tal razón, se pretende que esa narración refleje espontánea y verazmente lo que él quiere aportar.

Agregó que, tal como lo han manifestado funcionarios judiciales en este debate, en ese acto podría originarse una zona “gris”, sobre la base de la inducción de su relato. Ello, en su opinión, debe ser proscrito.

Ante ese comentario, el Honorable Senador señor Espina precisó que también cabe la posibilidad de que el niño, niña o adolescente concurra a realizar una denuncia acompañado de un adulto. Es decir, no siempre concurrirá solo a declarar.

Por lo mismo, recalcó, no es lógico que se impida la facilitación de una descripción coherente de los hechos acontecidos, a objeto de evitar igualmente declaraciones previamente preparadas.

En virtud de los argumentos expuestos, se mostró contrario a aprobar la enmienda proveniente de la Cámara de Diputados. 

El Honorable Senador señor Larraín acotó que el inciso quinto del artículo 4° se hace cargo de la situación que ocurre cuando un menor es acompañado por un adulto a interponer una denuncia. De hecho, en el Senado se determinó que la intervención de ese adulto no podría influenciar la versión del niño, niña o adolescente, de manera de mantener su autenticidad.

El Honorable Senador señor De Urresti coincidió con la línea argumental precedente y, por tanto, anunció su voto favorable a la aprobación de la modificación discutida.

Al culminar el debate, el Honorable Senador señor Harboe puntualizó que la disposición analizada es coincidente con el fundamento contenido en el artículo 5°, que regula el objeto de la entrevista videograbada. Así, en caso alguno se busca disminuir la efectividad de la persecución penal, sino que, por el contrario, se evita la contaminación del relato del menor, para que, posteriormente, un experto certificado y mediante una entrevista videograbada, sea quien recabe mayores antecedentes sobre los hechos acaecidos y la participación criminal. 

- La Comisión acordó, por mayoría de votos, aprobar el reemplazo propuesto por la Cámara de Diputados. Se manifestaron a favor los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín. Se pronunció en contra el Honorable Senador señor Espina.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión, sometió a votación las enmiendas introducidas al inciso quinto del artículo 4°.

- La Comisión aprobó todas las modificaciones propuestas por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus integrantes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 5°

En el primer trámite constitucional, el Senado aprobó el siguiente precepto:

“Artículo 5°.- Objeto de la entrevista investigativa videograbada. La entrevista investigativa videograbada tendrá como propósito disponer de antecedentes que puedan orientar el desarrollo de la investigación penal mediante la información que el menor de edad entregue de los hechos denunciados y de sus partícipes, cualquiera sea la forma en que ésta se exprese, procurando, por esta vía, evitar la exposición reiterada e injustificada del niño, niña o adolescente a instancias que busquen establecer la ocurrencia de los hechos materia de la investigación y de la participación criminal. Esta entrevista deberá ser videograbada, según lo dispone el artículo 21”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó dos modificaciones a este artículo. La primera consiste en reemplazar la expresión “menor de edad” por “niño, niña o adolescente”. La segunda sustituye la referencia al “artículo 21” por otra al “artículo 22”.

La Comisión consideró que ambas modificaciones eran adecuadas. Votaron por su aprobación la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 7°





En primer trámite constitucional, el Senado aprobó el siguiente precepto:





“Artículo 7º.- Oportunidad de la entrevista investigativa videograbada. La entrevista investigativa videograbada se realizará en el tiempo más próximo a la denuncia, a menos que el niño, niña o adolescente no se encuentre disponible y en condiciones físicas y psíquicas para participar en ella, lo que deberá ser calificado por un profesional de la Unidad de Atención a Víctimas y Testigos de la fiscalía respectiva. 

La evaluación del profesional de la Unidad de Atención a Víctimas  y Testigos del Ministerio Público se realizará en el menor tiempo posible y en condiciones que garanticen la menor interacción presencial del niño, niña o adolescente. Los profesionales a cargo de esta evaluación en ningún caso podrán hacer al menor de edad preguntas que busquen establecer la ocurrencia de los hechos o la determinación de sus partícipes.

El Ministerio Público deberá adoptar las medidas de protección que resulten pertinentes atendidas las circunstancias personales del niño, niña o adolescente, y que propendan a su participación voluntaria en la investigación”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados, enmendó su inciso segundo cambiando la expresión “menor de edad” por “niño, niña o adolescente”. 

De conformidad con el acuerdo adoptado en la primera de las enmiendas analizadas, se valoró el cambio introducido en el segundo trámite.

- En virtud de lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, aprobó el reemplazo propuesto por la Cámara de Diputados. 

Artículo 8°





En primer trámite constitucional, el Senado aprobó el siguiente precepto:

“Artículo 8º.- Del desarrollo de la entrevista investigativa videograbada. La entrevista investigativa videograbada se desarrollará en una sala que cumpla con lo previsto en los artículos 20 y 25 de esta ley, y en la que sólo estarán presentes el entrevistador y el niño, niña o adolescente. Sin perjuicio de lo anterior, en aquellos casos en que existan dificultades de comunicación con el entrevistado, el fiscal podrá autorizar la presencia de un traductor, intérprete u otro especialista profesional o técnico idóneo”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó la referencia a los “artículos 20 y 25” por otra a los “artículos 20 y 21”.

Por tratarse de una enmienda eminentemente formal, no presentó reparos entre los miembros de la Comisión.

- La Comisión aprobó la sustitución propuesta por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín. 

Artículo 10

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó el siguiente precepto:

“Artículo 10.- De la realización excepcional de una segunda entrevista investigativa videograbada y de la participación voluntaria del niño, niña o adolescente en nuevas entrevistas investigativas videograbadas. Sólo cuando aparezcan hechos o antecedentes que no hayan sido materia de la entrevista investigativa videograbada, que modifiquen lo expuesto en ella y puedan afectar sustancialmente el curso de la investigación, el fiscal, de oficio o a solicitud de cualquiera de los intervinientes, podrá autorizar la realización de una segunda entrevista investigativa videograbada, la que, en todo caso, deberá sujetarse a las disposiciones de esta ley. Se dejará constancia en la carpeta investigativa de la decisión del fiscal y de los hechos y antecedentes que se tuvieron en cuenta para adoptarla.

Si el menor de edad manifestare espontáneamente su voluntad de realizar nuevas declaraciones, el fiscal deberá tomar todas las providencias necesarias con objeto de disponer la realización de una nueva entrevista investigativa videograbada. Bajo ningún respecto se deberá entorpecer la participación voluntaria del niño, niña o adolescente en el proceso. El fiscal deberá adoptar las medidas necesarias para que éstos puedan ejercer plenamente sus derechos.

El fiscal, previo a autorizar la realización de una nueva entrevista investigativa videograbada, deberá adoptar las medidas para que el niño, niña o adolescente se encuentre disponible y en condiciones físicas y psíquicas para participar en ella, para lo cual solicitará una nueva evaluación de un profesional de la Unidad de Atención a Víctimas y Testigos de la fiscalía respectiva, en los términos previstos en el artículo 7º.

La nueva entrevista investigativa videograbada deberá realizarse por el mismo entrevistador que hubiere participado en la entrevista original y solo excepcionalmente, en caso que este entrevistador se encontrare impedido, por causa debidamente justificada, el fiscal procederá a designar un nuevo entrevistador.”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados acordó sustituir este precepto por el siguiente:

“Artículo 10.- De la realización de otras entrevistas investigativas videograbadas. Sólo cuando aparezcan hechos o antecedentes que no hayan sido materia de la entrevista investigativa videograbada, que modifiquen lo expuesto en ella y puedan afectar sustancialmente el curso de la investigación, el fiscal, de oficio o a solicitud de cualquiera de los intervinientes, podrá disponer la realización de una segunda entrevista investigativa videograbada, la que, en todo caso, se sujetará a las disposiciones de esta ley. Se dejará constancia en la carpeta investigativa de la decisión del fiscal y de los hechos y antecedentes que se tuvieron en cuenta para adoptarla.

No obstante lo señalado en el inciso anterior, la decisión del fiscal de disponer la realización de una segunda entrevista investigativa videograbada deberá someterse a la aprobación del Fiscal Regional.

Si el niño, niña o adolescente manifestare espontáneamente su voluntad de realizar nuevas declaraciones, el fiscal tomará todas las providencias y medidas necesarias para la realización de una nueva entrevista investigativa videograbada conforme las disposiciones de esta ley, y bajo ningún respecto se deberá entorpecer su participación voluntaria en el proceso ni el ejercicio de sus derechos. 

En todo caso, previo a la realización de una nueva entrevista investigativa videograbada, se deberá verificar que el niño, niña o adolescente se encuentre disponible y en condiciones físicas y psíquicas para participar en ella, para lo cual el fiscal dispondrá una nueva evaluación de un profesional de la Unidad de Atención a Víctimas y Testigos de la fiscalía respectiva, en los términos previstos en el artículo 7º.

La nueva entrevista investigativa videograbada será realizada por el mismo entrevistador que hubiere participado en la entrevista original y sólo excepcionalmente, en caso que éste se encontrare impedido por causa debidamente justificada, el fiscal designará un nuevo entrevistador.”.


Al comenzarse el debate sobre la sustitución propuesta por la Cámara de Diputados, la Comisión conoció los reparos que sobre esta materia formuló la Excma. Corte Suprema en el oficio N° 130-2017, de fecha 16 de agosto del año en curso, y cuyo texto hemos transcrito en un acápite anterior de este informe. 

Sobre ese punto, el abogado del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Ignacio Castillo, puso de manifiesto que el Máximo Tribunal reitera en su informe una posición contraria a la realización de más de una entrevista al niño, niña o adolescente, postura que fue criticada tanto por el Ministerio Público como por la Defensoría Penal Pública y que tampoco fue acogida por el Senado en el primer trámite constitucional.

En efecto, agregó que el Ministerio Público concluyó que una única entrevista podría, eventualmente, provocar un fracaso de la investigación penal, en especial consideración de que en ocasiones los menores develan lo ocurrido de manera progresiva. Consiguientemente, centrar el éxito de un procedimiento en una sola entrevista podría constituir un contrasentido.

Asimismo, recordó que la Defensoría Penal Pública también efectuó observaciones a esa posición, basadas en que podría conllevar la imposibilidad de que el imputado pudiera ejercer el derecho a confrontar esa declaración.

Sin embargo, complementó, en la Cámara de Diputados se aprobó en su oportunidad una indicación que promovía la intervención del juez de garantía para autorizar una segunda entrevista al menor. Dado que ello fue posteriormente rechazado, a instancias del Ejecutivo se introdujo un inciso segundo, nuevo, que establece que la decisión del fiscal de disponer la realización de una segunda entrevista investigativa video grabada deberá someterse a la aprobación del respectivo Fiscal Regional.

Consideró que, de la forma antedicha, se pondera adecuadamente la debida persecución penal con la protección del niño, niña o adolescente.

La Comisión convino en dividir la votación de la norma sustitutiva propuesta en el segundo trámite constitucional, de conformidad con cada uno de los incisos que conforman la disposición.

Por lo mismo, el señor Presidente de la Comisión puso en votación el inciso primero del artículo 10 propuesto por la Cámara de Diputados

- La Comisión aprobó este inciso, con el voto unánime de sus miembros, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.
Al analizarse el inciso segundo, el Honorable Senador señor Espina preguntó si es frecuente que un Fiscal Regional se inmiscuya en una investigación a cargo de un fiscal adjunto.  

En respuesta a esa inquietud, el abogado señor Ignacio Castillo señaló que ello ocurre usualmente y, de hecho, hay normas legales que habilitan esa práctica. A modo de ejemplo, mencionó los preceptos relativos al archivo provisional, medida que en casos de crímenes debe ser autorizada por el Fiscal Regional.

- A la luz de estos antecedentes, la Comisión aprobó el inciso segundo del artículo 10 propuesto por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina y Harboe.

Seguidamente, la Comisión se abocó al estudio de los restantes incisos del artículo 10.

En lo que atañe a la regulación contemplada en el inciso cuarto, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, preguntó si la constatación de que un menor no se encuentra en condiciones de declarar nuevamente podría afectar la persecución penal dirigida por el fiscal. Lo anterior, en el contexto de que la Unidad de Atención a Víctimas y Testigos es dependiente del Ministerio Público.

Al respecto, el abogado de la Fundación Amparo y Justicia, señor Izquierdo, mencionó que la evaluación a que se refiere el artículo 7° dice relación con el momento en que se llevará a cabo la nueva entrevista videograbada y no si ésta efectivamente se realizará. En efecto, si en la oportunidad particular en que se haga la evaluación el menor se encuentra con un impacto o trauma de tal entidad que le impedirá entregar un relato apropiado o se determina que la diligencia podría ser victimizante, dicha actuación podría postergarse.   

El Honorable Senador señor Espina inquirió acerca de la forma en que se resolverá la dificultad que puede originarse si el menor desea declarar, pero la Unidad de Atención a Víctimas y Testigos ha concluido que no se encuentra en condiciones para participar de la entrevista.

En el mismo orden de ideas, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, planteó que el momento del declaración también puede ser determinante para la suerte del proceso penal. Extremando una situación hipotética, sostuvo que un menor podría querer declarar para exculpar a un partícipe en el delito, lo que podría no ser conveniente para los fines perseguidos por el fiscal respectivo. 

El abogado señor Diego Izquierdo insistió en que la evaluación que se haga del menor está enfocada, principalmente, a la oportunidad en que podrá efectuarse la entrevista videograbada, en el ánimo de no victimizarlo nuevamente. Desde esa perspectiva, es necesario destacar que la iniciativa legal contiene diversas disposiciones de orden cautelar que imponen determinadas condiciones y circunstancias con esa misma finalidad. 

Luego, acotó que las Unidades Regionales de Atención de Víctimas y Testigos, si bien son parte del Ministerio Público, no dependen directamente de los fiscales. Es decir, poseen funciones y misiones distintas de las que corresponden a los persecutores, aunque pertenecen a la misma institución.

El Honorable Senador señor Espina manifestó su preocupación por aquellas normas, como la debatida, que, en la idea de proteger a los menores de edad de la victimización secundaria, pueden propender involuntariamente a fomentar la impunidad de los delitos.  

Una forma de solucionar los reparos planteados, arguyó el abogado señor Ignacio Castillo, es a través de la consideración integral del proyecto de ley, toda vez que la declaración judicial anticipada, que se contempla en el artículo 16, podrá ser solicitada no sólo a instancias del fiscal –como ocurre actualmente-, sino que también a petición de la víctima, el querellante y el curador ad litem.   

Seguidamente, dio cuenta de que las Unidades Regionales de Atención de Víctimas y Testigos dependen funcionalmente del Fiscal Regional, por lo que será esta autoridad la encargada de resolver cualquier dificultad que se genere con los fiscales adjuntos. 

Refutó también los temores de quienes suponen que el fiscal a cargo de una investigación podría influir para que se decrete que un menor no está en condiciones de declarar, puesto que, de acontecer una situación de ese tipo, siempre quedará abierta la posibilidad de que declare anticipadamente ante el juez de garantía. 

Seguidamente, la jueza señora Rosati expuso que en su labor profesional ha podido comprobar que el mayor fomento de la impunidad son las diligencias investigativas erróneamente decididas o llevadas a la práctica de forma imprecisa. Por tal razón, la preceptiva en debate perfeccionará la metodología mediante la cual se investigan actualmente los delitos sexuales.

Argumentó que, desde ese punto de vista, el hecho de que un niño requiera de un tiempo más extenso para someterse a una entrevista videograbada se explica precisamente por la necesidad de no victimizarlo nuevamente. Ello no significará que esa actuación no se lleve a efecto, sino que sólo impedirá que se concrete una diligencia que finalmente no aportará mayormente al posterior juicio y que puede resultar en una absolución por errores investigativos.

En otro aspecto, exhortó a no presumir que toda investigación culminará necesariamente en la dictación de una sentencia condenatoria. Lo fundamental, razonó, es que las diligencias que se efectúen en la etapa investigativa sean de la mejor calidad posible.

Llamó finalmente a confiar en la capacidad y aptitud de quienes laboran tanto en las Unidades de Atención de Víctimas y Testigos –que ha podido comprobar en su ejercicio profesional- como en otras dependencias del Ministerio Público, y en los que ejercen sus funciones en los tribunales con competencia en materia penal.

El Honorable Senador señor Espina consideró particularmente relevante la solicitud de prueba anticipada ante el juez de garantía que se contempla en el artículo 16 del proyecto de ley.

Concluido el debate, el señor Presidente de la Comisión puso en votación los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 10 propuesto por la Cámara de Diputados.

- La Comisión los aprobó con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina y Harboe.

Artículo 11





En primer trámite constitucional, el Senado aprobó el siguiente precepto:





“Artículo 11.- Otras diligencias investigativas. Las demás diligencias investigativas que supongan una interacción presencial con el niño, niña o adolescente serán realizadas excepcionalmente, y sólo cuando sean absolutamente necesarias.

Para los efectos de la elaboración de todo informe pericial médico legal, los profesionales a cargo de dichas diligencias deberán limitarse exclusivamente a practicar una anamnesis, los reconocimientos, pruebas biológicas y exámenes médicos que correspondan, y no podrán en caso alguno formular al menor de edad preguntas relativas a la participación criminal, al relato de la agresión sufrida o, en general, que busquen establecer la ocurrencia de los hechos materia de la investigación.”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo las siguientes enmiendas a este artículo:

Inciso primero

Agregó la siguiente oración final:

“Se deberá dejar constancia en la carpeta investigativa de las razones y los fundamentos que se tuvieron en consideración para decretar estas diligencias.”.

Inciso segundo





Sustituyó la expresión “menor de edad” por “niño, niña o adolescentes”.

Inciso tercero, nuevo





Finalmente, ha incorporado el siguiente inciso:

“En el caso que el fiscal ordene o autorice la realización de una pericia psicológica, deberá justificar su decisión según las instrucciones generales que dicte el Fiscal Nacional del Ministerio Público.”.

A pesar de que algunas de las enmiendas son de forma, la Comisión estimó pertinente votar cada una de ellas separadamente.

En primer lugar, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Harboe, puso en votación la enmienda al inciso primero.

- La Comisión aprobó esta propuesta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina y Harboe.

Enseguida, puso en votación la enmienda al inciso segundo propuesta por la Cámara de Diputados.

- La Comisión aprobó este reemplazo, con el voto unánime de sus integrantes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Finalmente, el señor Presidente de la Comisión puso en votación el inciso tercero propuesto por la Cámara de Diputados.


La Comisión estimó atingente la introducción del inciso en cuestión y no presentó observaciones a su respecto.

- La Comisión aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina y Harboe, la incorporación de este inciso.

-.-.-

Artículo 12, nuevo

De la Cámara de Diputados





A continuación, la Comisión consideró el artículo 12, nuevo que propone incorporar la Cámara de Diputados. Su texto es el siguiente:

“Artículo 12.- Prohibición de referirse al contenido de la entrevista investigativa. Los testigos citados a declarar al juicio oral no podrán hacer alusión al contenido de la entrevista investigativa que hubiere prestado el niño, niña o adolescente. Esta prohibición no se aplicará a los peritos.”.

Al iniciarse el estudio de este precepto, el señor Presidente de la Comisión ofreció el uso de la palabra al abogado del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Ignacio Castillo, quien explicó que el precepto busca, por un lado, fortalecer la entrevista investigativa y, por otro, no afectar el derecho a defensa. Por tal motivo, los testigos citados a declarar al juicio oral no podrán hacer alusión al contenido de la entrevista, prohibición que no aplicará a los peritos. De esa forma, precisó, desincentivará la presentación de testimonios de oídas que planteen sus apreciaciones sobre la diligencia. 

Estimó que la disposición salvaguarda, entonces, tanto al niño, niña o adolescente como al imputado.

Aunque manifestó comprender la explicación previamente dada, el Honorable Senador señor Araya connotó que la redacción aprobada en el segundo trámite constitucional no se aviene totalmente con aquella, pues se hace referencia a los testigos de forma general y no solamente a aquellos que han tenido acceso a la entrevista investigativa.  

Añadió que si una persona, por otra vía, tiene conocimiento de hechos que han sido expuestos también en la entrevista investigativa, podría quedar impedido de referirse a ellos, pese a que podrían ser valiosos para el resultado del juicio. De consiguiente, reparó nuevamente en la necesidad de que la mención se haga únicamente a aquellos testigos que tuvieron acceso a esa diligencia.

Coincidió con ese dictamen el Honorable Senador señor Espina, quien puso como ejemplo el caso de un policía que ha recibido una información determinada por varias fuentes, que concuerda con el contenido de la entrevista investigativa. A su juicio, sería improcedente que no se pudiere utilizar su testimonio por la prohibición que contiene el precepto en discusión, limitándose de esa manera un medio probatorio.

Del mismo modo, el Honorable Senador señor Araya ejemplificó sus dudas con el caso de la contratación de un investigador privado quien, al ver la entrevista, advierte que se ha pasado por alto un antecedente que exculpa a la persona imputada. Su testimonio, de conformidad con el precepto, no podría ser recibido en el tribunal.

Instó, por tanto, a perfeccionar la redacción de la disposición, con la finalidad de que no se coarte el derecho a defensa.

El abogado de la Fundación Amparo y Justicia señor Diego Izquierdo, absolviendo algunas de las consultas formuladas, sostuvo que el precepto parte de la base de que se podrá acceder a la entrevista por parte de los jueces y de los intervinientes. Desde ese punto de vista, no tiene sentido recibir el testimonio de quienes, de forma presencial o de oídas han conocido su contenido, toda vez que el video contendrá el registro fidedigno de esa actuación.

En cuanto al alcance de la prohibición, puntualizó que se refiere al contenido de la entrevista investigativa y no respecto de los hechos sobre los que versa la misma ni la determinación de los partícipes en el delito. De esa forma, coligió, si un funcionario policial logra acreditar ciertos hechos mediante otras averiguaciones, sí podrá hacer mención de ellas, puesto que no forman parte del contenido de la diligencia.

En el mismo orden de ideas, la detección de ciertos defectos en la videograbación constituye, en la práctica, un peritaje que no queda afecto a la prohibición del artículo 12 de la propuesta de ley.

Finalmente, hizo notar que en la letra d) del artículo 17 se posibilita la citación del entrevistador como testigo experto, quien podrá deponer acerca de la metodología empleada.

A modo de complemento, el abogado señor Ignacio Castillo destacó que la disposición hace mención, específicamente, a los testigos citados a declarar al juicio y al contenido de la entrevista investigativa. En ese contexto, la labor de los peritos criminalísticos que revisan las actividades propias de la investigación no estará vedada. En definitiva, lo único que se persigue es que no se lleve al niño al juicio oral y que, asimismo, se desestimen los testimonios de oídas sobre la entrevista.

Seguidamente, el Honorable Senador señor Espina consignó que de las explicaciones precedentes ha podido reafirmar su convicción de que el precepto, efectivamente, limita elementos probatorios.    

Además, llamó la atención por la falta de precisión de la expresión “contenido de la entrevista”, por cuanto, en su parecer, involucra igualmente los hechos constitutivos del delito, que es precisamente sobre lo que atestigua el niño, niña o adolescente. Consideró sin sentido que se dispongan prohibiciones respectos de testimonios, ya que lo que persigue la normativa es no exponer a la victimización a los niños y no limitar la comprobación de hechos relevantes.

Reiteró sus críticas a que se haga una referencia tan amplia a los testigos que quedarán afectos a la proscripción, pues si lo que se quiso era limitarlos a aquellos que tuvieron acceso a la entrevista, ello  debería haberse consignado expresamente. Consideró errónea la redacción dispuesta, si aquel era el real sentido y alcance del precepto que se buscó por parte de la Cámara de Diputados. 

A su turno, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, adujo que los reparos que se han formulado en el debate serían atendibles si no se dispusiera un video de la entrevista, pues en el juicio oral se dispondrá del registro fiel de esa actuación, no siendo necesario el testimonio de oídas de terceros sobre su contenido. Incluso, se presenta un mayor riesgo de distorsión de la declaración del menor si se confía en la apreciación de otros testigos que no son expertos, como los peritos.

En sentido opuesto, el Honorable Senador señor Espina consideró legítimo que un testigo tenga la oportunidad de referirse al mérito de la entrevista, si estima que puede haber algún hecho relevante para el resultado del juicio. Además, no se debe suponer que siempre se contradecirá al menor, sino que también podría ocurrir que ese testigo refuerce, complemente o precise la declaración de la víctima.

La jueza señora Rosati planteó que la  interpretación apropiada de la norma debe considerar su ubicación en la preceptiva y el contexto en que se aplica el mandato que contiene. Así, lo que se busca es que se modifique la situación actual, que no permite contar con videograbación de entrevistas investigativas y que, por lo tanto, se traduce en que los juicios se basen mayormente en declaraciones de testigos de oídas.

Entonces, arguyó la magistrada, la opción adoptada por el Senado en el primer trámite constitucional fue que el testimonio del niño llegue al juicio oral mediante la realización una entrevista investigativa realizada por un profesional certificado, lo que corrige la situación anómala que actualmente se constata. En tal sentido, todas las apreciaciones de consistencia y coherencia del niño en relación con la prueba serán valoradas a partir de su propia declaración, evitándose, de esa forma, que los jueces deban fallar sobre la base de meros testimonios de terceros.   

Asimismo, se posibilita de forma excepcional que quien realizó la entrevista investigativa -que tiene la calidad de testigo y no de perito- deponga acerca de la metodología utilizada para poder legitimarla.

Consiguientemente, la disposición discurre en torno a la validación del niño, niña o adolescente mediante el registro de su declaración, lo que permitirá que el tribunal oral en lo penal tenga acceso directo a ese medio de prueba, sin intermediación de terceros. Lo anterior, precisó, no excluye en caso alguno los deberes de comparecencia general  de los testigos ni de contestar las preguntas que se les formulen.

A mayor abundamiento, el abogado del Ministerio de Justicia y Derecho Humanos, señor Ignacio Castillo, afirmó que la norma discutida constituye uno de los elementos centrales de la iniciativa de ley, dado que dificulta que terceros puedan dar cuenta de lo que aconteció en la entrevista investigativa y, como consecuencia de ello, se desincentiva que los fiscales citen a declarar al juicio a esos testigos de oídas en desmedro de la versión fidedigna del menor. Así, se perfecciona la calidad de la prueba y se disminuye, por tanto, el riesgo de impunidad del delito.

Concluido el estudio de esta materia, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, puso en votación el texto aprobado por la Cámara de Diputados. 

- La Comisión aprobó la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados, por la mayoría de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya y Harboe. Votó en contra el Honorable Senador señor Espina.

-.-.-

Artículo 12

Del Senado

Artículo 13

de la Cámara de Diputados

En el primer trámite constitucional, el Senado aprobó el siguiente artículo:

“Artículo 12.- Objeto de la declaración judicial. Esta declaración tendrá como propósito que el niño, niña o adolescente preste declaración en juicio en una sala que cumpla con lo previsto en los artículos 20 y 25 de esta ley, y en la que sólo estarán presentes el entrevistador y el menor de edad. Sin perjuicio de lo anterior, en aquellos casos en que existan dificultades de comunicación con el niño, niña o adolescente, el tribunal podrá autorizar la presencia de un traductor, intérprete u otro especialista profesional o técnico idóneo. 

Sin perjuicio del registro de la audiencia, esta declaración deberá ser videograbada de manera independiente, según lo dispone el artículo 21.”.

En relación a este precepto, la Cámara de Diputados, lo consigna como artículo 13, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero

En primer lugar, reemplazó la referencia a los “artículos 20 y 25” por otra a los “artículos 20 y 21”. Asimismo, sustituyó la expresión “menor de edad” por “niño, niña o adolescente”.

Inciso segundo

Sustituyó la referencia al “artículo 21” por otra al “artículo 22”.

Sometidos a votación el cambio de numeración del artículo y las enmiendas ya indicadas, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 13

Del Senado

Artículo 14

De la Cámara de Diputados

En el primer trámite constitucional, el Senado aprobó la siguiente disposición:

“Artículo 13.- Declaración voluntaria en juicio de los adolescentes. No obstante lo indicado en el artículo anterior, los adolescentes, cuando así lo manifestaren libre y voluntariamente, podrán declarar en el juicio sin la intervención de entrevistador. El tribunal, previo a autorizar dicha solicitud, deberá velar por que el adolescente se encuentre disponible y en condiciones físicas y psíquicas para participar en ella.

En tal caso, el adolescente prestará declaración en una sala distinta de aquella en que se encuentren los demás intervinientes, especialmente acondicionada para ello y que cuente con un sistema interconectado de comunicación que permita que el juez lo interrogue directamente, debiendo los demás intervinientes dirigir las preguntas por su intermedio.”.

En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados consignó este precepto como nuevo artículo 14. Asimismo, introdujo una enmienda en su inciso segundo que consiste en reemplazar la expresión “directamente” por “presencialmente en dicha sala”.

Al iniciarse el estudio de esta materia, el Honorable Senador señor Espina juzgó de forma positiva la modificación proveniente de la Cámara de Diputados, en el entendido de que se asegura que el adolescente declare en presencia del magistrado.

Terminado el estudio de este asunto, el señor Presidente de la Comisión puso en votación la enmienda de la Cámara de Diputados.

- La Comisión aprobó esta enmienda, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Espina y Harboe.

Artículo 14

Del Senado

Artículo 15

De la Cámara de Diputados





En primer trámite constitucional, el Senado aprobó el siguiente precepto:





“Artículo 14.- Designación del entrevistador subrogante. La declaración judicial será tomada por el mismo entrevistador que hubiere participado en la entrevista investigativa videograbada. Con todo, en ningún caso la declaración judicial podrá ser tomada por un fiscal adjunto o abogado asistente de fiscal. Tampoco podrá ser tomada por un funcionario de la Policía de Investigaciones de Chile o Carabineros de Chile que hubiere participado en alguna diligencia de investigación distinta de la entrevista investigativa videograbada. En estos casos, el juez de garantía, en la audiencia de preparación de juicio oral, designará un nuevo entrevistador  de aquellos sugeridos por los intervinientes.

Si el entrevistador que hubiere participado en la entrevista investigativa videograbada, o aquel que hubiere sido designado como nuevo entrevistador por el juez de garantía, se encontrare impedido de tomar la declaración judicial, el tribunal o juez de garantía, en su caso, de oficio o a petición de cualquiera de los intervinientes, procederá a la designación de un nuevo entrevistador.”.

En segundo trámite, la Cámara de Diputados reemplazó este precepto por otro que consignó como artículo 15. El texto de esta disposición es el siguiente:

“Artículo 15.- Designación del entrevistador que actuará como intermediario en la declaración judicial. Durante la audiencia de preparación de juicio oral, el juez de garantía designará al entrevistador que actuará como intermediario en la declaración judicial. Para tales efectos, el juez seleccionará al entrevistador de entre aquellos que cuenten con acreditación vigente ante el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, debiendo escuchar previamente a los intervinientes.

El tribunal de juicio oral en lo penal, al momento de dictar la resolución a que se refiere el artículo 281 del Código Procesal Penal, podrá modificar la designación a que se refiere el inciso anterior, disponiendo que actúe como intermediario en la declaración judicial un funcionario del Poder Judicial o un juez del mismo tribunal, que cuente con acreditación vigente ante el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.

En ningún caso este entrevistador podrá ser un fiscal adjunto o abogado asistente de fiscal, ni tampoco algún funcionario de la Policía de Investigaciones de Chile o Carabineros de Chile que hubiere participado en alguna diligencia de investigación distinta de la entrevista investigativa videograbada. 

Si el entrevistador que hubiere sido designado por el juez de garantía se encontrare impedido para actuar como intermediario en la declaración judicial, el tribunal o juez de garantía, en su caso, de oficio o a petición de cualquiera de los intervinientes, procederá a la designación de un nuevo entrevistador.”.

Al iniciarse el estudio de esta materia, la Comisión acordó dividir la votación de los incisos que conforman el artículo en cuestión.

En primer lugar, la Comisión aprobó el inciso primero del artículo 15 propuesto por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina y Harboe.

En lo tocante al inciso segundo del precepto, la jueza señora Rosati planteó que en la Cámara de Diputados se efectuaron diversas puntualizaciones sugeridas por la Excma. Corte Suprema, relacionadas con la necesidad de mantener la dirección del juicio oral en manos de quienes la ley designa con ese efecto, a saber, los magistrados del tribunal oral en lo penal, y, por otra parte, adelantarse a la eventualidad de que miembros del Poder Judicial logren certificarse como entrevistadores en el futuro.

En ese sentido, la norma postula, dentro del contexto ya aprobado por el Senado, que la designación del intermediario pueda modificarse, disponiéndose que actúe como tal un funcionario del Poder Judicial o un juez del mismo tribunal, que cuente con la acreditación requerida para oficiar de entrevistador. Esa determinación, que sustituirá al intermediador designado previamente por el juez de garantía, se hará momento de dictarse la primera resolución del tribunal oral en lo penal, una vez recibido el auto de apertura del juicio oral.   

Acotó que el rol de intermediario únicamente está previsto en la audiencia del juicio oral y no en la entrevista investigativa.

Por su parte, el abogado de la Fundación Amparo y Justicia, señor Diego Izquierdo, concordó en que la disposición está dentro del marco fijado por el Senado, que buscaba que la interacción con niños, niñas y adolescentes sea de carácter especializada. Por tal motivo, el intermediario deberá contar con formación técnica acreditada, lográndose de esa manera el objetivo antes reseñado.

El Honorable Senador señor Espina consideró un avance la enmienda propuesta, toda vez que podría agilizar la realización de la diligencia, en caso de que no se encuentre disponible el intermediario designado originalmente.

Concluido el análisis de este precepto, el señor Presidente de la Comisión puso en votación los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 15 aprobado por la Cámara de Diputados.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina y Harboe, aprobó estas enmiendas.

Artículo 15

Del Senado

Artículo 16

De la Cámara de Diputados

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó una disposición que preceptúa lo siguiente:

“Artículo 15.- De la declaración judicial anticipada. El fiscal, la víctima, el querellante y el curador ad litem podrán solicitar la declaración judicial anticipada de los niños, niñas y adolescentes víctimas o testigos de los delitos contemplados en el inciso primero del artículo 1°.

Asimismo, el defensor podrá solicitar la declaración judicial anticipada de los testigos menores de edad de los delitos contemplados en el inciso primero del artículo 1º.

La solicitud de prueba anticipada podrá realizarse desde la formalización de la investigación y hasta antes del inicio de la audiencia de juicio, debiendo siempre plantearse y desarrollarse ante el juez de garantía.

Una vez efectuada la solicitud de prueba anticipada, el juez citará a los intervinientes a una audiencia, donde se discutirá la procedencia de la prueba anticipada y, si correspondiere, la designación del entrevistador subrogante de conformidad con el artículo 14. En caso de acogerse la solicitud planteada, el juez citará a una audiencia para rendir la prueba de que se trate, notificando a todos los intervinientes y al entrevistador que corresponda.

La inasistencia del imputado válidamente emplazado no obstará a la validez de la audiencia en la que se rinda la prueba anticipada.

Esta prueba será incorporada en el juicio a través del soporte en que conste la videograbación, conforme a lo establecido en el artículo 331 del Código Procesal Penal.

El niño, niña o adolescente no prestará nueva declaración judicial, ya sea anticipadamente o en juicio, salvo en caso de que éste así lo solicitare libre y espontáneamente, o en caso de petición fundada de alguno de los intervinientes por la existencia de nuevos antecedentes que la justifiquen.”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados acordó sustituir este precepto por el siguiente:

“Artículo 16.- De la declaración judicial anticipada. El fiscal, la víctima, el querellante y el curador ad litem podrán solicitar la declaración judicial anticipada de los niños, niñas y adolescentes víctimas de los delitos contemplados en el artículo 1°.

La solicitud de prueba anticipada podrá realizarse desde la formalización de la investigación y hasta antes del inicio de la audiencia de juicio, debiendo siempre plantearse y desarrollarse ante el juez de garantía. 

Una vez efectuada la solicitud de prueba anticipada, el juez citará a los intervinientes a una audiencia donde se discutirá su procedencia. En caso de acogerse la solicitud planteada, el juez citará a una audiencia para rendir la prueba de que se trate, notificando a todos los intervinientes y al entrevistador que designe.

La inasistencia del imputado válidamente emplazado no obstará a la validez de la audiencia en la que se rinda la prueba anticipada. 

Esta prueba será incorporada en el juicio a través del soporte en que conste la videograbación, conforme a lo establecido en el artículo 331 del Código Procesal Penal. 

El niño, niña o adolescente no prestará nueva declaración judicial, ya sea anticipadamente o en juicio, salvo que éste así lo solicitare libre y espontáneamente, o en caso de petición fundada de alguno de los intervinientes por la existencia de nuevos antecedentes que la justifiquen y que pudieren afectar sustancialmente el resultado del juicio.

Para dictar las resoluciones a que se refieren el presente artículo, el juez deberá considerar el interés superior del niño, niña o adolescente, así como sus circunstancias personales.”.

Al iniciarse el estudio de la norma sustitutiva, la Comisión centró su atención en el nuevo inciso sexto del texto aprobado por la Cámara de Diputados. En particular, tomó conocimiento de los reparos que sobre esta materia formuló la Excma. Corte Suprema en el oficio N° 130-2017, de fecha 16 de agosto del año en curso. 

En lo que interesa a este informe, dicho reparo recae básicamente en el inciso sexto del texto aprobado por la Cámara de Diputados. Al respecto el Máximo tribunal señaló lo siguiente:

“El texto agregado al inciso 6°, como una nueva excepción que autoriza para solicitar a cualquiera de los intervinientes una nueva declaración del niño, niña o adolescente no resulta consistente con lo manifestado por esta Corte Suprema. Por un lado, contradice el ideal de realizar una entrevista única y el principio de participación voluntaria y, por otro, desvirtúa el propósito buscado con la solicitud de declaración anticipada disminuyendo su utilidad. La declaración judicial anticipada como forma de proteger al niño, niña o adolescente pierde sentido si durante el juicio, a solicitud de cualquier intervinientes, puede verse obligado a concurrir nuevamente a declarar al juicio.

Esta modificación como otras de las observadas en esta oportunidad reflejan la tensión entre derechos que se buscan proteger: por un lado, el interés superior del niño, niña o adolescente, como el reconocimiento a su autonomía progresiva y, por el otro, el derecho a defensa y el debido proceso del imputado, que podrían eventualmente justificar la autorización de nuevas y reiteradas entrevistas durante la investigación y la realización del juicio. Para resolver este conflicto no debe perderse de vista que el objetivo del proyecto de ley es, precisamente, evitar la declaración reiterada de los niños, niñas y adolescentes y que es su interés superior el que debe primar en la legislación que se promulgue, para que sea una diferencia real con la situación actualmente existente;”.

Al iniciarse el estudio de esta observación, se recordó que cuando se discutieron las enmiendas al artículo 10, la Comisión  ya ratificó la idea de que excepcionalmente se pudiera hacer más de una entrevista investigativa.

Por lo mismo, ratificó la posición adoptada en el segundo trámite constitucional, por las razones ya expresadas al debatirse el artículo 10 precedente.

- En virtud de lo anterior, la Comisión aprobó la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina y Harboe.

Artículo 16

Del Senado

Artículo 17

De la Cámara de Diputados

En el primer trámite constitucional, el Senado aprobó un precepto que dispone lo siguiente:

“Artículo 16.- Del desarrollo de la declaración judicial. La declaración judicial se desarrollará bajo la dirección, control y supervisión del juez presidente del tribunal o del juez de garantía, en su caso, en una sala distinta a aquella en que se realice la audiencia, especialmente acondicionada para ello, que cumpla los requisitos de los artículos 20 y 25 de la presente ley, y que cuente con un sistema interconectado de comunicación con la sala de audiencia. 

La declaración judicial deberá realizarse de manera continua en un único día, sin perjuicio de lo cual podrán realizarse las pausas necesarias para el descanso del niño, niña o adolescente, debiendo siempre considerarse su interés superior, tanto para decretar la suspensión como para ordenar las reanudación de la declaración.

El juez presidente del tribunal o juez de garantía deberá velar, en todo momento, porque el entrevistador desarrolle su actividad en la declaración judicial de manera imparcial y neutral, cautelando especialmente que realice las preguntas conforme al inciso siguiente.

Los intervinientes dirigirán sus preguntas al juez, quien las transmitirá al entrevistador. Éste, a su vez, deberá plantear al niño, niña o adolescente las preguntas en un lenguaje y modo adecuados a su edad, madurez y condición emocional.”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados consignó este precepto como artículo 17, con las siguientes enmiendas:

En su inciso primero sustituyó la referencia a los “artículos 20 y 25” por otra a los “artículos 20 y 21”.

Finalmente, en su inciso cuarto, reemplazó la frase “quien las transmitirá” por “quien, en su caso, las transmitirá”, y sustituyó la palabra “emocional” por el vocablo “psíquica”.

La Comisión consideró que las enmiendas efectuadas en el segundo trámite constitucional incidían mayormente en temas de forma, por lo que se pronunció favorablemente sobre ellas.

Votaron por su aprobación, la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 17

Del Senado

Artículo 18

De la Cámara de Diputados

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó el siguiente precepto:

“Artículo 17.- Reproducción del video de la entrevista investigativa videograbada en la audiencia de juicio. Durante el desarrollo de la audiencia de juicio el juez podrá permitir la exhibición del registro de la entrevista investigativa videograbada sólo en los siguientes casos:

a) Cuando se tratare de entrevistas investigativas videograbadas realizadas a niños, niñas y adolescentes que hubieren fallecido, o caído en incapacidad mental o física que les inhabilitare para comparecer a la audiencia de juicio.

b) Cuando se tratare de entrevistas realizadas a niños, niñas y adolescentes que se encontraren en una incapacidad grave, psíquica o física, que les inhabilitare para darse a entender claramente, o para entender lo que se les pregunta.

c) Cuando el tribunal, previa solicitud fundada de alguno de los intervinientes, lo estimare necesario para complementar la declaración prestada o para demostrar contradicciones o inconsistencias con lo declarado.

En los casos de las letras b) y c) precedentes, para autorizar la exhibición del registro de la entrevista investigativa videograbada será requisito que el niño, niña o adolescente, víctima o testigo, haya declarado previamente en la audiencia de juicio o en la audiencia de prueba anticipada. Además, cuando fuere autorizada, la exhibición de la entrevista sólo se realizará una vez que haya concluido dicha declaración.

La exhibición del registro de la entrevista investigativa videograbada no podrá debatirse, ordenarse o materializarse en presencia del niño, niña o adolescente.

Toda confrontación a que hubiere lugar se realizará entre el registro videograbado de la entrevista investigativa y el de la declaración judicial. En todo caso, bajo ninguna circunstancia se autorizará a que se reanude la participación del niño, niña o adolescente en la audiencia de juicio.”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó este precepto por el siguiente:

“Artículo 18.- Reproducción del video de la entrevista investigativa videograbada en la audiencia de juicio. Durante el desarrollo de la audiencia de juicio, el tribunal podrá permitir la exhibición del registro de la entrevista investigativa videograbada sólo en los siguientes casos:

a) Cuando se trate de entrevistas investigativas videograbadas realizadas a niños, niñas o adolescentes que hubieren fallecido, o caído en incapacidad mental o física que les inhabilite para comparecer a la audiencia de juicio.

b) Cuando se trate de entrevistas realizadas a niños, niñas o adolescentes que, durante su comparecencia a la audiencia de juicio oral, sufran una incapacidad grave, psíquica o física, para prestar declaración.

c) Cuando sea necesario para complementar la declaración prestada, o para demostrar contradicciones o inconsistencias con lo declarado. En este caso, para autorizar la exhibición del registro será requisito que el niño, niña o adolescente haya declarado previamente en la audiencia de juicio o en la audiencia de prueba anticipada.

d) Cuando se haya citado al entrevistador que haya realizado la entrevista investigativa, con la finalidad de revisar la metodología empleada. En este caso regirá la prohibición dispuesta en el artículo 12, y la declaración del entrevistador y la exhibición del video se limitarán únicamente a informar al tribunal sobre la metodología y técnica empleadas. Además, la exhibición del video se realizará durante la declaración del entrevistador, y en ningún caso podrá sustituir la declaración judicial del niño, niña o adolescente.

La exhibición del registro de la entrevista investigativa videograbada no podrá debatirse, ordenarse o materializarse en presencia del niño, niña o adolescente.

En el caso de la letra c), toda la confrontación a que hubiere lugar se realizará entre el registro videograbado de la entrevista investigativa y el de la declaración judicial. La exhibición de la entrevista investigativa, cuando fuere autorizada, se realizará una vez concluida la participación del niño, niña o adolescente en la audiencia de juicio, y bajo ninguna circunstancia se autorizará a que se reanude su participación.”.

Luego de examinar la norma sustitutiva, los miembros de la Comisión estuvieron contestes en refrendar el cambio introducido en el segundo trámite, dado que perfecciona el texto que en su oportunidad sancionó el Senado.

- En virtud de lo anterior, la Comisión aprobó el reemplazo propuesto por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina y Harboe.

Artículo 18

Del Senado

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó el siguiente precepto:

“Artículo 18.- Medidas generales de protección. El tribunal o el juez de garantía, en su caso, de oficio o a petición de alguno de los intervinientes, podrá adoptar una o más de las siguientes medidas para proteger la identidad o la integridad física y psíquica del niño, niña o adolescente:

a) Suprimir de las actas de las audiencias todo nombre, dirección o cualquier otra información que pudiera servir para identificarlo directa o indirectamente.

b) Prohibir a los intervinientes que entreguen información o formulen declaraciones a los medios de comunicación social relativas a la identidad de la víctima o testigo y su declaración.

c) Impedir el acceso de personas determinadas o al público en general, u ordenar su salida de la sala de audiencia.

d) Prohibir a los medios de comunicación social el acceso a la sala de audiencia. 

e) Resguardar la privacidad del niño, niña o adolescente que concurra a declarar, y evitar que tenga contacto con los demás asistentes a la audiencia, especialmente durante el ingreso y salida del recinto donde funcione el tribunal.

Dichas medidas durarán el tiempo que el tribunal dispusiere y podrán ser renovadas cuantas veces fuere necesario.

De igual forma, el Ministerio Público, de oficio o a petición de alguno de los intervinientes, deberá adoptar todas las medidas que fueren procedentes para conferir al niño, niña o adolescente, víctima o testigo, la debida protección.”.

En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados suprimió este precepto.

Al iniciarse el debate de esta decisión de la Cámara de Diputados, la Comisión tuvo en cuenta que el texto del artículo 18 aprobado por el Senado fue trasladado a la disposición contenida en el artículo 24 del proyecto aprobado por la Cámara revisora.

Teniendo en cuenta este antecedente, la Comisión no expresó reparos en su supresión.

- En virtud de lo anterior, la Comisión aprobó la supresión propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina y Harboe.

Artículo 19

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó la siguiente disposición:

“Artículo 19.- Del entrevistador. La entrevista investigativa videograbada y la declaración judicial sólo podrán ser realizadas por quienes reúnan los siguientes requisitos: 

a) Formación especializada en metodología y técnicas de entrevista investigativa videograbada y declaración judicial a niños y niñas o adolescentes, según disponga el reglamento, y

b) Acreditación vigente otorgada por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados intercaló en el encabezamiento del inciso primero, a continuación de la expresión “podrán ser realizadas”, la frase “o asistidas, respectivamente


Luego de un breve análisis de la enmienda de la Cámara de Diputados, se consideró que ella perfeccionaba la disposición aprobada por el Senado.

- En virtud de lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina y Harboe, aprobó la intercalación propuesta por la Cámara de Diputados. 

Artículo 20

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó el siguiente precepto:

“Artículo 20.- Lugar donde deben efectuarse la entrevista investigativa videograbada y la declaración judicial. La entrevista investigativa videograbada y la declaración judicial serán realizadas en dependencias especialmente acondicionadas para llevar a cabo dichas diligencias, con los implementos adecuados a la edad y etapa evolutiva del niño, niña o adolescente, y que cuenten con las condiciones previstas en el artículo 25 de la presente ley.”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó este precepto por otro que dispone:

“Artículo 20.- Lugar donde deben efectuarse la entrevista investigativa videograbada y la declaración judicial. La entrevista investigativa videograbada y la declaración judicial serán realizadas en dependencias especialmente acondicionadas para ello, con los implementos adecuados en atención a la edad y a la etapa evolutiva del niño, niña o adolescente, y que reúnan las condiciones previstas en el artículo 21.

Las instituciones públicas que dispongan de tales dependencias deberán facilitar su utilización para llevar a cabo dichas diligencias. Para estos efectos, el Ministerio Público, el Poder Judicial, Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones de Chile celebrarán convenios, a nivel nacional o regional, entre sí y con otras instituciones públicas.”.

La Comisión estimó que la norma sustituida en el segundo trámite propone una regulación más completa, por lo que se manifestó favorablemente ante la nueva redacción. 

- En virtud de lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina y Harboe, aprobó la norma sustitutiva propuesta por la Cámara de Diputados.

-.-.-

Artículo 21, nuevo

De la Cámara de Diputados

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados acordó consignar como nuevo artículo 21 del proyecto el artículo 25 que el Senado había aprobado en el primer trámite constitucional. Su texto es el siguiente:

“Artículo 25 (nuevo 21).- Condiciones de realización de las entrevistas investigativas videograbadas y de las declaraciones judiciales. Las entrevistas investigativas videograbadas y las declaraciones judiciales se realizarán en condiciones que:

a) Protejan la privacidad de la interacción con el niño, niña o adolescente.

b) Resguarden la seguridad del niño, niña o adolescente.

c) Permitan controlar la presencia de participantes. 

d) Sean tecnológicamente adecuadas para videograbar el relato que preste el niño, niña o adolescente y, en el caso de la declaración judicial, para su reproducción instantánea y su intercomunicación.”.


Dado que se trata de una modificación meramente formal, la Comisión no presentó reparos a su respecto. 

- En virtud de lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina y Harboe, aprobó la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados.

-.-.-

Artículo 21

Del Senado

Artículo 22

De la Cámara de Diputados

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó un precepto referido al registro de la entrevista investigativa videograbada y de la declaración judicial. En él se establece que la entrevista investigativa y la declaración judicial serán videograbadas a través de medios tecnológicos idóneos que permitan su reproducción íntegra y fidedigna.

En su inciso segundo se dispone que el reglamento a que se refiere el artículo 26 determinará los estándares mínimos para la producción, almacenamiento, custodia y disposición de los registros de las entrevistas investigativas videograbada y de la declaración judicial

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados lo consignó como artículo 22, con una enmienda consistente en modificar en el inciso segundo la referencia a “artículo 26” por “artículo 29”.
Al igual que en el caso anterior, la enmienda de la Cámara sólo posee un tenor formal.

- En virtud de ello, la Comisión aprobó la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 22

Del Senado

Artículo 23

De la Cámara de Diputados

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó el siguiente precepto:

“Artículo 22.- Reserva del contenido de la entrevista investigativa videograbada y de la declaración judicial. El contenido de la entrevista investigativa videograbada será absolutamente reservado y sólo podrán acceder a él los intervinientes, los jueces de tribunales con competencia en materia de familia y los peritos que deban conocerlo con la finalidad de elaborar sus informes. 

La víctima, el querellante, el imputado, el defensor y los peritos podrán solicitar copia del contenido de la entrevista investigativa videograbada. El fiscal deberá entregar copia de la misma, siempre que se haya distorsionado suficientemente la voz e imagen del niño, niña o adolescente, a efectos que no pueda ser identificado por terceros ajenos a la investigación. Asimismo, las personas precedentemente indicadas podrán acceder al contenido íntegro y fidedigno de la entrevista investigativa videograbada, sin las distorsiones mencionadas, sólo mediante su exhibición en dependencias del Ministerio Público. Sin perjuicio de lo anterior, el fiscal podrá rechazar la entrega de copia de la entrevista investigativa videograbada o su exhibición, si se hubiere decretado la reserva de la entrevista conforme al inciso tercero del artículo 182 del Código Procesal Penal.

La declaración judicial y el contenido de la entrevista investigativa videograbada cuya reproducción fuere autorizada por el tribunal, conforme al artículo 17, solamente serán exhibidos a los intervinientes durante la audiencia de juicio oral. El tribunal, por razones fundadas, podrá autorizar el ingreso de personas distintas a la sala de audiencia.

El tribunal podrá disponer, de oficio o a petición de cualquiera de los intervinientes, y por resolución fundada, una o más de las medidas contempladas en el artículo 18 de la presente ley. 

Los medios de comunicación social y las personas que asistan a la audiencia no podrán fotografiar o filmar parte alguna de la declaración judicial o de la entrevista investigativa videograbada del niño, niña o adolescente que se reproduzca en el juicio, ni exhibir dichas imágenes o registros, ni difundir datos que permitan identificar al declarante o a su familia, ni hacer citas textuales de su declaración. Lo anterior no obsta al derecho de los referidos medios a informar sobre el proceso y los presuntos responsables del hecho investigado. 

El contenido de la declaración judicial será absolutamente reservado, y ninguna persona podrá obtener copia del registro audiovisual de la misma. Los intervinientes sólo podrán obtener copia fidedigna del audio de la declaración judicial que haya prestado el niño, niña o adolescente.

El que fuera de los casos señalados en los incisos precedentes fotografíe, filme, transmita, comparta, difunda, transfiera, exhiba, o de cualquier otra forma copie o reproduzca el contenido de la entrevista investigativa videograbada o declaración judicial o su registro, sea total o parcialmente, o difunda imágenes o datos que identifiquen al declarante o su familia, sufrirá la pena de reclusión menor en su grado medio.”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados remplazó este artículo por el siguiente:

“Artículo 23.- Reserva del contenido de la entrevista investigativa videograbada y de la declaración judicial. El contenido de la entrevista investigativa videograbada será reservado y sólo podrán acceder a él los intervinientes, las policías en el cumplimiento de una diligencia específica, los jueces de familia dentro del ámbito de su competencia y los peritos que deban conocerlo con la finalidad de elaborar sus informes.

Los intervinientes, las policías y los peritos podrán obtener copia del registro de la entrevista investigativa videograbada, debiendo el fiscal entregarla, siempre que se hubiere distorsionado suficientemente aquellos elementos de la videograbación que permitan identificar al niño, niña o adolescente, sin que ello afecte su comprensión. Asimismo, las personas precedentemente indicadas podrán acceder al contenido íntegro y fidedigno de la entrevista investigativa videograbada, sin las distorsiones mencionadas, sólo mediante su exhibición en dependencias del Ministerio Público, debiendo siempre velar por el respeto de los derechos de los demás intervinientes. El fiscal podrá rechazar la entrega de la copia de la entrevista investigativa videograbada o su exhibición si se hubiere decretado la reserva de la entrevista conforme al inciso tercero del artículo 182 del Código Procesal Penal, sin perjuicio de los derechos de los intervinientes para limitar o poner término a la reserva conforme al inciso cuarto del mismo artículo. 

La declaración judicial y la entrevista investigativa videograbada cuya reproducción fuere autorizada por el tribunal, conforme al artículo 18, sólo serán presenciadas o exhibidas por los intervinientes, salvo que el tribunal, por razones fundadas, autorice el ingreso de personas distintas a la sala de audiencia. 

Los medios de comunicación social y las personas que asistan a la audiencia no podrán fotografiar o filmar parte alguna de la declaración judicial o de la entrevista investigativa videograbada del niño, niña o adolescente que se reproduzca en el juicio, ni exhibir dichas imágenes o registros, ni difundir datos que permitan identificar al declarante o a su familia, ni hacer citas textuales de su declaración. Lo anterior no obsta al derecho de los referidos medios a informar sobre el proceso y los presuntos responsables del hecho investigado. 

El contenido de la declaración judicial será reservado, y ninguna persona podrá obtener copia del registro audiovisual de la misma. Los intervinientes sólo podrán obtener copia fidedigna del audio de la declaración judicial que haya prestado el niño, niña o adolescente. 

El que fuera de los casos permitidos por la ley fotografíe, filme, transmita, comparta, difunda, transfiera, exhiba, o de cualquier otra forma copie o reproduzca el contenido de la entrevista investigativa videograbada o declaración judicial o su registro, sea total o parcialmente, o maliciosamente difunda imágenes o datos que identifiquen al declarante o su familia, sufrirá la pena de reclusión menor en sus grados medio a máximo.”.

Al iniciar el estudio de la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, propuso votar, en primer lugar, el inciso primero.

- La Comisión aprobó el inciso primero del artículo 23 propuesto por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina y Harboe.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión puso en votación los demás incisos del artículo 23.

- La Comisión aprobó los incisos restantes del artículo 23 propuesto por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina y Harboe.

El Honorable Senador señor Araya dejó constancia de que es inconveniente hacer referencia al vocablo “maliciosamente” en el inciso final, pues dificultará la aplicación de una condena a quien difunda imágenes o datos que identifiquen al declarante o su familia.


Concordó con esa apreciación el Honorable Senador señor Espina.

-.-.-

TÍTULO III, nuevo

De la Cámara de Diputados

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó la incorporación de un título III, nuevo, referido a las medidas de protección a favor de los niños, niñas y adolescentes.

En este título se consideran los siguientes artículos:

“TÍTULO III

MEDIDAS DE PROTECCIÓN EN FAVOR

DE LOS NIÑOS, NIÑAS O ADOLESCENTES

Artículo 24.- Medidas generales de protección. El tribunal o el juez de garantía, en su caso, de oficio o a petición de alguno de los intervinientes, deberá adoptar una o más de las siguientes medidas para proteger la identidad o la integridad física y psíquica de los niños, niñas o adolescentes:

a) Suprimir de las actas de las audiencias todo nombre, dirección o cualquier otra información que pudiera servir para identificarlo directa o indirectamente.

b) Prohibir a los intervinientes que entreguen información o formulen declaraciones a los medios de comunicación social relativas a la identidad de la víctima y su declaración.

c) Impedir el acceso de personas determinadas o del público en general a la sala de audiencia, y ordenar su salida de ella.

d) Prohibir a los medios de comunicación social el acceso a la sala de audiencia. 

e) Resguardar la privacidad del niño, niña o adolescente que concurra a declarar, y evitar que tenga contacto con los demás asistentes a la audiencia, especialmente durante el ingreso y salida del recinto donde funcione el tribunal.

Dichas medidas durarán el tiempo que el tribunal disponga y podrán ser renovadas cuantas veces sea necesario.

De igual forma, el Ministerio Público, de oficio o a petición de alguno de los intervinientes, deberá adoptar todas las medidas que sean procedentes para conferir al niño, niña o adolescente la debida protección.

Artículo 25.- Medidas especiales de protección. El juez de garantía podrá disponer, a petición del fiscal, querellante, curador ad litem o de la propia víctima, y aun antes de la formalización de la investigación, cuando existan antecedentes que hagan presumir un peligro para el ofendido, una o más de las siguientes medidas de protección a su respecto:

a) Prohibición o limitación de la concurrencia del presunto agresor al lugar de estudio del niño, niña o adolescente, así como a cualquier otro lugar donde éstos permanezcan, visiten o concurran habitualmente. En caso de que concurran al mismo establecimiento, el juez adoptará medidas específicas tendientes a resguardar los derechos de aquellos.

b) El abandono del presunto agresor del hogar que le sirve de domicilio, residencia o morada al ofendido, cuando corresponda.

c) Confiar el cuidado del niño, niña o adolescente a una persona de su confianza, y que, a juicio del tribunal, reúna las condiciones necesarias para resguardar su integridad física y psíquica. 

Cuando resulte procedente, el tribunal deberá remitir inmediatamente copia íntegra de los antecedentes que tuvo a la vista para tomar su decisión al juzgado con competencia en materias de familia correspondiente, el cual iniciará los procesos que estime pertinentes para resguardar el interés superior del niño, niña o adolescente.

Artículo 26.- Medidas de protección para la declaración judicial de niños, niñas o adolescentes testigos de los delitos indicados en el artículo 1. En el caso de la declaración judicial de niños y niñas testigos, el tribunal decretará, como medida especial destinada a protegerlos, que aquella se realice en la forma señalada en el artículo 14, inciso segundo.

Si el testigo fuere un adolescente, el tribunal podrá, considerando sus circunstancias personales y psicológicas, adoptar medidas especiales de protección para impedir el contacto directo con los intervinientes y el público, incluyendo la señalada en el inciso anterior.”.

Al iniciar el estudio de estos preceptos, la Comisión convino en dividir la votación, de conformidad a los preceptos que se contienen en el referido Título.

En primer lugar, el señor Presidente de la Comisión puso en votación el artículo 24 aprobado por la Cámara de Diputados.

Dado que el texto que propone la Cámara de Diputados en esta disposición está formulado en términos similares al que había sancionado el Senado en el primer trámite como artículo 18, la Comisión concordó en su aprobación.

En efecto, la única diferencia relevante corresponde a la supresión de las menciones a los testigos, lo que es coherente con los acuerdos adoptados previamente a ese respecto.

- En virtud de lo anterior,  la Comisión aprobó el artículo 24 propuesto por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín.

En seguida, el señor Presidente de la Comisión puso en votación el artículo 25 aprobado por la Cámara de Diputados.

Al igual que en el caso precedente, la regla en estudio recoge en términos casi idénticos la disposición aprobada como artículo 29 por el Senado.

- En virtud de lo anterior, la Comisión aprobó el artículo 25 propuesto por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión sometió a debate el artículo 26 aprobado por la Cámara de Diputados. 

Al iniciarse su estudio, el Honorable Senador señor Espina dejó constancia de que, a su juicio, los menores testigos entre 14 y 18 años de edad quedarán en una posición de desprotección relevante, al entregarse exclusivamente al juez la decisión de adoptar acciones de resguardo en su favor. Sobre la base de ese razonamiento, adelantó su abstención en la votación de la enmienda que sobre ese punto se ha consignado en el segundo trámite constitucional.

En sentido opuesto, el Honorable Senador señor Larraín manifestó su conformidad con el régimen de amparo de los testigos promovido en el precepto, fundado en las argumentaciones vertidas en el presente debate por la señora Nora Rosati y el señor Diego Izquierdo, al analizarse las modificaciones al artículo 1° del proyecto de ley.  

La Comisión, a instancias del Honorable Senador señor Espina, acordó dividir la votación, en base a cada uno de los incisos que componen el nuevo artículo 26 aprobado por la Cámara de Diputados.

- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín, aprobó el inciso primero del artículo 26.

- La Comisión aprobó el inciso segundo del artículo 26 introducido por la Cámara de Diputados, por la mayoría de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Harboe y Larraín. Se abstuvo el Honorable Senador señor Espina.

-.-.-

Artículo 23

Del Senado

Artículo 27

De la Cámara de Diputados





En primer trámite constitucional, el Senado aprobó el siguiente precepto:





“Artículo 23.- Disposición de entrevistadores. La Policía de Investigaciones de Chile, Carabineros de Chile y el Ministerio Público contarán con personal debidamente calificado, y con acreditación vigente, en metodología y técnicas de entrevista investigativa videograbada y declaración judicial a niños, niñas o adolescentes.

Para los efectos del inciso precedente deberán garantizar: 

a) Que los entrevistadores sean idóneos para tales funciones, teniendo en consideración sus conocimientos, experiencia, motivación y, si corresponde, su conducta funcionaria previa.

b) Que los entrevistadores puedan llevar a cabo las funciones de forma exclusiva o preferente.

c) Que se creen las condiciones necesarias para la formación continua de entrevistadores, su seguimiento y evaluación.

Excepcionalmente, para garantizar el funcionamiento del sistema, en caso de no existir suficientes entrevistadores acreditados pertenecientes a la Policía de Investigaciones de Chile, Carabineros de Chile y el Ministerio Público, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública deberá proveer los entrevistadores necesarios, quienes igualmente deberán cumplir con los requisitos señalados en el artículo 19.”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados acordó agregar al inciso primero la siguiente oración: “Por su parte, el Poder Judicial podrá contar con jueces y funcionarios que, cumpliendo los requisitos establecidos en el artículo 19, puedan ser elegidos como intermediarios en la declaración judicial de conformidad con el artículo 15.”.

Luego de un breve análisis de esta enmienda, la Comisión valoró la adición propuesta en el segundo trámite constitucional. 

- En virtud de lo anterior, aprobó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín.
Artículo 24

Del Senado

Artículo 28

De la Cámara de Diputados

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó el siguiente precepto:

“Artículo 24.- Proceso de formación de entrevistadores. La formación de los entrevistadores se llevará a cabo mediante un proceso continuo, que contemplará la capacitación, supervisión y evaluación del desarrollo de las entrevistas y las competencias del entrevistador.

Para dar cumplimiento a lo establecido en el inciso precedente, la Policía de Investigaciones de Chile, Carabineros de Chile, el Ministerio Público y el Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrán celebrar convenios con instituciones, organismos o entidades, públicas o privadas, nacionales o extranjeras, que impartan cursos de formación especializada en entrevistas videograbadas y que cumplan los estándares técnicos establecidos previamente por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.

Los convenios deberán suscribirse por un período que permita dar continuidad a los procesos de formación y especialización de los entrevistadores.”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó esta disposición por la siguiente:

“Artículo 28.- Proceso de formación de entrevistadores. La formación de los entrevistadores se llevará a cabo mediante un curso inicial de formación especializada en metodología y técnicas de entrevista investigativa videograbada a niños, niñas o adolescentes, y un programa de formación continua.

Los cursos de formación especializada en metodología y técnicas de entrevista investigativa deberán incorporar a lo menos:

a) Los contenidos y actividades que garanticen que los participantes desarrollen correctamente cada una de las fases de una entrevista investigativa videograbada, considerando el contexto penal chileno y las particularidades de niños, niñas o adolescentes víctimas de los delitos señalados en el inciso primero del artículo 1°.

b) Instancias de práctica con retroalimentación experta. 

c) Sistema de evaluación que mida las competencias del entrevistador. Por su parte, el programa de formación continua contemplará un sistema permanente de capacitación, seguimiento y evaluación de las competencias del entrevistador, que garanticen la mantención de los conocimientos y habilidades adquiridas en el curso inicial de formación especializada previsto en el inciso anterior. 

Para dar cumplimiento a lo establecido en este artículo, las instituciones señaladas en el artículo 27 podrán celebrar convenios con instituciones, organismos o entidades, públicas o privadas, nacionales o extranjeras, que impartan cursos de formación especializada en entrevistas videograbadas y que cumplan los estándares técnicos establecidos previamente por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos en el reglamento e, igualmente, con lo que dispongan los protocolos de atención institucional del artículo 31. 

Los convenios deberán suscribirse de forma tal que aseguren la continuidad y calidad del proceso de formación de los entrevistadores.”.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, puso en debate esta enmienda.

El Honorable Senador señor Espina consideró adecuado el cambio efectuado en el segundo trámite constitucional, toda vez que contiene mayores exigencias en el proceso de formación de los entrevistadores.

- La Comisión aprobó el reemplazo propuesto por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 25

Del Senado

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó un precepto que establecía lo siguiente:

“Artículo 25.- Condiciones de realización de las entrevistas investigativas videograbadas y de las declaraciones judiciales. Las entrevistas investigativas videograbadas y las declaraciones judiciales se realizarán en condiciones que:

a) Protejan la privacidad de la interacción con el niño, niña o adolescente.

b) Resguarden la seguridad del niño, niña o adolescente.

c) Permitan controlar la presencia de participantes. 

d) Sean tecnológicamente adecuadas para videograbar el relato que preste el niño, niña o adolescente y, en el caso de la declaración judicial, para su reproducción instantánea y su intercomunicación.”.

En segundo trámite, la Cámara de Diputados determinó consignar esta disposición como nuevo artículo 21 del proyecto.

- En virtud de que se trata de un cambio meramente formal, referido a la ubicación del precepto en el articulado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó recomendar su aprobación. Concurrieron a esa decisión los Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 26

Del Senado

Artículo 29

De la Cámara de Diputados

En primer trámite constitucional, el Senado  aprobó el siguiente artículo:

“Artículo 26.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos establecerá:

a) Los requisitos que deberán cumplir los entrevistadores para acceder a los cursos de formación especializada en metodología y técnicas de entrevista investigativa videograbada y declaración judicial de niños, niñas y adolescentes.

b) Las condiciones y requisitos que deberán cumplir los programas de los cursos de formación especializada en metodología y técnicas de entrevista y declaración judicial del niño, niña o adolescente.

c) La forma, condiciones y requisitos para la implementación del proceso de formación continua, seguimiento y evaluación de las personas que efectuarán las entrevistas investigativas videograbadas y declaraciones judiciales.

d) La forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de acreditación de los entrevistadores y su vigencia.

e) Las especificaciones técnicas de las salas en que se desarrollen la entrevista investigativa videograbada y declaración judicial de menores de edad.

f) Los estándares mínimos para la producción, almacenamiento, custodia y disposición de los registros de la entrevista investigativa videograbada y declaración judicial de niños, niñas y adolescentes.

g) Cualquier otro aspecto necesario para la correcta implementación del sistema de entrevistas investigativas videograbadas y declaraciones judiciales de niños, niñas o adolescentes.

Los criterios que establezca el reglamento deberán ser revisados y actualizados con la periodicidad que éste determine.”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados consignó este precepto como nuevo artículo 29 e introdujo las siguientes enmiendas:

Inciso primero

Letra a)

En primer lugar, intercaló entre la frase “que deberán cumplir los” y la palabra “entrevistadores”, los vocablos “candidatos a”. Seguidamente, intercaló, entre el vocablo “adolescentes” y el punto final, la siguiente frase: “, de conformidad con los estándares internacionales vigentes”.

La Comisión aprobó las enmiendas introducidas en la letra a) por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín.

Letra c)

En segundo lugar, sustituyó en esta letra la palabra “proceso” por “programa”.

- La Comisión aprobó la modificación introducida en la letra c) por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín.

Letra e)





En tercer lugar, la Cámara de Diputados sustituyó en la letra e) aprobada por el Senado, la expresión “menores de edad” por “niños, niñas o adolescentes”.

- La Comisión aprobó esta enmienda, con el voto unánime de sus miembros, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Letra g), nueva





En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados acordó incorporar al reglamento una letra g), nueva, que textualmente señala lo siguiente: “g) La forma, condiciones, plazos y requisitos para revalidar la acreditación de entrevistador.”.
- La Comisión aprobó esta letra, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín.

Inciso segundo





En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó el inciso segundo por el siguiente:





“Los criterios que establezca el reglamento deberán ser revisados y actualizados, a lo menos, cada tres años, a fin de adecuar las prácticas nacionales a la evolución de los protocolos y reglas internacionales vigentes.”.

Al iniciarse el estudio de este inciso, el Honorable Senador señor Espina juzgó apropiado el reemplazo aprobado en el segundo trámite, puesto que es conveniente incorporar una revisión periódica de los criterios establecidos en el reglamento correspondiente, de modo de adecuarlo a las reglas internacionales vigentes. 

- La Comisión aprobó el reemplazo propuesto por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 27

Del Senado

Artículo 30

De la Cámara de Diputados





En primer trámite constitucional, el Senado aprobó el siguiente precepto:





“Artículo 27.- Funciones del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. Corresponderá a este Ministerio ejercer las siguientes funciones:

a) Coordinar la actuación de los organismos encargados de dar cumplimiento a la presente ley. Esta coordinación se dará en el marco de las sesiones de la Comisión Permanente de Coordinación del Sistema de Justicia Penal, creada por la ley N° 20.534.

b) Evaluar el funcionamiento del sistema, con el objeto de elaborar y proponer a los organismos públicos involucrados en su funcionamiento los protocolos de atención institucional con niños, niñas y adolescentes.

c) Acreditar como entrevistadores a quienes cumplan con los requisitos establecidos en la presente ley.

d) Mantener y administrar un registro actualizado de los entrevistadores con acreditación vigente, con indicación de la institución a la que pertenecen y su domicilio, el que estará siempre a disposición del Poder Judicial y del Ministerio Público, a través de medios técnicos óptimos.”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo una serie de cambios a las letras de este artículo.

Letra a)

La Cámara de Diputados la reemplazó por la siguiente:

“a) Coordinar la actuación de los organismos encargados de dar cumplimiento a la presente ley, con el fin de establecer lineamientos, estándares y criterios generales. Esta coordinación se dará en el marco de las sesiones de la Comisión Permanente de Coordinación del Sistema de Justicia Penal, dispuesta en la ley N° 19.665.”.

Letra b)

La Cámara de Diputados la sustituyó por la siguiente:

“b) Evaluar el funcionamiento del sistema, con el objeto de proponer las reformas que estime pertinentes, dentro del ámbito de su competencia. Asimismo, proponer a los organismos públicos involucrados en su funcionamiento los protocolos de actuación y atención institucional a niños, niñas o adolescentes.”.

Letra c)

En segundo trámite, la Cámara de Diputados la reemplazó por la siguiente:

“c) Acreditar como entrevistadores, y revalidar dicha acreditación, a quienes cumplan con los requisitos establecidos en la presente ley y en su reglamento. Esta acreditación será siempre temporal, con un tiempo de vigencia establecido en el reglamento respectivo y cuya renovación estará siempre sujeta a la aprobación de los requisitos dispuestos en él.”.

La Comisión, luego de un breve debate, aprobó las enmiendas propuestas por la Cámara de Diputados. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 28

Del Senado

Artículo 31

De la Cámara de Diputados

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó el siguiente precepto:

“Artículo 28.- Protocolos de atención institucional. Los protocolos de atención institucional a que hace referencia la letra b) del artículo 27 deberán considerar, al menos, los siguientes aspectos:

a) Los estándares de derivación de denuncias a las instancias correspondientes bajo los parámetros señalados en el artículo 4° de la presente ley.

b) Los estándares de coordinación interinstitucional que permitan que los niños, niñas o adolescentes, víctimas o testigos, reciban apoyo y puedan acceder a los recursos de resguardo de la salud física y psíquica, de manera oportuna y eficiente.

c) Los estándares de coordinación interinstitucional que permitan la adopción oportuna de medidas adecuadas de protección, con el objeto de atender las necesidades del niño, niña o adolescente.

d) Los estándares de coordinación interinstitucional que permitan que el sistema de entrevistas investigativas videograbadas y declaraciones judiciales de los menores de edad mantenga, en todo momento, una adecuada cobertura territorial a nivel provincial y regional.

e) Las medidas para asegurar que las interacciones con niños, niñas o adolescentes se realicen en condiciones que resguarden su privacidad, confidencialidad y seguridad.

f) Las medidas que permitan generar las condiciones necesarias para que en cada interacción con niños, niñas o adolescentes, éstos puedan ejercer plenamente sus derechos conforme al desarrollo de sus capacidades.

g) Las medidas para evitar la realización de diligencias innecesarias, y procurar la celeridad y tramitación preferente de las diligencias que supongan la interacción con niños, niñas o adolescentes.

h) Los estándares técnicos que deberán satisfacer los cursos de formación especializada de entrevistadores.

i) Las características de las entrevistas, las que se elaborarán bajo procedimientos estandarizados, basados en la experiencia empírica y en los resultados de la evaluación constante de la práctica de entrevistadores, como también, en los conocimientos técnicos existentes en la materia.”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados consignó este artículo 31, con las siguientes enmiendas:

En primer término, en el encabezamiento del artículo se reemplazó la frase “Los protocolos de atención institucional a que hace referencia” por “Los protocolos de actuación y de atención institucional a que hace referencia”.

En segundo lugar, sustituyó la referencia al “artículo 27” por otra al “artículo 30”.

- La Comisión aprobó estas dos enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Harboe y Larraín.

En tercer lugar, reemplazó en la letra d) la expresión “menores de edad” por “niños, niñas o adolescentes”.

- La Comisión aprobó el reemplazo propuesto por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.





Finalmente, la Cámara de Diputados sustituyó la letra g) aprobada por el Senado  por la siguiente: “g) Las medidas para evitar la realización de diligencias innecesarias, reducir al mínimo las entrevistas y procurar la celeridad y tramitación preferente de las diligencias, que supongan la interacción con niños, niñas o adolescentes.”. 

- La Comisión aprobó la sustitución propuesta por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 29

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó el siguiente artículo 29:

“Artículo 29.- Medidas especiales de protección. Cuando se trate de los delitos contemplados en el inciso primero del artículo 1°, el juez de garantía podrá disponer, a petición del fiscal o del querellante, y aun antes de la formalización de la investigación, cuando existan antecedentes que hagan presumir un peligro para el ofendido, una o más de las siguientes medidas de protección a su respecto:

a) Prohibición o limitación de la concurrencia del presunto agresor al lugar de estudio del niño, niña o adolescente, así como a cualquier otro lugar donde éstos permanezcan, visiten o concurran habitualmente. En caso de que concurran al mismo establecimiento, el juez adoptará medidas específicas tendientes a resguardar los derechos de aquéllos.

b) El abandono del presunto agresor del hogar que le sirve de domicilio, residencia o morada al ofendido, cuando corresponda.

c) Entregar el cuidado del menor de edad a una persona de su confianza, y que, a juicio del tribunal, reúna las condiciones necesarias para resguardar su integridad física y psíquica.

Cuando resulte procedente, el tribunal deberá remitir inmediatamente copia íntegra de los antecedentes que tuvo a la vista para tomar su decisión al juzgado con competencia en materias de familia correspondiente, el cual iniciará los procesos que estime pertinentes para resguardar el interés superior del niño, niña o adolescente.”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados suprimió este precepto.


Tal como se explicó previamente, el texto suprimido ha pasado a formar parte del artículo 25, en términos similares.

- La Comisión aprobó la supresión propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 30

Del Senado

Artículo 32

De la Cámara de Diputados





En primer trámite, el Senado aprobó un artículo 30 que, en diversos números, introduce modificaciones al Código Procesal Penal.

Número 1

Este número incorpora al referido Código  el siguiente artículo 78 ter: 

“Artículo 78 ter.- Lo dispuesto en el inciso final del artículo precedente también será aplicable a los menores de edad víctimas o testigos de los delitos contemplados en los Párrafos 5 y 6 del Título VII del Libro II del Código Penal, así como en sus artículos 141, 142 y 433, Nº 1, cuando se trate de alguno de los delitos contenidos en los Párrafos precedentemente indicados, y también los establecidos en los artículos 372 bis, 374 bis, 390, 391, 392, 394, 411 bis, 411 ter y 411 quáter, todos del Código Penal.”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó este número por otro que deroga el inciso tercero del artículo 78 bis del Código Procesal Penal, disposición que establece lo siguiente:

“En los casos en que las víctimas de los delitos establecidos en los artículos 411 bis y 411 quáter del Código Penal carezcan de representante legal o cuando, por motivos fundados, el juez estime que los intereses de las personas menores de edad son independientes o contradictorios con los de aquel a quien corresponda representarlo, el juez le designará un curador ad litem de cualquier institución que se dedique a la defensa, promoción o protección de los derechos de la infancia.”.

Al iniciarse el estudio de esta materia, el abogado de la Fundación Amparo y Justicia, señor Diego Izquierdo, planteó que la disposición que se propone suprimir se vincula con la designación de un curador ad litem en el caso de que el menor no tenga un representante legal o que éste no sea idóneo, respecto del delito de trata de personas. Sin embargo, la Cámara de Diputados ha propuesto ampliar la posibilidad de ese nombramiento no sólo ante el acaecimiento de ese ilícito, sino que también en todos los que se detallan en el artículo 1° de la iniciativa.

- La Comisión aprobó la sustitución introducida por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Harboe y Larraín.

-.-.-

A continuación, la Cámara de Diputados propone incorporar al artículo 30 –que ha pasado a ser 32-  un número 2, nuevo que dispone lo siguiente:

“2) Agrégase en el Libro I, Título IV, párrafo 6°, un nuevo artículo 110 bis, del siguiente tenor:

“Artículo 110 bis.- Designación de curador ad litem. En los casos en que las víctimas menores de edad de los delitos establecidos en los Párrafos 5 y 6 del Título VII del Libro II, y en los artículos 141, incisos cuarto y quinto; 142, 372 bis, 374 bis, 390, 391, 395; 397, N° 1; 411 bis, 411 ter, 411 quáter y 433, N° 1, todos del Código Penal, carezcan de representante legal o cuando, por motivos fundados, se estimare que sus intereses son independientes o contradictorios con los de aquel a quien corresponda representarlos, el juez podrá designarles un curador ad litem de cualquier institución que se dedique a la defensa, promoción o protección de los derechos de la infancia.”.

En concordancia  con el acuerdo precedente, la Comisión manifestó su conformidad con el nuevo numeral que se incorporó en el segundo trámite constitucional.

- La Comisión aprobó la incorporación propuesta por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Harboe y Larraín.

-.-.-

Números 2 y 3

Del artículo 30 del Senado (32 de la Cámara de Diputados)

En primer trámite constitucional, el Senado incorporó las siguientes modificaciones al Código Procesal Penal.

“2) Derógase el artículo 191 bis.

3) Suprímese, en el inciso segundo del artículo 280, la siguiente frase: “o se tratare de la situación señalada en el artículo 191 bis”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados consignó estos números como nuevos números 3 y 4.

Producto del carácter eminentemente formal de la enmienda, la Comisión las visó sin mayor debate.

- La Comisión aprobó las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Harboe y Larraín.
Número 4





En el primer trámite constitucional, el Senado aprobó un número 4 que agrega al artículo 281 del Código Procesal Penal la siguiente oración final: “En el caso de los delitos contemplados en los Párrafos 5 y 6 del Título VII del Libro II del Código Penal, así como en sus artículos 141, 142 y 433, Nº 1, cuando se haya cometido alguno de los delitos contenidos en los Párrafos precedentemente indicados, y los establecidos en los artículos 372 bis, 374 bis, 390, 391, 392, 394, 411 bis, 411 ter y 411 quáter, todos del Código Penal, tratándose de procesos que involucren a niños, niñas y adolescentes en calidad de víctimas o testigos, la audiencia deberá tener lugar no antes de quince ni después de veinte días desde la notificación del auto de apertura del juicio oral.”.





En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados suprimió este número.

La Comisión se mostró de acuerdo con la eliminación del numeral, tal como lo propuso la Cámara Baja.


- La Comisión aprobó la supresión propuesta por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Harboe y Larraín.

Número 5

Finalmente, el Senado, en primer trámite constitucional, incorporó en el artículo 310 del Código Procesal Penal (disposición que regula la figura de los testigos menores de edad) una oración que señala lo siguiente: “, teniendo éste el deber de impedir que se formulen preguntas que puedan causar angustia, sufrimiento o afectación grave de la dignidad del niño, niña o adolescente, a efectos de resguardar su interés superior”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados suprimió la palabra “angustia y la coma (,) que le sigue.

La Comisión juzgó pertinente la modificación introducida, a efectos de dotar de mayor precisión a la disposición.

- La Comisión aprobó la eliminación propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 31





En primer trámite, el Senado aprobó una norma que modifica el artículo 70 de la ley N° 19.968, que crea los tribunales de familia. La disposición citada regula el inicio del procedimiento en estos tribunales.





La norma aprobada por el Senado agregaba a este precepto la siguiente oración: Asimismo, se podrá iniciar este procedimiento a requerimiento de Carabineros de Chile o de la Policía de Investigaciones de Chile, por hechos que conozcan a propósito de una investigación penal por hechos sancionados en la Ley que Regula Entrevistas Grabadas en Video y Otras Medidas de Resguardo a Menores de Edad Víctimas o Testigos de Delitos Contra la Integridad Sexual. Igualmente, a requerimiento del Ministerio Público, por aplicación de lo dispuesto en el inciso final del artículo 4° de la mencionada ley.”.





En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados suprimió el artículo 31.

Al comenzar el estudio de esta materia, el  abogado de la Fundación Amparo y Justicia,  señor Diego Izquierdo, mencionó que la idea que subyace en la disposición que la Cámara de Diputados sugiere suprimir ya está recogida por el artículo 4° de la proposición de ley. 

- En virtud de lo anterior, la Comisión aprobó la supresión propuesta por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Harboe y Larraín.

Disposiciones transitorias

Artículo primero





En primer trámite constitucional, el Senado aprobó una primera disposición transitoria en que se precisa que la presente ley entrará en vigencia en el plazo de un año contado desde su publicación en el Diario Oficial.





En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados, sustituyó esta disposición por otra que estable una aplicación gradual de esta normativa. Su texto es el siguiente:





“Artículo primero.- La presente ley comenzará a regir en forma gradual, de conformidad con el artículo 77, inciso final, de la Constitución Política de la República, de acuerdo al cronograma que a continuación se indica:

Primera etapa: Entrará en vigencia transcurridos seis meses después de publicado en el Diario Oficial el reglamento a que alude el artículo 29, y comprenderá las regiones XV, I, II, VII, XI y XII. 

Segunda etapa: Entrará en vigencia transcurridos dieciocho meses después de publicado en el Diario Oficial el reglamento a que alude el artículo 29, y comprenderá las regiones III, IV, VIII, IX y XIV.

Tercera etapa: Entrará en vigencia transcurridos treinta meses después de publicado en el Diario Oficial el reglamento a que alude el artículo 29, y comprenderá las regiones V, VI, X y Metropolitana.”.

Al iniciarse el estudio de este asunto, el Honorable Senador señor Harboe hizo presente que, dado que en el precepto en debate no se hace mención a la recientemente creada Región de Ñuble, en conversaciones sostenidas con representantes del Ejecutivo se le ha señalado que su incorporación se hará en el proyecto de ley que también adecuará la ley N° 20.017.

Junto con confirmar esa información, el abogado del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos,  señor Castillo, explicó que la formulación de la norma transitoria tuvo como objeto acoger las inquietudes planteadas por algunos diputados, en orden a establecer una entrada en vigencia gradual de la iniciativa, dado que se trata de una política de largo aliento y es preciso que no haya riesgos de fracaso en su implementación. 

En ese contexto, relató, se tomaron en cuenta tres indicadores para determinar la incorporación progresiva de las regiones: cantidad de ingresos, entrevistadores requeridos y requerimientos de construcción de salas. 

Consignó que al momento de la presentación de la indicación que consideró tales criterios aún no se publicaba la ley que creó la Región de Ñuble y, por tal razón, no fue posible incluirla en el texto legal que ocupa a la Comisión. Sin embargo, como es necesario modificar la ley N° 20.017, para suplir la falta de jueces en esa zona, se aprovechará dicha instancia para corregir esa omisión, situándola probablemente en la segunda etapa de implementación de la preceptiva.

Connotó que la referida modificación legal se someterá al conocimiento del Congreso Nacional una vez que se complete la tramitación legislativa de la normativa en discusión y se publique en el Diario Oficial.

El Honorable Senador señor Harboe adelantó su voto a favor, en el entendido de que se ha dejado expresa constancia de la intervención precedente.

A su turno, el Honorable Senador señor Espina anunció su abstención en la presente votación, puesto que no ha tenido a la vista el detalle de los indicadores a que hizo mención el personero de Gobierno.

- Concluido el estudio de esta enmienda, la Comisión aprobó la sustitución propuesta por la Cámara de Diputados, por la mayoría de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Harboe y Larraín. Se abstuvo el Honorable Senador señor Espina.
Artículo segundo

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó un artículo segundo transitorio que dispone que sin perjuicio del plazo de entrada en vigencia dispuesto en el artículo precedente y, para los efectos de la implementación del sistema, la Policía de Investigaciones de Chile, Carabineros de Chile y el Ministerio Público adoptarán las medidas conducentes a la formación del primer grupo de entrevistadores, desde la publicación de esta ley, para que éstos puedan acceder al primer proceso de acreditación con anterioridad a su entrada en vigencia.

Agrega en su inciso segundo, que el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos podrá dar inicio al proceso de acreditación al cual hace mención la letra c) del artículo 27, desde la publicación de la presente ley.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó esta disposición por otra que dispone que sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, para los efectos de la implementación del sistema, la formación de los entrevistadores que habrán de disponer la Policía de Investigaciones de Chile, Carabineros de Chile y el Ministerio Público, y la construcción de salas de toma de entrevistas investigativas y de declaración judicial, como también para dar inicio al proceso de acreditación y para el desarrollo de las demás funciones que la presente ley le asigna al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, los artículos 19 y 20, y el Título IV, entrarán en vigencia en la fecha de publicación de esta ley.

Al explicar el sentido de este cambio, el abogado del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Ignacio Castillo, adujo que el objetivo de la disposición es anticipar recursos para poner en marcha las acciones destinadas a implementar el sistema que propone la normativa.

- En virtud de esta explicación, la Comisión recomienda aprobar la sustitución propuesta por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo tercero

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó una disposición que prescribe que el reglamento a que alude el artículo 26 de esta ley deberá dictarse dentro del plazo de cuatro meses contado desde su publicación.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados propone reemplazar la referencia al “artículo 26” por “artículo 29”.


Dado que se trata de una enmienda meramente de forma, la Comisión no objetó su procedencia.

- En consecuencia, aprobó la sustitución propuesta por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo cuarto

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó una disposición que establece que el mayor gasto que represente la aplicación de la presente ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo a las partidas presupuestarias respectivas y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público. En los años siguientes los recursos se consultarán en los presupuestos de cada partida presupuestaria.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados acordó sustituir esta disposición por otra que prescribe que el mayor gasto que represente la aplicación de la presente ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo a las partidas 03 Poder Judicial, 10 Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, y 23 Ministerio Público, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público. En los años siguientes, los recursos se consultarán en los presupuestos de las respectivas partidas presupuestarias.

Al comenzar el estudio de esta enmienda, el abogado del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Castillo explicó que en la Comisión de Hacienda de la Cámara Baja se solicitó aclarar a qué partidas se hacía referencia en el texto aprobado por el Senado. De ello nació la redacción que finalmente se refrendó en el segundo trámite constitucional. Asimismo, aclaró que este cambio no implica una alteración de los recursos destinados a este proyecto.

La Comisión acordó dejar constancia del reparo que en su oportunidad realizó la Corte Suprema, al informar el presente proyecto de ley. En efecto, en el oficio N° 130-2017, de fecha 16 de agosto de 17, se sostuvo lo siguiente en el considerando octavo, referido al financiamiento del proyecto:

“El artículo cuarto transitorio señala que  el  mayor gasto que represente la aplicación de la presente ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará  con cargo a la partida 03 del Poder Judicial. Consultada la Corporación Administrativa del Poder Judicial respecto del financiamiento del proyecto se expresó que no existen fondos asignados al Poder Judicial en el presupuesto del presente año como en el presupuesto proyectado para el año 2018, por lo cual debe ser aclarado en el proyecto su fuente de financiamiento, partidas y montos.”.

Con esa prevención, la propuesta de la Cámara de Diputados fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión.

- Acordado con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín.

- - -


En mérito de las resoluciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros que adoptéis los siguientes acuerdos respecto de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional:

Artículo 1°

Inciso primero

Aprobar el reemplazo propuesto

(Unanimidad 4 x 0).

Aprobar la eliminación sugerida

(Unanimidad 4 x 0).

Aprobar la sustitución propuesta

(Unanimidad 5 x 0).

Inciso segundo

Aprobar la eliminación sugerida

(Unanimidad 5 x 0).

Nuevo inciso cuarto

Aprobar la inclusión propuesta 

(Unanimidad 5 x 0).

Artículo 3°

Letra c)

Aprobar su reemplazo.

(Unanimidad 4 x 0).

Letra e)

Párrafo primero

Aprobar el reemplazo propuesto

(Unanimidad 5 x 0).

Párrafo segundo

Aprobar la supresión sugerida

(Unanimidad 4 x 0).

Aprobar la sustitución propuesta

(Unanimidad 5 x 0).

Aprobar la eliminación propuesta

(Unanimidad 4 x 0).

Nuevo párrafo tercero

Aprobar su incorporación

(Unanimidad 4 x 0).

Aprobar la incorporación de letra f)

(Unanimidad 4 x 0).

Artículo 4°

Inciso tercero

Aprobar su reemplazo

(Mayoría de votos. 4 por la afirmativa y 1 voto en contra).

Inciso quinto

Aprobar la sustitución propuesta

(Unanimidad 5 x 0).

Aprobar el reemplazo sugerido

(Unanimidad 5 x 0).

Aprobar la incorporación de la oración nueva

(Unanimidad 5 x 0).

Artículo 5°

Aprobar el reemplazo propuesto

(Unanimidad 5 x 0).

Aprobar la sustitución sugerida

(Unanimidad 5 x 0).

Artículo 7°

Inciso segundo

Aprobar el reemplazo propuesto

(Unanimidad 5 x 0).

Artículo 8 °

Aprobar la sustitución que propone

(Unanimidad 5 x 0).

Artículo 10

Inciso primero

Aprobar su sustitución

(Unanimidad 5 x 0).

Inciso segundo

Aprobarlo

(Unanimidad 3 x 0).

Incisos tercero, cuarto y quinto

Aprobarlos

(Unanimidad 3 x 0).

Artículo 11

Inciso primero

Aprobar la oración que se agrega

(Unanimidad 3 x 0).

Inciso segundo

Aprobar el reemplazo propuesto

(Unanimidad 5 x 0).

Inciso tercero

Aprobar su incorporación

(Unanimidad 3 x 0).

Artículo 12, nuevo

Aprobar su incorporación

(Mayoría de votos, 2 votos a favor y 1 en contra).

Artículo 12

(Artículo 13 de la Cámara de Diputados)

Inciso primero

Aprobar las enmiendas

(Unanimidad 5 x 0).

Inciso segundo

Aprobar el cambio de referencia

(Unanimidad 5 x 0).

Artículo 13

(Artículo 14 de la Cámara de Diputados)
Inciso segundo

Aprobar el reemplazo que propone

(Unanimidad 3 x 0).

Artículo 14

(Artículo 15 de la Cámara de Diputados)

Aprobar su sustitución

(Unanimidad 3 x 0).

Artículo 15

(Artículo 16 de la Cámara de Diputados)

Aprobar su reemplazo

(Unanimidad 3 x 0).

Artículo 16

(Artículo 17 de la Cámara de Diputados)

Inciso primero

Aprobar la sustitución propuesta

(Unanimidad 5 x 0).

Inciso cuarto

Aprobar los cambios propuestos

(Unanimidad 5 x 0).

Artículo 17

(Artículo 18 de la Cámara de Diputados)

Aprobar el reemplazo de este precepto

(Unanimidad 3 x 0).

Artículo 18

Aprobar su supresión

(Unanimidad 3 x 0).

Artículo 19

Inciso primero

Aprobar la frase intercalada

(Unanimidad 3 x 0).

Artículo 20

Aprobar su sustitución

(Unanimidad 3 x 0).

Artículo 21

de la Cámara de Diputados

Aprobar la enmienda propuesta

(Unanimidad 3 x 0).

Artículo 21

(Artículo 22 de la Cámara de Diputados)

Inciso segundo

Aprobar el reemplazo propuesto

(Unanimidad 5 x 0).

Artículo 22

(Artículo 23 de la Cámara de Diputados)

Aprobar la sustitución de este artículo

(Unanimidad 3 x 0).

Título III, nuevo

De la Cámara de Diputados

Artículo 24

De la Cámara de Diputados

Aprobarlo en los términos propuestos

(Unanimidad 4 x 0).

Artículo 25

De la Cámara de Diputados

Aprobarlo en los términos propuestos

(Unanimidad 4 x 0).

Artículo 26

De la Cámara de Diputados

Inciso primero

Aprobarlo en los términos sugeridos

(Unanimidad 4 x 0).

Inciso segundo

Aprobarlo en los términos propuestos

(Mayoría de votos, 3 a favor y 1 abstención).

Artículo 23

(Artículo 27 de la Cámara de Diputados)

Inciso primero

Aprobar la incorporación de la nueva oración

(Unanimidad 3 x 0).

Artículo 24

(Artículo 28 de la Cámara de Diputados)

Aprobar su reemplazo

(Unanimidad 4 x 0).

Artículo 25

Aprobar su incorporación como nuevo artículo 21 del proyecto.

(Unanimidad 4 x 0).

Artículo 26

(Artículo 29 de la Cámara de Diputados)

Inciso primero

Letras a) y c)

Aprobar los cambios propuestos

(Unanimidad 4 x 0).

Letra e)

Aprobar el reemplazo planteado

(Unanimidad 5 x 0).

Letra g), nueva

Aprobar su incorporación

(Unanimidad 4 x 0).

Inciso segundo

Aprobar su reemplazo

(Unanimidad 4 x 0).

Artículo 27

(Artículo 30 de la Cámara de Diputados)

Letra a)

Aprobar su reemplazo

(Unanimidad 3 x 0).

Letra b)

Aprobar su sustitución

(Unanimidad 3 x 0).

Letra c)

Aprobar su reemplazo

(Unanimidad 3 x 0).

Artículo 28

(Artículo 31 de la Cámara de Diputados)

Encabezamiento

Aprobar los reemplazos propuestos

(Unanimidad 3 x 0).

Letra d)

Aprobar el reemplazo propuesto

(Unanimidad 5 x 0).

Letra g)

Aprobar su sustitución

(Unanimidad 3 x 0).

Artículo 29

Aprobar su supresión

(Unanimidad 3 x 0)

Artículo 30

(Artículo 32 de la Cámara de Diputados)

Número 1

Aprobar su sustitución

(Unanimidad 3 x 0).

Número 2

De la Cámara de Diputados
Aprobar su incorporación

(Unanimidad 3 x 0).

Números 2 y 3

Del Senado

(Números 3 y 4 de la Cámara de Diputados)

Aprobar el cambio de numeración

(Unanimidad 3 x 0).

Número 4

Aprobar su supresión

(Unanimidad 3 x 0).

Número 5

Aprobar la supresión propuesta

(Unanimidad 3 x 0).

Artículo 31

Aprobar su supresión

(Unanimidad 3 x 0).

Disposiciones transitorias

Artículo primero

Aprobar su sustitución

(Mayoría de votos, 3 votos a favor y una abstención).

Artículo segundo

Aprobar su sustitución

(Unanimidad 4 x 0).

Artículo tercero

Aprobar el cambio de referencia propuesto

(Unanimidad 5 x 0).

Artículo cuarto

Aprobar su reemplazo

(Unanimidad 4 x 0).

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 4, 11 y 12 de septiembre, todas del año 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Araya Guerrero, Alberto Espina Otero, Alfonso De Urresti Longton, Felipe Harboe Bascuñán (Presidente) y Hernán Larraín Fernández.



Sala de la Comisión, a 20 de septiembre de 2017.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA UN SEGURO PARA EL ACOMPAÑAMIENTO DE NIÑOS Y NIÑAS QUE PADEZCAN LAS ENFERMEDADES QUE INDICA, Y MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA ESTOS EFECTOS

(11.281-13)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social informa acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en mensaje de la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, con urgencia calificada de “suma”.


Esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 9 de agosto de 2017 y una vez despachado el segundo informe de esta Comisión pasa a la Comisión de Hacienda, instancia que conocerá en su caso, conforme a lo dispuesto por la Sala en sesión de 20 de junio de 2017.

NORMAS DE QUÓRUM

Los artículos 1 a 30 y el artículo 40 contenidos en el artículo primero permanente, y los artículos segundo, tercero, sexto, séptimo, octavo y décimo transitorios deben ser aprobados con quórum calificado, por regular materias de seguridad social, en virtud de lo dispuesto en el párrafo segundo del Nº 18º del artículo 19 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso tercero, de la misma Carta Fundamental.

ASISTENCIA


A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus integrantes, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle; la Subsecretaria de Previsión Social, señora Jeannette Jara; el coordinador legislativo y el Jefe del Área Legislativa del mismo Ministerio, señores Francisco del Río y Ariel Rossel, respectivamente, acompañados por los asesores, señora Rocío Sabanegh, Patricio Godoy y Nicolás González, y los asesores de la Subsecretaria de Previsión Social, señores Pedro Contador, Roberto Barraza y Sergio Vargas; el Superintendente de Seguridad Social, señor Claudio Reyes, la Intendenta de Seguridad y Salud en el Trabajo, señora Pamela Gana y la Intendenta de Beneficios Sociales, señora Romy Schmidt; el asesor y la asesora en el Área de Coordinación Macroeconómica del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy y señora María Francisca Pérez; la coordinadora legislativa del Ministerio de Salud, señora Paulina Palazzo, acompañada por el asesor, señor Pablo Ríos y la asesora, señora Amaru Peraldi; la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Paola Fabres y el asesor del Consejo de la Infancia, señor Hermes Ortega. Las representantes de la Agrupación ONCOMAMÁS: señoras Evelyn Castillo, Beatriz Troncoso, Belén Díaz, Sharon Iger, Ivonne Valdés, Romina Buendía, Mónica Montenegro y Soledad Osorio; el asesor legislativo del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales; las asesoras de la Fundación Jaime Guzmán, señoras Mikaela Romero e Isidora Eyzaguirre; las asesoras legislativas del Instituto Igualdad, señoras Vanesa Salgado y Evelyn Pino; la abogada analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez; el asesor del Comité Partido Demócrata Cristiano, señor Gerardo Bascuñán. También estuvieron presentes el fotógrafo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Pablo Yovane y el periodista de TV Senado, señor Rodrigo Cruz.

-------

 
Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: del Artículo primero, los artículos 1, 2, 4, 9, 12, 16, 17, 19, 20, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 36, 37, 39, 40, 41, 42 y 44; el Artículo segundo; Artículos transitorios, el primero, el tercero, el cuarto, el quinto, el sexto, el octavo, el noveno y el décimo.

2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 7, 14, 15, 16, 18, 19, 20 a), 21, 27, 29 a), 30 a), 30 b), 30 c), 31 a), 31 b), 31 c), 31 d), 31 e), 31 f), 31 g), 32, 35 a), 36 a), 36 b), 38 a) y 38 b).

3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: 28 a), 33.

4.-
Indicaciones rechazadas: 8, 17, 20, 30 y 34.

5.-
Indicaciones retiradas: 

6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: 1, 2, 3, 4, 5, 6, 9, 10, 11, 12, 13, 22, 23, 24, 25, 26, 28, 29, 31, 35, 36, 37 y 38.

-------

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

PRONUNCIAMIENTO DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RESPECTO DE LAS INDICACIONES PRESENTADAS AL TEXTO APROBADO EN GENERAL

ARTÍCULO PRIMERO

ARTÍCULO 2

Personas protegidas por el Seguro


La letra b) de este artículo fue objeto de una enmienda formal, para darle mayor claridad al texto, en cuanto a quienes serán protegidos por el Seguro. Esta enmienda contó con el acuerdo de la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.


La discusión relativa a las personas que son excluidas de la protección del seguro fue la siguiente:

 
La Senadora señora Muñoz consultó respecto del ámbito de aplicación de la iniciativa, considerando que su artículo 2 establece que estarán sujetos al Seguro los funcionarios de los órganos de la Administración del Estado señalados en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, con exclusión de los funcionarios de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública sujetos al régimen previsional de las Cajas de Previsión de la Defensa Nacional y de Carabineros de Chile, del Congreso Nacional, del Poder Judicial, del Ministerio Publico, del Tribunal Constitucional, del Servicio Electoral, de la Justicia Electoral y demás tribunales especiales creados por ley.

 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, explicó que todos los funcionarios que pertenezcan a la administración del Estado estarán sujetos al seguro, con la sola excepción de los funcionarios de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública –toda vez que no cotizan para la ley de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales-, en el entendido que los funcionarios del Congreso Nacional, del Poder Judicial, del Ministerio Publico, del Tribunal Constitucional, del Servicio Electoral, de la Justicia Electoral y demás tribunales especiales creados por ley, no formarían parte de la administración del Estado, pero sí quedan sujetos al Seguro.

 
El Senador señor Larraín abogó por incorporar a los funcionarios de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública al seguro que establece el proyecto, considerando la hipótesis de discriminación que ello puede generar.

 
El Senador señor Letelier se manifestó propicio a evaluar la incorporación de los funcionarios de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, en cuyo caso debería establecerse el deber de cotizar para efectos de seguridad social, tal como ocurre con los trabajadores y funcionarios cubiertos por la iniciativa.

 
La Senadora señora Goic coincidió con dicha observación, sobre todo considerando la necesidad de proteger a los hijos de los funcionarios de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, enfatizó que la iniciativa no contiene ninguna norma que suponga una hipótesis de discriminación. Agregó que el seguro que contempla el proyecto surge de una cotización vinculada a la Ley de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, de modo que dicha circunstancia permite acotar el ámbito de aplicación del proyecto de ley en estudio. 

 
En consecuencia, añadió que, en las instancias respectivas, se evaluará la necesidad de introducir las reformas legales que permitan actualizar el sistema de pensiones de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, en lo que atañe a las normas que contempla el proyecto de ley en análisis.

Artículo 3

Beneficiarios del Seguro

Indicación 1

PROPONE ELEVAR LA EDAD MÁXIMA RESPECTO DE TODAS LAS CONTINGENCIAS

 
La indicación 1, del Senador señor Bianchi, propone que serán beneficiarios del seguro de acompañamiento el proyecto el padre y la madre de un niño o niña mayor de un año y menor de dieciocho años de edad, a diferencia del texto aprobado en general, que establece que debe tratarse de un niño o niña mayor de un año y menor de quince o dieciocho años de edad, según corresponda.

-------

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, se refirió al tope de edad que establece el proyecto.

 
Explicó que dicho límite operará en razón de la contingencia de que se trate, según el cual se distingue, atendido el monto del fondo y el universo de potenciales beneficiarios del seguro, que para los casos de cáncer, trasplante de órgano sólido y fase o estado terminal de la vida, serán causantes del beneficio los niños y niñas mayores de un año y menores de dieciocho años de edad, mientras que, ante el accidente grave con riesgo de muerte o de secuela funcional grave y permanente, serán causantes del beneficio los niños y niñas mayores de un año y menores de quince años de edad.

 
Dicha diferenciación, añadió, considera que los sistemas de salud pediátrica, y particularmente las licencias médicas por enfermedad de un hijo, cubren, en general, hasta los quince años, salvo en el caso del tratamiento del cáncer, en que la atención a los menores, en los centros de salud específicamente dispuestos para ello, sobrepasa dicha edad.


-La indicación 1 fue declarada inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, al establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado.

Artículo 5

Requisitos de acceso al Seguro

Letra a)

Indicación 2

PROPONE REBAJAR LA EXIGENCIA DE LAS COTIZACIONES PREVISIONALES REGISTRADAS DE LOS TRABAJADORES DEPENDIENTES PARA ACCEDER AL SEGURO, DE OCHO A CUATRO

 
La indicación 2, del Senador señor Navarro, modifica las normas para acceder al seguro de acompañamiento que propone el proyecto, al establecer que, entre otros requisitos, los trabajadores dependientes deberán registrar, a lo menos, cuatro cotizaciones previsionales mensuales, continuas o discontinuas, en los últimos veinticuatro meses anteriores a la fecha de inicio de la licencia médica.

 
-La indicación 2 fue declarada inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, al establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado.

Letra b)

Indicación 3

PROPONE REBAJAR LA EXIGENCIA DE LAS COTIZACIONES PREVISIONALES REGISTRADAS DE LOS TRABAJADORES INDEPENDIENTES PARA ACCEDER AL SEGURO, DE DOCE A SEIS

 
La indicación 3, del Senador señor Navarro, establece que los trabajadores independientes que accedan al seguro deberán contar, entre otros requisitos, con a lo menos seis cotizaciones previsionales mensuales, continuas o discontinuas, en los últimos veinticuatro meses anteriores al inicio de la licencia médica.

 
-La indicación 3 fue declarada inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, al establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado.

Artículo 6

Requisitos de acceso al seguro para el trabajador temporal cesante

Letra a)

Indicación 4

PROPONE REBAJAR LOS MESES DE AFILIACIÓN PREVISIONAL, DE DOCE A SEIS

 
La indicación 4, del Senador señor Navarro, modifica los requisitos de acceso al seguro para el trabajador temporal cesante, al establecer que, entre otros requisitos, deberá tener seis o más meses de afiliación previsional con anterioridad a la fecha de inicio de la licencia médica.

 
-La indicación 4 fue declarada inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, al establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado.

Letra b)

Indicación 5

PROPONE REBAJAR EL REGISTRO DE COTIZACIONES PREVISIONALES MENSUALES, DE OCHO A CUATRO

 
La indicación 5, del Senador señor Navarro, establece, entre los requisitos de acceso al seguro para el trabajador temporal cesante, que deberá registrar, a lo menos, cuatro cotizaciones previsionales mensuales, continuas o discontinuas, en calidad de trabajador dependiente, en los ultimes veinticuatro meses anteriores a la fecha de inicio de la licencia médica.

 
-La indicación 5 fue declarada inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, al establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado.

Letra c)

Indicación 6

PROPONE SUPRIMIR LA EXIGENCIA DE QUE LAS TRES ÚLTIMAS COTIZACIONES CORRESPONDAN A LOS OCHO MESES ANTERIORES AL INICIO DE LA LICENCIA

 
La indicación 6, del Senador señor Navarro, establece, entre los requisitos de acceso al seguro para el trabajador temporal cesante, que las tres últimas cotizaciones registradas, dentro de los meses anteriores al inicio de la licencia médica, deberán ser en virtud de un contrato a plazo fijo o por obra, trabajo o servicio determinado.

 
-La indicación 6 fue declarada inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, al establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado.

Artículo 7

Contingencias protegidas

Inciso primero

Letra c)

Desahucio o estado terminal

Indicación 7

PROPONE NUEVA DENOMINACIÓN “FASE O ESTADO TERMINAL DE LA VIDA”

 
La indicación 7, de la Presidenta de la República, propone reemplazar, en la letra c) del artículo 7 aprobado en general, la expresión “desahucio o estado terminal” por “fase o estado terminal de la vida”.

 
La Senadora señora Goic coincidió con el contenido de la indicación, toda vez que considera las observaciones de las organizaciones que expusieron ante la Comisión respecto de los conceptos que resulta adecuado utilizar ante las contingencias que generan la fase terminal de la vida.

 
En el mismo sentido, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, luego de coincidir con dicha observación, explicó que la propuesta introduce un perfeccionamiento de carácter técnico al proyecto, considerando los conceptos utilizados por los Comités de Ética Médica, contenidos en la ley N° 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud.

 
El Senador señor Larraín consultó acerca de la diferencia existente entre las nociones de “fase” y “estado”.

 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, explicó que tanto los Comités de Ética Médica, como la literatura especializada, utilizan indistintamente las expresiones “fase terminal” y “estado terminal”, de modo que no existe una diferencia entre ambas.


-Puesta en votación la indicación 7, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Larraín.

Indicación 8

PROPONE ESPECIFICAR QUE SE TRATA DE UN DESAHUCIO MÉDICO

 
La indicación 8, del Senador señor Bianchi, agrega, en la letra c) del artículo 7 aprobado en general, dentro del concepto de condición grave de salud, luego de la palabra “Desahucio” el vocablo “médico”.

 
-Puesta en votación la indicación 8, fue rechazada la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Larraín.

Indicación 9

PROPONE INCORPORAR OTRA CONTINGENCIA, REFERIDA A LAS ENFERMEDADES PSIQUIÁTRICAS CON GRAVE PRONÓSTICO

 
La indicación 9, del Senador señor Navarro, incorpora, dentro de las condiciones graves de salud que dan origen al seguro de acompañamiento, las enfermedades psiquiátricas con grave pronóstico.

 
La Senadora señora Goic afirmó que, sin perjuicio de la necesidad de analizar la incorporación de nuevas contingencias una vez que la iniciativa se encuentre vigente, en atención a su sustento financiero, se debe considerar que, en un primer momento, el proyecto surgió como una forma de atender a los menores que padecen cáncer, y, posteriormente, fueron agregadas otras patologías.

 
El Senador señor Letelier abogó por incorporar una serie de patologías graves, de menor ocurrencia que enfermedades como el cáncer, que igualmente requieren del acompañamiento de los padres a los menores que las padecen. Sobre el particular, consultó el criterio utilizado por el Ejecutivo para determinar las contingencias cubiertas por el seguro que establece el proyecto.

 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, explicó que, efectivamente, la iniciativa surgió en un primer momento a raíz de la necesidad de asegurar el acompañamiento de los menores que padecen cáncer, siendo ampliada, posteriormente, a otras contingencias. A ese respecto, explicó que el criterio utilizado considera la necesidad de promover el cuidado de los padres para la recuperación de los hijos y que, además, éstos puedan retornar al mercado laboral, lo que exige que se trate de una contingencia de carácter transitorio.

 
Tratándose de la causal consistente en la fase o estado terminal de la vida, explicó que se trata de una hipótesis distinta de las reseñadas precedentemente, siendo incorporada a la iniciativa por razones de carácter humanitario.

 
En cuanto a los accidentes de carácter grave, expuso que se trata de una contingencia de carácter externo, distinta de una enfermedad, de frecuente ocurrencia en menores de quince años de edad, lo que requiere un período de recuperación que frecuentemente se verifica en el hogar.


-La indicación 9 fue declarada inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, al establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado.

Nota: La Biblioteca del Congreso Nacional hizo entrega a la Comisión de un documento sobre “Enfermedades graves y permanentes en menores de más de 1 año y menores de 18”, cuyo texto se puede consultar en la página web del Senado, vinculado al Boletín N° 11281-13, en “Presentaciones ante Comisión”.

Indicación 10

 PROPONE INCORPORAR OTRA CONTINGENCIA, REFERIDA AL EMBARAZO DE RIESGO EN ADOLESCENTES MENORES DE 15 AÑOS

 
La indicación 10, del Senador señor Navarro, agrega, dentro de las condiciones graves de salud que dan origen al seguro de acompañamiento, el embarazo de riesgo en adolescentes menores de 15 años.

 
-La indicación 10 fue declarada inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, al establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado.

Indicación 11

PROPONE INCORPORAR OTRA CONTINGENCIA, REFERIDA A LAS ENFERMEDADES RARAS QUE REQUIERAN TRASLADO PARA DIAGNÓSTICO O TRATAMIENTO FUERA DE LA REGIÓN DE RESIDENCIa

 
La indicación 11, del Senador señor Navarro, añade, dentro de las condiciones graves de salud que dan origen al seguro de acompañamiento, a las enfermedades raras que requieran traslado para diagnóstico o tratamiento fuera de la Región de residencia.

 
-La indicación 11 fue declarada inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, al establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado.

Inciso segundo del artículo 7

Causantes del beneficio

Indicación 12

PROPONE SUPRIMIR EL INCISO QUE ESPECIFICA LOS CAUSANTES DEL BENEFICIO

 
La indicación 12, del Senador señor Navarro, suprime el inciso segundo del artículo 7 aprobado en general por el Senado.

 
Dicha disposición establece que en caso de cáncer, trasplante de órgano sólido y desahucio o estado terminal, serán causantes del beneficio los niños y niñas mayores de un año y menores de dieciocho años de edad, mientras que en el último caso serán causantes del beneficio los niños y niñas mayores de un año y menores de quince años de edad.

 
-Esta indicación fue declarada inadmisible por la Presidenta de la Comisión.

Indicación 13

PROPONE SUSTITUIR EL INCISO PARA AMPLIAR A TODAS LAS CONTINGENCIAS LOS MENORES DE 18 AÑOS

 
La indicación 13, del Senador señor Bianchi, reemplaza el inciso segundo del artículo 7 aprobado en general por el Senado, para establecer que serán causantes del beneficio los niños y niñas mayores de un año y menores de dieciocho años de edad.

 
-La indicación 13 fue declarada inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, al establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado.

Artículo 8

Condiciones de acceso en caso de cáncer

Letra a)

Indicación 14

PROPONE AGREGAR LAS ETAPAS DE TRATAMIENTO Y SEGUIMIENTO EN LAS GARANTÍAS EXPLÍCITAS EN SALUD

 
La indicación 14, de la Presidenta de la República, agrega, dentro de las condiciones de acceso y acreditación en caso de cáncer, que la condición de salud del niño o niña forme parte de las patologías consideradas dentro de las Garantías Explícitas en Salud establecidas en la ley N° 19.966 y sus reglamentos, en sus etapas de sospecha, confirmación diagnóstica, tratamiento, seguimiento y recidiva.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, explicó que, al añadir las etapas de tratamiento y seguimiento, es posible vincular la iniciativa con las Garantías Explícitas en Salud establecidas en la ley N° 19.966 y sus reglamentos.


-Puesta en votación la indicación 14, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Larraín.

Artículo 10

Condiciones de acceso en caso de desahucio o estado terminal

Inciso primero

Indicación 15

PROPONE NUEVA DENOMINACIÓN “FASE O ESTADO TERMINAL DE LA VIDA”

 
La indicación 15, de la Presidenta de la República, establece, dentro de las condiciones de acceso al seguro, que éste operará en caso de fase o estado terminal de la vida, y no ante el desahucio o estado terminal.

 
-Puesta en votación la indicación 15, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Larraín.

Indicación 16

PROPONE NUEVA DENOMINACIÓN “FASE O ESTADO TERMINAL DE LA VIDA”

 
La indicación 16, de la Presidenta de la República, propone reemplazar, en el artículo 10 aprobado en general, las expresiones “El desahucio o estado terminal” por “La fase o estado terminal de la vida”.

 
-Puesta en votación la indicación 16, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Larraín.

Indicación 17

PROPONE ESPECIFICAR QUE SE TRATA DE UN DESAHUCIO MÉDICO

 
La indicación 17, del Senador señor Bianchi, propone agregar, en el artículo 10 aprobado en general, después de la palabra “desahucio”, el vocablo “médico”, las dos veces que aparece.

 
-Puesta en votación la indicación 17, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Larraín.

Indicación 18

PROPONE ESPECIFICAR QUE EL FIN DE LA FASE O ESTADO TERMINAL ES LA MUERTE INMINENTE

La indicación 18, de la Presidenta de la República, relativo a las condiciones de acceso al seguro en caso de fase o estado terminal de la vida, propone establecer que la fase o estado terminal de la vida es aquella condición de salud en que no existe recuperación de la salud del niño o niña y su término se encuentra determinado por la muerte inminente.

 
-Puesta en votación la indicación 18, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Larraín.

Inciso segundo del artículo 10

Condiciones de acceso y acreditación de la fase o estado terminal

Letra a)

Indicación 19

PROPONE NUEVA DENOMINACIÓN “FASE O ESTADO TERMINAL DE LA VIDA”

 
La indicación 19, de la Presidenta de la República, propone sustituir, en la letra a) del artículo 10 aprobado en general, la expresión “desahucio o estado terminal” por “fase o estado terminal de la vida”.

 
La Senadora señora Goic propuso revisar las funciones de los Comités de Ética Asistencial, particularmente respecto del carácter vinculante del informe que debe emitir para ratificar la fase o estado terminal de la vida.

 
-Puesta en votación la indicación 19, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Larraín.

Indicación 20

PROPONE ESPECIFICAR QUE SE TRATA DE UN DESAHUCIO MÉDICO


La indicación 20, del Senador señor Bianchi, agrega, en la letra a) del artículo 10 aprobado en general, después de la palabra “desahucio”, el vocablo “médico”.

 
-Puesta en votación la indicación 20, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Larraín.

Indicación 20 a)

PROPONE QUE EL INFORME O DECLARACIÓN ESCRITA DEL MÉDICO TRATANTE SEA ACOMPAÑADA DE LA OPINIÓN DEL COMITÉ DE ÉTICA ASISTENCIAL


La indicación 20 a), de la Presidenta de la República, propone sustituir la ratificación del informe o declaración del médico tratante que acredite la condición de salud del niño o niña por el Comité de Ética Asistencial por el acompañamiento de tal informe o declaración de la opinión de dicho Comité.

 
El Senador señor Letelier consultó acerca de la terminología utilizada en la ley N° 20.584 y su reglamento, respecto de la actuación de los Comités de Ética.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, expuso que la ley N° 20.584 establece que los Comités de Ética emiten una opinión, de modo tal que la expresión utilizada en la indicación atiende a dicha nomenclatura.

 
-Puesta en votación la indicación 20 a), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Letelier.

Artículo 11

Condiciones de acceso en caso de accidente grave

Letra a)

Número 2)

Alto riesgo vital

Indicación 21

PROPONE SUPRIMIR EL CALIFICATIVO QUE IMPLIQUE ALTO RIESGO VITAL, DADO QUE EL RIESGO VITAL NO SERÍA GRADUABLE

 
La indicación 21, de la Presidenta de la República, elimina, dentro de las condiciones de acceso al seguro en caso de accidente grave, el alto riesgo vital o de secuela funcional severa y permanente que requiera rehabilitación intensiva para su recuperación del cuadro clínico.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, explicó que la propuesta del Ejecutivo apunta a establecer un perfeccionamiento de carácter técnico, considerando que el riesgo vital no es un estado graduable.

 
-Puesta en votación la indicación 21, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Larraín.

Indicación 22

PROPONE AGREGAR ARTÍCULO NUEVO, REFERIDO A LAS CONDICIONES DE ACCESO EN CASO DE ENFERMEDADES PSIQUIÁTRICAS CON GRAVE PRONÓSTICO


La indicación 22, del Senador señor Navarro, propone introducir, a continuación del artículo 11 aprobado en general, un artículo nuevo.

 
Dicha disposición regula las condiciones de acceso en caso de enfermedades psiquiátricas con grave pronóstico, en cuyo caso la condición de acceso y acreditación será una licencia médica extendida por el médico tratante en enfermedades tales como ideación suicida activa, depresión moderada a grave, abuso de sustancias psicoactivas u otras que impliquen alto riesgo vital o de secuela funcional severa y permanente y/o que requiera rehabilitación intensiva para su recuperación.

 
-La indicación 22 fue declarada inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, al establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado.

Indicación 23

PROPONE AGREGAR ARTÍCULO NUEVO, REFERIDO A LAS CONDICIONES DE ACCESO EN CASO DE EMBARAZO DE RIESGO EN ADOLESCENTES

 
La indicación 23, del Senador señor Navarro, incorpora las condiciones de acceso en caso de embarazo de riesgo en adolescentes, en cuyo caso se deberá acreditar que la niña tenga menos de 15 años de edad, junto a una acreditación médica extendida por el médico tratante.

 
-La indicación 23 fue declarada inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, al establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado.

Indicación 24

PROPONE AGREGAR ARTÍCULO NUEVO, REFERIDO A LAS CONDICIONES DE ACCESO EN CASOS QUE REQUIERAN TRASLADO PARA DIAGNÓSTICO O TRATAMIENTO FUERA DE LA REGIÓN DE RESIDENCIA

 
La indicación 24, del Senador señor Navarro, contempla las condiciones de acceso en casos que requieran traslado para diagnóstico o tratamiento fuera de la Región de residencia.

 
En dicha hipótesis, se deberá dar cuenta del informe o la declaración escrita expedida por el médico tratante que acredite que el niño o niña se encuentra afectado por un cuadro clínico que requiere traslado para diagnóstico o tratamiento; un documento o certificado que acredite que el niño o niña se encuentra hospitalizado o sujeto a un proceso de rehabilitación fuera de la Región de residencia; y una licencia médica extendida por el médico tratante.

 
-La indicación 24 fue declarada inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, al establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado.

Artículo 13

Licencia médica

Inciso tercero

Otorgamiento de licencia médica por accidente grave del menor

Indicaciones 25 y 26

PROPONEN ELIMINAR LA REGULACIÓN DE LA LICENCIA POR ACCIDENTE GRAVE

 
Las indicaciones 25 y 26, de los Senadores señor Navarro y Bianchi, respectivamente, proponen eliminar el inciso tercero del artículo 13 aprobado en general.

 
Dicha disposición establece que en el caso de fase o estado terminal de la vida, la licencia médica sólo podrá otorgarse a partir del día décimo primero de ocurrido el accidente.

 
La Senadora señora Goic afirmó que la indicación resulta inadmisible, toda vez que modifica la forma y el plazo en que se cumple con un beneficio de seguridad social, sin perjuicio que, además, genera impacto en materia de administración financiera del Estado.

 
El Senador señor Larraín sostuvo que, en general, el régimen de inadmisibilidad de indicaciones debe ser interpretado restrictivamente, sobre todo considerando que, al eliminar la facultad de presentar propuestas para suprimir un texto del Ejecutivo, se reduce excesivamente el ámbito de las iniciativas parlamentarias.

 
-La Presidenta de la Comisión declaró inadmisibles las indicaciones 25 y 26 en virtud de lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, al establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado.

Artículo 14

Duración del permiso

Inciso tercero

Indicación 27

PROPONE NUEVA DENOMINACIÓN “FASE O ESTADO TERMINAL DE LA VIDA”

 
La indicación 27, de la Presidenta de la República, sustituye, en el inciso tercero del artículo 14 aprobado en general, la expresión “desahucio o estado terminal” por “fase o estado terminal de la vida”.

 
-Puesta en votación la indicación 27, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Larraín.

Artículo 15

Regla especial de uso del permiso para la persona que tenga el cuidado personal por resolución judicial

Indicación 28

PROPONE UN ARTÍCULO QUE CONSIGNE REGLAS ESPECIALES PARA EL USO DEL PERMISO Y EL TRASPASO DEL PERMISO

 
La indicación 28, de la Senadora señora Goic, sustituye el artículo 15 aprobado en general.

 
Dicha propuesta establece las reglas especiales para el uso del permiso, de modo que, cuando ambos padres sean trabajadores con derecho a las prestaciones del seguro, cualquiera de ellos podrá traspasar al otro, hasta la mitad del período máximo de permiso que le corresponde.

 
Añade que en los casos que el padre y la madre sean trabajadores con derecho a las prestaciones del Seguro, y uno de ellos tenga el cuidado personal del hijo o hija otorgado por resolución judicial, este último tendrá derecho a la totalidad del período de permiso que corresponde a ambos padres. Sin perjuicio de lo anterior, condigna que el padre o madre que tenga el cuidado personal del hijo o hija podrá igualmente traspasar hasta mitad del período total que le corresponde, al otro padre o madre.

 
Asimismo, dispone que la decisión de traspaso del permiso deberá ser comunicada al empleador del padre o la madre que hará uso del permiso, a la entidad pagadora del subsidio y a las demás instituciones y entidades encargadas de la gestión del Seguro, en la forma y plazos que establezca el procedimiento fijado por la Superintendencia de Seguridad Social. Con todo, prescribe que la decisión de traspaso deberá ser informada, a lo menos, con 30 días de anticipación a la fecha de inicio del período traspasado.

 
Finalmente, establece que cuando opere el traspaso del permiso, el subsidio a que dé lugar se calculará sobre la base de las remuneraciones, rentas o subsidios que correspondan al padre o madre que haga uso efectivo del permiso de conformidad a las normas dispuestas en los artículos 16 y siguientes del proyecto en estudio.

-------

 
El Senador señor Larraín abogó por establecer los mecanismos para que ambos padres puedan definir la forma en que ejercen el permiso que establece el proyecto, en aplicación del principio de corresponsabilidad parental, considerando las condiciones más adecuadas y flexibles a sus condiciones específicas, tal como fue expuesto por la agrupación ONCOMAMÁS durante el análisis en general de la iniciativa.

 
Por otra parte, manifestó que se debe considerar aquellos casos en que existe un solo jefe de hogar, lo que exige determinar la normativa aplicable en dicha hipótesis, sobre todo en atención al principio del interés superior del niño.

 
Seguidamente, la Senadora señora Goic afirmó que la indicación apunta a conciliar la corresponsabilidad parental con el impacto que la norma puede generar en el mercado del trabajo, particularmente para las madres trabajadoras. En ese sentido, sostuvo que resulta adecuado permitir el traspaso de una parte del permiso, por parte del padre a la madre, o viceversa, dependiendo de la realidad de cada familia.

 
La Senadora señora Muñoz puntualizó que la corresponsabilidad parental debe considerar el apego natural de los menores hacia las madres trabajadoras, particularmente ante enfermedades o contingencias. Asimismo, abogó por hacer prevalecer dicho objetivo con el interés superior de los niños.

 
La asesora en el Área de Coordinación Macroeconómica del Ministerio de Hacienda, señora María Francisca Pérez, luego de compartir la necesidad consistente en que los trabajadores puedan distribuir el permiso, atendiendo a las características específicas del grupo familiar, sostuvo que ello puede generar un mayor impacto en la contratación laboral de mujeres trabajadoras, lo que resulta particularmente complejo considerando sus bajas tasas de participación laboral. 

 
Asimismo, respecto de aquellos casos en que existe un solo jefe de hogar trabajador, sostuvo que el proyecto configura una modificación legal que surge desde el ámbito propio del derecho del trabajo, de modo tal que, en principio, no podría traspasar el permiso a un tercero que no cumple tal condición.


-La indicación 28 fue declarada inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, al establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado.





Posteriormente, la Sala del Senado fijó un nuevo plazo para presentar indicaciones y el Ejecutivo formuló la indicación 28 a).

Indicación 28 a)

PROPONE UN ARTÍCULO QUE CONSIGNE REGLAS ESPECIALES PARA EL USO DEL PERMISO Y EL TRASPASO DEL PERMISO





La indicación 28 a) formulada por la Presidenta de la República recoge la propuesta de la Senadora señora Goic consignada en la indicación 28.

 
La Senadora señora Goic consultó acerca las razones que explican el plazo de 30 días que propone la indicación en estudio, para efectos de comunicar a la entidad pagadora del subsidio y a aquellas gestoras del seguro respecto de la decisión de traspasar el permiso que establece el proyecto.

 
En la misma línea, el Senador señor Letelier abogó por evitar que el incumplimiento del plazo de 30 días que contempla la indicación en estudio impida, en la práctica, el ejercicio de un derecho emanado del sistema de protección social, a propósito de la emisión de una licencia médica.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, explicó que el plazo de 30 días que contempla la indicación considera la duración de las licencias médicas que utiliza, en un primer momento, el padre o la madre trabajadora, para efectos de que el empleador pueda adoptar, oportunamente, las medidas que estime necesarias ante la ampliación de dicho instrumento.

 
Asimismo, sostuvo que el seguro surge de un seguro colectivo formado por los aportes de todos los trabajadores, lo que requiere conocer y evaluar el funcionamiento del instrumento que contempla la iniciativa, mediante el deber de informar a los organismos que señala la indicación en estudio, sin que su incumplimiento condicione el ejercicio de un derecho propio de la seguridad social.

 
Seguidamente, propuso establecer, en consideración a la organización que adoptan las familias ante la contingencia que deben enfrentar, un plazo de 5 días hábiles para efectos de informar al empleador o a las entidades pagadoras y administradora del seguro, por el traspaso del permiso que establece el proyecto, según se trate de trabajadores dependientes o independientes, respectivamente.

 
El Superintendente de Seguridad Social, señor Claudio Reyes, explicó que, por regla general, el sistema de funcionamiento de las licencias médicas establece que el deber de informar a las respectivas entidades se realiza por intermedio del empleador, salvo que se trate del traspaso del permiso que contempla la indicación en estudio.

 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, manifestó que el deber de informar a la entidad pagadora del subsidio, y a las demás instituciones y entidades encargadas de la gestión del Seguro, se explica por el tipo de procedimiento que opera para el pago de las respectivas licencias médica y la necesidad de informar, a las entidades gestoras, por el traspaso del permiso que establece el proyecto, particularmente en aquellos casos en que los padres se encuentren afiliados a dos mutuales distintas.

 
La asesora en el Área de Coordinación Macroeconómica del Ministerio de Hacienda, señora María Francisca Pérez, agregó que en aquellos casos en que existen dos mutuales distintas, se debe proceder a informar a estas instituciones, de modo de permitir el pago de las prestaciones y los ajustes que debe adoptar el empleador.

 
El Senador señor Larraín, luego de manifestar su voluntad de aprobar la propuesta en estudio, dejó constancia de la necesidad de proteger el principio de corresponsabilidad parental y el principio del interés superior del niño, para efectos del tope de un tercio del período máximo del permiso, lo que requiere establecer un mayor grado de flexibilidad en el ejercicio del derecho que establece el proyecto.
 
-Puesta en votación la indicación 28 a), fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

ARTÍCULO 16

Subsidio

SE ANALIZÓ LA PROBLEMÁTICA DE GARANTIZAR EL PAGO TOTAL DE LAS REMUNERACIONES DE LOS FUNCIONARIOS DEL SECTOR PÚBLICO





Este artículo no fue objeto de indicaciones. 

 
La Senadora señora Muñoz, a propósito del artículo 16 del proyecto, abogó por garantizar el pago total de las remuneraciones para los funcionarios del sector público que ejercieren el derecho que establece el proyecto.

 
El Senador señor Larraín coincidió con dicha observación, considerando que la iniciativa contiene un tope respecto de las remuneraciones que estuvieren percibiendo los funcionarios públicos que ejercieren el permiso. Al efecto, advirtió que se deben considerar las consecuencias que generó, para nuestro país, la normativa que modificó el Código del Trabajo para establecer el permiso post-natal parental.

 
En el mismo sentido, el Senador señor Letelier subrayó la necesidad de evitar una afectación de los derechos de los trabajadores, tal como ocurriría al establecer un tope para el nivel de las remuneraciones a raíz del ejercicio del seguro que contempla el proyecto de ley en estudio.

 
Asimismo, la Senadora señora Goic, en la misma línea, indicó que se debe evitar una disminución de las remuneraciones que íntegramente deben percibir los funcionarios del sector público, en el entendido que se trata de un derecho adquirido de los trabajadores.

 
La Intendenta de Beneficios Sociales, señora Romy Schmidt, explicó que, en los términos contenidos en la iniciativa, los funcionarios del sector público no tendrían derecho a la continuidad en el nivel de sus remuneraciones durante el uso del subsidio, a diferencia de similares instrumentos que establece nuestro ordenamiento.

 
En razón de lo anterior, el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, dio cuenta de la voluntad del Ejecutivo, consistente en evaluar la posibilidad de garantizar la continuidad “remuneracional” de los funcionarios que acceden al subsidio que establece la iniciativa.

 
Asimismo, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, explicó que los trabajadores del sector privado no accederán a una remuneración integra, de modo que eliminar el tope aplicable al sector público no constituye un detrimento en comparación con aquellos trabajadores.

Artículo 18

Tope del subsidio

Inciso primero

Indicación 29

PROPONE ELIMINACIÓN DE FRASE Y CONFIGURA EL MONTO DEL SUBSIDIO EQUIVALENTE AL 100% DE LAS REMUNERACIONES O RENTAS POR LA TOTALIDAD DEL PERMISO

 
La indicación 29, de la Senadora señora Goic, propone eliminar, en el inciso primero del artículo 18 aprobado en general, que el monto del subsidio equivale a los días que correspondan a la primera mitad de los períodos de duración máxima del permiso establecido en el artículo 14, en cuyo caso equivaldrá al 100% de las remuneraciones o rentas netas del trabajador o trabajadoras calculadas de acuerdo al procedimiento establecido en los artículos 16 y 17.

 
-La indicación 29 fue declarada inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, al establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado.


La Sala del Senado, el 6 de septiembre de 2017 estableció un nuevo plazo para formular indicaciones y el Ejecutivo hizo presente la indicación 29 a).

Indicación 29 a)

PROPONE ELIMINACIÓN DE FRASE Y CONFIGURA EL MONTO DEL SUBSIDIO EQUIVALENTE AL 100% DE LAS REMUNERACIONES O RENTAS POR LA TOTALIDAD DEL PERMISO


La indicación 29 a) de la Presidenta de la República coincide con el texto de la indicación 29 que había formulado la Senadora señora Goic.

 
-Puesta en votación la indicación 29 a), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Inciso segundo

Indicación 30

PROPUESTA VINCULADA CON LA INDICACIÓN 29

 
La indicación 30, de la Senadora señora Goic, propone suprimir el inciso segundo del artículo 18 aprobado en general.

 
Dicha disposición establece que el monto del subsidio por el tiempo restante para completar el plazo máximo de duración del permiso corresponderá al 80% de las remuneraciones o rentas netas del trabajador o trabajadora, calculadas de la misma forma indicada en el inciso primero del artículo 18 aprobado en general.

 
-Puesta en votación la indicación 30, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Larraín.

Indicación 30 a)

PROPONE LA ELIMINACIÓN DEL INCISO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 18, EN VINCULACIÓN CON LA INDICACIÓN 29 A)


El Ejecutivo, en el nuevo plazo establecido para presentar indicaciones, formuló la indicación 30 a), que propone suprimir el inciso segundo del artículo 18.

 
-Puesta en votación la indicación 30 a), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Artículo 21

Proceso de calificación médica del otorgamiento del seguro

Inciso primero

Indicación 30 b)


La Presidenta de la República, mediante la indicación 30 b), efectúa una precisión en la denominación de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez.

 
-Puesta en votación la indicación 30 b), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Inciso segundo

Indicación 30 c)

 
La Presidenta de la República, mediante la indicación 30 c), efectúa una precisión en la denominación de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez.

 
-Puesta en votación la indicación 30 c), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Inciso tercero

Indicación 31

PROPONE QUE LA COMPIN SE PRONUNCIE EN UN PLAZO MENOR

 
La indicación 31, del Senador señor Navarro, propone sustituir el inciso tercero del artículo 21 aprobado en general, para establecer que la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez dispondrá de un plazo de cinco días hábiles para revisar la licencia médica y los demás antecedentes y pronunciarse sobre la procedencia del permiso. Añade que dicho plazo será prorrogable, mediante resolución fundada, por tres días hábiles más, y, de no ser observada dentro de estos plazos, la licencia médica se entenderá aprobada.

-La indicación 31 fue declarada inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, toda vez que recae en una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, al determinar las funciones o atribuciones de un servicio público.

Indicación 31 a)


La Presidenta de la República, mediante la indicación 31 a), efectúa una precisión en la denominación de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez.

 
-Puesta en votación la indicación 31 a), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Inciso cuarto y final

Indicación 31 b)


La Presidenta de la República, por medio de la indicación 31 b) efectúa una precisión en la denominación de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez y agrega que las licencia médicas autorizadas deberán comunicarse -además de la entidad pagadora- a la Superintendencia de Seguridad Social.

 
El Senador señor Letelier sostuvo que el proceso de calificación que establece el artículo 21 del proyecto debe apuntar a proteger al beneficiario del proyecto, particularmente considerando las falencias que se han detectado en el funcionamiento de las COMPIN ante el rechazo injustificado de licencias médicas que se han extendido correctamente.

 
En el mismo sentido, el Senador señor Larraín abogó por mejorar el funcionamiento de las COMPIN, considerando las falencias que se han detectado en los procedimientos de calificación de licencias médicas.

 
El Superintendente de Seguridad Social, señor Claudio Reyes, sostuvo que las licencias no observadas se entienden aprobadas, tal como consta en la indicación en estudio, sin perjuicio de los procedimientos de reclamación que establece la ley.

 
La Intendenta de Beneficios Sociales, señora Romy Schmidt añadió que la calificación de las respectivas licencias médicas depende de un procedimiento reglado que contempla sanciones ante su emisión fraudulenta.

 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy explicó que la calificación médica, en las contingencias que contempla el proyecto, permite certificar adecuadamente las enfermedades que dan origen al seguro. Asimismo, añadió que el proyecto contempla el fortalecimiento institucional y el financiamiento que requiere la implementación del subsidio.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, coincidió con dichas observaciones; luego, dio cuenta de la voluntad del Ejecutivo para introducir las mejoras al funcionamiento del seguro que contempla el proyecto, tal como, afirmó, consta en su artículo 39, que establece que, por resolución anual de la Superintendencia de Seguridad Social, visada por la Dirección de Presupuestos, se establecerán los montos asignados para los gastos de administración entre las instituciones y entidades participantes de su gestión, administración y fiscalización.

 
-Puesta en votación la indicación 31 b), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

ARTÍCULO 35

Término del contrato de administración del Fondo

Indicación 31 c)




La Presidenta de la República, conforme la indicación 31 c) propone agregar al artículo 35 un inciso final con el objetivo de regular el término anticipado del contrato de administración del Fondo. 




Se dispone la obligación para la Superintendencia de Seguridad Social de adoptar las providencias necesarias para dar continuidad operativa a la prestación de servicios y convocar a una nueva licitación.

 
-Puesta en votación la indicación 31 c), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

ARTÍCULO 38

Reglas de operación del Fondo

Letra a)

Indicación 31 d)

PROPONE ENVÍO DE INFORMACIÓN SOBRE INGRESOS SÓLO A LA ENTIDAD ADMINISTRADORA DEL FONDO. SE SUSTRAE A LA SUPERINTENDENCIA DE SEGURIDAD SOCIAL




La Presidenta de la República formuló la indicación 31 d), para sustituir la letra a) del artículo 38, referida al envío por parte de las entidades recaudadoras de información sobre los ingresos percibidos por concepto del seguro. La indicación reduce dicho envío a la entidad administradora del Fondo. La letra a) aprobada en general se la hacía llegar también a la Superintendencia de Seguridad Social.

 
-Puesta en votación la indicación 31 d), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Letra b)

Indicación 31 e)

PROPONE ENVÍO DE INFORMACIÓN SOBRE LOS REQUERIMIENTOS DE RECURSOS PARA LOS PAGOS DE SUBSIDIOS SÓLO A LA ENTIDAD ADMINISTRADORA DEL FONDO. SE SUSTRAE A LA SUPERINTENDENCIA DE SEGURIDAD SOCIAL




La Presidenta de la República, mediante la indicación 31 e) sugiere reemplazar la letra b) del artículo 38, excluyendo del acopio de información sobre los requerimientos de recursos para los pagos de subsidios a la Superintendencia de Seguridad Social.

 
-Puesta en votación la indicación 31 e), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Letra c)

Indicación 31 f)

PROPONE QUE LA SUPERINTENDENCIA DE SEGURIDAD SOCIAL DETERMINE LAS MODALIDADES Y PROCEDIMIENTOS PARA LA ENTREGA DE INFORMACIÓN POR LAS ENTIDADES RECAUDADORAS Y PAGADORAS




La Presidenta de la República formuló la indicación 31 f) para precisar las materias que determinará la Superintendencia de Seguridad Social que sean informadas por las entidades recaudadoras y pagadoras.

 
-Puesta en votación la indicación 31 f), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Indicación 31 g)

PROPONE AGREGAR LETRA E, NUEVA, AL ARTÍCULO 38, PARA ESTABLECER OBLIGACIÓN DE LA ENTIDAD ADMINISTRADORA DEL FONDO DE INFORMAR A LA SUPERINTENDENCIA DE SEGURIDAD SOCIAL LOS INGRESOS TOTALES DEL FONDO




La Presidenta de la República, mediante la indicación 31 g) propone consolidar la información que debe recibir la Superintendencia de Seguridad Social.

 
-Puesta en votación la indicación 31 g), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Artículo 43

Apelaciones y reclamaciones de las resoluciones emitidas por las COMPIN
Inciso segundo

Indicación 32

PROPONE QUE EL RECLAMO DEL TRABAJADOR O TRABAJADORA SE PRESENTE DENTRO DE LOS 30 DÍAS HÁBILES SIGUIENTES A LA NOTIFICACIÓN DEL RECHAZO O MODIFICACIÓN DE LA LICENCIA O DEL PAGO DE LA PRESTACIÓN PECUNIARIA

 
La indicación 32, de la Presidenta de la República, propone que el reclamo, ante el rechazo o la modificación de la licencia médica, o cuando las prestaciones pecuniarias que recibe son menores a las que le corresponden, deberá presentarse dentro de los 30 días hábiles siguientes a la notificación del rechazo o modificación de la licencia médica o del pago de la prestación pecuniaria, según corresponda.

 
-Puesta en votación la indicación 32, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Letelier.

ARTÍCULO 45

Sanciones por otorgamiento de certificaciones médicas sin fundamento

Indicación 33

PROPONE ESPECIFICAR QUE LAS COMPIN TENDRÁN LAS FACULTADES DEL ARTÍCULO 2 DE LA LEY N° 20.585

 
La indicación 33, de la Presidenta de la República, dispone que las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez tendrán las facultades señaladas en el artículo 2 de la ley N° 20.585, de modo tal que podrán solicitar a los profesionales que por ley emitan licencias médicas que se encuentren sometidas a su conocimiento, la entrega o remisión de los antecedentes o informes complementarios que las respalden y, en casos excepcionales y por razones fundadas, los citará a una entrevista para aclarar aspectos de su otorgamiento. Asimismo, podrán aplicar sanciones por el incumplimiento de dichas obligaciones.

 
El Senador señor Letelier consultó acerca de las facultades con que cuentan actualmente las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez.

 
El Superintendente de Seguridad Social, señor Claudio Reyes, expuso que las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez actualmente cuentan únicamente con las facultades contenidas en el artículo 5° de la ley N° 20.585, de modo tal que, al incorporar las atribuciones del artículo 2° de dicho cuerpo legal, se facilitan las labores de investigación que deben desarrollar ante el uso indebido de licencias médicas, sin perjuicio de aquellas que puede ejercer la Superintendencia de Seguridad Social.

 
En sesión de 11 de septiembre de 2017, el Superintendente de Seguridad Social, señor Claudio Reyes, explicó que la indicación apunta a especificar las facultades que deben ejercer las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, para efectos de aplicar sanciones a los profesionales que hubieren emitido licencias médicas sin fundamento, en los términos que contempla la ley N°20.585.

 
El Senador señor Larraín propuso una modificación formal, para efectos de especificar el ámbito de aplicación de las facultades que la indicación 33 otorga a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez.

 
El Senador señor Letelier abogó por establecer procedimientos y protocolos estandarizados para efectos de calificar las enfermedades profesionales, particularmente ante las contingencias que establece el proyecto.

 
-Puesta en votación la indicación 33, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Indicación 34

PROPONE MODIFICAR ARTÍCULO 161 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA INCLUIR LA CONDICIÓN GRAVE DE SALUD DE UN NIÑO O NIÑA COMO LÍMITE A LA INVOCACIÓN DE CAUSAL DE TÉRMINO DEL CONTRATO DE TRABAJO

 
La indicación 34, del Senador señor Bianchi, propone modificar el artículo 161 del Código del Trabajo, para establecer que las causales de despido consistentes en las necesidades de la empresa, establecimiento o servicio, o, en su caso, el desahucio del empleador, no podrán ser invocadas con respecto a trabajadores que gocen de licencia por condición grave de salud de un niño o niña.

-------

 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, expuso que, en opinión del Ejecutivo, la propuesta en estudio se encuentra recogida en el inciso final del artículo 14 del proyecto en análisis, que dispone que, durante el goce del permiso que regula, se aplicará lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 161 del Código del Trabajo.

 
La Senadora señora Goic sostuvo que el propósito de la indicación resulta recogido de mejor manera en el inciso final del artículo 14 de la ley en estudio, toda vez que comprende, de modo más extensivo, las contingencias cubiertas por el seguro.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, precisó que la licencia médica que se otorga con cargo al seguro dice relación únicamente con las cuatro contingencias determinadas que cubre, a diferencia de la indicación en estudio, que cuenta con un carácter más amplio. Asimismo, añadió que durante la vigencia de la licencia médica se suspende la relación laboral y, consecuencialmente, no se pueden aplicar las normas que operan para la terminación del contrato de trabajo.

 
En la misma línea, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, expuso que el inciso final del artículo 161 del Código del Trabajo contiene una situación objetiva, consistente en el uso de una licencia médica, lo que permite anular un despido que se haya producido en contravención a dicha norma.

 
A diferencia de ello, opinó que la indicación en estudio exige un requisito que puede ser objeto de interpretación, consistente en determinar la condición grave de salud de un niño o niña, lo que permitiría impugnar la licencia médica que se hubiere otorgado.

 
La Senadora señora Muñoz manifestó su conformidad con la indicación en estudio, toda vez que, al introducir una disposición en el Código del Trabajo, facilita su aplicación en sede judicial.

 
El Senador señor Letelier coincidió con dicha observación, de modo tal de cautelar de mejor manera los derechos de los trabajadores que ejercieren el permiso, ante las contingencias que establece el proyecto.


En sesión de 11 de septiembre de 2017, La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, reiteró que la propuesta se encuentra recogida en el artículo 14 del proyecto, que evita, de mejor manera, los efectos que, en materia de terminación del contrato de trabajo, puede generar las contingencias que dan origen al seguro que establece la iniciativa.

 
La Senadora señora Goic, luego de compartir el propósito que persigue la indicación en estudio, coincidió con lo expuesto  precedentemente, sobre todo considerando que dicha disposición se encuentra recogida en el artículo 14 del proyecto de ley en estudio.

 
El Senador señor Larraín también participó de dicha observación, de modo tal de dejar constancia de que la razón que explica el rechazo de la indicación en estudio, es el texto mismo del artículo 14 del proyecto de ley.

 
-Puesta en votación la indicación 34, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

 
ARTÍCULOS TRANSITORIOS
Artículo segundo

Fecha de inicio de coberturas

Inciso segundo

Fecha de inicio de cobertura por trasplante de órgano sólido

Indicación 35

PROPONE ADELANTAR INICIO DE COBERTURA AL 1 DE ABRIL DE 2018 PARA LA CONTINGENCIA DE TRASPLANTE DE ÓRGANO SÓLIDO

La indicación 35, de la Senadora señora Goic, modifica el inciso segundo del artículo segundo transitorio, para establecer que, a partir del 1 de abril de 2018, tendrá cobertura del Seguro que establece el proyecto la contingencia consistente en el trasplante de órgano sólido.

 
-La indicación 35 fue declarada inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, al establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado.

Indicación 35 a)

PROPONE ADELANTAR INICIO DE COBERTURA AL 1 DE ABRIL DE 2018 PARA LA CONTINGENCIA DE TRASPLANTE DE ÓRGANO SÓLIDO


La Presidenta de la República formuló la indicación 35 a), que recoge el planteamiento de la indicación 35 de la Senadora señora Goic.

 
El Senador señor Larraín propuso establecer un plazo de días contados desde la publicación de la ley, y no establecer un día determinado para ello, de modo tal de flexibilizar la entrada en vigencia de sus disposiciones.

 
El Senador señor Letelier, en sentido contrario, abogó por aprobar la propuesta del Ejecutivo en los términos en que ésta fue formulada, de modo tal de favorecer la pronta entrada en vigor de la iniciativa.

 
La Senadora señora Goic concordó con dicha propuesta, sobre todo considerando la necesidad de otorgar certeza respecto del momento en que la propuesta legislativa comenzará a regir.

 
-Puesta en votación la indicación 35 a), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Inciso tercero

Fecha de inicio de cobertura por fase o estado terminal de la vida

Indicación 36

PROPONE ADELANTAR INICIO DE COBERTURA AL 1 DE DICIEMBRE DE 2018 PARA LA CONTINGENCIA DE ESTADO TERMINAL DE LA VIDA

 
La indicación 36, de la Senadora señora Goic, establece que la cobertura de la contingencia consistente en la fase o estado terminal de la vida, comenzará el 1 de diciembre de 2018.

 
-La indicación 36 fue declarada inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, al establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado.

Indicación 36 a)

PROPONE ADELANTAR INICIO DE COBERTURA AL 1 DE DICIEMBRE DE 2018 PARA LA CONTINGENCIA DE ESTADO TERMINAL DE LA VIDA


La Presidenta de la República, mediante la indicación 36 a) recoge el planteamiento de la indicación 36 de la Senadora señora Goic.

 
-Puesta en votación la indicación 36 a), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Artículo séptimo

Indicación 36 b)


La Presidenta de la República formuló la indicación 36 b) que propone agregar al artículo séptimo transitorio un inciso final que se ocupa de la situación derivada, durante el primer año de cobertura, de no contar con el sistema electrónico de consulta, de modo que los beneficiarios del seguro deben acompañar a las COMPIN los certificados y documentos que den cuenta del cumplimiento de los requisitos.

 
-Puesta en votación la indicación 36 b), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

-------

Indicación 37

PROPONE OBLIGACIÓN DE LOS MINISTERIOS DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL Y DE HACIENDA DE EVALUAR LA IMPLEMENTACIÓN DEL SEGURO

 
La indicación 37, de la Senadora señora Goic, propone incorporar un artículo transitorio, nuevo.

 
Dicha disposición establece que los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda deberán evaluar conjuntamente la implementación del seguro para el acompañamiento de niños y niñas creado en el artículo primero del proyecto, debiendo emitir un informe en el mes de diciembre del año 2021. Añade que dicho informe deberá considerar el impacto del seguro y formular una propuesta sobre la mantención o aumento de las contingencias protegidas y de la duración de los permisos, en caso que los antecedentes así lo justifiquen. Asimismo, contempla que el informe será remitido a la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado y a la Comisión de Trabajo y Seguridad Social de la Cámara de Diputados, y será publicado en el sitio web de esos ministerios.

 
La Senadora señora Goic abogó por establecer los mecanismos de evaluación de la normativa contenida en la iniciativa, de modo tal de incluir nuevas contingencias que puedan dar origen al seguro que establece el proyecto, atendido, entre otros factores, los índices de financiamiento de éste.

-La indicación 37 fue declarada inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, toda vez que recae en una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, al determinar las funciones o atribuciones de un servicio público.

Indicación 38

PROPONE OBLIGACIÓN PARA EL ESTADO DE REALIZAR PERIÓDICAMENTE ADECUACIONES PARA INCLUIR EN EL SEGURO TODA SITUACIÓN QUE PROVOQUE UN QUEBRANTO GRAVE EN LA SALUD DE TODO MENOR DE 18 AÑOS Y QUE REQUIERA CUIDADOS INTEGRALES

 
La indicación 38, del Senador señor Navarro, propone agregar un artículo transitorio, nuevo.

 
Dicha propuesta dispone que el Estado realizará periódicamente adecuaciones a la iniciativa, con el fin de incluir en el seguro a toda situación diagnosticada y estadificada por el médico tratante que provoque un quebranto grave en la salud de todo menor de 18 años y que requiera cuidados integrales.

-La indicación 38 fue declarada inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, toda vez que recae en una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, al determinar las funciones o atribuciones de un servicio público.

Indicación 38 a)

PROPONE ARTÍCULO TRANSITORIO NUEVO QUE REGULA LA REMISIÓN DEL PRIMER ESTUDIO ACTUARIAL SOBRE LA SUSTENTABILIDAD DEL FONDO EN DICIEMBRE DE 2021


La Presidenta de la República formuló la indicación 38 a) que consigna la remisión del primer estudio actuarial sobre la sustentabilidad del Fondo, la que deberá efectuarse en diciembre de 2021. Los destinatarios son los Ministros de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, el Senado y la Cámara de Diputados. Además, se publicará en el sitio web de la Dirección de Presupuestos y de la Superintendencia de Seguridad Social.

 
El Senador señor Letelier sostuvo que la iniciativa debe contemplar la inclusión de nuevas contingencias de modo flexible, tal como podría ocurrir al ser incorporadas mediante una norma reglamentaria. Asimismo, abogó por adelantar la evaluación del funcionamiento de la iniciativa.

 
El Senador señor Larraín coincidió en la necesidad de flexibilizar los estudios actuariales respecto del funcionamiento del Fondo, de modo que éstos sirvan de fundamento para la inclusión, mediante una norma legal, de nuevas contingencias cubiertas por el seguro.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, dio cuenta de las razones que explican los plazos de evaluación respecto de las contingencias cubiertas por el seguro.

 
Al efecto, explicó que éstos atienden a la incorporación paulatina de las distintas contingencias que contempla la iniciativa, particularmente en el caso de los accidentes, atendido el impacto que puede generar en el financiamiento del Fondo.

 
-Puesta en votación la indicación 38 a), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Indicación 38 b)

PROPONE ARTÍCULO TRANSITORIO NUEVO QUE REGULA LA OBLIGACIÓN DE LOS MINISTERIOS DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL Y DE HACIENDA DE PRESENTAR EL AÑO 2022 UN INFORME DE EVALUACIÓN DE LA IMPLEMENTACIÓN DEL SEGURO


La Presidenta de la República hizo presente la indicación 38 b), para añadir un artículo transitorio que dispone la obligación de los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda de presentar en diciembre del año 2022, en forma conjunta, un informe de evaluación de la implementación del seguro.

 
Este informe deberá considerar como insumo el estudio actuarial sobre sustentabilidad del Fondo, evaluar el impacto del seguro y formular una propuesta sobre el aumento de las contingencias protegidas, de la tasa de cotización y de la duración de los permisos, en caso que los antecedentes así lo justifiquen. Este informe será remitido al Senado y a la Cámara de Diputados. Asimismo será publicado en el sitio web de los ministerios citados.
 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, explicó que el plazo propuesto considera que, en el año 2020, operará el Fondo en régimen, de modo tal que, en el mes de diciembre del año 2022, los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda podrán efectuar una evaluación técnico-política respecto de la implementación del seguro para el acompañamiento de niños y niñas creado en el artículo primero de la iniciativa.

 
-Puesta en votación la indicación 38 b), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

-------

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por la Sala del Senado:

ARTÍCULO PRIMERO

Artículo 2

Letra b)


-Ha reemplazado la coma que sigue a la frase “y de Carabineros de Chile,” por un punto seguido, y ha agregado, a continuación de dicho punto seguido, la siguiente locución “Estarán sujetos también al Seguro los funcionarios”. 

(Adecuación formal. Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Larraín y Letelier).

Artículo 7


-Ha reemplazado la letra c), por la siguiente:


“c) Fase o estado terminal de la vida.”.

(Unanimidad 3X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senador Larraín. Indicación 7).

Artículo 8


-Ha intercalado en la letra a), a continuación de la palabra “diagnóstica”, la locución “, tratamiento, seguimiento”.

(Unanimidad 3X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senador Larraín. Indicación 14).

Artículo 10

Inciso primero


-Ha sustituido las frases “Condiciones de acceso en caso de desahucio o estado terminal. El desahucio o estado terminal” por la siguiente: “Condiciones de acceso en caso de fase o estado terminal de la vida. La fase o estado terminal de la vida”.


-Ha reemplazado la voz “muerte” por “muerte inminente”.

(Unanimidad 3X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senador Larraín. Indicaciones 15, 16 y 18).

nciso segundo

Letra a)


-Ha sustituido la frase “desahucio o estado terminal” por la siguiente: “fase o estado terminal de la vida”.

(Unanimidad 3X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senador Larraín. Indicación 19).

-Ha reemplazado la locución “ratificada por el” por la que sigue: “acompañada de la opinión del”

(Unanimidad 3X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senador Letelier. Indicación 20 a)).

Artículo 11

Letra a)

Número 2


-Ha suprimido la palabra “alto”.

(Unanimidad 3X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senador Larraín. Indicación 21).
Artículo 14

Inciso tercero


-Ha reemplazado la frase “desahucio o estado terminal” por la siguiente: “fase o estado terminal de la vida”.

(Unanimidad 3X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senador Larraín. Indicación 27).
Artículo 15


Lo ha sustituido por el siguiente:

 
“Artículo 15.- Reglas especiales para el uso del permiso. Cuando ambos padres sean trabajadores con derecho a las prestaciones del Seguro, cualquiera de ellos podrá traspasar al otro, hasta un tercio del período máximo de permiso que le corresponde. 

 
En los casos que el padre y la madre sean trabajadores con derecho a las prestaciones del Seguro y uno de ellos tenga el cuidado personal del hijo o hija otorgado por resolución judicial, este último tendrá derecho a la totalidad del período de permiso que corresponde a ambos padres. Sin perjuicio de lo anterior, el padre o madre que tenga el cuidado personal del hijo o hija podrá igualmente traspasar hasta un tercio del período total que le corresponde, al otro padre o madre. 

 
La decisión de traspaso del permiso deberá ser comunicada a la o al empleador del padre o la madre que hará uso del permiso, a la entidad pagadora del subsidio y a la entidad administradora del Seguro, en la forma y plazos que establezca el procedimiento fijado por la Superintendencia de Seguridad Social. Con todo, la decisión de traspaso deberá ser informada, a lo menos, con 5 días hábiles de anticipación a la fecha de inicio del período traspasado.

 
Cuando opere el traspaso del permiso, el subsidio a que dé lugar se calculará sobre la base de las remuneraciones, rentas o subsidios que correspondan al padre o madre que haga uso efectivo del permiso de conformidad a las normas dispuestas en los artículos 16 y siguientes de esta ley.

 
Cuando el cuidado personal del niño o niña lo tenga un tercero distinto del padre o la madre, otorgado por resolución judicial, sólo éste podrá hacer uso del permiso, en los mismos términos que habría correspondido al padre o la madre.”.
(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Larraín y Letelier. Indicación 28 a), con enmiendas).

Artículo 18


-Lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo 18.- Del tope del subsidio. El monto del subsidio equivaldrá al 100% de las remuneraciones o rentas netas del trabajador o trabajadora calculadas de acuerdo al procedimiento establecido en los artículos 16 y 17.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Larraín y Letelier. Indicaciones 29 a) y 30 a)).

Artículo 21

Inciso primero


-Ha eliminado la frase “, en adelante “la Comisión””.


-Ha intercalado, a continuación de la palabra “Comisión”, la locución “de Medicina Preventiva e Invalidez”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Larraín y Letelier. Indicación 30 b).

Inciso segundo


-Ha intercalado, a continuación de la palabra “Comisión”, la locución “de Medicina Preventiva e Invalidez”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Larraín y Letelier. Indicación 30 c)).

Inciso tercero


-Ha intercalado, a continuación de la palabra “Comisión”, la locución “de Medicina Preventiva e Invalidez”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Larraín y Letelier. Indicación 31 a)).

Inciso cuarto y final


-Ha agregado, a continuación de la palabra “Comisión”, la locución “de Medicina Preventiva e Invalidez”.


-Ha intercalado, luego de la expresión “entidad pagadora”, la frase “y a la Superintendencia de Seguridad Social”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Larraín y Letelier. Indicación 31 b)).

Artículo 35


-Ha incorporado el siguiente inciso final:

 
“En caso de término anticipado del contrato, la Superintendencia de Seguridad Social deberá adoptar las providencias necesarias para dar continuidad operativa a la prestación de los servicios, debiendo convocar a una nueva licitación en el plazo máximo de sesenta días desde ocurrido el evento que dio origen al término del contrato.”.
(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Larraín y Letelier. Indicación 31 c)).

Artículo 38

Letra a)


-La ha sustituido por la siguiente:

 
“a) Mensualmente cada una de las entidades recaudadoras, junto con el entero de los recursos, enviará a la entidad administradora del Fondo, la información detallada sobre los ingresos percibidos por concepto de este Seguro.”.
(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Larraín y Letelier. Indicación 31 d)).

Letra b)


-La ha reemplazado por la siguiente:

 
“b) Las entidades pagadoras informarán mensualmente a la entidad administradora del Fondo, los requerimientos estimados de recursos para los pagos que deberán efectuar por concepto de subsidios. Las entidades pagadoras que no remitan oportunamente los presupuestos y programas de egresos deberán solventar el pago de los subsidios con recursos propios, sin perjuicio de los ajustes que se realicen en los períodos posteriores. La entidad administradora del Fondo transferirá a las entidades pagadoras en forma anticipada los recursos solicitados para el pago de los subsidios.”.
(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Larraín y Letelier. Indicación 31 e)).

Letra c)


-La ha sustituido por la siguiente:

 
“c) La Superintendencia de Seguridad Social determinará mediante una norma de carácter general las modalidades y procedimientos que se seguirán para la entrega de información por parte de las entidades recaudadoras y pagadoras, y la forma en que la entidad administradora del Fondo efectuará las transferencias de los recursos a las entidades pagadoras.”.
(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Larraín y Letelier. Indicación 31 f)).

ooooooo


Ha incorporado la siguiente letra nueva:

 
“e) La entidad administradora del Fondo, al cierre de cada mes, informará a la Superintendencia de Seguridad Social los ingresos totales del Fondo, incluidas la información de las cotizaciones recibidas y los pagos efectuados. La información consolidada del Fondo será de carácter público y se difundirá a través del sitio web de la entidad administradora. Esta información también se publicará en el sitio web de la Superintendencia de Seguridad Social, cuando se encuentre aprobada por ella.”.
(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Larraín y Letelier. Indicación 31 g)).

Artículo 43

Inciso segundo


-Ha intercalado, a continuación de la palabra “fundamentos”, la siguiente frase: “, dentro de los treinta días hábiles siguientes a la notificación del rechazo o modificación de la licencia médica o del pago de la prestación pecuniaria, según corresponda”.

(Unanimidad 3X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senador Letelier. Indicación 32).
Artículo 45


-Ha incorporado la siguiente oración final: “Las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez tendrán, para este caso, las facultades señaladas en el artículo 2 de la ley N° 20.585.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Larraín y Letelier. Indicación 33, con enmiendas).

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo segundo

Inciso segundo


-Ha sustituido la expresión “1 de diciembre de 2018” por “1 de abril de 2018”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Larraín y Letelier. Indicación 35 a)).

Inciso tercero


-Ha reemplazado la expresión “1 de diciembre de 2019” por “1 de diciembre de 2018”.

 (Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Larraín y Letelier. Indicación 36 a)).

Artículo séptimo


-Ha agregado el siguiente inciso final nuevo:

 
“Asimismo, durante el primer año de cobertura del Seguro y en tanto no se encuentre operativo el sistema electrónico de consulta en línea contemplado en el inciso segundo del artículo 21, ya citado, para la verificación de los requisitos señalados en los artículos 5 y 6, ambos establecidos en el artículo primero de esta ley, las o los beneficiarios deberán acompañar a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, los certificados y documentos que den cuenta de su cumplimiento.”.
(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Larraín y Letelier. Indicación 36 b)).

ooooooo


-Ha incorporado, a continuación del artículo décimo transitorio los siguientes nuevos:

 
“Artículo undécimo.- El primer estudio actuarial para evaluar la sustentabilidad del Fondo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 41 de la presente ley, deberá ser remitido durante el mes de diciembre del año 2021, a las o los Ministros de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, al Senado y a la Cámara de Diputados, y será publicado en el sitio web de la Dirección de Presupuestos y de la Superintendencia de Seguridad Social.
 
Artículo duodécimo.- En el mes de diciembre del año 2022, los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, deberán presentar conjuntamente un informe de evaluación de la implementación del seguro para el acompañamiento de niños y niñas creado en el artículo primero de esta ley. Este informe deberá considerar como insumo el estudio actuarial sobre sustentabilidad del Fondo, evaluar el impacto del seguro y formular una propuesta sobre el aumento de las contingencias protegidas, de la tasa de cotización y de la duración de los permisos, en caso que los antecedentes así lo justifiquen. Este informe será remitido al Senado y a la Cámara de Diputados. Asimismo será publicado en el sitio web de los ministerios citados.”.
(Unanimidad 4X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Larraín y Letelier. Indicaciones 38 a) y 38 b)).

TEXTO DEL PROYECTO

 
En virtud de las modificaciones consignadas anteriormente, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

 
"Artículo primero.- Créase el Seguro para el Acompañamiento de los Niños y Niñas que se regirá por las siguientes normas: 

Título Primero

Del Seguro

Párrafo primero

De las normas generales del Seguro

 
Artículo 1.- Objeto del Seguro. Establécese un seguro obligatorio, en adelante "el Seguro", para los padres y las madres trabajadores de niños y niñas afectados por una condición grave de salud, para que puedan ausentarse justificadamente de su trabajo durante un tiempo determinado, con el objeto de prestarles atención, acompañamiento o cuidado personal, recibiendo durante ese período un subsidio que reemplaza total o parcialmente su remuneración o renta mensual, en los términos y condiciones señalados en la presente ley. 

 
Artículo 2.- Personas protegidas por el Seguro. Estarán sujetos al Seguro las siguientes categorías de trabajadores: 

 
a) Los trabajadores dependientes regidos por el Código del Trabajo.

 
b) Los funcionarios de los órganos de la Administración del Estado señalados en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, con exclusión de los funcionarios de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública sujetos al régimen previsional de las Cajas de Previsión de la Defensa Nacional y de Carabineros de Chile. Estarán sujetos también al Seguro los funcionarios del Congreso Nacional, del Poder Judicial, del Ministerio Publico, del Tribunal Constitucional, del Servicio Electoral, de la Justicia Electoral y demás tribunales especiales creados por ley. 

 
c) Los trabajadores independientes a que se refieren los artículos 89, inciso primero, y 90, inciso tercero, del decreto ley N° 3.500, de 1980.

 
La afiliación de un trabajador al Seguro se entenderá efectuada por el solo ministerio de la ley, cuando éste se incorpore al régimen del seguro de la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales. 

 
Artículo 3.- Beneficiarios del Seguro. Son beneficiarios del Seguro, el padre y la madre trabajadores señalados en el artículo precedente, de un niño o niña mayor de un año y menor de quince o dieciocho años de edad, según corresponda, afectado o afectada por una condición grave de salud. También serán beneficiarios del Seguro el trabajador o la trabajadora que tenga a su cargo el cuidado personal de dicho niño o niña, otorgado por resolución judicial. 

 
Artículo 4.- De las prestaciones del Seguro. Los trabajadores afiliados al Seguro tendrán derecho, cumpliendo los requisitos establecidos en esta ley, a un permiso para ausentarse justificadamente de su trabajo durante un tiempo determinado y al pago de un subsidio que reemplaza total o parcialmente su remuneración o renta mensual, durante el período que el hijo o hija requiera atención, acompañamiento o cuidado personal.

 
Artículo 5.- Requisitos de acceso al Seguro. Para acceder a las prestaciones del Seguro los trabajadores deberán estar afiliados a él y cumplir los siguientes requisitos:

 
a) Los trabajadores dependientes deberán tener una relación laboral vigente a la fecha de inicio de la licencia médica y registrar, a lo menos, ocho cotizaciones previsionales mensuales, continuas o discontinuas, en los últimos veinticuatro meses anteriores a la fecha de inicio de la licencia médica. Las tres últimas cotizaciones más próximas al inicio de la licencia deberán ser continuas. 

 
b) Los trabajadores independientes deberán contar, a lo menos, con doce cotizaciones previsionales mensuales, continuas o discontinuas, en los últimos veinticuatro meses anteriores al inicio de la licencia médica. Las cinco últimas cotizaciones más próximas al inicio de la licencia deberán ser continuas. Además, estos trabajadores deberán encontrarse al día en el pago de las cotizaciones para pensiones, salud, el seguro de la ley N° 16.744 y para el Seguro contemplado en esta ley. Para los efectos de esta ley se considerará que se encuentran al día quienes hayan pagado las cotizaciones para pensiones, salud, el seguro de la ley N° 16.744 y el Seguro creado por esta ley, el mes inmediatamente anterior al inicio de la licencia.

 
c) Contar con una licencia médica emitida de conformidad a lo establecido en el artículo 13, junto con los demás documentos y certificaciones que correspondan.

 
Artículo 6. - Requisitos de acceso al Seguro para el trabajador temporal cesante. Si a la fecha de inicio de la licencia médica el trabajador o la trabajadora no cuentan con un contrato de trabajo vigente, tendrá derecho a las prestaciones del Seguro cuando cumpla copulativamente con los siguientes requisitos:

 
a) Tener doce o más meses de afiliación previsional con anterioridad a la fecha de inicio de la licencia médica. 

 
b) Registrar, a lo menos, ocho cotizaciones previsionales mensuales, continuas o discontinuas, en calidad de trabajador dependiente, en los últimos veinticuatro meses anteriores a la fecha de inicio de la licencia médica. 

 
c) Las tres últimas cotizaciones registradas, dentro de los ocho meses anteriores al inicio de la licencia médica, deberán ser en virtud de un contrato a plazo fijo o por obra, trabajo o servicio determinado.

Párrafo segundo

De las contingencias protegidas por el Seguro

 
Artículo 7.- Contingencia protegida. La contingencia protegida por el Seguro es la condición grave de salud de un niño o niña. Constituyen una condición grave de salud las siguientes: 

 
a) Cáncer. 

 
b) Trasplante de órgano sólido. 

 
c) Fase o estado terminal de la vida.

 
d) Accidente grave con riesgo de muerte o de secuela funcional grave y permanente.

 
En los casos de las letras a), b) y c) serán causantes del beneficio los niños y niñas mayores de un año y menores de dieciocho años de edad. En el caso de la letra d) serán causantes del beneficio los niños y niñas mayores de un año y menores de quince años de edad.

  
Artículo 8.- Condiciones de acceso en caso de cáncer. Las condiciones de acceso y acreditación en caso de cáncer son las siguientes:

 
a) Que la condición de salud del niño o niña forme parte de las patologías consideradas dentro de las Garantías Explícitas en Salud establecidas en la ley N° 19.966 y sus reglamentos, en sus etapas de sospecha, confirmación diagnóstica, tratamiento, seguimiento y recidiva. 

 
b) Licencia médica extendida por el médico tratante. 

 
Artículo 9.- Condiciones de acceso en caso de trasplante. Las condiciones de acceso y acreditación en caso de trasplante de órgano sólido son las siguientes:

 
a) Que se trate del trasplante de un órgano sólido de acuerdo a lo establecido en la ley N° 19.451, que establece normas sobre trasplante y donación de órganos, y su reglamento. 

 
b) Que se haya efectuado el trasplante. En los casos en que no se haya efectuado el trasplante y el niño o niña se encuentren inscritos en el registro nacional de potenciales receptores de órganos a cargo del Instituto de Salud Pública de Chile, priorizado como urgencia médica, se requerirá un certificado emitido por la Coordinadora Nacional de Trasplante que acredite esta circunstancia. 

 
c) Licencia médica extendida por el médico tratante.

 
Artículo 10.- Condiciones de acceso en caso de fase o estado terminal de la vida. La fase o estado terminal de la vida es aquella condición de salud en que no existe recuperación de la salud del niño o niña y su término se encuentra determinado por la muerte inminente. Se incluye dentro de esta condición de salud el tratamiento destinado al alivio del dolor y los cuidados paliativos por cáncer avanzado. 

 
Las condiciones de acceso y acreditación son las siguientes: 

 
 a) En caso de fase o estado terminal de la vida se requerirá un informe o declaración escrita expedida por el médico tratante que acredite la condición de salud del niño o niña, acompañada de la opinión del Comité de Ética Asistencial establecido en la ley N° 20.584 y su reglamento.

 
b) En caso de tratamiento destinado al alivio del dolor y cuidados paliativos por cáncer avanzado, se requerirá que la condición de salud del niño o niña forme parte de las patologías consideradas dentro de las Garantías Explícitas en Salud establecidas en la ley N° 19.966 y sus reglamentos. 

 
c) Licencia médica extendida por el médico tratante. 

 
Artículo 11.- Condiciones de acceso en caso de accidente grave. Las condiciones de acceso y acreditación en caso de accidente grave con riesgo de muerte o de secuela funcional grave y permanente son las siguientes:

 
a) Informe o declaración escrita expedida por el médico tratante que acredite: 

 
1) Que el niño o niña se encuentra afectado por un cuadro clínico severo derivado de un accidente grave, y 

 
2) Que el cuadro clínico implique riesgo vital o de secuela funcional severa y permanente que requiera rehabilitación intensiva para su recuperación. 

 
b) Documento o certificado que acredite que el niño o niña se encuentra hospitalizado o sujeto a un proceso de rehabilitación funcional intensiva o a cuidados especializados en el domicilio. 

 
c) Licencia médica extendida por el médico tratante. 

 
Artículo 12.- Reglamentos de ejecución. Uno o más reglamentos conjuntos de los Ministerios de Salud y del Trabajo y Previsión Social, suscrito además por el Ministro o Ministra de Hacienda, fijarán las normas para la adecuada aplicación y acreditación de lo dispuesto en los artículos 8, 9, 10 y 11, incluidas las normas relativas a la emisión de las licencias médicas y los demás antecedentes documentales.

Título Segundo

De las Prestaciones del Seguro

Párrafo primero

De la licencia médica y el permiso

 
Artículo 13.- Licencia médica. La licencia médica será otorgada al trabajador o trabajadora por el médico tratante del niño o niña y en ella deberá certificarse la ocurrencia de alguna de las condiciones graves de salud señaladas en el artículo 7.

 
La licencia médica se otorgará por períodos de hasta quince días, salvo lo dispuesto en el inciso sexto del artículo siguiente, pudiendo ser prorrogada por períodos iguales, sea en forma continua o discontinua. Con todo, la suma de los días correspondientes a cada licencia no podrá exceder de los plazos máximos establecidos en el artículo siguiente. 

 
En el caso de la contingencia señalada en la letra d) del artículo 7, la licencia médica sólo podrá otorgarse a partir del día décimo primero de ocurrido el accidente.

 
El uso, extensión y control de las licencias médicas se regirá por el o los reglamentos establecidos en el artículo anterior y las demás normas vigentes, especialmente lo dispuesto en la ley N° 20.585, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas.

 
Artículo 14.- Duración del permiso. El permiso para cada trabajador o trabajadora en caso de cáncer tendrá una duración de hasta noventa días, por cada hijo o hija afectado por esa condición grave de salud, dentro de un período de doce meses, contados desde el inicio de la primera licencia médica. El permiso podrá ser usado por hasta dos períodos continuos respecto del mismo diagnóstico.

 
El permiso para cada trabajador o trabajadora en caso de trasplante de órgano sólido tendrá una duración de hasta noventa días, por cada hijo o hija afectado por esa condición grave de salud, respecto del mismo diagnóstico, contados desde el inicio de la primera licencia médica.

 
En los casos de fase o estado terminal de la vida, el permiso para cada trabajador o trabajadora tendrá una duración total de hasta sesenta días, por cada hijo o hija afectado por esa condición grave de salud, respecto del mismo diagnóstico, contados desde el inicio de la primera licencia. 

 
El permiso para cada trabajador o trabajadora por accidente grave tendrá una duración máxima de hasta cuarenta y cinco días, en relación al evento que lo generó, por cada hijo o hija afectado por esa condición grave de salud, contados desde el inicio de la primera licencia médica.

 
Si el padre y la madre son trabajadores con derecho al Seguro podrán hacer uso del permiso conjunta o separadamente, según ellos lo determinen. 

 
Los permisos establecidos en este artículo podrán usarse por media jornada en aquellos casos en que el médico tratante prescriba que la atención, el acompañamiento o el cuidado personal del hijo o hija pueda efectuarse bajo esta modalidad. Para efectos del cálculo de la duración del permiso se entenderá que las licencias médicas otorgadas por media jornada equivalen a medio día. Las licencias médicas por media jornada en los casos de cáncer, trasplante de órgano sólido y desahucio podrán tener una duración de hasta treinta días cada una de ellas.

 
Durante el goce del permiso que regula esta ley se aplicará lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 161 del Código del Trabajo. 

 
Artículo 15.- Reglas especiales para el uso del permiso. Cuando ambos padres sean trabajadores con derecho a las prestaciones del Seguro, cualquiera de ellos podrá traspasar al otro, hasta un tercio del período máximo de permiso que le corresponde. 

 
En los casos que el padre y la madre sean trabajadores con derecho a las prestaciones del Seguro y uno de ellos tenga el cuidado personal del hijo o hija otorgado por resolución judicial, este último tendrá derecho a la totalidad del período de permiso que corresponde a ambos padres. Sin perjuicio de lo anterior, el padre o madre que tenga el cuidado personal del hijo o hija podrá igualmente traspasar hasta un tercio del período total que le corresponde, al otro padre o madre. 

 
La decisión de traspaso del permiso deberá ser comunicada a la o al empleador del padre o la madre que hará uso del permiso, a la entidad pagadora del subsidio y a la entidad administradora del Seguro, en la forma y plazos que establezca el procedimiento fijado por la Superintendencia de Seguridad Social. Con todo, la decisión de traspaso deberá ser informada, a lo menos, con 5 días hábiles de anticipación a la fecha de inicio del período traspasado.

 
Cuando opere el traspaso del permiso, el subsidio a que dé lugar se calculará sobre la base de las remuneraciones, rentas o subsidios que correspondan al padre o madre que haga uso efectivo del permiso de conformidad a las normas dispuestas en los artículos 16 y siguientes de esta ley.

 
Cuando el cuidado personal del niño o niña lo tenga un tercero distinto del padre o la madre, otorgado por resolución judicial, sólo éste podrá hacer uso del permiso, en los mismos términos que habría correspondido al padre o la madre.
Párrafo segundo

Del subsidio

 
Artículo 16.- Subsidio. El trabajador o trabajadora que haga uso del permiso establecido en el artículo 14, tendrá derecho al pago de un subsidio con cargo al Seguro por todo el período de duración del permiso, si cumple con los requisitos de afiliación y cotización regulados en esta ley. 

 
El monto diario del subsidio de los trabajadores dependientes se calculará sobre la base del promedio de las remuneraciones netas y de los subsidios por incapacidad de origen común, laboral o maternal, o bien de este Seguro, percibidos en los últimos tres meses calendarios anteriores más próximos al inicio del permiso.

 
Se entienden por remuneraciones netas para la determinación de la base de cálculo la remuneración imponible respecto de la que se hayan efectuado las cotizaciones, con deducción de las cotizaciones de cargo del trabajador y de los impuestos, en su caso. 

 
Tratándose de los trabajadores independientes, el subsidio se calculará sobre la base de las rentas netas y subsidios percibidos dentro de los cinco meses anteriores más próximos al mes en que se inicia el permiso.

 
El subsidio a que da lugar esta ley será imponible para previsión y salud de conformidad al artículo 17 del decreto ley N° 3.500, de 1980. Durante el período en que el trabajador esté percibiendo este subsidio el empleador deberá continuar declarando y pagando las cotizaciones que son de su cargo.

 
En todo lo no previsto en este artículo se aplicarán al subsidio establecido en esta ley, en cuanto sea compatible con su naturaleza, las reglas establecidas en el decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija normas comunes para subsidios por incapacidad laboral de los trabajadores dependientes del sector privado, con excepción de los artículos 10 y 11. Respecto de los trabajadores independientes, se aplicarán las normas del Párrafo 2° del Título II del Libro II del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979 y de la leyes N° 18.933 y N° 18.469. 

 
Artículo 17.- Reglas aplicables al subsidio para el trabajador temporal cesante. En el caso de los trabajadores cesantes señalados en el artículo 6, el monto diario del subsidio se calculara sobre la base del promedio de las remuneraciones netas y de los subsidios por incapacidad de origen común, laboral o maternal, o bien de este Seguro, percibidos en los últimas doce meses calendarios anteriores y más próximos al inicio del permiso. 

 
Artículo 18.- Del tope del subsidio. El monto del subsidio equivaldrá al 100% de las remuneraciones o rentas netas del trabajador o trabajadora calculadas de acuerdo al procedimiento establecido en los artículos 16 y 17. 

 
 Artículo 19.- Incompatibilidades. Las prestaciones del Seguro son incompatibles con el pago del subsidio por incapacidad de origen común o laboral, del subsidio por descanso maternal, incluido el tiempo de descanso postnatal parental o por el permiso por enfermedad grave del niño menor de un año, y se suspenderán por estas causas. Asimismo, será incompatible con el uso de feriado legal o permiso con goce de remuneración, en su caso. 

 
Solamente se podrá hacer uso del Seguro una vez finalizados los permisos o descansos señalados en el inciso anterior. Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, serán compatibles con el pago de subsidio de origen común, laboral o de otro beneficio de protección a la maternidad utilizado en jornada parcial con lo dispuesto en inciso sexto del artículo 14. 

Párrafo tercero

Del procedimiento para el otorgamiento de las prestaciones del Seguro

 
Artículo 20.- Presentación de la licencia médica. La licencia médica será presentada por el trabajador o la trabajadora al empleador, acompañada de los antecedentes respectivos. 

 
El empleador remitirá la licencia médica y los demás antecedentes a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez. En el caso de los trabajadores independientes, éstos presentarán la licencia médica y la documentación correspondiente en forma directa a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez.

 
En todo lo no regulado expresamente en este párrafo se aplicara supletoriamente lo dispuesto en el decreto supremo N° 3, de 1984, del Ministerio de Salud, que aprueba el reglamento de autorización de licencias médicas por las comisiones de medicina preventiva e invalidez y por las instituciones de salud previsional, en cuanto sea compatible con lo establecido en este Párrafo.

 
Artículo 21.- Proceso de calificación. La calificación médica corresponderá a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez. Será competente para conocer de la calificación de la licencia médica la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez del lugar donde presta sus servicios el trabajador o la trabajadora o la del domicilio del trabajador o trabajadora independiente, en su caso. 

 
La Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez consultará los requisitos de elegibilidad establecidos en los artículos 5 y 6 y el número de días autorizados al trabajador o trabajadora con cargo a este Seguro, de acuerdo al procedimiento y a los mecanismos de verificación que establezca la Superintendencia de Seguridad Social. Para tal efecto las entidades recaudadoras deberán contar con un sistema electrónico de consulta en línea. 

 
La Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez dispondrá de un plazo de siete días hábiles para revisar la licencia médica y los demás antecedentes y pronunciarse sobre la procedencia del permiso. Este plazo será prorrogable por siete días hábiles más. De no ser observada dentro de estos plazos, la licencia médica se entenderá aprobada.

 
La autorización o rechazo de la licencia médica será comunicada por la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez al trabajador o la trabajadora y al empleador, preferentemente en forma electrónica. Las licencias médicas autorizadas deberán comunicarse también a la entidad pagadora y a la Superintendencia de Seguridad Social, en forma electrónica. 

 
Artículo 22.- Cálculo y pago del subsidio. Las entidades pagadoras calcularán el monto del subsidio a que tiene derecho el trabajador o trabajadora de acuerdo a lo establecido en los artículos 16, 17 y 18. 

 
El subsidio se pagará con la misma periodicidad que la remuneración, sin que pueda ser, en caso alguno, superior a un mes.

 
El pago de los subsidios será realizado por las Mutualidades de Empleadores y el Instituto de Seguridad Laboral, según corresponda. 

Título Tercero

Del Financiamiento del Seguro y del Fondo

Párrafo primero

Del Fondo para el Acompañamiento de los Niños y Niñas

 
Artículo 23.- El Fondo. El Fondo del Seguro para el Acompañamiento de los Niños y Niñas, en adelante el "Fondo", tiene como objetivo financiar las prestaciones que otorga este Seguro, de acuerdo al artículo 3 de la ley N° 21.010.

 
Este Fondo tendrá un patrimonio independiente y separado del patrimonio de la entidad que lo administre o gestione.

 
Artículo 24.- Financiamiento del Fondo. El Fondo se financiará con los siguientes recursos:

 
a) Con una cotización mensual de un 0,03% de las remuneraciones o rentas imponibles de los trabajadores dependientes e independientes, de cargo del empleador o de estos últimos, establecida en el artículo 3 de la ley N° 21.010. 

 
b) Con la cotización para este Seguro que proceda durante los períodos en que el trabajador o la trabajadora este haciendo uso de él y por los períodos de incapacidad laboral temporal de origen común, maternal o de la ley N° 16.744, de cargo del empleador. 

 
c) Con el producto de las multas, reajustes e intereses que se apliquen en conformidad a la ley N° 17.322. 

 
d) Con las utilidades o rentas que produzca la inversión de los recursos anteriores. 

 
Artículo 25.- Destino del Fondo. Los recursos del Fondo se destinarán a financiar: 

 
a) El pago de los subsidios a que da lugar el Seguro. 

 
b) El pago de las cotizaciones previsionales y de salud que procedan durante el uso del Seguro. 

 
c) El pago de los gastos de administración, gestión, fiscalización y todo otro gasto en que incurran las instituciones y entidades que participan en la gestión del Seguro.

Párrafo segundo

De las cotizaciones

 
Artículo 26.- Cotizaciones. El empleador deberá cotizar por todos sus trabajadores. 

 
La cotización establecida en la letra a) del artículo 24 se calculará sobre las remuneraciones o rentas imponibles de los trabajadores, según corresponda, hasta el tope máximo vigente establecido en el artículo 16 del decreto ley N° 3.500, de 1980, consideradas al último día del mes anterior al pago. 

 
Para los efectos de lo dispuesto en la presente ley se considerara remuneración la señalada en el artículo 41 del Código del Trabajo y renta imponible la señalada en los artículos 90 y 92-K del decreto ley N° 3.500, de 1980.

 
Si un trabajador o trabajadora desempeña dos o más empleos se deberán efectuar cotizaciones por cada una de las remuneraciones y, en cada una, hasta el tope a que se refiere el inciso segundo de este artículo. En lo demás, se aplicará lo dispuesto en el artículo 16 del decreto ley N° 3.500, de 1980.

 
En caso de incapacidad laboral temporal del trabajador o trabajadora de origen común, maternal, de la ley N° 16.744 o cuando el trabajador o trabajadora haga uso de este Seguro, el empleador deberá continuar declarando y pagando la cotización para el financiamiento de este Seguro. Por su parte, la entidad pagadora del Seguro deberá enterar las cotizaciones para previsión y salud de cargo del trabajador en los organismos que correspondan.

 
Las cotizaciones que pague el empleador para este Seguro durante el período en que el trabajador o trabajadora esté haciendo uso del permiso deberán efectuarse sobre la base de la última remuneración imponible enterada para el Seguro, correspondiente al mes anterior a aquel en que se haya iniciado el permiso.

 
Durante el período en que un trabajador independiente esté haciendo uso de un permiso por incapacidad laboral temporal de origen común, maternal, de la ley N° 16.744 o cuando esté haciendo uso de este Seguro, se encontrará exento de la obligación de contribuir al Seguro creado por esta ley. Con todo, para los efectos de acceder a sus beneficios, se entenderá que el trabajador independiente ha cumplido con el requisito relativo al pago de la cotización señalada en la letra a) del artículo 24. 

 
Para todos los efectos legales estas cotizaciones tendrán el carácter de cotización de seguridad social. 

 
Artículo 27.- Entidad recaudadora. La recaudación de las cotizaciones se efectuará por las Mutualidades de Empleadores y el Instituto de Seguridad Laboral, conjuntamente con las demás cotizaciones que recaudan para el financiamiento del seguro de la ley N° 16.744. 

 
Artículo 28.- Obligación de pago de las cotizaciones. La declaración y pago de las cotizaciones de este Seguro se regirán por las reglas establecidas en el artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980. 

 
El pago de las cotizaciones de los trabajadores independientes se regirá por las normas relativas al pago provisional de las cotizaciones establecido en el inciso cuarto del artículo 92 del decreto ley N° 3.500, de 1980.

 
Artículo 29.- Mantención de las prestaciones del Seguro. Las cotizaciones declaradas y no pagadas por el empleador se reputarán enteradas para los efectos que los trabajadores accedan a las prestaciones que otorga este Seguro. 

 
Artículo 30.- Cobro de cotizaciones. Corresponderá a la entidad recaudadora respectiva perseguir el cobro de las sumas adeudadas.

 
A las cotizaciones del Seguro le serán aplicables las normas de la ley N° 17.322 y gozarán de los mismos privilegios y garantías que las otras cotizaciones previsionales. 

Párrafo tercero

De la administración financiera del Fondo

 
Artículo 31.- Entero de los recursos al Fondo. Los ingresos recibidos por las entidades recaudadoras del Seguro serán depositados mensualmente en una cuenta única que será llevada por la entidad administradora del Fondo, dentro de los cinco días siguientes al vencimiento del plazo legal en que las entidades recaudadoras reciben las cotizaciones correspondientes, término que se prorrogará hasta el primer día hábil siguiente si dicho plazo expirare en día sábado, domingo o festivo. 

 
Artículo 32.- Administración financiera del Fondo. La administración financiera del Fondo estará a cargo de una persona jurídica de derecho privado, constituida en la República de Chile, en adelante "la entidad administradora", que tendrá por objeto exclusivo la administración del Fondo, la inversión de sus recursos y los giros que se dispongan de conformidad con esta ley. 

 
La entidad administradora será determinada mediante licitación pública.

 
Artículo 33.- Licitación y adjudicación del Fondo. La licitación y la adjudicación del servicio se regirán por las normas establecidas en la presente ley y las respectivas bases de licitación, las que serán aprobadas por resolución de la Superintendencia de Seguridad Social, previa aprobación del Ministerio de Hacienda.

  
Las bases de licitación de la administración financiera del Fondo deberán contemplar, a lo menos, los requisitos de postulación; las garantías que deberán otorgar los oferentes; los criterios de idoneidad de las entidades postulantes; los criterios de adjudicación; la forma de determinación de la retribución por la administración del Fondo; las condiciones bajo las cuales la licitación se declararía desierta, las obligaciones que le corresponderán a la entidad que resulte adjudicada y la duración del contrato de administración, que en ningún caso podrá ser inferior a tres años ni superior a diez años.

 
Podrán postular a esta licitación las personas jurídicas, nacionales o extranjeras, que cumplan con lo establecido en las bases de licitación. 

 
La Superintendencia de Seguridad Social efectuará un proceso de precalificación de los postulantes a la licitación con el fin de asegurar su idoneidad técnica, económica y financiera. 

 
Si no hubiere interesados en la licitación o ésta fuere declarada desierta deberá llamarse, dentro de los treinta días siguientes, a una nueva licitación pública. Dicho plazo se contará desde la fecha de la resolución que declara desierta la licitación. En este caso, la Superintendencia de Seguridad Social deberá resolver la administración transitoria del Fondo.

 
La licitación se adjudicará evaluando las ofertas técnicamente aceptables atendiendo, a lo menos, a factores tales como el costo de administración y la calificación técnica para la prestación del servicio. La definición de estos factores y su forma de aplicación para adjudicar la prestación del servicio serán establecidas en las respectivas bases de licitación. 

 
La adjudicación será realizada a través de una resolución dictada por la Superintendencia de Seguridad Social con aprobación previa del Ministerio de Hacienda. Esta resolución será publicada en el Diario Oficial.

 
Artículo 34.- Contrato de administración. La entidad adjudicataria estará obligada a constituir, en el plazo de sesenta días contado desde la publicación en el Diario Oficial de la resolución mencionada en el artículo anterior y con los requisitos que las bases de licitación establezcan, una sociedad comercial de nacionalidad chilena o agencia de la empresa extranjera constituida en Chile, con quien se celebrara el contrato de administración y su objeto exclusivo será el mencionado en el artículo 32.

 
La entidad administradora será de duración indefinida y subsistirá hasta el cumplimiento del plazo de vigencia del contrato de administración respectivo.

 
El contrato de administración será suscrito por la Superintendencia de Seguridad Social y aprobado por resolución de la misma Superintendencia. Se entenderán incorporadas al contrato las bases de licitación. 

 
Existirá separación patrimonial entre los recursos propios de la entidad administradora y los del Fondo. La entidad administradora no tendrá dominio sobre el patrimonio que constituye el Fondo y tampoco podrá darlo en garantía. Los bienes y derechos que componen el patrimonio del Fondo serán inembargables. 

 
Durante la vigencia del contrato, la entidad administradora deberá asegurar la continuidad de la prestación del servicio en condiciones de absoluta normalidad y en forma ininterrumpida. El incumplimiento de esta obligación constituirá infracción grave de las obligaciones de la entidad administradora.

 
La entidad administradora podrá celebrar contratos de prestación de servicios con entidades externas, según lo que al respecto establezcan las bases de licitación y el contrato de administración del Fondo.

 
La entidad administradora deberá presentar a la Superintendencia de Seguridad Social, a lo menos semestralmente, un informe que contendrá, respecto del período respectivo, los ingresos obtenidos, las cotizaciones enteradas, los egresos, la cartera de inversiones, la rentabilidad y los demás antecedentes que se establezcan en las bases de licitación. 

 
Artículo 35.- Término del contrato de administración. El contrato de administración termina por las siguientes causales: 

 
a) Cumplimiento del plazo del contrato. 

 
b) Acuerdo entre la Superintendencia de Seguridad Social y la entidad que se adjudique la licitación. 

 
c) Infracción grave de las obligaciones que impone el contrato por parte de la entidad administradora.

 
d) Insolvencia de la entidad administradora.

 
e) Las que se estipulen en las bases de licitación. 

 
Para dar término al contrato de administración y proceder a su liquidación se requerirá previamente contar con la aprobación de la cuenta de liquidación por parte de la Superintendencia de Seguridad Social. Igual procedimiento se seguirá cuando se ponga término a la sociedad por haberse cumplido su objetivo. 

 
 En caso de término anticipado del contrato, la Superintendencia de Seguridad Social deberá adoptar las providencias necesarias para dar continuidad operativa a la prestación de los servicios, debiendo convocar a una nueva licitación en el plazo máximo de sesenta días desde ocurrido el evento que dio origen al término del contrato.
 
Artículo 36.- Infracciones graves. La declaración de infracción grave de las obligaciones que impone el contrato por parte de la entidad administradora o de insolvencia de ésta corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social, a través de un procedimiento racional y justo, y deberá estar fundada en alguna de las causales establecidas en esta ley, en las bases de licitación o en el contrato de administración del Fondo. 

 
La Superintendencia de Seguridad Social deberá llamar a licitación pública en el plazo de sesenta días contado desde la declaración de la infracción grave o la insolvencia, con el objeto de seleccionar a la nueva entidad que se adjudicará la licitación. 

 
Producida alguna de las situaciones mencionadas en el inciso primero cesará la prestación del servicio de la entidad administradora. En este caso, la Superintendencia de Seguridad Social deberá adoptar todas las medidas necesarias para la continuidad operativa del servicio.

 
Artículo 37.- Inversión de los recursos del Fondo. Los recursos del Fondo se invertirán en los instrumentos financieros señalados en las letras a), b), c), d), e), g), h), i) y k) del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980. 

 
Las normas que establezcan los criterios de elegibilidad de emisores y diversificación serán determinadas por el Ministerio de Hacienda.

 
Las inversiones que se efectúen con recursos del Fondo tendrán como único objetivo la obtención de una adecuada rentabilidad que asegure el otorgamiento de los beneficios establecidos en esta ley. 

 
Artículo 38.- Reglas de operación del Fondo. La contabilidad y la programación de los ingresos y egresos del Fondo se sujetarán a las siguientes reglas:

 
a) Mensualmente cada una de las entidades recaudadoras, junto con el entero de los recursos, enviará a la entidad administradora del Fondo, la información detallada sobre los ingresos percibidos por concepto de este Seguro.
 
b) Las entidades pagadoras informarán mensualmente a la entidad administradora del Fondo, los requerimientos estimados de recursos para los pagos que deberán efectuar por concepto de subsidios. Las entidades pagadoras que no remitan oportunamente los presupuestos y programas de egresos deberán solventar el pago de los subsidios con recursos propios, sin perjuicio de los ajustes que se realicen en los períodos posteriores. La entidad administradora del Fondo transferirá a las entidades pagadoras en forma anticipada los recursos solicitados para el pago de los subsidios.
 
c) La Superintendencia de Seguridad Social determinará mediante una norma de carácter general las modalidades y procedimientos que se seguirán para la entrega de información por parte de las entidades recaudadoras y pagadoras, y la forma en que la entidad administradora del Fondo efectuará las transferencias de los recursos a las entidades pagadoras.
 
d) Las entidades pagadoras deberán rendir mensualmente a la entidad administradora los recursos recibidos para el pago de los subsidios, de conformidad con las normas que fije la Superintendencia de Seguridad Social para estos efectos. Las entidades pagadoras deberán llevar un registro de los días autorizados y pagados a cada trabajador o trabajadora. 

 
e) La entidad administradora del Fondo, al cierre de cada mes, informará a la Superintendencia de Seguridad Social los ingresos totales del Fondo, incluidas la información de las cotizaciones recibidas y los pagos efectuados. La información consolidada del Fondo será de carácter público y se difundirá a través del sitio web de la entidad administradora. Esta información también se publicará en el sitio web de la Superintendencia de Seguridad Social, cuando se encuentre aprobada por ella.
 
Artículo 39.- Gasto de administración. Los gastos de administración de las instituciones y entidades que participan de la recaudación de las cotizaciones, del pago de los subsidios, de la gestión, administración y fiscalización del Seguro no podrán exceder, en conjunto, del 8% de las cotizaciones recaudadas en cada año.

 
Un reglamento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito por el Ministro o Ministra de Hacienda, establecerá los factores y los mecanismos para determinar la asignación de los gastos de administración del Seguro. 

 
Por resolución anual de la Superintendencia de Seguridad Social, visada por la Dirección de Presupuestos, se establecerán los montos asignados para los gastos de administración entre las instituciones y entidades participantes de la gestión, administración y fiscalización del Seguro. 

 
Artículo 40.- Regla de sustentabilidad del Fondo. El valor total de los beneficios a pagar con cargo al Fondo en un mes determinado no podrá exceder el 16% del valor acumulado en el Fondo al último día del mes anterior. 

 
Si el valor total de los beneficios a pagar en el mes, con cargo al Fondo, excediere el monto indicado en el inciso anterior, el beneficio a pagar a cada afiliado se disminuirá proporcionalmente conforme al valor total de beneficios que pueda financiar el Fondo de acuerdo al inciso anterior. En estos casos la Superintendencia de Seguridad Social determinará la rebaja y los montos finales que se pagarán a cada beneficiario por concepto de subsidios. 

 
Artículo 41.- Estudio actuarial. La Dirección de Presupuestos y la Superintendencia de Seguridad Social deberán realizar o encargar la elaboración, cada cinco años, de un estudio actuarial que permita evaluar la sustentabilidad del Fondo. Asimismo, este estudio deberá realizarse cada vez que se proponga una modificación legal a las prestaciones otorgadas por el Seguro, a sus condiciones de acceso o a cualquier variable que afecte los ingresos o gastos esperados del Fondo Dicho estudio deberá, a lo menos, considerar un análisis sobre el efecto de la modificación en los ingresos y gastos del Fondo. Los resultados del estudio actuarial serán públicos. 

Título Cuarto

De las facultades de la Superintendencia de Seguridad Social y de las sanciones penales

 
Artículo 42.- Funciones y atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social. La Superintendencia de Seguridad Social ejercerá las funciones y atribuciones de supervigilancia, control, regulación, fiscalización y sanción respecto del Seguro. Para estos efectos, la Superintendencia estará investida de las mismas facultades que su normativa legal le otorgue respecto de los organismos sometidos a su fiscalización.

 
En el ejercicio de estas funciones y atribuciones, la Superintendencia de Seguridad Social podrá dictar normas e instrucciones que serán obligatorios para todas las instituciones o entidades que participen en la gestión del Seguro, en la recaudación de las cotizaciones, en la calificación de las contingencias y en el otorgamiento y pago de sus beneficios. 


Artículo 43.- De las apelaciones y reclamaciones. A la Superintendencia de Seguridad Social le corresponderá resolver las apelaciones efectuadas en contra de las resoluciones emitidas por las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez. 

 
El trabajador o trabajadora podrá recurrir a la Superintendencia de Seguridad Social cuando estime que el rechazo o modificación de la licencia médica fue injustificado o cuando las prestaciones pecuniarias que recibe son menores a las que le corresponden. El reclamo deberá presentarse, preferentemente, en forma electrónica, señalando sus fundamentos, dentro de los treinta días hábiles siguientes a la notificación del rechazo o modificación de la licencia médica o del pago de la prestación pecuniaria, según corresponda. 

 
La Superintendencia de Seguridad Social conocerá del reclamo y resolverá las apelaciones en única instancia, para lo cual tendrá acceso directo a toda la información que sea necesaria para el otorgamiento del permiso y del subsidio establecidos en esta ley y podrá requerir informe a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, a las Mutualidades de Empleadores y al Instituto de Seguridad Laboral, según corresponda, organismos que deberán emitir sus informes, a más tardar, dentro de los cinco días hábiles siguientes al requerimiento. 

 
Artículo 44.- Sanciones penales. Todo aquel que con el objeto de percibir beneficios indebidos del Seguro para sí o para terceros proporcione, declare o entregue a sabiendas datos o antecedentes falsos, incompletos o erróneos, será sancionado con las penas establecidas en el artículo 467 del Código Penal.

 
Sin perjuicio de las penas aplicadas en conformidad al inciso precedente, el infractor deberá restituir al Fondo las sumas indebidamente percibidas, reajustadas en conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes anterior a aquél en que se percibieron dichas sumas y el que antecede a la restitución. Las cantidades así reajustadas devengarán además el interés penal mensual establecido en el artículo 53 del Código Tributario. 

 
La responsabilidad de realizar las gestiones necesarias para la restitución de las sumas indebidamente percibidas corresponderá a las entidades pagadoras, sin perjuicio de las facultades de la Superintendencia de Seguridad Social. 

 
Artículo 45.- Sanciones por otorgamiento de certificaciones médicas sin fundamento. En caso que el profesional médico que certifique la condición de gravedad del niño o niña lo haga con evidente ausencia de fundamento médico, la Superintendencia de Seguridad Social, de oficio o mediante denuncia del empleador del beneficiario o de las entidades recaudadoras, podrá, si existe mérito para ello, iniciar una investigación, siendo aplicable lo dispuesto en el artículo 5 de la ley N°20.585. Las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez tendrán, para este caso, las facultades señaladas en el artículo 2 de la ley N° 20.585.

 
Artículo 46.- Sanciones por conflicto de interés y uso de información privilegiada. Se aplicarán las penas de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo, a los directores, gerentes, apoderados, liquidadores, operadores de mesa de dinero y trabajadores de la entidad administradora del Fondo, que en razón de su cargo y posición y valiéndose de información privilegiada de aquella que trata el título XXI de la ley 18.045: 

 
a) Ejecuten un acto, por sí o por intermedio de otras personas, con el objeto de obtener un beneficio pecuniario para sí o para otros, mediante cualquier operación o transacción de valores de oferta pública. 

 
b) Divulguen información privilegiada relativa a las decisiones de inversión del Fondo a personas distintas de las encargadas de efectuar las operaciones de adquisición y enajenación de valores de oferta pública por cuenta o en representación del Fondo. 

 
Artículo segundo.- Reemplázase el artículo 199 bis del Código del Trabajo por el siguiente: 

 
"Artículo 199 bis.- Cuando la salud de un niño o niña mayor de un año y menor de dieciocho años de edad, requiera el cuidado personal de su padre o madre con motivo de un accidente grave o de una enfermedad grave, aguda y con riesgo de muerte, tanto el padre como la madre trabajadores tendrán derecho a un permiso para ausentarse de su trabajo por el número de horas equivalentes a diez jornadas ordinarias de trabajo al año, distribuidas a elección del trabajador o trabajadora en jornadas completas, parciales o combinación de ambas, las que se considerarán como trabajadas para todos los efectos legales. El accidente o la enfermedad deberán ser acreditadas mediante certificado otorgado por el médico que tenga a su cargo la atención del niño o niña. 

 
Si el padre y la madre son trabajadores podrán usar este permiso conjunta o separadamente.

 
Cuando el cuidado personal del niño o niña lo tenga un tercero distinto del padre o la madre, otorgado por resolución judicial, sólo éste podrá hacer uso del permiso, en los mismos términos que el padre o la madre.

 
Cuando el o la cónyuge, el o la conviviente civil o el padre o la madre del trabajador o trabajadora estén desahuciados o en estado terminal, el trabajador o la trabajadora podrá ejercer el derecho establecido en el inciso primero de este artículo, debiendo acreditarse esta circunstancia mediante certificado médico. 

 
El tiempo no trabajado deberá ser restituido por el trabajador o trabajadora mediante imputación a su próximo feriado anual o laborando horas extraordinarias o a través de cualquier forma que convengan libremente las partes. En estos casos se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo 32 y no se considerará el límite del inciso primero del artículo 31. Sin embargo, tratándose de trabajadores regidos por estatutos que contemplen la concesión de días administrativos, en primer lugar, el trabajador deberá hacer uso de ellos, luego podrá imputar el tiempo que debe reponer a su próximo feriado anual o a días administrativos del año siguiente al uso del permiso a que se refiere este artículo o a horas extraordinarias. 

 
Asimismo, el trabajador y el empleador podrán utilizar y convenir directamente los mecanismos señalados en el artículo 375 y 376 de este Código para restituir y compensar el tiempo no trabajado.

 
En el evento de no ser posible aplicar los mecanismos señalados en los incisos anteriores se podrá descontar el tiempo equivalente al permiso obtenido de las remuneraciones mensuales del trabajador, en forma de un día por mes, lo que podrá fraccionarse según sea el sistema de pago, o en forma íntegra si el trabajador cesare en su trabajo por cualquier causa. 

 
Iguales derechos y mecanismos de restitución serán aplicables a los padres, a la persona que tenga su cuidado personal o sea cuidador en los términos establecidos en la letra d) del artículo 6 de la ley N° 20.422, de un menor con discapacidad, debidamente inscrito en el Registro Nacional de la Discapacidad, o siendo menor de 6 años, con la determinación diagnóstica del médico tratante.

 
Lo dispuesto en el inciso precedente se aplicará, en iguales términos, tratándose de personas mayores de dieciocho años con discapacidad mental, por causa psíquica o intelectual, multidéficit, o bien, presenten dependencia severa. 

 
La solicitud del permiso deberá formalizarse mediante cualquier medio escrito de comunicación interna de la empresa, ya sea físico o electrónico, acompañando el certificado médico correspondiente. Cumpliéndose los requisitos establecidos en este artículo, el empleador no podrá negarse a otorgar el permiso.

 
En todo caso, de la ausencia al trabajo se deberá dar aviso al empleador dentro de las 24 horas siguientes al ejercicio del derecho.".

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

 
Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia a partir de su publicación en el Diario Oficial, sin perjuicio de las reglas especiales que se establecen en los artículos siguientes. 

 
Artículo segundo.- A partir del 1 de diciembre de 2017, tendrán cobertura de este Seguro la contingencia señalada en la letra a) del artículo 7 y los tratamientos destinados al alivio del dolor y cuidados paliativos por cáncer avanzado indicados en la letra b) del artículo 10, ambos establecidos en el artículo primero de esta ley. 

 
A partir del 1 de abril de 2018, tendrá cobertura de este Seguro la contingencia señalada en la letra b) del artículo 7, establecido en el artículo primero de la presente ley. 

 
A partir del 1 de diciembre de 2018, tendrá cobertura de este Seguro la contingencia señalada en la letra c) del artículo 7, establecido en el artículo primero de la presente ley. 

 
A partir del 1 de diciembre de 2020, tendrá cobertura de este Seguro la contingencia señalada en la letra d) del artículo 7, establecido en el artículo primero de la presente ley. 

 
Artículo tercero.- Los artículos 31 y 37 del artículo primero de la presente ley entrarán en vigencia dentro de los noventa días siguientes a la constitución de la entidad administradora del Fondo señalada en el Párrafo tercero del Título Tercero, también del artículo primero de esta ley. 

 
En tanto se constituya e inicie sus operaciones la entidad administradora del Fondo, las funciones que le señala el artículo 38 serán cumplidas por las entidades recaudadoras bajo las instrucciones que para este efecto le imparta la Superintendencia de Seguridad Social. Asimismo, respecto de las materias señaladas en los artículos 31 y 37 regirán las normas establecidas en el artículo 5 de la ley N° 21.010 y las instrucciones impartidas por la Superintendencia de Seguridad Social.

 
Artículo cuarto.- La primera licitación para la adjudicación del servicio de la entidad administradora del Fondo será convocada por la Superintendencia de Seguridad Social dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley. 


Artículo quinto.- Una vez que la entidad administradora entre en operaciones, las entidades recaudadoras deberán efectuar el traspaso de los recursos del Fondo que cada una de ellas administre, en forma pormenorizada, acompañado de un informe de los ingresos, egresos y operaciones del período, según las instrucciones y en los plazos que señale la Superintendencia de Seguridad Social para estos efectos. 

 
Artículo sexto.- Si para el cumplimiento de los requisitos establecidos en los artículos 5 y 6, ambos establecidos en el artículo primero de esta ley, se requiere considerar meses anteriores a abril de 2017, se entenderán cumplidos para cada mes, si el trabajador o trabajadora registra pago de cotizaciones previsionales a las que haya estado obligado, según corresponda. 

 
Artículo séptimo.- Durante el primer año de cobertura del Seguro, el proceso de calificación a que se refiere el artículo 21 establecido en el artículo primero de la presente ley corresponderá a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez de la Región Metropolitana. Para tales efectos, las respectivas Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez receptoras deberán remitirle a la referida Comisión la totalidad de la documentación necesaria para su pronunciamiento. 

 
Durante este mismo período y para efectos de esta ley, la licencia médica podrá ser reemplazada por un formulario que al efecto elabore la Superintendencia de Seguridad Social, en consulta al Ministerio de Salud.


Asimismo, durante el primer año de cobertura del Seguro y en tanto no se encuentre operativo el sistema electrónico de consulta en línea contemplado en el inciso segundo del artículo 21, ya citado, para la verificación de los requisitos señalados en los artículos 5 y 6, ambos establecidos en el artículo primero de esta ley, las o los beneficiarios deberán acompañar a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, los certificados y documentos que den cuenta de su cumplimiento.
 
Artículo octavo.- La regla contenida en el artículo 40 establecido en el artículo primero de la presente ley, será aplicable veinticuatro meses después del inicio de la primera contingencia cubierta por el Seguro que crea esta ley. 

 
Artículo noveno.- El primer estudio actuarial señalado en el artículo 41, establecido en el artículo primero de la presente ley, deberá ser publicado dentro de los veinticuatro meses siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. 

 
Articulo décimo.- La cotización indicada en la letra a) del artículo 24 incorporado por el artículo primero de la presente ley, será implementada en la forma establecida en el artículo segundo transitorio de la ley N° 21.010.

 
Artículo undécimo.- El primer estudio actuarial para evaluar la sustentabilidad del Fondo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 41 de la presente ley, deberá ser remitido durante el mes de diciembre del año 2021, a las o los Ministros de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, al Senado y a la Cámara de Diputados, y será publicado en el sitio web de la Dirección de Presupuestos y de la Superintendencia de Seguridad Social.
 
Artículo duodécimo.- En el mes de diciembre del año 2022, los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, deberán presentar conjuntamente un informe de evaluación de la implementación del seguro para el acompañamiento de niños y niñas creado en el artículo primero de esta ley. Este informe deberá considerar como insumo el estudio actuarial sobre sustentabilidad del Fondo, evaluar el impacto del seguro y formular una propuesta sobre el aumento de las contingencias protegidas, de la tasa de cotización y de la duración de los permisos, en caso que los antecedentes así lo justifiquen. Este informe será remitido al Senado y a la Cámara de Diputados. Asimismo será publicado en el sitio web de los ministerios citados.”.

Acordado en sesión celebrada el día 23 de agosto de 2017, con asistencia de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic (Presidenta), de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora y de los Senadores señores Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel; en sesión de 6 de septiembre de 2017, con asistencia de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic (Presidenta), de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala y Juan Pablo Letelier Morel y en sesión celebrada el 11 de septiembre de 2017, con asistencia de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic (Presidenta), de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora y de los Senadores señores Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel.


Sala de la Comisión, a 12 de septiembre de 2017.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA UN SEGURO PARA EL ACOMPAÑAMIENTO DE NIÑOS Y NIÑAS QUE PADEZCAN LAS ENFERMEDADES QUE INDICA, Y MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA ESTOS EFECTOS
(11.281-13)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en mensaje de la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas:

Del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, la Ministra, señora Alejandra Krauss; el asesor del Gabinete, señor Ariel Rossel; el Coordinador Legislativo, señor Francisco Del Río; la asesora de Prensa, señora Rocío Saavedra, y el fotógrafo, señor Pablo Yovane.

Del Ministerio de Salud, el Subsecretario, señor Jaime Burrows; las asesoras, señoras Amaru Peraldi y Andrea Martones, y la Encargada de Seguimiento Legislativo, señora Paulina Palazzo.

Del Ministerio de Hacienda, la asesora económica, señora Francisca Pérez.

De la Superintendencia de Seguridad Social, el Superintendente, señor Claudio Reyes, y la Intendenta de Seguridad y Salud en el Trabajo, señora Pamela Gana.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora legislativa, señora María Jesús Mella.

Del Consejo Nacional de la Infancia, el asesor, señor Hermes Ortega.

De la Asociación de Mutuales de Chile A.G., el Presidente, señor Ernesto Evans, y el asesor, señor Cristóbal Fernández.

De la Agrupación Oncomamás, las representantes, señoras Yesenia Villanueva, Evelyn Castillo, Belén Díaz y Beatriz Troncoso.

El asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

El asesor de la Honorable Senadora Goic, señor Gerardo Bascuñán.

El asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.

Del Comité Partido Socialista, el abogado coordinador, señor Héctor Valladares

Del Comité Renovación Nacional, la periodista, señora Andrea González.

De la Unidad de Asesoría Presupuestaria, la señora María Soledad Larenas.

De la Fundación Jaime Guzmán, la asesora, señora Milenka Romero.

- - -

Cabe señalar que la presente iniciativa fue discutida previamente, en segundo informe, por la Comisión de Trabajo y Previsión Social. 


Posteriormente, correspondió a la Comisión de Hacienda conocer de aquellas disposiciones de su competencia, de conformidad con lo prescrito en el artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y con lo dispuesto por la Sala del Senado en sesión de 20 de junio de 2016.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


La Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo consignado en el segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

- - -

 
Para efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de que la Comisión de Hacienda sólo introdujo una enmienda al texto despachado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social en su segundo informe, que recayó sobre el artículo 14 contenido en el artículo primero del proyecto de ley.
Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, y sólo guarda relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.

- - -


Previo al conocimiento de los asuntos de competencia de la Comisión, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss, explicó los alcances del proyecto de ley. Éste tiene como antecedente la ley N° 21.010, publicada en el mes de abril del presente año, que extendió la cotización extraordinaria para el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, y creó un fondo para el financiamiento del seguro para el acompañamiento de niños y niñas. Recordó que el artículo 4 de la ley estableció la obligación, para el Presidente de la República, de enviar, dentro de los sesenta días siguientes a su publicación, un proyecto de ley que regulara el Fondo, la entidad administradora, los requisitos de acceso, los beneficiarios, la extensión del permiso, las prestaciones que se otorgarán con cargo a ély los demás elementos necesarios para su funcionamiento. 


El presente es, precisamente, dicho proyecto de ley. Su objeto es la creación de un seguro para los padres, madres o personas que, resolución judicial mediante, tengan el cuidado personal de niños, niñas o adolescentes que se enfrente a alguna de la siguientes contingencias muy graves de salud: cáncer y sus cuidados paliativos, trasplante de órgano sólido, fase o estado terminal de la vida y accidente grave con riesgo de muerte o de secuela funcional grave y permanente. En el caso de las tres primeras, puntualizó, la cobertura alcanza hasta los 18 años de vida; en el de la cuarta, hasta los 15 años. Los períodos de las licencias médicas, por su parte, dependerán de la contingencia de que se trate.


Subrayó, asimismo, que el diseño del proyecto de ley considera la implementación progresiva de la inclusión de las contingencias, hasta la aplicación en régimen de la ley al año 2020. De esta forma, en una etapa inicial sólo los casos de cáncer y trasplante estarán cubiertos.


Destacó, por otra parte, que se establece la obligación, para la Dirección de Presupuestos y la Superintendencia de Seguridad Social (SUSESO), de realizar estudios actuariales cada cinco años para evaluar el comportamiento y la sustentabilidad del Fondo. Para determinar, en definitiva, si se cubren las contingencias y el monto de la cotización resulta suficiente, y efectuar las enmiendas correspondientes.


Adicionalmente, se contempla que si el fondo disminuyera, lo harán también, de manera proporcional, las licencias médicas que se entreguen.


La asesora económica del Ministerio de Hacienda, señor Francisca Pérez, expuso que dicha cartera, en conjunto con la de Salud, han realizado la siguiente estimación sobre el número de casos, por contingencia y en régimen, que quedarían cubiertos.

Tabla 1: Resumen números de casos por contingencia protegida
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Cancer 958
Trasplantes de érganos sélidos 64
Fase o estado terminal 398
Accidentes graves 2622
Totales 1042
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Luego de precisar que los cuidados paliativos de cáncer se incluyen en la categoría fase o estado terminal, expuso que el total de casos, en régimen, debiera significar un costo aproximado de $11.000 millones. Sostuvo que la cotización prevista en régimen (de 0,03% de las remuneraciones o rentas imponibles de los trabajadores dependientes e independientes), debiera ser suficiente para solventar ese monto. Si perjuicio de ello, hizo presente que como la cotización que se entera al fondo irá aumentando progresivamente, se ha previsto la vigencia diferida de las contingencias.  


A su turno, el Superintendente de Seguridad Social, señor Claudio Reyes, dio a conocer el siguiente cuadro sobre las funciones operativas de cada una de las entidades que participan en el Seguro:

Entidades que participan en la Administración del Seguro y sus funciones

COMPIN

- Pronunciarse por procedencia de la licencia médica. 

- Verificación requisitos para derecho al Subsidio.

MUTUALES E ISL

- Recaudación de cotizaciones del Seguro y entero en Entidad Administradora del Fondo.

- Cálculo de los días de permiso de cada trabajador; de los subsidios y las cotizaciones.

- Pago del subsidio al beneficiario y entero de cotizaciones.

- Registro por trabajador de cotizaciones realizadas por los empleadores y de los subsidios y cotizaciones pagadas.

ENTIDAD ADMINISTRADORA

- Recepción de fondos de cotizaciones recaudadas por las Mutuales e ISL para el Seguro.

- Transferencia a las Mutuales e ISL de los recursos para el pago de los subsidios y cotizaciones previsionales.

- Inversión de los recursos disponibles del Fondo.

SUSESO

- Regulación y fiscalización del Seguro integralmente.

- Desarrollo de sistemas de información para el control del Seguro.

- Determinación de los gastos de administración anual del Seguro para cada Entidad.

- Aplicación regla de sustentabilidad del Fondo.

- Resolver las apelaciones por causales médicas, jurídicas y administrativas respecto de lo resuelto por las COMPIN y entidades pagadoras de los subsidios del Seguro.

- Estudio actuarial del Fondo con DIPRES cada cinco años.

Enseguida, el señor Superintendente consignó que mientras los ingresos del Seguro son crecientes, sus egresos son superiores al inicio, fundamentalmente en razón del software que se debe desarrollar y los gastos en personal asociados. De modo tal que sólo al cabo de un tiempo se alcanza un punto de equilibrio. Así, lo esperable es que en el primer año, y parte del segundo, se produzca un diferencial que demandará una administración cuidadosa de los recursos disponibles.

La cotización inicial, se explayó, asciende a 0,01%, equivalente a $1.139 millones ya acumulados en el Fondo y una proyección de 3.000 millones para fines del presente año. El 8% de este último guarismo ($ 240 millones, aproximadamente) debe ser repartidos en las instituciones más arriba especificadas, con arreglo a una modalidad que aún no se determina pero que deberá serlo prontamente, vía decreto.  

En relación con el diferencial a que hiciera referencia el señor Superintendente de Seguridad Social, la asesora del Ministerio de Hacienda, señora Pérez, puntualizó que la vía para abordarlo será un decreto suscrito, conjuntamente, por los Ministerios de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social. 

Explicó que, de cualquier manera, los recursos que van a financiar la puesta en marcha del Seguro no son públicos, sino que provienen del Fondo acumulado. 

Adicionalmente, y tal como lo dispone el artículo séptimo transitorio de la iniciativa en estudio, manifestó que durante el primer año de cobertura del Seguro y mientras no opere el sistema electrónico de consulta en línea previsto al efecto, será responsabilidad de los beneficiarios allegar a la COMPIN la pertinente documentación.

El Honorable Senador señor Coloma solicitó precisar el alcance de tres de las contingencias que estarán cubiertas. En primer lugar, si la referencia a cáncer incluye a cualquier tipo de cáncer o sólo a algunos. En segundo término, si existe alguna definición de lo que se entiende por estado terminal. Y en tercer lugar, qué se entiende por secuencia funcional severa y permanente, que es una de las condiciones de acceso en caso de accidente grave. Absolver desde ya este tipo de inquietudes, razonó, permitirá dar respuestas adecuadas cuando la ciudadanía se interiorice sobre los beneficios disponibles. 

En lo que concierne al segundo de estos conceptos, en particular, observó que ha sido materia de discusión si acaso la existencia de una enfermedad con dicho carácter, puede otorgar alguna clase de preferencia a quien la padece cuando está optando al retiro voluntario como funcionario. En su opinión, enfatizó, este criterio debiera ser el preminente, y no, como ocurre en la actualidad, el del número de licencias que esa persona haya tenido. Recordó haber sido partidario, en diversos proyectos de ley, de que se incorpore el concepto de estado terminal, pero la respuesta sostenida del Ejecutivo ha sido que, por no estar definido, no es posible hacerlo.  

La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social indicó que el artículo 8 del artículo primero del proyecto de ley exige, entre las condiciones de acceso y acreditación en caso de cáncer, que la condición de salud del niño forme parte de las patologías de las Garantías Explícitas en Salud (GES) de la ley N° 19.966 y sus reglamentos. 

Por otra parte, hizo ver que el artículo 10 refiere de modo expreso que fase o estado terminal de vida es aquella condición de salud en que no existe recuperación de la salud del niño o niña, y su término se encuentra determinado por la muerte inminente. La inminencia –algo que va ciertamente a ocurrir-, podrá precisarse en función de los tiempos de duración de las licencias médicas, que en caso de estado terminal pueden alcanzar a 45 días.

El Subsecretario de Salud, señor Jaime Burrows, acotó que en la práctica internacional no existe consenso sobre lo que se debe entender por estado terminal. De ahí que las legislaciones busquen entregar definiciones en función del objetivo normativo buscado, lo que en el caso del artículo en estudio se relaciona con un pronóstico vital, en perspectiva, de no más de 45 días. Admitió, sobre este último punto, que un aspecto perfectible sería dejar claridad sobre que si la vida del niño o niña se extiende por unos días, eso no puede significar que el padre o madre que espera por su fallecimiento deba retornar inmediatamente al trabajo.

 En cuanto a lo que se debe comprender por secuela severa, puntualizó que dependerá de la funcionalidad, concepto que, a su vez, se encuentra básicamente relacionado con lo que es habitual para la persona afectada. Así, por ejemplo, hay secuelas funcionales vinculadas a la funcionalidad laboral de los trabajadores. Pero en el caso del presente proyecto de ley, tiene en realidad que ver con la capacidad del niño o niña para desempeñar sus actividades habituales o esperables, como caminar, asistir al colegio, etc. Requiere, por cierto, un trabajo de definición que aún no está del todo afinado, pero para el cual el Ministerio cuenta con los insumos necesarios procedentes, fundamentalmente, de la experiencia internacional. 

En otro orden de ideas, el Honorable Senador señor García observó que el artículo 13 del artículo primero establece, en su inciso tercero, que la licencia médica para el caso de accidente grave sólo podrá ser otorgada a partir del día décimo primero de ocurrencia del evento. Preguntó por qué se fija tal plazo, teniendo en cuenta que son justamente las primeras horas y días siguientes al accidente grave las más decisivas, y que en ellas el acompañamiento parental puede ser muy relevante. 

Asimismo, reparó en lo que se entiende por remuneraciones netas para la determinación de la base de cálculo para el pago del subsidio: la remuneración imponible respecto de la que se hayan efectuado las cotizaciones, con deducción de las cotizaciones de cargo del trabajador y de los impuestos, en su caso. Consultó cuál es el alcance de esta disposición, considerando que en el sector público subsiste una serie de bonificaciones que no son imponibles, y si se prevé una forma distinta a la que se utiliza actualmente para calcular el pago de las licencias.

Finalmente, manifestó que, para el futuro, las leyes de presupuestos debieran hacerse cargo de que los recursos del Fondo no debieran destinarse a solventar los gastos administrativos del Seguro. Por el contrario, debieran ser invertidos exclusivamente en el pago de subsidios.

En lo que importa al pago de la licencia médica a partir del décimo primer día por accidente grave, la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social recordó que el Código del Trabajo ya establece un permiso, de carácter excepcional y con goce de remuneraciones, cuando el trabajador se ve expuesto a una situación similar. Dicho permiso, indicó, cubre los primeros diez días, por lo que será complementado con el nuevo Seguro, cuyo foco, enfatizó, es el rol del padre o madre en la recuperación del menor.

Respecto al cálculo del subsidio, en tanto, la  asesora del Ministerio de Hacienda, señora Pérez, aclaró que será aplicable el mismo tope imponible del resto de las licencias. No habrá diferencias, en consecuencia, entre los sectores público y privado.

La Honorable Senadora señora Goic destacó, en primer lugar, que entre las mejoras introducidas al proyecto de ley en el Senado se encuentra el adelantamiento de la vigencia de cobertura para la contingencia de trasplante.

En segundo lugar, en relación con el cálculo del subsidio, recordó que en el contexto del beneficio postnatal parental de seis meses, inicialmente no se contempló el hecho de que los funcionarios públicos no están sujetos al tope imponible. Sin embargo, y luego de que Chile fuera llevado ante tribunales internacionales, el Estado se vio en la obligación de revertir la omisión y reconocer esa realidad, que implica que a dichos funcionarios se les paga íntegramente la licencia. En el presente proyecto de ley, empero, se vuelve a incurrir en la misma omisión. Por esa razón, indicó, en la Comisión de Trabajo y Previsión Social se solicitó al Ministerio de Hacienda revisar esta situación y enmendarla mientras se desarrolla la tramitación legislativa.

A continuación, hizo uso de la palabra el Presidente de la Asociación de Mutuales de Chile A.G., señor Ernesto Evans, quien consignó que al alero de dicha entidad se encuentran la Asociación Chilena de Seguridad (AChS), la Mutual de la Cámara Chilena de la Construcción y el Instituto de Seguridad del Trabajo (IST). El sistema, señaló, reúne en la actualidad a, aproximadamente 5 millones 700 mil trabajadores cotizantes, 160 mil unidades empleadoras, 25 mil trabajadores independientes y un número de trabajadoras de casa particular. 

Expuso, enseguida, que el origen de los fondos del Seguro se encuentra en una cotización extraordinaria, de cargo de los empleadores, que se pagaba al sistema de mutuales desde 1998, vinculada al aumento extraordinario de pensiones de jubilados. Respecto de ella, el Ejecutivo razonó que ya no era necesaria y que esos recursos podían ser más efectivos en el seguro que el proyecto de ley contempla. 
Luego de dar a conocer su pleno apoyo al proyecto, exteriorizó una serie de observaciones, básicamente relacionadas con su implementación.

Participan, del diseño, tres unidades. Así, las entidades recaudadoras (las mutualidades y el Instituto de Seguridad Laboral (ISL)), reciben la cotización que paga el empleador, transfieren los recursos a la entidad administradora (que deberá ser licitada por la SUSESO), para que posteriormente la entidad pagadora pague los subsidios de incapacidad laboral por licencia SANNA.

Una vez obtenida la licencia, prosiguió, corresponde al trabajador dirigirse a su empleador, si es dependiente, quien a su vez la remite a la COMPIN; o directamente a esta última, si es independiente. Dicha Comisión, luego de revisar los requisitos de elegibilidad conforme a un sistema electrónico integrado con las mutualidades, aprueba o no la licencia. En este punto, llamó la atención, sería deseable que se produjera un entendimiento directo entre la SUSESO y la COMPIN, y no entra las mutualidades y dicha Comisión, por ser la Superintendencia quien concentra la información consolidada del sistema de mutuales.  

Ahora bien, como el sistema electrónico integrado entre la COMPIN y las mutualidades aún no existe, se aprobó en la Comisión de Trabajo y Previsión Social que, en el intertanto, es el trabajador el encargado de aportar la información. Lo conveniente, en cambio, sería que fuera el empleador el obligado a entregarla.

Se refirió, por otra parte, a la licencia médica propiamente tal, cuya duración puede llegar a 90 días, si bien existe la posibilidad de traspaso de días entre los padres hasta por un tercio del período, lo que permite que una licencia médica tenga hasta 120 días de duración. Surge la duda, no obstante, sobre cómo atender casos que puedan suscitarse en la práctica. Si, por ejemplo, el padre se encuentra afiliado a la AChS y la madre al IST, y el sueldo de ella es superior al de él. Si el subsidio debe calcularse con arreglo a la renta neta, el traspaso de días del padre a la madre redundaría en que el monto de la licencia que percibiría la madre sea inferior por esos 30 días de diferencia. Sería apropiado, sostuvo, realizar alguna precisión para que este efecto no se produzca.

Del mismo modo, puso de relieve que para el caso de que los recursos disponibles en el Fondo disminuyeran, y con ellos los beneficios, sería adecuado que se contemplara alguna clase de garantía estatal. Si bien un evento de ese tipo parece ser poco probable, porque los cálculos realizados así lo indican, se trata de un factor de peligro que merece ser atendido.

Finalmente, planteó que los primeros estudios actuariales sobre el funcionamiento del Seguro, proyectados para los años 2020 o 2022, debieran ser adelantados, idealmente para 2018 o 2019. Justamente, subrayó, con el propósito de conocer a tiempo un diagnóstico sobre su implementación y sobre la suficiencia del Fondo. 

El señor Superintendente de Seguridad Social expresó que en materia de licencias médicas, la SUSESO desempeña, en rigor, un rol de última instancia, pues ante ella apelan los ciudadanos de las resoluciones de la COMPIN. Si, como ha propuesto el representante de las mutualidades, le fuera conferido el deber de directo entendimiento con la COMPIN, dicho rol quedaría en la práctica anulado. La SUSESO, enfatizó, no debiera estar involucrada en el nivel de toma de decisiones, sino conservar su posición actual.    

La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social hizo hincapié en que el artículo 16, inciso primero, del artículo primero del proyecto de ley, es claro respecto de que quien tiene derecho al pago del subsidio es el trabajador o trabajadora que haga uso del permiso que, según la contingencia, corresponda. Será la remuneración neta del usuario, entonces, la que determinará el pago, y no la del padre o madre que traspase sus días.

En cuanto al financiamiento del Fondo, consignó que el proyecto de ley provee una consistente normativa sobre su administración y operación. Así, por ejemplo, se contemplan informes mensuales sobre comportamiento y pago de los subsidios, cuestión que, habida cuenta que el número de casos en régimen no es elevado, no debiera representar un problema operativo. 

En relación con la pretensión de contar con una garantía estatal, expuso que no ha sido una posibilidad que haya sido considerada. Básicamente, argumentó, porque los antecedentes proporcionados por el Ministerio de Salud acotan los casos a los que el Seguro sería aplicable. Sin perjuicio de lo cual igualmente se incorporaron los estudios actuariales, con miras a adoptar, de manera oportuna, los resguardos que sean necesarios.

---

DISCUSIÓN 

La Comisión de Hacienda se pronunció acerca de las siguientes disposiciones del proyecto de ley: artículos 1, 2, 3, 4, 13, 14, 16, 17, 18, 19, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40 y 41 del artículo primero permanente; y artículos segundo, tercero, cuarto, quinto, noveno, décimo y duodécimo transitorios. Lo hizo en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento del Senado.

Artículo primero

Artículo 1


Establece el objeto del Seguro para el Acompañamiento de los Niños y Niñas. Se trata de un seguro obligatorio para padres y madres trabajadores de niños y niñas afectados por una condición grave de salud, para que puedan ausentarse justificadamente de su trabajo durante un tiempo determinado, con el objeto de prestarles atención, acompañamiento o cuidado personal. Durante el período de ausentamiento, recibirán un subsidio que reemplaza total o parcialmente su remuneración o renta mensual, en los términos y condiciones señalados en la ley que el presente proyecto propone. 

Artículo 2

 
Señala cuáles son las personas protegidas por el Seguro: 

 
a) Los trabajadores dependientes regidos por el Código del Trabajo.

 
b) Los funcionarios de los órganos de la Administración del Estado señalados en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, con exclusión de los funcionarios de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública sujetos al régimen previsional de las Cajas de Previsión de la Defensa Nacional y de Carabineros de Chile.


Del mismo modo, los funcionarios del Congreso Nacional, del Poder Judicial, del Ministerio Publico, del Tribunal Constitucional, del Servicio Electoral, de la Justicia Electoral y demás tribunales especiales creados por ley. 

 
c) Los trabajadores independientes a que se refieren los artículos 89, inciso primero, y 90, inciso tercero, del decreto ley N° 3.500, de 1980.

 
Agrega que la afiliación de un trabajador al Seguro se entenderá efectuada por el solo ministerio de la ley, cuando éste se incorpore al régimen del seguro de la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales. 

Artículo 3

 
Indica quiénes son los beneficiarios del Seguro: el padre y la madre trabajadores señalados en el artículo 2, de un niño o niña mayor de un año y menor de quince o dieciocho años de edad, según corresponda, afectado por una condición grave de salud. Asimismo, el trabajador o la trabajadora que tenga a su cargo el cuidado personal del niño o niña, otorgado por resolución judicial. 

Artículo 4

 
Identifica las prestaciones del Seguro. A saber: permiso para ausentarse justificadamente del trabajo durante un tiempo determinado y pago de un subsidio que reemplaza total o parcialmente la remuneración o renta mensual del trabajador, durante el período que el hijo o hija requiera atención, acompañamiento o cuidado personal.

Artículo 13

Establece, en su inciso primero, que la correspondiente licencia médica será otorgada al trabajador por el médico tratante del niño, quien deberá certificar la ocurrencia de alguna de las condiciones graves de salud señaladas en el artículo 7 (cáncer, trasplante de órgano sólido, fase o estado terminal de la vida o accidente grave con riesgo de muerte o de secuela funcional grave o permanente). Añade, en el inciso segundo, que será otorgada por períodos de hasta quince días (sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 14), y podrá ser prorrogada por períodos iguales, en forma continua o discontinua. La suma de los días correspondientes a cada licencia, con todo, no podrá exceder de los plazos máximos establecidos en el artículo 14. 

 
El inciso tercero prescribe que en el caso de accidente grave con riesgo de muerte o secuela funcional grave o permanente, la licencia médica sólo podrá otorgarse a partir del día décimo primero de ocurrido el accidente. El inciso cuarto, finalmente, expresa que el uso, extensión y control de las licencias médicas se regirá por el o los reglamentos establecidos en el artículo 12 y las demás normas vigentes, especialmente lo dispuesto en la ley N° 20.585, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas.


Los artículos 1, 2, 3, 4 y 13 fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Coloma, García, Lagos y Montes.

Artículo 14

 
Da cuenta de la duración del permiso según la contingencia de que se trate. En caso de cáncer será de hasta noventa días por cada hijo o hija afectado, dentro de un período de doce meses, contados desde el inicio de la primera licencia médica. El permiso podrá ser usado por hasta dos períodos continuos respecto del mismo diagnóstico. En caso de trasplante de órgano sólido tendrá una duración de hasta noventa días por cada hijo o hija afectado, respecto del mismo diagnóstico, contados desde el inicio de la primera licencia médica. En los casos de fase o estado terminal de la vida, por su parte, durará en total hasta sesenta días por cada hijo o hija afectado, respecto del mismo diagnóstico, contados desde el inicio de la primera licencia. Y en los casos de accidente grave tendrá una duración máxima de hasta cuarenta y cinco días, en relación al evento que lo generó, por cada hijo o hija afectado, contados desde el inicio de la primera licencia médica.

 
De acuerdo con el inciso quinto, si el padre y la madre son trabajadores con derecho al Seguro podrán hacer uso del permiso conjunta o separadamente, según ellos lo determinen. 

 
Estos permisos, conforme al inciso sexto, podrán usarse por media jornada en aquellos casos en que el médico tratante prescriba que la atención, el acompañamiento o el cuidado personal del hijo o hija pueda efectuarse bajo esta modalidad. Para efectos del cálculo de la duración del permiso se entenderá que las licencias médicas otorgadas por media jornada equivalen a medio día. Las licencias médicas por media jornada en los casos de cáncer, trasplante de órgano sólido y desahucio podrán tener una duración de hasta treinta días cada una de ellas. 

 
El inciso séptimo, finalmente, dispone que durante el goce del permiso que será aplicable lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 161 del Código del Trabajo. 


En relación con la oración final del inciso sexto de este artículo, la Comisión tuvo presente que la referencia a la entrega de licencias médicas en caso de “desahucio”, resulta inadecuada. Esto, por cuanto la tercera de las contingencias contenidas en el artículo 7 del artículo primero del texto aprobado en general por el Senado, denominada “desahucio o estado terminal”, fue modificada por la Comisión de Trabajo y Previsión Social. Conforme a lo acordado por esta última instancia, pasó a denominarse “fase o estado terminal de la vida”, tanto en la letra c) del precitado artículo 7 como, consecuencialmente, en otras disposiciones del proyecto de ley.


En consecuencia, la unanimidad de los miembros de la Comisión (Honorables Senadores señora Goic y señores Coloma, García, Lagos y Montes), acordó reemplazar, en el inciso sexto del artículo 14, la expresión “desahucio” por “fase o estado terminal de la vida”. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.


Puesto en votación el resto del artículo, resultó aprobado por la misma unanimidad.

Artículo 16

Establece el subsidio que deberá ser pagado en los casos que corresponda. Es del siguiente tenor:

 
“Artículo 16.- Subsidio. El trabajador o trabajadora que haga uso del permiso establecido en el artículo 14, tendrá derecho al pago de un subsidio con cargo al Seguro por todo el período de duración del permiso, si cumple con los requisitos de afiliación y cotización regulados en esta ley. 

 
El monto diario del subsidio de los trabajadores dependientes se calculará sobre la base del promedio de las remuneraciones netas y de los subsidios por incapacidad de origen común, laboral o maternal, o bien de este Seguro, percibidos en los últimos tres meses calendarios anteriores más próximos al inicio del permiso.

 
Se entienden por remuneraciones netas para la determinación de la base de cálculo la remuneración imponible respecto de la que se hayan efectuado las cotizaciones, con deducción de las cotizaciones de cargo del trabajador y de los impuestos, en su caso. 

 
Tratándose de los trabajadores independientes, el subsidio se calculará sobre la base de las rentas netas y subsidios percibidos dentro de los cinco meses anteriores más próximos al mes en que se inicia el permiso.

 
El subsidio a que da lugar esta ley será imponible para previsión y salud de conformidad al artículo 17 del decreto ley N° 3.500, de 1980. Durante el período en que el trabajador esté percibiendo este subsidio el empleador deberá continuar declarando y pagando las cotizaciones que son de su cargo.

 
En todo lo no previsto en este artículo se aplicarán al subsidio establecido en esta ley, en cuanto sea compatible con su naturaleza, las reglas establecidas en el decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija normas comunes para subsidios por incapacidad laboral de los trabajadores dependientes del sector privado, con excepción de los artículos 10 y 11. Respecto de los trabajadores independientes, se aplicarán las normas del Párrafo 2° del Título II del Libro II del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979 y de la leyes N° 18.933 y N° 18.469.”.

Artículo 17

 
Da cuenta de las reglas aplicables al subsidio para el trabajador temporal cesante. En efecto, en el caso de los trabajadores cesantes señalados en el artículo 6, el monto diario del subsidio se calculará sobre la base del promedio de las remuneraciones netas y de los subsidios por incapacidad de origen común, laboral o maternal, o bien de este Seguro, percibidos en los últimas doce meses calendarios anteriores y más próximos al inicio del permiso. 

Artículo 18

 
Prescribe que el monto del subsidio equivaldrá al 100% de las remuneraciones o rentas netas del trabajador o trabajadora calculadas de acuerdo al procedimiento establecido en los artículos 16 y 17. 

Artículo 19

 
Consagra que las incompatibilidad de las prestaciones del Seguro con el pago del subsidio por incapacidad de origen común o laboral, del subsidio por descanso maternal, incluido el tiempo de descanso postnatal parental o por el permiso por enfermedad grave del niño menor de un año, y se suspenderán por estas causas. Asimismo, con el uso de feriado legal o permiso con goce de remuneración, en su caso. 

 
Agrega, en el inciso segundo, que solamente se podrá hacer uso del Seguro una vez finalizados los permisos o descansos señalados en el inciso primero. Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, serán compatibles con el pago de subsidio de origen común, laboral o de otro beneficio de protección a la maternidad utilizado en jornada parcial con lo dispuesto en inciso sexto del artículo 14. 

Artículo 22


Dispone que las entidades pagadoras efectuarán el cálculo del monto del subsidio de acuerdo a lo establecido en los artículos 16, 17 y 18, y que el subsidio se pagará con la misma periodicidad que la remuneración, sin que pueda ser, en caso alguno, superior a un mes. El pago  será realizado por las Mutualidades de Empleadores y el Instituto de Seguridad Laboral, según corresponda. 

Artículo 23


Establece el Fondo del Seguro para el Acompañamiento de los Niños y Niñas, cuyo objetivo es financiar las prestaciones que otorga el Seguro, de acuerdo al artículo 3 de la ley N° 21.010. Contará, para ello, con un patrimonio independiente y separado del patrimonio de la entidad que lo administre o gestione.

Artículo 24

 
Detalla la manera en se financiará el Fondo:

 
a) Con una cotización mensual de un 0,03% de las remuneraciones o rentas imponibles de los trabajadores dependientes e independientes, de cargo del empleador o de estos últimos, establecida en el artículo 3 de la ley N° 21.010. 

 
b) Con la cotización para este Seguro que proceda durante los períodos en que el trabajador o la trabajadora este haciendo uso de él y por los períodos de incapacidad laboral temporal de origen común, maternal o de la ley N° 16.744, de cargo del empleador. 

 
c) Con el producto de las multas, reajustes e intereses que se apliquen en conformidad a la ley N° 17.322. 

 
d) Con las utilidades o rentas que produzca la inversión de los recursos anteriores. 

Artículo 25

 
Expresa a qué se destinarán los recursos del Fondo: 

 
a) Al pago de los subsidios a que da lugar el Seguro. 

 
b) Al pago de las cotizaciones previsionales y de salud que procedan durante el uso del Seguro. 

 
c) Al pago de los gastos de administración, gestión, fiscalización y todo otro gasto en que incurran las instituciones y entidades que participan en la gestión del Seguro.

Artículo 26


Relativo a las cotizaciones, su tenor es el siguiente:

 
“Artículo 26.- Cotizaciones. El empleador deberá cotizar por todos sus trabajadores. 

 
La cotización establecida en la letra a) del artículo 24 se calculará sobre las remuneraciones o rentas imponibles de los trabajadores, según corresponda, hasta el tope máximo vigente establecido en el artículo 16 del decreto ley N° 3.500, de 1980, consideradas al último día del mes anterior al pago. 

 
Para los efectos de lo dispuesto en la presente ley se considerara remuneración la señalada en el artículo 41 del Código del Trabajo y renta imponible la señalada en los artículos 90 y 92-K del decreto ley N° 3.500, de 1980.

 
Si un trabajador o trabajadora desempeña dos o más empleos se deberán efectuar cotizaciones por cada una de las remuneraciones y, en cada una, hasta el tope a que se refiere el inciso segundo de este artículo. En lo demás, se aplicará lo dispuesto en el artículo 16 del decreto ley N° 3.500, de 1980.

 
En caso de incapacidad laboral temporal del trabajador o trabajadora de origen común, maternal, de la ley N° 16.744 o cuando el trabajador o trabajadora haga uso de este Seguro, el empleador deberá continuar declarando y pagando la cotización para el financiamiento de este Seguro. Por su parte, la entidad pagadora del Seguro deberá enterar las cotizaciones para previsión y salud de cargo del trabajador en los organismos que correspondan.

 
Las cotizaciones que pague el empleador para este Seguro durante el período en que el trabajador o trabajadora esté haciendo uso del permiso deberán efectuarse sobre la base de la última remuneración imponible enterada para el Seguro, correspondiente al mes anterior a aquel en que se haya iniciado el permiso.

 
Durante el período en que un trabajador independiente esté haciendo uso de un permiso por incapacidad laboral temporal de origen común, maternal, de la ley N° 16.744 o cuando esté haciendo uso de este Seguro, se encontrará exento de la obligación de contribuir al Seguro creado por esta ley. Con todo, para los efectos de acceder a sus beneficios, se entenderá que el trabajador independiente ha cumplido con el requisito relativo al pago de la cotización señalada en la letra a) del artículo 24. 

 
Para todos los efectos legales estas cotizaciones tendrán el carácter de cotización de seguridad social.”.

Artículo 27
 
Dispone que la recaudación de las cotizaciones será efectuada por las Mutualidades de Empleadores y el Instituto de Seguridad Laboral, conjuntamente con las demás cotizaciones que recaudan para el financiamiento del seguro de la ley N° 16.744. 

Artículo 28

 
Prescribe que la declaración y pago de las cotizaciones de este Seguro se regirán por las reglas establecidas en el artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980. 
El pago de las cotizaciones de los trabajadores independientes, en tanto, se regirá por las normas relativas al pago provisional de las cotizaciones establecido en el inciso cuarto del artículo 92 de dicho cuerpo legal.

Artículo 30

  
Establece que será responsabilidad de la respectiva entidad recaudadora perseguir el cobro de las sumas adeudadas. Agrega que a las cotizaciones del Seguro le serán aplicables las normas de la ley N° 17.322, y gozarán de los mismos privilegios y garantías que las otras cotizaciones previsionales. 

Artículo 31


Mandata que los ingresos recibidos por las entidades recaudadoras del Seguro, serán depositados mensualmente en una cuenta única que será llevada por la entidad administradora del Fondo, dentro de los cinco días siguientes al vencimiento del plazo legal en que las entidades recaudadoras reciben las cotizaciones correspondientes. Dicho término se prorrogará hasta el primer día hábil siguiente si el plazo inicial  expira en día sábado, domingo o festivo. 

Artículo 32

 
Indica que la administración financiera del Fondo es de cargo de una persona jurídica de derecho privado constituida en la República de Chile, que tendrá por objeto exclusivo la administración del Fondo, la inversión de sus recursos y los giros que se dispongan de conformidad con esta ley. Dicha entidad administradora será determinada mediante licitación pública.

Artículo 33


Relativo a la licitación y adjudicación del Fondo, es del siguiente tenor:

 
“Artículo 33.- Licitación y adjudicación del Fondo. La licitación y la adjudicación del servicio se regirán por las normas establecidas en la presente ley y las respectivas bases de licitación, las que serán aprobadas por resolución de la Superintendencia de Seguridad Social, previa aprobación del Ministerio de Hacienda.

  
Las bases de licitación de la administración financiera del Fondo deberán contemplar, a lo menos, los requisitos de postulación; las garantías que deberán otorgar los oferentes; los criterios de idoneidad de las entidades postulantes; los criterios de adjudicación; la forma de determinación de la retribución por la administración del Fondo; las condiciones bajo las cuales la licitación se declararía desierta, las obligaciones que le corresponderán a la entidad que resulte adjudicada y la duración del contrato de administración, que en ningún caso podrá ser inferior a tres años ni superior a diez años.

 
Podrán postular a esta licitación las personas jurídicas, nacionales o extranjeras, que cumplan con lo establecido en las bases de licitación. 

 
La Superintendencia de Seguridad Social efectuará un proceso de precalificación de los postulantes a la licitación con el fin de asegurar su idoneidad técnica, económica y financiera. 

 
Si no hubiere interesados en la licitación o ésta fuere declarada desierta deberá llamarse, dentro de los treinta días siguientes, a una nueva licitación pública. Dicho plazo se contará desde la fecha de la resolución que declara desierta la licitación. En este caso, la Superintendencia de Seguridad Social deberá resolver la administración transitoria del Fondo.

  
La licitación se adjudicará evaluando las ofertas técnicamente aceptables atendiendo, a lo menos, a factores tales como el costo de administración y la calificación técnica para la prestación del servicio. La definición de estos factores y su forma de aplicación para adjudicar la prestación del servicio serán establecidas en las respectivas bases de licitación. 

 
La adjudicación será realizada a través de una resolución dictada por la Superintendencia de Seguridad Social con aprobación previa del Ministerio de Hacienda. Esta resolución será publicada en el Diario Oficial.”.

Artículo 34

  
Relativo al contrato de administración, es del siguiente tenor:


“Artículo 34.- Contrato de administración. La entidad adjudicataria estará obligada a constituir, en el plazo de sesenta días contado desde la publicación en el Diario Oficial de la resolución mencionada en el artículo anterior y con los requisitos que las bases de licitación establezcan, una sociedad comercial de nacionalidad chilena o agencia de la empresa extranjera constituida en Chile, con quien se celebrara el contrato de administración y su objeto exclusivo será el mencionado en el artículo 32.

 
La entidad administradora será de duración indefinida y subsistirá hasta el cumplimiento del plazo de vigencia del contrato de administración respectivo.

 
El contrato de administración será suscrito por la Superintendencia de Seguridad Social y aprobado por resolución de la misma Superintendencia. Se entenderán incorporadas al contrato las bases de licitación. 

 
Existirá separación patrimonial entre los recursos propios de la entidad administradora y los del Fondo. La entidad administradora no tendrá dominio sobre el patrimonio que constituye el Fondo y tampoco podrá darlo en garantía. Los bienes y derechos que componen el patrimonio del Fondo serán inembargables. 

 
Durante la vigencia del contrato, la entidad administradora deberá asegurar la continuidad de la prestación del servicio en condiciones de absoluta normalidad y en forma ininterrumpida. El incumplimiento de esta obligación constituirá infracción grave de las obligaciones de la entidad administradora.

 
La entidad administradora podrá celebrar contratos de prestación de servicios con entidades externas, según lo que al respecto establezcan las bases de licitación y el contrato de administración del Fondo.

 
La entidad administradora deberá presentar a la Superintendencia de Seguridad Social, a lo menos semestralmente, un informe que contendrá, respecto del período respectivo, los ingresos obtenidos, las cotizaciones enteradas, los egresos, la cartera de inversiones, la rentabilidad y los demás antecedentes que se establezcan en las bases de licitación.”.

Artículo 35

 
Da cuenta de las causales de término del contrato de administración: 

 
a) Cumplimiento del plazo del contrato. 

 
b) Acuerdo entre la Superintendencia de Seguridad Social y la entidad que se adjudique la licitación. 

 
c) Infracción grave de las obligaciones que impone el contrato por parte de la entidad administradora.

 
d) Insolvencia de la entidad administradora.

 
e) Las que se estipulen en las bases de licitación. 

 
Añade, en el inciso segundo, que para dar término al contrato de administración y proceder a su liquidación se requerirá, previamente, de la aprobación de la cuenta de liquidación por parte de la Superintendencia de Seguridad Social. Igual procedimiento se seguirá cuando se ponga término a la sociedad por haberse cumplido su objetivo. 

 
 Conforme al inciso tercero, en caso de término anticipado del contrato, la Superintendencia de Seguridad Social deberá adoptar las providencias necesarias para dar continuidad operativa a la prestación de los servicios, debiendo convocar a una nueva licitación en el plazo máximo de sesenta días desde ocurrido el evento que dio origen a dicho término.
Artículo 36

 
Dispone que corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social la declaración de infracción grave de las obligaciones que impone el contrato por parte de la entidad administradora o de insolvencia de ésta. Deberá ajustarse, para ello, a un procedimiento racional y justo, y deberá estar fundada en alguna de las causales establecidas en la ley que el presente proyecto propone, en las bases de licitación o en el contrato de administración del Fondo. 

 
Agrega, en el inciso segundo, que dicha Superintendencia deberá llamar a licitación pública en el plazo de sesenta días, contado desde la declaración de la infracción grave o la insolvencia, con el objeto de seleccionar a la nueva entidad que se adjudicará la licitación. 

 
Finalmente, el inciso tercero establece que producida alguna de las situaciones mencionadas en el inciso primero, cesará la prestación del servicio de la entidad administradora. En tal caso, la Superintendencia deberá adoptar todas las medidas necesarias para la continuidad operativa del servicio.

Artículo 37

 
Establece que los recursos del Fondo se invertirán en los instrumentos financieros señalados en las letras a), b), c), d), e), g), h), i) y k) del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980. 

 
Agrega que las normas que establezcan los criterios de elegibilidad de emisores y diversificación serán determinadas por el Ministerio de Hacienda. Del mismo modo, dispone que las inversiones que se efectúen con recursos del Fondo tendrán como único objetivo la obtención de una adecuada rentabilidad que asegure el otorgamiento de los beneficios establecidos en la ley que el presente proyecto propone. 

Artículo 38


Contiene las reglas de operación del Fondo, y es del siguiente tenor:

 
“Artículo 38.- Reglas de operación del Fondo. La contabilidad y la programación de los ingresos y egresos del Fondo se sujetarán a las siguientes reglas:

 
a) Mensualmente cada una de las entidades recaudadoras, junto con el entero de los recursos, enviará a la entidad administradora del Fondo, la información detallada sobre los ingresos percibidos por concepto de este Seguro.
 
b) Las entidades pagadoras informarán mensualmente a la entidad administradora del Fondo, los requerimientos estimados de recursos para los pagos que deberán efectuar por concepto de subsidios. Las entidades pagadoras que no remitan oportunamente los presupuestos y programas de egresos deberán solventar el pago de los subsidios con recursos propios, sin perjuicio de los ajustes que se realicen en los períodos posteriores. La entidad administradora del Fondo transferirá a las entidades pagadoras en forma anticipada los recursos solicitados para el pago de los subsidios.
 
c) La Superintendencia de Seguridad Social determinará mediante una norma de carácter general las modalidades y procedimientos que se seguirán para la entrega de información por parte de las entidades recaudadoras y pagadoras, y la forma en que la entidad administradora del Fondo efectuará las transferencias de los recursos a las entidades pagadoras.
 
d) Las entidades pagadoras deberán rendir mensualmente a la entidad administradora los recursos recibidos para el pago de los subsidios, de conformidad con las normas que fije la Superintendencia de Seguridad Social para estos efectos. Las entidades pagadoras deberán llevar un registro de los días autorizados y pagados a cada trabajador o trabajadora. 

 
e) La entidad administradora del Fondo, al cierre de cada mes, informará a la Superintendencia de Seguridad Social los ingresos totales del Fondo, incluidas la información de las cotizaciones recibidas y los pagos efectuados. La información consolidada del Fondo será de carácter público y se difundirá a través del sitio web de la entidad administradora. Esta información también se publicará en el sitio web de la Superintendencia de Seguridad Social, cuando se encuentre aprobada por ella.
Artículo 39

 
Prescribe que los gastos de administración de las instituciones y entidades que participan de la recaudación de las cotizaciones, del pago de los subsidios, de la gestión, administración y fiscalización del Seguro no podrán exceder, en conjunto, del 8% de las cotizaciones recaudadas en cada año. Encarga a un reglamento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito por el Ministro o Ministra de Hacienda, el establecimiento de los factores y los mecanismos para determinar la asignación de los gastos de administración del Seguro. 

 
Agrega que por resolución anual de la Superintendencia de Seguridad Social, visada por la Dirección de Presupuestos, se establecerán los montos asignados para los gastos de administración entre las instituciones y entidades participantes de la gestión, administración y fiscalización del Seguro. 

Artículo 40

 
Contiene la regla de sustentabilidad del Fondo. Para tal efecto, prescribe que el valor total de los beneficios a pagar con cargo al Fondo en un mes determinado no podrá exceder el 16% del valor en él acumulado al último día del mes anterior. 

 
Consigna en su inciso segundo que si el valor total de los beneficios a pagar en el mes, con cargo al Fondo, excediere el monto indicado en el inciso anterior, el beneficio a pagar a cada afiliado se disminuirá proporcionalmente conforme al valor total de beneficios que pueda financiar el Fondo de acuerdo al inciso anterior. En estos casos la Superintendencia de Seguridad Social determinará la rebaja y los montos finales que se pagarán a cada beneficiario por concepto de subsidios. 

Artículo 41


Disponen la obligación, para la Dirección de Presupuestos y la Superintendencia de Seguridad Social, de realizar o encargar la elaboración, cada cinco años, de un estudio actuarial que permita evaluar la sustentabilidad del Fondo. Dicho estudio deberá también realizarse cada vez que se proponga una modificación legal a las prestaciones otorgadas por el Seguro, a sus condiciones de acceso o a cualquier variable que afecte los ingresos o gastos esperados del Fondo; y deberá, a lo menos, considerar un análisis sobre el efecto de la modificación en los ingresos y gastos del Fondo. Sus resultados serán públicos. 


Los artículos 16, 17, 18, 19, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40 y 41 fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Coloma, García, Lagos y Montes.

Artículos Transitorios

Artículo segundo


Prescribe lo siguiente:


“Artículo segundo.- A partir del 1 de diciembre de 2017, tendrán cobertura de este Seguro la contingencia señalada en la letra a) del artículo 7 y los tratamientos destinados al alivio del dolor y cuidados paliativos por cáncer avanzado indicados en la letra b) del artículo 10, ambos establecidos en el artículo primero de esta ley. 

 
A partir del 1 de abril de 2018, tendrá cobertura de este Seguro la contingencia señalada en la letra b) del artículo 7, establecido en el artículo primero de la presente ley. 

 
A partir del 1 de diciembre de 2018, tendrá cobertura de este Seguro la contingencia señalada en la letra c) del artículo 7, establecido en el artículo primero de la presente ley. 

 
A partir del 1 de diciembre de 2020, tendrá cobertura de este Seguro la contingencia señalada en la letra d) del artículo 7, establecido en el artículo primero de la presente ley.”.

Artículo tercero


Prescribe que los artículos 31 y 37 del artículo primero de la ley que el presente proyecto propone, entrarán en vigencia dentro de los noventa días siguientes a la constitución de la entidad administradora del Fondo señalada en el Párrafo tercero del Título Tercero, también del artículo primero. En tanto se constituya e inicie sus operaciones, las funciones que señala el artículo 38 serán cumplidas por las entidades recaudadoras bajo las instrucciones que al efecto imparta la Superintendencia de Seguridad Social. Respecto de las materias señaladas en los artículos 31 y 37, en tanto, regirán las normas establecidas en el artículo 5 de la ley N° 21.010 y las instrucciones impartidas por dicha Superintendencia.

Artículo cuarto

 
Señala que la primera licitación para la adjudicación del servicio de la entidad administradora del Fondo, será convocada por la Superintendencia de Seguridad Social dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia de la ley. 

Artículo quinto


Dispone que una vez que la entidad administradora entre en operaciones, las entidades recaudadoras deberán efectuar el traspaso de los recursos del Fondo que cada una de ellas administre, en forma pormenorizada. Para ello, deberán acompañar un informe de los ingresos, egresos y operaciones del período, según las instrucciones y en los plazos que señale la Superintendencia de Seguridad Social para tal efecto. 

Artículo noveno

 
Establece que el primer estudio actuarial a que se refiere el artículo 41 del artículo primero, deberá ser publicado dentro de los veinticuatro meses siguientes a la entrada en vigencia de la ley. 

Artículo décimo

 
Mandata que la cotización indicada en la letra a) del artículo 24 -incorporado por el artículo primero-, sea implementada en la forma establecida en el artículo segundo transitorio de la ley N° 21.010.

Artículo duodécimo
 
Dispone que en el mes de diciembre del año 2022, los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, deberán presentar conjuntamente un informe de evaluación de la implementación del seguro para el acompañamiento de niños y niñas. Este informe deberá considerar como insumo el estudio actuarial sobre sustentabilidad del Fondo, evaluar el impacto del seguro y formular una propuesta sobre el aumento de las contingencias protegidas, de la tasa de cotización y de la duración de los permisos, en caso que los antecedentes así lo justifiquen. Además, será remitido al Senado y a la Cámara de Diputados, y publicado en los sitios web de los señalados ministerios.

Los artículos segundo, tercero, cuarto, quinto, noveno, décimo y duodécimo transitorios fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Coloma, García, Lagos y Montes.

- - -

INFORME FINANCIERO


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 20 de junio de 2017, señala, de modo textual, lo siguiente:


“I. Antecedentes.

El proyecto de ley crea un seguro obligatorio, de carácter contributivo y solidario, para los padres y las madres trabajadores de niños y niñas afectados por una condición grave de salud, para que puedan ausentarse justificadamente de su trabajo durante un tiempo determinado, con el objeto de prestarles atención, acompañamiento o cuidado personal, recibiendo durante ese período un subsidio que reemplaza total o parcialmente su remuneración o renta mensual.

Beneficiarios: Los beneficiarios del seguro son los padres y las madres, trabajadores dependientes regidos por el Código del Trabajo, del sector público y trabajadores independientes que cotizan en el sistema previsional. También tendrá derecho a las prestaciones del seguro el trabajador o la trabajadora que tenga a su cargo el cuidado personal del niño o niña, otorgado por resolución judicial.

Causantes: Los causantes del beneficio son los niños y niñas, mayores de un año y menores de quince o dieciocho años de edad, según el caso, afectados por una condición grave de salud debidamente calificada.

Para los efectos de este proyecto de ley, constituyen una condición grave de salud las siguientes:

a) Cáncer.

b) Trasplante de órgano sólido.

c) Desahucio o estado terminal.

d) Accidente grave con riesgo de muerte o de secuela funcional severa y permanente.

La condición grave de salud relativa a cáncer, trasplante y estado terminal cubre a los niños y niñas mayores de un año y menores de dieciocho años de edad. La condición grave relativa al cuadro clínico derivado de un accidente grave, cubre a los niños y niñas mayores de 1 año y menores de quince años de edad.

Beneficio: A través de este proyecto de ley se crea un permiso para que el trabajador o la trabajadora puedan ausentarse justificadamente de su trabajo durante un tiempo determinado. Asimismo, se establece el pago de un subsidio que reemplaza total o parcialmente la remuneración o renta mensual del trabajador o trabajadora, durante el período que el hijo o hija requiera atención, acompañamiento o cuidado personal.

El permiso en caso de cáncer tendrá una duración de noventa días para cada padre o madre, en un período de doce meses y respecto de cada hijo o hija que sea causante del beneficio. En los casos de trasplante de órganos sólidos, el permiso también tendrá una duración de noventa días, para cada padre o madre con derecho al beneficio. Para los casos de desahucio o estado terminal, el permiso tendrá una duración máxima de sesenta días para cada padre o madre y en los casos de accidente grave con riesgo de muerte o de secuela funcional severa y permanente, el permiso podrá extenderse por cuarenta y cinco días para cada padre o madre.

Financiamiento: El esquema de financiamiento del Seguro para el acompañamiento de las niñas y niños fue establecido a través de la ley N° 21.010, que establece la creación de un fondo que se financiará con los siguientes recursos:

a) Con una cotización mensual en régimen de un 0,03% de las remuneraciones o rentas imponibles de los trabajadores dependientes e independientes, de cargo del empleador o de estos últimos, establecida en el artículo 3 de la ley N° 21.010. Esta cotización se implementará gradualmente, en la misma proporción en que se va extinguiendo la cotización extraordinaria del Fondo de Contingencia de las Mutualidades, hasta alcanzar la cotización de régimen, en enero de 2020.

b) Con la cotización para este Seguro que proceda durante los períodos en que el trabajador o la trabajadora esté haciendo uso de él y por los períodos de incapacidad laboral temporal de origen común, maternal o de la ley N° 16.744, de cargo del empleador;

c) Con el producto de las multas, reajustes e intereses que se apliquen en conformidad a la ley N° 17.322 y,

d) Con las utilidades o rentas que produzca la inversión de los recursos anteriores.

Fecha de incorporación de contingencias cubiertas: El proyecto de ley propone un esquema gradual de incorporación de las contingencias cubiertas, según el siguiente esquema:

a) A partir del 1° de diciembre de 2017, se otorga cobertura para cáncer y los tratamientos destinados al alivio del dolor y cuidados paliativos por cáncer avanzado.

b) A partir del 1° de diciembre de 2018, se amplía la cobertura a los trasplantes de órganos sólidos.

c) A partir del 1° de diciembre de 2019, la cobertura incorpora los desahucios y estado terminal.

d) A partir del 1° de diciembre de 2020, se incluyen los accidentes graves.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Los contenidos del presente proyecto de ley no tienen impacto fiscal, dado que todos los gastos asociados se financiarán con cargo al fondo creado por la Ley N° 21.010.”.

Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIÓN


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la siguiente enmienda al proyecto de ley aprobado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social en su segundo informe:

Artículo primero

Artículo 14


Sustituir, en la oración final del inciso sexto, la voz “desahucio” por “fase o estado terminal de la vida”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- - -
TEXTO DEL PROYECTO

 
De acuerdo con la modificación precedentemente señalada, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY

 
"Artículo primero.- Créase el Seguro para el Acompañamiento de los Niños y Niñas que se regirá por las siguientes normas: 

Título Primero

Del Seguro

Párrafo primero

De las normas generales del Seguro

 
Artículo 1.- Objeto del Seguro. Establécese un seguro obligatorio, en adelante "el Seguro", para los padres y las madres trabajadores de niños y niñas afectados por una condición grave de salud, para que puedan ausentarse justificadamente de su trabajo durante un tiempo determinado, con el objeto de prestarles atención, acompañamiento o cuidado personal, recibiendo durante ese período un subsidio que reemplaza total o parcialmente su remuneración o renta mensual, en los términos y condiciones señalados en la presente ley. 

 
Artículo 2.- Personas protegidas por el Seguro. Estarán sujetos al Seguro las siguientes categorías de trabajadores: 

 
a) Los trabajadores dependientes regidos por el Código del Trabajo.

 
b) Los funcionarios de los órganos de la Administración del Estado señalados en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, con exclusión de los funcionarios de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública sujetos al régimen previsional de las Cajas de Previsión de la Defensa Nacional y de Carabineros de Chile. Estarán sujetos también al Seguro los funcionarios del Congreso Nacional, del Poder Judicial, del Ministerio Publico, del Tribunal Constitucional, del Servicio Electoral, de la Justicia Electoral y demás tribunales especiales creados por ley. 

 
c) Los trabajadores independientes a que se refieren los artículos 89, inciso primero, y 90, inciso tercero, del decreto ley N° 3.500, de 1980.

 
La afiliación de un trabajador al Seguro se entenderá efectuada por el solo ministerio de la ley, cuando éste se incorpore al régimen del seguro de la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales. 

 
Artículo 3.- Beneficiarios del Seguro. Son beneficiarios del Seguro, el padre y la madre trabajadores señalados en el artículo precedente, de un niño o niña mayor de un año y menor de quince o dieciocho años de edad, según corresponda, afectado o afectada por una condición grave de salud. También serán beneficiarios del Seguro el trabajador o la trabajadora que tenga a su cargo el cuidado personal de dicho niño o niña, otorgado por resolución judicial. 

 
Artículo 4.- De las prestaciones del Seguro. Los trabajadores afiliados al Seguro tendrán derecho, cumpliendo los requisitos establecidos en esta ley, a un permiso para ausentarse justificadamente de su trabajo durante un tiempo determinado y al pago de un subsidio que reemplaza total o parcialmente su remuneración o renta mensual, durante el período que el hijo o hija requiera atención, acompañamiento o cuidado personal.

 
Artículo 5.- Requisitos de acceso al Seguro. Para acceder a las prestaciones del Seguro los trabajadores deberán estar afiliados a él y cumplir los siguientes requisitos:

 
a) Los trabajadores dependientes deberán tener una relación laboral vigente a la fecha de inicio de la licencia médica y registrar, a lo menos, ocho cotizaciones previsionales mensuales, continuas o discontinuas, en los últimos veinticuatro meses anteriores a la fecha de inicio de la licencia médica. Las tres últimas cotizaciones más próximas al inicio de la licencia deberán ser continuas. 

 
b) Los trabajadores independientes deberán contar, a lo menos, con doce cotizaciones previsionales mensuales, continuas o discontinuas, en los últimos veinticuatro meses anteriores al inicio de la licencia médica. Las cinco últimas cotizaciones más próximas al inicio de la licencia deberán ser continuas. Además, estos trabajadores deberán encontrarse al día en el pago de las cotizaciones para pensiones, salud, el seguro de la ley N° 16.744 y para el Seguro contemplado en esta ley. Para los efectos de esta ley se considerará que se encuentran al día quienes hayan pagado las cotizaciones para pensiones, salud, el seguro de la ley N° 16.744 y el Seguro creado por esta ley, el mes inmediatamente anterior al inicio de la licencia.

 
c) Contar con una licencia médica emitida de conformidad a lo establecido en el artículo 13, junto con los demás documentos y certificaciones que correspondan.

 
Artículo 6. - Requisitos de acceso al Seguro para el trabajador temporal cesante. Si a la fecha de inicio de la licencia médica el trabajador o la trabajadora no cuentan con un contrato de trabajo vigente, tendrá derecho a las prestaciones del Seguro cuando cumpla copulativamente con los siguientes requisitos:

 
a) Tener doce o más meses de afiliación previsional con anterioridad a la fecha de inicio de la licencia médica. 

 
b) Registrar, a lo menos, ocho cotizaciones previsionales mensuales, continuas o discontinuas, en calidad de trabajador dependiente, en los últimos veinticuatro meses anteriores a la fecha de inicio de la licencia médica. 

 
c) Las tres últimas cotizaciones registradas, dentro de los ocho meses anteriores al inicio de la licencia médica, deberán ser en virtud de un contrato a plazo fijo o por obra, trabajo o servicio determinado.

Párrafo segundo

De las contingencias protegidas por el Seguro

 
Artículo 7.- Contingencia protegida. La contingencia protegida por el Seguro es la condición grave de salud de un niño o niña. Constituyen una condición grave de salud las siguientes: 

 
a) Cáncer. 

 
b) Trasplante de órgano sólido. 

 
c) Fase o estado terminal de la vida.

 
d) Accidente grave con riesgo de muerte o de secuela funcional grave y permanente.

 
En los casos de las letras a), b) y c) serán causantes del beneficio los niños y niñas mayores de un año y menores de dieciocho años de edad. En el caso de la letra d) serán causantes del beneficio los niños y niñas mayores de un año y menores de quince años de edad.

  
Artículo 8.- Condiciones de acceso en caso de cáncer. Las condiciones de acceso y acreditación en caso de cáncer son las siguientes:

 
a) Que la condición de salud del niño o niña forme parte de las patologías consideradas dentro de las Garantías Explícitas en Salud establecidas en la ley N° 19.966 y sus reglamentos, en sus etapas de sospecha, confirmación diagnóstica, tratamiento, seguimiento y recidiva. 

 
b) Licencia médica extendida por el médico tratante. 

 
Artículo 9.- Condiciones de acceso en caso de trasplante. Las condiciones de acceso y acreditación en caso de trasplante de órgano sólido son las siguientes:

 
a) Que se trate del trasplante de un órgano sólido de acuerdo a lo establecido en la ley N° 19.451, que establece normas sobre trasplante y donación de órganos, y su reglamento. 

 
b) Que se haya efectuado el trasplante. En los casos en que no se haya efectuado el trasplante y el niño o niña se encuentren inscritos en el registro nacional de potenciales receptores de órganos a cargo del Instituto de Salud Pública de Chile, priorizado como urgencia médica, se requerirá un certificado emitido por la Coordinadora Nacional de Trasplante que acredite esta circunstancia. 

 
c) Licencia médica extendida por el médico tratante.

 
Artículo 10.- Condiciones de acceso en caso de fase o estado terminal de la vida. La fase o estado terminal de la vida es aquella condición de salud en que no existe recuperación de la salud del niño o niña y su término se encuentra determinado por la muerte inminente. Se incluye dentro de esta condición de salud el tratamiento destinado al alivio del dolor y los cuidados paliativos por cáncer avanzado. 

 
Las condiciones de acceso y acreditación son las siguientes: 

 
 a) En caso de fase o estado terminal de la vida se requerirá un informe o declaración escrita expedida por el médico tratante que acredite la condición de salud del niño o niña, acompañada de la opinión del Comité de Ética Asistencial establecido en la ley N° 20.584 y su reglamento.

 
b) En caso de tratamiento destinado al alivio del dolor y cuidados paliativos por cáncer avanzado, se requerirá que la condición de salud del niño o niña forme parte de las patologías consideradas dentro de las Garantías Explícitas en Salud establecidas en la ley N° 19.966 y sus reglamentos. 

 
c) Licencia médica extendida por el médico tratante. 

 
Artículo 11.- Condiciones de acceso en caso de accidente grave. Las condiciones de acceso y acreditación en caso de accidente grave con riesgo de muerte o de secuela funcional grave y permanente son las siguientes:

 
a) Informe o declaración escrita expedida por el médico tratante que acredite: 

 
1) Que el niño o niña se encuentra afectado por un cuadro clínico severo derivado de un accidente grave, y 

 
2) Que el cuadro clínico implique riesgo vital o de secuela funcional severa y permanente que requiera rehabilitación intensiva para su recuperación. 

 
b) Documento o certificado que acredite que el niño o niña se encuentra hospitalizado o sujeto a un proceso de rehabilitación funcional intensiva o a cuidados especializados en el domicilio. 

 
c) Licencia médica extendida por el médico tratante. 

 
Artículo 12.- Reglamentos de ejecución. Uno o más reglamentos conjuntos de los Ministerios de Salud y del Trabajo y Previsión Social, suscrito además por el Ministro o Ministra de Hacienda, fijarán las normas para la adecuada aplicación y acreditación de lo dispuesto en los artículos 8, 9, 10 y 11, incluidas las normas relativas a la emisión de las licencias médicas y los demás antecedentes documentales.

Título Segundo

De las Prestaciones del Seguro

Párrafo primero

De la licencia médica y el permiso

 
Artículo 13.- Licencia médica. La licencia médica será otorgada al trabajador o trabajadora por el médico tratante del niño o niña y en ella deberá certificarse la ocurrencia de alguna de las condiciones graves de salud señaladas en el artículo 7.

 
La licencia médica se otorgará por períodos de hasta quince días, salvo lo dispuesto en el inciso sexto del artículo siguiente, pudiendo ser prorrogada por períodos iguales, sea en forma continua o discontinua. Con todo, la suma de los días correspondientes a cada licencia no podrá exceder de los plazos máximos establecidos en el artículo siguiente. 

 
En el caso de la contingencia señalada en la letra d) del artículo 7, la licencia médica sólo podrá otorgarse a partir del día décimo primero de ocurrido el accidente.

 
El uso, extensión y control de las licencias médicas se regirá por el o los reglamentos establecidos en el artículo anterior y las demás normas vigentes, especialmente lo dispuesto en la ley N° 20.585, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas.

 
Artículo 14.- Duración del permiso. El permiso para cada trabajador o trabajadora en caso de cáncer tendrá una duración de hasta noventa días, por cada hijo o hija afectado por esa condición grave de salud, dentro de un período de doce meses, contados desde el inicio de la primera licencia médica. El permiso podrá ser usado por hasta dos períodos continuos respecto del mismo diagnóstico.

 
El permiso para cada trabajador o trabajadora en caso de trasplante de órgano sólido tendrá una duración de hasta noventa días, por cada hijo o hija afectado por esa condición grave de salud, respecto del mismo diagnóstico, contados desde el inicio de la primera licencia médica.

 
En los casos de fase o estado terminal de la vida, el permiso para cada trabajador o trabajadora tendrá una duración total de hasta sesenta días, por cada hijo o hija afectado por esa condición grave de salud, respecto del mismo diagnóstico, contados desde el inicio de la primera licencia. 

 
El permiso para cada trabajador o trabajadora por accidente grave tendrá una duración máxima de hasta cuarenta y cinco días, en relación al evento que lo generó, por cada hijo o hija afectado por esa condición grave de salud, contados desde el inicio de la primera licencia médica.

 
Si el padre y la madre son trabajadores con derecho al Seguro podrán hacer uso del permiso conjunta o separadamente, según ellos lo determinen. 

 
Los permisos establecidos en este artículo podrán usarse por media jornada en aquellos casos en que el médico tratante prescriba que la atención, el acompañamiento o el cuidado personal del hijo o hija pueda efectuarse bajo esta modalidad. Para efectos del cálculo de la duración del permiso se entenderá que las licencias médicas otorgadas por media jornada equivalen a medio día. Las licencias médicas por media jornada en los casos de cáncer, trasplante de órgano sólido y fase o estado terminal de la vida podrán tener una duración de hasta treinta días cada una de ellas.

 
Durante el goce del permiso que regula esta ley se aplicará lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 161 del Código del Trabajo. 

 
Artículo 15.- Reglas especiales para el uso del permiso. Cuando ambos padres sean trabajadores con derecho a las prestaciones del Seguro, cualquiera de ellos podrá traspasar al otro, hasta un tercio del período máximo de permiso que le corresponde. 

 
En los casos que el padre y la madre sean trabajadores con derecho a las prestaciones del Seguro y uno de ellos tenga el cuidado personal del hijo o hija otorgado por resolución judicial, este último tendrá derecho a la totalidad del período de permiso que corresponde a ambos padres. Sin perjuicio de lo anterior, el padre o madre que tenga el cuidado personal del hijo o hija podrá igualmente traspasar hasta un tercio del período total que le corresponde, al otro padre o madre. 

 
La decisión de traspaso del permiso deberá ser comunicada a la o al empleador del padre o la madre que hará uso del permiso, a la entidad pagadora del subsidio y a la entidad administradora del Seguro, en la forma y plazos que establezca el procedimiento fijado por la Superintendencia de Seguridad Social. Con todo, la decisión de traspaso deberá ser informada, a lo menos, con 5 días hábiles de anticipación a la fecha de inicio del período traspasado.

 
Cuando opere el traspaso del permiso, el subsidio a que dé lugar se calculará sobre la base de las remuneraciones, rentas o subsidios que correspondan al padre o madre que haga uso efectivo del permiso de conformidad a las normas dispuestas en los artículos 16 y siguientes de esta ley.

 
Cuando el cuidado personal del niño o niña lo tenga un tercero distinto del padre o la madre, otorgado por resolución judicial, sólo éste podrá hacer uso del permiso, en los mismos términos que habría correspondido al padre o la madre.
Párrafo segundo

Del subsidio

 
Artículo 16.- Subsidio. El trabajador o trabajadora que haga uso del permiso establecido en el artículo 14, tendrá derecho al pago de un subsidio con cargo al Seguro por todo el período de duración del permiso, si cumple con los requisitos de afiliación y cotización regulados en esta ley. 

 
El monto diario del subsidio de los trabajadores dependientes se calculará sobre la base del promedio de las remuneraciones netas y de los subsidios por incapacidad de origen común, laboral o maternal, o bien de este Seguro, percibidos en los últimos tres meses calendarios anteriores más próximos al inicio del permiso.

 
Se entienden por remuneraciones netas para la determinación de la base de cálculo la remuneración imponible respecto de la que se hayan efectuado las cotizaciones, con deducción de las cotizaciones de cargo del trabajador y de los impuestos, en su caso. 

 
Tratándose de los trabajadores independientes, el subsidio se calculará sobre la base de las rentas netas y subsidios percibidos dentro de los cinco meses anteriores más próximos al mes en que se inicia el permiso.

 
El subsidio a que da lugar esta ley será imponible para previsión y salud de conformidad al artículo 17 del decreto ley N° 3.500, de 1980. Durante el período en que el trabajador esté percibiendo este subsidio el empleador deberá continuar declarando y pagando las cotizaciones que son de su cargo.

 
En todo lo no previsto en este artículo se aplicarán al subsidio establecido en esta ley, en cuanto sea compatible con su naturaleza, las reglas establecidas en el decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija normas comunes para subsidios por incapacidad laboral de los trabajadores dependientes del sector privado, con excepción de los artículos 10 y 11. Respecto de los trabajadores independientes, se aplicarán las normas del Párrafo 2° del Título II del Libro II del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979 y de la leyes N° 18.933 y N° 18.469. 

 
Artículo 17.- Reglas aplicables al subsidio para el trabajador temporal cesante. En el caso de los trabajadores cesantes señalados en el artículo 6, el monto diario del subsidio se calculara sobre la base del promedio de las remuneraciones netas y de los subsidios por incapacidad de origen común, laboral o maternal, o bien de este Seguro, percibidos en los últimas doce meses calendarios anteriores y más próximos al inicio del permiso. 

 
Artículo 18.- Del tope del subsidio. El monto del subsidio equivaldrá al 100% de las remuneraciones o rentas netas del trabajador o trabajadora calculadas de acuerdo al procedimiento establecido en los artículos 16 y 17. 

 
 Artículo 19.- Incompatibilidades. Las prestaciones del Seguro son incompatibles con el pago del subsidio por incapacidad de origen común o laboral, del subsidio por descanso maternal, incluido el tiempo de descanso postnatal parental o por el permiso por enfermedad grave del niño menor de un año, y se suspenderán por estas causas. Asimismo, será incompatible con el uso de feriado legal o permiso con goce de remuneración, en su caso. 

 
Solamente se podrá hacer uso del Seguro una vez finalizados los permisos o descansos señalados en el inciso anterior. Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, serán compatibles con el pago de subsidio de origen común, laboral o de otro beneficio de protección a la maternidad utilizado en jornada parcial con lo dispuesto en inciso sexto del artículo 14. 

Párrafo tercero

Del procedimiento para el otorgamiento de las prestaciones del Seguro

 
Artículo 20.- Presentación de la licencia médica. La licencia médica será presentada por el trabajador o la trabajadora al empleador, acompañada de los antecedentes respectivos. 

 
El empleador remitirá la licencia médica y los demás antecedentes a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez. En el caso de los trabajadores independientes, éstos presentarán la licencia médica y la documentación correspondiente en forma directa a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez.  

 
En todo lo no regulado expresamente en este párrafo se aplicara supletoriamente lo dispuesto en el decreto supremo N° 3, de 1984, del Ministerio de Salud, que aprueba el reglamento de autorización de licencias médicas por las comisiones de medicina preventiva e invalidez y por las instituciones de salud previsional, en cuanto sea compatible con lo establecido en este Párrafo.

 
Artículo 21.- Proceso de calificación. La calificación médica corresponderá a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez. Será competente para conocer de la calificación de la licencia médica la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez del lugar donde presta sus servicios el trabajador o la trabajadora o la del domicilio del trabajador o trabajadora independiente, en su caso. 

 
La Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez consultará los requisitos de elegibilidad establecidos en los artículos 5 y 6 y el número de días autorizados al trabajador o trabajadora con cargo a este Seguro, de acuerdo al procedimiento y a los mecanismos de verificación que establezca la Superintendencia de Seguridad Social. Para tal efecto las entidades recaudadoras deberán contar con un sistema electrónico de consulta en línea. 

 
La Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez dispondrá de un plazo de siete días hábiles para revisar la licencia médica y los demás antecedentes y pronunciarse sobre la procedencia del permiso. Este plazo será prorrogable por siete días hábiles más. De no ser observada dentro de estos plazos, la licencia médica se entenderá aprobada.

 
La autorización o rechazo de la licencia médica será comunicada por la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez al trabajador o la trabajadora y al empleador, preferentemente en forma electrónica. Las licencias médicas autorizadas deberán comunicarse también a la entidad pagadora y a la Superintendencia de Seguridad Social, en forma electrónica. 

 
Artículo 22.- Cálculo y pago del subsidio. Las entidades pagadoras calcularán el monto del subsidio a que tiene derecho el trabajador o trabajadora de acuerdo a lo establecido en los artículos 16, 17 y 18. 

 
El subsidio se pagará con la misma periodicidad que la remuneración, sin que pueda ser, en caso alguno, superior a un mes.

  
El pago de los subsidios será realizado por las Mutualidades de Empleadores y el Instituto de Seguridad Laboral, según corresponda. 

Título Tercero

Del Financiamiento del Seguro y del Fondo

Párrafo primero

Del Fondo para el Acompañamiento de los Niños y Niñas

 
Artículo 23.- El Fondo. El Fondo del Seguro para el Acompañamiento de los Niños y Niñas, en adelante el "Fondo", tiene como objetivo financiar las prestaciones que otorga este Seguro, de acuerdo al artículo 3 de la ley N° 21.010.

 
Este Fondo tendrá un patrimonio independiente y separado del patrimonio de la entidad que lo administre o gestione.

 
Artículo 24.- Financiamiento del Fondo. El Fondo se financiará con los siguientes recursos:

 
a) Con una cotización mensual de un 0,03% de las remuneraciones o rentas imponibles de los trabajadores dependientes e independientes, de cargo del empleador o de estos últimos, establecida en el artículo 3 de la ley N° 21.010. 

 
b) Con la cotización para este Seguro que proceda durante los períodos en que el trabajador o la trabajadora este haciendo uso de él y por los períodos de incapacidad laboral temporal de origen común, maternal o de la ley N° 16.744, de cargo del empleador. 

 
c) Con el producto de las multas, reajustes e intereses que se apliquen en conformidad a la ley N° 17.322. 

 
d) Con las utilidades o rentas que produzca la inversión de los recursos anteriores. 

 
Artículo 25.- Destino del Fondo. Los recursos del Fondo se destinarán a financiar: 

 
a) El pago de los subsidios a que da lugar el Seguro. 

 
b) El pago de las cotizaciones previsionales y de salud que procedan durante el uso del Seguro. 

 
c) El pago de los gastos de administración, gestión, fiscalización y todo otro gasto en que incurran las instituciones y entidades que participan en la gestión del Seguro.

Párrafo segundo

De las cotizaciones

 
Artículo 26.- Cotizaciones. El empleador deberá cotizar por todos sus trabajadores. 

 
La cotización establecida en la letra a) del artículo 24 se calculará sobre las remuneraciones o rentas imponibles de los trabajadores, según corresponda, hasta el tope máximo vigente establecido en el artículo 16 del decreto ley N° 3.500, de 1980, consideradas al último día del mes anterior al pago. 

 
Para los efectos de lo dispuesto en la presente ley se considerara remuneración la señalada en el artículo 41 del Código del Trabajo y renta imponible la señalada en los artículos 90 y 92-K del decreto ley N° 3.500, de 1980.

 
Si un trabajador o trabajadora desempeña dos o más empleos se deberán efectuar cotizaciones por cada una de las remuneraciones y, en cada una, hasta el tope a que se refiere el inciso segundo de este artículo. En lo demás, se aplicará lo dispuesto en el artículo 16 del decreto ley N° 3.500, de 1980.

 
En caso de incapacidad laboral temporal del trabajador o trabajadora de origen común, maternal, de la ley N° 16.744 o cuando el trabajador o trabajadora haga uso de este Seguro, el empleador deberá continuar declarando y pagando la cotización para el financiamiento de este Seguro. Por su parte, la entidad pagadora del Seguro deberá enterar las cotizaciones para previsión y salud de cargo del trabajador en los organismos que correspondan.

 
Las cotizaciones que pague el empleador para este Seguro durante el período en que el trabajador o trabajadora esté haciendo uso del permiso deberán efectuarse sobre la base de la última remuneración imponible enterada para el Seguro, correspondiente al mes anterior a aquel en que se haya iniciado el permiso.

 
Durante el período en que un trabajador independiente esté haciendo uso de un permiso por incapacidad laboral temporal de origen común, maternal, de la ley N° 16.744 o cuando esté haciendo uso de este Seguro, se encontrará exento de la obligación de contribuir al Seguro creado por esta ley. Con todo, para los efectos de acceder a sus beneficios, se entenderá que el trabajador independiente ha cumplido con el requisito relativo al pago de la cotización señalada en la letra a) del artículo 24. 

 
Para todos los efectos legales estas cotizaciones tendrán el carácter de cotización de seguridad social. 

 
Artículo 27.- Entidad recaudadora. La recaudación de las cotizaciones se efectuará por las Mutualidades de Empleadores y el Instituto de Seguridad Laboral, conjuntamente con las demás cotizaciones que recaudan para el financiamiento del seguro de la ley N° 16.744. 

 
Artículo 28.- Obligación de pago de las cotizaciones. La declaración y pago de las cotizaciones de este Seguro se regirán por las reglas establecidas en el artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980. 

 
El pago de las cotizaciones de los trabajadores independientes se regirá por las normas relativas al pago provisional de las cotizaciones establecido en el inciso cuarto del artículo 92 del decreto ley N° 3.500, de 1980.

 
Artículo 29.- Mantención de las prestaciones del Seguro. Las cotizaciones declaradas y no pagadas por el empleador se reputarán enteradas para los efectos que los trabajadores accedan a las prestaciones que otorga este Seguro. 

 
Artículo 30.- Cobro de cotizaciones. Corresponderá a la entidad recaudadora respectiva perseguir el cobro de las sumas adeudadas.

 
A las cotizaciones del Seguro le serán aplicables las normas de la ley N° 17.322 y gozarán de los mismos privilegios y garantías que las otras cotizaciones previsionales. 

Párrafo tercero

De la administración financiera del Fondo

 
Artículo 31.- Entero de los recursos al Fondo. Los ingresos recibidos por las entidades recaudadoras del Seguro serán depositados mensualmente en una cuenta única que será llevada por la entidad administradora del Fondo, dentro de los cinco días siguientes al vencimiento del plazo legal en que las entidades recaudadoras reciben las cotizaciones correspondientes, término que se prorrogará hasta el primer día hábil siguiente si dicho plazo expirare en día sábado, domingo o festivo. 

 
Artículo 32.- Administración financiera del Fondo. La administración financiera del Fondo estará a cargo de una persona jurídica de derecho privado, constituida en la República de Chile, en adelante "la entidad administradora", que tendrá por objeto exclusivo la administración del Fondo, la inversión de sus recursos y los giros que se dispongan de conformidad con esta ley. 

 
La entidad administradora será determinada mediante licitación pública.

 
Artículo 33.- Licitación y adjudicación del Fondo. La licitación y la adjudicación del servicio se regirán por las normas establecidas en la presente ley y las respectivas bases de licitación, las que serán aprobadas por resolución de la Superintendencia de Seguridad Social, previa aprobación del Ministerio de Hacienda.

  
Las bases de licitación de la administración financiera del Fondo deberán contemplar, a lo menos, los requisitos de postulación; las garantías que deberán otorgar los oferentes; los criterios de idoneidad de las entidades postulantes; los criterios de adjudicación; la forma de determinación de la retribución por la administración del Fondo; las condiciones bajo las cuales la licitación se declararía desierta, las obligaciones que le corresponderán a la entidad que resulte adjudicada y la duración del contrato de administración, que en ningún caso podrá ser inferior a tres años ni superior a diez años.

  
Podrán postular a esta licitación las personas jurídicas, nacionales o extranjeras, que cumplan con lo establecido en las bases de licitación. 

 
La Superintendencia de Seguridad Social efectuará un proceso de precalificación de los postulantes a la licitación con el fin de asegurar su idoneidad técnica, económica y financiera. 

 
Si no hubiere interesados en la licitación o ésta fuere declarada desierta deberá llamarse, dentro de los treinta días siguientes, a una nueva licitación pública. Dicho plazo se contará desde la fecha de la resolución que declara desierta la licitación. En este caso, la Superintendencia de Seguridad Social deberá resolver la administración transitoria del Fondo.

 
La licitación se adjudicará evaluando las ofertas técnicamente aceptables atendiendo, a lo menos, a factores tales como el costo de administración y la calificación técnica para la prestación del servicio. La definición de estos factores y su forma de aplicación para adjudicar la prestación del servicio serán establecidas en las respectivas bases de licitación. 

 
La adjudicación será realizada a través de una resolución dictada por la Superintendencia de Seguridad Social con aprobación previa del Ministerio de Hacienda. Esta resolución será publicada en el Diario Oficial.

 
Artículo 34.- Contrato de administración. La entidad adjudicataria estará obligada a constituir, en el plazo de sesenta días contado desde la publicación en el Diario Oficial de la resolución mencionada en el artículo anterior y con los requisitos que las bases de licitación establezcan, una sociedad comercial de nacionalidad chilena o agencia de la empresa extranjera constituida en Chile, con quien se celebrara el contrato de administración y su objeto exclusivo será el mencionado en el artículo 32.

 
La entidad administradora será de duración indefinida y subsistirá hasta el cumplimiento del plazo de vigencia del contrato de administración respectivo.

 
El contrato de administración será suscrito por la Superintendencia de Seguridad Social y aprobado por resolución de la misma Superintendencia. Se entenderán incorporadas al contrato las bases de licitación. 

 
Existirá separación patrimonial entre los recursos propios de la entidad administradora y los del Fondo. La entidad administradora no tendrá dominio sobre el patrimonio que constituye el Fondo y tampoco podrá darlo en garantía. Los bienes y derechos que componen el patrimonio del Fondo serán inembargables. 

 
Durante la vigencia del contrato, la entidad administradora deberá asegurar la continuidad de la prestación del servicio en condiciones de absoluta normalidad y en forma ininterrumpida. El incumplimiento de esta obligación constituirá infracción grave de las obligaciones de la entidad administradora.

 
La entidad administradora podrá celebrar contratos de prestación de servicios con entidades externas, según lo que al respecto establezcan las bases de licitación y el contrato de administración del Fondo.

  
La entidad administradora deberá presentar a la Superintendencia de Seguridad Social, a lo menos semestralmente, un informe que contendrá, respecto del período respectivo, los ingresos obtenidos, las cotizaciones enteradas, los egresos, la cartera de inversiones, la rentabilidad y los demás antecedentes que se establezcan en las bases de licitación. 

 
Artículo 35.- Término del contrato de administración. El contrato de administración termina por las siguientes causales: 

 
a) Cumplimiento del plazo del contrato. 

 
b) Acuerdo entre la Superintendencia de Seguridad Social y la entidad que se adjudique la licitación. 

 
c) Infracción grave de las obligaciones que impone el contrato por parte de la entidad administradora.

 
d) Insolvencia de la entidad administradora.

 
e) Las que se estipulen en las bases de licitación. 

 
Para dar término al contrato de administración y proceder a su liquidación se requerirá previamente contar con la aprobación de la cuenta de liquidación por parte de la Superintendencia de Seguridad Social. Igual procedimiento se seguirá cuando se ponga término a la sociedad por haberse cumplido su objetivo. 

 
 En caso de término anticipado del contrato, la Superintendencia de Seguridad Social deberá adoptar las providencias necesarias para dar continuidad operativa a la prestación de los servicios, debiendo convocar a una nueva licitación en el plazo máximo de sesenta días desde ocurrido el evento que dio origen al término del contrato.
 
Artículo 36.- Infracciones graves. La declaración de infracción grave de las obligaciones que impone el contrato por parte de la entidad administradora o de insolvencia de ésta corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social, a través de un procedimiento racional y justo, y deberá estar fundada en alguna de las causales establecidas en esta ley, en las bases de licitación o en el contrato de administración del Fondo. 

 
La Superintendencia de Seguridad Social deberá llamar a licitación pública en el plazo de sesenta días contado desde la declaración de la infracción grave o la insolvencia, con el objeto de seleccionar a la nueva entidad que se adjudicará la licitación. 

 
Producida alguna de las situaciones mencionadas en el inciso primero cesará la prestación del servicio de la entidad administradora. En este caso, la Superintendencia de Seguridad Social deberá adoptar todas las medidas necesarias para la continuidad operativa del servicio.

 
Artículo 37.- Inversión de los recursos del Fondo. Los recursos del Fondo se invertirán en los instrumentos financieros señalados en las letras a), b), c), d), e), g), h), i) y k) del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980. 

 
Las normas que establezcan los criterios de elegibilidad de emisores y diversificación serán determinadas por el Ministerio de Hacienda.

 
Las inversiones que se efectúen con recursos del Fondo tendrán como único objetivo la obtención de una adecuada rentabilidad que asegure el otorgamiento de los beneficios establecidos en esta ley. 

 
Artículo 38.- Reglas de operación del Fondo. La contabilidad y la programación de los ingresos y egresos del Fondo se sujetarán a las siguientes reglas:

 
a) Mensualmente cada una de las entidades recaudadoras, junto con el entero de los recursos, enviará a la entidad administradora del Fondo, la información detallada sobre los ingresos percibidos por concepto de este Seguro.
 
b) Las entidades pagadoras informarán mensualmente a la entidad administradora del Fondo, los requerimientos estimados de recursos para los pagos que deberán efectuar por concepto de subsidios. Las entidades pagadoras que no remitan oportunamente los presupuestos y programas de egresos deberán solventar el pago de los subsidios con recursos propios, sin perjuicio de los ajustes que se realicen en los períodos posteriores. La entidad administradora del Fondo transferirá a las entidades pagadoras en forma anticipada los recursos solicitados para el pago de los subsidios.

 
c) La Superintendencia de Seguridad Social determinará mediante una norma de carácter general las modalidades y procedimientos que se seguirán para la entrega de información por parte de las entidades recaudadoras y pagadoras, y la forma en que la entidad administradora del Fondo efectuará las transferencias de los recursos a las entidades pagadoras.
 
d) Las entidades pagadoras deberán rendir mensualmente a la entidad administradora los recursos recibidos para el pago de los subsidios, de conformidad con las normas que fije la Superintendencia de Seguridad Social para estos efectos. Las entidades pagadoras deberán llevar un registro de los días autorizados y pagados a cada trabajador o trabajadora. 

 
e) La entidad administradora del Fondo, al cierre de cada mes, informará a la Superintendencia de Seguridad Social los ingresos totales del Fondo, incluidas la información de las cotizaciones recibidas y los pagos efectuados. La información consolidada del Fondo será de carácter público y se difundirá a través del sitio web de la entidad administradora. Esta información también se publicará en el sitio web de la Superintendencia de Seguridad Social, cuando se encuentre aprobada por ella.
 
Artículo 39.- Gasto de administración. Los gastos de administración de las instituciones y entidades que participan de la recaudación de las cotizaciones, del pago de los subsidios, de la gestión, administración y fiscalización del Seguro no podrán exceder, en conjunto, del 8% de las cotizaciones recaudadas en cada año.

 
Un reglamento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito por el Ministro o Ministra de Hacienda, establecerá los factores y los mecanismos para determinar la asignación de los gastos de administración del Seguro. 

 
Por resolución anual de la Superintendencia de Seguridad Social, visada por la Dirección de Presupuestos, se establecerán los montos asignados para los gastos de administración entre las instituciones y entidades participantes de la gestión, administración y fiscalización del Seguro. 

 
Artículo 40.- Regla de sustentabilidad del Fondo. El valor total de los beneficios a pagar con cargo al Fondo en un mes determinado no podrá exceder el 16% del valor acumulado en el Fondo al último día del mes anterior. 

 
Si el valor total de los beneficios a pagar en el mes, con cargo al Fondo, excediere el monto indicado en el inciso anterior, el beneficio a pagar a cada afiliado se disminuirá proporcionalmente conforme al valor total de beneficios que pueda financiar el Fondo de acuerdo al inciso anterior. En estos casos la Superintendencia de Seguridad Social determinará la rebaja y los montos finales que se pagarán a cada beneficiario por concepto de subsidios. 

 
Artículo 41.- Estudio actuarial. La Dirección de Presupuestos y la Superintendencia de Seguridad Social deberán realizar o encargar la elaboración, cada cinco años, de un estudio actuarial que permita evaluar la sustentabilidad del Fondo. Asimismo, este estudio deberá realizarse cada vez que se proponga una modificación legal a las prestaciones otorgadas por el Seguro, a sus condiciones de acceso o a cualquier variable que afecte los ingresos o gastos esperados del Fondo Dicho estudio deberá, a lo menos, considerar un análisis sobre el efecto de la modificación en los ingresos y gastos del Fondo. Los resultados del estudio actuarial serán públicos. 

Título Cuarto

De las facultades de la Superintendencia de Seguridad Social y de las sanciones penales

 
Artículo 42.- Funciones y atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social. La Superintendencia de Seguridad Social ejercerá las funciones y atribuciones de supervigilancia, control, regulación, fiscalización y sanción respecto del Seguro. Para estos efectos, la Superintendencia estará investida de las mismas facultades que su normativa legal le otorgue respecto de los organismos sometidos a su fiscalización.

 
En el ejercicio de estas funciones y atribuciones, la Superintendencia de Seguridad Social podrá dictar normas e instrucciones que serán obligatorios para todas las instituciones o entidades que participen en la gestión del Seguro, en la recaudación de las cotizaciones, en la calificación de las contingencias y en el otorgamiento y pago de sus beneficios. 


Artículo 43.- De las apelaciones y reclamaciones. A la Superintendencia de Seguridad Social le corresponderá resolver las apelaciones efectuadas en contra de las resoluciones emitidas por las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez. 

 
El trabajador o trabajadora podrá recurrir a la Superintendencia de Seguridad Social cuando estime que el rechazo o modificación de la licencia médica fue injustificado o cuando las prestaciones pecuniarias que recibe son menores a las que le corresponden. El reclamo deberá presentarse, preferentemente, en forma electrónica, señalando sus fundamentos, dentro de los treinta días hábiles siguientes a la notificación del rechazo o modificación de la licencia médica o del pago de la prestación pecuniaria, según corresponda. 

 
La Superintendencia de Seguridad Social conocerá del reclamo y resolverá las apelaciones en única instancia, para lo cual tendrá acceso directo a toda la información que sea necesaria para el otorgamiento del permiso y del subsidio establecidos en esta ley y podrá requerir informe a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, a las Mutualidades de Empleadores y al Instituto de Seguridad Laboral, según corresponda, organismos que deberán emitir sus informes, a más tardar, dentro de los cinco días hábiles siguientes al requerimiento. 

 
Artículo 44.- Sanciones penales. Todo aquel que con el objeto de percibir beneficios indebidos del Seguro para sí o para terceros proporcione, declare o entregue a sabiendas datos o antecedentes falsos, incompletos o erróneos, será sancionado con las penas establecidas en el artículo 467 del Código Penal.

 
Sin perjuicio de las penas aplicadas en conformidad al inciso precedente, el infractor deberá restituir al Fondo las sumas indebidamente percibidas, reajustadas en conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes anterior a aquél en que se percibieron dichas sumas y el que antecede a la restitución. Las cantidades así reajustadas devengarán además el interés penal mensual establecido en el artículo 53 del Código Tributario. 

 
La responsabilidad de realizar las gestiones necesarias para la restitución de las sumas indebidamente percibidas corresponderá a las entidades pagadoras, sin perjuicio de las facultades de la Superintendencia de Seguridad Social. 

 
Artículo 45.- Sanciones por otorgamiento de certificaciones médicas sin fundamento. En caso que el profesional médico que certifique la condición de gravedad del niño o niña lo haga con evidente ausencia de fundamento médico, la Superintendencia de Seguridad Social, de oficio o mediante denuncia del empleador del beneficiario o de las entidades recaudadoras, podrá, si existe mérito para ello, iniciar una investigación, siendo aplicable lo dispuesto en el artículo 5 de la ley N°20.585. Las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez tendrán, para este caso, las facultades señaladas en el artículo 2 de la ley N° 20.585.

 
Artículo 46.- Sanciones por conflicto de interés y uso de información privilegiada. Se aplicarán las penas de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo, a los directores, gerentes, apoderados, liquidadores, operadores de mesa de dinero y trabajadores de la entidad administradora del Fondo, que en razón de su cargo y posición y valiéndose de información privilegiada de aquella que trata el título XXI de la ley 18.045: 

 
a) Ejecuten un acto, por sí o por intermedio de otras personas, con el objeto de obtener un beneficio pecuniario para sí o para otros, mediante cualquier operación o transacción de valores de oferta pública. 

 
b) Divulguen información privilegiada relativa a las decisiones de inversión del Fondo a personas distintas de las encargadas de efectuar las operaciones de adquisición y enajenación de valores de oferta pública por cuenta o en representación del Fondo. 

 
Artículo segundo.- Reemplázase el artículo 199 bis del Código del Trabajo por el siguiente: 

 
"Artículo 199 bis.- Cuando la salud de un niño o niña mayor de un año y menor de dieciocho años de edad, requiera el cuidado personal de su padre o madre con motivo de un accidente grave o de una enfermedad grave, aguda y con riesgo de muerte, tanto el padre como la madre trabajadores tendrán derecho a un permiso para ausentarse de su trabajo por el número de horas equivalentes a diez jornadas ordinarias de trabajo al año, distribuidas a elección del trabajador o trabajadora en jornadas completas, parciales o combinación de ambas, las que se considerarán como trabajadas para todos los efectos legales. El accidente o la enfermedad deberán ser acreditadas mediante certificado otorgado por el médico que tenga a su cargo la atención del niño o niña. 

 
Si el padre y la madre son trabajadores podrán usar este permiso conjunta o separadamente.

 
Cuando el cuidado personal del niño o niña lo tenga un tercero distinto del padre o la madre, otorgado por resolución judicial, sólo éste podrá hacer uso del permiso, en los mismos términos que el padre o la madre.

 
Cuando el o la cónyuge, el o la conviviente civil o el padre o la madre del trabajador o trabajadora estén desahuciados o en estado terminal, el trabajador o la trabajadora podrá ejercer el derecho establecido en el inciso primero de este artículo, debiendo acreditarse esta circunstancia mediante certificado médico. 

 
El tiempo no trabajado deberá ser restituido por el trabajador o trabajadora mediante imputación a su próximo feriado anual o laborando horas extraordinarias o a través de cualquier forma que convengan libremente las partes. En estos casos se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo 32 y no se considerará el límite del inciso primero del artículo 31. Sin embargo, tratándose de trabajadores regidos por estatutos que contemplen la concesión de días administrativos, en primer lugar, el trabajador deberá hacer uso de ellos, luego podrá imputar el tiempo que debe reponer a su próximo feriado anual o a días administrativos del año siguiente al uso del permiso a que se refiere este artículo o a horas extraordinarias. 

 
Asimismo, el trabajador y el empleador podrán utilizar y convenir directamente los mecanismos señalados en el artículo 375 y 376 de este Código para restituir y compensar el tiempo no trabajado.

 
En el evento de no ser posible aplicar los mecanismos señalados en los incisos anteriores se podrá descontar el tiempo equivalente al permiso obtenido de las remuneraciones mensuales del trabajador, en forma de un día por mes, lo que podrá fraccionarse según sea el sistema de pago, o en forma íntegra si el trabajador cesare en su trabajo por cualquier causa. 

 
Iguales derechos y mecanismos de restitución serán aplicables a los padres, a la persona que tenga su cuidado personal o sea cuidador en los términos establecidos en la letra d) del artículo 6 de la ley N° 20.422, de un menor con discapacidad, debidamente inscrito en el Registro Nacional de la Discapacidad, o siendo menor de 6 años, con la determinación diagnóstica del médico tratante.

 
Lo dispuesto en el inciso precedente se aplicará, en iguales términos, tratándose de personas mayores de dieciocho años con discapacidad mental, por causa psíquica o intelectual, multidéficit, o bien, presenten dependencia severa. 

 
La solicitud del permiso deberá formalizarse mediante cualquier medio escrito de comunicación interna de la empresa, ya sea físico o electrónico, acompañando el certificado médico correspondiente. Cumpliéndose los requisitos establecidos en este artículo, el empleador no podrá negarse a otorgar el permiso.

 
En todo caso, de la ausencia al trabajo se deberá dar aviso al empleador dentro de las 24 horas siguientes al ejercicio del derecho.".

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

 
Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia a partir de su publicación en el Diario Oficial, sin perjuicio de las reglas especiales que se establecen en los artículos siguientes. 

 
Artículo segundo.- A partir del 1 de diciembre de 2017, tendrán cobertura de este Seguro la contingencia señalada en la letra a) del artículo 7 y los tratamientos destinados al alivio del dolor y cuidados paliativos por cáncer avanzado indicados en la letra b) del artículo 10, ambos establecidos en el artículo primero de esta ley. 

 
A partir del 1 de abril de 2018, tendrá cobertura de este Seguro la contingencia señalada en la letra b) del artículo 7, establecido en el artículo primero de la presente ley. 

 
A partir del 1 de diciembre de 2018, tendrá cobertura de este Seguro la contingencia señalada en la letra c) del artículo 7, establecido en el artículo primero de la presente ley. 

 
A partir del 1 de diciembre de 2020, tendrá cobertura de este Seguro la contingencia señalada en la letra d) del artículo 7, establecido en el artículo primero de la presente ley. 

 
Artículo tercero.- Los artículos 31 y 37 del artículo primero de la presente ley entrarán en vigencia dentro de los noventa días siguientes a la constitución de la entidad administradora del Fondo señalada en el Párrafo tercero del Título Tercero, también del artículo primero de esta ley. 

 
En tanto se constituya e inicie sus operaciones la entidad administradora del Fondo, las funciones que le señala el artículo 38 serán cumplidas por las entidades recaudadoras bajo las instrucciones que para este efecto le imparta la Superintendencia de Seguridad Social. Asimismo, respecto de las materias señaladas en los artículos 31 y 37 regirán las normas establecidas en el artículo 5 de la ley N° 21.010 y las instrucciones impartidas por la Superintendencia de Seguridad Social.

 
Artículo cuarto.- La primera licitación para la adjudicación del servicio de la entidad administradora del Fondo será convocada por la Superintendencia de Seguridad Social dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley. 


Artículo quinto.- Una vez que la entidad administradora entre en operaciones, las entidades recaudadoras deberán efectuar el traspaso de los recursos del Fondo que cada una de ellas administre, en forma pormenorizada, acompañado de un informe de los ingresos, egresos y operaciones del período, según las instrucciones y en los plazos que señale la Superintendencia de Seguridad Social para estos efectos. 

 
Artículo sexto.- Si para el cumplimiento de los requisitos establecidos en los artículos 5 y 6, ambos establecidos en el artículo primero de esta ley, se requiere considerar meses anteriores a abril de 2017, se entenderán cumplidos para cada mes, si el trabajador o trabajadora registra pago de cotizaciones previsionales a las que haya estado obligado, según corresponda. 

 
Artículo séptimo.- Durante el primer año de cobertura del Seguro, el proceso de calificación a que se refiere el artículo 21 establecido en el artículo primero de la presente ley corresponderá a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez de la Región Metropolitana. Para tales efectos, las respectivas Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez receptoras deberán remitirle a la referida Comisión la totalidad de la documentación necesaria para su pronunciamiento. 

 
Durante este mismo período y para efectos de esta ley, la licencia médica podrá ser reemplazada por un formulario que al efecto elabore la Superintendencia de Seguridad Social, en consulta al Ministerio de Salud.


Asimismo, durante el primer año de cobertura del Seguro y en tanto no se encuentre operativo el sistema electrónico de consulta en línea contemplado en el inciso segundo del artículo 21, ya citado, para la verificación de los requisitos señalados en los artículos 5 y 6, ambos establecidos en el artículo primero de esta ley, las o los beneficiarios deberán acompañar a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, los certificados y documentos que den cuenta de su cumplimiento.
 
Artículo octavo.- La regla contenida en el artículo 40 establecido en el artículo primero de la presente ley, será aplicable veinticuatro meses después del inicio de la primera contingencia cubierta por el Seguro que crea esta ley. 

 
Artículo noveno.- El primer estudio actuarial señalado en el artículo 41, establecido en el artículo primero de la presente ley, deberá ser publicado dentro de los veinticuatro meses siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. 

 
Articulo décimo.- La cotización indicada en la letra a) del artículo 24 incorporado por el artículo primero de la presente ley, será implementada en la forma establecida en el artículo segundo transitorio de la ley N° 21.010.

 
Artículo undécimo.- El primer estudio actuarial para evaluar la sustentabilidad del Fondo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 41 de la presente ley, deberá ser remitido durante el mes de diciembre del año 2021, a las o los Ministros de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, al Senado y a la Cámara de Diputados, y será publicado en el sitio web de la Dirección de Presupuestos y de la Superintendencia de Seguridad Social.
 
Artículo duodécimo.- En el mes de diciembre del año 2022, los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, deberán presentar conjuntamente un informe de evaluación de la implementación del seguro para el acompañamiento de niños y niñas creado en el artículo primero de esta ley. Este informe deberá considerar como insumo el estudio actuarial sobre sustentabilidad del Fondo, evaluar el impacto del seguro y formular una propuesta sobre el aumento de las contingencias protegidas, de la tasa de cotización y de la duración de los permisos, en caso que los antecedentes así lo justifiquen. Este informe será remitido al Senado y a la Cámara de Diputados. Asimismo será publicado en el sitio web de los ministerios citados.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 20 de septiembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Montes Cisternas (Presidente), señora Carolina Goic Boroevic y señores Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot y Ricardo Lagos Weber.


Sala de la Comisión, a 2 de octubre de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY DE TRÁNSITO PARA INCORPORAR DISPOSICIONES SOBRE CONVIVENCIA DE LOS DISTINTOS MEDIOS DE TRANSPORTE 
(10.217-15)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros, en trámite de segundo informe, el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple” el 2 de agosto de 2017.

- - - - - - - - - 

ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA


El artículo segundo del proyecto, en su totalidad, debe ser conocido por la Comisión de Hacienda, ya que su contenido se refiere a materias de rentas municipales, en concreto, a precisiones relacionadas con el pago del permiso de circulación por parte de triciclos motorizados, por lo que ello incide en materias financieras del Estado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y en el artículo 27 del Reglamento del Senado.
- - - - - - - - - 


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: artículos primero y segundo transitorios.


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1, 4, 5, 6, 16, 21, 24, 25 y 28.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 2, 3, 7, 8, 9, 10, 12, 13, 14, 27, 33 y 36.


IV.- Indicaciones rechazadas: 15, 17, 18, 22, 23, 26, 29 y 32.


V.- Indicaciones retiradas: 11, 19 y 20.


VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: 30, 31, 34 y 35.

- - - - - - - 



Al estudio de este proyecto de ley asistió, además de los miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, el Honorable Senador señor José García Ruminot.

Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la participación de la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia; del Asesor Legislativo del Ministerio, señor Fernando Abarca y de los Periodistas de dicha Secretaría de Estado, señoras Isabel Chandía y Valentina Ríos y señor Gonzalo Castro.

Asistió como oyente autorizada por el Presidente de la Comisión, la Directora del Centro Bicicultura y Presidenta del Consejo de la Sociedad Civil de la Subsecretaría de Transportes, señora Amarilis Horta.


Asimismo, asistieron los Asesores del Honorable Senador señor García Huidobro, señor Cristián Rivas; del Honorable Senador señor Girardi, señora Victoria Fullerton y señor Andrés Aguilera; del Honorable Senador señor Letelier, señor José Fuentes; del Honorable Senador señor Matta, señor Hugo Ilabaca; del Honorable Senador señor Ossandón, señora Israela Rosenblum y señor José Huerta; del Instituto Igualdad, señora Evelyn Pino y señor Rodrigo Márquez y de la Segpres, señores Luis Batallé y Daniel Portilla.

- - - - - - - 

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de las 36 indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fueron objeto, como asimismo de las disposiciones en que ellas inciden y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.
ARTÍCULO ÚNICO

Numeral 2)

Artículo 2º

Letra h)

Número 53) propuesto


La letra h) del artículo 2º aprobado en general, es del siguiente tenor:


“h) Intercálase entre el número 52), nuevo, y el número 49, que pasa a ser 54), el siguiente número 53), nuevo: 


“53) Zona de tránsito calmado: Conjunto de vías emplazadas en zonas urbanas, definidas dentro de una determinada área geográfica, en las que a través de condiciones físicas de las vías se establecen velocidades de circulación inferiores a las establecidas en esta ley, pudiendo éstas ser de 40 kilómetros por hora, 30 kilómetros por hora o 20 kilómetros por hora;”.”.


A esta letra h), se presentaron 6 indicaciones signadas con los Nos 1, 2, 3, 4, 5 y 6.

Indicación Nº 1


1.- Del Honorable Senador señor Matta, para sustituir la palabra “Conjunto” por “Vía o conjunto”.


En discusión esta indicación, la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, manifestó que la misma tiene por objeto precisar que la zona de tránsito lento podrá disponerse respecto de una vía o un conjunto de ellas, a fin de evitar que se entienda que aquélla sólo pueda conformarse por una pluralidad vial.


En efecto, agregó, puede ocurrir que ciertas comunas sólo cuenten con una vía para disponer la zona antes referida, por lo que la precisión contemplada por la indicación en examen es acertada.


Por las razones antes expresadas, respaldó a la presente propuesta.


En votación la indicación N° 1, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.

Indicaciones Nos 2 y 3


2.- Del Honorable Senador señor Matta, y 3.- del Honorable Senador señor Girardi, para agregar después del vocablo “físicas” la expresión “y operacionales”.


En discusión estas indicaciones, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, consultó si las mismas serían redundantes.


El Asesor Legislativo de la Ministra, señor Fernando Abarca, indicó que la distinción efectuada por las indicaciones en análisis es pertinente, en tanto las condiciones físicas de una vía dicen relación con la infraestructura propia de la misma (su ancho, textura de superficie, entre otros), mientras que las condiciones operacionales se refieren a los requisitos para circular en tales vías (la velocidad máxima de desplazamiento, su señalética, entre otros).


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, a fin de otorgar la flexibilidad que se necesite, en cada caso, para la vía de que se trate, sugirió cambiar la conjunción “y” presente en el texto de la indicación por “u”, con el objetivo de dejar establecido este punto en términos alternativos y no copulativos.


En votación las indicaciones Nos 2 y 3, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Ossandón, las aprobó con enmiendas, reemplazando la conjunción “y” por la expresión “u” del texto de las mismas.

Indicaciones Nos 4, 5 y 6

4.- Del Honorable Senador señor Matta, 5.- del Honorable Senador señor Girardi, y 6.- del Honorable Senador señor Ossandón, para intercalar a continuación de la palabra “velocidades” la voz “máximas”.


En discusión estas indicaciones, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que las mismas sólo pretenden precisar la referencia a las velocidades máximas de circulación por las zonas de tránsito calmado.


En votación las indicaciones Nos 4, 5 y 6, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Ossandón, las aprobó sin modificaciones.

- - - - - - -

Numeral …), nuevo

Artículo 5º


El artículo 5º de la Ley de Tránsito, señala que ninguna persona podrá conducir un vehículo motorizado o a tracción animal, sin poseer una licencia expedida por el Director del Departamento de Tránsito y Transporte Público Municipal de una Municipalidad autorizada al efecto; o un permiso provisional que los Tribunales podrán otorgar sólo a los conductores que tengan su licencia retenida por proceso pendiente; o una boleta de citación al Juzgado, dada por los funcionarios a que se refiere el artículo 4º en reemplazo de la licencia o del permiso referido; o una licencia o permiso internacional vigente para conducir vehículos motorizados, otorgado al amparo de tratados o acuerdos internacionales en que Chile sea parte.


Los nacionales de otros países, que permanezcan en calidad de turistas en Chile, podrán conducir un vehículo motorizado durante el plazo de la respectiva autorización de turismo, portando la licencia vigente de conductor, otorgada según las leyes de su país, que sea equivalente a la Licencia No Profesional Clase B contemplada en el artículo 12.


En uso de sus atribuciones el tribunal competente podrá exigir la presentación de una traducción oficial de la licencia del extranjero.


Los documentos antes indicados otorgados en el país, son instrumentos públicos.


Se exceptúa de la exigencia establecida en el inciso primero de este artículo a los alumnos en práctica de las escuelas de conductores que, acompañados de un instructor habilitado, lo hagan en vehículos de la escuela.


A este artículo 5º, se presentó una indicación signada con el Nº 7.

Indicación Nº 7


7.- Del Honorable Senador señor Girardi, para consultar un numeral nuevo, del siguiente tenor:


“…) Agrégase al último inciso del artículo 5 la siguiente oración final: “Los postulantes a licencia de conducir que se encuentren realizando el examen práctico acompañado de un funcionario municipal habilitado para tales efectos, así como a los conductores de 18 o más años, de vehículos motorizados de tres ruedas destinados al transporte de carga, cuya velocidad máxima no supere los 30 kilómetros por hora.”.”.


En discusión esta indicación, la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, expresó que la misma tiene por finalidad establecer, como excepciones a la exigencia de contar con licencia de conducir, a quienes se encuentran realizando su examen práctico, como también a los conductores de los referidos vehículos motorizados de tres ruedas, denominados coloquialmente como “toritos”.


Tales ciclos, agregó, son adquiridos principalmente por personas de la tercera edad. De ahí, que la mencionada excepción sólo se aplique respecto de tales vehículos cuando ellos están destinados al transporte de carga y cuando su velocidad máxima no supere los 30 kilómetros por hora.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, indicó que los criterios de velocidad y capacidad de carga deben ser considerados como factores de exención en estos casos, pudiendo añadirse, en su opinión, además, el criterio del peso de tales móviles. 


Sin perjuicio de lo anterior, sugirió identificar adecuadamente qué tipo de vehículo en concreto es el que reúne las características antes señaladas, en tanto sólo respecto de tales es que operaría la excepción en cuestión. En esa línea, solicitó al Ejecutivo traer imágenes de aquéllos, así como consultar al Servicio Nacional del Adulto Mayor (SENAMA), sobre la opinión respecto del particular.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, precisó que, sin perjuicio de que los conductores de los vehículos en examen sean principalmente personas de la tercera edad, la excepción abarcaría, asimismo, a todos aquellos quienes transiten en tales móviles, reuniendo los requisitos contemplados para ello en la indicación en examen.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, por otra parte, en lo referente al contenido del artículo 8 de la Ley de Tránsito, consultó si las exigencias allí consagradas se aplican tanto a vías públicas y a vías privadas.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, afirmó que el ámbito de aplicación de la Ley de Tránsito son las vías públicas y no los espacios privados, por lo que dichas exigencias no serían procedentes respecto de estos últimos.


Posteriormente, exhibió la siguiente lámina, en donde se muestra el coloquialmente denominado “torito”, el cual es el prototipo de los vehículos en comento.
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El Honorable Senador señor Girardi, señaló que la excepción en comento, además, se explica de acuerdo a la tecnología empleada por estos vehículos, los cuales son eléctricos, por lo que se debe incentivar su uso, en tanto presentan ventajas por ser silenciosos, no contaminantes y energéticamente más eficientes.


Asimismo, sugirió contemplar para tales medios un sistema de certificación distinto al de revisión técnica, el cual pueda estar radicado en las Direcciones de Tránsito de las Municipalidades.


En seguida, señaló que dichos vehículos, de igual forma, fomentan el emprendimiento de diversas actividades tecnológicas, por lo que propuso un tratamiento diferenciado de los mismos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, manifestó que la indicación en examen sólo pretende exceptuar de la obligación de contar con licencia de conducir a los postulantes que se encuentren realizando el examen práctico para acceder a aquélla y a los conductores de vehículos motorizados de tres ruedas destinados al transporte de carga, cuya velocidad máxima no supere los 30 kilómetros por hora.


El Honorable Senador señor Ossandón, señaló que, en su opinión, no deben contemplarse en la excepción en comento a las bicicletas con motor (medios denominados coloquialmente como “mosquitos”), en tanto las mismas alcanzar velocidades superiores a los 30 kilómetros por hora.


A su vez, manifestó su respaldo a no exigir licencia de conducir a los vehículos de tres ruedas señalados en la indicación en estudio, en tanto los mismos alcanzar una velocidad reducida y presentar características mecánicas diferenciadas, por lo que sugirió, en este punto, mantener el statu quo, exceptuando a los conductores de aquéllos de contar con dicha licencia.


Por último, subrayó la importancia de definir de manera precisa el tipo de vehículo que quedará contemplado en las excepciones en comento, a fin de evitar que luego se importe un determinado modelo y posteriormente se modifique sin observar las exigencias aquí propuestas.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, expresó que a la luz de la indicación, todo vehículo motorizado que no se ajuste a los requisitos contemplados en esta última, no quedaría excluido de la exigencia de la licencia de conducir, aplicándose en estos casos el régimen general de la Ley del Tránsito. De ahí, agregó, que respecto de los denominados “toritos”, se proponga un trato diferenciado, en atención a sus condiciones particulares y velocidad reducida.


El Honorable Senador señor Girardi, manifestó que, asimismo, una de las finalidades perseguidas por la indicación en estudio es evitar el establecimiento de aspectos burocráticos sobredimensionados para los vehículos en comento, los que en su opinión sólo requerirían de algún tipo de certificación municipal para su circulación, no siendo necesario que se sometan a la exigencia de contar con revisión técnica.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, subrayó que en tanto tratarse de medios destinados a la carga, se debe fijar específicamente la capacidad máxima de peso que podrán trasladar.


En seguida, expresó que, a su parecer, dichos medios no pueden circular por autopistas o vías de alta velocidad.


En discusión esta indicación, la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, precisó algunas cuestiones relativas a los vehículos de tres ruedas destinados a la carga, coloquialmente denominados como “toritos”, en los siguientes términos:


I. Características


- Son vehículos motorizados de 3 ruedas.


- Con motor eléctrico o a combustión. Existiendo de este segundo tipo sólo un modelo homologado.


- Potencia va desde los 650 a 1250 watts o hasta 250 c.c.


- Circulan por las calles y caminos del país.


- Capacidad de carga entre 250 y 500 kilogramos.


- Velocidades máximas pueden superar los 50 km/hr (eléctricos) y más de 80 km/hr (combustión).


II. Situación actual


- Deben ajustarse a toda la normativa general del sector (licencia de conducir, permiso de circulación y seguro obligatorio).


- Algunos de los problemas detectados es que se importan piezas y son armados dentro del país.


- Iniciado el proceso de fiscalización se advierte el incumplimiento de la normativa aplicable a vehículos motorizados, y son retirados de circulación.


- Se trata, especialmente, de vehículos con motor eléctrico, que son ocupados por feriantes, jardineros u otros trabajadores por cuenta propia.


Posteriormente, señaló que las indicaciones presentadas al proyecto de ley en examen, y que abordan el particular, pretenden, básicamente, perseguir dos objetivos:


- Regularizar la situación de estos vehículos que se encuentran actualmente circulando.


- Establecer una regulación especial para los que se comercialicen en el futuro, dada la naturaleza y particularidades de los vehículos.


El Honorable Senador señor Girardi, expresó que, en conversaciones con agrupaciones de personas que utilizan a este medio de transporte, estos últimos le han manifestado que el mayor obstáculo que ellos se enfrentan para desplazarse válidamente con su vehículo, es la aprobación de la revisión técnica, por lo que sugirió fijar una certificación más simple, la cual se lleve a cabo por el Departamento de Tránsito de las Municipalidades, en donde se constate si se encuentran en buen estado ciertos elementos del móvil (tales como luces).


Lo anterior, agregó, en tanto las personas que emplean dichos medios son mini emprendedores, muchos de ellos de escasos recursos, que utilizan tal transportes como una herramienta de trabajo diario, que les permite sustentar económicamente a sus familias, acarreando diverso tipos de bienes.


Por último, indicó que por ser la mayoría de estos móviles de propulsión eléctrica, por lo tanto no contaminante, con la desburocratización antes sugerida, se incentiva su uso, contribuyendo a una menor contaminación ambiental.


El Honorable Senador señor García Huidobro, concordó con lo señalado por quien le antecedió en el uso de la palabra, señalando que se debe simplificar el acceso a una certificación que permita circular válidamente a los conductores de tales vehículos.


Sin perjuicio de lo anterior, y en atención a las velocidades máximas que pueden alcanzar aquéllos, sugirió establecer el requisito de que sus conductores cuenten con un tipo de licencia de conducir especial, la que pudiera ser asimilada a la Clase C, para motocicletas.


El Honorable Senador señor Girardi, sugirió, además, no exigir respecto de los móviles en examen ni permiso de circulación ni seguro obligatorio, o en caso de requerir este último, que se ajuste a condiciones especiales.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, recogiendo las observaciones de los Honorables señores Senadores, y en virtud de ellas, señaló que las mismas giraban en torno a los siguientes puntos, referentes a la regulación de los coloquialmente denominados “toritos”.


- Establecer una regulación específica, a la que se deban adaptar, en un determinado plazo, los vehículos que se encuentran en circulación, y a la que se someterán los que en el futuro lo hagan.


- Disponer de una certificación para tales medios de transporte, a cargo de las Municipalidades, similar a lo que actualmente se hace respecto de los carros de arrastre.


- Exigir una licencia de conducir especial, simplificada, asimilable a la Clase C, para motocicletas.


- No exigir permiso de circulación ni seguro obligatorio para tales vehículos, o en caso de requerir el segundo, someterlo a condiciones especiales.


En los demás puntos de la regulación, agregó, se aplicaría la normativa general.


A partir de lo anteriormente expuesto, manifestó que la postura del Ejecutivo, respecto de los vehículos en comento, es la siguiente:


- Mantener la exigencia de revisión técnica, pero bajo la forma de una inspección ocular o simplificada, conservando que la misma se efectúe en las actuales plantas de revisión, pero a un menor valor.


- Mantener la exigencia de seguro obligatorio, en tanto las velocidades de tales móviles poder alcanzar velocidades superiores a 30 km/hr.


- Conservar la exigencia de inscripción de placa patente en el Servicio de Registro Civil e Identificación, en tanto los Municipios no siempre cuentan con toda la información digitalizada. Además, agregó, la mayoría de los vehículos de este tipo en circulación satisfacen este requisito.


- Condicionar la exención de la exigencia de licencia de conducir a vehículos cuyas velocidades no excedan de los 30 km/hr, sin perjuicio de hacer presente que muchos de los modelos presentan capacidades máximas superiores a ese límite. De ese modo, añadió, se fijaría una licencia de conducir simplificada para los vehículos que superen ese límite, similar a la actual licencia clase C.


El Asesor Legislativo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, señor Fernando Abarca, explicó que actualmente los requisitos para acceder a la licencia clase C, además de los generales, son: tener idoneidad para su adquisición, ser mayor de edad, la aprobación de un examen teórico y práctico, contar con cédula nacional de identidad y la presentación de una declaración jurada sobre no consumo de drogas.


De ese modo, la propuesta fija que, para aquellos “toritos” que no sobrepasen los 30 km/h de velocidad, se requiera de una licencia a la cual se acceda previa rendición de un examen teórico y práctico (definido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones), ser mayor de 18 años de edad, contar con cédula nacional de identidad, idoneidad moral y tener licenciatura de educación general básica.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, manifestó que, en su opinión, si bien el porcentaje de la población que cuenta con la educación básica cursada es alto, existen ciertos sectores, como por ejemplo, algunos trabajadores agrícolas, en donde la verificación de este requisito, lamentablemente, no ocurre, por lo que puede transformarse en un obstáculo para acceder a dichas licencias.


Por consiguiente, sugirió reemplazar tal exigencia por el requisito de saber leer y escribir o, simplemente, que a través de los exámenes respectivos, se acredite que la persona en cuestión identifique correctamente toda la señalética vial.


El Honorable Senador señor Girardi, sugirió no incrementar las condiciones para que los usuarios de los vehículos en comento puedan desplazarse válidamente con ellos, en tanto se trata de personas con escasos recursos, cuyo principal sustento se encuentra, precisamente, en las actividades económicas que pueden realizar con este tipo de transporte (recolección de cartones, reciclaje de elementos, traslado de alimentos hacia ferias, entre otros).


Asimismo, sugirió revisar la posibilidad de que incluso el requisito de enseñanza básica sea eliminado en el caso de la actual licencia clase C.


Respecto del resto de los requisitos, manifestó su acuerdo.


El Honorable Senador señor García Huidobro, propuso examinar la equiparación, en este punto, de las exigencias aplicables a las bicicletas, en tanto estas últimas alcanzar velocidades de hasta 60 km/hr, sin que requieran de licencia alguna para su conducción.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, señaló que la posición del Ejecutivo es fijar una licencia especial sólo para el caso de los conductores de los denominados “toritos”, sin efectuar modificaciones a la actual regulación de la licencia clase C.


El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que, en su opinión, el principal problema no lo constituye la regulación de las licencias en este ámbito, sino que la verificación de que los vehículos en comento cumplan con la certificación requerida para su desplazamiento seguro, a fin de que se acredite que reúnen las condiciones técnicas necesarias para ello, por ejemplo, en lo referente a los frenos del vehículo.


En esa línea, sugirió incorporar una definición legal de este tipo de transporte, en donde ciertos aspectos técnicos sean contemplados.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, sugirió que, a partir del texto de la indicación en examen, se genera la respectiva definición legal de “toritos” en el artículo 2° de la Ley de Tránsito, incorporándose como elemento técnico para ello, la capacidad de carga de tales vehículos, la que incluso puede llegar hasta los 500 kilógramos.


El Asesor Legislativo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, señor Fernando Abarca, indicó que en el mercado actualmente existen “toritos” de 250, 300, 400 y 500 kilogramos de capacidad de carga.


El Honorable Senador señor Ossandón, indicó que con el cambio de la “catalina” o piñón mecánico del vehículo, se puede alterar la velocidad máxima del mismo, por lo que sugirió poner énfasis, además, en este aspecto, especialmente al momento de la venta de tales transportes.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que la modificación, contraria a la ley, de tales vehículos, no debe desvirtuar la proposición de la regulación en discusión, por lo que sugirió exentar de los requisitos de licencia de conducir sólo a aquellos “toritos” que alcancen una velocidad máxima de 30 km/h, dejando sujetos a tal exigencia a los restantes, siendo procedente respecto de ellos el acceso a una licencia clase C simplificada, en concordancia con lo propuesto por el Ejecutivo en tal punto.


El Honorable Senador señor Girardi, expresó que, en su opinión, existiría acuerdo sobre los siguientes puntos del particular:


- Fijación de una inspección ocular como una forma de revisión técnica simplificada para tales vehículos.


- Exigencia de licencia de conducir, también simplificada, sólo para aquellos móviles que alcancen velocidades superiores a los 30 km/h.


- Para acceder a dicha licencia, se fijaría como requisito un test teórico simplificado, acompañado de un examen práctico, sin que sea una exigencia adicional el contar con la enseñanza básica rendida.


- Efectuar una definición legal de “toritos” en el artículo 2° de la Ley de Tránsito.


Sobre tales acuerdos, subrayó, es necesario avanzar y plasmarlos en el articulado de la presente iniciativa.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, concordando con lo propuesto por quien le antecedió en el uso de la palabra, sugirió hacer una diferenciación en este ámbito, a fin de ordenar el presente debate.


En tal sentido, indicó que, en su opinión, es razonable, en el contexto de la indicación, exceptuar de la exigencia de contar con licencia de conducir sólo a aquellos vehículos que alcancen, como velocidad máxima, los 30 km/hr, para luego, en la definición de los “toritos”, ocupar como criterio la capacidad de carga de los mismos.


Lo anterior, resaltó, en tanto de esa forma se engloba con el concepto a los distintos vehículos de esta naturaleza, independientemente de la velocidad máxima que alcancen, con la única limitación de englobar en esta categoría a los móviles que presenten una determinada capacidad de carga. En esa línea, indicó que, a su parecer, los 500 kilógramos le parece un estándar muy riesgoso, que puede afectar la seguridad y convivencia vial de este tipo de transportes.


El Honorable Senador señor García Huidobro, sugirió fijar los 300 kilógramos de capacidad de carga como límite, a fin de que ése sea la limitación conceptual para que el vehículo pueda ser entendido, legalmente, como “torito” o no.


De exceder tal capacidad, agregó, el vehículo debiese cumplir con todos los requisitos, sin que sea procedente la aplicación de regulación especial a su respecto.


El Honorable Senador señor Matta, concordó con la propuesta efectuada por el Honorable Senador señor García Huidobro, enfatizando que dicho límite se ajusta con estándares razonables de seguridad vial hacia el peatón, en tanto capacidades de carga superiores, en su opinión, involucran parámetros aplicables a vehículos de mayor entidad.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, en consecuencia, sugirió la siguiente definición:


“Triciclo motorizado de carga: vehículo motorizado de tres ruedas destinado exclusivamente al transporte de carga. La capacidad de carga de estos vehículos no podrá superar los 300 kilogramos de peso.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, concordó con la propuesta efectuada por quien le antecedió en el uso de la palabra, por lo que sugirió aprobar, además de aquélla, los siguientes puntos:


- Exigencia de licencia de conducir, también simplificada, sólo para aquellos móviles que alcancen velocidades superiores a los 30 km/h. Para acceder a dicha licencia, se fijaría como requisito un test teórico simplificado, acompañado de un examen práctico, sin que sea una exigencia adicional el contar con la enseñanza básica rendida.


- Fijación de una inspección ocular como una forma de revisión técnica simplificada para tales vehículos.


Para tales efectos, y por razones de técnica legislativa, se sugirieron las siguientes redacciones legales de los puntos antes descritos:


- Definición legal, artículo 2°, número 41.1), nuevo, de la Ley de Tránsito.


“f) Incorpórase el siguiente número 44.1), nuevo:


“44.1) Triciclo motorizado de carga: vehículo motorizado de tres ruedas destinado exclusivamente al transporte de carga. La capacidad de carga de estos vehículos no podrá superar los 300 kilogramos de peso.”.”.


- Licencia clase C simplificada, artículo 13 de la Ley de Tránsito.


“6) En el artículo 13:


a) Agrégase en el número 2) de su inciso primero, luego del punto y coma (;), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Para la conducción de los triciclos motorizados de carga, los conocimientos teóricos se acreditarán mediante un examen simplificado, en los términos que lo establezca el Reglamento respectivo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones;”.


b) Modifícase en su acápite denominado “LICENCIA NO PROFESIONAL CLASE C” lo siguiente:


i) Intercálase entre la palabra “básica” y el punto aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: 


“Este requisito no será exigible a quienes postulen a esta licencia para conducir triciclos motorizados de carga.”.


ii) Agrégase a continuación del número 2 el siguiente párrafo, nuevo:


“El otorgamiento de la licencia Clase C para conducir triciclos motorizados de carga sólo habilitará para la conducción de este tipo de vehículos.”.”.


- Inspección ocular, como forma de revisión técnica simplificada, artículo 89 de la Ley de Tránsito.


“11) Incorpórase a su artículo 89 el siguiente inciso tercero, pasando el actual a ser cuarto:


“Sólo en el caso de los triciclos motorizados de carga, la revisión técnica consistirá en una inspección ocular de los elementos de seguridad del vehículo que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones determine en el Reglamento respectivo, los que se verificarán, de igual modo, en las correspondientes plantas.”1.”.


En votación las propuestas antes descritas, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi, Matta y Ossandón, las aprobó en los mismos términos. Lo anterior, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.


Posteriormente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, propuso votar la indicación en examen, pero eliminando la frase “destinados al transporte de carga”, a fin de que puedan exentarse del requisito de licencia todos aquellos vehículos de tres ruedas que no superen la velocidad máxima de 30 km/h. Lo anterior, subrayó, en tanto muchos de estos vehículos ser utilizados por personas con discapacidad.


A la luz de lo anteriormente descrito, se sugirió la siguiente redacción de la indicación:


“Agrégase al inciso final del artículo 5° la siguiente oración, pasando el punto aparte (.) a ser coma (,):


“a los postulantes a licencia de conducir que se encuentren realizando el examen práctico acompañado de un funcionario municipal habilitado para tales efectos y a los conductores de 18 o más años, de vehículos motorizados de tres ruedas, cuya velocidad máxima no supere los 30 kilómetros por hora.”.


En votación la indicación N° 7, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi, Matta y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente reseñados.


De ese modo, se hace presente que las modificaciones antes reseñadas pasaron a contemplarse como nuevos numerales del articulado, del modo que se describen tanto en el Capítulo de Modificaciones, como en la sección en donde se consagra el texto final de la presente iniciativa.

- - - - - - - - 

Numeral 6)

Artículo 31


El artículo 31 de la Ley de Tránsito, dispone que las Escuelas para Conductores podrán ser de clase A, para Conductores Profesionales y no profesionales, y, de Clase B, para postulantes de licencia no profesional, Clases B y C, o Especial Clase D.


Las Escuelas deberán impartir los conocimientos, destrezas y habilidades necesarias para la conducción de los vehículos motorizados a que se refiere la respectiva licencia.


El numeral 6) aprobado en general, es del siguiente tenor:


“6) Agrégase en el inciso segundo del artículo 31, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Su enseñanza deberá promover el respeto y cuidado hacia los peatones, ciclistas y conductores de otros ciclos.”.

A este numeral 6), se presentaron 3 indicaciones signadas con los Nos 8, 9 y 10.

Indicaciones Nos 8 y 9


8.- Del Honorable Senador señor Girardi, y 9.- del Honorable Senador señor Ossandón, para reemplazar en el inciso primero del artículo 31 la expresión “Clases B y C” por “Clases B y/o C”.


En discusión estas indicaciones, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, hizo presente que el contenido de las mismas responde a un proyecto presentado por el Honorable Senador señor Ossandón sobre el punto, junto con los Honorables Senadores señores García Huidobro y Guillier (Boletín N° 9.815-15).


Posteriormente, explicó que la dificultad que se presenta en el sector actualmente, y que las indicaciones en examen pretenden superar, es que sólo se pueden abrir Escuelas de Conductores para licencias clase C si se adosan a otro tipo de licencias de vehículos motorizados, por lo que no se puede iniciar actividades de dicho orden sólo destinadas a la conducción de motocicletas. De ese modo, agregó, es que se explica la modificación propuesta por las indicaciones en estudio.


Se hace presente que se sugirió cambiar, en el texto de la enmienda sugerida, la conjunción “y/o” por “o”, en tanto la primera es un anglicismo y con la segunda alcanzarse las mismas finalidades lingüísticas, manteniendo la corrección gramatical.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, solicitó dejar constancia que las propuestas en comento fueron abordadas, asimismo, por una Moción patrocinada, entre otros Honorables señores Diputados, por la Honorable Diputada señora Jenny Álvarez (Boletín N° 10.503-15, en segundo trámite constitucional, actualmente radicado en esta Comisión para su primer informe reglamentario).


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, por último, sugirió mejorar la redacción de las indicaciones en análisis, a fin de precisar con claridad la finalidad antes descrita.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que la finalidad de las mismas es posibilitar la existencia de Escuelas de Conductores de distinto tipo, sin que sea necesario que, para impartir clases para optar a la licencia clase C, se requiera, además, disponer de cursos para otro tipo de vehículos.


El Honorable Senador señor Ossandón, a fin de que quede plasmado adecuadamente el objetivo perseguido por las indicaciones en examen, sugirió cambiar el texto de las mismas por la expresión “de Clase C”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sin perjuicio de concordar con la propuesta efectuada por quien le antecedió en el uso de la palabra, sugirió, además, añadir al final del inciso primero del artículo 31, entre la locución “o Especial Clase D” y el punto final (.), la frase “o de varias a la vez”.


Lo anterior, añadió, a fin de que quede explicitada la posibilidad de abrir Escuelas de Conductores para uno o más tipo de licencias de conducir.


Por otra parte, preguntó al Ejecutivo a qué vehículos se les aplica la licencia Clase D y si existen Escuelas de Conductores para esta última.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, expresó que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley de Tránsito, dicha licencia se exige para la conducción de maquinarias automotrices como tractores, sembradoras, cosechadoras, bulldozer, palas mecánicas, palas cargadoras, aplanadoras, grúas, motoniveladoras, retroexcavadoras, traíllas y otras similares. 


A su vez, indicó que no existen actualmente Escuelas de Conductores para las licencias en comento.


Por último, afirmó que para acceder a aquéllas se debe haber cumplido los 18 años, saber leer y escribir y acreditar conocimientos y práctica de conducción de la maquinaria de que se trate.


El Honorable Senador señor Letelier, por su parte, y volviendo a la propuesta contenida en la indicación, aseveró que la misma fija la libertad para abrir Escuelas de Conductores para los distintos tipos de licencia, sin que lo anterior signifique establecer como requisito para acceder a estas el últimas la aprobación de un curso impartido por aquéllas.


En votación las indicaciones Nos 8 y 9, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro y Ossandón, las aprobó con enmiendas, reemplazando la expresión “Clases B y/o C” por el término “de Clase C”, e incorporando, al final del inciso primero del artículo 31, entre la locución “o Especial Clase D” y el punto final (.), la frase “o de varias a la vez”.

Se hace presente que la modificación anterior, al enmarcarse como una enmienda al texto del numeral 6) aprobado en general, que pasó a ser 8), quedará comprendida como letra a. de este último, mientras que la redacción original del mismo pasará a contemplarse como letra b. de aquél, con las modificaciones introducidas por la aprobación de la indicación N° 10. A su vez, el encabezado de tal numeral revestirá el siguiente tenor: “Modifícase el artículo 31 en los siguientes términos:”.

Indicación Nº 10


10.- Del Honorable Senador señor Matta, para agregar en el texto propuesto, después de la palabra “promover”, la expresión “el conocimiento,”.


En discusión esta indicación, la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, respaldó el contenido de la misma.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, consultó qué es lo que se pretende promover con el texto incorporado por la propuesta en examen, a saber, normativa, derechos y deberes de los peatones, entre otros.


El Honorable Senador señor Matta, en su calidad de autor de la presente indicación, expresó que la finalidad de la incorporación del verbo rector agregado por esta última es englobar todos los aspectos relativos a la convivencia vial respecto de peatones, ciclistas y conductores de otros ciclos.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, por su parte, expresó que, además de lo señalado por quien le antecedió en el uso de la palabra, la indicación perseguiría incorporar un determinado estándar de conducta de vehículos motorizados hacia los peatones, ciclistas y conductores de otros ciclos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, manifestó su respaldo a la indicación, sugiriendo reemplazar, además, la expresión “hacia”, contenida en el numeral 6) del texto aprobado en general, que pasó a ser 8), por la frase “de los derechos y deberes de”.


Lo anterior, a fin de que quede plasmado sobre qué aspectos en concreto es que debe recaer la acción de conocimiento propuesta por la indicación en estudio.


En votación la indicación Nº 10, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro y Ossandón, la aprobó con modificaciones, reemplazando, además, la expresión “hacia”, contenida en el numeral 6) del texto aprobado en general, que pasó a ser 8), por la frase “de los derechos y deberes de”.


De ese modo, se hace presente que con ocasión de las modificaciones introducidas al numeral 6), que pasó a ser 8), por la aprobación de las indicaciones Nos 8, 9 y 10, el texto de aquél resulta reemplazado por el siguiente:



“8) Modifícase el artículo 31 en los siguientes términos: 


a. Reemplázase en su inciso primero la expresión “Clases B y C” por el término “de Clase C”, e intercálase entre la locución “o Especial Clase D” y el punto final (.) la frase “o de varias a la vez”.


b. Agrégase en el inciso segundo del artículo 31, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Su enseñanza deberá promover el conocimiento, respeto y cuidado de los derechos y deberes de los peatones, ciclistas y conductores de otros ciclos.”.

- - - - - - - 

Numeral …), nuevo
Artículo 51


El artículo 51 de la Ley de Tránsito, señala que los vehículos motorizados no podrán transitar sin la placa única, el permiso de circulación otorgado por las Municipalidades y el certificado de un seguro obligatorio de accidentes causados por vehículos motorizados.


Los remolques y semirremolques que deban inscribirse en el Registro Especial de Remolques y Semirremolques, deberán tener placa patente única, requisito sin el cual no estarán autorizados a transitar.


La placa patente única deberá obtenerse en la Oficina del Servicio de Registro Civil e Identificación en que se solicite la inscripción.


El certificado del seguro obligatorio de accidentes causados por vehículos motorizados deberá portarse siempre en el vehículo y encontrarse vigente.


A este artículo 51, se presentó 1 indicación signada con el Nº 11. 

Indicación Nº 11

11.- Del Honorable Senador señor Girardi, para incorporar el siguiente numeral nuevo:


“…) Agrégase al inciso primero del artículo 51 la siguiente oración final: “Este seguro no será exigible a los vehículos de 3 ruedas, destinados al transporte de carga, cuya velocidad máxima no supere los 30 kilómetros por hora.”.”.


En discusión esta indicación, la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, expresó que el artículo 51 de la Ley de Tránsito establece los requisitos de todo vehículo para circular, a saber, placa única, permiso de circulación y seguro obligatorio.


De esa forma, y en línea con lo propuesto con la indicación N° 7, se pretende exceptuar a los vehículos en comento de tales exigencias.


El Honorable Senador señor Matta, sugirió precisar el tipo de vehículos de que se trata, a fin de evitar incluir dentro de dicha exención a ciclos que, efectivamente, puedan superar dicha velocidad de circulación, independientemente de que el conductor lo haga.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que al ser estos vehículos empleados mayormente por personas de la tercera edad, se entiende la excepción propuesta por la presente indicación, en tanto ser tales móviles los principales medios de desplazamiento de aquéllos.


No obstante lo expresado, sugirió examinar la ubicación adecuada del texto propuesto por la indicación.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, afirmó que en caso de que los vehículos en comento puedan superar los 30 kilómetros por hora como velocidad máxima, ellos serían excluidos de la presente excepción, independientemente del hecho de que el conductor alcance o no dicha velocidad.


El Honorable Senador señor Girardi, sin perjuicio de los argumentos antes descritos, en su calidad de autor de la presente indicación, la retiró, en tanto haberse acordado, durante la discusión de la indicación N° 7, que el seguro obligatorio continuaría como una exigencia aplicable a este tipo de vehículos.

- - - - - - - - - 

Numeral …), nuevo
Artículo 67


El artículo 67 de la Ley de Tránsito, dispone que en los vehículos motorizados de carga no se podrá transportar personas en los espacios destinados a carga, cualquiera que sea la clase de vehículo, salvo en casos justificados, y adoptando las medidas de seguridad apropiadas.

A este artículo 67, se presentó 1 indicación signada con el Nº 12. 

Indicación Nº 12

12.- Del Honorable Senador señor Girardi, para contemplar un numeral nuevo, del siguiente tenor:


“…) Agrégase al artículo 67 el siguiente inciso segundo:


“En ningún caso los vehículos de 3 ruedas, destinados al transporte de carga, podrán transportar personas en los espacios destinados a carga.”.”.


En discusión esta indicación, la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, expresó que de acuerdo al texto de la misma, quedarían comprendidos dentro de la prohibición contemplada cualquier tipo de triciclos destinados a la carga, independientemente de la tracción que empleen para desplazarse.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió intercalar en el texto de la misma, entre las expresiones “los vehículos” y “de 3 ruedas”, el término “motorizados”, a fin de que sólo los medios que cuenten motor queden sujetos a la prohibición propuesta, evitando que triciclos no motorizados (como por ejemplo, los utilizados usualmente por feriantes), resulten inmersos en la misma.


En votación la indicación Nº 12, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro y Ossandón, la aprobó con modificaciones, intercalando en el texto de la misma, entre las expresiones “los vehículos” y “de 3 ruedas”, el término “motorizados”.
- - - - - - - - 

Numeral …), nuevo

Artículo 89


El artículo 89 de la Ley de Tránsito dispone que las Municipalidades no otorgarán permisos de circulación a ningún vehículo motorizado que no tenga vigente la revisión técnica o un certificado de homologación, según lo determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. 


Asimismo, establece que la referida revisión técnica que señala el inciso anterior comprenderá, en forma especial, los sistemas de dirección, frenos, luces, neumáticos y combustión interna.


Por último, fija que dicho documento o el de homologación, en su caso, y el de gases, deberán portarse siempre en el vehículo y encontrarse vigentes.


Hacemos presente que la modificación introducida a este artículo se originó y se acordó durante la discusión de la indicación N° 7. Por lo tanto, nos remitimos a lo ahí informado2.

- - - - - - 

Numeral …), nuevo
Artículo 113


El artículo 113 de la Ley de Tránsito, indica que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá prohibir, por causa justificada, la circulación de todo vehículo o de tipos específicos de éstos, por determinadas vías públicas. Esta facultad será ejercitada de oficio o a petición de las Municipalidades o de la Dirección de Vialidad, según corresponda.


Sin perjuicio de lo anterior, Carabineros de Chile queda autorizado para adoptar, en forma transitoria, medidas que alteren el tránsito de vehículos o su estacionamiento en las vías públicas cuando circunstancias especiales lo hagan necesario. 


A este artículo 113, se presentó 1 indicación signada con el Nº 13. 

Indicación Nº 13

13.- Del Honorable Senador señor Girardi, para consultar un nuevo numeral, del tenor que sigue:


“…) Agrégase al artículo 113 el siguiente inciso tercero:


“En todo caso, los vehículos de 3 ruedas, destinados al transporte de carga, no podrán circular por autopistas y autovías, ni por las demás vías, calles o caminos que determine, por resolución fundada, el Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones correspondiente.”.”.


En discusión esta indicación, se hizo presente que la misma es considerada como inadmisible, en tanto establece una nueva atribución a las Secretarías Regionales Ministeriales de Transportes y Telecomunicaciones, por lo que vulnera la iniciativa exclusiva presidencial en lo referente a la determinación de funciones y atribuciones de servicios públicos, en conformidad a lo establecido en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Sin perjuicio de lo anterior, la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, señaló que la facultad propuesta por la indicación actualmente se encuentra radicada en la Secretaría de Estado que encabeza, la cual ha delegado dichas atribuciones a las Secretarías Regionales Ministeriales de Transportes y Telecomunicaciones


Por lo tanto, sugirió revisar el Decreto Supremo N° 83, del año 1985, de la Cartera del ramo, en donde se establece toda la regulación referente a la circulación de vehículos por vías autorizadas y prohibidas.


De ese modo, agregó, a la luz de la indicación se podría efectuar una regulación genérica, o por parte de cada una de las Secretaría Regionales Ministeriales antes indicadas, prohibiendo el desplazamiento de los referidos vehículos por las vías expresadas en el texto de la indicación. Lo anterior, subrayó, siempre mediante resolución fundada.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió precisar conceptualmente los términos empleados en la indicación, excluyendo ciertos tipos de vehículos, principalmente de su circulación por autopistas y vías estructurantes, a saber, aquellos de estabilidad precaria que transportan carga.


El Honorable Senador señor García Huidobro, sugirió revisar la indicación en examen, en tanto sostener que, teóricamente, pueden luego existir vehículos que presenten las condiciones en comento y que no constituyan un riesgo, ni para el conductor ni para terceros, su desplazamiento en dicho tipo de vías.


Además, prosiguió, el radicar dicha facultad de exclusión en cada Secretaría Regional Ministerial no resulta conveniente, en tanto poder existir no uniformidad en el despliegue de dicha medida a lo largo del territorio.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, manifestó que lo propuesto por la misma ya se contempla como facultad de la Secretaría de Estado que encabeza, por lo que sugirió reemplazar en su texto la oración “el Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones correspondiente” por “el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, conforme a las facultades del inciso primero de este artículo”.


A su vez, señaló que los conceptos de autopista y autovía efectivamente se encuentran reconocidos por la regulación reglamentaria del sector, contenida en el Decreto Supremo Nº 83, del año 1985, que define redes viales básicas, dictada por el organismo del cual es titular, el que establece que:


Autopista. Es una vía de elevada capacidad y velocidad de operación entre 80 y 100 km/hr., presenta condiciones de accesibilidad fuertemente restringidas, en relación a otras vías y en especial con respecto a las actividades y usos de suelo colindantes. Atiende desplazamientos de larga distancia que ocurren predominantemente en automóviles y en flujos elevados. Atiende también los viajes de entrada y salida de la ciudad.


Autovía. Es una vía que presenta características similares a las de una autopista, pero adaptadas al caso urbano. Esto se manifiesta principalmente en que la segregación es menos rigurosa con respecto a otras vías y al entorno urbano y, en consecuencia, la velocidad de operación levemente inferior.


Por último, señaló que la utilización del concepto de camino público no es procedente de aplicar en este ámbito, en tanto contemplar tanto caminos urbanos como rurales, siendo precisamente por estos últimos por los cuales se pretende que los vehículos contemplados por la indicación transiten.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, a fin de evitar cualquier reparo de inadmisibilidad respecto de la indicación en examen, sugirió eliminar de su texto la oración “, ni por las demás vías, calles o caminos que determine, por resolución fundada, el Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones correspondiente”.


Lo anterior, en tanto de esa forma no se están incorporando nuevas atribuciones a organismos públicos, con lo que no se invade la iniciativa exclusiva presidencial, y lograrse, de igual modo, la finalidad perseguida por la propuesta.


En votación la indicación Nº 13, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro y Ossandón, la aprobó con modificaciones, suprimiendo de su texto la siguiente oración “, ni por las demás vías, calles o caminos que determine, por resolución fundada, el Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones correspondiente”.
- - - - - - - - - 

Numeral 16)

Artículo 135


El artículo 135, de la Ley de Tránsito, señala que el conductor de un vehículo que tenga el propósito de virar en una intersección, lo hará como sigue:


1.- Viraje a la derecha: la iniciación de un viraje a la derecha y el viraje mismo deberá hacerse tan cerca como sea posible de la cuneta de la mano derecha o del borde de la calzada. Con todo, en el caso de viraje a la derecha debidamente señalizado por un vehículo de carga articulado compuesto de camión tractor y semirremolque, o de camión y remolque, no regirá lo prevenido anteriormente, debiendo los demás conductores aguardar que dicho vehículo termine su maniobra;


2.- Viraje a la izquierda: para efectuar un viraje a la izquierda desde una vía de doble tránsito hacia otra vía de doble tránsito, el vehículo deberá aproximarse al costado derecho del eje o de la línea central de la vía por donde transita y, después de pasar la intersección, deberá entrar a la otra vía, tomando el lado derecho de su eje o de la línea central;


3.- Para efectuar un viraje a la izquierda desde una vía de doble tránsito a una de tránsito en un solo sentido, el vehículo deberá tomar previamente el costado derecho del eje o de la línea central de la vía por donde se transita e ingresar a la pista más próxima a su viraje, y


4.- El viraje a la izquierda desde una vía de tránsito en un solo sentido hacia otra de doble tránsito, deberá efectuarse de manera que el vehículo, una vez pasada la intersección, tome el costado derecho del eje o de la línea central de la vía de doble tránsito.


El numeral 16) aprobado en general, es del siguiente tenor:


“16) Intercálase en el número 1 del artículo 135, entre la expresión “borde de la calzada” y el punto seguido, la frase “, a menos que exista una ciclovía, en cuyo caso dicho viraje deberá hacerse lo más cerca del elemento segregador”.

A este artículo 135, se presentó 1 indicación signada con el Nº 14. 

Indicación Nº 14

14.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para agregar el siguiente inciso final al artículo 135:


“En caso de congestión o embotellamiento, los conductores procurarán mantener despejadas las intersecciones y deberán permitir, de forma alternada, el viraje de los vehículos que acceden a la vía.”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Matta, señaló que la idea de la misma ya se encontraría recogida en la regulación actual de la Ley de Tránsito. Manifestación de ello, agregó, es el despliegue de líneas marcadas en cierto tipo de intersecciones.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, indicó que la finalidad de la indicación es evitar el bloqueo de intersecciones en todos los casos, incluso en aquellas hipótesis en donde no se encuentran demarcadas líneas cruzadas en tales pasos.


Lo anterior, añadió, a fin de disponer de una pauta de comportamiento, en el ámbito de la convivencia de medios, en contextos de congestión y embotellamiento.


El Honorable Senador señor Matta, indicó que el problema que se suscita en este campo es una cuestión cultural, como por ejemplo, el transitar por la vía derecha o izquierda, según sea el caso, impidiendo a los conductores doblar, en la intersección respectiva, en aquellas hipótesis en donde está permitido continuar en tales direcciones con luz roja.


De ese modo, sugirió visualizar el problema, además, desde esta perspectiva.


El Honorable Senador señor García Huidobro, expresó que el problema, en muchos casos, es que el conductor advierte la señalética muy encima, lo que acarrea congestiones y otros males, por lo que sugirió que el punto sea abordado claramente en el texto de la indicación, a fin de luego difundirlo adecuadamente, sin que el conductor tenga que corroborar, en cada caso, si está o no habilitado para efectuar una maniobra. Lo anterior, a fin de incorporar esta regla como patrón de conducta.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, se manifestó conceptualmente de acuerdo con la indicación en examen, sin perjuicio de sugerir eliminar el término embotellamiento, en tanto no ser una expresión técnica recogida en la nomenclatura de la Ley de Tránsito.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, manifestó su respaldo a la misma, sin perjuicio de sugerir la eliminación de la expresión “o embotellamiento” de su texto, en tanto dicho concepto no estar recogido dentro del articulado de la Ley de Tránsito.


En votación la indicación Nº 14, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro y Ossandón, la aprobó con modificaciones, eliminado de su texto la expresión “o embotellamiento”.

Se hace presente que la modificación anterior, al enmarcarse como una enmienda al texto del numeral 16) aprobado en general, que pasó a ser 21), quedará comprendida como letra b. de este último, mientras que la redacción original del mismo pasará a contemplarse como letra a. de aquél, sustituyéndose la expresión “del artículo 135” por el vocablo “de su inciso primero”. A su vez, el encabezado de tal numeral revestirá el siguiente tenor: “Modifícase el artículo 135 en los siguientes términos:”.


De ese modo, se hace presente que con ocasión de las modificaciones antes descritas, el texto del numeral 16), que pasó a ser 21), resulta reemplazado por el siguiente:


“21) Modifícase el artículo 135 en los siguientes términos:


a. Intercálase en el número 1 de su inciso primero, entre la expresión “borde de la calzada” y el punto seguido, la frase “, a menos que exista una ciclovía, en cuyo caso dicho viraje deberá hacerse lo más cerca del elemento segregador”.


b. Agrégase el siguiente inciso final:


“En caso de congestión, los conductores procurarán mantener despejadas las intersecciones y deberán permitir, de forma alternada, el viraje de los vehículos que acceden a la vía.”.

- - - - - - - 

Numeral 19)

Artículo 145


El artículo 145 de la Ley de Tránsito, indica que cuando no existan los riesgos o circunstancias señaladas en los artículos anteriores, serán límites máximos de velocidad los siguientes:


1.- En zonas urbanas:


1.1.- Vehículos de menos de 3.860 kilogramos de peso bruto vehicular y motocicletas: 60 kilómetros por hora.


1.2.- Vehículos con más de 17 asientos, incluido el del conductor, buses, camiones de 3.860 kilogramos de peso bruto vehicular o más y vehículos de transporte escolar: 50 kilómetros por hora.


2.- En zonas rurales:


2.1.- En caminos con una pista de circulación en cada sentido: 100 kilómetros por hora.


2.2.- En caminos de dos o más pistas de circulación en un mismo sentido: 120 kilómetros por hora.


2.3.- En todo caso, los buses y camiones de 3.860 kilogramos de peso bruto vehicular o más y vehículos de transporte escolar no podrán circular a una velocidad superior a 90 kilómetros por hora. Los buses interurbanos podrán circular a 100 kilómetros por hora. 


El numeral 19) aprobado en general, es del siguiente tenor:


“19) En el artículo 145:


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “Cuando no existan los riesgos o circunstancias señaladas en los artículos anteriores, serán”, por el vocablo “Serán”. 


b) Reemplázase en el punto 1.1 del número 1, el guarismo “60” por “50”. 


A este numeral se presentó 1 indicación signada con el Nº 15.

Letra b)

Indicación Nº 15

15.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para suprimirla.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Ossandón, se manifestó contrario a la disminución de la velocidad máxima de circulación en zonas urbanas, en tanto entender que la circulación en las ciudades, debido a la congestión, es actualmente menor a los límites establecidos, por lo que dicha medida no tendría un efecto real, máxime si se considera la moderna tecnología incorporada a los vehículos.


El Honorable Senador señor García Huidobro, concordó con lo señalado por quien le antecedió en el uso de la palabra, indicando que, en vez de establecer la reducción generalizada de la velocidad máxima antes expresada, es necesario fijar parámetros claros para que en ciertas zonas de la ciudad se fije un límite inferior, cuando ello sea necesario para la seguridad vial, especialmente de los peatones.


El Honorable Senador señor Girardi, sugirió mantener el criterio plasmando en el texto aprobado en general, a fin de reducir la velocidad máxima de 60 a 50 km/h en zonas urbanas. Lo anterior, en tanto, en su opinión, las ciudades deben ser configuradas, primeramente, para el peatón, no siendo coherente con dicha idea el permitir la circulación de vehículos a altas velocidades, especialmente en áreas urbanas.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que, en su opinión, la reducción de velocidad antes referida es una medida necesaria en el marco de establecer medidas de convivencia entre diversos medios.


En esa línea, indicó que de los países OCDE, sólo Chile y México contemplan un límite de velocidad máxima urbana tan alto, por lo que la disminución de aquél resulta necesario, especialmente si muchos conductores, actualmente, inobservan dicha regla.


Por último, indicó que sin perjuicio de lo anterior, dentro de las propuestas contempladas por la iniciativa en examen, se encuentra la explicitación de la atribución de las Municipalidades para fijar incluso un límite menor de velocidad en ciertas áreas especialmente delicadas en términos de seguridad vial, como zonas en donde transitan escolares o áreas residenciales.



En votación la indicación N° 15, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Matta, y el voto a favor de los Honorables Senadores señores García Huidobro y Ossandón, la rechazó.

Numeral 29)

Artículo 201


El artículo 201 de la ley vigente, indica que son infracciones o contravenciones menos graves, las siguientes:


1. Estacionar o detener un vehículo en lugares prohibidos sin perjuicio de lo establecido en los números 7, 29 y 39 del artículo anterior, o estacionar en un espacio destinado a vehículos para personas con discapacidad, sin derecho a ello;


2. Infringir las normas del artículo 115;


3. Conducir un vehículo usando indebidamente las luces, sin perjuicio de lo establecido en el número 15 del artículo anterior;


4. Infringir, los conductores, las disposiciones del artículo 142 ó 143 sobre vehículos de emergencia;


5. No hacer las señales debidas antes de virar;


6. No respetar las prohibiciones establecidas en el artículo 137;


7. Conducir un vehículo sin silenciador o con éste o el tubo de escape en malas condiciones, o con el tubo de salida antirreglamentario;


8. No llevar los elementos señalados en los números 1, 2 y 3 del artículo 75;


9. Detener o estacionar un vehículo en doble fila;


10. Destinar y mantener en circulación un vehículo de servicio público de pasajeros o de carga que no cumpla con los requisitos establecidos en la ley, su reglamento o aquellas normas que dicte el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, sin perjuicio de lo establecido en el Nº 26 del artículo 200 de la que será responsable el propietario del vehículo;


11. Infringir las normas sobre transporte de pasajeros en los vehículos de carga;


12. Negarse los conductores de vehículos de locomoción colectiva a transportar escolares;


13. Infringir la prohibición de consumo de bebidas alcohólicas establecida en el inciso primero del artículo 110;


14. Conducir bicicletas, motocicletas o vehículos similares, contraviniendo la norma sobre uso obligatorio de casco protector y demás elementos de seguridad;


15. No cumplir las obligaciones que impone el artículo 176;


16. Deteriorar o alterar cualquier señal de tránsito;


17. Transitar un peatón por la calzada, por su derecha en los caminos o cruzar cualquier vía o calle fuera del paso para peatones o saltar vallas peatonales o pasar entre o sobre rejas u otros dispositivos existentes entre calzadas con tránsito opuesto;


18. Infringir las normas sobre transporte terrestre dictadas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones;


19. No cumplir el titular de una licencia de conductor con las obligaciones establecidas en los artículos 19 y 24, o no dar cumplimiento a las demás obligaciones que se le hayan impuesto en la licencia para conducir;


20. Arrojar desde un vehículo desperdicios, residuos, objetos o sustancias;


21. Infringir lo dispuesto en el artículo 118;


22. Conducir un vehículo de alquiler o de transporte colectivo de personas con materias peligrosas;


23. Infringir la obligación del propietario de dar cuenta al Registro de Vehículos Motorizados de todas las alteraciones en los vehículos que los hagan cambiar su naturaleza, sus características esenciales, o que los identifican, como asimismo su abandono, destrucción o desarmaduría total o parcial;


24. No conducir dentro de la pista de circulación demarcada o cambiar sorpresivamente de pista obstruyendo la circulación de otros vehículos;


25. Detener o estacionar un vehículo en contravención a lo establecido en los números 6 y 7 del artículo 154 o estacionar en un paso para peatones, y


26. Conducir un vehículo en alguna de las circunstancias a que se refiere el número 11 del artículo 167.


El numeral 29) aprobado en general, es del siguiente tenor:


“29) En el artículo 201: 


a) Intercálase en el número 7, entre la palabra “vehículo” y la expresión “sin silenciador”, el término “motorizado”.


b) Elimínase del número 14 la expresión “bicicletas,”.

A este numeral 29), se presentaron 3 indicaciones signadas con los Nos 16, 17 y 18.

Letra b)
Indicación Nº 16

16.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para eliminarla.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Ossandón, señaló que la finalidad de la misma es preservar como sanción menos grave el hecho de conducir una bicicleta sin los elementos de seguridad necesarios para ello, como lo son, por ejemplo, el casco.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó sus cuestionamientos a abordar el punto desde un punto de vista estrictamente sancionatorio, esto es, conservando como infracción menos grave la falta antes descrita.


Así, señaló que si bien existe un cambio cultural en desarrollo, especialmente en lo referente a la utilización de casco de seguridad por parte de ciclistas, todavía existen áreas, como las zonas rurales, en donde el empleo de tal elemento es relativamente escaso.


Por tales razones, es que sugirió preservar el texto aprobado en general, rebajando la entidad de la sanción (de infracción menos grave a leve), lo que no conlleva, por cierto, a que dicha falta deje de existir como tal.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, expresó que el origen del proyecto de ley en estudio es fruto de un trabajo consensuado con distintas agrupaciones de la sociedad civil, quienes se mostraron proclives a rebajar la sanción en los términos antes referidos.


En seguida, señaló que la reducción de la multa no debe ser interpretada como una disminución en la relevancia del uso del casco y demás elementos de seguridad de los ciclistas, quedando en manos de la Secretaría de Estado que encabeza realizar difusiones sobre el punto en tal sentido.


Por último, explicó que de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 200 de la Ley de Tránsito, infracción leve es toda transgresión que no esté contemplada como infracción gravísima, grave o menos grave, por lo que su tipificación, precisó, se consagra de manera residual. Asimismo, señaló que la entidad de la multa para tales casos se extiende de las 0,2 a las 0,5 UTM.


El Honorable Senador señor Ossandón, por su parte, propuso distinguir por zonas (rurales o urbanas) para efectos de disponer la infracción menos grave en comento, estableciendo como obligatorio, en todo caso, el empleo de chaleco reflectante en casos de que por razones de visibilidad ello sea necesario, recogiendo de ese modo lo sugerido por el Honorable Senador señor Navarro en la indicación Nº 17.


Por último, manifestó que, en su opinión, la reducción de la infracción en los términos antes indicados, constituye una señal poco adecuada en materia de seguridad y convivencia vial, en tanto resta de importancia al uso, por parte de los ciclistas, de los elementos de seguridad en comento.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, aseveró que la distinción entre zonas rurales y urbanas es de compleja determinación, en tanto no existir claridad si para tal diferenciación se emplea el criterio de límites urbanos o un parámetro de densidad poblacional (o de residencias).


En seguida, afirmó que el empleo del casco es un cambio cultural en desarrollo, como también, de forma progresiva, lo es el uso del chaleco reflectante en los diversos casos en que ello es requerido. Lo anterior, añadió, sin perjuicio de la menor utilización de tales elementos en zonas rurales.


Por tales razones, es que sugirió que, más que preservar la falta en examen como una infracción menos grave, propuso disponer de un precepto en donde se fijen las obligaciones de seguridad que deben cumplir los ciclistas al desplazarse, en concreto, los elementos que deben contar para trasladarse (casco, frenos, chalecos reflectantes, entre otros).


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, se manifestó a favor de la propuesta efectuada por quien le antecedió en el uso de la palabra, señalando que tales obligaciones de seguridad podrían ser dispuestas de manera gradual. 


En esa línea, indicó que lo anterior se encuentra recogido en el nuevo artículo 221 incorporado por la presente iniciativa.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que precisamente por la severidad de la actual infracción, muchos Juzgados de Policía Local optan por no aplicar la sanción o reducirla significativamente. De esa forma, agregó, en términos de proporcionalidad y de efectividad sancionatoria, es razonable la reducción de la entidad de la falta en examen.


En votación la indicación N° 16, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Girardi, Matta y Ossandón, el voto en contra del Honorable Senador señor Letelier (Presidente) y la abstención del Honorable Senador señor García Huidobro, la aprobó sin modificaciones.

Indicación Nº 17

17.- Del Honorable Senador señor Navarro, para reemplazarla por la siguiente:


“b) Agrégase en el número 14, antes del punto y coma, la siguiente expresión: “tales como frenos, luces, elementos reflectantes, chaleco reflectante cuando las condiciones de visibilidad lo hagan necesario, y otros accesorios de seguridad de los ciclos”.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió rechazarla por ser su contenido innecesario, en tanto el punto ser abordado por el nuevo artículo 221 incorporado por la presente iniciativa.


En votación la indicación N° 17, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Matta y Ossandón, la rechazó.

- - - - - - - - -

Letra …), nueva

Indicación Nº 18

18.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para consultar la siguiente letra, nueva:


“…) Agrégase el siguiente número 27:


“27. Utilizar de forma indebida el artefacto sonoro del que se encuentra provisto el vehículo, en los términos señalados en el inciso tercero del artículo 74.”.”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Ossandón, afirmó que actualmente la falta descrita en la propuesta en examen se encuentra contemplada como infracción leve, por lo que aquélla pretende elevar dicha sanción a una contravención menos grave (de 0,5 a 1 UTM).


Sin perjuicio de lo anterior, reconoció la difícil fiscalización de tal infracción.


El Honorable Senador señor García Huidobro, sugirió mantener el statu quo en este punto, en tanto la propuesta puede generar complicaciones interpretativas al momento de aplicar la sanción, máxime si se aumenta su gravosidad.


En votación la indicación Nº 18, la Comisión, por dos votos en contra, de los Honorables Senadores señores Letelier (Presidente) y García Huidobro, y el voto a favor del Honorable Senador señor Ossandón, la rechazó.
- - - - - 

Numeral 30)

Artículo 221

Inciso primero


El inciso primero del artículo 221, aprobado en general, indica que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictará un reglamento que regule las condiciones de gestión y seguridad de tránsito que deberán cumplir las ciclovías para su correcta operación. Se entenderá por condiciones de gestión y seguridad de tránsito, los requisitos de diseño y características técnicas con las que deberán planificarse, implementarse y mantenerse las ciclovías. Asimismo, dicho reglamento definirá las especificaciones técnicas de los elementos de seguridad para los ocupantes de ciclos, tales como casco, elementos reflectantes, frenos, luces y otros accesorios de seguridad de los ciclos.


A este inciso, se presentaron 2 indicaciones signadas con los Nos 19 y 20.

Indicación Nº 19

19.- Del Honorable Senador señor Girardi, para reemplazar la oración que señala “Se entenderá por condiciones de gestión y seguridad de tránsito, los requisitos de diseño y características técnicas con las que deberán planificarse, implementarse y mantenerse las ciclovías.”, por la siguiente: “Se entenderá por condiciones de gestión y seguridad de tránsito, los requisitos de señalización, demarcación y operación que deberán implementarse y mantenerse en las ciclovías, para su correcta operación.”.


En discusión esta indicación, la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, manifestó que la intención del Ejecutivo es efectuar una regulación más amplia que la proposición en examen, en lo referente a ciclovías.


Así, expresó que los elementos de señalización y demarcación, incorporados por la indicación en estudio restringen las atribuciones de la Secretaría de Estado que encabeza, en materias relevantes de diseño y condiciones técnicas de las ciclovías.


Por último, sugirió conservar, en este punto, el texto aprobado en general, en tanto ello estar en sintonía con las competencias que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo presenta en este ámbito.


El Honorable Senador señor Girardi, en su calidad de autor de la presente indicación, y en virtud de los argumentos antes descritos, la retiró.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sin perjuicio del retiro de la indicación, dejó constancia de que, en su opinión, las definiciones técnicas y normativas de la regulación de las ciclovías no deben ser dispuestas en términos estáticos y rígidos, sino que por el contrario, de forma tal que admitan un cierto grado de flexibilidad. Lo anterior, agregó, a fin de evitar consecuencias jurídicas no deseadas al momento de la ejecución material de tales obras, así como la negativa de recursos públicos por no ajustarse aquéllas a especificaciones rígidas de diseño.

Indicación Nº 20

20.- Del Honorable Senador señor Matta, para reemplazar la frase “los requisitos de diseño y características técnicas” por “las características físicas y operacionales”.


El Honorable Senador señor Matta, en su calidad de autor de la presente indicación, y en virtud de las razones explicadas en la discusión de la propuesta anterior, la retiró.
Artículo 222


El artículo 222, aprobado en general, señala que para la circulación en zonas urbanas los conductores de ciclos deberán respetar las siguientes reglas:


a) Los ciclos deberán transitar por las ciclovías. A falta de éstas lo harán por la pista derecha de la calzada. Constituyen una excepción a la obligación de transitar por la pista derecha de la calzada, los siguientes casos:


i.- Los establecidos en los números 1 y 2 del artículo 116.


ii.- En vías unidireccionales, cuando exista una pista de uso exclusivo de buses ubicada al costado derecho de la calzada. En esta situación, los ciclos deberán circular por el costado izquierdo de la pista izquierda. Tratándose de vías bidireccionales, esta disposición se aplicará sólo en caso de existir bandejón central o mediana.


iii.- Cuando el ciclo deba virar a la izquierda, lo que deberá hacer de conformidad con las normas del Título X.


b) Los ciclos podrán circular excepcionalmente por aceras adecuando su velocidad a la de los peatones, y respetando en todo momento la preferencia de éstos, sólo en los siguientes casos: 


i. Tratándose de conductores menores de 14 años o adultos mayores.


ii. Tratándose de personas que circulen con niños menores de 7 años. 


En caso que la circulación por la ciclovía o la calzada se vea imposibilitada, el conductor del ciclo podrá utilizar la acera comportándose como peatón, para lo cual deberá descender del mismo.


c) En el caso de tener que utilizar un cruce peatonal, el conductor del ciclo deberá descender del mismo y realizar el cruce en calidad de peatón.


d) Los peatones deberán cruzar las ciclovías por los lugares debidamente señalizados y no podrán permanecer ni caminar por ellas.

A este artículo 222, se presentaron 8 indicaciones signadas con los Nos 21, 22, 23. 24, 25, 26, 27 y 28.

Letra b)

Párrafo primero

Indicación Nº 21

21.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para intercalar en el encabezamiento, a continuación de la frase “respetando en todo momento la preferencia de éstos,”, la expresión “cuando no exista una ciclovía y”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que la misma apunta a explicitar, de mejor forma, la regla general de que la utilización de la vereda, por parte de los ciclistas, sólo procederá en caso de que no exista ciclovía.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, expresó que, a criterio del Ejecutivo, se debe conservar la regla general antes explicada, a fin de que el ciclista siempre transite por las ciclovías cuando ellas existan. En esa línea, señaló que la rebaja del límite de velocidad máxima urbana, precisamente, apunta en el mismo sentido, a fin de fomentar una convivencia vial más segura.


Por último, afirmó que, sin perjuicio de lo indicado, se debe apuntar a analizar las excepciones razonables a la regla general previamente referida.


En votación la indicación N° 21, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Matta, la aprobó sin modificaciones.

Ordinal i

Indicación Nº 22

22.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para agregar después de la locución “menores de 14 años” la siguiente: “, con movilidad reducida”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Girardi se manifestó a favor de mantener el texto aprobado en general en este punto, incorporando en una excepción diversa a esta a las personas con movilidad reducida.


En votación la indicación N° 22, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Matta, la rechazó.

Ordinal ii

Indicación Nº 23

23.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para reemplazar la expresión “niños menores de siete años” por “menores de edad”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor García Huidobro, expresó que no es razonable extender la excepción para todos los menores de edad, en tanto hasta antes de los 18 años, los adolescentes presentar capacidades físicas y técnicas suficientes para desplazarse adecuadamente por la vía respectiva.


En votación la indicación N° 23, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Matta, la rechazó.

- - - - - - 

Ordinales …, nuevos

Indicación Nº 24

24.- Del Honorable Senador señor Girardi, para agregar después del ordinal ii el siguiente, nuevo:


“… Tratándose de personas con alguna discapacidad, como también aquellas de movilidad reducida.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que la misma permite que personas que, en general, cuenten con algún tipo de discapacidad (no sólo física) puedan transitar en ciclos por la acera, velando de esa forma por un mayor resguardo respecto de ello, en términos de seguridad vial.


En votación la indicación N° 24, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Matta, la aprobó sin enmiendas.

- - - - - - - 

Indicación Nº 25

25.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para agregar después del ordinal ii el siguiente, nuevo:


“…Aun existiendo una ciclovía, cuando las condiciones de ésta o de la calzada, o las condiciones climáticas hagan peligroso continuar.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que la misma aborda hipótesis de fuerza mayor, por lo que consideró razonable su incorporación al texto del proyecto.


El Honorable Senador señor García Huidobro, concordó con quien le antecedió en el uso de la palabra, considerando pertinente explicitar tales casos.


En votación la indicación N° 25, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Matta, la aprobó sin modificaciones.

- - - - - - - 

Párrafo segundo

Indicación Nº 26

26.- Del Honorable Senador señor Girardi, para sustituirlo por el que sigue:


“En caso que la circulación por la ciclovía o la calzada se vea imposibilitada, el conductor del ciclo podrá utilizar excepcionalmente la acera, respetando siempre la prioridad del peatón, a velocidad de peatón, alejado de la línea de edificación o cierre y si el flujo peatonal es muy alto, deberá descender del ciclo.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, indicó que la misma contempla las hipótesis en las cuales el ciclista deberá bajarse del ciclo y transitar por la acera, fijando, asimismo, las áreas de esta última por las que deberá desplazarse, y la prioridad que le debe otorgar en tales zonas al peatón.


Por consiguiente, agregó, se trata de la precisión y explicitación de una regulación poco clara en la actualidad.


El Honorable Senador señor García Huidobro, señaló que la indicación en examen complementa lo recogido por la propuesta anterior (indicación N° 25), por lo que sugirió revisarla en esa lógica.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, manifestó la siguiente propuesta de redacción sobre el punto:


“En caso de que la circulación por la ciclovía o la calzada se vea imposibilitada, el conductor del ciclo podrá utilizar excepcionalmente la acera, respetando siempre la prioridad del peatón y los vehículos que ingresen a las edificaciones o emerjan de éstas. El desplazamiento deberá efectuarlo a velocidad de peatón, alejado de las edificaciones o cierres, y si el flujo peatonal es muy alto deberá descender del ciclo.”.


El Honorable Senador señor Matta, sin perjuicio de concordar con la propuesta manifestada por el Ejecutivo, sugirió considerarla en el contexto de la indicación siguiente (indicación N° 27), en tanto existir mayores puntos de cercanía con esta última que con la propuesta en examen.


Así, propuso rechazar la indicación en análisis y aprobar con modificaciones la siguiente, bajo la redacción expresada por la señora Ministra.


En votación la indicación N° 26, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Matta y Ossandón, la rechazó.

Indicación Nº 27

27.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para reemplazarlo por el siguiente:


“En los casos de circulación por las aceras, el conductor del ciclo deberá, además, mantenerse alejado de la línea oficial, considerando que tanto el peatón como los vehículos que ingresen a las edificaciones o emerjan de éstas tendrán un derecho preferente de paso, por lo que deberá reducir la velocidad hasta la detención si fuere necesario y verificar que no existe peligro antes de continuar. Si el flujo peatonal es muy alto, deberá descender del ciclo.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, de acuerdo con lo expresado por el Ejecutivo y lo propuesto por el Honorable Senador señor Matta, sugirió aprobarla con enmiendas, bajo la siguiente redacción:


“En caso de que la circulación por la ciclovía o la calzada se vea imposibilitada, el conductor del ciclo podrá utilizar excepcionalmente la acera, respetando siempre la prioridad del peatón y los vehículos que ingresen a las edificaciones o emerjan de éstas. El desplazamiento deberá efectuarlo a velocidad de peatón, alejado de las edificaciones o cierres, y si el flujo peatonal es muy alto deberá descender del ciclo.”.

En votación la indicación N° 27, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Matta y Ossandón, la aprobó con modificaciones en los términos antes expresados.

Letra c)

Indicación Nº 28

28.- Del Honorable Senador señor Girardi, para reemplazarla por la siguiente:


“c) En el caso de tener que utilizar un cruce peatonal, el conductor del ciclo deberá detenerse antes del mismo y atravesarlo a velocidad reducida, respetando siempre la prioridad del peatón, a velocidad de peatón y si el flujo peatonal es muy alto deberá descender del ciclo.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, manifestó que, sin perjuicio de concordar con la misma, resulta pertinente tener claridad respecto de los conceptos de cruce peatonal, paso de cebra, paso preferencial y, además, la regulación específica que norma el cruce de calles por parte de los peatones.


En votación la indicación N° 28, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Matta, la aprobó sin modificaciones.

Artículo 224

Inciso segundo


El inciso segundo del artículo 224, incorporado en el proyecto por el numeral 30) del texto aprobado en general por el Honorable Senado, dispone la prohibición de aferrar, por cualquier medio, las bicicletas a árboles, en zonas reservadas para carga y descarga en la calzada en el horario dedicado a dicha actividad, en zonas de estacionamiento para personas con discapacidad, en zonas de estacionamiento prohibido conforme señalización, en paradas de transporte público, en pasos de peatones y en espacios habilitados para el estacionamiento de bicicletas de uso público.


En este punto, se hace presente que el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, cuestionó la prohibición contemplada en el referido inciso segundo, en concreto, respecto de la posibilidad vedada a que los ciclistas puedan aferrar sus bicicletas a los árboles, situación que se agrava, en su opinión, en aquellos casos en donde sólo se puede salvaguardar la seguridad del ciclo aferrándolos a ellos, especialmente en zonas rurales.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, señaló que en tanto se pretende que las medidas contenidas en la indicación en examen sean aplicadas a nivel nacional, en zonas urbanas y rurales, se manifestó a favor de la eliminación del vocablo “árboles” del inciso en referencia.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, a su vez, expresó que, en su opinión, un proyecto de ley de convivencia vial que no contemple políticas de fomento a los estacionamientos de bicicletas presenta un déficit no menor, por lo que sugirió al Ejecutivo examinar el punto.


El Honorable Senador señor García Huidobro, resaltó que las motocicletas muchas veces se encuentran habilitadas para estacionarse en lugares en donde también se aparcan ciclos, por lo que consultó en qué situación quedarían las primeras al tenor de la disposición en comento.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, respondiendo primeramente a la inquietud efectuada por el Honorable Senador señor Letelier, señaló que la Cartera de Estado que encabeza se encuentra trabajando, conjuntamente, con Municipalidades y con el Metro para establecer acuerdos que permitan la ejecución de mayores estacionamientos para bicicletas.


Posteriormente, respecto de la consulta formulada por el Honorable Senador señor García Huidobro, expresó que en aquellos casos en donde se permita el estacionamiento tanto de motocicletas como de bicicletas, los conductores de las primeras no quedarán afectos a infracción alguna, en tanto no ser ese el espíritu de la disposición, ni deducirse a partir de su texto.


Luego, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió efectuar las siguientes modificaciones al inciso segundo del artículo 224, a fin de recoger los argumentos antes planteados:


- Suprimir la expresión “a árboles,”.


- Reemplazar la coma (,) presente entre los vocablos “transporte público y “en pasos de peatones” por la conjunción “y”.


- Eliminar la frase “y en espacios habilitados para el estacionamiento de bicicletas de uso público”.


En votación las propuestas antes descritas, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Matta, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, las aprobó en los mismos términos antes formulados.

ARTÍCULO …, NUEVO

Indicación Nº 29

29.- Del Honorable Senador señor Navarro, para consultar a continuación del artículo 224, el siguiente, nuevo:


“Artículo …- Las infracciones a las normas establecidas en este Título podrán tener como prueba una foto o grabación de video.”.


En votación la indicación N° 29, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Matta, la rechazó.

- - - - - - - 

NUEVOS ARTÍCULOS PERMANENTES

- - - - - - - 

Indicación Nº 30

30.- Del Honorable Senador señor Horvath, para agregar un nuevo artículo, del tenor que sigue:


“Artículo …- Toda planificación urbana y de caminos interurbanos considerará la construcción de ciclovías, con los diseños apropiados para evitar accidentes entre modo de transportes, sin producir riesgos de accidentes ni absorción de contaminación.”.


Se hizo presente que la indicación en examen, además de incorporar nuevas funciones a organismos públicos, lo que vulnera la iniciativa exclusiva presidencial en lo referente a la determinación de funciones y atribuciones de servicios públicos, en conformidad a lo establecido en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República, incide en la administración financiera del Estado, precisamente porque se requieren nuevos recursos públicos para llevar a cabo las funciones propuesta en aquélla. De ese modo, se afecta, asimismo, la iniciativa exclusiva presidencial, en lo referente a administración presupuestaria estatal, consagrada en el inciso tercero del artículo 65 del texto constitucional.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 30 como inadmisible.

- - - - - - 

Indicación Nº 31

31.- Del Honorable Senador señor Horvath, para contemplar el siguiente artículo nuevo:


“Artículo …- Esta planificación y programa contemplará estacionamientos apropiados para las bicicletas y el transporte de ellas, en caso del uso, combinación e integración con otros modos de transporte.”.


Por los mismos argumentos descritos con ocasión del examen de la indicación N° 30, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 31 como inadmisible.


Sin perjuicio de lo anterior, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió al Ejecutivo revisar, eventualmente, la incorporación de políticas de fomento de estacionamientos para bicicletas, en el marco del presente proyecto de ley sobre convivencia vial. Lo anterior, agregó, al menos de manera programática.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, señaló que el punto es abordado, en algunos aspectos por la Ley de Aportes a Espacios Públicos, sin perjuicio de manifestar que el Ejecutivo estudiará el punto.

- - - - - - - 

Indicación Nº 32

32.- Del Honorable Senador señor Horvath, para agregar un nuevo artículo, del tenor que se indica:


“Artículo …- Los ciclistas deberán usar chalecos reflectantes y las medidas de protección que indique el reglamento.”.


En discusión esta indicación, la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, señaló que los elementos de seguridad con los que deben contar los ciclistas se encuentran recogidos en el inciso primero del artículo 221 incorporado por el numeral 30) del texto aprobado en general.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, por las razones antedichas, sugirió rechazar la presente indicación por ser innecesaria.


En votación la indicación N° 32, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Matta, la rechazó.

- - - - - - - 

DECRETO LEY SOBRE RENTAS MUNICIPALES

Artículo 12


El artículo 12 del Decreto Supremo Nº 2.385, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley Nº 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, indica que los vehículos que transitan por las calles, caminos y vías públicas en general, estarán gravados con un impuesto anual por permiso de circulación, a beneficio exclusivo de la municipalidad respectiva, conforme a las siguientes tasas:


a) A los automóviles particulares, automóviles de alquiler de lujo, automóviles de turismo o de servicios especiales, station wagons, furgones, ambulancias, carrozas fúnebres - automóviles, camionetas y motocicletas se les aplicará la siguiente escala progresiva y acumulativa sobre su precio corriente en plaza:


Sobre la parte del precio que no exceda de sesenta unidades tributarias mensuales, 1%;


Sobre la parte del precio que exceda la cantidad anterior y no sobrepase de ciento veinte unidades tributarias mensuales, 2%;


Sobre la parte del precio que exceda la cantidad anterior y no sobrepase de doscientas cincuenta unidades tributarias mensuales, 3%;


Sobre la parte del precio que exceda la cantidad anterior y no sobrepase de cuatrocientas unidades tributarias mensuales, 4%, y


Sobre la parte del precio que exceda de cuatrocientas unidades tributarias mensuales, 4,5%.


El impuesto no podrá ser, en caso alguno, inferior a media unidad tributaria mensual. Para los fines de este artículo se entenderá como ''precio corriente en plaza'' de los respectivos vehículos el que determine anualmente el Servicio de Impuestos Internos, dentro de la primera quincena del mes de enero de cada año, mediante una lista de las distintas marcas y modelos de vehículos motorizados usados, clasificados de acuerdo al año de fabricación y con indicación, en cada caso, del precio corriente en plaza vigente a esa fecha, la que será publicada en el Diario Oficial u otro diario de circulación nacional que determine el Servicio de Impuestos Internos, dentro del mes de enero respectivo. Los valores consignados en esta nómina corresponderán a vehículos en buen estado de conservación y uso, tomando en consideración su año de fabricación.


Para la aplicación del impuesto, la referida determinación de precios corrientes en plaza regirá sin alteraciones durante el período de un año, contado desde el día 1 de febrero, debiendo las municipalidades utilizar la información proporcionada por el Servicio de Impuestos Internos.


En los casos en que un vehículo motorizado no estuviese indicado en la nómina, se considerará que su precio corriente en plaza vigente es aquel establecido en dicha lista para el vehículo que reúna similares características, tales como marca, modelo, año de fabricación, capacidad de carga o de pasajeros u otras.


b) A cada tipo de vehículos, que enseguida se indica, se aplicará el impuesto por permiso de circulación cuyo monto expresado en unidades o fracciones de unidades tributarias mensuales, se señala en cada caso:


1.- Automóviles de alquiler, de servicio individual o colectivo, con o sin taxímetro, una unidad.


2.- Vehículos de movilización colectiva de pasajeros, no comprendidos en los dos números anteriores, una unidad.


3.- Camiones:


a) de 1.750 a 5.000 kilogramos de capacidad de carga, una unidad;


b) de más de 5.000 y hasta 10.000 kilogramos, dos unidades, y


c) de más de 10.000 kilogramos, tres unidades.


4.- Tractocamiones:


a) de 1.750 a 5.000 kilogramos de capacidad de arrastre de carga, media unidad;


b) de más de 5.000 y hasta 10.000 kilogramos, una unidad, y


c) de más de 10.000 kilogramos, una y media unidad.


A los semirremolques se les aplicará esta misma tabla de capacidad de carga y de monto de impuesto.


5.- Carros y remolques para acoplar a vehículos motorizados, hasta 1.750 kilogramos de capacidad de carga, media unidad.


A los de capacidad superior se les aplicará la tabla del N° 3.


6.- Tractores agrícolas o industriales y máquinas automotrices como sembradoras, cosechadoras, bulldozer, palas mecánicas, palas cargadoras, aplanadoras, grúas, motoniveladoras, retroexcavadoras, traíllas y otras similares, media unidad. Este impuesto sólo se aplicará cuando estos vehículos transiten por caminos, calles y vías públicas en general. Para la renovación de su permiso de circulación no será aplicable la primera parte del inciso primero del artículo 16.-.


7.- Motonetas, bicimotos y bicicletas con motor, un quinto de unidad.


La actividad de transporte terrestre de pasajeros y carga por carretera estará exenta de la contribución de patente municipal a que se refiere el artículo 23.-, con excepción de las empresas dedicadas a esta actividad y cuya renta líquida imponible, determinada para los efectos de la Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, supere las 10 unidades tributarias anuales correspondientes al mes de diciembre del año anterior al pago de la patente.


Los vehículos de tracción humana y animal estarán exentos del derecho por permiso de circulación. Sin embargo, los propietarios de carros de mano y vehículos de tracción animal deberán empadronarlos en las municipalidades que correspondan a su domicilio, las que los proveerán de una placa permanente de identificación.


Los carros y remolques para acoplar a un vehículo motorizado deberán empadronarse en la municipalidad que corresponda al domicilio de su propietario, la que los proveerá de una placa permanente que los identifique.


Para los efectos de la aplicación de la tabla de la letra a) y de los valores establecidos en la letra b) de este artículo, se considerará la unidad tributaria vigente en el mes anteprecedente al de vencimiento del período respectivo de pago establecido en el artículo 15.- o al de pago tratándose de vehículos que obtengan por primera vez permiso de circulación, y del caso contemplado en el artículo 22.-.


El impuesto por permiso de circulación que se determine al momento de concederlo a un vehículo, no experimentará variación alguna por causas sobrevinientes que afecten a éste.


El monto del impuesto que se determine conforme a este artículo, comprende absolutamente todos los servicios anexos que prestan las municipalidades, desde la revisión del estado mecánico hasta la emisión del padrón y distintivo de la placa en el vehículo respectivo, incluyéndose el precio de dicho distintivo; y, por tanto, en la liquidación y giro de los permisos de circulación no se considerará valor alguno que incremente el del impuesto que resulte de aplicar la escala y tasas de las letras a) y b) de este precepto.


Las empresas importadoras, distribuidoras y comercializadoras de vehículos motorizados estarán obligadas a proporcionar, a requerimiento del Servicio de Impuestos Internos y en la forma y plazo que su Director establezca, la información necesaria para la determinación de los avalúos de los vehículos que debe realizar dicho Servicio.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 33.

Indicación Nº 33

33.- Del Honorable Senador señor Girardi, para consultar un nuevo artículo, del tenor que sigue:


“…- Modifícase el inciso primero del artículo 12 del decreto 2385, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3063, de 1979, sobre rentas municipales, de la siguiente manera:


a) Intercalase en el inciso primero, letra a), entre la  palabra “motocicletas” y la frase “se les aplicará” la siguiente expresión: “, sean de 2 o 3 ruedas,”.


b) Intercálase en la letra b), número 7, entre la expresión “bicimotos” e “y bicicletas con motor”, la expresión: “, triciclos de tres ruedas destinados al transporte de carga y cuya velocidad máxima no supere los 30 kilómetros por hora,”.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que la misma pretende precisar el valor del permiso de circulación que tendrán que pagar los triciclos motorizados.


Sin perjuicio de lo anterior, solicitó, en conformidad al artículo 164 del Reglamento del Senado, votación separada de las dos letras contempladas en el texto de la presente propuesta.

El Honorable Senador señor García Huidobro, expresó que el punto debe ser configurado de forma tal de evitar que los vehículos antes referidos sufran un trato, en este contexto, más desfavorable que las motocicletas, como lo podría ser, eventualmente, en el caso del seguro obligatorio.


El Honorable Senador señor Ossandón, sugirió cambiar la fórmula de texto contemplada en la indicación por otra que haga referencia explícita a los coloquialmente denominados “toritos”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, recogiendo lo señalado por quien le antecedió en el uso de la palabra, propuso adoptar la denominación de “triciclo motorizado de carga”, en tanto ser el término utilizado en la definición conceptual adoptada a este respecto.


En votación la letra a) de la indicación N° 33, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Matta y Ossandón, la aprobó con modificaciones, reemplazando su texto por el siguiente:


“a) Intercálase en la letra a) de su inciso primero, entre el término “camionetas” y la expresión “motocicletas”, el vocablo “, triciclos motorizados de carga”.”.


Posteriormente, en lo que respecta a la letra b) de la presente indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió preservar el texto de aquélla, pero reemplazando, la expresión “triciclos de tres ruedas destinados al transporte de carga” por el término “, triciclos motorizados de carga cuya velocidad no supere los 30 kilómetros por hora”, a fin de emplear coherentemente la denominación adoptada al respecto en el articulado.


Sin perjuicio de lo anterior, propuso, asimismo, intercalar, en la letra f) (que pasó a ser g) del numeral 2) del artículo único (que pasó a ser artículo primero), entre las expresiones “sillas de ruedas,” y “coches para bebé”, la frase “motorizadas o no”, a fin de clarificar de que a tales medios no le serán aplicables las exigencias a que están sujetos los vehículos, independientemente de que aquéllas cuenten con un motor para su desplazamiento.


En votación la letra b) de la indicación N° 33, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Matta y Ossandón, la aprobó con modificaciones, reemplazando la expresión “triciclos de tres ruedas destinados al transporte de carga y cuya velocidad máxima no supere los 30 kilómetros por hora,” por el término “, triciclos motorizados de carga cuya velocidad máxima no supere los 30 kilómetros por hora.”.


Asimismo, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Matta y Ossandón, aprobó intercalar, en la letra f) (que pasó a ser g) del numeral 2) del artículo único (que pasó a ser artículo primero), entre las expresiones “sillas de ruedas,” y “coches para bebé”, la frase “motorizadas o no”.

- - - - - - 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

- - - - - - - 

Indicación Nº 34

34.- Del Honorable Senador señor Navarro, para incorporar el siguiente artículo transitorio:


“Artículo …- Antes de noventa días contados desde la entrada en vigencia de esta ley el Ministerio elaborará una campaña comunicacional educativa de las medidas y alcances que esta ley contempla.”.


Se hizo presente que la indicación en examen, además de incorporar nuevas funciones a organismos públicos, lo que vulnera la iniciativa exclusiva presidencial en lo referente a la determinación de funciones y atribuciones de servicios públicos, en conformidad a lo establecido en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República, incide en la administración financiera del Estado, precisamente porque se requieren nuevos recursos públicos para llevar a cabo las funciones propuesta en aquélla. De ese modo, se afecta, asimismo, la iniciativa exclusiva presidencial, en lo referente a administración presupuestaria estatal, consagrada en el inciso tercero del artículo 65 del texto constitucional.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 34 como inadmisible.


Sin perjuicio de lo anterior, el Honorable Senador señor García Huidobro concordó con lo propuesto por la indicación en referencia, considerando aconsejable que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones efectuara una campaña de difusión respecto de las medidas contempladas en la iniciativa en examen.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, indicó que la Secretaría de Estado que encabeza se encuentra elaborando videos educativos sobre el particular, así como acciones de difusión en redes sociales. No obstante ello, agregó, el particular será difundido, además, en el marco de la nueva política de seguridad vial a desplegarse a partir de noviembre del año en curso, sin perjuicio del financiamiento adicional que se ha solicitado para una campaña en este sentido.

- - - - - - - 

Indicación Nº 35

35.- Del Honorable Senador señor Navarro, para introducir un artículo transitorio del siguiente tenor:


“Artículo …- Antes de noventa días contados desde la entrada en vigencia de esta ley el Ministerio de Transportes y el de Educación elaborarán en conjunto un programa de educación escolar cívica en esta materia, de las medidas y alcances que esta ley contempla y que al menos incluya los conceptos de buen peatón, buen pasajero y buen conductor.”.


Por los mismos argumentos descritos con ocasión del examen de la indicación N° 34, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 35 como inadmisible.

- - - - - - - 

Indicación Nº 36

36.- Del Honorable Senador señor Girardi, para agregar el siguiente artículo transitorio:


“Artículo …- Los vehículos motorizados de tres ruedas, destinados al transporte de carga, que se encuentren circulando por las calles y caminos del país a la fecha de publicación de la presente ley, tendrán un plazo de 6 meses, contados desde la publicación de la misma, para obtener un certificado de revisión técnica, inscribirse en el Registro de Vehículos Motorizados del Servicio de Registro Civil e Identificación y obtener su placa patente única. Cumplido el trámite anterior, quedarán habilitados por circular por las calles y caminos que la presente ley determine. Para la conducción de los vehículos regularizados al amparo de la presente disposición no se requerirá estar en posesión de una licencia de conductor. En todo caso, su conductor deberá ser mayor de edad.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió adoptar, como criterio de vacancia legal, el del período anterior al de mes de marzo posterior a la publicación de la presente ley.


Ello, añadió, en tanto dicha ser tal oportunidad la fecha límite para pagar el permiso de circulación respectivo.


El Honorable Senador señor Matta, sugirió, a fin de simplificar con claridad el período en el que comenzarán a regir efectivamente las disposiciones de todo el articulado, especialmente las exigencias respecto de los triciclos motorizados, fijar como plazo el propuesto por la indicación, esto es, luego de seis meses a contar de la publicación de la presente iniciativa.


Por último, propuso agregar, luego del término “revisión técnica” la palabra “respectivo”, a fin de dar cuenta de la exigencia diferenciada en este ámbito, en lo que concierne a los triciclos motorizados.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, concordó con quien le antecedió en el uso de la palabra, sugiriendo además, por razones de coherencia normativa, reemplazar, en el texto de la indicación el término “vehículos motorizados de tres ruedas, destinados al transporte de carga,” por “triciclos motorizados de carga” y eliminar, asimismo, sus dos últimas oraciones.


En votación la indicación N° 36, la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Matta y Ossandón, y la abstención del Honorable Senador señor García Huidobro, la aprobó con modificaciones, reemplazando en su texto la palabra “vehículos motorizados de tres ruedas, destinados al transporte de carga,” por “triciclos motorizados de carga”, agregando luego del término “revisión técnica” la palabra “respectivo” y eliminando, de igual modo, sus dos últimas oraciones, las cuales presentan el siguiente tenor:


“Para la conducción de los vehículos regularizados al amparo de la presente disposición no se requerirá estar en posesión de una licencia de conducir. En todo caso, su conductor deberá ser mayor de edad.”.

- - - - - - - - 

MODIFICACIONES


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, que consta en nuestro Primer Informe:

ARTÍCULO ÚNICO

- Pasó a ser ARTÍCULO PRIMERO

Numeral 2)

Artículo 2º

- - - - - - 

Letra f), nueva


- Consultar una letra f), nueva, del siguiente tenor:


“f) Incorpórase el siguiente número 44.1), nuevo:


“44.1) Triciclo motorizado de carga: vehículo motorizado de tres ruedas destinado exclusivamente al transporte de carga. La capacidad de carga de estos vehículos no podrá superar los 300 kilogramos de peso.”.”.

(Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

- - - - - -

Letra f)


- Pasó a ser letra g), con la siguiente enmienda:


- Intercalar, entre las expresiones “sillas de ruedas,” y “coches para bebé”, la frase “motorizadas o no,”.

(Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado, aprobado 4x0).

Letra g)


- Pasó a ser letra h), sin modificaciones.

Letra h)


- Pasó a ser letra i).

Número 53)


- Sustituir la palabra “Conjunto” por “Vía o conjunto”.

(Indicación N° 1, aprobada 4x0).


- Agregar después del vocablo “físicas” la expresión “u operacionales”.

(Indicaciones Nos 2 y 3, aprobadas con modificaciones 4x0).


- Intercalar a continuación de la palabra “velocidades” la voz “máximas”.

(Indicaciones Nos 4, 5 y 6 aprobadas 4x0).

- - - - - - -

Numeral 3), nuevo

Artículo 5º

Inciso quinto


- Consultar el siguiente numeral 3), nuevo, del siguiente tenor:


“3) Agrégase la siguiente oración final al inciso quinto de su artículo 5°, pasando el punto aparte (.) a ser coma (,):


“a los postulantes a licencia de conducir que se encuentren realizando el examen práctico acompañado de un funcionario municipal habilitado para tales efectos y a los conductores de 18 o más años, de vehículos motorizados de tres ruedas, cuya velocidad máxima no supere los 30 kilómetros por hora.”.

(Indicación N° 7 aprobada con modificaciones 5x0).

- - - - - -

Numerales 3) y 4) 


- Pasaron a ser numerales 4) y 5), respectivamente, sin modificaciones.

- - - - - - -

Numeral 6), nuevo

Artículo 13


- Contemplar un numeral 6) nuevo, del siguiente tenor:


“6) En el artículo 13:


a) Agrégase en el número 2) de su inciso primero, luego del punto y coma (;), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Para la conducción de los triciclos motorizados de carga, los conocimientos teóricos se acreditarán mediante un examen simplificado, en los términos que lo establezca el Reglamento respectivo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones;”.


b) Modifícase en su acápite denominado “LICENCIA NO PROFESIONAL CLASE C” lo siguiente:


i) Intercálase entre la palabra “básica” y el punto aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: 


“Este requisito no será exigible a quienes postulen a esta licencia para conducir triciclos motorizados de carga.”.


ii) Agrégase a continuación del número 2 el siguiente párrafo, nuevo:


“El otorgamiento de la licencia Clase C para conducir triciclos motorizados de carga sólo habilitará para la conducción de este tipo de vehículos.”.”.

(Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

- - - - - - -

Numeral 5)


- Pasó a ser numeral 7), sin enmiendas.

Numeral 6)


- Pasó a ser 8).

Artículo 31


- Reemplazarlo por el siguiente:

“8) Modifícase el artículo 31 en los siguientes términos: 


a. Reemplázase en su inciso primero la expresión “Clases B y C” por el término “de Clase C”, e intercálase entre la locución “o Especial Clase D” y el punto final (.) la frase “o de varias a la vez”.

(Indicaciones Nos 8 y 9, aprobadas con modificaciones 3x0).


b. Agrégase en el inciso segundo del artículo 31, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Su enseñanza deberá promover el conocimiento, respeto y cuidado de los derechos y deberes de los peatones, ciclistas y conductores de otros ciclos.”.

(Indicación N° 10, aprobada con modificaciones 3x0).
- - - - - - -
Numeral 9), nuevo
Artículo 67


- Contemplar un numeral 9) nuevo, del siguiente tenor:


“9) Agrégase al artículo 67 el siguiente inciso segundo:


“En ningún caso los vehículos motorizados de 3 ruedas, destinados al transporte de carga, podrán transportar personas en los espacios destinados a carga.”.”.

(Indicación N° 12, aprobada con modificaciones 3x0).

- - - - - - - - 

Numeral 7)


- Pasó a ser numeral 10), sin modificaciones.

- - - - - - -

Numeral 11), nuevo


- Contemplar un numeral 11) nuevo, del siguiente tenor:


“11) Incorpórase a su artículo 89 el siguiente inciso tercero, pasando el actual a ser cuarto:


“Sólo en el caso de los triciclos motorizados de carga, la revisión técnica consistirá en una inspección ocular de los elementos de seguridad del vehículo que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones determine en el Reglamento respectivo, los que se verificarán, de igual modo, en las correspondientes plantas.”.”.

(Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

- - - - - - 

Numeral 8)


- Pasó a ser numeral 12), sin modificaciones.

- - - - - - -

Numeral 13), nuevo
Artículo 113


- Consultar un nuevo numeral 13), del tenor que sigue:


“13) Agrégase al artículo 113 el siguiente inciso tercero:


“En todo caso, los vehículos de 3 ruedas, destinados al transporte de carga, no podrán circular por autopistas y autovías.”.”.

(Indicación N° 13, aprobada con modificaciones 3x0).

- - - - - - -

Numerales 9), 10), 11), 12), 13), 14) y 15)


- Pasaron a ser numerales 14), 15), 16), 17), 18), 19) y 20), respectivamente, sin modificaciones.

Numeral 16)


- Pasó a ser 21).

Artículo 135


- Reemplazarlo por el siguiente:

“21) Modifícase el artículo 135 en los siguientes términos: 


a. Intercálase en el número 1 de su inciso primero, entre la expresión “borde de la calzada” y el punto seguido, la frase “, a menos que exista una ciclovía, en cuyo caso dicho viraje deberá hacerse lo más cerca del elemento segregador”.


b. Agrégase el siguiente inciso final:


“En caso de congestión, los conductores procurarán mantener despejadas las intersecciones y deberán permitir, de forma alternada, el viraje de los vehículos que acceden a la vía.”.

(Indicación N° 14, aprobada con modificaciones 3x0).

Numerales 17), 18), 19), 20), 21), 22), 23), 24), 25), 26), 27) y 28)


- Pasaron a ser numerales 22), 23), 24), 25), 26), 27), 28), 29), 30), 31), 32) y 33), respectivamente, sin modificaciones.

Numeral 29)


- Pasó a ser 34).

Artículo 201

Letra b)


- Eliminarla.

(Indicación N° 16, aprobada 3x1x1 abstención)

Numeral 30)


- Pasó a ser 35).

Artículo 222

Letra b)

Párrafo primero


- Intercalar en su encabezamiento, a continuación de la frase “respetando en todo momento la preferencia de éstos,”, la expresión “cuando no exista una ciclovía y”.

(Indicación N° 21, aprobada 4x0).

- - - - - - -

Ordinal iii, nuevo


- Agregar el siguiente ordinal iii, nuevo:


“iii. Tratándose de personas con alguna discapacidad, como también aquellas de movilidad reducida.”.

(Indicación N° 24, aprobada 4x0).

- - - - - - -

Ordinal iv, nuevo


- Agregar el siguiente ordinal iv, nuevo:


“iv. Aun existiendo una ciclovía, cuando las condiciones de ésta o de la calzada, o las condiciones climáticas hagan peligroso continuar.”.

(Indicación N° 25, aprobada 4x0).

- - - - - - -

Letra b)

Párrafo segundo


- Sustituirlo por el siguiente:


“En caso de que la circulación por la ciclovía o la calzada se vea imposibilitada, el conductor del ciclo podrá utilizar excepcionalmente la acera, respetando siempre la prioridad del peatón y los vehículos que ingresen a las edificaciones o emerjan de éstas. El desplazamiento deberá efectuarlo a velocidad de peatón, alejado de las edificaciones o cierres, y si el flujo peatonal es muy alto deberá descender del ciclo.”.

(Indicación N° 27, aprobada con modificaciones 4x0).

Letra c)


- Reemplazarla por la siguiente:


“c) En el caso de tener que utilizar un cruce peatonal, el conductor del ciclo deberá detenerse antes del mismo y atravesarlo a velocidad reducida, respetando siempre la prioridad del peatón, a velocidad de peatón y si el flujo peatonal es muy alto deberá descender del ciclo.”.

(Indicación N° 28, aprobada 4x0).
Artículo 224

Inciso segundo


- Modificarlo en los siguientes términos:


Suprimir la expresión “a árboles,”.


Reemplazar la coma (,) presente entre los vocablos “transporte público y “en pasos de peatones” por la conjunción “y”.


Eliminar la frase “y en espacios habilitados para el estacionamiento de bicicletas de uso público”.

(Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado, aprobado 4x0).

Numeral 31)


- Pasó a ser numeral 36), sin modificaciones.

- - - - - -

ARTÍCULO SEGUNDO, nuevo


- Consultar un nuevo artículo segundo, del siguiente tenor:


“Artículo segundo.- Modifícase el inciso primero del artículo 12 del decreto supremo N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, de la siguiente manera:


a) Intercálase en la letra a) de su inciso primero, entre el término “camionetas” y la expresión “y motocicletas”, el vocablo “, triciclos motorizados de carga”.


b) Intercálase en el número 7 de su letra b), entre la expresión “bicimotos” e “y bicicletas con motor”, la frase “, triciclos motorizados de carga cuya velocidad máxima no supere los 30 kilómetros por hora”.”.

(Indicación N° 33, aprobada con modificaciones 4x0).

- - - - - - -

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo tercero, nuevo


- Agregar el siguiente artículo tercero transitorio:


“Artículo tercero.- Los triciclos motorizados de carga que se encuentren circulando por las calles y caminos del país a la fecha de publicación de la presente ley, tendrán un plazo de 6 meses, contado desde la publicación de la misma, para obtener el certificado de revisión técnica respectivo, inscribirse en el Registro de Vehículos Motorizados del Servicio de Registro Civil e Identificación y obtener su placa patente única. Cumplido el trámite anterior, quedarán habilitados para circular por las calles y caminos que la presente ley determine.”.

(Indicación N° 36, aprobada con modificaciones 3x1 abstención).

- - - - - - - -


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº1, de 2007, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y del Ministerio de Justicia:


1) Intercálase en el inciso primero del artículo 1, entre la palabra “calles” y la frase “y demás vías públicas”, la expresión “, ciclovías”.


2) En el artículo 2:


a) Intercálase, entre los actuales números 5) y 6), el siguiente número 6), nuevo, adecuando la numeración correlativa: 


“6) Bicicleta: Ciclo de dos ruedas cuyos pedales transmiten el movimiento a la rueda trasera, generalmente por medio de un plato, un piñón y una cadena;”.


b) Intercálase entre los números 7) y 8), que pasan a ser 8) y 9), el siguiente número 9), nuevo, adecuando la numeración sucesiva:


“9) Ciclo: Vehículo no motorizado de una o más ruedas, propulsado exclusivamente por una o más personas situadas en él, tales como bicicletas y triciclos. También se considerarán ciclos aquellos vehículos de una o más ruedas que cuenten con un motor auxiliar eléctrico, de una potencia nominal continua máxima de 0,25 kilowatts, en los que la alimentación es reducida o interrumpida cuando el vehículo alcanza una velocidad máxima de 25 kilómetros por hora o antes si el ciclista termina de pedalear o propulsarlo, los que se considerarán para los efectos de esta ley como vehículos no motorizados;”.


c) Modifícase el número 8), que pasa a ser 10), del siguiente modo:


i) Elimínase la expresión “o ciclopista”. 


ii) Reemplázase la palabra “triciclos” por la frase “otros ciclos, que puede estar segregada física o visualmente, según las características y clasificaciones que se definan mediante reglamento”. 


d) Intercálase en el número 25), que pasa a ser 27), entre la palabra “vehículo” y el punto y coma, la frase “motorizado o a tracción animal”.


e) Intercálase entre los números 26) y 27), que pasan a ser 28) y 29), el siguiente número 29), nuevo, adecuando la numeración de los restantes números:


“29) Línea de detención adelantada: Línea transversal a la calzada demarcada conforme al reglamento, antes de un cruce regulado con semáforo, que determina el inicio de la zona de espera especial para conductores de ciclos o motocicletas;”.


f) Incorpórase el siguiente número 44.1), nuevo:


44.1) Triciclo motorizado de carga: vehículo motorizado de tres ruedas destinado exclusivamente al transporte de carga. La capacidad de carga de estos vehículos no podrá superar los 300 kilogramos de peso.


g) Reemplázase el número 42), que pasa a ser 45), por el siguiente:


“45) Vehículo: Medio motorizado o no motorizado con el cual, sobre el cual o por el cual toda persona u objeto puede transportarse o ser transportado por una vía. Quedan excluidas de esta definición aquellas ayudas técnicas que permitan a personas con movilidad reducida o infantes, transportarse o ser transportados, tales como sillas de ruedas, motorizadas o no, coches para bebé y otros similares;”.


h) Intercálase entre los números 48) y 49), que pasan a ser 51) y 52), el siguiente número 52), nuevo, adecuando la numeración de los restantes números:


52) Zona de espera especial: Área señalizada conforme al reglamento, que permite a los conductores de ciclos o motocicletas detenerse y reiniciar su marcha delante de otros vehículos motorizados, en un cruce regulado con semáforo;”.


i) Intercálase entre el número 52), nuevo, y el número 49, que pasa a ser 54), el siguiente número 53), nuevo: 


“53) Zona de tránsito calmado: Vía o conjunto de vías emplazadas en zonas urbanas, definidas dentro de una determinada área geográfica, en las que a través de condiciones físicas u operacionales de las vías se establecen velocidades máximas de circulación inferiores a las establecidas en esta ley, pudiendo éstas ser de 40 kilómetros por hora, 30 kilómetros por hora o 20 kilómetros por hora;”.


3) Agrégase la siguiente oración final al inciso quinto de su artículo 5°, pasando el punto aparte (.) a ser coma (,):


“a los postulantes a licencia de conducir que se encuentren realizando el examen práctico acompañado de un funcionario municipal habilitado para tales efectos y a los conductores de 18 o más años, de vehículos motorizados de tres ruedas, cuya velocidad máxima no supere los 30 kilómetros por hora.”.


4) En el artículo 7: 


a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “vehículo” y “facilitarlo”, la expresión “motorizado o a tracción animal”.


b) Intercálase en el inciso segundo, entre la palabra “vehículo” y la frase “a quien no porte”, la expresión “motorizado o a tracción animal”.


5) Intercálase en el inciso primero del artículo 8, entre la palabra “vehículos” y la expresión “no podrán”, la frase “motorizados y a tracción animal”.


6) En el artículo 13:


a) Agrégase en el número 2) de su inciso primero, luego del punto y coma (;), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Para la conducción de los triciclos motorizados de carga, los conocimientos teóricos se acreditarán mediante un examen simplificado, en los términos que lo establezca el Reglamento respectivo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones;”.


b) Modifícase en su acápite denominado “LICENCIA NO PROFESIONAL CLASE C” lo siguiente:


i) Intercálase entre la palabra “básica” y el punto aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: 


“Este requisito no será exigible a quienes postulen a esta licencia para conducir triciclos motorizados de carga.”.


ii) Agrégase a continuación del número 2 el siguiente párrafo, nuevo:


“El otorgamiento de la licencia Clase C para conducir triciclos motorizados de carga sólo habilitará para la conducción de este tipo de vehículos.”.


7) Intercálase en el artículo 30, entre la palabra “transportes” y el punto final, la expresión “motorizados y no motorizados”.


8) Modifícase el artículo 31 en los siguientes términos:


a. Reemplázase en su inciso primero la expresión “Clases B y C” por el término “de Clase C”, e intercálase entre la locución “o Especial Clase D” y el punto final (.) la frase “o de varias a la vez”.


b. Agrégase en el inciso segundo del artículo 31, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Su enseñanza deberá promover el conocimiento, respeto y cuidado de los derechos y deberes de los peatones, ciclistas y conductores de otros ciclos.”.


9) Agrégase al artículo 67 el siguiente inciso segundo:


“En ningún caso los vehículos motorizados de 3 ruedas, destinados al transporte de carga, podrán transportar personas en los espacios destinados a carga.”.”.


10) En el artículo 79: 


a) Reemplázase la frase “Las motocicletas, motonetas, bicimotos, triciclos y bicicletas no podrán” por la siguiente: “Ningún vehículo podrá”. 


b) Sustitúyese la frase “fueron diseñados y equipados” por la siguiente: “fue diseñado o equipado”.


c) Reemplázase la expresión “El acompañante” por la siguiente: “Tratándose de motocicletas, motonetas y bicimotos, el acompañante”. 


11) Incorpórase a su artículo 89 el siguiente inciso tercero, pasando el actual a ser cuarto:


“Sólo en el caso de los triciclos motorizados de carga, la revisión técnica consistirá en una inspección ocular de los elementos de seguridad del vehículo que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones determine en el Reglamento respectivo, los que se verificarán, de igual modo, en las correspondientes plantas.”.

12) En el artículo 104:


a) Intercálase en el literal c) del número 1, entre las expresiones “de detención” y “y no deberán”, la frase “o la línea de detención adelantada, en su caso,”.


b) Reemplázase en el literal b) del número 2 la frase “línea de detención o, si no la hubiera”, por la siguiente: “línea de detención, la línea de detención adelantada, en su caso, o, si no las hubiera”.


13) Agrégase al artículo 113 el siguiente inciso tercero:


“En todo caso, los vehículos de 3 ruedas, destinados al transporte de carga, no podrán circular por autopistas y autovías.”.


14) Intercálase en el número 1 del artículo 116, entre la palabra “vehículo” y los vocablos “que va”, la palabra “motorizado”.


15) Intercálase en el artículo 117, entre las expresiones “Ningún vehículo” y “podrá circular”, el término “motorizado”.


16) Intercálase en el artículo 118, entre la palabra “peatones” y el punto final, la frase “o conductores de ciclos”.  


17) En el artículo 120:


a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero: 


“En caso que un vehículo motorizado adelante o sobrepase a bicicletas u otros ciclos, deberá mantener una distancia prudente respecto al ciclo de aproximadamente 1,50 metros, durante toda la maniobra.”. 


b) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo: 


“En caso que el vehículo adelantado sea un vehículo no motorizado, el conductor de éste deberá permitir la maniobra, acercándose al costado derecho o izquierdo de la pista, según corresponda.”.


18) En el artículo 121:


a) Reemplázase al final del número 1 la expresión “, y” por un punto y coma.


b) Reemplázase al final del número 2 el punto y aparte por la siguiente expresión “, y”.


c) Agrégase el siguiente número 3, nuevo: 


“3.- Cuando se sobrepase a ciclos que circulen por la pista izquierda.”.


d) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 


“Adicionalmente, los conductores de ciclos, motocicletas o motonetas podrán sobrepasar por la misma pista a otros vehículos, por cualquiera de los costados de éstos, para alcanzar la línea de detención o la línea de detención adelantada, según corresponda. Esta maniobra deberá efectuarse a una velocidad moderada, tomando las precauciones necesarias para realizarla con seguridad y siempre que los vehículos a los que se sobrepase se encuentren detenidos.”.


19) Intercálase al final del número 1 del artículo 125, entre la expresión “a otros” y el punto y coma, la siguiente frase: “, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 y en el artículo 130”. 


20) Intercálase en el inciso primero del artículo 134, entre las frases “los otros vehículos que circulen” y “y los peatones”, la frase “, los ciclos que circulen en ciclovía”.


21) Modifícase el artículo 135 en los siguientes términos: 


a. Intercálase en el número 1 de su inciso primero, entre la expresión “borde de la calzada” y el punto seguido, la frase “, a menos que exista una ciclovía, en cuyo caso dicho viraje deberá hacerse lo más cerca del elemento segregador”.


b. Agrégase el siguiente inciso final:


“En caso de congestión, los conductores procurarán mantener despejadas las intersecciones y deberán permitir, de forma alternada, el viraje de los vehículos que acceden a la vía.”.


22) Intercálase en el inciso tercero del artículo 138, entre el término “horizontalmente” y el punto final, la frase “, pudiendo además utilizar un señalizador eléctrico adosado a su cuerpo”.


23) Agrégase en el artículo 144 el siguiente inciso tercero:


“Con todo, el conductor del vehículo deberá siempre respetar los límites máximos de velocidad prescritos en el artículo siguiente.”.


24) En el artículo 145:


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “Cuando no existan los riesgos o circunstancias señaladas en los artículos anteriores, serán”, por el vocablo “Serán”. 


b) Reemplázase en el punto 1.1 del número 1, el guarismo “60” por “50”. 


25) En el artículo 146: 


a) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero, y así sucesivamente: 


“Asimismo, las Municipalidades en las zonas urbanas, por razones fundadas, podrán establecer zonas de tránsito calmado en áreas residenciales o de alta concentración de comercio y servicios, entre otras.”. 


b) Reemplázase el actual inciso segundo, que pasa a ser tercero, por el siguiente: 


“Estas modificaciones deberán contar con informe previo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a través de la Secretaría Regional Ministerial competente, y deberán darse a conocer por medio de señales oficiales.”.


26) En el artículo 147: 


a) Intercálase en el inciso primero, entre la palabra “vehículo” y la expresión “a una velocidad”, el vocablo “motorizado”.


b) Intercálase en el inciso segundo, entre la palabra “vehículo” y la coma que le sucede, la palabra “motorizado”.


27) Intercálase en el inciso segundo del artículo 153, entre las palabras “conductor” y “abrir”, la locución “y pasajeros”.


28) En el artículo 154:


a) Sustitúyese en el número 7, la conjunción “y” por un punto y coma.


b) Reemplázase en el número 8 el punto final por la expresión “, y”.


c) Agrégase, a continuación del número 8, el siguiente número 9:


“9.- De vehículos motorizados en las ciclovías.”.


29) Reemplázase en el número 3 del artículo 162 la expresión “calles o caminos” por “calles, caminos o ciclovías”.


30) Intercálase en el número 14 del artículo 167, entre las frases “de un túnel” y “o sobre un puente”, lo siguiente: “, en ciclovías”.  


31) Intercálase en el artículo 189, entre la palabra “retenidas” y el punto final, la frase “, precisando el tipo de vehículo involucrado”.


32) Intercálase en el número 2 del artículo 199, entre la palabra “Conducir” y la expresión “sin haber obtenido”, la frase “un vehículo motorizado o a tracción animal”.


33) Intercálase en el número 5 del artículo 200, entre la palabra “patente” y el punto y coma, la frase “cuando ésta sea exigible conforme con lo dispuesto en el artículo 51”. 


34) En el artículo 201: 


a) Intercálase en el número 7, entre la palabra “vehículo” y la expresión “sin silenciador”, el término “motorizado”.


35) Intercálase entre el artículo 220 y el Título Final, el siguiente Título XX:

“TITULO XX

DE LAS BICICLETAS Y OTROS CICLOS

(ARTS. 221-224)


Artículo 221.- El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictará un reglamento que regule las condiciones de gestión y seguridad de tránsito que deberán cumplir las ciclovías para su correcta operación. Se entenderá por condiciones de gestión y seguridad de tránsito, los requisitos de diseño y características técnicas con las que deberán planificarse, implementarse y mantenerse las ciclovías. Asimismo, dicho reglamento definirá las especificaciones técnicas de los elementos de seguridad para los ocupantes de ciclos, tales como casco, elementos reflectantes, frenos, luces y otros accesorios de seguridad de los ciclos.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a través de sus secretarías regionales ministeriales, autorizará, mediante resolución, la operación de las ciclovías que cumplan los requisitos indicados en el reglamento señalado en el inciso anterior. Dicha resolución deberá indicar el nombre de la o las vías en que se ubicará la ciclovía, los tramos que ocupará, su emplazamiento, accesos y el sentido del tránsito que tendrá, entre otros aspectos que el reglamento señale. 


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá, además, establecer prohibiciones de circulación sobre las ciclovías para tipos específicos de ciclos, considerando sus dimensiones, estructura u otras similares que puedan afectar la correcta operación de las ciclovías, en los términos que señale el referido reglamento. 


Artículo 222.- Para la circulación en zonas urbanas los conductores de ciclos deberán respetar las siguientes reglas:


a) Los ciclos deberán transitar por las ciclovías. A falta de éstas lo harán por la pista derecha de la calzada. Constituyen una excepción a la obligación de transitar por la pista derecha de la calzada, los siguientes casos:


i.- Los establecidos en los números 1 y 2 del artículo 116.


ii.- En vías unidireccionales, cuando exista una pista de uso exclusivo de buses ubicada al costado derecho de la calzada. En esta situación, los ciclos deberán circular por el costado izquierdo de la pista izquierda. Tratándose de vías bidireccionales, esta disposición se aplicará sólo en caso de existir bandejón central o mediana.


iii.- Cuando el ciclo deba virar a la izquierda, lo que deberá hacer de conformidad con las normas del Título X.


b) Los ciclos podrán circular excepcionalmente por aceras adecuando su velocidad a la de los peatones, y respetando en todo momento la preferencia de éstos, cuando no exista una ciclovía y sólo en los siguientes casos: 


i. Tratándose de conductores menores de 14 años o adultos mayores.


ii. Tratándose de personas que circulen con niños menores de 7 años. 


iii. Tratándose de personas con alguna discapacidad, como también aquellas de movilidad reducida.

iv. Aun existiendo una ciclovía, cuando las condiciones de ésta o de la calzada, o las condiciones climáticas hagan peligroso continuar.

En caso de que la circulación por la ciclovía o la calzada se vea imposibilitada, el conductor del ciclo podrá utilizar excepcionalmente la acera, respetando siempre la prioridad del peatón y los vehículos que ingresen a las edificaciones o emerjan de éstas. El desplazamiento deberá efectuarlo a velocidad de peatón, alejado de las edificaciones o cierres, y si el flujo peatonal es muy alto deberá descender del ciclo.

c) En el caso de tener que utilizar un cruce peatonal, el conductor del ciclo deberá detenerse antes del mismo y atravesarlo a velocidad reducida, respetando siempre la prioridad del peatón, a velocidad de peatón y si el flujo peatonal es muy alto deberá descender del ciclo.


d) Los peatones deberán cruzar las ciclovías por los lugares debidamente señalizados y no podrán permanecer ni caminar por ellas.


Artículo 223.- Son deberes de los conductores de ciclos los siguientes:


a) Conducir un ciclo atento a las condiciones del tránsito, sin utilizar elementos que dificulten sus sentidos de visión y audición.


b) Conducir un ciclo equipado con al menos un sistema de freno que sea eficaz.


c) En caso de transportar menores de 7 años, el conductor deberá ser mayor de edad.


d) En caso de utilizar un sistema de remolque para el transporte de personas, animales o mercancías, el conductor deberá ser mayor de edad. En todo caso, dicho sistema deberá cumplir los estándares definidos por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


Artículo 224.- Las bicicletas deberán estacionarse preferentemente en los lugares habilitados para ello, dejando en todos los casos un espacio para la libre circulación de peatones.


Queda prohibido aferrar por cualquier medio las bicicletas en zonas reservadas para carga y descarga en la calzada en el horario dedicado a dicha actividad, en zonas de estacionamiento para personas con discapacidad, en zonas de estacionamiento prohibido conforme señalización, en paradas de transporte público y en pasos de peatones.


Los estacionamientos de bicicletas quedan única y exclusivamente reservados a este tipo de vehículo.”.


36) Reemplázase en el epígrafe del Título Final la expresión “(ARTS. 220-221)” por la siguiente: “(ARTS. 225-226)”; pasando los artículos 221 y 222, que este título contiene, a ser artículos 225 y 226, respectivamente.


Artículo segundo.- Modifícase el inciso primero del artículo 12 del decreto supremo N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, de la siguiente manera:


a) Intercálase en la letra a) de su inciso primero, entre el término “camionetas” y la expresión “y motocicletas”, el vocablo “, triciclos motorizados de carga”.


b) Intercálase en el número 7 de su letra b), entre la expresión “bicimotos” e “y bicicletas con motor”, la frase “, triciclos motorizados de carga cuya velocidad máxima no supere los 30 kilómetros por hora”.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Esta ley comenzará a regir transcurridos seis meses desde su publicación.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dispondrá de un plazo de dieciocho meses, a contar de la fecha de la publicación de esta ley, para dictar los reglamentos a los que ésta hace referencia.


Artículo segundo.- Las ciclovías existentes al momento de la publicación de esta ley deberán adecuarse a las condiciones de gestión y seguridad de tránsito que defina el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en el plazo de tres años, contado desde la dictación del reglamento a que se refiere el artículo 221.”.


Artículo tercero.- Los triciclos motorizados de carga que se encuentren circulando por las calles y caminos del país a la fecha de publicación de la presente ley, tendrán un plazo de 6 meses, contado desde la publicación de la misma, para obtener el certificado de revisión técnica respectivo, inscribirse en el Registro de Vehículos Motorizados del Servicio de Registro Civil e Identificación y obtener su placa patente única. Cumplido el trámite anterior, quedarán habilitados para circular por las calles y caminos que la presente ley determine.”.
- - - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 20 de junio de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes y Manuel Antonio Matta Aragay; 4 de julio de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín y Manuel José Ossandón Irarrázabal; 11 de julio de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín y Manuel Antonio Matta Aragay y 1 de agosto de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal.


Sala de la Comisión, a 4 de agosto de 2017.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario de la Comisión.

____________________________

1 El contenido del artículo 89 de la Ley de Tránsito puede examinarse en la página 24 del presente informe.

2 El debate de la indicación N° 7 se encuentra recogido en las páginas 6 a 17 del presente informe.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY DE TRÁNSITO PARA INCORPORAR DISPOSICIONES SOBRE CONVIVENCIA DE LOS DISTINTOS MEDIOS DE TRANSPORTE

(10.217-15)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”. 

A la sesión en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, la Ministra, señora Paola Tapia; el Asesor, señor Fernando Abarca, y la Periodista, señora Valentina Ríos.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la Asesora Legislativa, señora María Jesús Mella.

El Asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

El Asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.

Del Comité Renovación Nacional, la Periodista, señora Andrea González. 

- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca del artículo segundo permanente, en los términos en que fue aprobado por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones en su segundo informe, como reglamentariamente corresponde.

En relación al mismo, la Comisión de Hacienda no introdujo modificaciones.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY


Mejorar la convivencia vial entre los distintos modos de transporte, resultando para ello necesario, entre otras medidas, definir y reconocer las diferentes especificidades de éstos, abordando aspectos relacionados con medidas para mejorar la seguridad vial, educación vial, estándares de operación y seguridad de ciclovías, junto con diferenciar a los ciclos del resto de los vehículos, señalando expresamente que los primeros son vehículos de aquellos clasificados como “no motorizados”.

Asimismo, se dispone de diversas reglas que regulan la circulación de vehículos de tres ruedas, y en especial, de triciclos motorizados destinados a la carga, en lo referente a licencia de conducir, revisión técnica y permiso de circulación exigibles para ello.

- - -

DISCUSIÓN 

Previo a la consideración del artículo de la iniciativa legal de competencia de la Comisión, la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, planteó que la iniciativa legal, lo que busca, es regular de mejor modo la convivencia entre los peatones, los ciclistas, los motoristas y los otros vehículos.

Acotó que la discrepancia en cuanto al contenido del proyecto se ha dado sólo respecto de la velocidad máxima en zonas urbanas, que implicaría su rebaja desde 60 a 50 kilómetros por hora.

El Honorable Senador señor Coloma solicitó mayores antecedentes acerca de la referida reducción de velocidad máxima, por estimar que, en principio, requiere un análisis mucho más detenido.

La señora Ministra expuso que entre los países miembros de la OCDE, Chile es el único que no tiene como límite de velocidad urbana 50 kilómetros por hora.

Añadió que existe un consenso técnico acerca de la necesidad de efectuar la mencionada reducción de velocidad máxima.
- - -

A continuación se da cuenta de la disposición de competencia de vuestra Comisión, así como del acuerdo adoptado a su respecto:
Artículo segundo

Modifica el inciso primero del artículo 12 del decreto supremo N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, de la siguiente manera:

a) Intercálase en la letra a) de su inciso primero, entre el término “camionetas” y la expresión “y motocicletas”, el vocablo “, triciclos motorizados de carga”.

b) Intercálase en el número 7 de su letra b), entre la expresión “bicimotos” e “y bicicletas con motor”, la frase “, triciclos motorizados de carga cuya velocidad máxima no supere los 30 kilómetros por hora”.”.
Artículo 12 de la ley sobre rentas municipales, 

que se propone modificar

Su texto es el siguiente:

“Artículo 12.- Los vehículos que transitan por las calles, caminos y vías públicas en general, estarán gravados con un impuesto anual por permiso de circulación, a beneficio exclusivo de la municipalidad respectiva, conforme a las siguientes tasas:

a) A los automóviles particulares, automóviles de alquiler de lujo, automóviles de turismo o de servicios especiales, station wagons, furgones, ambulancias, carrozas fúnebres - automóviles, camionetas y motocicletas se les aplicará la siguiente escala progresiva y acumulativa sobre su precio corriente en plaza:

Sobre la parte del precio que no exceda de sesenta unidades tributarias mensuales, 1%;

Sobre la parte del precio que exceda la cantidad anterior y no sobrepase de ciento veinte unidades tributarias mensuales, 2%;

Sobre la parte del precio que exceda la cantidad anterior y no sobrepase de doscientas cincuenta unidades tributarias mensuales, 3%;

Sobre la parte del precio que exceda la cantidad anterior y no sobrepase de cuatrocientas unidades tributarias mensuales, 4%, y

Sobre la parte del precio que exceda de cuatrocientas unidades tributarias mensuales, 4,5%.

El impuesto no podrá ser, en caso alguno, inferior a media unidad tributaria mensual. Para los fines de este artículo se entenderá como ''precio corriente en plaza'' de los respectivos vehículos el que determine anualmente el Servicio de Impuestos Internos, dentro de la primera quincena del mes de enero de cada año, mediante una lista de las distintas marcas y modelos de vehículos motorizados usados, clasificados de acuerdo al año de fabricación y con indicación, en cada caso, del precio corriente en plaza vigente a esa fecha, la que será publicada en el Diario Oficial u otro diario de circulación nacional que determine el Servicio de Impuestos Internos, dentro del mes de enero respectivo. Los valores consignados en esta nómina corresponderán a vehículos en buen estado de conservación y uso, tomando en consideración su año de fabricación.

Para la aplicación del impuesto, la referida determinación de precios corrientes en plaza regirá sin alteraciones durante el período de un año, contado desde el día 1 de febrero, debiendo las municipalidades utilizar la información proporcionada por el Servicio de Impuestos Internos.

En los casos en que un vehículo motorizado no estuviese indicado en la nómina, se considerará que su precio corriente en plaza vigente es aquel establecido en dicha lista para el vehículo que reúna similares características, tales como marca, modelo, año de fabricación, capacidad de carga o de pasajeros u otras.

b) A cada tipo de vehículos, que enseguida se indica, se aplicará el impuesto por permiso de circulación cuyo monto expresado en unidades o fracciones de unidades tributarias mensuales, se señala en cada caso:

1.- Automóviles de alquiler, de servicio individual o colectivo, con o sin taxímetro, una unidad.

2.- Vehículos de movilización colectiva de pasajeros, no comprendidos en los dos números anteriores, una unidad.

3.- Camiones:

a) de 1.750 a 5.000 kilogramos de capacidad de carga, una unidad;

b) de más de 5.000 y hasta 10.000 kilogramos, dos unidades, y

c) de más de 10.000 kilogramos, tres unidades.

4.- Tractocamiones:

a) de 1.750 a 5.000 kilogramos de capacidad de arrastre de carga, media unidad;

b) de más de 5.000 y hasta 10.000 kilogramos, una unidad, y

c) de más de 10.000 kilogramos, una y media unidad.

A los semirremolques se les aplicará esta misma tabla de capacidad de carga y de monto de impuesto.

5.- Carros y remolques para acoplar a vehículos motorizados, hasta 1.750 kilogramos de capacidad de carga, media unidad.

A los de capacidad superior se les aplicará la tabla del N° 3.

6.- Tractores agrícolas o industriales y máquinas automotrices como sembradoras, cosechadoras, bulldozer, palas mecánicas, palas cargadoras, aplanadoras, grúas, motoniveladoras, retroexcavadoras, traíllas y otras similares, media unidad. Este impuesto sólo se aplicará cuando estos vehículos transiten por caminos, calles y vías públicas en general. Para la renovación de su permiso de circulación no será aplicable la primera parte del inciso primero del artículo 16.-.

7.- Motonetas, bicimotos y bicicletas con motor, un quinto de unidad.

La actividad de transporte terrestre de pasajeros y carga por carretera estará exenta de la contribución de patente municipal a que se refiere el artículo 23.-, con excepción de las empresas dedicadas a esta actividad y cuya renta líquida imponible, determinada para los efectos de la Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, supere las 10 unidades tributarias anuales correspondientes al mes de diciembre del año anterior al pago de la patente.

Los vehículos de tracción humana y animal estarán exentos del derecho por permiso de circulación. Sin embargo, los propietarios de carros de mano y vehículos de tracción animal deberán empadronarlos en las municipalidades que correspondan a su domicilio, las que los proveerán de una placa permanente de identificación.

Los carros y remolques para acoplar a un vehículo motorizado deberán empadronarse en la municipalidad que corresponda al domicilio de su propietario, la que los proveerá de una placa permanente que los identifique.

Para los efectos de la aplicación de la tabla de la letra a) y de los valores establecidos en la letra b) de este artículo, se considerará la unidad tributaria vigente en el mes anteprecedente al de vencimiento del período respectivo de pago establecido en el artículo 15.- o al de pago tratándose de vehículos que obtengan por primera vez permiso de circulación, y del caso contemplado en el artículo 22.-.

El impuesto por permiso de circulación que se determine al momento de concederlo a un vehículo, no experimentará variación alguna por causas sobrevinientes que afecten a éste.

El monto del impuesto que se determine conforme a este artículo, comprende absolutamente todos los servicios anexos que prestan las municipalidades, desde la revisión del estado mecánico hasta la emisión del padrón y distintivo de la placa en el vehículo respectivo, incluyéndose el precio de dicho distintivo; y, por tanto, en la liquidación y giro de los permisos de circulación no se considerará valor alguno que incremente el del impuesto que resulte de aplicar la escala y tasas de las letras a) y b) de este precepto.

Las empresas importadoras, distribuidoras y comercializadoras de vehículos motorizados estarán obligadas a proporcionar, a requerimiento del Servicio de Impuestos Internos y en la forma y plazo que su Director establezca, la información necesaria para la determinación de los avalúos de los vehículos que debe realizar dicho Servicio.”.

La Ministra, señora Tapia, explicó que se busca modificar el artículo 12 de la ley sobre rentas municipales para que los triciclos motorizados de carga paguen el permiso de circulación. 

Agregó que, en virtud de lo anterior, se incorporó un nuevo concepto en la ley de tránsito, mediante la letra f) del numeral 2) del artículo primero. 

Indicó que dicha letra es del siguiente tenor:

“f) Incorpórase el siguiente número 44.1), nuevo:

44.1) Triciclo motorizado de carga: vehículo motorizado de tres ruedas destinado exclusivamente al transporte de carga. La capacidad de carga de estos vehículos no podrá superar los 300 kilogramos de peso.”.

El Honorable Senador señor Lagos consultó qué ocurre con los vehículos a tracción animal o movidos por personas.

Se hizo presente que el mismo artículo 12 de la ley sobre rentas municipales establece que los vehículos a tracción humana o animal están exentos del derecho por permiso de circulación.

Los Honorables Senadores señores Coloma y García expresaron que se abstendrían para poder estudiar con mayor detenimiento la disposición y la iniciativa hasta la votación en la Sala del Senado.
Puesto el artículo segundo en votación, fue aprobado por tres votos a favor de los Honorables Senadores señora Goic y señores Lagos y Montes, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.

- - -

FINANCIAMIENTO

- El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 4 de agosto de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I.- Antecedentes

El proyecto de ley busca mejorar la convivencia vial entre los distintos modos de transportes, resultando para ello necesario definir y reconocer las diferentes especificidades de éstos, sus implicancias en la seguridad vial, educación vial, estándares de operación y seguridad de vías.

Asimismo, en materia de seguridad vial se considera, en lo fundamental, disminuir la velocidad máxima en zonas urbanas a 50 kilómetros por hora, además de medidas de gestión como reducción de velocidades, zonas de tránsito calmado y señalizaciones adecuadas.

Finalmente, se propone incorporar un Título XX nuevo a la Ley de Tránsito, sobre “Las bicicletas y otros ciclos”, donde se regulan de manera coordinada y organizada los principales aspectos sobre las ciclovías, del ciclista, las bicicletas y de la circulación, junto con una clara diferenciación de los ciclos del resto de los vehículos, señalando expresamente que son vehículos clasificados como “no motorizados”.

II.- Efectos Financieros

Atendiendo a que el proyecto de ley que se propone tiene como objetivo principal adecuar la normativa que regula el tránsito de los distintos modos de transporte por las vías de circulación nacional, la implementación de estas regulaciones no implica costos fiscales adicionales.”.

Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, cuyo texto es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY

“Artículo primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº1, de 2007, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y del Ministerio de Justicia:


1) Intercálase en el inciso primero del artículo 1, entre la palabra “calles” y la frase “y demás vías públicas”, la expresión “, ciclovías”.


2) En el artículo 2:


a) Intercálase, entre los actuales números 5) y 6), el siguiente número 6), nuevo, adecuando la numeración correlativa: 


“6) Bicicleta: Ciclo de dos ruedas cuyos pedales transmiten el movimiento a la rueda trasera, generalmente por medio de un plato, un piñón y una cadena;”.


b) Intercálase entre los números 7) y 8), que pasan a ser 8) y 9), el siguiente número 9), nuevo, adecuando la numeración sucesiva:


“9) Ciclo: Vehículo no motorizado de una o más ruedas, propulsado exclusivamente por una o más personas situadas en él, tales como bicicletas y triciclos. También se considerarán ciclos aquellos vehículos de una o más ruedas que cuenten con un motor auxiliar eléctrico, de una potencia nominal continua máxima de 0,25 kilowatts, en los que la alimentación es reducida o interrumpida cuando el vehículo alcanza una velocidad máxima de 25 kilómetros por hora o antes si el ciclista termina de pedalear o propulsarlo, los que se considerarán para los efectos de esta ley como vehículos no motorizados;”.


c) Modifícase el número 8), que pasa a ser 10), del siguiente modo:


i) Elimínase la expresión “o ciclopista”. 


ii) Reemplázase la palabra “triciclos” por la frase “otros ciclos, que puede estar segregada física o visualmente, según las características y clasificaciones que se definan mediante reglamento”. 


d) Intercálase en el número 25), que pasa a ser 27), entre la palabra “vehículo” y el punto y coma, la frase “motorizado o a tracción animal”.


e) Intercálase entre los números 26) y 27), que pasan a ser 28) y 29), el siguiente número 29), nuevo, adecuando la numeración de los restantes números:


“29) Línea de detención adelantada: Línea transversal a la calzada demarcada conforme al reglamento, antes de un cruce regulado con semáforo, que determina el inicio de la zona de espera especial para conductores de ciclos o motocicletas;”.


f) Incorpórase el siguiente número 44.1), nuevo:


44.1) Triciclo motorizado de carga: vehículo motorizado de tres ruedas destinado exclusivamente al transporte de carga. La capacidad de carga de estos vehículos no podrá superar los 300 kilogramos de peso.


g) Reemplázase el número 42), que pasa a ser 45), por el siguiente:


“45) Vehículo: Medio motorizado o no motorizado con el cual, sobre el cual o por el cual toda persona u objeto puede transportarse o ser transportado por una vía. Quedan excluidas de esta definición aquellas ayudas técnicas que permitan a personas con movilidad reducida o infantes, transportarse o ser transportados, tales como sillas de ruedas, motorizadas o no, coches para bebé y otros similares;”.


h) Intercálase entre los números 48) y 49), que pasan a ser 51) y 52), el siguiente número 52), nuevo, adecuando la numeración de los restantes números:


52) Zona de espera especial: Área señalizada conforme al reglamento, que permite a los conductores de ciclos o motocicletas detenerse y reiniciar su marcha delante de otros vehículos motorizados, en un cruce regulado con semáforo;”.


i) Intercálase entre el número 52), nuevo, y el número 49, que pasa a ser 54), el siguiente número 53), nuevo: 


“53) Zona de tránsito calmado: Vía o conjunto de vías emplazadas en zonas urbanas, definidas dentro de una determinada área geográfica, en las que a través de condiciones físicas u operacionales de las vías se establecen velocidades máximas de circulación inferiores a las establecidas en esta ley, pudiendo éstas ser de 40 kilómetros por hora, 30 kilómetros por hora o 20 kilómetros por hora;”.


3) Agrégase la siguiente oración final al inciso quinto de su artículo 5°, pasando el punto aparte (.) a ser coma (,):


“a los postulantes a licencia de conducir que se encuentren realizando el examen práctico acompañado de un funcionario municipal habilitado para tales efectos y a los conductores de 18 o más años, de vehículos motorizados de tres ruedas, cuya velocidad máxima no supere los 30 kilómetros por hora.”.


4) En el artículo 7: 


a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “vehículo” y “facilitarlo”, la expresión “motorizado o a tracción animal”.


b) Intercálase en el inciso segundo, entre la palabra “vehículo” y la frase “a quien no porte”, la expresión “motorizado o a tracción animal”.


5) Intercálase en el inciso primero del artículo 8, entre la palabra “vehículos” y la expresión “no podrán”, la frase “motorizados y a tracción animal”.


6) En el artículo 13:


a) Agrégase en el número 2) de su inciso primero, luego del punto y coma (;), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Para la conducción de los triciclos motorizados de carga, los conocimientos teóricos se acreditarán mediante un examen simplificado, en los términos que lo establezca el Reglamento respectivo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones;”.


b) Modifícase en su acápite denominado “LICENCIA NO PROFESIONAL CLASE C” lo siguiente:


i) Intercálase entre la palabra “básica” y el punto aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: 


“Este requisito no será exigible a quienes postulen a esta licencia para conducir triciclos motorizados de carga.”.


ii) Agrégase a continuación del número 2 el siguiente párrafo, nuevo:


“El otorgamiento de la licencia Clase C para conducir triciclos motorizados de carga sólo habilitará para la conducción de este tipo de vehículos.”.


7) Intercálase en el artículo 30, entre la palabra “transportes” y el punto final, la expresión “motorizados y no motorizados”.


8) Modifícase el artículo 31 en los siguientes términos:


a. Reemplázase en su inciso primero la expresión “Clases B y C” por el término “de Clase C”, e intercálase entre la locución “o Especial Clase D” y el punto final (.) la frase “o de varias a la vez”.


b. Agrégase en el inciso segundo del artículo 31, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Su enseñanza deberá promover el conocimiento, respeto y cuidado de los derechos y deberes de los peatones, ciclistas y conductores de otros ciclos.”.


9) Agrégase al artículo 67 el siguiente inciso segundo:


“En ningún caso los vehículos motorizados de 3 ruedas, destinados al transporte de carga, podrán transportar personas en los espacios destinados a carga.”.”.


10) En el artículo 79: 


a) Reemplázase la frase “Las motocicletas, motonetas, bicimotos, triciclos y bicicletas no podrán” por la siguiente: “Ningún vehículo podrá”. 


b) Sustitúyese la frase “fueron diseñados y equipados” por la siguiente: “fue diseñado o equipado”.


c) Reemplázase la expresión “El acompañante” por la siguiente: “Tratándose de motocicletas, motonetas y bicimotos, el acompañante”. 


11) Incorpórase a su artículo 89 el siguiente inciso tercero, pasando el actual a ser cuarto:


“Sólo en el caso de los triciclos motorizados de carga, la revisión técnica consistirá en una inspección ocular de los elementos de seguridad del vehículo que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones determine en el Reglamento respectivo, los que se verificarán, de igual modo, en las correspondientes plantas.”.

12) En el artículo 104:


a) Intercálase en el literal c) del número 1, entre las expresiones “de detención” y “y no deberán”, la frase “o la línea de detención adelantada, en su caso,”.


b) Reemplázase en el literal b) del número 2 la frase “línea de detención o, si no la hubiera”, por la siguiente: “línea de detención, la línea de detención adelantada, en su caso, o, si no las hubiera”.


13) Agrégase al artículo 113 el siguiente inciso tercero:


“En todo caso, los vehículos de 3 ruedas, destinados al transporte de carga, no podrán circular por autopistas y autovías.”.


14) Intercálase en el número 1 del artículo 116, entre la palabra “vehículo” y los vocablos “que va”, la palabra “motorizado”.


15) Intercálase en el artículo 117, entre las expresiones “Ningún vehículo” y “podrá circular”, el término “motorizado”.


16) Intercálase en el artículo 118, entre la palabra “peatones” y el punto final, la frase “o conductores de ciclos”.  


17) En el artículo 120:


a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero: 


“En caso que un vehículo motorizado adelante o sobrepase a bicicletas u otros ciclos, deberá mantener una distancia prudente respecto al ciclo de aproximadamente 1,50 metros, durante toda la maniobra.”. 


b) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo: 


“En caso que el vehículo adelantado sea un vehículo no motorizado, el conductor de éste deberá permitir la maniobra, acercándose al costado derecho o izquierdo de la pista, según corresponda.”.


18) En el artículo 121:


a) Reemplázase al final del número 1 la expresión “, y” por un punto y coma.


b) Reemplázase al final del número 2 el punto y aparte por la siguiente expresión “, y”.


c) Agrégase el siguiente número 3, nuevo: 


“3.- Cuando se sobrepase a ciclos que circulen por la pista izquierda.”.


d) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 


“Adicionalmente, los conductores de ciclos, motocicletas o motonetas podrán sobrepasar por la misma pista a otros vehículos, por cualquiera de los costados de éstos, para alcanzar la línea de detención o la línea de detención adelantada, según corresponda. Esta maniobra deberá efectuarse a una velocidad moderada, tomando las precauciones necesarias para realizarla con seguridad y siempre que los vehículos a los que se sobrepase se encuentren detenidos.”.


19) Intercálase al final del número 1 del artículo 125, entre la expresión “a otros” y el punto y coma, la siguiente frase: “, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 y en el artículo 130”. 


20) Intercálase en el inciso primero del artículo 134, entre las frases “los otros vehículos que circulen” y “y los peatones”, la frase “, los ciclos que circulen en ciclovía”.


21) Modifícase el artículo 135 en los siguientes términos: 


a. Intercálase en el número 1 de su inciso primero, entre la expresión “borde de la calzada” y el punto seguido, la frase “, a menos que exista una ciclovía, en cuyo caso dicho viraje deberá hacerse lo más cerca del elemento segregador”.


b. Agrégase el siguiente inciso final:


“En caso de congestión, los conductores procurarán mantener despejadas las intersecciones y deberán permitir, de forma alternada, el viraje de los vehículos que acceden a la vía.”.


22) Intercálase en el inciso tercero del artículo 138, entre el término “horizontalmente” y el punto final, la frase “, pudiendo además utilizar un señalizador eléctrico adosado a su cuerpo”.


23) Agrégase en el artículo 144 el siguiente inciso tercero: 


“Con todo, el conductor del vehículo deberá siempre respetar los límites máximos de velocidad prescritos en el artículo siguiente.”. 


24) En el artículo 145:


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “Cuando no existan los riesgos o circunstancias señaladas en los artículos anteriores, serán”, por el vocablo “Serán”. 


b) Reemplázase en el punto 1.1 del número 1, el guarismo “60” por “50”. 


25) En el artículo 146: 


a) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero, y así sucesivamente: 


“Asimismo, las Municipalidades en las zonas urbanas, por razones fundadas, podrán establecer zonas de tránsito calmado en áreas residenciales o de alta concentración de comercio y servicios, entre otras.”. 


b) Reemplázase el actual inciso segundo, que pasa a ser tercero, por el siguiente: 


“Estas modificaciones deberán contar con informe previo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a través de la Secretaría Regional Ministerial competente, y deberán darse a conocer por medio de señales oficiales.”.


26) En el artículo 147: 


a) Intercálase en el inciso primero, entre la palabra “vehículo” y la expresión “a una velocidad”, el vocablo “motorizado”.


b) Intercálase en el inciso segundo, entre la palabra “vehículo” y la coma que le sucede, la palabra “motorizado”.


27) Intercálase en el inciso segundo del artículo 153, entre las palabras “conductor” y “abrir”, la locución “y pasajeros”.


28) En el artículo 154:


a) Sustitúyese en el número 7, la conjunción “y” por un punto y coma.


b) Reemplázase en el número 8 el punto final por la expresión “, y”.


c) Agrégase, a continuación del número 8, el siguiente número 9:


“9.- De vehículos motorizados en las ciclovías.”.


29) Reemplázase en el número 3 del artículo 162 la expresión “calles o caminos” por “calles, caminos o ciclovías”.


30) Intercálase en el número 14 del artículo 167, entre las frases “de un túnel” y “o sobre un puente”, lo siguiente: “, en ciclovías”.  


31) Intercálase en el artículo 189, entre la palabra “retenidas” y el punto final, la frase “, precisando el tipo de vehículo involucrado”.


32) Intercálase en el número 2 del artículo 199, entre la palabra “Conducir” y la expresión “sin haber obtenido”, la frase “un vehículo motorizado o a tracción animal”.


33) Intercálase en el número 5 del artículo 200, entre la palabra “patente” y el punto y coma, la frase “cuando ésta sea exigible conforme con lo dispuesto en el artículo 51”. 


34) En el artículo 201: 


a) Intercálase en el número 7, entre la palabra “vehículo” y la expresión “sin silenciador”, el término “motorizado”.


35) Intercálase entre el artículo 220 y el Título Final, el siguiente Título XX:

“TITULO XX

DE LAS BICICLETAS Y OTROS CICLOS

(ARTS. 221-224)


Artículo 221.- El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictará un reglamento que regule las condiciones de gestión y seguridad de tránsito que deberán cumplir las ciclovías para su correcta operación. Se entenderá por condiciones de gestión y seguridad de tránsito, los requisitos de diseño y características técnicas con las que deberán planificarse, implementarse y mantenerse las ciclovías. Asimismo, dicho reglamento definirá las especificaciones técnicas de los elementos de seguridad para los ocupantes de ciclos, tales como casco, elementos reflectantes, frenos, luces y otros accesorios de seguridad de los ciclos.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a través de sus secretarías regionales ministeriales, autorizará, mediante resolución, la operación de las ciclovías que cumplan los requisitos indicados en el reglamento señalado en el inciso anterior. Dicha resolución deberá indicar el nombre de la o las vías en que se ubicará la ciclovía, los tramos que ocupará, su emplazamiento, accesos y el sentido del tránsito que tendrá, entre otros aspectos que el reglamento señale. 


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá, además, establecer prohibiciones de circulación sobre las ciclovías para tipos específicos de ciclos, considerando sus dimensiones, estructura u otras similares que puedan afectar la correcta operación de las ciclovías, en los términos que señale el referido reglamento. 


Artículo 222.- Para la circulación en zonas urbanas los conductores de ciclos deberán respetar las siguientes reglas:


a) Los ciclos deberán transitar por las ciclovías. A falta de éstas lo harán por la pista derecha de la calzada. Constituyen una excepción a la obligación de transitar por la pista derecha de la calzada, los siguientes casos:


i.- Los establecidos en los números 1 y 2 del artículo 116.


ii.- En vías unidireccionales, cuando exista una pista de uso exclusivo de buses ubicada al costado derecho de la calzada. En esta situación, los ciclos deberán circular por el costado izquierdo de la pista izquierda. Tratándose de vías bidireccionales, esta disposición se aplicará sólo en caso de existir bandejón central o mediana.


iii.- Cuando el ciclo deba virar a la izquierda, lo que deberá hacer de conformidad con las normas del Título X.


b) Los ciclos podrán circular excepcionalmente por aceras adecuando su velocidad a la de los peatones, y respetando en todo momento la preferencia de éstos, cuando no exista una ciclovía y sólo en los siguientes casos: 


i. Tratándose de conductores menores de 14 años o adultos mayores.


ii. Tratándose de personas que circulen con niños menores de 7 años. 


iii. Tratándose de personas con alguna discapacidad, como también aquellas de movilidad reducida.

iv. Aun existiendo una ciclovía, cuando las condiciones de ésta o de la calzada, o las condiciones climáticas hagan peligroso continuar.

En caso de que la circulación por la ciclovía o la calzada se vea imposibilitada, el conductor del ciclo podrá utilizar excepcionalmente la acera, respetando siempre la prioridad del peatón y los vehículos que ingresen a las edificaciones o emerjan de éstas. El desplazamiento deberá efectuarlo a velocidad de peatón, alejado de las edificaciones o cierres, y si el flujo peatonal es muy alto deberá descender del ciclo.

c) En el caso de tener que utilizar un cruce peatonal, el conductor del ciclo deberá detenerse antes del mismo y atravesarlo a velocidad reducida, respetando siempre la prioridad del peatón, a velocidad de peatón y si el flujo peatonal es muy alto deberá descender del ciclo.


d) Los peatones deberán cruzar las ciclovías por los lugares debidamente señalizados y no podrán permanecer ni caminar por ellas.


Artículo 223.- Son deberes de los conductores de ciclos los siguientes:


a) Conducir un ciclo atento a las condiciones del tránsito, sin utilizar elementos que dificulten sus sentidos de visión y audición.


b) Conducir un ciclo equipado con al menos un sistema de freno que sea eficaz.


c) En caso de transportar menores de 7 años, el conductor deberá ser mayor de edad.


d) En caso de utilizar un sistema de remolque para el transporte de personas, animales o mercancías, el conductor deberá ser mayor de edad. En todo caso, dicho sistema deberá cumplir los estándares definidos por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


Artículo 224.- Las bicicletas deberán estacionarse preferentemente en los lugares habilitados para ello, dejando en todos los casos un espacio para la libre circulación de peatones.


Queda prohibido aferrar por cualquier medio las bicicletas en zonas reservadas para carga y descarga en la calzada en el horario dedicado a dicha actividad, en zonas de estacionamiento para personas con discapacidad, en zonas de estacionamiento prohibido conforme señalización, en paradas de transporte público y en pasos de peatones.


Los estacionamientos de bicicletas quedan única y exclusivamente reservados a este tipo de vehículo.”.


36) Reemplázase en el epígrafe del Título Final la expresión “(ARTS. 220-221)” por la siguiente: “(ARTS. 225-226)”; pasando los artículos 221 y 222, que este título contiene, a ser artículos 225 y 226, respectivamente.


Artículo segundo.- Modifícase el inciso primero del artículo 12 del decreto supremo N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, de la siguiente manera:


a) Intercálase en la letra a) de su inciso primero, entre el término “camionetas” y la expresión “y motocicletas”, el vocablo “, triciclos motorizados de carga”.


b) Intercálase en el número 7 de su letra b), entre la expresión “bicimotos” e “y bicicletas con motor”, la frase “, triciclos motorizados de carga cuya velocidad máxima no supere los 30 kilómetros por hora”.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Esta ley comenzará a regir transcurridos seis meses desde su publicación.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dispondrá de un plazo de dieciocho meses, a contar de la fecha de la publicación de esta ley, para dictar los reglamentos a los que ésta hace referencia.


Artículo segundo.- Las ciclovías existentes al momento de la publicación de esta ley deberán adecuarse a las condiciones de gestión y seguridad de tránsito que defina el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en el plazo de tres años, contado desde la dictación del reglamento a que se refiere el artículo 221.”.

Artículo tercero.- Los triciclos motorizados de carga que se encuentren circulando por las calles y caminos del país a la fecha de publicación de la presente ley, tendrán un plazo de 6 meses, contado desde la publicación de la misma, para obtener el certificado de revisión técnica respectivo, inscribirse en el Registro de Vehículos Motorizados del Servicio de Registro Civil e Identificación y obtener su placa patente única. Cumplido el trámite anterior, quedarán habilitados para circular por las calles y caminos que la presente ley determine.”.
---

Acordado en sesión celebrada el día 20 de septiembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Montes Cisternas (Presidente), señora Carolina Goic Boroevic y señores Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot y Ricardo Lagos Weber.


Sala de la Comisión, a 2 de octubre de 2017.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA FORMADA PARA RESOLVER LAS DIVERGENCIAS SUSCITADAS EN LA DISCUSIÓN DEL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE TELECOMUNICACIONES, PARA ESTABLECER LA OBLIGACIÓN DE UNA VELOCIDAD MÍNIMA GARANTIZADA DE ACCESO A INTERNET

(8.584-15)

HONORABLE SENADO,

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:


Vuestra Comisión Mixta, constituida en conformidad con lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponeros la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre el Honorable Senado y la Honorable Cámara de Diputados, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el rubro, originado en Moción de los Honorables Senadores señores Guido Girardi, Francisco Chahuán, Juan Pablo Letelier y Jaime Quintana, y del ex Senador señor Gonzalo Uriarte, con urgencia calificada de “suma”, el 20 de septiembre de 2017.

- - - - - - - -


El 21 de junio de 2016, el Honorable Senado, mediante oficio Nº 163/SEC/16 comunicó a la Honorable Cámara de Diputados que aprobó las enmiendas introducidas por ésta al proyecto de ley en referencia, con excepción de las recaídas en el inciso primero, la consistente en la eliminación del inciso segundo y las referidas al inciso tercero, todos del artículo 24 K propuesto por el numeral 3) del artículo único de la iniciativa legal, las que ha rechazado y, por lo tanto, que corresponde la formación de una Comisión Mixta que deberá proponer la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, conforme lo establece el artículo 71 de la Constitución Política de la República. Al efecto, la Corporación designó a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para integrar la referida Comisión Mixta, cuya designación recayó en los Honorables Senadores señores Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal. 


La Honorable Cámara de Diputados, por su parte, por Oficio Nº 12.645, de fecha 22 de junio de 2016, comunicó la designación, como integrantes de la Comisión Mixta, de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda Orbenes y señores Iván Norambuena Farías, Jorge Sabag Villalobos, Leopoldo Pérez Lahsen y Christian Urízar Muñoz. Posteriormente, la Honorable Cámara de Diputados, comunicó mediante Oficio Nº 12.646, de fecha 22 de junio de 2016, que el Honorable Diputado señor Iván Norambuena Farías sería reemplazado en forma permanente por el Honorable Diputado señor Gustavo Hasbún Selume.


Citados los señores Senadores y Diputados miembros de ella, por orden del señor Presidente del Senado, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y en el artículo 48 del Reglamento del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 23 de noviembre de 2016, con la asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel y Manuel José Ossandón Irarrázabal, y Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda Orbenes y señores Gustavo Hasbún Selume, Leopoldo Pérez Lahsen, Jorge Sabag Villalobos y Christian Urízar Muñoz.


Luego de constituirse, la Comisión Mixta eligió como Presidente, por la unanimidad de sus miembros presentes, al Honorable Senador señor Manuel Antonio Matta Aragay, y de inmediato se abocó al cumplimiento de su cometido.


A estas sesiones celebradas por la Comisión Mixta asistieron, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Juan Antonio Coloma Correa.


Durante la tramitación de este proyecto de ley, vuestra Comisión Mixta contó con la colaboración y participación de la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia; del ex titular de dicha Secretaría de Estado, señor Andrés Gómez-Lobo; del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Rodrigo Ramírez; del Jefe de Gabinete de la Ministra, señor Sebastián Vergara; del Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Ricardo Azócar; del Asesor Legislativo de la Ministra, señor Fernando Abarca; de la Asesora Legislativa del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora María Alejandra Sánchez; de la Jefa de la División Jurídica de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Elena Ramos; del Asesor del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Raúl Lazcano; del Jefe de la División de Concesiones de dicho organismo, señor Enoc Araya; de la Jefa de la División de Política Regulatoria y Estudios de tal entidad pública, señora Catalina Achermann; del Asesor de la División de Política Regulatoria y Estudios del referido órgano, señor Marcelo Pizarro; de la Jefa de Comunicaciones del Ministerio, señora Carla Vásquez y de las Periodistas del Ministerio, señoras María Isabel Chandía y Valentina Ríos.


Además, contó con la asistencia de los Asesores del Honorable Senador señor García Huidobro, señores Cristián Rivas y Felipe Álvarez; del Honorable Senador señor Girardi, señoras Josefina Correa y Victoria Fullerton y señor Nicolás Fernández; del Honorable Senador señor Letelier, señores José Fuentes y Cristián Durney; del Honorable Senador señor Matta, señor Hugo Ilabaca; del Honorable Senador señor Ossandón, señora María Angélica Villadango y señor José Huerta; de la Honorable Diputada señora Sepúlveda, señores Xavier Palominos y Bastián Weber; del Honorable Diputado señor Urízar, señor Edgar Guíñez; del Comité del Partido por la Democracia, señor Sebastián Abarca; del Instituto Igualdad, señor Rodrigo Márquez; del Comité del Partido Unión Demócrata Independiente, señor Álvaro Pillado; del Comité del Partido Socialista del Honorable Senado, señor Óscar Rojas; del Comité del Partido Socialista de la Honorable Cámara de Diputados, señora Melissa Quiroz; de la Fundación Jaime Guzmán, señores Diego Vicuña y Cristóbal Alzamora y de la Segpres, señora Paola Fabres y señores Alejandro Fuentes, Hernán Campos y Luis Batallé.
- - - - - - 

MATERIA DE LA DIVERGENCIA Y

ACUERDOS DE LA COMISIÓN MIXTA

Posiciones de ambas ramas del Congreso Nacional


La controversia se ha originado por el rechazo del Honorable Senado, en tercer trámite constitucional, a las modificaciones efectuadas por la Honorable Cámara de Diputados recaídas en el inciso primero, la consistente en la eliminación del inciso segundo y las referidas al inciso tercero, todas del artículo 24 K propuesto por el numeral 3) del artículo único de la iniciativa legal.


A continuación, se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones durante la tramitación del proyecto de ley, así como los acuerdos adoptados al respecto.

ARTÍCULO ÚNICO

Número 3

Artículos 24 K propuesto

Nº 1

Inciso primero


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, incorpora el siguiente inciso primero:


“Artículo 24 K.- Los proveedores de acceso a Internet deberán garantizar las velocidades de acceso ofrecidas en sus distintos planes comerciales, respecto a las conexiones tanto nacionales como internacionales, alámbricas e inalámbricas, y poner a disposición de los usuarios un sistema o aplicación que permita la medición de dichas velocidades y parámetros técnicos asociados, cuyos resultados tendrán el valor de presunción simplemente legal en los procedimientos a que hubiere lugar de conformidad al artículo 28 bis. Una norma técnica establecerá las condiciones técnicas de operación y uso de dicho sistema o aplicación de medición.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional modificó este inciso, de la siguiente manera:

- Agregó, a continuación de la expresión “Los proveedores de acceso a Internet deberán garantizar” la frase “los umbrales que defina la norma técnica para”.


- Reemplazó la coma a continuación de la frase “parámetros técnicos asociados” por un punto seguido, y ha sustituido la expresión “cuyos resultados” por la siguiente oración: “El usuario podrá poner a disposición del proveedor de acceso a Internet el resultado de dichas mediciones solicitando la reparación o restitución del servicio, así como una compensación por el tiempo en que el servicio no se hubiese encontrado disponible o funcionando de forma defectuosa. Sin perjuicio de lo anterior, los resultados de las mediciones”.


- Incorporó a continuación del punto final, que pasa a ser una coma, la siguiente oración “explicitando aquellas variables que, dada su particularidad, puedan hacer eximir o considerar no efectuada correctamente la medición, tales como sesgos o mal uso. Dicho sistema deberá entregar mediciones estadísticamente representativas del servicio que recibe un usuario en particular en un período determinado.”.

El Honorable Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó estas modificaciones.

En discusión esta discrepancia, el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Rodrigo Ramírez, expresó que la idea del Ejecutivo sobre este punto es elaborar una propuesta en la cual se contengan estándares que permitan medir tanto la experiencia del usuario como la calidad del servicio, a la luz de las consideraciones efectuadas tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley en estudio. Para ello, agregó, resulta fundamental definir correctamente ciertos conceptos elementales, como lo es el de velocidad en la red.


En efecto, señaló que las empresas, más allá de la capacidad, experiencia y calidad del servicio que ofrecen, ello indudablemente se relaciona con la velocidad de navegación, por lo que se hace necesario generar un instrumento que establezca un determinado parámetro que permita fijar cuáles son los mínimos y el promedio que debe garantizar la empresa. De ese modo, añadió, se pretende que lo ofrecido por la compañía vaya de la mano con lo efectivamente proporcionado al usuario.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que dentro de la categoría referente al promedio de velocidad en la red, se podría incorporar el elemento de navegación en horarios peak, a fin de evitar distorsiones en este ámbito.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Rodrigo Ramírez, sin perjuicio de las observaciones efectuadas previamente, explicó que, además, la velocidad de navegación en la red puede ser afectada por la ubicación física de los instrumentos que otorgan el acceso a la web (por ejemplo, routers de wi-fi) y los dispositivos de navegación.


El Honorable Senador señor Letelier, propuso al Ejecutivo que las consideraciones antes descritas sean plasmadas en una propuesta consensuada con los Honorables señores parlamentarios.


La Honorable Diputada señora Sepúlveda, indicó que si bien un aspecto a determinar es lo referente al modo en que debe garantizarse la respectiva velocidad de navegación al usuario, otro punto a resolver es la definición de las normas técnicas en este ámbito, en concreto, qué autoridad será la encargada de establecer el contenido de las mismas.


En la misma línea, expresó que un tercer elemento a abordar en el debate del particular es el relativo a las facultades con las que contará el usuario para poder reclamar frente a eventuales infracciones de parte de las empresas de la industria, así como el procedimiento que aquél deberá seguir para ello.


Estos tres componentes, en su opinión, deben ser recogidos en la propuesta que se elabore en conjunto con el Ejecutivo.


El Honorable Diputado señor Pérez, don Leopoldo, expresó que, además de las consideraciones antes descritas, debe determinarse, en la relación contractual que exista entre el usuario y la compañía, qué es lo que en concreto esta última se obliga a proveer, en otras palabras, qué es lo que la empresa le proporciona al cliente.


En efecto, agregó, existe un amplio campo de posibilidades en este ámbito, en tanto se puede definir que el servicio que se prestará recae sobre una determinada velocidad de navegación, cuestión de difícil control y verificación práctica, incluso para la autoridad fiscalizadora, sobre umbrales o respecto de capacidades de navegación, siendo este último concepto, al parecer, el más acogido por la legislación comparada.


Por consiguiente, añadió, se debe establecer, con claridad hacia el usuario, cuál de las categorías anteriormente descritas será el objeto sobre el cual recaiga el compromiso de provisión de servicio de parte de la compañía.


El Honorable Senador señor Girardi, expresó que los fundamentos del proyecto de ley en referencia apuntan a disponer que las empresas de provisión de servicios de internet oferten prestaciones que efectivamente puedan entregar a los usuarios, evitando que estas últimas se comprometan a una determinada velocidad para luego argumentar que la misma se condiciona a una serie de elementos técnicos que el cliente desconoce.


Por último, indicó que, en su opinión, quien se encuentra en mejor condición de medir la velocidad de navegación en la red es el propio usuario que emplea el servicio, manifestando su respaldo a que los resultados de dicha medición constituyan una presunción legal para los efectos que correspondan.


Posteriormente, el Ejecutivo presentó la propuesta que a continuación se describe para superar las controversias entre las Cámaras, haciéndose presente que si bien aquélla aborda parte de las divergencias, también se avoca a otros puntos del proyecto sobre los cuales no se suscitó diferencia alguna entre las Corporaciones.


“Artículo 24 K.- Los proveedores de acceso a Internet deberán garantizar un porcentaje de las velocidades promedio de acceso ofrecidas en sus distintos planes comerciales, respecto a las conexiones tanto nacionales como internacionales, alámbricas e inalámbricas, y poner a disposición de los usuarios un sistema o aplicación que permita la medición de dichas velocidades y parámetros técnicos asociados, de conformidad con la norma técnica a que se refiere el inciso siguiente. Los resultados de las mediciones tendrán el valor de presunción simplemente legal en los procedimientos de reclamo a que hubiere lugar de conformidad al artículo 28 bis. A tal fin el usuario deberá poner a disposición del proveedor de acceso a Internet el resultado de dichas mediciones solicitando la reparación o restitución del servicio, así como una compensación por el tiempo en que el servicio no se hubiese encontrado disponible o funcionando de forma defectuosa. En tal caso, al rechazo por parte del proveedor de la reclamación efectuada por el usuario se deberán acompañar los antecedentes que desvirtúen la presunción. El no hacerlo será causal suficiente para que la Subsecretaría resuelva en favor del usuario.


La norma técnica establecerá las condiciones técnicas de operación y uso de dicho sistema o aplicación, explicitando aquellas variables que puedan afectar la correcta medición, tales como sesgos o mal uso. Dicho sistema deberá entregar mediciones estadísticamente representativas del servicio que recibe un usuario en particular en un período determinado.


En todo contrato que se celebre entre uno o más usuarios y un proveedor de acceso a Internet deberán quedar establecidas las velocidades promedio de acceso y las demás características técnicas del servicio ofrecido que establezca la Subsecretaría y la restante normativa aplicable, respecto tanto de las conexiones nacionales como de las internacionales. Asimismo, en la publicidad y las ofertas comerciales, deberán consignarse dichas velocidades promedio y, en caso de publicitarse velocidades máximas u otra característica relevante que la reemplace, aquéllas deberán destacarse de la misma forma que éstas.


Los proveedores de acceso a Internet deberán cumplir con los niveles de calidad de servicio que establezcan las disposiciones que al efecto dicte el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en ejercicio de la potestad contenida en el artículo 24 y la normativa técnica de la Subsecretaría, pudiendo distinguir entre tecnologías. Dicha normativa deberá referirse, explícitamente, a la metodología y periodicidad de las mediciones, a los valores mínimos y demás características técnicas que permitan comercializar servicios de acceso a Internet bajo la denominación de banda ancha u otra análoga a esta última, sea que éstos contemplen o no degradación de velocidad por cuota de tráfico, y a toda otra materia que se estime necesaria en este ámbito.


La ejecución de las mediciones de calidad del servicio a que se refiere el inciso anterior serán efectuadas por un organismo técnico independiente, constituido en Chile y con domicilio en el país, y cuyo financiamiento y operación serán definidos en base a los aportes proporcionales de los proveedores del referido servicio, considerando la participación de mercado de cada uno de ellos, pudiendo además contemplar excepciones fundadas, según se establezca en un reglamento del Ministerio. Lo anterior, sin perjuicio de las mediciones que la Subsecretaría efectúe para el cumplimiento de sus funciones.


El organismo técnico señalado en el inciso anterior será designado mediante una licitación pública efectuada por los proveedores del servicio de acceso a Internet, previa aprobación de las bases de dicha licitación por parte de la Subsecretaría de Telecomunicaciones y de conformidad a lo establecido al respecto en el reglamento antes indicado, el cual determinará también todos los demás aspectos relativos a la instalación, organización, funcionamiento y condiciones de los servicios concernientes a la ejecución de las mediciones, sin perjuicio de aquellas materias entregadas a las correspondientes bases.


El resultado de las mediciones efectuadas por el organismo técnico independiente al servicio prestado por los proveedores de acceso a Internet será utilizado por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, entre otros fines, para la elaboración y publicación de informes comparativos que difundan dicho resultado a los usuarios.


Con todo, ningún proveedor de acceso a Internet ni el grupo empresarial del cual formen parte ni sus empresas filiales, coligadas o personas relacionadas con aquél, conforme a las leyes N° 18.045 y Nº 18.046, podrán tener algún tipo de propiedad en el organismo técnico independiente, ni tener este último entre sus miembros fundadores, socios, directores, gerentes o representantes legales, personas relacionadas con dichos proveedores en los mismos términos referidos en las citadas leyes.”.

El ex Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, expresó que la antedicha propuesta pretende conservar el espíritu de la iniciativa en discusión.


En tal sentido, indicó que uno de los aspectos centrales de la misma viene dado por las obligaciones que imperativamente deberán constar en los contratos celebrados entre los proveedores de los servicios de Internet y los usuarios, así como también a los deberes publicitarios a los cuales se deben someter los primeros.


En efecto, agregó, las compañías deben explicitar claramente el porcentaje de las velocidades promedio de navegación que ellas asegurarán a los clientes.


En esa línea, indicó que por razones técnicas, y en virtud de la inviabilidad de asegurar siempre la máxima velocidad de navegación, es que se optó en la aludida propuesta por el concepto de “porcentajes de velocidades promedio”, las cuales se deberán ajustar a los parámetros técnicos que fije la norma técnica reglamentaria que disponga la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


En tal sentido, además, el mencionado reglamento deberá establecer las velocidades mínimas para que un servicio pueda ser efectivamente catalogado como banda ancha.


Por otra parte, añadió, la propuesta considera que el usuario pueda acceder a mediciones de la velocidad de navegación, las que constituirán una presunción simplemente legal en el procedimiento de reclamación al cual podrá acceder este último, sancionándose las hipótesis en las cuales el cliente incurra en ciertos sesgos o mal uso de la plataforma.


Finalmente, señaló que la aludida proposición fortalece, asimismo, las inhabilidades entre los proveedores de acceso a Internet y la operatividad del organismo técnico independiente a cargo de llevar a cabo las referidas mediciones.


El Honorable Diputado señor Hasbún, señaló que la introducción del concepto de umbrales por parte de la Cámara Revisora responde a la necesidad de incorporar un cierto estándar mínimo de velocidad de navegación que los proveedores de internet deban garantizar.


De ese modo, consideró que la idea del Ejecutivo de incorporar el concepto de “porcentajes de promedios de velocidad” en este punto, genera incerteza respecto de qué criterio es el que finalmente deberá ser seguido por las empresas, siendo, además, poco útil si no se define claramente un estándar mínimo de velocidad que deban asegurar las compañías.


Por último, señaló que la Comisión Mixta debe analizar si circunscribir su discusión sólo a los puntos en controversia, o si se extenderá también a los demás puntos abordados por el Ejecutivo en su propuesta.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que el punto central del proyecto de ley en análisis gira en torno a examinar una fórmula institucional que permita al usuario de Internet recibir como prestación lo que la empresa efectivamente le oferta y no un servicio de peor calidad, como en la actualidad ocurre.


A su vez, expresó que las Comisiones Mixtas pueden discutir sobre aspectos del proyecto que se encuentren más allá de las controversias entre las Cámaras, si es que dichos puntos están relacionados directamente con tales divergencias y con ello se permite arribar a una propuesta de solución a las mismas.


La Honorable Diputada señora Sepúlveda, expresó que, fundamentalmente, el debate debe ser circunscrito a las diferencias entre ambas Corporaciones respecto del texto del proyecto en examen, para luego analizar si es que existe algún aspecto adicional que merece ser incorporado para perfeccionar la proposición que esta instancia efectuará a la Cámara de Origen y Revisora.


El Honorable Senador señor Ossandón, indicó que la propuesta presentada por el Ejecutivo, en su opinión, recoge de buena forma las dificultades de viabilidad técnica que presenta la idea de garantizar una velocidad mínima de navegación a los usuarios de Internet.


No obstante lo anterior, añadió, es necesario analizar si el concepto que finalmente se adopte es el más idóneo para lograr tal objetivo. Lo anterior, agregó, en tanto los proveedores del rubro han destacado que no es posible asegurar en todo momento las velocidades máximas de navegación, por razones técnicas.


El Honorable Diputado señor Hasbún, reiteró que, en su opinión, el concepto de “porcentajes de velocidades promedio” dificulta el aseguramiento de un mínimo permanente de navegación para el usuario.


En tal sentido, afirmó que no es lo mismo la determinación de un promedio de velocidad en horas punta que en horarios sin mayor congestión de navegación.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó su discrepancia con la utilización, en dicha proposición, de la idea de “porcentajes promedio de velocidad”.


En efecto, en su opinión, simplemente la industria no puede ofrecer ni publicitar un servicio respecto del cual no pueden garantizar ni siquiera un umbral mínimo.


De ese modo, afirmó que se requiere disponer que las empresas clarifiquen meridianamente qué velocidad garantizarán siempre y continuamente, especialmente en horarios peak, de lo contrario, a su juicio, simplemente existe una publicidad engañosa.


En caso de no proceder de ese modo, agregó, el asunto se resuelve en favor de las compañías del sector, evitando que las mismas deban incurrir en los gastos necesarios para mejorar su infraestructura tecnológica.


Por último, enfatizó que el proyecto tiene como objetivo mejorar las condiciones del servicio ofrecido a los consumidores, por lo que es ese enfoque el que se debe tener presente al momento de analizar el particular.


La Honorable Diputada señora Sepúlveda, indicó que la idea de “promedio de velocidades” genera complejidades en la verificación que de las mismas se efectúe por parte del usuario, en tanto dicho promedio poder variar considerablemente tratándose de un horario u otro del día, lo que no dará certeza al usuario.


De esa forma, sugirió regular el criterio directamente en la ley y no dejar el asunto libremente entregado a la norma técnica reglamentaria.


Finalmente, propuso definir explícitamente las prestaciones de Internet que se entenderán dentro de la categoría de banda ancha.


El Honorable Senador señor Girardi, manifestó que la iniciativa en examen busca, fundamentalmente, que exista una correlación efectiva entre lo que los proveedores de Internet ofertan y el servicio recibido por el usuario.


Así, cuestionó el hecho de que las compañías del sector oferten prestaciones que no podrán garantizar luego a los clientes.


Por otra parte, se mostró partidario de fijar una norma nacional que disponga la velocidad mínima de Internet con que deba contar una red para ser categorizada como banda ancha.


Luego, indicó que la idea de “un porcentaje del promedio de velocidades de navegación” reduce considerablemente las capacidades del usuario, en tanto referirse sólo a la fracción de una proporción del total ofrecido (ya que se trata de un porcentaje (esto es, una cuota) del promedio (es decir, de una media) del total).


En esa línea, afirmó que las empresas pueden controlar de otra forma la problemática en examen, en tanto ellas manejar los nodos telemáticos a través de los cuales se distribuye la provisión de Internet.


Por otro lado, y sin perjuicio de lo anterior, destacó que la iniciativa en estudio presenta avances importantes en la materia, tal como lo es el derecho que se le otorga al usuario de poder verificar por sí mismo la velocidad de navegación con la que efectivamente cuenta, a través de las mediciones que disponga el organismo técnico independiente.


Por último, destacó que el particular es de suma relevancia en tanto ser Internet ahora (y con una progresiva mayor importancia en el futuro) la principal plataforma comunicativa del planeta, por lo que se debe regular adecuadamente que la provisión de dicho servicio sea efectuada en buenos términos hacia el usuario.


El Honorable Diputado señor Urízar, indicó que la introducción del concepto de “umbrales” durante la tramitación del proyecto en la Cámara de Diputados, obedeció a la idea de fijar un mínimo que las empresas deban garantizar ineludiblemente, objetivo que, en su opinión, se diluye con el concepto de “promedios de velocidades”, por las razones antes esgrimidas en el debate.


A su vez, enfatizó que la finalidad de la iniciativa en comento es la protección de los derechos del consumidor, no la de supervigilar el uso que estos últimos hagan de la red, cuestión que es responsabilidad de las compañías.


El Honorable Diputado señor Pérez, don Leopoldo, señaló que, a su parecer, una cosa son los reparos que puedan esgrimir las empresas del rubro sobre el proyecto en análisis, producto del alza de costos que ello conllevaría, y otra es la viabilidad técnica de los contenidos que la iniciativa en examen pretende impulsar, por lo que sugirió analizar la capacidad tecnológica con la que debiesen contar las industrias para efectivamente cumplir con las obligaciones que se le pretenden fijar.


El Honorable Senador señor García Huidobro, indicó que, sin perjuicio de valorar el presente proyecto y la propuesta presentada por el Ejecutivo, advierte ciertas complejidades en términos de cobertura que la aprobación de un proyecto de esta naturaleza pudiese generar.


En efecto, agregó, se debe estudiar cuidadosamente qué obligaciones se fijarán a las empresas, para evitar que ellas migren de zonas rurales y alejadas en donde se les dificultará garantizar las mismas velocidades que en áreas urbanas. Así, sugirió que el punto sea analizado prudentemente.


El ex Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, expresó que, observando la experiencia internacional, no se advierten Estados en los cuales se fije una velocidad mínima de Internet para todo el territorio, en tanto ello genera efectos negativos en la cobertura brindada por las empresas, retirándose de aquellas zonas en las cuales se dificulta la provisión de datos en gran volumen.


En esa línea, indicó que el modelo español sólo define la categorización de banda ancha (pero no de una velocidad mínima de Internet), fijando como velocidad mínima 1 Megabytes/s.


Por su parte, añadió, tanto Estados Unidos como el Reino Unido no definen el piso mínimo para la banda ancha, sino que fomentan la competencia entre los actores del rubro, a través de mediciones periódicas efectuadas por la entidad reguladora, otorgando dicha información al consumidor, a fin de que este último ejerza la respectiva presión comercial sobre la compañía.


A su vez, manifestó que no es razonable fijar alguna velocidad mínima de manera permanente en la regulación, en tanto la dinamicidad tecnológica del rubro supera rápidamente la realidad normativa.


Por último, resaltó que lo que es viable garantizar son determinados lapsos horarios en los cuales las empresas deban proveer ciertos porcentajes de promedios de velocidades, lo que sería regulado a través de la respectiva normativa técnica reglamentaria.


El Honorable Senador señor Letelier, indicó que generaría bastante confusión si al usuario se le aseguran distintas velocidades de acuerdo a diferentes horarios del día.


El ex Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, reiteró que lo viable de asegurar por parte de las compañías es un promedio de velocidades, los que podrían distinguirse en diferentes tipos de acuerdo a la congestión que exista, por ejemplo, horarios punta y valle.


De lo contrario, resaltó, las empresas podrían ofrecer básicamente 1 megabyte de velocidad, en tanto ser ello lo que razonablemente podrían siempre asegurar, independientemente del hecho de que gran parte del tiempo se estará navegando a mayor capacidad.


El Honorable Senador señor Ossandón, señaló que, en su opinión, para la configuración de los derechos de los usuarios en este ámbito, a fin de que luego tales prerrogativas se hagan efectivas en el plano práctico, deben considerar la experiencia internacional y la viabilidad técnica a la que se somete la industria.


A su vez, expresó que la conceptualización de lo anterior debe ser fruto de una propuesta de consenso entre el Ejecutivo y los Honorables Parlamentarios miembros de la Comisión Mixta.


El Honorable Senador señor Girardi, respaldó la propuesta de establecer diferentes bloques horarios en los cuales se aseguren determinadas velocidades de navegación, sugiriendo que el Ejecutivo provea de la información necesaria para fijar en qué momentos del día se observa un mayor flujo de usuarios que utiliza la red.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Matta, sugirió que las observaciones que se han formulado en el debate se recojan en una propuesta de consenso entre el Ejecutivo y los Honorables señores Parlamentarios, a fin de zanjar definitivamente el particular, enfatizando que, fundamentalmente, la misma debe abordar las controversias que efectivamente se suscitaron entre las Cámaras, para luego evaluar, si es pertinente al caso, otros aspectos que no fueron objetivo de diferencias entre las Corporaciones.


De acuerdo a lo señalado previamente, el Ejecutivo presentó la propuesta que a continuación se describe:


“Artículo 24 K.- Los proveedores de acceso a Internet deberán garantizar un porcentaje de las velocidades promedio de acceso ofrecidas en sus distintos planes comerciales, respecto a las conexiones tanto nacionales como internacionales, alámbricas e inalámbricas, y poner a disposición de los usuarios un sistema o aplicación que permita la medición de dichas velocidades y parámetros técnicos asociados, todo ello de conformidad con la norma técnica a que se refiere el inciso siguiente. Los resultados de las mediciones tendrán el valor de presunción simplemente legal en los procedimientos de reclamo a que hubiere lugar de conformidad al artículo 28 bis. A tal fin el usuario deberá poner a disposición del proveedor de acceso a Internet el resultado de dichas mediciones solicitando la reparación o restitución del servicio, así como una compensación por el tiempo en que el servicio no se hubiese encontrado disponible o funcionando de forma defectuosa. En tal caso, al rechazo por parte del proveedor de la reclamación efectuada por el usuario se deberán acompañar los antecedentes que desvirtúen la presunción. El no hacerlo será causal suficiente para que la Subsecretaría resuelva en favor del usuario.


La norma técnica establecerá las condiciones técnicas de operación y uso de dicho sistema o aplicación, explicitando aquellas variables que puedan afectar la correcta medición, tales como sesgos o mal uso, así como el procedimiento de cálculo de las velocidades promedio y del porcentaje garantizado, considerando, entre otros parámetros, el comportamiento del tráfico en los distintos tramos horarios. Dicho sistema deberá entregar mediciones estadísticamente representativas del servicio que recibe un usuario en particular en un período determinado.


En todo contrato que se celebre entre uno o más usuarios y un proveedor de acceso a Internet deberán quedar establecidas las velocidades promedio de acceso y las demás características técnicas del servicio ofrecido que establezca la Subsecretaría y la restante normativa aplicable, respecto tanto de las conexiones nacionales como de las internacionales. Asimismo, en la publicidad y las ofertas comerciales, deberán consignarse dichas velocidades promedio y, en caso de publicitarse velocidades máximas u otra característica relevante que la reemplace, aquéllas deberán destacarse de la misma forma que éstas.


Los proveedores de acceso a Internet deberán cumplir con los niveles de calidad de servicio que establezcan las disposiciones que al efecto dicte el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en ejercicio de la potestad contenida en el artículo 24 y la normativa técnica de la Subsecretaría, pudiendo distinguir entre tecnologías. Dicha normativa deberá referirse, explícitamente, a la metodología y periodicidad de las mediciones, a los valores mínimos y demás características técnicas que permitan comercializar servicios de acceso a Internet bajo la denominación de banda ancha u otra análoga a esta última, sea que éstos contemplen o no degradación de velocidad por cuota de tráfico, y a toda otra materia que se estime necesaria en este ámbito.


La ejecución de las mediciones de calidad del servicio a que se refiere el inciso anterior serán efectuadas por un organismo técnico independiente, constituido en Chile y con domicilio en el país, y cuyo financiamiento y operación serán definidos en base a los aportes proporcionales de los proveedores del referido servicio, considerando la participación de mercado de cada uno de ellos, pudiendo además contemplar excepciones fundadas, según se establezca en un reglamento del Ministerio. Lo anterior, sin perjuicio de las mediciones que la Subsecretaría efectúe para el cumplimiento de sus funciones.


El organismo técnico señalado en el inciso anterior será designado mediante una licitación pública efectuada por los proveedores del servicio de acceso a Internet, previa aprobación de las bases de dicha licitación por parte de la Subsecretaría de Telecomunicaciones y de conformidad a lo establecido al respecto en el reglamento antes indicado, el cual determinará también todos los demás aspectos relativos a la instalación, organización, funcionamiento y condiciones de los servicios concernientes a la ejecución de las mediciones, sin perjuicio de aquellas materias entregadas a las correspondientes bases.


El resultado de las mediciones efectuadas por el organismo técnico independiente al servicio prestado por los proveedores de acceso a Internet será utilizado por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, entre otros fines, para la elaboración y publicación de informes comparativos que difundan dicho resultado a los usuarios.


Con todo, ningún proveedor de acceso a Internet ni el grupo empresarial del cual formen parte ni sus empresas filiales, coligadas o personas relacionadas con aquél, conforme a las leyes N° 18.045 y Nº 18.046, podrán tener algún tipo de propiedad en el organismo técnico independiente, ni tener este último entre sus miembros fundadores, socios, directores, gerentes o representantes legales, personas relacionadas con dichos proveedores en los mismos términos referidos en las citadas leyes.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- La obligación contemplada en el inciso primero del artículo 24 K de la ley N° 18.168 se aplicará transcurridos seis meses a contar de la publicación de la correspondiente normativa técnica, tanto a los contratos futuros como a aquellos celebrados antes de su entrada en vigencia. A tales efectos y dentro del mismo plazo, los proveedores de acceso a Internet deberán informar a sus clientes las velocidades promedio que corresponden a sus respectivos contratos.”.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, expresó que el foco del proyecto, y, por consiguiente, de la aludida propuesta, radica en la protección de los usuarios de los servicios de telecomunicaciones.


De esa forma, añadió, la propuesta antes referida consta de tres pilares. 


El primero, agregó, relacionado con el objetivo de resguardar los porcentajes de las velocidades promedio ofrecidas por las empresas, las cuales deberán ser contempladas en los respectivos contratos de prestación de servicios, para lo cual se deberán desplegar softwares de medición que permitan al usuario verificar el cumplimiento efectivo de las obligaciones que en este ámbito asuman las empresas. En tal sentido, señaló que en favor de los clientes se dispone de una presunción simplemente legal respecto a los resultados de dicha medición, a fin de verificar la velocidad concreta con la que se está navegando.


Asimismo, indicó que el concepto que se utiliza es el de porcentajes de velocidades promedio, a fin de que no se emplee un número o valor fijo de navegación, con lo que se da cuenta de la realidad material de los factores con los cuales se puede realizar tal medición.


Posteriormente, expresó que el segundo eje de la iniciativa radica en fortalecer las facultades fiscalizadoras de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, a través de la atribución de potestades reglamentarias que le permitan dictar la norma técnica que regule de buena forma los estándares de cumplimiento en este ámbito. Lo anterior, subrayó, sin perjuicio de las sanciones generales establecidas en el ordenamiento jurídico.


Por último, manifestó que el tercer eje consiste en la creación de un organismo técnico e independiente, a cargo de llevar a cabo la medición de las velocidades empleadas por las empresas, a fin de que luego esa información pueda ser utilizada por el usuario para evaluar qué compañía se encuentra proveyendo el servicio de mejor manera para sus clientes, con el objetivo de que este último elija entre las distintas opciones existentes en el mercado.


A partir de los tres elementos antes mencionados, prosiguió, es que la propuesta antes descrita establece que los porcentajes de velocidades promedio sean evaluados en horarios determinados, a fin de que se pueda distinguir qué intervalos de tiempo presentan mayores niveles de congestión, lo que puede afectar la velocidad de navegación del usuario.


El Honorable Senador señor Letelier, indicó que, en su opinión, si se analizan las finalidades de la iniciativa, el software de medición no es del todo relevante en esta última, sino que lo importante viene dado por la finalidad de transparentar el mercado de la provisión de Internet.


En esa línea, estimó que no se debe traspasar al usuario la carga de vigilar por el cumplimiento efectivo del contrato, sino que ello debe ser realizado por las propias empresas que prestan el servicio. Así, aseveró que la Subsecretaría de Telecomunicaciones debe ser el agente fiscalizador primordial en este ámbito.


Posteriormente, señaló que se debe garantizar la calidad del servicio en tramos horarios determinados, sin relativizar los criterios que se fijen para ello, los cuales requieren ser explicitados en el proyecto de ley.


A su vez, destacó que, durante el debate, se ha transitado desde la noción de velocidad mínima hacia la garantía de un porcentaje de velocidades promedio en ciertos horarios, por lo que espera que este último concepto sea efectivamente contemplado en la iniciativa, evitando que se continúe, en su opinión, con la publicidad engañosa presente en el sector.


En esa línea, afirmó que lo que interesa es garantizar, en los tramos horarios de mayor utilización por parte de los usuarios (de alta congestión), una velocidad que permita al cliente navegar adecuadamente por la red.


Por último, señaló que, a su parecer, dicha finalidad no se logra recoger en la propuesta efectuada por el Ejecutivo, por lo que sugirió explicitarlo claramente en el proyecto de ley en estudio.


El Honorable Senador señor Girardi, manifestó que la provisión del servicio de Internet, sin algún tipo de garantía sobre la velocidad de navegación, torna a dicha prestación en poco útil.


En efecto, explicó que la importancia de la banda ancha, en la progresiva expansión del mundo digital, torna a dicho servicio en fundamental para el futuro acceso a las más diversas prestaciones, por lo que resulta fundamental regular de buena forma la provisión de Internet y la capacidad de navegación en la red.


Lo anterior, en tanto con el arribo del Internet de las cosas, realidad en la cual los más diversos objetos se encontrarán en línea, el ancho de banda de navegación será el símil al ancho de las carreteras para el desplazamiento vehicular.


De ese modo, aseveró que resulta necesario disponer de garantías concretas en este ámbito, fijando al menos ciertos porcentajes de velocidades de navegación en determinados tramos horarios, especialmente en aquéllos en donde existe mayor congestión o tráfico de usuarios.


En seguida, indicó que en este contexto se hace necesario empoderar a los ciudadanos a fin de controlar el cumplimiento efectivo de las obligaciones asumidas por las empresas. Lo anterior, añadió, en tanto ser un campo en donde la fiscalización tradicional por parte del Estado resulta compleja, precisamente por las particularidades tecnológicas que se presentan, sin perjuicio de que se conserven las atribuciones de la Subsecretaría de Telecomunicaciones en este ámbito.


Posteriormente, señaló que las garantías antes reseñadas deben ser aplicadas tanto a los contratos futuros que se celebren como a los contratos actualmente vigentes.


Por último, expresó que se hace necesario que las empresas, en caso de no contar con la infraestructura adecuada, efectúen las inversiones pertinentes para mejorar su sistema de nodos de interconexión, permitiendo que los usuarios naveguen de mejor forma por la red.


El Honorable Senador señor Ossandón, señaló que la idea es disponer de ciertas garantías de navegación en la red sobre un porcentaje de las velocidad promedio, sin que ello genere un desincentivo negativo a que las empresas comiencen a ofertar sólo el mínimo.


Para ello, agregó, se hace necesario tener presente que, técnicamente, no es posible garantizar permanentemente la misma velocidad de navegación para el usuario


Sin perjuicio de lo anterior, expresó que, actualmente, en su opinión, existe una especie de publicidad engañosa en el sector entre lo ofrecido por las compañías y lo efectivamente proveído al usuario, lo que debe ser abordado eficazmente por la presente iniciativa.


Por último, consideró que, eventualmente, podrían existir ciertos reparos de inconstitucionalidad respecto del establecimiento de nuevas obligaciones sobre contratos vigentes, por lo que sugirió revisar el punto.


El Honorable Diputado, señor Pérez, don Leopoldo, señaló que un aspecto a definir es la utilización conceptual de las ideas de porcentajes de velocidades promedio o bandas de navegación, cuestión que debe ser resuelta a la luz de la viabilidad técnica de implementación de una u otra categoría.


En seguida, señaló que en tanto haberse efectuado observaciones sobre publicidad engañosa en el rubro, quizás hubiera sido recomendable que la iniciativa hubiera sido discutida, además, por las Comisiones de Economía de cada una de las Cámaras.


Por último, expresó que el proyecto de ley debe conducir a que las empresas sinceren efectivamente lo que están ofertando, a saber, capacidad o velocidad de navegación, manifestando que, en su opinión, las compañías actualmente están proveyendo la primera idea.


El Honorable Diputado señor Hasbún, señaló que no es conveniente abordar el tema de la retroactividad en este proyecto, a fin de evitar que la iniciativa genere mayores complejidades para su resolución.


En tal sentido, sugirió avanzar en el resguardo de los derechos del consumidor en este contexto, evitando que las nuevas regulaciones, a la larga, trasladen las cargas o costos de las mismas a los clientes de las empresas, procediendo a ofertar, por consiguiente, velocidades mínimas de navegación.


El Honorable Diputado señor Urízar, expresó que, a la luz de los fundamentos del proyecto de ley en examen, no se hace necesario abordar el tema de la retroactividad, antes expresada. Lo anterior, agregó, en tanto, en su opinión, las nuevas condiciones que se fijen en la iniciativa en estudio generará que los usuarios autónomamente se cambien hacia las compañías que les ofrezcan mejores términos que los que cuentan en sus contratos vigentes.


Posteriormente, señaló que se hace necesario definir tramos horarios determinados en donde se asegure un promedio mínimo de velocidad de navegación, situación que, a su parecer, no generaría un desmedro para las empresas, en tanto estas últimas proveer, en la actualidad, precisamente el mínimo.


Por último, sugirió resolver cuatro aspectos en la propuesta que se disponga: i) la fijación de tramos de horarios en donde se garantice un porcentaje de las velocidades promedio de navegación, ii) la no retroactividad de las obligaciones que se fijen, iii) la generación de condiciones que permitan a los usuarios elegir libremente la compañía que le provea mejores condiciones de servicio y iv) las herramientas y beneficios con los que contarán los usuarios para verificar el cumplimiento de las garantías antes reseñadas.


El Honorable Senador señor Letelier, manifestó que el objetivo principal de la iniciativa es lograr que las empresas no puedan ofertar lo que técnicamente no puedan proveer.


De esa forma, añadió, más que la disposición de parámetros de medición para el usuario, se deben establecer, de manera explícita, los tramos de velocidades promedio de velocidad que deberán garantizar las empresas y la prohibición de que las compañías puedan publicitar algo distinto a ello.


En esa línea, indicó que es del todo procedente que el Estado pueda intervenir y regular el particular, resguardando el interés público que existe en la protección de los derechos de los consumidores, incluso de manera retroactiva. Lo anterior, agregó, en tanto en el ámbito civil no rige el principio de irretroactividad desfavorable que impera en el Derecho Penal, por lo que es posible aplicar la regulación en comento a los contratos actualmente vigentes, especialmente teniendo en consideración que estos últimos son de ejecución permanente y de adhesión.


Sin perjuicio de lo anterior, expresó que dicha regulación puede disponer de un período de transición que permita a la industria ajustarse a las nuevas exigencias normativas.


Por último, sugirió incorporar en tres artículos distintos las siguientes materias: i) parámetros de medición por tramos horarios, ii) presunción legal de medición en favor del usuario y iii) las facultades de fiscalización con las que contará la Subsecretaría de Telecomunicaciones en este ámbito.


El Honorable Senador señor Coloma, manifestó su respaldo a garantizar, en ciertos tramos horarios, un porcentaje promedio de velocidad de navegación, siendo esta materia, en su opinión, el tema de fondo de esta iniciativa.


Sin perjuicio de lo anterior, sugirió que se explicite en el proyecto de ley toda aquella información relevante que las empresas deban proveer a los usuarios, a fin de que estos últimos tengan certeza del servicio que están obteniendo.


Por otra parte, señaló que, a su parecer, no existirían reparos de constitucionalidad respecto de la introducción de regulación sobre garantías de velocidad en ciertos tramos horarios, en los términos antes referidos. Sin perjuicio de lo anterior, señaló que podrían surgir ciertos cuestionamientos en dicho ámbito si se incorporasen a los contratos vigentes nuevas obligaciones de control de medición de velocidad.


Por último, indicó que la regulación previamente señalada podría servir de incentivo para aquellas compañías que prestan un servicio de calidad, en tanto se difundiría la información que acreditaría su buen desempeño en el rubro.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, expresó la disposición del Ejecutivo a incorporar la proposición referente a las garantías de porcentajes de velocidades promedio en ciertos tramos horarios, por lo que sugirió una redacción similar a la siguiente para abordar el punto:


“Los proveedores de acceso a Internet deberán garantizar un porcentaje de las velocidades promedio de acceso ofrecidas en sus distintos planes comerciales, considerando el tráfico, distinguiendo por tramos horarios, representativos de la mayor o menor congestión (…)”.


Posteriormente, reiteró que no es técnicamente viable disponer de una garantía de velocidad concreta y permanente, por lo que el particular debe ser abordado considerando dicho elemento.


Por otro lado, en lo referente a la retroactividad de las obligaciones hacia las compañías que el proyecto de ley en estudio contempla, indicó que, en su opinión, ello no implica reparos de constitucionalidad, en tanto se trataría de una regulación en el plano civil, que sólo abordaría el cumplimiento efectivo de obligaciones ya existentes en los contratos, lo que es especialmente relevante teniendo en consideración que estos últimos son contratos de adhesión.


El Honorable Senador señor Letelier, reiteró la idea de que la propuesta que se disponga debe orientarse a perseguir por finalidad que la industria cumpla y transparente las condiciones reales de prestación del servicio de provisión de Internet, con el objetivo de que la publicidad hacia el consumidor sea fidedigna.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Matta, sugirió, además de lo antes indicado, que se contemple como criterio una distinción entre las zonas rurales y urbanas en donde se prestan los servicios, en tanto la conectividad entre ambas áreas no ser asimilable.


De acuerdo con lo previamente señalado, el Ejecutivo presentó una nueva propuesta del siguiente tenor:


“Artículo 24 K.- Los proveedores de acceso a Internet deberán garantizar un porcentaje de las velocidades promedio de acceso, para los distintos períodos de mayor y menor congestión, ofrecidas en sus distintos planes comerciales, respecto a las conexiones tanto nacionales como internacionales, alámbricas e inalámbricas, y poner a disposición de los usuarios un sistema o aplicación que permita la medición de dichas velocidades y parámetros técnicos asociados, todo ello de conformidad con la norma técnica a que se refiere el inciso siguiente. Los resultados de las mediciones tendrán el valor de presunción simplemente legal en los procedimientos de reclamo a que hubiere lugar de conformidad al artículo 28 bis. A tal fin el usuario deberá poner a disposición del proveedor de acceso a Internet el resultado de dichas mediciones solicitando la reparación o restitución del servicio, así como una compensación por el tiempo en que el servicio no se hubiese encontrado disponible o funcionando de forma defectuosa. En tal caso, al rechazo por parte del proveedor de la reclamación efectuada por el usuario se deberán acompañar los antecedentes que desvirtúen la presunción. El no hacerlo será causal suficiente para que la Subsecretaría resuelva en favor del usuario.


La norma técnica establecerá las condiciones técnicas de operación y uso de dicho sistema o aplicación, explicitando aquellas variables que puedan afectar la correcta medición, tales como sesgos o mal uso, así como el procedimiento de cálculo de las velocidades promedio y del porcentaje garantizado, considerando, entre otros parámetros, el comportamiento del tráfico en los distintos tramos horarios. Dicho sistema deberá entregar mediciones estadísticamente representativas del servicio que recibe un usuario en particular en un período determinado.


En todo contrato que se celebre entre uno o más usuarios y un proveedor de acceso a Internet deberán quedar establecidas las velocidades promedio de acceso y las demás características técnicas del servicio ofrecido que establezca la Subsecretaría y la restante normativa aplicable, respecto tanto de las conexiones nacionales como de las internacionales. Asimismo, en la publicidad y las ofertas comerciales, deberán consignarse dichas velocidades promedio y, en caso de publicitarse velocidades máximas u otra característica relevante que la reemplace, aquéllas deberán destacarse de la misma forma que éstas.


Los proveedores de acceso a Internet deberán cumplir con los niveles de calidad de servicio que establezcan las disposiciones que al efecto dicte el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en ejercicio de la potestad contenida en el artículo 24 y la normativa técnica de la Subsecretaría, pudiendo distinguir entre tecnologías. Dicha normativa deberá referirse, explícitamente, a la metodología y periodicidad de las mediciones, a los valores mínimos y demás características técnicas que permitan comercializar servicios de acceso a Internet bajo la denominación de banda ancha u otra análoga a esta última, sea que éstos contemplen o no degradación de velocidad por cuota de tráfico, y a toda otra materia que se estime necesaria en este ámbito.


La ejecución de las mediciones de calidad del servicio a que se refiere el inciso anterior serán efectuadas por un organismo técnico independiente, constituido en Chile y con domicilio en el país, y cuyo financiamiento y operación serán definidos en base a los aportes proporcionales de los proveedores del referido servicio, considerando la participación de mercado de cada uno de ellos, pudiendo además contemplar excepciones fundadas, según se establezca en un reglamento del Ministerio. Lo anterior, sin perjuicio de las mediciones que la Subsecretaría efectúe para el cumplimiento de sus funciones.


El organismo técnico señalado en el inciso anterior será designado mediante una licitación pública efectuada por los proveedores del servicio de acceso a Internet, previa aprobación de las bases de dicha licitación por parte de la Subsecretaría de Telecomunicaciones y de conformidad a lo establecido al respecto en el reglamento antes indicado, el cual determinará también todos los demás aspectos relativos a la instalación, organización, funcionamiento y condiciones de los servicios concernientes a la ejecución de las mediciones, sin perjuicio de aquellas materias entregadas a las correspondientes bases.


El resultado de las mediciones efectuadas por el organismo técnico independiente al servicio prestado por los proveedores de acceso a Internet será utilizado por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, entre otros fines, para la elaboración y publicación de informes comparativos que difundan dicho resultado a los usuarios.


Con todo, ningún proveedor de acceso a Internet ni el grupo empresarial del cual formen parte ni sus empresas filiales, coligadas o personas relacionadas con aquél, conforme a las leyes N° 18.045 y Nº 18.046, podrán tener algún tipo de propiedad en el organismo técnico independiente, ni tener este último entre sus miembros fundadores, socios, directores, gerentes o representantes legales, personas relacionadas con dichos proveedores en los mismos términos referidos en las citadas leyes.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- La obligación contemplada en el inciso primero del artículo 24 K de la ley N° 18.168 se aplicará transcurridos seis meses a contar de la publicación de la correspondiente normativa técnica, tanto a los contratos futuros como a aquellos celebrados antes de su entrada en vigencia. A tales efectos y dentro del mismo plazo, los proveedores de acceso a Internet deberán informar a sus clientes las velocidades promedio que corresponden a sus respectivos contratos.”.


La Honorable Diputada señora Sepúlveda, señaló que la redacción del inciso primero del artículo 24 K recoge de buena forma los elementos discutidos en las sesiones previas, en tanto contemplar como criterio no sólo a los porcentajes de las velocidades promedio de navegación, sino también la diferencia de las mismas en los tramos horarios de mayor y menor congestión, por lo que se manifestó a favor de tal texto.


Por otra parte, consultó si la alusión a las conexiones “alámbricas o inalámbricas” efectivamente comprende a las diversas tecnologías presentes en el sector o que, eventualmente, puedan desarrollarse a futuro. Lo anterior, precisó, en tanto el ex Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Huichalaf, había señalado, en su oportunidad, durante la discusión de la iniciativa en la Cámara de Diputados, que dicha alusión pudiese excluir a algún medio tecnológico que se desarrolle con el tiempo.


El Honorable Diputado señor Sabag, consultó si las referencias, en el texto de la propuesta, a la norma técnica, son remisiones, efectivamente, al reglamento que deberá dictar, en este ámbito, la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


El Honorable Diputado señor Pérez, don Leopoldo, consultó qué método estadístico se utilizará para efectuar, en palabras de la propuesta, “mediciones estadísticamente representativas” de la velocidad de navegación en la red, en orden a saber cuáles serán los parámetros mínimos que se emplearán para ello.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, en primer lugar, manifestó que la redacción propuesta por el Ejecutivo, tal como lo indicó la Honorable Diputada señora Sepúlveda, pretende recoger el consenso de la Comisión respecto de la determinación de las distintas velocidades promedio de navegación en Internet durante los diversos tramos horarios de mayor o menor congestión.


Posteriormente, respondiendo la pregunta formulada por esta última, señaló que la alusión a las conexiones alámbricas o inalámbricas, pretende dar cobertura a las distintas tecnologías que existen, así como las que eventualmente se desarrollen a futuro, entendiendo que dicha expresión es idónea para garantizar los derechos que se establecen en la presente iniciativa respecto de todo tipo de servicio de provisión de red.


A su vez, respondiendo la consulta del Honorable Diputado señor Sabag, expresó que, efectivamente, las alusiones a la norma técnica presentes en el texto de la propuesta en comento obedecen a remisiones al respectivo reglamento que dicte la Subsecretaría de Telecomunicaciones sobre el particular.


Por último, para responder la pregunta del Honorable Diputado señor Pérez, don Leopoldo, solicitó al Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Matta, que pudiera responder tal interrogante la Asesora Legislativa del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora María Alejandra Sánchez.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Matta, concedió el uso de la palabra a esta última.


La Asesora Legislativa del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora María Alejandra Sánchez, respondiendo la pregunta en comento, explicó que en la norma técnica no se establecerá un período mínimo requerido para configurar el incumplimiento que generará la compensación al usuario, sino que dicho reembolso será respecto del lapso en el cual este último haya sido afectado, independientemente de la duración de la anomalía.


El Honorable Diputado señor Pérez, don Leopoldo, en la misma línea de lo previamente consultado por su persona, preguntó acerca de los criterios numéricos que se utilizarán para fijar las mediciones estadísticamente representativas que recibe el usuario, esto es, cómo se determinará el punto de corte que se empleará en tal medición.


El Honorable Senador señor Letelier, por otra parte, indicó que la frase referente a “distintos períodos de mayor o menor congestión”, presente en el inciso primero del texto propuesto, no explicita la idea de tramos horarios a la que se pretende apuntar con tal redacción, por lo que dejó constancia, que bajo este último concepto se debe desarrollar, en lo pertinente, la regulación reglamentaria.


En seguida, concordó que la expresión relativa a conexiones alámbricas e inalámbricas permite dar cobertura a las distintas tecnologías presentes y futuras que se empleen para proveer Internet a los usuarios.


Por último, en relación con las consultas formuladas por el Honorable Diputado señor Pérez, don Leopoldo, estimó que el plazo para generar una medición estadísticamente representativa no puede ser inferior a veinticuatro horas, por lo que se deben asumir, para tales efectos, lapsos mayores, en orden a otorgar al usuario un espectro muestral más verídico y correcto.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, manifestó el apoyo del Ejecutivo a las constancias previamente efectuadas, señalando que la idea de tramos horarios es la que finalmente debe ser recogida en la regulación reglamentaria que se disponga.


Posteriormente, expresó que los parámetros de las mediciones en este ámbito serán regulados, con precisión, en la norma técnica. En esa línea, solicitó al Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Matta, otorgar el uso de la palabra al Asesor de la División de Política Regulatoria y Estudios de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Marcelo Pizarro, a fin de que este último explique con mayor detalle el método que se empleará para tales efectos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Matta, concedió el uso de la palabra previamente solicitada.


El Asesor de la División de Política Regulatoria y Estudios de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Marcelo Pizarro, señaló que para efectos del despliegue de una muestra significativamente representativa, se deben efectuar varias mediciones para arribar a un promedio.


En efecto, agregó, se deben desarrollar dos promedios, a partir de varias mediciones, para lograr los parámetros que se requieren, en conformidad a la ciencia estadística y a la matemática, para determinar los parámetros adecuados en este ámbito, por lo que tal metodología se desarrolla mediante pasos afianzados en este contexto.


La Honorable Diputada señora Sepúlveda, por otra parte, retomando el punto sobre conexiones alámbricas e inalámbricas, dejó constancia que, de acuerdo a las palabras del Ejecutivo, dicho concepto es el adecuado para abarcar las distintas tecnologías presentes y futuras por el cual se provea de los servicios de Internet a los usuarios.


El Honorable Diputado señor Urízar, en relación a lo anteriormente señalado por el Honorable Senador señor Letelier, en lo concerniente a la ausencia de la expresión “tramos horarios” en la propuesta en comento, sugirió como conveniente, sin perjuicio de la constancia efectuada por este último, qu se explicite tal concepto en las distintas partes del proyecto en donde ello sea pertinente.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, se manifestó a favor de la antedicha propuesta.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Matta, sugirió proceder a la votación de la propuesta del Ejecutivo, con las modificaciones sugeridas por el Honorable Diputado señor Urízar, en relación con cada una de las controversias que se presentaron entre ambas Cámaras.


En tal sentido, en este punto, procedió a someter a votación los incisos primero y segundo de la propuesta, los que corresponden a las divergencias suscitadas entre las Cámaras respecto del inciso primero del artículo 24 K contemplado en la iniciativa legal en referencia, los cuales presentan el siguiente tenor:


“Artículo 24 K.- Los proveedores de acceso a Internet deberán garantizar un porcentaje de las velocidades promedio de acceso, para los distintos tramos horarios de mayor y menor congestión, ofrecidas en sus diferentes planes comerciales, respecto a las conexiones tanto nacionales como internacionales, alámbricas e inalámbricas, y poner a disposición de los usuarios un sistema o aplicación que permita la medición de dichas velocidades y parámetros técnicos asociados, todo ello de conformidad con la norma técnica a que se refiere el inciso siguiente. Los resultados de las mediciones tendrán el valor de presunción simplemente legal en los procedimientos de reclamo a que hubiere lugar de conformidad al artículo 28 bis. A tal fin el usuario deberá poner a disposición del proveedor de acceso a Internet el resultado de dichas mediciones solicitando la reparación o restitución del servicio, así como una compensación por el tiempo en que el servicio no se hubiese encontrado disponible o funcionando de forma defectuosa. En tal caso, al rechazo por parte del proveedor de la reclamación efectuada por el usuario se deberán acompañar los antecedentes que desvirtúen la presunción. El no hacerlo será causal suficiente para que la Subsecretaría resuelva en favor del usuario.


La norma técnica establecerá las condiciones técnicas de operación y uso de dicho sistema o aplicación, explicitando aquellas variables que puedan afectar la correcta medición, tales como sesgos o mal uso, así como el procedimiento de cálculo de las velocidades promedio, en los distintos tramos horarios de mayor o menor congestión, y del porcentaje garantizado, considerando, entre otros parámetros, el comportamiento del tráfico en los distintos tramos horarios. Dicho sistema deberá entregar mediciones estadísticamente representativas del servicio que recibe un usuario en particular en un período determinado.”.


En votación estos incisos, correspondientes a las divergencias suscitadas entre las Cámaras respecto del inciso primero del artículo 24 K, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Matta (Presidente), García Huidobro, Letelier y Ossandón, Honorable Diputada señora Sepúlveda y Honorables Diputados señores Pérez, don Leopoldo, Sabag y Urízar, los aprobó en los mismos términos antes descritos.


De ese modo, se reemplazó el inciso primero del texto del artículo 24 K por los dos incisos previamente señalados.

Nº 2

Inciso segundo, que pasó a ser tercero


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, incorporó el siguiente inciso segundo:


“En todo contrato que se celebre entre uno o más usuarios y un proveedor de acceso a Internet deberá quedar establecida la velocidad de acceso, tanto de las conexiones nacionales como de las internacionales.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional eliminó su inciso segundo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto a ser incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, respectivamente.

El Honorable Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó esta enmienda.

En discusión esta discrepancia, el Honorable Senador señor Letelier, dejó constancia que los elementos mínimos a publicitarse por parte de las empresas, deben corresponder a la información sobre la velocidad promedio de navegación que beneficie al usuario, especialmente en horarios peak de navegación, y no a datos estadísticos que beneficien a la industria, por ejemplo, en ciertos horarios en donde hay poco tráfico y la navegación en la red es, por consiguiente, superior.


Asimismo, dejó constancia que, en caso de publicitarse velocidades máximas u otra característica relevante que la reemplace, ello debe destacarse, en términos copulativos y no alternativos, de la misma forma que la información referente a las velocidades promedio en los diferentes tramos horarios.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, concordó con la interpretación efectuada por quien le antecedió en el uso de la palabra.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Matta, siguiendo el criterio empleado anteriormente, procedió a someter a votación el inciso tercero de la propuesta, el que corresponde a la divergencia suscitada entre las Cámaras respecto del inciso segundo del artículo 24 K contemplado en la iniciativa legal en referencia, en los términos que a continuación se describen:


“En todo contrato que se celebre entre uno o más usuarios y un proveedor de acceso a Internet deberán quedar establecidas las velocidades promedio de acceso, en los distintos tramos horarios de mayor o menor congestión, y las demás características técnicas del servicio ofrecido que establezca la Subsecretaría y la restante normativa aplicable, respecto tanto de las conexiones nacionales como de las internacionales. Asimismo, en la publicidad y las ofertas comerciales, deberán consignarse dichas velocidades promedio, en los distintos tramos horarios de mayor o menor congestión, y, en caso de publicitarse velocidades máximas u otra característica relevante que la reemplace, aquéllas deberán destacarse de la misma forma que éstas.”.


En votación este inciso, correspondiente a la divergencia suscitada entre las Cámaras respecto del inciso segundo del artículo 24 K, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Matta (Presidente), García Huidobro, Letelier y Ossandón, Honorable Diputada señora Sepúlveda y Honorables Diputados señores Pérez, don Leopoldo, Sabag y Urízar, lo aprobó bajo la misma redacción antes expuesta.


De esa forma, la Comisión consultó al aludido texto como inciso tercero del artículo 24 K.

Nº 3

Inciso tercero, que pasó a ser cuarto


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, agregó el siguiente inciso tercero:


“Los proveedores de acceso a Internet deberán cumplir con los niveles de calidad de servicio que establezcan las disposiciones que al efecto dicte el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en ejercicio de la potestad contenida en el artículo 24 y la normativa técnica de la Subsecretaría, debiendo distinguir entre tecnologías. Dicha normativa deberá referirse, explícitamente, a la metodología y periodicidad de las mediciones, a los valores mínimos y demás características técnicas que permitan comercializar servicios de acceso a Internet bajo la denominación de banda ancha, sea que éstos contemplen o no degradación de velocidad por cuota de tráfico, y a toda otra materia que se estime necesaria en este ámbito.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional modificó este inciso, de la siguiente manera:

- Agregó, a continuación de la frase “niveles de calidad de servicio”, la expresión “y equipamiento respectivo”.


- Suprimió, después de la expresión “a los valores”, la palabra “mínimos”.

El Honorable Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó estas modificaciones.

En discusión esta discrepancia, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Matta, continuando con el criterio utilizado previamente, procedió a someter a votación el inciso cuarto de la propuesta, el que corresponde a la divergencia suscitada entre las Cámaras respecto del inciso tercero del artículo 24 K contemplado en la iniciativa legal en referencia, en los términos que a continuación se describen:


“Los proveedores de acceso a Internet deberán cumplir con los niveles de calidad de servicio que establezcan las disposiciones que al efecto dicte el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en ejercicio de la potestad contenida en el artículo 24 y la normativa técnica de la Subsecretaría, pudiendo distinguir entre tecnologías. Dicha normativa deberá referirse, explícitamente, a la metodología y periodicidad de las mediciones, a los valores mínimos y demás características técnicas que permitan comercializar servicios de acceso a Internet bajo la denominación de banda ancha u otra análoga a esta última, sea que éstos contemplen o no degradación de velocidad por cuota de tráfico, y a toda otra materia que se estime necesaria en este ámbito.”.


En votación este inciso, correspondiente a la divergencia suscitada entre las Cámaras respecto del inciso segundo del artículo 24 K, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Matta (Presidente), García Huidobro, Letelier y Ossandón, Honorable Diputada señora Sepúlveda y Honorables Diputados señores Pérez, don Leopoldo, Sabag y Urízar, lo aprobó bajo la misma redacción antes expuesta.


De ese modo, el inciso tercero, que pasó a ser cuarto, fue sustituido por el texto previamente descrito.

Inciso séptimo, que pasó a ser octavo


Se hace presente que la Comisión Mixta, en tanto considerar que el particular se encuentra estrechamente vinculado a los puntos objeto de la controversia, decidió debatir sobre el inciso séptimo, que pasó a ser octavo, del artículo 24 K, en tanto entender que el particular es fundamental para asegurar la debida autonomía del organismo técnico independiente encargado de hacer las mediciones en este ámbito.


De ese modo, se deja constancia que la propuesta del Ejecutivo reviste el siguiente tenor sobre esta materia:


“Con todo, ningún proveedor de acceso a Internet ni el grupo empresarial del cual formen parte ni sus empresas filiales, coligadas o personas relacionadas con aquél, conforme a las leyes N° 18.045 y Nº 18.046, podrán tener algún tipo de propiedad en el organismo técnico independiente, ni tener este último entre sus miembros fundadores, socios, directores, gerentes o representantes legales, personas relacionadas con dichos proveedores en los mismos términos referidos en las citadas leyes.”.


En efecto, se explicó que las adiciones incorporadas a este respecto, se dirigen a evitar injerencias de parte de las empresas de provisión de servicios de Internet sobre el referido organismo técnico independiente, a fin de que las mediciones que efectúe este último reflejen efectivamente la velocidad con que el usuario está navegando, permitiendo que con dicha información este último realice las reclamaciones correspondientes. 


Para ello, se explicita, en primer lugar, que las filiales o empresas coligadas, o personas relacionadas con los proveedores de acceso a Internet o del grupo empresarial al que pertenezcan, de igual forma, no podrán tener algún tipo de propiedad en el mencionado organismo técnico independiente. En segundo orden, se expresa que este último no podrá tener como miembros fundadores, socios, directores, gerentes o representantes legales, a personas relacionadas con dichas entidades, de acuerdo a lo dispuesto en las leyes N° 18.045 y N° 18.046.


De ese modo, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Matta, sometió a votación el referido inciso de la propuesta en análisis.


En votación el inciso antes indicado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Matta (Presidente), García Huidobro, Letelier y Ossandón, Honorable Diputada señora Sepúlveda y Honorables Diputados señores Pérez, don Leopoldo, Sabag y Urízar, lo aprobó bajo la misma redacción antes expuesta.


De esa forma, se reemplazó el inciso séptimo, que pasó a ser octavo, por el texto previamente descrito.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero


Al igual que con la disposición previamente reseñada, se hace presente que la Comisión Mixta, en tanto considerar que el particular se encuentra estrechamente vinculado a los puntos objeto de la controversia, decidió debatir sobre el artículo primero transitorio de la iniciativa legal en examen, con el objetivo de concordar de buena forma la entrada en vigencia de las exigencias contempladas en el inciso primero del artículo 24 K.


De esa forma, se hace presente que la propuesta, en este respecto, de acuerdo por lo sugerido previamente por el Honorable Diputado señor Urízar, presenta el siguiente tenor:


“Artículo primero.- La obligación contemplada en el inciso primero del artículo 24 K de la ley N° 18.168 se aplicará transcurridos seis meses a contar de la publicación de la correspondiente normativa técnica, tanto a los contratos futuros como a aquellos celebrados antes de su entrada en vigencia. A tales efectos y dentro del mismo plazo, los proveedores de acceso a Internet deberán informar a sus clientes las velocidades promedio, en los distintos tramos horarios de mayor o menor congestión, que corresponden a sus respectivos contratos.”.


En discusión esta propuesta, el Honorable Senador señor García Huidobro, consultó el plazo aproximado para la dictación del referido reglamento.


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, señaló que el plazo aproximado para la dictación del aludido cuerpo reglamentario es de tres meses, por lo que la entrada en vigencia de las disposiciones del referido artículo 24 K tomaría un período total aproximado de nueve meses.


Sin perjuicio de lo señalado, dejó constancia que el Ejecutivo se encuentra desde ya trabajando en el reglamento previamente indicado, por lo que dichos plazos podrían verse acotados.


En votación el artículo primero transitorio previamente señalado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Matta (Presidente), García Huidobro, Letelier y Ossandón, Honorable Diputada señora Sepúlveda y Honorables Diputados señores Pérez, don Leopoldo, Sabag y Urízar, lo aprobó bajo la misma redacción antes expuesta.


De ese modo, el artículo primero transitorio fue sustituido por el mencionado texto.

- - - - - -

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


En mérito de lo expuesto, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros, como forma y modo de resolver las diferencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional, durante la tramitación del proyecto de ley en estudio, que prestéis vuestra aprobación a la proposición que se transcribe a continuación.

ARTÍCULO ÚNICO

Artículo 24 K

Inciso primero


--- Reemplazarlo por los siguientes incisos primero y segundo:


“Artículo 24 K.- Los proveedores de acceso a Internet deberán garantizar un porcentaje de las velocidades promedio de acceso, para los distintos tramos horarios de mayor y menor congestión, ofrecidas en sus diferentes planes comerciales, respecto a las conexiones tanto nacionales como internacionales, alámbricas e inalámbricas, y poner a disposición de los usuarios un sistema o aplicación que permita la medición de dichas velocidades y parámetros técnicos asociados, todo ello de conformidad con la norma técnica a que se refiere el inciso siguiente. Los resultados de las mediciones tendrán el valor de presunción simplemente legal en los procedimientos de reclamo a que hubiere lugar de conformidad al artículo 28 bis. A tal fin el usuario deberá poner a disposición del proveedor de acceso a Internet el resultado de dichas mediciones solicitando la reparación o restitución del servicio, así como una compensación por el tiempo en que el servicio no se hubiese encontrado disponible o funcionando de forma defectuosa. En tal caso, al rechazo por parte del proveedor de la reclamación efectuada por el usuario se deberán acompañar los antecedentes que desvirtúen la presunción. El no hacerlo será causal suficiente para que la Subsecretaría resuelva en favor del usuario.


La norma técnica establecerá las condiciones técnicas de operación y uso de dicho sistema o aplicación, explicitando aquellas variables que puedan afectar la correcta medición, tales como sesgos o mal uso, así como el procedimiento de cálculo de las velocidades promedio, en los distintos tramos horarios de mayor o menor congestión, y del porcentaje garantizado, considerando, entre otros parámetros, el comportamiento del tráfico en los distintos tramos horarios. Dicho sistema deberá entregar mediciones estadísticamente representativas del servicio que recibe un usuario en particular en un período determinado.”.

(Propuesta aprobada por 8 votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención).

Inciso segundo, que pasó a ser tercero


--- Consultar como inciso tercero, el siguiente:


“En todo contrato que se celebre entre uno o más usuarios y un proveedor de acceso a Internet deberán quedar establecidas las velocidades promedio de acceso, en los distintos tramos horarios de mayor o menor congestión, y las demás características técnicas del servicio ofrecido que establezca la Subsecretaría y la restante normativa aplicable, respecto tanto de las conexiones nacionales como de las internacionales. Asimismo, en la publicidad y las ofertas comerciales, deberán consignarse dichas velocidades promedio, en los distintos tramos horarios de mayor o menor congestión, y, en caso de publicitarse velocidades máximas u otra característica relevante que la reemplace, aquéllas deberán destacarse de la misma forma que éstas.”.
(Propuesta aprobada por 8 votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención).

Inciso tercero, que pasó a ser cuarto


--- Sustituirlo por el siguiente:


“Los proveedores de acceso a Internet deberán cumplir con los niveles de calidad de servicio que establezcan las disposiciones que al efecto dicte el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en ejercicio de la potestad contenida en el artículo 24 y la normativa técnica de la Subsecretaría, pudiendo distinguir entre tecnologías. Dicha normativa deberá referirse, explícitamente, a la metodología y periodicidad de las mediciones, a los valores mínimos y demás características técnicas que permitan comercializar servicios de acceso a Internet bajo la denominación de banda ancha u otra análoga a esta última, sea que éstos contemplen o no degradación de velocidad por cuota de tráfico, y a toda otra materia que se estime necesaria en este ámbito.”.

(Propuesta aprobada por 8 votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención).

Inciso séptimo, que pasó a ser octavo


--- Reemplazarlo por el siguiente:


“Con todo, ningún proveedor de acceso a Internet ni el grupo empresarial del cual formen parte ni sus empresas filiales, coligadas o personas relacionadas con aquél, conforme a las leyes N° 18.045 y Nº 18.046, podrán tener algún tipo de propiedad en el organismo técnico independiente, ni tener este último entre sus miembros fundadores, socios, directores, gerentes o representantes legales, personas relacionadas con dichos proveedores en los mismos términos referidos en las citadas leyes.”.
(Propuesta aprobada por 8 votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención).

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero


--- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo primero.- La obligación contemplada en el inciso primero del artículo 24 K de la ley N° 18.168 se aplicará transcurridos seis meses a contar de la publicación de la correspondiente normativa técnica, tanto a los contratos futuros como a aquellos celebrados antes de su entrada en vigencia. A tales efectos y dentro del mismo plazo, los proveedores de acceso a Internet deberán informar a sus clientes las velocidades promedio, en los distintos tramos horarios de mayor o menor congestión, que corresponden a sus respectivos contratos.”.
(Propuesta aprobada por 8 votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención).

- - - - - - 

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY DE APROBARSE LA PROPOSICIÓN DE

LA COMISIÓN MIXTA


A continuación, y a título meramente informativo se inserta, el texto final del proyecto de ley que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet, el que de aprobarse la proposición de vuestra Comisión Mixta, quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones:


1) Modifícase el artículo 24 H, en los siguientes términos:


a) Sustitúyese su encabezamiento por el siguiente: 


“Artículo 24 H.- Los proveedores de acceso a Internet serán aquellas personas jurídicas que presten servicios comerciales de conectividad entre usuarios finales o redes de terceros e Internet y estarán sujetos a las siguientes disposiciones:”.


b) Efectúanse, en su letra a), las siguientes enmiendas:


i) Reemplázase, en el párrafo primero, la frase “En este sentido, deberán ofrecer a cada usuario un servicio de acceso a Internet o de conectividad al proveedor de acceso a Internet, según corresponda,”, por la que sigue: “En este sentido, deberán ofrecer tanto a sus usuarios, en el caso del servicio de acceso a Internet, como a los otros proveedores que les contraten servicios de conectividad para sus usuarios propios,”.


ii) Modifícase su párrafo segundo, como se indica:


1. Sustitúyese la frase “Con todo, los concesionarios de servicio público de telecomunicaciones y los proveedores de acceso a Internet”, por la siguiente: “Con todo, los proveedores de acceso a Internet”.


2. Reemplázase la expresión “Los concesionarios y los proveedores” por “Los proveedores de acceso a Internet”.


c) Sustitúyese, en el párrafo segundo del literal d), la locución “El usuario podrá solicitar al concesionario o al proveedor,” por “El usuario podrá solicitar al proveedor,”.


d) Incorpórase el siguiente inciso final:


“Para los efectos de la sujeción y control del cumplimiento de las obligaciones establecidas en el presente artículo y en los siguientes, los proveedores de acceso a Internet requerirán de concesión de servicio público de telecomunicaciones o de servicios intermedios de telecomunicaciones, según corresponda.”.


2) Sustitúyese, en el artículo 24 I, el texto que señala: “, en que incurran tanto los concesionarios de servicio público de telecomunicaciones que presten servicio a proveedores de acceso a Internet como también estos últimos,”, por el siguiente: “, en que incurran los proveedores de acceso a Internet,”.


3) Incorpórase el siguiente artículo 24 K:


“Artículo 24 K.- Los proveedores de acceso a Internet deberán garantizar un porcentaje de las velocidades promedio de acceso, para los distintos tramos horarios de mayor y menor congestión, ofrecidas en sus diferentes planes comerciales, respecto a las conexiones tanto nacionales como internacionales, alámbricas e inalámbricas, y poner a disposición de los usuarios un sistema o aplicación que permita la medición de dichas velocidades y parámetros técnicos asociados, todo ello de conformidad con la norma técnica a que se refiere el inciso siguiente. Los resultados de las mediciones tendrán el valor de presunción simplemente legal en los procedimientos de reclamo a que hubiere lugar de conformidad al artículo 28 bis. A tal fin el usuario deberá poner a disposición del proveedor de acceso a Internet el resultado de dichas mediciones solicitando la reparación o restitución del servicio, así como una compensación por el tiempo en que el servicio no se hubiese encontrado disponible o funcionando de forma defectuosa. En tal caso, al rechazo por parte del proveedor de la reclamación efectuada por el usuario se deberán acompañar los antecedentes que desvirtúen la presunción. El no hacerlo será causal suficiente para que la Subsecretaría resuelva en favor del usuario.


La norma técnica establecerá las condiciones técnicas de operación y uso de dicho sistema o aplicación, explicitando aquellas variables que puedan afectar la correcta medición, tales como sesgos o mal uso, así como el procedimiento de cálculo de las velocidades promedio, en los distintos tramos horarios de mayor o menor congestión, y del porcentaje garantizado, considerando, entre otros parámetros, el comportamiento del tráfico en los distintos tramos horarios. Dicho sistema deberá entregar mediciones estadísticamente representativas del servicio que recibe un usuario en particular en un período determinado.


En todo contrato que se celebre entre uno o más usuarios y un proveedor de acceso a Internet deberán quedar establecidas las velocidades promedio de acceso, en los distintos tramos horarios de mayor o menor congestión, y las demás características técnicas del servicio ofrecido que establezca la Subsecretaría y la restante normativa aplicable, respecto tanto de las conexiones nacionales como de las internacionales. Asimismo, en la publicidad y las ofertas comerciales, deberán consignarse dichas velocidades promedio, en los distintos tramos horarios de mayor o menor congestión, y, en caso de publicitarse velocidades máximas u otra característica relevante que la reemplace, aquéllas deberán destacarse de la misma forma que éstas.

Los proveedores de acceso a Internet deberán cumplir con los niveles de calidad de servicio que establezcan las disposiciones que al efecto dicte el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en ejercicio de la potestad contenida en el artículo 24 y la normativa técnica de la Subsecretaría, pudiendo distinguir entre tecnologías. Dicha normativa deberá referirse, explícitamente, a la metodología y periodicidad de las mediciones, a los valores mínimos y demás características técnicas que permitan comercializar servicios de acceso a Internet bajo la denominación de banda ancha u otra análoga a esta última, sea que éstos contemplen o no degradación de velocidad por cuota de tráfico, y a toda otra materia que se estime necesaria en este ámbito.


La ejecución de las mediciones de calidad del servicio a que se refiere el inciso anterior serán efectuadas por un organismo técnico independiente, constituido en Chile y con domicilio en el país, y cuyo financiamiento y operación serán definidos en base a los aportes proporcionales de los proveedores del referido servicio, considerando la participación de mercado de cada uno de ellos, pudiendo además contemplar excepciones fundadas, según se establezca en un reglamento del Ministerio. Lo anterior, sin perjuicio de las mediciones que la Subsecretaría efectúe para el cumplimiento de sus funciones.


El organismo técnico señalado en el inciso anterior será designado mediante una licitación pública efectuada por los proveedores del servicio de acceso a Internet, previa aprobación de las bases de dicha licitación por parte de la Subsecretaría de Telecomunicaciones y de conformidad a lo establecido al respecto en el reglamento antes indicado, el cual determinará también todos los demás aspectos relativos a la instalación, organización, funcionamiento y condiciones de los servicios concernientes a la ejecución de las mediciones, sin perjuicio de aquellas materias entregadas a las correspondientes bases.


El resultado de las mediciones efectuadas por el organismo técnico independiente al servicio prestado por los proveedores de acceso a Internet será utilizado por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, entre otros fines, para la elaboración y publicación de informes comparativos que difundan dicho resultado a los usuarios.


Con todo, ningún proveedor de acceso a Internet ni el grupo empresarial del cual formen parte ni sus empresas filiales, coligadas o personas relacionadas con aquél, conforme a las leyes N° 18.045 y Nº 18.046, podrán tener algún tipo de propiedad en el organismo técnico independiente, ni tener este último entre sus miembros fundadores, socios, directores, gerentes o representantes legales, personas relacionadas con dichos proveedores en los mismos términos referidos en las citadas leyes.”.


ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- La obligación contemplada en el inciso primero del artículo 24 K de la ley N° 18.168 se aplicará transcurridos seis meses a contar de la publicación de la correspondiente normativa técnica, tanto a los contratos futuros como a aquellos celebrados antes de su entrada en vigencia. A tales efectos y dentro del mismo plazo, los proveedores de acceso a Internet deberán informar a sus clientes las velocidades promedio, en los distintos tramos horarios de mayor o menor congestión, que corresponden a sus respectivos contratos.


Artículo segundo.- Dentro del plazo de tres meses desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, las personas jurídicas que presten servicio de acceso a Internet y no dispongan de la concesión de servicio público de telecomunicaciones o de servicios intermedios de telecomunicaciones, según corresponda, deberán solicitar dicha concesión ante el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en los términos establecidos en la ley Nº 18.168 y su normativa complementaria. En caso que se empleen medios de terceros debidamente autorizados, no se requerirá la publicación del extracto de la solicitud, ni procederá la oposición a que se refiere el artículo 15 de la citada ley.”.

- - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 23 de noviembre de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente accidental), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín y Manuel José Ossandón Irarrázabal, y de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda Orbenes y señores Gustavo Hasbún Selume, Leopoldo Pérez Lahsen, Jorge Sabag Villalobos y Christian Urízar Muñoz; 7 de marzo de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Manuel Antonio Matta Aragay (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel y Manuel José Ossandón Irarrázabal, y de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda Orbenes y señores Gustavo Hasbún Selume, Leopoldo Pérez Lahsen, Jorge Sabag Villalobos y Christian Urízar Muñoz; 3 de mayo de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Manuel Antonio Matta Aragay (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa (Alejandro García Huidobro Sanfuentes), Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel y Manuel José Ossandón Irarrázabal, y de los Honorables Diputados señores Gustavo Hasbún Selume, Leopoldo Pérez Lahsen y Christian Urízar Muñoz; y 20 de septiembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Manuel Antonio Matta Aragay (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Juan Pablo Letelier Morel y Manuel José Ossandón Irarrázabal, y de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda Orbenes y señores Leopoldo Pérez Lahsen, Jorge Sabag Villalobos y Christian Urízar Muñoz.

Sala de la Comisión, a 27 de septiembre de 2017.
(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GIRARDI, ARAYA Y QUINTANA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 1° DE LA LEY N° 19.712, DEL DEPORTE, PARA EXCLUIR DE LA DEFINICIÓN DE DEPORTE A LAS ACTIVIDADES FÍSICAS QUE INCLUYAN ANIMALES A LOS CUALES SE LES CAUSE DAÑO O SUFRIMIENTO

(11.448- 04)

Considerandos

La cultura es un concepto ampliamente debatido, principalmente por incluir una serie de expresiones de la más diversa índole que manifiestan las tradiciones, formas, expresiones, acciones u omisiones de pueblos, ciudades, países y hasta regiones completas. Sin embargo esta categorización no es eterna, pues al nacer desde la subjetividad del humano y las sociedades, cada cierto tiempo son sometidas a escrutinio y a resignificaciones que pueden incluso llegar a quitar la categoría de "cultural" a ciertas prácticas, ya menos aceptadas o populares por un conjunto social de lo que fueron alguna vez.

Dentro de las expresiones sociales y culturales más populares de cada pueblo o nación, se encuentra la actividad deportiva. Ésta tiene la característica de mezclar tradición, con una búsqueda de bienestar y salud física y mental. El deporte no sólo otorga ciertos beneficios a quienes lo desarrollan, sino que, en muchos casos, al ser una actividad masiva y popular, reporta beneficios sociales de cohesión, recreación y entretenimiento muy valorados por las comunidades.

No obstante, como toda práctica cultural y social, existen momentos en que ciertas actividades son sometidas a un escrutinio que busca cambiar la categorización que tenía por no cumplir con los estándares que la sociedad exige en ciertos momentos de su desarrollo. Ese es el momento que actualmente vive el rodeo, actividad considerada como deporte y cultura por algunos sectores, y contrariamente considerada por otros como un espectáculo de tortura animal que no cumple con los estándares de lo que una sociedad sana considera deporte, esto es, una actividad recreativa y de competencia para la familia, con beneficios físicos, sociales y mentales que no produce daños a terceros que no tienen la posibilidad de elegir o discernir sobre su participación.

Actualmente, la Ley del deporte N° 19.712 en su título primero sobre principios, objetivos y definiciones, establece en su artículo primero lo siguiente:

"Artículo 1°.- Para los efectos de esta ley, se entiende por deporte aquella forma de actividad física que utiliza la motricidad humana como medio de desarrollo integral de las personas, y cualquier manifestación educativo-física, general o especial, realizada a través de la participación masiva, orientada a la integración social, al desarrollo comunitario, al cuidado o recuperación de su salud y a la recreación, como asimismo, aquella práctica de las formas de actividad deportiva o recreacional que utilizan la competición o espectáculo como su medio fundamental de expresión social, y que se organiza bajo condiciones reglamentadas, buscando los máximos estándares de rendimiento."

Tal y como se establece en éste artículo primero, el deporte es una manifestación dirigida a mejorar la salud, motricidad y en general a contribuir con un bienestar general, que incluso en su versión de competencia, busca un desarrollo integral de la persona, es decir, bienestar físico y psíquico para quienes la practican como para quienes la presencian. Sin embargo, la entretención y/o goce con un espectáculo que incluye necesaria e inevitablemente lesiones y maltrato animal, no puede otorgar beneficio social o psicológico alguno sobre la persona que lo presencia o lo practica. Es más, su apreciación puede contribuir a la naturalización de episodios de violencia, que obvian o hasta justifican la sensación de dolor y estrés al que son sometidos los animales en éste tipo de actividades.

Actualmente está actividad, de dudosa valoración ética, deportiva y cultural por las razones expresadas anteriormente, además de ser financiada por los clubes y organizaciones que la promueven, recibe financiamiento público mediante el Fondeporte, la ley de donaciones con fines deportivos, y Fondo Nacional de Desarrollo Regional, en que se destina un 2% a deporte, financiamiento que no debiera ser otorgado por tratarse de una actividad que no sólo no aporta beneficios reales a las personas, sino que además mantiene situaciones de violencia física y psíquica hacia los ejemplares más jóvenes de los bovinos, en razón de una cuestionable y supuesta representación cultural de "la chilenidad".

Actualmente, la ley N° 20.777 reconoce como único deporte nacional a la rayuela, por su carácter tradicional y que representa los juegos típicos del campo chileno, que busca demostrar destreza y habilidad de sus participantes, algo muy distante de lo que ocurre con otras actividades que tienen como acción central el maltrato y sufrimiento animal.

Según la encuesta CADEM realizada en 2016, apenas el 32% de los chilenos dice sentirse identificado con el rodeo, mientras más de la mitad del universo encuestado dice identificarse poco o nada con dicha práctica1. Con estos datos, y teniendo en cuenta que la cultura y el patrimonio no tienen que ver con preservar ciertas tradiciones por el sólo hecho de tener muchos años de historia, sino más bien con preservar instancias que nos identifican, otorgan beneficios y nos hacen crecer y evolucionar como sociedad, es que consideramos absolutamente legítimo replantear y resignificar la actividad del rodeo como deporte, y con ello modificar la legislación para evitar que ésta o cualquier tipo de actividad de éste tipo generen daños a terceros.

Por las consideraciones anteriormente expuesta, se propone el siguiente proyecto de ley:

Proyecto de Ley

Agréguese el siguiente inciso segundo al artículo 1 a la Ley del Deporte N° 19.712 en los siguientes términos:

"En ningún caso se considerará ni se reconocerá como deporte aquella actividad física que utilice o incluya a un animal como un tercero, teniendo este como único fin ser objeto de explotación física y psíquica, causándole daño y sufrimiento, cualquiera sea su gravedad e intensidad, sea por medio de otro animal o por instrumentos utilizados por otra persona."

(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Senador.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.
_______________________________
1.Encuesta Plaza Pública CADEM, 26 septiembre 2016 http://plazapublica.cl/wo-content/uploads/Track-PP141-Sep-Sem4-VF.pdf
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORAS GOIC Y MUÑOZ Y SEÑORES LARRAÍN, PROKURICA Y QUINTEROS, CON LA QUE DAN COMIENZO A UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 18.700, SOBRE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS, EN LO RELATIVO AL EJERCICIO DEL DERECHO A SUFRAGIO POR PARTE DE TRABAJADORES DEPENDIENTES

(11.450- 06)

FUNDAMENTOS

La ley núm. 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de garantizar el sufragio universal en las elecciones de las autoridades representativas del país y al mismo tiempo facilitar la participación democrática de los ciudadanos en ellas, dispone en su artículo 169 que "[e]l día que se fije para la realización de las elecciones y plebiscitos será feriado legal". Por su parte, el artículo 35 del Código del Trabajo dispone que "[l]os días domingo  y aquellos que la ley declare festivos serán de descanso, salvo respecto de las actividades autorizadas por ley para trabajar en esos días"1. Por tanto, los días de votaciones, por regla general, no son días de trabajo y en ellos solo podrán laborar aquellos trabajadores que estén exceptuados por ley.

En relación con el ejercicio del derecho a sufragio, el artículo 155 de la citada ley núm. 18.700 establece, en su inciso primero, que "[n]inguna autoridad o empleador podrá exigir servicio o trabajo alguno que impida votar a los electores". De este modo, tal disposición refuerza el principio de que la actividad laboral no puede constituir un obstáculo para el mismo.

Con todo, el inciso segundo del aludido artículo 155 se pone en la hipótesis de "aquellas actividades que deban necesariamente realizarse el día en que se celebrare una elección o plebiscito", e inclusive en ese caso busca garantizar el ejercicio del derecho, disponiendo que "los trabajadores podrán ausentarse durante dos horas, a fin de que puedan sufragar, sin descuento de sus remuneraciones". Es el artículo 38 del Código del Trabajo el que identifica actividades empresariales exceptuadas del descanso en días domingos y festivos, cuya jornada de trabajo puede incluir estos días.

Incluso respecto de las excepciones contempladas para determinadas actividades al descanso en el artículo 38 del Código del Trabajo, el legislador ha preferido garantizar el ejercicio del derecho a sufragio, dejando sin efecto en algunos casos tales excepciones. Así, aunque en los establecimientos de comercio y de servicios que atiendan directamente al público los trabajadores que realicen dicha atención pueden normalmente laborar en domingos y festivos, se ha dispuesto, a partir de la ley núm. 19.973, que "esta excepción no será aplicable a los trabajadores de centros o complejos comerciales administrados bajo una misma razón social o personalidad jurídica, en lo relativo al feriado legal establecido en el artículo 169 de la ley N° 18.700 y en el artículo 106 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades". Es decir, estos dependientes de comercio, normalmente exceptuados del descanso en domingos o festivos, contarán con el día feriado correspondiente a las elecciones y plebiscitos.

Sin embargo, las disposiciones hasta ahora vigentes no han sido suficientes para garantizar el principio de que la actividad laboral no pueda constituir un obstáculo para el ejercicio del derecho a sufragio, tratándose de trabajadores que se desempeñen en labores o faenas exceptuadas legalmente del descanso en días domingos y festivos, que se encuentren a cierta distancia del lugar donde ellos deban sufragar, para los cuales el permiso limitado a dos horas no les permite desplazarse desde el lugar de trabajo al de sufragio y regresar oportunamente al primero.

Mediante la presente iniciativa, se propone que el período de dos horas, contemplado en el inciso segundo del artículo 155 ley núm. 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, se establezca como un mínimo, cuya ampliación será determinada en cada caso en consideración al tiempo necesario para el viaje de ida y vuelta del trabajador para sufragar. Además, se considera que el empleador deberá proporcionar los medios de movilización necesarios si entre la ubicación de las faenas y el lugar donde el trabajador deba sufragar no existiesen medios de transporte público.

En consideración a lo precedentemente señalado, venimos en presentar el siguiente

PROYECTO DEL LEY

Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 155 de la Ley N° 18.700 sobre votaciones populares y escrutinio:

1. Intercálase en el inciso segundo, entre la palabra "horas" y la coma que le precede, la expresión "a lo menos".

2. Agrégase los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:

"El tiempo señalado en el inciso anterior, será determinado, en cada caso, en consideración al tiempo suficiente para los traslados hacia y desde el local de votación respectivo.

Si entre la ubicación de las faenas y el lugar donde el trabajador deba sufragar no existiesen medios de transporte público, el empleador deberá proporcionar entre ambos puntos los medios de movilización necesarios, que reúnan los requisitos de seguridad que determine el reglamento respectivo. ".

(Fdo.): Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador. 
____________________
1.De la aplicación conjunta de las normas de la ley núm. 18.700 y del Código del Trabajo, el cese de las actividades laborales con ocasión del día de la votación popular comenzará a las veintiuna horas del día anterior y terminará a las seis horas del día siguiente, salvo alteraciones horarias que ocurran con motivo de rotación de turnos.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR BIANCHI, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE INCORPORA UN ARTÍCULO NUEVO EN LA CARTA FUNDAMENTAL PARA ESTABLECER EL DERECHO DE CADA REGIÓN DEL PAÍS A CONTAR CON UN FERIADO REGIONAL

(11.451-06)
En estas fechas todo el país celebra una nueva conmemoración del 18 de septiembre de 1810, fecha en que ocurrió la Primera Junta de Gobierno, acto iniciatorio de un proceso de Independencia de nuestro país de la corona española que sin duda marcó en forma definitiva la historia de nuestra nación, quisiéramos reflexionar y hacer una propuesta respecto a otras celebraciones que existen en nuestro país, que no son de carácter nacional, sino que regionales e incluso otras provinciales o comunales.

La identidad regional ha tomado gran importancia en los últimos años, cuestión que se ha visto reflejada en un gran reclamo por descentralización del poder y de reconocimiento de las autonomías de cada región

Desde un punto de vista cultural dicho despertar regional, ha tenido como expresión el requerimiento de muchas comunas y regiones del reconocimiento de sus propias tradiciones e historias locales, lo que ha provocado la presentación de numerosos proyectos de ley que solicitan la declaración de feriado regional para alguna región en particular.

Desde 1994 se han presentado 45 iniciativas legales que proponen la declaración de feriados regionales. De ellas dos se han visto reflejadas en feriados regionales que existen en nuestro calendario de forma permanente y otros 8 cuya vigencia se extendió exclusivamente por un año.

De dichos proyectos cabe destacar la reciente aprobación de proyecto de ley que declara el 21 de septiembre del presente año como feriado regional para la Región de Magallanes y la Provincia de Chiloé.

Sin embargo, quisiéramos hacer una reflexión más profunda respecto a este proceso de creciente reclamo por feriados regionales que existe en nuestro país.

En primer lugar, estimamos que el derecho de cada región a contar con un feriado propio y particular debe estar asegurado en la Constitución Política, ya que no siempre se está de acuerdo por todo el país con los feriados regionales, por lo que creemos que entregarle una legitimidad constitucional sin duda que colaborará a dar mayor certeza a las regiones de que la Constitución Política les asegura este derecho.

Por otro lado estimamos que en la misma Constitución debe quedar establecido que la ley que establezca un procedimiento para la declaración de feriado regional debe asegurar la igual y justa participación de cada una de las comunas que componen la Región en dicha decisión.

Lo anterior, debido a que no solo se vive un centralismo a nivel nacional, sino que dentro de las mismas regiones se vive un centralismo donde las capitales regionales prevalecen con fuerza desplazando a las comunas más pequeñas, cuestión que sin duda debe ser revertida asegurándose en la constitución la debida participación de cada una de las comunas en la determinación del feriado regional.

Recientemente el Ejecutivo ha presentado un proyecto de ley que regula la declaración de un día como feriado regional Boletín 11349-06, dicho proyecto se encuentra en primer trámite constitucional en la Comisión de Gobierno del Honorable Senado.

El proyecto recién señalado propone un mecanismo para la declaración de feriado regional consistente en que el Gobernador Regional propondrá un día al Consejo Regional, órgano que por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, podrá aprobar, modificar o suprimir la declaración de un día como feriado regional. Ahora bien, mientras no sea electo el Gobernador Regional, el Intendente, como ejecutivo del Gobierno Regional, deberá proponer al Consejo Regional la declaración de un día como feriado regional.

Sin perjuicio de la presentación de dicho proyecto y su discusión en general y en particular que tendrá que darse y de nuestra opinión respecto al procedimiento propuesto, creemos necesario asegurar constitucionalmente el derecho de cada región a contar con su feriado regional, y junto con esto creemos fundamental establecer en la constitución que la ley que regule la declaración de un día como feriado regional deberá asegurar la justa e igual participación de todas las comunas que integran la región en la determinación de dicho feriado

Por las razones antes expuestas es que venimos en presentar el siguiente

Proyecto de Reforma Constitucional

Artículo Único: Incorpórese el siguiente artículo 125 bis a la Constitución Política de la República

125 bis: Cada Región tendrá el derecho de contar con un feriado Regional cada año.

La ley que regule el procedimiento de declaración de feriado regional deberá asegurar la justa e igual participación de cada una de las comunas que componen la región en la determinación del día declarado como feriado regional.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA LILY PÉREZ, CON LA QUE COMIENZA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE EL 7 DE FEBRERO COMO EL DÍA NACIONAL POR LA NO VIOLENCIA EN EL POLOLEO

(11.461-07)
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La violencia en las relaciones de pololeo es un fenómeno cuyas cifras de ocurrencia han aumentado notoriamente en los últimos años, o bien, son cifras que han salido del anonimato constituyéndose como una preocupación para las autoridades públicas. Lo cierto es que, a partir de una serie de casos de notoriedad, la violencia en el pololeo ha pasado a ser un caso de violencia en relaciones de pareja que requiere de algún tipo de intervención pública que satisfaga la necesidad de protección de los derechos de las partes involucradas, especialmente cuando es la mujer quien es víctima de dicha violencia.

Por cierto, debemos considerar, dentro de la idea de relaciones de pololeo, todas aquellas relaciones de pareja en las cuales no existe convivencia o cohabitación, no importando si los individuos son de distinto o igual sexo. Esto porque lo que debe ser protegido es la confianza que existe dentro de una relación de pareja, la cual puede ser usada por uno a fin de imponer algún tipo de abuso al otro, ya sea físico o psicológico.

A su vez, siempre se ha considerado que las relaciones de pololeo sólo se presentan en el segmento etario adolescente, lo cual no es del todo cierto. Cada día más existen relaciones de pareja sin convivencia o cohabitación en distintos rangos etarios, lo cual exige diseñar políticas de prevención apuntadas a cada rango de edad de manera diferenciada. Pero, cabe reconocer, que dichos casos de violencia en el pololeo son mucho más problemáticos cuando son adolescentes los que están involucrados, tanto como víctimas y victimarios, pues exige una respuesta a fin de trabajar en el apoyo psicológico de la víctima y la corrección de dichas conductas del victimario.

Cifras actuales han demostrado que esta ya es una realidad presente en la sociedad chilena. El Instituto Nacional de la Juventud realizó en el año 2016 el estudio denominado "Percepciones sobre la violencia en el pololeo", en el cual se reunieron 1.012 casos de jóvenes de todas las regiones del país y niveles socioeconómicos. Resulta relevante que dicho estudio establece que un 51% de la población encuestada señala que conoce a alguna persona que haya sido víctima de violencia en el pololeo, del cual un 88% dice saber de insultos, humillaciones, gritos en parejas, y un 54% señala saber de empujones o de arrojar cosas.

El mismo estudio señala cuales son las conductas percibidas como violentas para los jóvenes, dentro de las cuales se considera darse golpes, empujarse o tirarse cosas en una discusión, presionar a la pareja a tener relaciones sexuales, revisar el celular o redes sociales sin consentimiento, prohibir acciones en el uso del celular y en redes sociales. Una de las mayores causas de la violencia en el pololeo son los celos (49%), el machismo (40%), el alcohol y drogas (37%). Además, un 64% de los jóvenes entrevistados están de acuerdo con que las Redes Sociales, mediante los mensajes textuales y visuales que emiten, fomentan o promueven alguna forma de violencia en la pareja.

Esta preocupación ya ha sido tomada en cuenta por iniciativas legislativas. En el presente año, he presentado junto a los senadores Navarro y Quintana, un proyecto de ley que tiene por finalidad modificar el artículo 390 del Código Penal, ampliando el tipo del parricidio a las relaciones de pareja sin convivencia. Esto dado a que en dichas circunstancias de violencia en el pololeo están presentes los mismos bienes jurídicos que el tipo de parricidio busca proteger, vale decir, la confianza entre dos individuos dentro de una relación de pareja, a partir de la cual puede iniciarse conductas violentas que pueden llegar incluso a la muerte. El pololeo que debiera estar exento de este tipo de situaciones ha pasado a constituir en algunos casos la antesala de la violencia doméstica o intrafamiliar, lo cual debe ser erradicado desde un comienzo.

La violencia en el pololeo no se encuentra sancionada por la Ley N° 20.066 sobre Violencia Intrafamiliar dado que su marco legal se restringió a las parejas que eran o habían sido convivientes o tenían un hijo en común, dejándose fuera en ese momento la figura de violencia dentro del pololeo. Bajo este contexto legal el caso de Antonia Garros de 23 años de edad de la comuna de Concepción, que cayó desde un piso 13 en medio de una discusión con su ex pareja, trajo una vez más al debate público la violencia en el pololeo y por qué las actuales leyes e institucionalidad no la protegieron. Lo anterior, no obstante, que la joven había denunciado constantes maltratos físicos y psicológicos dentro de su pololeo en las instancias respectivas, aunque la normativa vigente presenta obstáculos más que soluciones para prevenir o sancionar estas conductas.

Es por ello que es necesario concientizar respecto a esta realidad actual, coordinando políticas gubernamentales de prevención con políticas de tratamiento para infractores. Esta iniciativa legislativa busca instaurar el 7 de febrero como el día para la no violencia en el pololeo, aprovechando la mayor cobertura mediática de los medios de comunicación y del comercio a propósito del 14 de febrero como el día de los enamorados. Esto dado que lo que se pretende con esta iniciativa es evidenciar una lamentable realidad presente en nuestra sociedad, reconocerla en nuestros propios círculos sociales y sensibilizar respecto a la necesidad de prevenir y tratar estos casos.

PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO ÚNICO: Establézcase el 7 de febrero de cada año como el día nacional para la no violencia en el pololeo, autorizándose para que dicho día se lleven a cabo distintas manifestaciones conmemorativas a lo largo del país".

(Fdo.): Lily Pérez San Martín, Senadora.
13
OFICIO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, CON EL QUE COMUNICA QUE HA APROBADO LA PROPOSICIÓN FORMULADA POR LA COMISIÓN MIXTA CONSTITUIDA PARA RESOLVER LAS DIVERGENCIAS SUSCITADAS DURANTE LA TRAMITACIÓN DEL PROYECTO QUE CREA EL SISTEMA DE EDUCACIÓN PÚBLICA Y MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES

(10.368-04)

Oficio Nº 13.534

VALPARAÍSO, 3 de octubre de 2017

Tengo a honra comunicar a V.E. que la Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales, correspondiente al boletín N° 10.368-04.
Hago presente a V.E. que dicha proposición fue aprobada con el voto favorable de 93 diputados, de 119 en ejercicio, dándose cumplimiento de esta forma a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Acompaño la totalidad de los antecedentes.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE CREA EL SISTEMA DE EDUCACIÓN PÚBLICA Y MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES

(10.368-04)
HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS,

HONORABLE SENADO:


La Comisión Mixta, constituida en conformidad con lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República.

- - -

La Cámara de Diputados, Cámara de origen, en sesión de 13 septiembre de 2017, designó como miembros de la Comisión Mixta a los Honorables Diputados señora Yasna Provoste Campillay y señores Germán Becker Alvear, Jaime Bellolio Avaria, Manuel Monsalve Benavides y Alberto Robles Pantoja. 


El Senado, por su parte, en sesión celebrada el día 20 de septiembre del mismo año, designó como integrantes de la Comisión Mixta a los Honorables Senadores que conforman su Comisión de Educación y Cultura, vale decir, a los Honorables Senadores señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala, Jaime Quintana Leal, Fulvio Rossi Ciocca e Ignacio Walker Prieto.


Posteriormente, el Honorable Senador señor Rossi fue reemplazado por el Honorable Senador señor Carlos Montes Cisternas.

Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 20 de septiembre de 2017, con la asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala, Carlos Montes Cisternas, Jaime Quintana Leal e Ignacio Walker Prieto, y Honorables Diputados señora Adriana Provoste Campillay y señores Germán Becker Alvear, Jaime Bellolio Avaria, Manuel Monsalve Benavides y Alberto Robles Pantoja. En dicha oportunidad, la unanimidad de sus integrantes eligió como Presidente al Honorable Senador señor Ignacio Walker Prieto.


Además de sus integrantes, asistió a una de las sesiones de la Comisión Mixta, la Diputada señora Cristina Girardi.



A una o más sesiones celebrada por la Comisión Mixta asistieron:


Del Ministerio de Educación: la Ministra, señora Adriana Delpiano; la Subsecretaria, señorita Valnetina Quiroga y los asesores, señoras Misleya Vergara; Mónica Vásquez; María Paz Donoso y Luz María Gutiérrez y señores Rodrigo Roco y Gustavo Paulsen y la Jefa de Prensa, señora Gabriela Bade. 



Del Ministerio Secretaria General de la Presidencia: el Ministro, señor Gabriel de la Fuente y los Asesores, señorita María José Solano y señores Alejandro Fuentes; Felipe Cowley; Vicente Aliaga, y Exequiel Silva. 



De la oficina del Diputado Robles: los Asesores, señorita Mery Tamayo y señor Francisco Donoso. 



Del Comité DC: los Asesores señorita Ximena Gutiérrez y señor Pedro Montt. Del Comité UDI: el Asesor, señor Jorge Barrera. 



De Fundación Jaime Guzmán: el Asesor, señor Felipe Rössler.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Hacemos presente que, de conformidad a lo dispuesto en el número 11 del artículo 19, y en los artículos 38 y 118 de la Constitución Política de la República, los artículos 29, 30, 31, 33, 34, 35, 49, 50, 51, 52, 53, 68, 79, número 5) del artículo 80 permanentes, así como los artículos cuarto, séptimo, octavo, noveno,1 vigésimo primero y trigésimo segundo, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, conforme lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental..
- - -

DESCRIPCIÓN DE LA NORMA EN CONTROVERSIA Y ACUERDOS DE LA COMISIÓN MIXTA

La Honorable Cámara de Diputados aprobó, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales.
En segundo trámite constitucional, el Honorable Senado introdujo diversas modificaciones al proyecto aprobado en el primer trámite, todas las cuales fueron aprobadas también por la Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, con excepción de las que se indican a continuación, que rechazó y que son materia de la competencia de esta Comisión Mixta, las que se transcriben a continuación. 

Artículo 44 ( Pasó a ser artículo 12, nuevo)


Durante el segundo trámite constitucional, el Senado consideró el artículo 44 de la Honorable Cámara de Diputados, que constaba de diversa letras, como un nuevo artículo 12, el cual consta, asimismo, de varios literales. Para efectos de este informe, y por ser de la competencia de la Comisión Mixta, se transcriben sólo tres de esos literales, como se consigna a continuación:


El texto de la Honorable Cámara de Diputados es el siguiente:


“Artículo 44.- Funciones y atribuciones especiales del consejo de profesores en los establecimientos educacionales de dependencia de los Servicios Locales. El consejo de profesores es una instancia colegiada de carácter técnico pedagógico y sus funciones se enmarcarán en dicho ámbito.


Sin perjuicio de lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, serán funciones y atribuciones del consejo de profesores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, las siguientes:


a) Aprobar, a propuesta del equipo directivo, el reglamento de evaluación del establecimiento.


b) Participar en la elaboración del reglamento de convivencia escolar.


c) Aprobar la aplicación de medidas disciplinarias de conformidad al reglamento de convivencia escolar y la normativa vigente.”


El Senado, por su parte, en el segundo trámite constitucional, aprobó el siguiente texto:


“Artículo 12.- Funciones y atribuciones especiales del consejo de profesores en los establecimientos educacionales de dependencia de los Servicios Locales. El consejo de profesores es una instancia colegiada de carácter técnico pedagógico y sus funciones se enmarcarán en dicho ámbito. El consejo deberá sesionar, a lo menos, una vez al mes, y sus reflexiones y propuestas quedarán registradas en un acta numerada de sus sesiones.


Sin perjuicio de lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, serán funciones y atribuciones del consejo de profesores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, las siguientes:

Letra a)


a) Dar su opinión sobre la propuesta de reglamento de evaluación y promoción de los alumnos del establecimiento, sugerida por el equipo directivo.
Letra b)


b) Participar en la elaboración del reglamento de convivencia escolar.

Letra c)


c) Emitir su opinión respecto de la aplicación de medidas disciplinarias, de conformidad al reglamento de convivencia escolar y a la normativa vigente, especialmente lo dispuesto en el literal d) del artículo 6 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998.


Como se señaló con antelación, en el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó las funciones que se consignan en los referidos literales.


Cabe hacer presente que no obstante que la Honorable Cámara de Diputados informó como objeto de la discrepancia los tres literales anteriormente transcritos, las diferencias deben entenderse circunscritas solamente a las los literales a) y c), toda vez que el texto aprobado para la letra b) es idéntica en ambas Cámaras. Por ende, la letra b) transcrita se dio por aprobada por no presentar diferencias entre los textos aprobados tanto por la honorable Cámara de Diputados y las modificaciones incorporadas por el Senado durante el segundo trámite constitucional. 


En relación con esas dos letras y, en particular, respecto del literal c) descrito, la Ministra de Educación, señaló que la norma que aprobó el Senado, en el segundo trámite constitucional, y que el Ejecutivo propone mantener, corresponde a una norma similar a la que está contenida en la ley N° 20.845, de inclusión escolar que regula la admisión de los y las estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del estado, en que el Consejo de profesores es el que tiene las facultades para emitir opinión respecto de la aplicación de las medias disciplinarias de conformidad al reglamento de convivencia escolar, en el que, además, no actúa sólo sino que con la colaboración del Consejo Escolar.


El Honorable senador señor Montes concordó con la señora Ministra, en atención a que la propuesta de la letra c) involucra a los profesores en la obligatoriedad de consulta de respecto de la aplicación de normas disciplinarias de conformidad al mencionado reglamento de convivencia escolar.

- - -


En base al debate habido en el seno de la Comisión Mixta, se estimó oportuno mantener la redacción propuesta por la Honorable Cámara de Diputados para la letra a) y considerar la que aprobó el Senado para la letra c).


En esa virtud, la redacción para las referidas  letras a) y c) fueron sometidas a votación de manera separada, como se consigna a continuación:

Letra a)


Este literal resultó aprobado en los mismos términos dispuestos por la Honorable Cámara de Diputados por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio y los Honorables Diputados señora Provoste y señores Bellolio y Robles. Votaron en contra el honorable Senador señor Allamand y el Honorable Diputado señor Becker. 

Letra c)


Esta letra resultó aprobada en los mismos términos propuestos por el Senado por la unanimidad de sus miembros presentes: Honorables Senadores señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio y los Honorables Diputados señora Provoste y señores Bellolio, Becker y Robles.


De esta manera la proposición de la Comisión Mixta respecto de las letras a) b) y c) del artículo 12, queda como sigue: 



“a) Aprobar, a propuesta del equipo directivo, el reglamento de evaluación del establecimiento.


b) Participar en la elaboración del reglamento de convivencia escolar.


c) Emitir su opinión respecto de la aplicación de medidas disciplinarias, de conformidad al reglamento de convivencia escolar y a la normativa vigente, especialmente lo dispuesto en el literal d) del artículo 6 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998.”.

Artículo 47 (que pasó a ser 70)


Durante el primer trámite constitucional, la Honorable Cámara de Diputados aprobó un artículo 47 del siguiente tenor:


“Artículo 47.- Modifícase el decreto ley N° 3.166, de 1980, que Autoriza la entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico profesional a las instituciones o a las personas jurídicas que indica, de la siguiente forma: 


1) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 1°:


a) Agrégase, en el inciso primero, luego de “El Ministerio de Educación Pública” la frase “, a través de la Dirección de Educación Pública,”.


b) Agrégase el siguiente inciso final:


“Asimismo, al término de la vigencia de los convenios, de acuerdo a la presente ley y el convenio respectivo, el Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública podrá renovarlos con las entidades administradoras o traspasarla a los Servicios Locales de Educación Pública.”.


2) Sustitúyese, en el artículo 5°, la expresión “del Ministerio de Educación Pública” por “de la Dirección de Educación Pública”.


En el segundo trámite constitucional, y en razón de una serie de modificaciones que alteraron la numeración correlativa del texto aprobado en general, esta disposición pasó a ser artículo 70. Además de lo anterior, el Senado intercaló, en el inciso final que propone el literal b) de su numeral 1), a continuación de la expresión “administradoras”, lo siguiente: “, traspasarlos a otra entidad administradora”.”


La referida modificación, fue rechazada por la Cámara de Diputados en el tercer trámite constitucional.


Respecto de esta divergencia, el Honorable Diputado señor Bellolio expresó que esta modificación al decreto ley Nº 3.166, de 1980, que autoriza la entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico profesional a instituciones o personas jurídicas que indica, implica el traspaso a cualquier otra entidad administradora en caso de que la evaluación del Ministerio de Educación no sea positiva. En este sentido, hizo presente que se exigen requisitos para el traspaso a terceros pero no se hace lo mismo en caso de que estos sean trasladados a otros servicios locales. 


La Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano, explicó que en caso de que los establecimientos no sean bien evaluados al momento de la revisión de los convenios, se abrirán nuevos procesos para, en ese caso, considerar otras alternativas de acuerdo con criterios objetivables tales como las evaluaciones de desempeño de la Agencia de la Calidad de Educación, la pertinencia del proyecto educativo educativo institucional del establecimiento en relación con la Estrategia Nacional de Educación Pública y la vinculación del establecimiento con el sector productivo y el fomento de la continuidad de estudios de los alumnos. 


A su turno, la Honorable Diputada señora Provoste sugirió al Ejecutivo establecer criterios de evaluación objetivos para avanzar respecto de lo que se había propuesto primitivamente; en razón de que los establecimientos educacionales sometidos al régimen del decreto ley Nº 3.166 deben formar parte de los Servicios Locales de Educación y, por lo tanto, estar sometidos a sus mismo régimen.


El Ejecutivo, como forma y modo de solución de esta controversia, formuló la siguiente redacción:


Para reemplazar el literal b) de su numeral 1) por el siguiente:


“b) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto:


“Asimismo, al término de su vigencia, la Dirección de Educación Pública podrá, mediante resolución fundada, renovar el convenio con la entidad administradora; traspasar la administración del establecimiento educacional al Servicio Local de Educación Pública que corresponda; o suscribir un nuevo convenio con otra entidad de las señaladas en el inciso primero de este artículo, para lo cual deberá analizar la propuesta que se le presente por dicha entidad, considerando a lo menos los criterios indicados en los literales a), b) y c) del inciso siguiente.


Para realizar la evaluación de cada convenio, la Dirección de Educación Pública deberá considerar, a lo menos, los siguientes elementos:


a) Evaluaciones de desempeño de la Agencia de Calidad de la Educación; reclamos, denuncias, sanciones e infracciones a la normativa educacional que haya conocido o aplicado la Superintendencia de Educación; así como cualquier otro informe, evaluación o información de que dispongan estos organismos respecto del establecimiento educacional.


b) Pertinencia del proyecto educativo institucional del establecimiento en relación con la Estrategia Nacional de Educación Pública y las políticas del Ministerio de Educación en el área de la formación técnico-profesional. 


c) Vinculación del establecimiento con el sector productivo y fomento de la continuidad de estudios de los alumnos.”.”.


- Sometida a votación la nueva propuesta del Ejecutivo, resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio; y Honorables Diputados señora Provoste y señores Bellolio, Becker y Robles. 

Artículo 55 (que pasó a ser 80)


Esta disposición del texto aprobado por la Honorable Cámara en el primer trámite constitucional efectúa diversas modificaciones a la ley N° 20.248, sobre subvención escolar preferencial. En particular cabe mencionar la enmienda consignada en el numeral 5), que es del siguiente tenor:

Número 5)


5) Reemplázase el inciso tercero de artículo 28 por el siguiente:


“En el caso de no lograrse los resultados educativos señalados en el inciso primero, los establecimientos estarán afectos a los mecanismos establecidos en los artículos 30, 31 y 31 bis de la ley Nº 20.529, según corresponda.”.


Durante el segundo trámite constitucional el Senado, además de considerar este precepto como artículo 80, como se señaló precedentemente, modificó el referido numeral, que en lo sustantivo, elimina la referencia al artículo 31 bis de la ley N° 20.529.


Cabe hacer presente que la modificación efectuada por el Senado se debe a que la referida ley no contempla un artículo 31 bis, y por lo tanto, las normas aplicables son las de los artículos 30 y 31 de dicha normativa, enmienda que fue rechazada en el tercer trámite constitucional por la Cámara de Diputados.


Es necesario consignar que estas disposiciones prevén, artículo 30, que en el caso de aquellos establecimientos educacionales que no exhiban una mejora significativa luego de tres años de haber sido ordenados como de Desempeño Insuficiente, la Agencia (de Calidad de la Educación) deberá informar a los padres y apoderados de dichos establecimientos educacionales sobre la situación en que éstos se encuentran.


Añade el precepto que dicha comunicación se enviará por carta certificada o por cualquier otro medio que el Ministerio de Educación determine, siempre que se cumpla con el objeto de informar directamente a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento y contendrá información relevante sobre los treinta establecimientos educacionales más cercanos que estén ordenados en categorías superiores.


Asimismo, se contempla otorgar facilidades de transporte para que los alumnos accedan a establecimientos educacionales que estén ordenados en categorías superiores. El Ministerio de Educación deberá dictar un decreto supremo, suscrito además por el Ministro de Hacienda, que regule esta materia.





Po su parte, el artículo 31 señala que si después de cuatro años, contados desde la comunicación señalada en el artículo 28, y con excepción de lo previsto en el inciso segundo del artículo 29, el establecimiento educacional se mantiene, considerando como único factor el grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje, en la categoría de Desempeño Insuficiente, la Agencia (de Calidad de la Educación), dentro del primer semestre, certificará dicha circunstancia. Con el solo mérito del certificado el establecimiento educacional perderá, de pleno derecho, el reconocimiento oficial al término del respectivo año escolar.





- De acuerdo con lo explicado, y a la tratarse de una modificación formal que no incide en la legislación vigente, la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miebros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Montesy Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señora Provoste y señores Bellolio, Becker y Robles, aprobó la enmienda del Senado, esto es, reemplazar en su encabezamiento la preposición “de” por “del” y sustituir en el inciso tercero la expresión 30, 31 y 31 bis” por “30 y 31”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo sexto


En el primer trámite constitucional, la Honorable Cámara de Diputados aprobó el siguiente texto:


“Artículo sexto.- Entrada en funcionamiento de los Servicios Locales. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año a contar de la publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Educación, que deberán llevar la firma del Ministro de Hacienda, determine la fecha en que iniciarán sus funciones los Servicios Locales, de conformidad a las siguientes reglas:


El Servicio Local de la región de Magallanes y la Antártica Chilena deberá entrar en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2017.


Los Servicios Locales de la región de Atacama deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2017 y el 30 de junio de 2018.


Los Servicios Locales de la región de Coquimbo deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2017 y el 30 de junio de 2020.


Los Servicios Locales de las regiones Metropolitana de Santiago y del Biobío deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2017 y el 30 de junio de 2022.


El Servicio Local de la región de Arica y Parinacota deberá entrar en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2018.


Los Servicios Locales de las regiones de Tarapacá y de Antofagasta deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2018 y el 30 de junio de 2019.


Los Servicios Locales de la región de Valparaíso deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2018 y el 30 de junio de 2021.


El Servicio Local de la región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo deberá entrar en funcionamiento entre el 1 el enero y el 30 de junio de 2019.


Los Servicios Locales de la Región de Los Ríos deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2019 y el 30 de junio de 2020.


Los Servicios Locales de las regiones del Libertador Bernardo O’Higgins y de La Araucanía deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2019 y el 30 de junio de 2021.


Los Servicios Locales de las regiones del Maule y de Los Lagos deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2019 y el 30 de junio de 2022.


Con todo, los Servicios Locales entrarán en funcionamiento con al menos seis meses de anticipación a la fecha de traspaso del servicio educacional.


Concluido el proceso de traspaso del servicio educacional a todos los Servicios Locales, y en atención a criterios de matrículas de estudiantes, números de establecimientos, distancia y conectividad, entre otros, el Director de Educación Pública podrá proponer al Ministerio de Educación la revisión del número de Servicios Locales y de las comunas que comprenda, sin alterar el marco financiero dispuesto para la presente ley.”


En el segundo trámite constitucional, el Senado lo reemplazó por otro, nuevo, con nuevas fechas de instalación de los Servicios locales. Asimismo, introdujo dos nuevos incisos del siguiente tenor:

Inciso penúltimo


Dispone que el Presidente de la República, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, podrá, en el marco de las reglas anteriores, modificar el calendario de la segunda etapa de instalación.

Inciso final


Establece que si, por razones fundadas, se hiciera necesario extender las fechas de entrada en funcionamiento de la segunda etapa de instalación más allá del año 2025, el Presidente de la República podrá, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, y previo informe favorable del Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública, prorrogar dicho proceso por un nuevo período delimitado. Para estos efectos, deberá considerar además el informe de la Agencia de Calidad de la Educación respecto de la implementación de la primera etapa de instalación al que hace referencia el artículo séptimo transitorio.”.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó ambos incisos.


Al debatir esta divergencia, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, explicó que la gradualidad en la implementación del nuevo sistema de educación pública fue un tema ampliamente debatido por la Comisión de Educación y Cultura del Senado, como quedó reflejado en sus informes. Por esa misma razón, y dado que es un tema sensible, propuso que la prórroga de la fecha de instalación de los nuevos Servicios Locales fuera más allá de la que se dispuso por el Senado - no consignó temporalidad acotada - y que abarcara, como fecha de cierre, el año 2030, dado que eso entrega un período de tiempo mayor que alcanza, incluso, tres períodos de Gobierno, con lo que, en su opinión, se logra la instalación de una política pública de largo plazo con visión de Estado. 


En relación con lo anterior, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, hizo presente que el Ejecutivo honraría el compromiso que en su momento adoptó con la Comisión de Educación y Cultura del Senado, por lo que es competencia de esta Comisión Mixta modificar el mismo, es decir, pronunciarse respecto de la propuesta formulada por la Senador Walker. 


El Honorable Senador señor Allamand, reconoció los dichos del señor Ministro en cuanto a respetar el acuerdo al que se llegó en su oportunidad, toda vez que apunta a una sana instalación del nuevo esquema de educación pública.


De esta manera, la proposición que consideró la Comisión Mixta, como forma y modo de resolver esta controversia es la siguiente:


“El Presidente de la República, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, podrá, en el marco de las reglas anteriores, modificar el calendario de la segunda etapa de instalación.


Si, por razones fundadas, se hiciera necesario extender las fechas de entrada en funcionamiento de la segunda etapa de instalación más allá del año 2025, el Presidente de la República podrá, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, y previo informe favorable del Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública, prorrogar dicho proceso por un nuevo período delimitado, el que en ningún caso podrá exceder el 31 de diciembre de 2030. Para estos efectos, deberá considerar además el informe de la Agencia de Calidad de la Educación respecto de la implementación de la primera etapa de instalación al que hace referencia el artículo séptimo transitorio.”.


- Puesta en votación la referida proposición, fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señora Provoste y señores Monsalve y Robles. Por el rechazo, lo hicieron los Honorables Diputados señores Bellolio y Becker. Se abstuvo, el Honorable Senador señor Allamand. 


Al fundamentar su voto, la Honorable Diputada señora Provoste valoró que exista una fecha de cierre para el proceso, con el objeto de que éste pueda implementarse en un período determinado con las certezas que ello implica. 

Artículo séptimo, nuevo.


En el segundo trámite constitucional, el Senado incorporó un nuevo artículo séptimo que prescribe lo siguiente:


“Artículo séptimo.- Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública. Existirá un Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública (en adelante también “el Consejo de Evaluación”), el que será presidido por el Subsecretario de Educación e integrado además por seis profesionales de reconocida experiencia en las áreas de políticas públicas, educación y administración municipal o del Estado.


Dichos profesionales deberán ser ajenos a la administración del Estado, salvo aquellos que ejerzan funciones docentes, debiendo reflejarse en la conformación del Consejo una adecuada diversidad de visiones y competencias. Serán designados por el Presidente de la República y su participación será ad honorem.


La Subsecretaría de Educación prestará apoyo administrativo al Consejo y el Director de Educación Pública será su secretario ejecutivo, teniendo sólo derecho a voz. El Consejo determinará su forma de funcionamiento mediante acuerdo.


El Consejo de Evaluación tendrá como misión principal asesorar al Presidente de la República en la evaluación y análisis del proceso de instalación de los Servicios Locales. A fin de dar cumplimiento adecuado a esta tarea, entregará un informe anual de seguimiento de la puesta en marcha del Sistema de Educación Pública, debiendo presentar, en el año 2021, una evaluación intermedia de este proceso.


En el cumplimiento de sus funciones, el Consejo podrá proponer al Presidente de la República, de manera fundada y con el voto favorable de la mayoría de sus miembros indicados en el inciso segundo de este artículo, modificaciones legales, reglamentarias o de otra índole, tales como la modificación del calendario de la segunda etapa de instalación de los Servicios Locales; la extensión del proceso por un nuevo período o la creación de nuevas etapas de instalación; la implementación de formas de administración o gestión del servicio educacional; la modificación del ámbito de competencia territorial de los Servicios Locales; diferir, incluir o no considerar temporalmente a una o más comunas en el proceso de instalación; variar el número total de Servicios Locales; modificaciones de cualquier naturaleza en aquellos casos en que advierta problemas en la implementación del Sistema; y cualquier otra política pública, medida, procedimiento o mecanismo orientado a mejorar el Sistema Nacional de Educación Pública.


Para la elaboración de sus propuestas el Consejo considerará un informe sobre la primera etapa del proceso de instalación que para estos efectos le proporcionará la Agencia de Calidad de la Educación, considerando la calidad, funcionamiento y desarrollo del servicio educacional provisto por los Servicios Locales. Asimismo, solicitará información a los directores de Servicios Locales instalados y autoridades municipales y regionales, y consultará a representantes de profesores y asistentes de la educación, representantes estudiantiles del nivel escolar y académicos con experiencia en la materia, entre otros. De igual forma, podrá solicitar estudios e informes a las Subsecretarías de Educación y de Educación Parvularia, a la Agencia de Calidad de la Educación, Superintendencia de Educación y a otros órganos de la administración que estime pertinente. Con todo, los informes del Consejo deberán contener la opinión del Ministro de Hacienda respecto del impacto presupuestario de las propuestas.


El Consejo terminará su labor a más tardar el 1 de enero de 2025 o en el último año que se establezca en el calendario de instalación de los Servicios Locales.

En el mes de marzo de cada año el Ministro de Educación dará cuenta del estado de avance de la implementación del Sistema de Educación Pública a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Educación y Cultura del Senado, en sesión conjunta.”.

La disposición transcrita fue rechaza en el tercer trámite constitucional por la Honorable Cámara de Diputados.


En relación con la norma aprobada por el Senado, el Honorable Senador señor Allamand expuso que es positivo que se emita un informe cada año, toda vez que dichos documentos, además de ser vinculantes, son fruto de una instancia técnica de estudio que los obliga, además, a concurrir a cada una de las Comisiones de Educación del Congreso Nacional para exponer sus conclusiones. Dicha razón, según dijo, es una herramienta que hay que considerar para la utilidad de este sistema. 


Por su parte, la Honorable Diputada señora Provoste expresó que es importante velar por la estabilidad de los consejeros, con el objeto de que cumplan un rol de Estado más allá de los gobiernos de turno a los cuales le toque la implementación de los proyectos educacionales según los nuevos principios de la educación pública. 


En base a lo anterior, y como forma y modo de solución de esta controversia, la Comisión mixta consideró la siguiente propuesta:


“Artículo séptimo.- Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública. Existirá un Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública (en adelante también “el Consejo de Evaluación”), el que será presidido por el Subsecretario de Educación e integrado además por seis profesionales de reconocida experiencia en las áreas de políticas públicas, educación y administración municipal o del Estado. 

Dichos profesionales deberán ser ajenos a la administración del Estado, salvo aquellos que ejerzan funciones docentes, debiendo reflejarse en la conformación del Consejo una adecuada diversidad de visiones y competencias. Serán designados por el Presidente de la República y su participación será ad honorem. Estos profesionales permanecerán en sus cargos por un período no inferior al de la fecha de entrega del informe de evaluación intermedia al que se refiere el inciso cuarto de este artículo.


La Subsecretaría de Educación prestará apoyo administrativo al Consejo y el Director de Educación Pública será su secretario ejecutivo, teniendo sólo derecho a voz. El Consejo determinará su forma de funcionamiento mediante acuerdo.


El Consejo de Evaluación tendrá como misión principal asesorar al Presidente de la República en la evaluación y análisis del proceso de instalación de los Servicios Locales. A fin de dar cumplimiento adecuado a esta tarea, entregará un informe anual de seguimiento de la puesta en marcha del Sistema de Educación Pública, debiendo presentar, en el año 2021, una evaluación intermedia de este proceso.


En el cumplimiento de sus funciones, el Consejo podrá proponer al Presidente de la República, de manera fundada y con el voto favorable de la mayoría de sus miembros indicados en el inciso segundo de este artículo, modificaciones legales, reglamentarias o de otra índole, tales como la modificación del calendario de la segunda etapa de instalación de los Servicios Locales; la extensión del proceso por un nuevo período o la creación de nuevas etapas de instalación; la implementación de formas de administración o gestión del servicio educacional; la modificación del ámbito de competencia territorial de los Servicios Locales; diferir, incluir o no considerar temporalmente a una o más comunas en el proceso de instalación; variar el número total de Servicios Locales; modificaciones de cualquier naturaleza en aquellos casos en que advierta problemas en la implementación del Sistema; y cualquier otra política pública, medida, procedimiento o mecanismo orientado a mejorar el Sistema Nacional de Educación Pública.

Para la elaboración de sus propuestas el Consejo considerará un informe sobre la primera etapa del proceso de instalación que para estos efectos le proporcionará la Agencia de Calidad de la Educación, considerando la calidad, funcionamiento y desarrollo del servicio educacional provisto por los Servicios Locales. Asimismo, solicitará información a los directores de Servicios Locales instalados y autoridades municipales y regionales, y consultará a representantes de profesores y asistentes de la educación, representantes estudiantiles del nivel escolar y académicos con experiencia en la materia, entre otros. De igual forma, podrá solicitar estudios e informes a las Subsecretarías de Educación y de Educación Parvularia, a la Agencia de Calidad de la Educación, Superintendencia de Educación y a otros órganos de la Administración que estime pertinente. Con todo, los informes del Consejo deberán contener la opinión del Ministro de Hacienda respecto del impacto presupuestario de las propuestas.


El Consejo terminará su labor a más tardar el 1 de enero de 2025 o en el último año que se establezca en el calendario de instalación de los Servicios Locales.


En el mes de marzo de cada año el Ministro de Educación dará cuenta del estado de avance de la implementación del Sistema de Educación Pública a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Educación y Cultura del Senado, en sesión conjunta.”.


- Puesta en votación la proposición, fue aprobado por la unaniidad de los miembros presentes de la Comisión mixta, Honorables Senadores señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señora Provoste y señores Bellolio, Becker, Monslve y Robles. 

- - -

Artículo séptimo (que pasó a ser octavo)


En el primer trámite constitucional, la Honorable Cámara aprobó una norma que prescribía que el 1 de enero del año siguiente a la fecha de entrada en funcionamiento de un Servicio Local, se le traspasará, por el solo ministerio de la ley, el servicio educacional que prestan las municipalidades, directamente o a través de corporaciones municipales, de las comunas en las cuales éste ejerza su competencia, lo cual comprenderá los bienes muebles e inmuebles, recursos financieros y humanos asociados a la prestación de dicho servicio, de conformidad a las disposiciones transitorias siguientes.


En el segundo trámite, el Senado, considerando las incorporaciones de nuevas disposiciones transitorias, lo ubicó como artículo octavo.


En relación con el inciso primero, reemplazó la palabra “humanos” por “personal”, enmienda que fue rechazada por la Honorable Cámara de Diputados en el  tercer trámite constitucional. 


Asimismo, incorporó dos nuevos incisos a este precepto, que fueron ambos, también, rechazados por la Cámara en dicho trámite constitucional. Las disposiciones son las siguientes:


“Con todo, el servicio educacional se traspasará, por el solo ministerio de la ley y en las mismas condiciones del inciso anterior, el 1 de marzo de 2018 a los Servicios Locales establecidos en el párrafo primero del numeral 1) del artículo sexto transitorio en caso de que entren en funcionamiento antes del 1 de enero de 2018. Si la entrada en funcionamiento se produce con posterioridad a dicha fecha, el servicio educacional se traspasará según lo establecido en el inciso anterior.


Asimismo, en el caso de los Servicios Locales establecidos en el párrafo segundo del numeral 1) del artículo sexto transitorio, el traspaso tendrá lugar por el solo ministerio de la ley, y en las mismas condiciones del inciso primero de este artículo, el 1 de julio de 2018, una vez dictada la resolución a que se refiere el artículo vigésimo segundo transitorio, la cual sólo podrá expedirse dentro de los tres meses anteriores de la fecha señalada. Para estos efectos deberá dictarse una resolución por cada Servicio Local. De no dictarse la resolución referida en el plazo señalado anteriormente, dicha decisión deberá formalizarse en un acto administrativo fundado, en cuyo caso el traspaso se producirá por el solo ministerio de la ley el 1 de enero de 2019, en las mismas condiciones establecidas en el inciso primero del presente artículo. En tal evento, el Ministro de Educación deberá dar cuenta a las comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y de Educación y Cultura del Senado sobre las razones fundadas para no haber dictado la señalada resolución en el plazo definido.”.


Al respecto, el Honorable Diputado señor Bellolio precisó que en el lenguaje moderno se habla de “gestión de personas” en lugar de “recursos humanos”, razón por la cual sugirió utilizar dicha fórmula. 


La Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano explicó que con el vocablo “personal” se hace referencia a todos quienes desempeñan labores en el sistema educacional. 


Respecto de la incorporación de los nuevos incisos segundo y tercero, nuevos, explicó que fue un tema que fue lo suficientemente debatido durante su tramitacición en el Senado y que de acuerdo a las evaluaciones del Ministerio, para la correcta implemntación del mismo, es mejor instalar 2 primero (que comenzarán a funcionar en el mes de marzo del año 2018) y luego otros 2, completando 4 en una primera parte


El Honorable Diputado señor Robles consultó por las razones para no instalar los cuatro primeros Servicios Locales en una misma fecha. 


En respuesta a lo anterior, la señora Ministra explicó que la instalación de estos nuevos establecimientos demanda un trabajo de proporcines, razón por la cual se optó, tal como en otras reformas estructurales, actuar de manera gradual de acuerdo con los recursos con los que se cuenta. 


La Comision, como forma y modo de resolver la controversia, consideró las siguientes redacciones, que en síntesis, con la enmienda que se indica, recogen la proposición del Senado; es la siguiente:


a) Reemplazar en el inciso primero la expresión “humanos asociados” por “personas asociadas”. 


b) Agregar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Con todo, el servicio educacional se traspasará, por el solo ministerio de la ley y en las mismas condiciones del inciso anterior, el 1 de marzo de 2018 a los Servicios Locales establecidos en el párrafo primero del numeral 1) del artículo sexto transitorio en caso de que entren en funcionamiento antes del 1 de enero de 2018. Si la entrada en funcionamiento se produce con posterioridad a dicha fecha, el servicio educacional se traspasará según lo establecido en el inciso anterior.

Asimismo, en el caso de los Servicios Locales establecidos en el párrafo segundo del numeral 1) del artículo sexto transitorio, el traspaso tendrá lugar por el solo ministerio de la ley, y en las mismas condiciones del inciso primero de este artículo, el 1 de julio de 2018, una vez dictada la resolución a que se refiere el artículo vigésimo segundo transitorio, la cual sólo podrá expedirse dentro de los tres meses anteriores de la fecha señalada. Para estos efectos deberá dictarse una resolución por cada Servicio Local. De no dictarse la resolución referida en el plazo señalado anteriormente, dicha decisión deberá formalizarse en un acto administrativo fundado, en cuyo caso el traspaso se producirá por el solo ministerio de la ley el 1 de enero de 2019, en las mismas condiciones establecidas en el inciso primero del presente artículo. En tal evento, el Ministro de Educación deberá dar cuenta a las comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y de Educación y Cultura del Senado sobre las razones fundadas para no haber dictado la señalada resolución en el plazo definido.”.


- Puesta en votación la proposición, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señora Provoste y señores Bellolio, Becker, Monsalve y Robles. 

Artículo octavo (que pasó a ser noveno)


El texto aprobado en el primer trámite constitucional por la Honorable Cámara de Diputados se refiere al traspaso de los establecimientos educacionales. Prescribe que los establecimientos educacionales de administración municipal o de corporaciones municipales, que cuenten con reconocimiento oficial al 31 de diciembre de 2014, ya sea que se encuentren en funcionamiento o en receso, así como aquellos que se creen a partir de dicha fecha hasta el momento del traspaso, se traspasarán al Servicio Local que ejerza sus competencias en las correspondientes comunas, de conformidad a los artículos siguientes, y en la misma forma y oportunidad señalada en el artículo anterior.


En el segundo trámite constitucional, el Senado  aprobó está disposición como artículo noveno, agregando os siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“El Servicio Local será el sucesor legal de la municipalidad, o la corporación municipal en su caso, en la calidad de sostenedor del establecimiento educacional traspasado.


Los inmuebles donde funcionaron establecimientos educacionales de administración municipal o administrados por corporaciones municipales, que al 31 de diciembre de 2014 hubieren perdido su reconocimiento oficial, dejarán de estar afectos al servicio educacional y pasarán a ser de libre disponibilidad por parte de la municipalidad o corporación municipal respectiva; siempre que estas hayan dado cumplimiento íntegro a todas las obligaciones de los convenios de ejecución del Plan de Transición, y sólo una vez que se haya efectuado el traspaso del servicio educacional al respectivo Servicio Local según lo establecido en estas disposiciones transitorias.”.


El Honorable Senador señor Montes destacó la importancia de la que la inversión pública que se ha hecho en educación no puede salir de este ámbito, tal como ha ocurrido con algunos establecimientos que han sido vendidos al sector privado. 


La Honorable Diputada señora Provoste concordó con el Honorable Senador señor Montes, por lo que expresó que había que dejar establecido, ya sea en este proyecto o en otra iniciativa de ley, temas como estos. 


La Comisión Mixta consideró la siguiente propuesta como fórmula como solución a la controversia: 


“El Servicio Local será el sucesor legal de la municipalidad, o de la corporación municipal en su caso, en la calidad de sostenedor del establecimiento educacional traspasado.


Los inmuebles donde funcionaron establecimientos educacionales de administración municipal o administrados por corporaciones municipales, que al 31 de diciembre de 2014 hubieren perdido su reconocimiento oficial, dejarán de estar afectos al servicio educacional y pasarán a ser de libre disponibilidad por parte de la municipalidad o corporación municipal respectiva; siempre que estas hayan dado cumplimiento íntegro a todas las obligaciones de los convenios de ejecución del Plan de Transición, y sólo una vez que se haya efectuado el traspaso del servicio educacional al respectivo Servicio Local según lo establecido en estas disposiciones transitorias.”.


- Puesta en votación, la proposición contó con el voto favorable de los Honorables senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y de los Honorables Diputados señora Provoste y señores Monsalve y Robles. Votaron en contra el Honorable Senador señor Allamand y los Honorables Diputados señores Bellolio y Becker. 

Artículo décimo, nuevo.


En el segundo trámite constitucional, el Senado incorporó el siguiente artículo décimo, nuevo:


“Artículo décimo.- Postergación del traspaso del servicio educacional. Una municipalidad o corporación municipal podrá solicitar al Ministerio de Educación que el servicio educacional de su comuna no sea traspasado al Servicio Local respectivo en los plazos que le correspondieren en virtud de los artículos anteriores, siempre que cumpla con los siguientes requisitos copulativos:


a) Que al momento de la solicitud, a lo menos el 60% del total de establecimientos a su cargo presente niveles educativos ordenados como de desempeño alto o medio alto, según la ordenación realizada por la Agencia de Calidad de la Educación, de conformidad a la ley N° 20.529. Para estos efectos se considerarán las ordenaciones correspondientes al último año disponible.


b) Que la evolución del total de la matrícula en los establecimientos que administra, durante los seis años previos al momento de la solicitud, ubique a la respectiva municipalidad o corporación municipal dentro del 30% de mejor desempeño a nivel nacional para dicho índice. 


Para estos efectos se entenderá por “total de la matrícula” aquella comprendida entre el primer año de educación básica y el cuarto año de educación media regular, incluyendo las diversas formaciones diferenciadas y modalidades de enseñanza. Asimismo, para establecer esta evolución se deberá considerar el efecto demográfico referido a la evolución de la población entre 6 y 18 años de las comunas del país para el mismo periodo.


c) Que durante los 24 meses previos a la solicitud, no haya registrado obligaciones previsionales impagas respecto de los profesionales de la educación, asistentes de la educación o personal de apoyo y administración educacional de su dependencia, por un monto superior a las 400 unidades de fomento calculadas a la fecha en que se presente la solicitud.


d) Que al momento de la solicitud, la deuda de la municipalidad o corporación municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional, según lo establecido en el artículo trigésimo transitorio, no supere el 5% de sus ingresos anuales por concepto de subvenciones escolares y aportes del Estado para el mismo año, descontados los aportes de capital. Para estos efectos no se considerará la deuda ocasionada por los anticipos de subvención realizados para financiar planes de retiro de funcionarios.


El municipio o corporación municipal deberá presentar su solicitud durante el mes de enero del año en que entrará en funcionamiento el Servicio Local con competencia sobre la comuna respectiva. El Ministerio de Educación tendrá un plazo de 60 días para verificar el cumplimiento de los requisitos y acoger la solicitud si fuera procedente.


El Ministerio de Educación deberá evaluar anualmente, a más tardar en marzo de cada año, si las municipalidades o corporaciones municipales autorizadas mantienen el cumplimiento de los requisitos establecidos en los literales de este artículo. De no ser así, el traspaso del servicio educacional que prestan se ajustará a lo establecido en el calendario de instalación definido por el Presidente de la República; y en caso de encontrarse ya en funcionamiento el respectivo Servicio Local con competencia sobre la comuna, se deberá proceder al traspaso del servicio educacional, según las normas establecidas en estas disposiciones transitorias. 


Un reglamento del Ministerio de Educación suscrito, además, por el Ministro de Hacienda especificará los requisitos indicados en los literales de este artículo y la forma e instrumentos para su evaluación, y el procedimiento de solicitud y aprobación del requerimiento de la municipalidad o corporación municipal.”.

Este precepto fue rechazado por la Honorable Cámara de Diputados en el tercer trámite constitucional.


La Comisión Mixta, como forma y modo de solucionar esta controversia, consideró mantener, en sus mismos términos, la redacción propuesta por el Senado, transcrita precedentemente, que corresponde a la proposición que, además, formuló el Ejecutivo sobre el particular.


- Puesta en votación la propuesta fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa los Honorables Senadores Señores Allamand, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señora Provoste y señores Bellolio, Becker y Monsalve. Votó en contra el Honorable Diputado señor Robles. 

Artículo trigésimo cuarto, nuevo

También durante el segundo trámite constitucional, el Senado agregó una nueva disposición trigésimo cuarta del siguiente tenor:


“Artículo trigésimo cuarto.- Informe financiero del servicio educativo municipal previo al traspaso. Cada municipio o corporación municipal, haya o no suscrito el Plan de Transición, deberá entregar al Ministerio de Educación un informe completo y actualizado a la fecha de su entrega sobre el estado financiero del servicio educativo a su cargo, en un plazo no superior a ciento ochenta días ni inferior a sesenta días previo al traspaso del servicio educacional. Las municipalidades que traspasen el servicio educacional el año 2018 deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo dentro del plazo de 60 días previo al traspaso de dicho servicio. 


Este informe deberá contener: 


i) El resultado de una auditoría externa realizada por una institución registrada para tales efectos en la Superintendencia de Valores y Seguros, de conformidad al Título XXVIII de la ley N° 18.045.  Los recursos para estos efectos deberán estar contemplados en el respectivo convenio de ejecución, de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio. 


ii) El estado de pago de las obligaciones descritas en los literales a) y b) del artículo trigésimo transitorio, más los intereses y reajustes, en caso de incumplimiento de dichas obligaciones. 


iii) El estado de pago de las remuneraciones que correspondan a los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, a los asistentes de la educación regidos por la ley N° 19.464, que se desempeñen o se hayan desempeñado en establecimientos educacionales administrados directamente por municipalidades o a través de corporaciones municipales, y al personal que se desempeña o se haya desempeñado en los respectivos Departamentos de Administración de Educación Municipal o en la gestión educacional de las corporaciones municipales según corresponda.


iv) El estado de pago de las obligaciones descritas en el literal c) del artículo trigésimo transitorio de la presente ley, más los intereses y reajustes, en caso de incumplimiento de dichas obligaciones.


La información a que se refiere el inciso anterior deberá encontrarse actualizada a la fecha en que se remita al Ministerio de Educación, el que podrá complementarla con la que le proporcione la Superintendencia de Educación u otros organismos públicos.


En caso que el informe dé cuenta de la existencia de saldos impagos respecto de las obligaciones señaladas en los números ii) y iii) precedentes, el Ministerio de Educación, con autorización de la Dirección de Presupuestos, podrá pagar directamente a las instituciones o a las personas que corresponda.


Los recursos fiscales que se utilicen para el pago de las deudas  referidas en el inciso precedente podrán ser descontados de los montos que a la municipalidad respectiva le corresponda percibir por su participación en el Fondo Común Municipal, establecido en el decreto supremo Nº 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, en el año inmediatamente siguiente a aquel en que se realicen los mencionados pagos. La Dirección de Presupuestos deberá determinar los recursos que se descontarán por este concepto y lo informará a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo y al Servicio de Tesorerías para que éste proceda al descuento, durante el plazo de un año y en el número de cuotas que dicho Servicio determine.


Para todos los efectos, este informe se entenderá comprendido dentro de la rendición del convenio de ejecución correspondiente, suscrito entre el municipio o corporación municipal respectiva y el Ministerio de Educación, de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio de la presente ley.”.


El precepto transcrito fue rechazado por la Honorable Cámara de Diputados en el tercer trámite constitucional.


Respecto de esta norma, se dabatió respecto de la redacción de los incisos cuarto y quinto y su repercusión en la obligación del pago para con los trabajadores, tanto de sus cotzaciones previsionales como de sus remuneraciones. 


Así, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio señaló que, en principio, le parece que la norma aprobada por el Senado está bien, aunque, de todas formas, puede trabajarse en una nueva redacción que obligue a las municipalidades al pago de estas obligaciones con sus trabajadores, puesto que, en su opinión, las municipalidades son las responsables del cumplimiento de éstas. 


El Honorable Diputado señor Robles expresó que el verbo rector debe ser siempre la palabra “deberá”, toda vez que ella involucra un sentido de obligación ineludible en materia del pago de remuneraciones y otras de carácter pecuniario. 


El Honorable Diputado señor Monsalve señaló que, de alguna manera, se hace una distinción entre obligaciones previsionales y las de carácter remuneratorio. Recordó que el no pago de las de carácter previsional están sancionadas con penas de cárcel, de manera tal que es un dato a considerar cuando se está legislando sobre esta materia. Concordó que una redacción ambigua que incluya la palabrá “podrá” en vez de “deberá” es una mala señal. 


El Honorable Diputado señor Bellolio afirmo que no es posible relativizar el pago de obligaciones remuneracionales y previsionales, y por lo tanto debe resguardarse que se paguen estas obligaciones y considerar el derecho a repetir en contra del municipio del cual se cubra su obligación. 


La Honorable Diputada señora Provoste manifestó que esta es una norma central en este proyecto de ley, toda vez que son los trabajadores que serán traspasados los más afectados con el nuevo sistema. De esta manera, a su juicio, la redacción debe ser precisa y no dejar lugar a interpretaciones equívocas. 


El Honorable Senador señor Allamand dijo que hay que dejar resuelto este asunto, toda vez que puede ser un problema en el futuro de difícil solución. Para ello, sugirió estudiar los mecanismos que permitan generar la persecución de quienes incurran en responsabilidad por el incumplimiento de sus obligaciones laborales. 


Considerando que es una materia de iniciativa de la iniciativa excluiva del Ejecutivo, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia formuló una propuesta que recoge los argumentos enunciados, la que sustituye los incisos cuarto y quinto del precepto aprobado por el Senado, y que es del siguiente tenor:


“En caso de que el informe dé cuenta de la existencia de saldos impagos respecto de las obligaciones señaladas en los numerales ii) y iii) precedentes, la municipalidad o corporación municipal deberá pagar dichas deudas, las que serán siempre de su exclusiva responsabilidad, y por tanto continuará siendo para todos los efectos legales, la obligada al pago de estas deudas hasta su total extinción. En caso de que la municipalidad o corporación municipal no pague total o parcialmente dichas deudas antes del traspaso del servicio educacional, el Ministerio de Educación, con autorización de la Dirección de Presupuestos, pagará directamente a las instituciones o a las personas que corresponda las obligaciones señaladas en el numeral ii); y podrá siempre pagar, en las mismas condiciones, las obligaciones establecidas en el numeral iii).


En el caso de que se haya efectuado el pago en los términos del inciso anterior, el Ministerio de Educación deberá exigir la restitución de lo pagado por dichos conceptos, de acuerdo a las reglas establecidas en los incisos siguientes.”.


La señora Ministra hizo presente que la expresión “podrá siempre pagar” que se considera en esta proposición, se refiere a que el órgano obligado por la norma, debe prever todas las formas necesarias para realizar el cumplimiento del pago de las obligaciones remuneracionales y previsionales. Agregó que, de acuerdo a algunos dictámenes emitidos por la Contraloría General de la República, toda vez que la referida expresión se interprete de otra forma, es decir, que no se pueda dar cumplimiento a la obligación consignada, debe ser sustentado en fundamentos plausibles.


En base a la propuesta del Ejecutivo, anteriormente consignada, la Comisión mixta consideró la siguiente propuesta como forma y modo de solución de esta controversia:


“Artículo trigésimo cuarto.- Informe financiero del servicio educativo municipal previo al traspaso. Cada municipio o corporación municipal, haya o no suscrito el Plan de Transición, deberá entregar al Ministerio de Educación un informe completo y actualizado a la fecha de su entrega sobre el estado financiero del servicio educativo a su cargo, en un plazo no superior a ciento ochenta días ni inferior a sesenta días previo al traspaso del servicio educacional. Las municipalidades que traspasen el servicio educacional el año 2018 deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo dentro del plazo de sesenta días previo al traspaso de dicho servicio. 


Este informe deberá contener: 

i) El resultado de una auditoría externa realizada por una institución registrada para tales efectos en la Superintendencia de Valores y Seguros, de conformidad al Título XXVIII de la ley N° 18.045. Los recursos para estos efectos deberán estar contemplados en el respectivo convenio de ejecución, de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio. 


ii) El estado de pago de las obligaciones descritas en los literales a) y b) del artículo trigésimo transitorio, más los intereses y reajustes, en caso de incumplimiento de dichas obligaciones. 


iii) El estado de pago de las remuneraciones que correspondan a los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, a los asistentes de la educación regidos por la ley N° 19.464, que se desempeñen o se hayan desempeñado en establecimientos educacionales administrados directamente por municipalidades o a través de corporaciones municipales, y al personal que se desempeña o se haya desempeñado en los respectivos Departamentos de Administración de Educación Municipal o en la gestión educacional de las corporaciones municipales según corresponda.


iv) El estado de pago de las obligaciones descritas en el literal c) del artículo trigésimo transitorio de la presente ley, más los intereses y reajustes, en caso de incumplimiento de dichas obligaciones.


La información a que se refiere el inciso anterior deberá encontrarse actualizada a la fecha en que se remita al Ministerio de Educación, el que podrá complementarla con la que le proporcione la Superintendencia de Educación u otros organismos públicos.


En caso de que el informe de cuenta de la existencia de saldos impagos respecto de las obligaciones señaladas en los numerales ii) y iii) precedentes, la municipalidad o corporación municipal deberá pagar dichas deudas, las que serán siempre de su exclusiva responsabilidad, y por tanto continuará siendo para todos los efectos legales, la obligada al pago de estas deudas hasta su total extinción. En caso de que la municipalidad o corporación municipal no pague total o parcialmente dichas deudas antes del traspaso del servicio educacional, el Ministerio de Educación, con autorización de la Dirección de Presupuestos, pagará directamente a las instituciones o a las personas que corresponda las obligaciones señaladas en el numeral ii); y podrá siempre pagar, en las mismas condiciones, las obligaciones establecidas en el numeral iii).


En el caso de que se haya efectuado el pago en los términos del inciso anterior, el Ministerio de Educación deberá exigir la restitución de lo pagado por dichos conceptos, de acuerdo a las reglas establecidas en los incisos siguientes. 


Los recursos fiscales que se utilicen para el pago de las deudas referidas en el inciso cuarto podrán ser descontados del Fondo de Apoyo a la Educación Pública establecido en el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845. Con el mismo fin, el Ministerio de Educación podrá dejar sin efecto las retenciones de subvenciones que haya aplicado a la municipalidad o corporación municipal respectiva en virtud de la normativa educacional vigente, con el solo objeto de que estos recursos se destinen a pagar directamente por el Ministerio las obligaciones señaladas en el inciso cuarto.


En caso de no cubrirse la totalidad de dichos recursos fiscales, el remanente será descontado de los montos que a la municipalidad respectiva le corresponda percibir por su participación en el Fondo Común Municipal, establecido en el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 2.385 de 1996, del Ministerio del Interior, desde el año inmediatamente siguiente a aquel en que se realicen los mencionados pagos. La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, con visación de la Dirección de Presupuestos, deberá determinar el plazo y el número de cuotas en que se descontarán los recursos por este concepto y lo informará al Servicio de Tesorerías para que éste proceda al descuento.


Para todos los efectos, este informe se entenderá comprendido dentro de la rendición del convenio de ejecución correspondiente, suscrito entre el municipio o corporación municipal respectiva y el Ministerio de Educación, de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio de la presente ley.”.


- Puesta en votación la proposición precedente, fue aprobado por unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, y Honorables Diputados señora Provoste y señores Bellolio, Becker, Monsalve y Robles. 


El Honorable Diputado señor Robles solicitó dejar constancia en este informe, para efectos de interpretación de la norma, que de lo expresado por el Ejecutivo se desprende que la forma verbal “podrá” es sinónimo de “deberá” en cuanto a su sentido de mandato obligatorio. 

Artículo trigésimo cuarto (que pasó a ser trigésimo octavo)


El texto aprobado en el primer trámite por la Honorable Cámara de Diputados se refiere al traspaso de personal municipal, disponiendo que el traspaso a los Servicios Locales, del personal que se desempeñe en los Departamentos de Administración de Educación Municipal y de las corporaciones municipales, creadas en virtud del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, cuya función se relacione directamente con la administración del servicio educacional se ajustará al siguiente procedimiento:

Número 1)


1. Una vez nombrado en su cargo, el Director Ejecutivo del Servicio Local llamará a concurso, en el cual sólo podrá participar el personal antes señalado que ha estado cumpliendo funciones en las municipalidades o corporaciones municipales cuyo territorio sea de competencia del Servicio Local, al 30 de noviembre de 2014, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo séptimo transitorio. El concurso se regirá por las normas del Párrafo I, Título II, del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, sin perjuicio de lo que se señala a continuación:


a) El concurso será preparado y realizado por un comité de selección, conformado por el Director Ejecutivo del Servicio Local o su representante; un representante del Ministerio de Educación y un representante de la Dirección de Educación Pública.


b) El Director Ejecutivo del Servicio Local convocará a los concursos a través de los sitios web del Ministerio de Educación, Dirección Nacional del Servicio Civil y de los municipios respectivos y en otros sitios web que para estos efectos se creen, donde se dará información suficiente, respecto de las funciones del cargo, requisitos para el desempeño del mismo, nivel de remuneraciones y el plazo para la postulación, entre otras materias. Adicionalmente, se publicarán avisos de la convocatoria del proceso de selección antes indicado en diarios de circulación nacional, los que deberán hacer referencia a los correspondientes sitios web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados, teniendo como factor preponderante la experiencia laboral.


c) En la convocatoria se especificarán los cargos de planta y a contrata que se proveerán mediante el concurso, las funciones a desempeñar y la localidad en la que estará ubicada la vacante.


d) En un solo acto, se postulará a uno o más cargos de la planta del respectivo Servicio Local de Educación Pública.


e) La provisión de los cargos de planta de cada Servicio Local se efectuará, sin solución de continuidad, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, resolverá el Director Ejecutivo. El cambio en el régimen jurídico que experimenten los trabajadores seleccionados, no podrá significar en ningún caso disminución de las remuneraciones que perciban al momento del traspaso. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan al personal traspasado en virtud de esta norma, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los funcionarios del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa y se le aplicará el reajuste general antes indicado.


f) El Director Ejecutivo del Servicio Local respectivo dispondrá el traspaso de los funcionarios seleccionados, mediante resolución dictada al efecto, debiendo comunicar a la respectiva entidad empleadora el personal que ha resultado seleccionado. La fecha de la resolución antedicha fijará la fecha de traspaso de los funcionarios seleccionados.


En el segundo trámite constitucional, el Senado lo ubicó como artículo trigésimo octavo transitorio, modificado como sigue:

Número 1)


Enmendó su encabezamiento de la siguiente manera:


- Ha reemplazado la frase “, al 30 de noviembre de 2014,”, por la que sigue: “, al menos tres años antes de la fecha de traspaso del servicio educativo,”.

- Sustituyó la palabra “séptimo” por “octavo”.

- Agregó, luego de la expresión “transitorio.”, la siguiente oración: “En el caso de las comunas que formen parte de los Servicios Locales comprendidos en la primera etapa del calendario de instalación, también podrá postular el personal de dichas municipalidades o corporaciones municipales y que haya estado cumpliendo funciones al 30 de junio de 2017.”.


Estas enmiendas, fueron rechazadas por la Honorable Cámara de Diputados en el tercer trámite constitucional.

En relación con esta disposición, y en cuanto a las fechas que ella consigna, la Diputada señora Provoste señaló que no debiera establecerse más plazo que aquel que se dispuso para el traspaso de los inmuebles, razón por la cual fue partidaria de mantener la norma aprobada por la Honorable Cámara de Diputados y no considerar el lapso de tres años considerado por el Senado.


Similar planteamiento formularon los Diputados señores Bellolio y Robles.


Por su parte, el Senador señor Walker consultó acerca de la posibilidad de establecer el plazo del año 2017 para los Servicios locales de la primera etapa de instalación.


En relación con esta temática, la señora Ministra expresó que las fechas propuestas por el Senado tienen un efecto práctico respecto de personas que llevan un tiempo trabajando en la instalación de dichos servicios y que ingresaron después del año 2014.


Por su parte, la señora Subsecretaria expresó que resultará muy difícil efectuar la instalación si sólo se considera la fecha del 2014, por lo ya expuesto por la señora Ministra, ya que el nivel de compromiso exhibido ha sido de parte de ellas fundamentalmente.


En base a lo anterior, la propuesta del Ejecutivo que fue puesta en votación fue la siguiente:


1) Aprobar el inciso primer de la Honorable Cámara de Diputados, sustituyendo  a palabra “séptimo” por “octavo”.

2) Agregar, luego de la expresión “transitorio.”, la siguiente oración: “En el caso de las comunas que formen parte de los Servicios Locales comprendidos en la primera etapa del calendario de instalación, a que se refiere el número 1) del artículo sexto transitorio, también podrá postular el personal de dichas municipalidades o corporaciones municipales y que haya estado cumpliendo funciones al 30 de junio de 2017.”.



- En primer término, se puso en votación la propuesta 1), la que resultó aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, y Honorables Diputados señora Provoste y señores Bellolio, Becker, Monsalve y Robles. 


- En seguida, se puso en votación la proposición produciéndose el siguiente resultado: por la aprobación, se pronunciaron el Diputado Monsalve y los Senadores señores Quintana, Montes y Walker. Por el rechazo, lo hicieron el Senador señor Allamand y  los Diputados señora Provoste y señores Bellolio y Becker y se abstuvo el Diputado Robles. 



Repetida la votación, por la aprobación, se pronunciaron el Diputado Monsalve y los Senadores señores Quintana, Montes y Walker. Por el rechazo, lo hicieron el Senador señor Allamand y  los Diputados señora Provoste y señores Bellolio, Becker y Robles, dándose por rechazada la propuesta.

Artículo cuadragésimo octavo


En el primer trámite constitucional, la Honorable Cámara aprobó un texto del siguiente tenor: 


“Artículo cuadragésimo octavo.- En el transcurso del primer semestre de 2017, el Presidente de la República enviará al Congreso Nacional un proyecto de ley que modifique el sistema de financiamiento de subvención del Estado a los establecimientos educacionales que regula la presente ley, el cual considerará como principios orientadores, al menos, los siguientes:


1) El financiamiento por escuela se determinará según matrícula, remuneraciones de trabajadores de la educación, características de la población que atiende, infraestructura, equipamiento, materiales según las modalidades educativas, ubicación geográfica y transporte de sus estudiantes.


2) Para asegurar la justicia de los criterios empleados en la asignación de recursos por escuela, el nuevo sistema de financiamiento deberá proponer instrumentos que permitan adaptarse a las situaciones sociales de los establecimientos educacionales, con la finalidad de promover la calidad equitativa en todo el Sistema de Educación Pública.


3) Finalmente, para no erogar gastos excesivos para el presupuesto de la Nación, el nuevo sistema de financiamiento deberá priorizar el objetivo de integrar los diferentes aportes que actualmente reciben los establecimientos educacionales regulados por esta ley, de acuerdo a los criterios generales de fortalecimiento de la educación pública; la corrección positiva de las desigualdades de base; la diversidad de proyectos educativos públicos, inclusión y cohesión social, señalados en los numerales anteriores.”


En el segundo trámite constitucional, el Senado lo eliminó, supresión que fue rechazada por la Honorable Cámara de Diputados en el tercer trámite constitucional.


- Puesto en votación el precepto, fue rechazado por mayoría de votos. Votaron por el rechazo, los Senadores señores Allamand, Quintana y Walker, don Ignacio y los Diputados, señores Bellolio y Becker; por la aprobación, lo hizo el Diputado Robles y se abstuvieron el Senador Montes y los Diputados señora Provoste y Monsalve.

- - -


Finalmente, el Ejecutivo propuso agregar un artículo transitorio nuevo, del siguiente tenor:



“Artículo quincuagésimo sexto.- Extensión de los beneficios establecidos en la ley N° 20.964 para funcionarios que indica. El Presidente de la República enviará a tramitación durante el año 2017 un proyecto de ley que extienda la vigencia de la ley N° 20.964, que otorga bonificación por retiro voluntario al personal asistente de la educación, hasta el 31 de diciembre de 2025, incluyendo que los trabajadores regidos por el Código del Trabajo que se desempeñan en los Departamentos de Administración de Educación Municipal, en las Direcciones de Educación Municipal y el personal que cumple funciones relacionadas con la administración del servicio educacional en las Corporaciones municipales, que cumplan con los requisitos correspondientes, gozarán de preferencia al postular a estos beneficios.”.



- La Comisión Mixta estimó que este precepto está directamente relacionado con las normas en discrepancia entre ambas Cámaras, por lo que acordó darle su aprobación a la propuesta, consignándolo como artículo quincuagésimo quinto, acuerdo que adoptó por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, y Honorables Diputados señora Provoste y señores Bellolio, Becker, Monsalve y Robles. 

- - -

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA

En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponer, como forma y modo de salvar las diferencias entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, aprobar lo siguiente:

Artículo 12


Incorporar, en su inciso segundo, los siguientes literales a) y c), nuevos:


“a) Aprobar, a propuesta del equipo directivo, el reglamento de evaluación del establecimiento.

(Mayoría de votos, 5x2).


b) Participar en la elaboración del reglamento de convivencia escolar.

(Unanimidad 7x0).


c) Emitir su opinión respecto de la aplicación de medidas disciplinarias, de conformidad al reglamento de convivencia escolar y a la normativa vigente, especialmente lo dispuesto en el literal d) del artículo 6 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998.”.

(Unanimidad, 7x0).

Artículo 47 de la Honorable Cámara

Ha pasado a ser artículo 70 del Senado


Para reemplazar el literal b) de su numeral 1) por el siguiente:


“b) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto:


“Asimismo, al término de su vigencia, la Dirección de Educación Pública podrá, mediante resolución fundada, renovar el convenio con la entidad administradora; traspasar la administración del establecimiento educacional al Servicio Local de Educación Pública que corresponda; o suscribir un nuevo convenio con otra entidad de las señaladas en el inciso primero de este artículo, para lo cual deberá analizar la propuesta que se le presente por dicha entidad, considerando a lo menos los criterios indicados en los literales a), b) y c) del inciso siguiente.


Para realizar la evaluación de cada convenio, la Dirección de Educación Pública deberá considerar, a lo menos, los siguientes elementos:


a) Evaluaciones de desempeño de la Agencia de Calidad de la Educación; reclamos, denuncias, sanciones e infracciones a la normativa educacional que haya conocido o aplicado la Superintendencia de Educación; así como cualquier otro informe, evaluación o información de que dispongan estos organismos respecto del establecimiento educacional.


b) Pertinencia del proyecto educativo institucional del establecimiento en relación a la Estrategia Nacional de Educación Pública y las políticas del Ministerio de Educación en el área de la formación técnico-profesional. 


c) Vinculación del establecimiento con el sector productivo y fomento de la continuidad de estudios de los alumnos.”.”.

(Unanimidad 7x0).

Artículo 55 de la Honorable Cámara

Artículo 80 del Senado

N° 5)


Reemplazar en su encabezamiento la preposición “de” por “del”.


Sustituir en el inciso tercero la expresión “30, 31 y 31 bis” por “30 y 31”.

(Unanimidad, 7x0).

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo sexto


Agregar los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos:

“El Presidente de la República, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, podrá, en el marco de las reglas anteriores, modificar el calendario de la segunda etapa de instalación.


Si, por razones fundadas, se hiciera necesario extender las fechas de entrada en funcionamiento de la segunda etapa de instalación más allá del año 2025, el Presidente de la República podrá, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, y previo informe favorable del Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública, prorrogar dicho proceso por un nuevo período delimitado, el que en ningún caso podrá exceder el 31 de diciembre de 2030. Para estos efectos, deberá considerar además el informe de la Agencia de Calidad de la Educación respecto de la implementación de la primera etapa de instalación al que hace referencia el artículo séptimo transitorio.”.

(Mayoría de votos, 5x2x1).

Artículo séptimo, nuevo


Incorporar uno del siguiente tenor:


“Artículo séptimo.- Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública. Existirá un Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública (en adelante también “el Consejo de Evaluación”), el que será presidido por el Subsecretario de Educación e integrado además por seis profesionales de reconocida experiencia en las áreas de políticas públicas, educación y administración municipal o del Estado. 

Dichos profesionales deberán ser ajenos a la administración del Estado, salvo aquellos que ejerzan funciones docentes, debiendo reflejarse en la conformación del Consejo una adecuada diversidad de visiones y competencias. Serán designados por el Presidente de la República y su participación será ad honorem. Estos profesionales permanecerán en sus cargos por un período no inferior al de la fecha de entrega del informe de evaluación intermedia al que se refiere el inciso cuarto del presente artículo.


La Subsecretaría de Educación prestará apoyo administrativo al Consejo y el Director de Educación Pública será su secretario ejecutivo, teniendo sólo derecho a voz. El Consejo determinará su forma de funcionamiento mediante acuerdo.


El Consejo de Evaluación tendrá como misión principal asesorar al Presidente de la República en la evaluación y análisis del proceso de instalación de los Servicios Locales. A fin de dar cumplimiento adecuado a esta tarea, entregará un informe anual de seguimiento de la puesta en marcha del Sistema de Educación Pública, debiendo presentar, en el año 2021, una evaluación intermedia de este proceso.


En el cumplimiento de sus funciones, el Consejo podrá proponer al Presidente de la República, de manera fundada y con el voto favorable de la mayoría de sus miembros indicados en el inciso segundo de este artículo, modificaciones legales, reglamentarias o de otra índole, tales como la modificación del calendario de la segunda etapa de instalación de los Servicios Locales; la extensión del proceso por un nuevo período o la creación de nuevas etapas de instalación; la implementación de formas de administración o gestión del servicio educacional; la modificación del ámbito de competencia territorial de los Servicios Locales; diferir, incluir o no considerar temporalmente a una o más comunas en el proceso de instalación; variar el número total de Servicios Locales; modificaciones de cualquier naturaleza en aquellos casos en que advierta problemas en la implementación del Sistema; y cualquier otra política pública, medida, procedimiento o mecanismo orientado a mejorar el Sistema Nacional de Educación Pública.


Para la elaboración de sus propuestas el Consejo considerará un informe sobre la primera etapa del proceso de instalación que para estos efectos le proporcionará la Agencia de Calidad de la Educación, considerando la calidad, funcionamiento y desarrollo del servicio educacional provisto por los Servicios Locales. Asimismo, solicitará información a los directores de Servicios Locales instalados y autoridades municipales y regionales, y consultará a representantes de profesores y asistentes de la educación, representantes estudiantiles del nivel escolar y académicos con experiencia en la materia, entre otros. De igual forma, podrá solicitar estudios e informes a las Subsecretarías de Educación y de Educación Parvularia, a la Agencia de Calidad de la Educación, Superintendencia de Educación y a otros órganos de la Administración que estime pertinente. Con todo, los informes del Consejo deberán contener la opinión del Ministro de Hacienda respecto del impacto presupuestario de las propuestas.


El Consejo terminará su labor a más tardar el 1 de enero de 2025 o en el último año que se establezca en el calendario de instalación de los Servicios Locales.


En el mes de marzo de cada año el Ministro de Educación dará cuenta del estado de avance de la implementación del Sistema de Educación Pública a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Educación y Cultura del Senado, en sesión conjunta.”.

(Unanimidad, 8x0).

Artículo séptimo de la Honorable Cámara

Artículo octavo del Senado


Modificarlo en el siguiente sentido: 


a) Reemplazar en el inciso primero la expresión “humanos asociados” por “personas asociadas”. 


b) Agregar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Con todo, el servicio educacional se traspasará, por el solo ministerio de la ley y en las mismas condiciones del inciso anterior, el 1 de marzo de 2018 a los Servicios Locales establecidos en el párrafo primero del numeral 1) del artículo sexto transitorio en caso de que entren en funcionamiento antes del 1 de enero de 2018. Si la entrada en funcionamiento se produce con posterioridad a dicha fecha, el servicio educacional se traspasará según lo establecido en el inciso anterior.


Asimismo, en el caso de los Servicios Locales establecidos en el párrafo segundo del numeral 1) del artículo sexto transitorio, el traspaso tendrá lugar por el solo ministerio de la ley, y en las mismas condiciones del inciso primero de este artículo, el 1 de julio de 2018, una vez dictada la resolución a que se refiere el artículo vigésimo segundo transitorio, la cual sólo podrá expedirse dentro de los tres meses anteriores de la fecha señalada. Para estos efectos deberá dictarse una resolución por cada Servicio Local. De no dictarse la resolución referida en el plazo señalado anteriormente, dicha decisión deberá formalizarse en un acto administrativo fundado, en cuyo caso el traspaso se producirá por el solo ministerio de la ley el 1 de enero de 2019, en las mismas condiciones establecidas en el inciso primero del presente artículo. En tal evento, el Ministro de Educación deberá dar cuenta a las comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y de Educación y Cultura del Senado sobre las razones fundadas para no haber dictado la señalada resolución en el plazo definido.”.

(Unanimidad, 8x0).

Artículo octavo de la Honorable Cámara

Artículo noveno del Senado


Incorporar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“El Servicio Local será el sucesor legal de la municipalidad, o la corporación municipal en su caso, en la calidad de sostenedor del establecimiento educacional traspasado.


Los inmuebles donde funcionaron establecimientos educacionales de administración municipal o administrados por corporaciones municipales, que al 31 de diciembre de 2014 hubieren perdido su reconocimiento oficial, dejarán de estar afectos al servicio educacional y pasarán a ser de libre disponibilidad por parte de la municipalidad o corporación municipal respectiva; siempre que estas hayan dado cumplimiento íntegro a todas las obligaciones de los convenios de ejecución del Plan de Transición, y sólo una vez que se haya efectuado el traspaso del servicio educacional al respectivo Servicio Local según lo establecido en estas disposiciones transitorias.”.

(Unanimidad, 8x0).

Artículo décimo, nuevo


Agregar el siguiente artículo décimo transitorio, nuevo:

“Artículo décimo.- Postergación del traspaso del servicio educacional. Una municipalidad o corporación municipal podrá solicitar al Ministerio de Educación que el servicio educacional de su comuna no sea traspasado al Servicio Local respectivo en los plazos que le correspondieren en virtud de los artículos anteriores, siempre que cumpla con los siguientes requisitos copulativos:


a) Que al momento de la solicitud, a lo menos el 60% del total de establecimientos a su cargo presente niveles educativos ordenados como de desempeño alto o medio alto, según la ordenación realizada por la Agencia de Calidad de la Educación, de conformidad a la ley N° 20.529. Para estos efectos se considerarán las ordenaciones correspondientes al último año disponible.


b) Que la evolución del total de la matrícula en los establecimientos que administra, durante los seis años previos al momento de la solicitud, ubique a la respectiva municipalidad o corporación municipal dentro del 30% de mejor desempeño a nivel nacional para dicho índice. 


Para estos efectos se entenderá por “total de la matrícula” aquella comprendida entre el primer año de educación básica y el cuarto año de educación media regular, incluyendo las diversas formaciones diferenciadas y modalidades de enseñanza. Asimismo, para establecer esta evolución se deberá considerar el efecto demográfico referido a la evolución de la población entre 6 y 18 años de las comunas del país para el mismo periodo.


c) Que durante los 24 meses previos a la solicitud, no haya registrado obligaciones previsionales impagas respecto de los profesionales de la educación, asistentes de la educación o personal de apoyo y administración educacional de su dependencia, por un monto superior a las 400 unidades de fomento calculadas a la fecha en que se presente la solicitud.


d) Que al momento de la solicitud, la deuda de la municipalidad o corporación municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional, según lo establecido en el artículo trigésimo transitorio, no supere el 5% de sus ingresos anuales por concepto de subvenciones escolares y aportes del Estado para el mismo año, descontados los aportes de capital. Para estos efectos no se considerará la deuda ocasionada por los anticipos de subvención realizados para financiar planes de retiro de funcionarios.


El municipio o corporación municipal deberá presentar su solicitud durante el mes de enero del año en que entrará en funcionamiento el Servicio Local con competencia sobre la comuna respectiva. El Ministerio de Educación tendrá un plazo de 60 días para verificar el cumplimiento de los requisitos y acoger la solicitud si fuera procedente.


El Ministerio de Educación deberá evaluar anualmente, a más tardar en marzo de cada año, si las municipalidades o corporaciones municipales autorizadas mantienen el cumplimiento de los requisitos establecidos en los literales de este artículo. De no ser así, el traspaso del servicio educacional que prestan se ajustará a lo establecido en el calendario de instalación definido por el Presidente de la República; y en caso de encontrarse ya en funcionamiento el respectivo Servicio Local con competencia sobre la comuna, se deberá proceder al traspaso del servicio educacional, según las normas establecidas en estas disposiciones transitorias. 


Un reglamento del Ministerio de Educación suscrito, además, por el Ministro de Hacienda especificará los requisitos indicados en los literales de este artículo y la forma e instrumentos para su evaluación, y el procedimiento de solicitud y aprobación del requerimiento de la municipalidad o corporación municipal.”.

(Mayoría de votos, 7x1).

Artículo trigésimo cuarto, nuevo


Agregar el siguiente artículo trigésimo cuarto transitorio, nuevo: 


“Artículo trigésimo cuarto.- Informe financiero del servicio educativo municipal previo al traspaso. Cada municipio o corporación municipal, haya o no suscrito el Plan de Transición, deberá entregar al Ministerio de Educación un informe completo y actualizado a la fecha de su entrega sobre el estado financiero del servicio educativo a su cargo, en un plazo no superior a ciento ochenta días ni inferior a sesenta días previo al traspaso del servicio educacional. Las municipalidades que traspasen el servicio educacional el año 2018 deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo dentro del plazo de sesenta días previo al traspaso de dicho servicio. 


Este informe deberá contener: 


i) El resultado de una auditoría externa realizada por una institución registrada para tales efectos en la Superintendencia de Valores y Seguros, de conformidad al Título XXVIII de la ley N° 18.045. Los recursos para estos efectos deberán estar contemplados en el respectivo convenio de ejecución, de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio. 


ii) El estado de pago de las obligaciones descritas en los literales a) y b) del artículo trigésimo transitorio, más los intereses y reajustes, en caso de incumplimiento de dichas obligaciones. 


iii) El estado de pago de las remuneraciones que correspondan a los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, a los asistentes de la educación regidos por la ley N° 19.464, que se desempeñen o se hayan desempeñado en establecimientos educacionales administrados directamente por municipalidades o a través de corporaciones municipales, y al personal que se desempeña o se haya desempeñado en los respectivos Departamentos de Administración de Educación Municipal o en la gestión educacional de las corporaciones municipales según corresponda.


iv) El estado de pago de las obligaciones descritas en el literal c) del artículo trigésimo transitorio de la presente ley, más los intereses y reajustes, en caso de incumplimiento de dichas obligaciones.


La información a que se refiere el inciso anteriordeberá encontrarse actualizada a la fecha en que se remita al Ministerio de Educación, el que podrá complementarla con la que le proporcione la Superintendencia de Educación u otros organismos públicos.


En caso de que el informe de cuenta de la existencia de saldos impagos respecto de las obligaciones señaladas en los numerales ii) y iii) precedentes, la municipalidad o corporación municipal deberá pagar dichas deudas, las que serán siempre de su exclusiva responsabilidad, y por tanto continuará siendo para todos los efectos legales, la obligada al pago de estas deudas hasta su total extinción. En caso de que la municipalidad o corporación municipal no pague total o parcialmente dichas deudas antes del traspaso del servicio educacional, el Ministerio de Educación, con autorización de la Dirección de Presupuestos, pagará directamente a las instituciones o a las personas que corresponda las obligaciones señaladas en el numeral ii); y podrá siempre pagar, en las mismas condiciones, las obligaciones establecidas en el numeral iii).


En el caso de que se haya efectuado el pago en los términos del inciso anterior, el Ministerio de Educación deberá exigir la restitución de lo pagado por dichos conceptos, de acuerdo a las reglas establecidas en los incisos siguientes. 


Los recursos fiscales que se utilicen para el pago de las deudas referidas en el inciso cuarto podrán ser descontados del Fondo de Apoyo a la Educación Pública establecido en el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845. Con el mismo fin, el Ministerio de Educación podrá dejar sin efecto las retenciones de subvenciones que haya aplicado a la municipalidad o corporación municipal respectiva en virtud de la normativa educacional vigente, con el solo objeto de que estos recursos se destinen a pagar directamente por el Ministerio las obligaciones señaladas en el inciso cuarto.


En caso de no cubrirse la totalidad de dichos recursos fiscales, el remanente será descontado de los montos que a la municipalidad respectiva le corresponda percibir por su participación en el Fondo Común Municipal, establecido en el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 2.385 de 1996, del Ministerio del Interior, desde el año inmediatamente siguiente a aquel en que se realicen los mencionados pagos. La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, con visación de la Dirección de Presupuestos, deberá determinar el plazo y el número de cuotas en que se descontarán los recursos por este concepto y lo informará al Servicio de Tesorerías para que éste proceda al descuento.


Para todos los efectos, este informe se entenderá comprendido dentro de la rendición del convenio de ejecución correspondiente, suscrito entre el municipio o corporación municipal respectiva y el Ministerio de Educación, de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio de la presente ley.”.

(Mayoría, 5x1x3abstenciones).
Artículo trigésimo cuarto de la Honorable Cámara

Artículo trigésimo octavo del Senado

Inciso primero

Número 1)


Agregar el siguiente numeral 1)


“1. Una vez nombrado en su cargo, el Director Ejecutivo del Servicio Local llamará a concurso, en el cual sólo podrá participar el personal antes señalado que ha estado cumpliendo funciones en las municipalidades o corporaciones municipales cuyo territorio sea de competencia del Servicio Local, al 30 de noviembre de 2014, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo octavo transitorio. El concurso se regirá por las normas del Párrafo I, Título II, del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, sin perjuicio de lo que se señala a continuación:”.

(Mayoría de votos, 5x4).

Artículo cuadragésimo octavo (de la Honorable Cámara de Diputados)

Suprimirlo

(Unanimidad, 9x0).

Artículo quincuagésimo quinto, nuevo


Agregar un artículo quincuagésimo sexto transitorio, nuevo, del siguiente tenor


“Artículo quincuagésimo sexto.- Extensión de los beneficios establecidos en la ley N° 20.964 para funcionarios que indica. El Presidente de la República enviará a tramitación durante el año 2017 un proyecto de ley que extienda la vigencia de la ley N° 20.964, que otorga bonificación por retiro voluntario al personal asistente de la educación, hasta el 31 de diciembre de 2025, incluyendo que los trabajadores regidos por el Código del Trabajo que se desempeñan en los Departamentos de Administración de Educación Municipal, en las Direcciones de Educación Municipal y el personal que cumple funciones relacionadas con la administración del servicio educacional en las Corporaciones municipales, que cumplan con los requisitos correspondientes, gozarán de preferencia al postular a estos beneficios.”.

(Unanimidad, 9x0).

- - -

A título meramente informativo, cabe hacer presente que de ser aprobada la proposición de la Comisión Mixta, el texto de la iniciativa legal queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Título I

Disposiciones generales


Artículo 1.- Objeto de la ley. La presente ley crea el Sistema de Educación Pública (en adelante también el “Sistema”), establece las instituciones que lo componen y regula su funcionamiento.


Artículo 2.- Fines de la Educación Pública. La educación pública está orientada al pleno desarrollo de los estudiantes, de acuerdo a sus necesidades y características. Procura una formación integral de las personas, velando por su desarrollo espiritual, social, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, entre otros, y estimulando el desarrollo de la creatividad, la capacidad crítica, la participación ciudadana y los valores democráticos.


Artículo 3.- Objeto del Sistema de Educación Pública. El Sistema tiene por objeto que el Estado provea, a través de los establecimientos educacionales de su propiedad y administración, que formen parte de los Servicios Locales de Educación Pública que son creados en la presente ley, una educación pública, gratuita y de calidad, laica, esto es, respetuosa de toda expresión religiosa, y pluralista, que promueva la inclusión social y cultural, la equidad, la tolerancia, el respeto a la diversidad y la libertad, considerando las particularidades locales y regionales, garantizando el ejercicio del derecho a la educación de conformidad a lo dispuesto en la Constitución Política de la República, en todo el territorio nacional.


El Sistema velará por el respeto a las particularidades de cada nivel y modalidades educativas, considerando la integralidad, pluralidad y el apoyo constante a los estudiantes. En particular, deberá considerar las características propias de los establecimientos que imparten el nivel parvulario y de la educación especial o diferencial.


Artículo 4.- Integrantes del Sistema. Son integrantes del Sistema los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, con sus distintos niveles y modalidades educativas; los Servicios Locales de Educación Pública (en adelante, también, “Servicios Locales”), y el Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública, según lo dispuesto en los Títulos II, III y IV, respectivamente.


Los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del Sistema. Están conformados por sus respectivas comunidades educativas, integradas por estudiantes, madres, padres, apoderados, profesionales de la educación, asistentes de la educación y por sus respectivos equipos docentes directivos. Dichos establecimientos contarán con autonomía para la definición y desarrollo de sus proyectos educativos, de acuerdo a la identidad y características propias de sus comunidades, de conformidad a la normativa vigente. 


En este marco, corresponderá a los profesionales de la educación ejercer un rol fundamental para la consecución del objeto del Sistema y para la materialización de los principios que lo guían, establecidos en el artículo siguiente, desarrollando estrategias y metodologías con creatividad y autonomía, de acuerdo a lo establecido en la letra b) del inciso cuarto del artículo 19 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1997.


Artículo 5.- Principios del Sistema. El Sistema y sus integrantes se regirán por los principios señalados en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, y por los principios que se establecen a continuación:


a) Calidad integral. El Sistema se orientará hacia la provisión de una educación de calidad que permita a los estudiantes acceder a oportunidades de aprendizaje para un desarrollo integral, llevar adelante sus proyectos de vida y participar activamente en el desarrollo social, político, cultural y económico del país. Para ello, el Sistema promoverá el desarrollo de los estudiantes en sus distintas dimensiones, incluyendo la espiritual, ética, moral, cognitiva, afectiva, artística y el desarrollo físico, entre otras, así como las condiciones para implementar y evaluar el cumplimiento del currículum, y las necesidades y adaptaciones que la comunidad educativa convenga, en lo pertinente.


El Sistema velará por que el proceso educativo que se desarrolle en los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales provea a los estudiantes las oportunidades de recibir una educación de calidad, mediante actividades curriculares y extracurriculares, así como a través de la promoción de una buena convivencia escolar que prepare a los estudiantes para la vida en sociedad.


b) Mejora continua de la calidad. El Sistema velará por el mejoramiento sostenido de los procesos educativos que se desarrollen en los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, con el objeto de alcanzar una educación de calidad integral e inclusiva. Para ello, los integrantes del Sistema deberán propender siempre al logro de los objetivos generales definidos en la ley y al cumplimiento de los estándares y los otros indicadores de calidad educativa que les resulten aplicables según sus niveles y modalidades. 


El Sistema, en sus distintos niveles, deberá implementar las acciones necesarias para que todos los Servicios Locales y los establecimientos educacionales de su dependencia alcancen los niveles de calidad esperados para el conjunto del sistema educativo, en todos los niveles y modalidades educativas, y especialmente tratándose de la educación parvularia, estas acciones comprenderán el apoyo psicosocial y profesional en materias propias de dichos niveles y modalidades educativas.


c) Cobertura nacional y garantía de acceso. Con el objeto de resguardar el ejercicio del derecho a la educación reconocido por la Constitución y los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, el Sistema asegurará la prestación del servicio educacional en todo el territorio nacional y el acceso de todas las personas, incluyendo especialmente a aquellas que tengan necesidades educativas especiales, de conformidad a la ley, a los distintos niveles educativos, considerando las formaciones diferenciadas que ellos incluyen, y las distintas modalidades educativas, velando además por la continuidad del servicio.


En ningún caso se podrá condicionar la incorporación o permanencia de los estudiantes en el sistema educativo a elementos ajenos al ámbito pedagógico, en los términos de la ley N° 20.845.


d) Desarrollo equitativo e igualdad de oportunidades. Los integrantes del Sistema deberán ejecutar medidas de acción positiva que, en el ámbito educacional, se orienten a evitar o compensar las consecuencias derivadas de las desigualdades de origen o condición de los estudiantes, velando particularmente por aquellos que requieran de apoyos especiales y una atención diferenciada, con el propósito de que puedan desarrollar al máximo sus potencialidades.


e) Colaboración y trabajo en red. El Sistema y sus integrantes basarán su funcionamiento en la colaboración, fomentando la cooperación permanente y sistemática entre las instituciones que lo componen, con el objeto de propender al pleno desarrollo de la educación pública. Para ello, deberán realizar un trabajo colaborativo y en red, basado en el desarrollo profesional, el intercambio de información, el acceso común a servicios e instalaciones, la generación de redes de aprendizaje entre los integrantes de las comunidades educativas, el fomento del trabajo conjunto de sus diversos profesionales y el intercambio de buenas prácticas pedagógicas y de gestión educativa, promoviendo el desarrollo de estrategias colectivas para responder a sus desafíos comunes.


Asimismo, los Servicios Locales propenderán a realizar un trabajo colaborativo con órganos pertenecientes a los sectores de salud, deporte, cultura, entre otros, y con sostenedores de la educación particular y particular subvencionada.


f) Proyectos educativos inclusivos, laicos y de formación ciudadana. El Sistema debe favorecer la expresión y valoración de las diferencias entre los estudiantes y sus particularidades. Para ello, deberá asegurar, a lo largo de toda la trayectoria educativa, un trato no discriminatorio, en términos sociales, étnicos, religiosos, políticos, de género o de cualquier otro tipo que atente contra la igualdad de derechos y de oportunidades.


Para estos efectos, el Sistema deberá asegurar especialmente el respeto por la libertad de conciencia, garantizando un espacio de convivencia abierto a todos los cultos y creencias religiosas, fomentar la convivencia democrática y el ejercicio de una ciudadanía crítica y responsable, promover el cuidado y respeto por el medio ambiente y el conocimiento, comprensión y compromiso de los estudiantes con los derechos humanos.


g) Pertinencia local, diversidad de los proyectos educativos y participación de la comunidad. El Sistema deberá contar con proyectos educativos diversos y pertinentes a la identidad, necesidades e intereses de la comunidad, respetando siempre los derechos humanos y la convivencia democrática. 


En la formulación y desarrollo de los proyectos educativos de los establecimientos educacionales se deberá garantizar y promover la participación de las comunidades educativas, asegurando el derecho a la información, organización y expresión de sus opiniones en los asuntos que les afectan, de conformidad a la legislación vigente.


h) Formación ciudadana y valores republicanos. El Sistema promoverá en los estudiantes la comprensión del concepto de ciudadanía y los derechos y deberes asociados a ella, entendidos éstos en el marco de una república democrática, con el propósito de formar una ciudadanía activa en el ejercicio y cumplimiento de estos derechos y deberes. En particular, propenderá a difundir los valores republicanos, entendiéndose por tales aquellos propios de la práctica constante de una sociedad democrática, laica y pluralista, esto es, respetuosa de toda expresión religiosa, y de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de la República y en tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile.


i) Integración con el entorno y la comunidad. El Sistema se encargará de promover el desarrollo de conocimientos, habilidades y valores que permitan a las personas y comunidades contribuir a asegurar, desde sus propias identidades, su supervivencia y bienestar, a través de una relación creativa y constructiva con sus respectivos entornos, reconociendo la interculturalidad, según lo establecido en el artículo 3, letra m), del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación. Para ello, los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales deberán propender a formar personas conscientes de su individualidad, y de pertenecer a una comunidad y a un entorno, promoviendo una cultura de paz, justicia y solidaridad, participativa y democrática, comprometida con la conservación del medio ambiente.


Artículo 6.- Estrategia Nacional de Educación Pública. El Ministerio de Educación, a propuesta de la Dirección de Educación Pública, oyendo a las Comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y del Senado, y previa aprobación del Consejo Nacional de Educación, establecerá la Estrategia Nacional de Educación Pública (en adelante también “la Estrategia”). La Estrategia tendrá por objeto mejorar la calidad de la educación pública provista por los establecimientos educacionales integrantes del Sistema, propendiendo al pleno desarrollo de ésta. Será establecida por medio de un decreto supremo y tendrá una duración de ocho años, pudiendo modificarse luego de una evaluación a la mitad de dicho periodo o cuando por razones fundadas, debidamente calificadas, así se determine.


La Estrategia deberá considerar objetivos, metas y acciones en áreas tales como: cobertura y retención de estudiantes en el Sistema, convivencia escolar, apoyos para el aprendizaje, inclusión y atención diferenciada a los estudiantes, implementación curricular, colaboración y articulación de los sectores y niveles educacionales entre sí, todo lo anterior según los recursos que disponga el país y sus respectivos presupuestos.


El Ministerio de Educación, cada dos años, remitirá un informe sobre el estado de avance de la Estrategia a las comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y del Senado, así como a los organismos del Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. Este informe será presentado ante las comisiones indicadas, que para tal efecto realizarán una sesión conjunta. En dicho informe se describirán las metas y las acciones de la Estrategia ejecutadas en el periodo y se evaluarán los avances y mejoras de cada Servicio Local. Dicho informe será remitido a los Comités Directivos Locales, a los Consejos Locales y a las Coordinaciones Regionales, establecidos en la presente ley, y estará a disposición de la ciudadanía en el sitio electrónico del Ministerio de Educación.


En el marco de la elaboración de una nueva Estrategia, así como en sus modificaciones, la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales de Educación Pública, en el nivel que corresponda, deberán establecer un periodo de participación de las comunidades educativas, con el objeto de recabar su opinión y propuestas. Con el mismo fin, podrá considerar un proceso de consulta ciudadana, en los términos del artículo 73 del decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, dirigida a padres, madres, apoderados, directores, docentes, asistentes de la educación, estudiantes y otras personas u organismos interesados en la materia, tales como decanos de las facultades de educación o expertos en el ámbito educacional. Asimismo, tendrá en consideración los informes señalados en el inciso precedente, así como las propuestas que realicen los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales, los Comités Directivos Locales, los Consejos Locales y las Coordinaciones Regionales.


Los integrantes del Sistema, en el marco de sus funciones y atribuciones, deberán orientar sus acciones al cumplimiento de la Estrategia.

Título II

De los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública


Artículo 7.- De los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. Los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del Sistema, y en virtud de esto se orienta la acción de sus integrantes. Estarán conformados por su respectiva comunidad educativa, cuyo propósito compartido se expresa en el proyecto educativo institucional. Los establecimientos educacionales formarán parte de la red de cada Servicio Local.


El objeto de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales es proveer educación de calidad, que contribuya a la formación integral y a los aprendizajes de sus estudiantes en las distintas etapas de su vida, considerando sus necesidades y características, a fin de potenciar su pleno desarrollo espiritual, ético, social, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, de acuerdo a los principios del sistema educativo chileno, definidos en el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, y a los objetivos y principios del Sistema de Educación Pública, definidos en la presente ley. Para el cumplimiento de su objeto, contarán con autonomía, de conformidad a lo establecido en la legislación.


Al Sistema de Educación Pública le corresponderá de modo preferencial el fortalecimiento y desarrollo de las capacidades de los establecimientos educacionales, de sus comunidades educativas y sus proyectos educativos. En especial, le corresponderá fomentar, a través de los directores y equipos directivos de estos establecimientos, el trabajo profesional colaborativo entre los docentes, orientado a la mejora permanente de los procesos educativos y a la generación de competencias profesionales para proveer aprendizajes de calidad, de conformidad a lo establecido en la presente ley. Los Servicios Locales deberán contribuir a esta tarea, apoyando los procesos pedagógicos y la gestión administrativa de los establecimientos educacionales de su dependencia.


Artículo 8.- De los integrantes de la comunidad educativa de los establecimientos educacionales y su participación. Las comunidades educativas que conforman los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales estarán integradas por estudiantes, padres, madres y apoderados, profesionales de la educación, asistentes de la educación y equipos docentes directivos, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010. El órgano que reúne a los integrantes de la comunidad educativa es el Consejo Escolar, de conformidad con lo establecido en la ley N° 19.979.


Los estudiantes podrán organizarse en Centros de Alumnos o de Estudiantes. Los establecimientos educacionales deberán promover su constitución, funcionamiento e independencia, además de establecer instancias de participación en cuestiones de su interés, en el marco del proyecto educativo institucional.


Los padres, madres y apoderados podrán constituir Centros de Padres, Madres y Apoderados, los que colaborarán con los propósitos educativos del establecimiento y apoyarán el desarrollo y mejora de sus procesos educativos. Los establecimientos educacionales deberán promover su constitución, funcionamiento e independencia.


Los profesionales de la educación ejercen la función docente, técnico pedagógica y docente directiva, cumpliendo un rol fundamental en la formación integral de los estudiantes y en el proceso educativo que se desarrolla en los establecimientos educacionales. En los establecimientos educacionales habrá Consejos de Profesores, los que estarán integrados por personal docente directivo, técnico-pedagógico y docente. Tendrán el carácter de organismos técnicos en los que se expresará la opinión profesional de sus integrantes.


Los asistentes de la educación desarrollan labores de apoyo a la función docente, favoreciendo el proceso de enseñanza y aprendizaje de los estudiantes y permitiendo la correcta prestación del servicio educacional, las que pueden ser de carácter profesional distinto a la docencia y técnicas, de administración de la educación, auxiliar y de servicios.


Los directores de los establecimientos educacionales serán los encargados de liderar el proyecto educativo institucional y de la dirección, administración, supervisión y coordinación de la educación, para su mejora continua.


La función de los equipos directivos es aquella de carácter profesional que apoya las funciones de los directores de los establecimientos, en especial, en lo referido a la organización escolar, el clima de convivencia y el fomento de la colaboración profesional para el logro del aprendizaje de los estudiantes. Se incluyen en esta función la Subdirección, Jefatura Técnica, Inspectoría General y otras de similar naturaleza.


Tanto los Servicios Locales como los directores de establecimientos deberán promover la participación de la comunidad educativa, especialmente a través de los Centros de Alumnos; Centros de Padres, Madres y Apoderados y de los Consejos Escolares.


Cada establecimiento educacional perteneciente al Sistema de Educación Pública realizará, una vez al año, una jornada de evaluación del Plan de Mejoramiento Educativo y del Reglamento Interno, convocada por su director, en la que participará la comunidad educativa respectiva y un representante del Servicio Local respectivo.


Los integrantes de la comunidad educativa organizarán instancias de participación y reflexión, cuando sea pertinente.


Artículo 9.- Funciones y atribuciones generales de los directores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. La función principal del director de un establecimiento educacional del Sistema es liderar y dirigir el proyecto educativo institucional y los procesos de mejora educativa, en particular, ejercer el liderazgo técnico pedagógico en el establecimiento a su cargo. Con dicho objeto, velará por el buen funcionamiento del establecimiento, propendiendo al desarrollo integral de los estudiantes y sus aprendizajes, de acuerdo a sus características y necesidades educativas. Asimismo, velará por el cumplimiento de los objetivos y metas correspondientes, establecidas en sus planes de mejoramiento educativo y demás instrumentos que establece la ley.


Artículo 10.- Funciones y atribuciones especiales de los directores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. A fin de llevar a cabo la función indicada en el artículo anterior, así como las funciones y atribuciones generales que se establecen para los directores de establecimientos en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, corresponderá especialmente a los directores de establecimientos educacionales del Sistema:


a) Dirigir y coordinar, en conjunto con su equipo directivo, el trabajo técnico pedagógico del establecimiento, en lo referido a la organización, planificación, supervisión, coordinación y evaluación de la enseñanza y aprendizaje de los estudiantes.


b) Orientar el desarrollo profesional continuo de los docentes y asistentes de la educación. Para ello, deberán proponer al Director Ejecutivo respectivo la implementación de programas o instrumentos de desarrollo profesional de los docentes y otros integrantes del establecimiento educacional, sobre la base de las necesidades del establecimiento, su proyecto educativo institucional, su plan de mejoramiento educativo y los resultados entregados por el Sistema de Desarrollo Profesional Docente. 


c) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo el proyecto educativo institucional del establecimiento y sus modificaciones, el que deberá ser expresión de la diversidad de la comunidad escolar y atender a las orientaciones del Plan Estratégico Local, consultando previamente al consejo escolar y al consejo de profesores respectivo, de acuerdo a la normativa vigente.  El Director Ejecutivo podrá realizar observaciones al proyecto educativo del establecimiento, fundadas en la normativa vigente o en las definiciones estratégicas contenidas en el Plan Estratégico Local o en la Estrategia Nacional de Educación Pública. El director del establecimiento podrá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo. No obstante, deberá incorporarlas cuando el Director Ejecutivo cuente con el acuerdo del Comité Directivo Local. 


d) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo el plan de mejoramiento educativo del establecimiento, consultando previamente al consejo escolar, de acuerdo a la normativa vigente y atendiendo a los objetivos y metas del Plan Estratégico Local respectivo. El Director Ejecutivo podrá realizar observaciones al plan presentado por el director, a través de una resolución fundada, la que deberá basarse en las definiciones contenidas en el Plan Estratégico Local o en la Estrategia Nacional de Educación Pública o cuando el plan presentado supere el marco presupuestario correspondiente, tomando en cuenta las especiales características de cada establecimiento educacional. Con todo, el director del establecimiento podrá insistir en su plan o en algunas de sus áreas o dimensiones, para lo cual tendrá que justificar cómo éste se ajusta al Plan Estratégico Local o la Estrategia Nacional. El Director Ejecutivo tendrá un plazo de 10 días hábiles para pronunciarse. Dicha decisión deberá ser informada al Comité Directivo Local, al Consejo Local de Educación y a la comunidad educativa respectiva. 


En caso que el plan presentado supere el marco presupuestario, el director del establecimiento deberá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo.


e) Velar, en conjunto con su equipo directivo, por la ejecución del Reglamento Interno y el Plan de Convivencia Escolar, que deberá ser evaluado por el Consejo Escolar, de conformidad con la legislación vigente.



f) Promover la participación de todos los miembros de la comunidad educativa, en especial a través de su organización en centros de alumnos, centros de padres y apoderados, consejos de profesores y consejos escolares, con el objeto de contribuir al proceso de enseñanza y mejora continua del establecimiento educacional.


g) Fomentar la integración del establecimiento bajo su dirección en la red de establecimientos que corresponda al territorio del Servicio local, con el objeto de mejorar la calidad del proceso educativo, de acuerdo a lo establecido en la letra e) del artículo 5. En particular, participar en las Conferencias de Directores del Servicio, según lo establece la presente ley. 


h) Promover la integración del establecimiento y su comunidad educativa en la comunidad local.


i) Proponer al Director Ejecutivo los perfiles profesionales y de cargos titulares para docentes y participar en la selección de los docentes y asistentes de la educación, de acuerdo a la normativa vigente.


j) Decidir la contratación del personal docente que se incorpore al establecimiento, a partir de una terna propuesta por la comisión calificadora correspondiente, establecida en el artículo 30 del decreto con fuerza de ley Nº1, del Ministerio de Educación, de 1996. 


k) Administrar los recursos que le sean delegados en virtud del artículo 21 de la ley N° 19.410, pudiendo adoptar medidas para la conservación y ejecución de las reparaciones necesarias del edificio o construcciones en que funciona el establecimiento educacional, con cargo a estos recursos, excluidas cualquier transformación o ampliación del edificio, construcciones e instalaciones, de conformidad a la normativa vigente.


l) Rendir cuenta anual de su gestión en audiencia pública al Director Ejecutivo respectivo o su representante, al Consejo Escolar y a la comunidad educativa del establecimiento. Esta rendición anual estará contenida en un informe y comprenderá todas las obligaciones de rendición de cuenta que deba realizar el director del establecimiento educacional, en la forma prevista por la normativa vigente. El Servicio Local prestará asistencia técnica a los equipos directivos para la elaboración de dicha rendición de cuenta.


m) Colaborar con el Servicio Local en la implementación de acciones tendientes a asegurar la trayectoria educativa de los estudiantes y a favorecer la retención y el reingreso escolar para los estudiantes que hayan visto interrumpida su trayectoria educativa.


Artículo 11.- Conferencia de Directores y Directoras de Escuelas, Jardines y Liceos. Cada Director Ejecutivo convocará, al menos una vez al año, a una Conferencia a todos los directores de los establecimientos educacionales y a los profesores encargados de escuelas rurales, que dependan del Servicio Local. 


Esta Conferencia tendrá un carácter consultivo y su objeto será analizar, en conjunto con el Director Ejecutivo, el estado de avance del Plan Estratégico Local establecido en el artículo 45, proponer mejoras para el diseño y la prestación del apoyo técnico-pedagógico que el Servicio entrega a los establecimientos de conformidad con lo señalado en el literal d) del artículo 18, y, analizar toda otra materia de interés para el cumplimiento del objeto del Servicio, que sea propuesta por el Director Ejecutivo. Un informe de síntesis con las principales conclusiones y propuestas de la Conferencia deberá ser remitido a la Dirección de Educación Pública, al Comité Directivo y al Consejo Local respectivo, para su conocimiento.


Artículo 12.- Funciones y atribuciones especiales del consejo de profesores en los establecimientos educacionales de dependencia de los Servicios Locales. El consejo de profesores es una instancia colegiada de carácter técnico pedagógico y sus funciones se enmarcarán en dicho ámbito. El consejo deberá sesionar, a lo menos, una vez al mes, y sus reflexiones y propuestas quedarán registradas en un acta numerada de sus sesiones.


Sin perjuicio de lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, serán funciones y atribuciones del consejo de profesores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, las siguientes:

a) Aprobar, a propuesta del equipo directivo, el reglamento de evaluación del establecimiento.


b) Participar en la elaboración del reglamento de convivencia escolar.


c) Emitir su opinión respecto de la aplicación de medidas disciplinarias, de conformidad al reglamento de convivencia escolar y a la normativa vigente, especialmente lo dispuesto en el literal d) del artículo 6 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998.


d) Participar en la elaboración del plan de formación de desarrollo profesional docente del establecimiento, de acuerdo a la normativa vigente.


e) Proponer y conocer las acciones de innovación pedagógica que se desarrollen en el establecimiento.


f) Elaborar propuestas al director del establecimiento para el plan de mejoramiento educativo, previo a su envío al consejo escolar.


g) Dar su opinión sobre las prioridades respecto del uso de las horas no lectivas, de conformidad a la legislación vigente.


h) Ser informado de toda otra medida o disposición que diga relación con los aspectos técnico pedagógicos o que afecten las condiciones laborales docentes.


i) Toda otra materia que la dirección del establecimiento quiera someter a su conocimiento.


Artículo 13.- Consejo Escolar de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. En cada establecimiento educacional perteneciente al Sistema de Educación Pública deberá existir un Consejo Escolar o un Consejo de Educación Parvularia, según corresponda, en los términos establecidos en la ley Nº 19.979. 


En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, los Consejos Escolares tendrán facultades resolutivas en lo relativo a: 


a) El calendario detallado de la programación anual y las actividades extracurriculares o extraprogramáticas, incluyendo las características específicas de éstas.


b) Aprobar el reglamento interno y sus modificaciones.


Artículo 14.- Del trabajo en red. Los Servicios Locales fomentarán el trabajo en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. El principal objetivo del trabajo en red es el fortalecimiento de los procesos pedagógicos de los establecimientos educacionales que las integran, así como la mejora continua de la calidad integral de la educación que ellos imparten, en consideración con los objetivos y metas presentes en los respectivos Planes de Mejoramiento Educativo de cada establecimiento educacional, así como en el Plan Estratégico Local establecido en el artículo 45. 


Asimismo, los Servicios Locales promoverán y facilitarán la coordinación y realización conjunta de actividades educativas curriculares y extracurriculares entre dos o más establecimientos de su dependencia, las cuales podrán considerar integrantes de comunidades educativas no dependientes del Servicio Local.


En particular, cada Servicio Local, por sí o en coordinación con otros Servicios Locales de la región, cuando corresponda, deberá asegurar la integración de sus establecimientos de educación media que impartan formación diferenciada técnico profesional a una o más redes de establecimientos del mismo tipo, y coordinarse con instituciones de educación superior.


Artículo 15.- Proyecto educativo institucional y plan de mejoramiento educativo de los establecimientos educacionales. Los establecimientos educacionales pertenecientes al Sistema de Educación Pública deberán contar con un proyecto educativo institucional, el que deberá ser concordante con el objeto y principios del Sistema de Educación Pública, consagrados en los artículos 3 y 5, respectivamente. Este instrumento deberá reconocer la identidad y características de los estudiantes y de la comunidad educativa respectiva y orientar el desarrollo de los diferentes planes y acciones que se lleven a cabo en el establecimiento.


Asimismo, estos establecimientos contarán con un Plan de Mejoramiento Educativo, el que será un instrumento de planificación estratégica que orientará el mejoramiento de sus procesos pedagógicos e institucionales. Este plan contendrá, en un solo instrumento, una planificación a 4 años, que se implementará a través de orientaciones y acciones de carácter anual, incluyendo metas de gestión institucional, de acuerdo a lo establecido en las leyes números 20.248 y N° 20.529, y a las políticas que al efecto elabore el Ministerio de Educación. A través de este plan deberá fomentarse, entre otros, el trabajo profesional colaborativo de los docentes y una sana convivencia de la comunidad educativa, favoreciendo la formación integral de los estudiantes y la generación de aprendizajes de calidad. 


Los planes de mejoramiento educativo a que se refieren las leyes números 20.248 y 20.529 se considerarán comprendidos en el Plan de Mejoramiento establecido en la presente ley, sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones y requisitos que dichas leyes establecen para dichos instrumentos.


Los directores de establecimientos educacionales y sus equipos directivos, con el objeto de vincular e integrar diferentes iniciativas y de simplificar sus tareas administrativas, en concordancia con las políticas establecidas por el Ministerio de Educación, incorporarán como parte de su propuesta de Plan de Mejoramiento Educativo los planes específicos establecidos por la normativa educacional vigente, tales como, el Plan de Formación Ciudadana, el Plan de Gestión de la Convivencia Escolar y el Plan de Apoyo a la Inclusión, para lo cual contarán con el apoyo del Servicio Local, de acuerdo a lo establecido en el inciso sexto del artículo 25. 

Título III

De los Servicios Locales de Educación Pública

Párrafo 1

Objeto, funciones y atribuciones


Artículo 16.- Definición. Créanse los Servicios Locales de Educación Pública que se señalan a continuación como órganos públicos funcional y territorialmente descentralizados, con personalidad jurídica y patrimonio propio, los que se relacionarán con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación. Estos Servicios cubrirán, conjuntamente, la totalidad de las comunas del país:


a) Región de Arica y Parinacota: un Servicio Local.


b) Región de Tarapacá: dos Servicios Locales.


c) Región de Antofagasta: dos Servicios Locales.


d) Región de Atacama: dos Servicios Locales.


e) Región de Coquimbo: cuatro Servicios Locales.


f) Región de Valparaíso: ocho Servicios Locales y un Servicio Local para Isla de Pascua. 


g) Región Metropolitana de Santiago: dieciséis Servicios Locales.


h) Región del Libertador General Bernardo O’Higgins: seis Servicios Locales.


i) Región del Maule: cuatro Servicios Locales.


j) Región del Biobío: once Servicios Locales.


k) Región de La Araucanía: cinco Servicios Locales.


l) Región de Los Ríos: dos Servicios Locales.


m) Región de Los Lagos: cuatro Servicios Locales.


n) Región Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo: un Servicio Local.


ñ) Región de Magallanes y de la Antártica Chilena: un Servicio Local.


El ámbito de competencia territorial de cada uno de los Servicios Locales, su denominación y domicilio se determinará de conformidad a lo dispuesto en el artículo quinto transitorio de esta ley. 


Cada Servicio Local podrá crear oficinas locales, mediante decreto fundado del Ministerio de Educación, cuando ello sea necesario por razones de buen servicio y para el adecuado cumplimiento de sus funciones, en atención a razones de distancia, conectividad y concentración de matrícula, entre otras. También podrá hacerlo a propuesta del Comité Directivo Local respectivo.


Los Servicios Locales se relacionarán con el Ministerio de Educación a través de la Dirección de Educación Pública. Asimismo, estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882, sin perjuicio de las materias reguladas en la presente ley.


Artículo 17.- Objeto. El objeto de los Servicios Locales será proveer, a través de los establecimientos educacionales de su dependencia, el servicio educacional en los niveles y modalidades que corresponda, debiendo orientar su acción de conformidad a los principios de la educación pública establecidos en el artículo 5.


En este marco, velarán por la calidad, la mejora continua y la equidad del servicio educacional, para lo cual deberán proveer apoyo técnico pedagógico y apoyo a la gestión de los establecimientos educativos a su cargo, considerando sus proyectos educativos institucionales y las necesidades de cada comunidad educativa, atendiendo especialmente a las características de los estudiantes y las particularidades del territorio en que se emplazan. Asimismo, respetarán la autonomía que ejerzan los establecimientos educacionales, contribuyendo al desarrollo de sus proyectos educativos y de sus planes de mejoramiento.


Para el cumplimiento de su objeto, los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales suscribirán convenios de gestión educacional, conforme a lo señalado en los artículos 39 y 40. Sin perjuicio de lo anterior, estos servicios deberán cumplir con las políticas, planes y programas que se establezcan para el fortalecimiento y desarrollo del Sistema de Educación Pública y demás obligaciones que establezca la normativa vigente.


Los Servicios Locales son organismos administrativos encargados de la provisión del servicio público educacional definido en la presente ley, para lo cual velarán por su calidad y mejora constante.


Artículo 18.- Funciones y atribuciones. Los Servicios Locales tendrán las siguientes funciones y atribuciones, las cuales se entienden sin perjuicio de aquellas que corresponden a los sostenedores de establecimientos educacionales:


a) Proveer, a través de los establecimientos educacionales de su dependencia, el servicio educacional en los niveles y modalidades que corresponda de conformidad a la ley. 


b) Administrar los recursos humanos, financieros y materiales del servicio y los establecimientos educacionales de su dependencia, pudiendo adquirir toda clase de bienes muebles e inmuebles para el cumplimiento de sus fines.


Lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, respecto de las funciones y atribuciones propias de los directores de establecimientos educacionales o de las funciones y atribuciones que les sean especialmente delegadas a éstos por el Director Ejecutivo de conformidad a la ley.


c) Desarrollar la oferta de educación pública en el territorio que le corresponda y velar por una adecuada cobertura del servicio educacional, de acuerdo a las particularidades del territorio. Para ello deberá identificar las áreas de expansión poblacional y aquellas en que la cobertura pública sea insuficiente. En el marco de esta función, velará por la continuidad en la trayectoria educativa de los estudiantes, desde la educación inicial hasta el término de la educación media, y se vinculará con las instituciones de educación superior de la región. En el caso de la formación técnico profesional, velará por la pertinencia de la oferta de especialidades respecto de las necesidades de desarrollo del territorio y propenderá a una debida articulación con la educación superior para el desarrollo de trayectorias formativas; ello, con especial énfasis en la coordinación con los centros de formación técnica estatales y en coherencia con la Estrategia Regional de Desarrollo respectiva.


En el ejercicio de esta facultad deberá tener especial consideración por el desarrollo de la oferta educacional para las personas que se encuentren bajo cualquier régimen de privación de libertad o programa de reinserción social, y deberá coordinarse con los servicios públicos que administren los establecimientos en que dichas personas se encontraren detenidas o privadas de libertad.


d) Diseñar y prestar apoyo técnico-pedagógico y a la gestión de los establecimientos educacionales de su dependencia. En particular, diseñarán y prestarán apoyo a los equipos directivos, docentes y asistentes de la educación de dichos establecimientos. 


El apoyo técnico-pedagógico deberá orientarse y responder a las necesidades de cada comunidad educativa, para lo cual deberá considerar los contenidos establecidos en los proyectos educativos institucionales y los planes de mejoramiento educativo de cada establecimiento. 


En esta labor, los Servicios Locales deberán considerar las características territoriales, modalidades, niveles educativos y las formaciones diferenciadas de sus establecimientos educacionales, poniendo especial atención en los establecimientos de educación especial, de adultos, interculturales bilingües y rurales uni, bi y tri docentes, así como aquellos que ofrezcan formaciones diferenciadas técnico-profesional, artística u otras que se creen conforme a la ley, adaptando sus acciones de apoyo en función de sus particularidades.


En el caso del nivel de educación parvularia, el Servicio Local deberá considerar las políticas elaboradas por la Subsecretaría de Educación Parvularia, en el diseño y prestación de apoyo técnico-pedagógico que realice en los establecimientos de su dependencia.


e) Implementar iniciativas de desarrollo profesional para los equipos directivos, docentes y asistentes de la educación de los establecimientos educacionales de su dependencia, así como de los funcionarios del servicio, siempre y cuando digan relación con los desafíos y necesidades propias de los establecimientos educacionales y del servicio en general, y con arreglo a su disponibilidad presupuestaria.


f) Contar con sistemas de seguimiento, información y monitoreo, de conformidad a las orientaciones establecidas por la Dirección de Educación Pública, que consideren tanto la evaluación de procesos y resultados de los establecimientos educacionales de su dependencia, como los informes emitidos por la Agencia de Calidad de la Educación, de conformidad a la ley Nº 20.529 con el objeto de propender a la mejora continua de la calidad de la educación provista por dichos establecimientos.


g) Fomentar el trabajo colaborativo y en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. Para ello, podrá agruparlos sobre la base de criterios tales como proximidad territorial, pertenencia comunal, características de los proyectos educativos y nivel educativo, considerando sus formaciones diferenciadas, o sus modalidades educativas. En el ejercicio de esta función considerará el diagnóstico y atención de necesidades educativas especiales de los estudiantes, entre otros factores.


h) Promover y fortalecer el liderazgo directivo en los establecimientos educacionales de su dependencia. Para ello, el Director Ejecutivo podrá delegar en los directores de los establecimientos educacionales las atribuciones que faciliten la gestión educacional, debiendo proveer las condiciones necesarias para el adecuado ejercicio de las atribuciones delegadas.


i) Ejecutar acciones orientadas a fomentar la participación de los miembros de la comunidad educativa y de las comunidades locales, en las instancias que promueva el propio Servicio Local o los establecimientos de su dependencia, de conformidad a la ley.


j) Elaborar el Plan Estratégico Local de Educación Pública y el Plan Anual a que se refieren, respectivamente, los artículos 45 y 46, con la participación de las respectivas comunidades locales y educativas, y respondiendo a sus necesidades.


k) Determinar la apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales de su dependencia dentro del territorio de su competencia, debiendo cumplir al efecto con la normativa educacional vigente. La decisión de iniciar un procedimiento que tenga como consecuencia la fusión o cierre de un establecimiento educacional sólo procederá en situaciones excepcionales y deberá ser debidamente fundada e informada a la Dirección de Educación Pública, la que podrá rechazar dicha decisión por razones fundadas, dentro del plazo de treinta días. Si dicho servicio público no se pronuncia dentro del plazo señalado, la decisión se entenderá aceptada. 


La decisión sobre la apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales deberá ser informada al Comité Directivo Local y al Consejo Local y será publicada y destacada en el sitio electrónico del Servicio Local respectivo.


Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, regulará las materias señaladas en la presente letra.


l) Determinar la apertura o cierre de especialidades de formación diferenciada en sus establecimientos de enseñanza media técnico-profesional, asegurando la existencia de una oferta territorial pertinente a las necesidades de desarrollo locales y debiendo cumplir al efecto con la normativa educacional vigente. Esta decisión deberá ser consultada al Consejo Local respectivo.


m) Elaborar y proponer a la Dirección de Educación Pública, u otros organismos públicos a través de ella, proyectos de inversión en equipamiento e infraestructura educacional u otros ítems relacionados con su objeto y fines para desarrollar en el territorio de su competencia, de conformidad a la ley.


n) Coordinar y apoyar la ejecución de planes y programas de otros órganos de la Administración del Estado, tales como la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas y las municipalidades, respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia.


ñ) Celebrar convenios con municipalidades en todas las materias que resulten relevantes para el cumplimiento de su objeto. Se entenderán incluidos entre estos convenios aquellos que permitan facilitar el acceso de los estudiantes de los establecimientos educacionales de dependencia del respectivo Servicio Local a los servicios provistos por municipalidades. Igualmente se entenderán incluidos aquellos convenios que permitan el uso compartido de los establecimientos educacionales a fin de realizar actividades comunitarias, de conformidad con las funciones de las municipalidades establecidas en la ley, resguardando, en todo caso, de manera preferente el derecho a la educación de los estudiantes.


o) Celebrar convenios o acuerdos con organismos públicos o privados para abordar asuntos de interés común. En particular, podrá vincularse con las instituciones de educación superior para, entre otros, favorecer la formación inicial docente y el desarrollo profesional, la innovación pedagógica y la investigación educativa. En el caso de la educación técnico-profesional, dichos convenios podrán abordar la coordinación de trayectorias educativas, el acceso a prácticas profesionales, la inserción laboral de los estudiantes, entre otros.


p) Celebrar convenios con las instituciones del sector público o personas jurídicas que no persigan fines de lucro que detenten la administración de los establecimientos de educación técnico-profesional, cuya administración haya sido entregada en virtud del decreto ley N° 3.166, de 1980, para efectos de prestarles apoyo técnico-pedagógico y trabajar en red con los establecimientos de su dependencia. En el caso que la Dirección de Educación Pública ponga término al convenio de administración delegada respectivo, una vez terminada su vigencia y de acuerdo a la normativa vigente, podrá traspasar al Servicio Local la administración de los establecimientos cuya administración haya sido entregada en virtud del decreto ley N° 3.166, de 1980, y que se encuentren en el territorio de su competencia.


q) Mantener un registro actualizado de los bienes inmuebles en que funcionan los establecimientos educacionales de su dependencia.


r) Implementar y coordinar acciones tendientes a desarrollar diversas expresiones artísticas en los establecimientos educacionales, cuando ello sea pertinente de acuerdo al proyecto educativo institucional del establecimiento educacional respectivo.


s) Ejercer las demás funciones y atribuciones que establezcan las leyes.


Artículo 19.- Responsabilidades del Servicio Local respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia. Corresponderá especialmente a los Servicios Locales, respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia, entre otros:


1. Velar por que cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia cuente con un equipo directivo y docente en permanente desarrollo profesional y que participe en un trabajo colaborativo constante. La dotación deberá ser suficiente para cumplir con los objetivos señalados en los números 2, 3, 4 y 5 de este mismo artículo, de conformidad con lo establecido en el artículo 46, letra b), de esta ley.


2. Proveer una oferta curricular acorde a las definiciones del currículum nacional y los principios establecidos en el artículo 5. La oferta deberá ser pertinente al contexto local y permitirá que los estudiantes tengan oportunidades de aprendizaje y desarrollo en los distintos ámbitos de una formación integral, cautelando la existencia, cuando corresponda, de formaciones diferenciadas humanístico científica, técnico profesional, artística u otras que se creen conforme a la ley.


3. Implementar un sistema de monitoreo y seguimiento del progreso de los aprendizajes de cada uno de los estudiantes, que fomente una cultura orientada al aprendizaje, la autoevaluación y la mejora educativa permanente. Este sistema deberá basarse en los informes emitidos por la Agencia de Calidad de la Educación. 


Asimismo, deberá velar por la continuidad de la trayectoria educativa de los estudiantes, desarrollar acciones de retención escolar, así como ofrecer alternativas de reingreso para estudiantes que hayan visto interrumpida su trayectoria educativa.


4. Desarrollar iniciativas de apoyo y atención diferenciada a los estudiantes en las actividades curriculares y extracurriculares, tales como yoga, danza, meditación, entre otras, en función de sus necesidades, atendiendo a las diversas capacidades que posean y acorde a la etapa del aprendizaje en que se encuentren, con especial énfasis en los estudiantes con necesidades educativas especiales. Estas iniciativas comprenderán la planificación de estrategias metodológicas diversas, así como propiciar ambientes de aprendizaje que permitan atender estas necesidades.


No se podrá condicionar la incorporación, la asistencia ni la permanencia de los estudiantes a que éstos consuman algún tipo de medicamento. En aquellos casos en que exista prescripción médica dada por un especialista y con estricto cumplimiento de los protocolos del Ministerio de Salud, la escuela deberá otorgar todos los apoyos necesarios para asegurar la plena inclusión de los estudiantes.


5. Velar por que los estudiantes tengan acceso a recursos para el aprendizaje, tecnología y bibliotecas que faciliten su formación integral.


6. Fomentar y desarrollar actividades que promuevan el conocimiento histórico y cultural de su localidad, región y de la nación, en conformidad a lo dispuesto en el literal g) del numeral 2) del artículo 29 y en el literal j) del numeral 2) del artículo 30, del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.


7. Fomentar la participación de la comunidad educativa, promoviendo una cultura democrática y un adecuado clima escolar.


8. Velar por la existencia y mantención de una adecuada infraestructura y equipamiento educativo, en el marco de la normativa vigente.


9. Promover la calidad y pertinencia de las especialidades de los establecimientos de educación media técnico profesionales del territorio respectivo, vinculándolas con las necesidades del entorno productivo y social, con el objeto de promover el acceso a oportunidades laborales y a la continuidad de estudios de sus estudiantes. 


10. Velar por el adecuado funcionamiento del Consejo de Profesores y su participación en materias técnico pedagógicas, de conformidad a lo establecido en la normativa vigente.


11. Coordinar y organizar la ejecución de las políticas, planes, programas o prestaciones realizadas por otros órganos de la Administración del Estado respecto del establecimiento educacional de su dependencia o sus estudiantes, sin perjuicio de las competencias específicas de dichos órganos.


12. Establecer un número de estudiantes por aula no superior a 35, como norma general, con la que deberán funcionar los establecimientos educacionales de su dependencia.


13. Velar por que los establecimientos de su dependencia destinen la extensión horaria regulada en la ley N° 19.532 sobre jornada escolar completa diurna, a actividades que contribuyan a la formación integral de los estudiantes, tales como actividades artísticas, culturales, deportivas, científicas o tecnológicas, entre otras, de acuerdo con sus planes y programas de estudio.


14. Promover el trabajo en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. En este marco, los Planes de Mejoramiento Educativo de la ley N° 20.248 de dichos establecimientos podrán incluir acciones en el área de trabajo en red a nivel de Servicio Local, con el fin de financiar el desarrollo de iniciativas conjuntas de mejora de la calidad de la educación que imparten, así como acciones que requieran de la coordinación o administración del Servicio para facilitar el cumplimiento de objetivos comunes que formen parte de los diferentes Planes de Mejoramiento Educativo.


Artículo 20.- Apoyo a las labores administrativas de los establecimientos educacionales. El Servicio Local apoyará las labores administrativas que se realicen en los establecimientos educacionales de su dependencia, de conformidad a lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 19. Para ello podrá, entre otras medidas, destinar personal o asegurar que los equipos directivos de los establecimientos educacionales cuenten con apoyo especializado en tales labores, teniendo en cuenta los niveles educativos que imparten, la matrícula y características de sus estudiantes, entre otros criterios.

Párrafo 2°

Organización de los Servicios Locales


Artículo 21.- El Director Ejecutivo. La dirección y administración de cada Servicio Local estará a cargo de un funcionario denominado Director Ejecutivo, quien será el jefe superior del servicio. Será nombrado por el Presidente de la República, mediante el proceso de selección de altos directivos públicos previsto en el Párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.882, con las siguientes reglas especiales:


a) El perfil profesional de competencias y aptitudes del cargo concursado será definido por el Ministerio de Educación sobre la base de una propuesta elaborada por la Dirección de Educación Pública. Este perfil considerará experiencia relevante en el ámbito educacional, debiendo ser aprobado por el Consejo de Alta Dirección Pública y enviado a la Dirección Nacional del Servicio Civil para su registro.


b) El Consejo de Alta Dirección Pública elaborará una nómina que contendrá un mínimo de cuatro y un máximo de ocho candidatos idóneos a partir del respectivo proceso de selección. De no haber a lo menos cuatro candidatos al cargo que cumplan los requisitos para ingresar en la nómina, el Consejo ordenará que se efectúe un nuevo concurso para conformar o complementar la lista, siendo aplicable lo dispuesto en el artículo quincuagésimo cuarto de la ley Nº 19.882.


c) El Consejo remitirá la nómina al Comité Directivo Local. Luego de evaluar a los candidatos seleccionados, el Comité Directivo Local remitirá al Presidente de la República una terna para que éste proceda al nombramiento del cargo.


El Director Ejecutivo durará seis años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez.


El cargo de Director Ejecutivo será de dedicación exclusiva y le serán aplicables los requisitos e inhabilidades para ser representante legal o administrador de entidades sostenedoras de establecimientos educacionales, de acuerdo a lo establecido en el literal a) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.


Artículo 22.- Funciones y atribuciones del Director Ejecutivo. Al Director Ejecutivo le corresponderán especialmente las siguientes funciones y atribuciones:


a) Dirigir, organizar, administrar y gestionar el servicio local, velando por la mejora continua de la calidad de la educación pública en el territorio de su competencia.


b) Elaborar e implementar el Plan Estratégico Local de Educación Pública y el Plan Anual a que se refieren, respectivamente, los artículos 45 y 46, con la participación de las respectivas comunidades locales y educativas, y respondiendo a sus necesidades.


c) Celebrar convenios de desempeño con los directores de los establecimientos educacionales de dependencia del Servicio Local, de conformidad al artículo 33 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación.


d) Contratar y designar, así como poner término a las funciones del personal del Servicio Local y de los profesionales de la educación, asistentes de la educación y otros profesionales de los establecimientos educacionales de su dependencia, de conformidad a la normativa vigente, según corresponda. 


e) Delegar en los directores de los establecimientos educacionales de su dependencia, así como en funcionarios del Servicio Local, las atribuciones que estime conveniente, de conformidad a la ley. 


f) Representar judicial y extrajudicialmente al Servicio Local.


g) Participar, con derecho a voz, en las sesiones del Comité Directivo Local y del Consejo Local.


h) Rendir cuenta pública sobre la marcha del Servicio Local, en el mes de abril de cada año, en audiencia pública. Dicha cuenta pública deberá ser publicada en el sitio electrónico del Servicio Local respectivo.


i) Las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.


Artículo 23.- Cesación en el cargo de Director Ejecutivo. El Director Ejecutivo cesará en sus funciones por las siguientes causales:


a) Término del período legal de su designación.


b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.


c) Incapacidad.


d) Incumplimiento grave del convenio de gestión educacional establecido en el artículo 39.


e) Negligencia manifiesta en el desempeño de sus funciones.


En el caso de la causal señalada en la letra c) precedente, la incapacidad deberá ser declarada por el Director de Educación Pública en base a lo dispuesto en las letras a) y b) del artículo 150 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


En el caso de la causal señalada en el literal e) precedente, se entenderá que ésta concurre cuando el Director Ejecutivo realice conductas que impliquen una grave falta de cuidado en el desempeño de su cargo y que incidan negativamente en el funcionamiento del servicio. Así se entenderá, especialmente, en los siguientes casos:


i) Cuando un Servicio Local de Educación Pública incurra en reiteración de infracciones graves a la normativa educacional, informadas por la Superintendencia de Educación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 de la ley Nº 20.529.


ii) Cuando el Director Ejecutivo incurra en acciones que pongan en riesgo la continuidad del servicio educacional en uno o más establecimientos educacionales del Servicio Local respectivo. Se entenderá que revisten dicha calidad, entre otras, aquellas informadas por la Superintendencia de Educación de conformidad a lo dispuesto en el artículo 89 de la ley N° 20.529.


iii) Cuando en un Servicio Local exista una alta concentración de establecimientos en categoría Desempeño Insuficiente que se deba a la no implementación o implementación deficiente de las medidas específicas de apoyo referidas en el artículo 29 de la ley N° 20.529. Para estos efectos, la Agencia de Calidad de la Educación deberá informar a la Dirección de Educación Pública y al Consejo Local cada vez que un establecimiento de dependencia del Servicio Local respectivo sea ordenado en categoría Desempeño Insuficiente.


Artículo 24.- Procedimiento de remoción del Director Ejecutivo. La remoción por las causales señaladas en las letras d) y e) del artículo precedente será dispuesta por el Presidente de la República, a requerimiento del Ministro de Educación, previo procedimiento administrativo que deberá instruir el Director de Educación Pública. En dicho procedimiento deberán acreditarse las causales que justifiquen la remoción, y deberá contemplarse, al menos, audiencia previa del interesado, período de prueba y derecho a interponer recursos administrativos.


Con todo, el procedimiento no podrá exceder de cuatro meses, salvo caso fortuito o fuerza mayor, desde su iniciación hasta la fecha en que se emita la decisión.


Una vez acreditada la o las causales indicadas en el inciso anterior, el Director de Educación Pública deberá proponer al Ministro de Educación la remoción del Director Ejecutivo respectivo.


El Comité Directivo Local podrá solicitar que se instruya el procedimiento indicado en los incisos precedentes cuando se funde en alguna de las causales señaladas en las letras d) y e) del artículo 23. Esta solicitud sólo podrá ejercerse una vez en el año calendario. En estos casos, la Dirección de Educación Pública podrá acoger la solicitud e instruir dicho procedimiento, o desecharla fundadamente.


En caso que el cargo de Director Ejecutivo quede vacante, podrá ser provisto de conformidad con lo establecido en el artículo quincuagésimo noveno de la ley N° 19.882. 


Un reglamento del Ministerio de Educación, que será firmado, además, por el Ministro de Hacienda, regulará las materias previstas en el presente artículo, especialmente el procedimiento de remoción, de conformidad a las normas del Título V del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2004, y, en lo que corresponda, las de la ley N° 19.880.


Artículo 25.- Organización interna del Servicio Local. El Director Ejecutivo, con sujeción a la planta de personal y la dotación máxima de éste, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, determinará las denominaciones y funciones específicas que correspondan a los niveles y unidades que se establezcan en la organización interna del servicio para el cumplimiento de sus fines, como asimismo el personal adscrito a tales niveles y unidades.


Sin perjuicio de lo anterior, cada Servicio Local dispondrá, al menos, de las siguientes unidades:


i) Apoyo técnico pedagógico.


ii) Planificación y control de gestión.


iii) Administración y finanzas.


A la unidad de apoyo técnico-pedagógico le corresponderá, entre otras, la función de asesorar y asistir a los establecimientos educacionales y comunidades educativas de su dependencia, en especial en lo relativo a la implementación curricular, la gestión y liderazgo directivo, la convivencia escolar y el apoyo psicosocial a sus estudiantes, de acuerdo al Plan de Mejoramiento Educativo y el Proyecto Educativo de cada establecimiento educacional.


Asimismo, en caso de ser pertinente, todo Servicio Local deberá contar con profesionales especializados en los distintos niveles y modalidades educativas, tales como el nivel parvulario y la educación media técnico profesional.


A la unidad de planificación y control de gestión le corresponderán, entre otras, las funciones de colaborar con el Director Ejecutivo en la planificación estratégica y presupuestaria para la provisión del servicio educacional por parte del Servicio Local respectivo, junto con monitorear el cumplimiento de las metas e indicadores contemplados en los instrumentos de gestión del Servicio Local y sus establecimientos. Asimismo, a esta unidad le corresponderá elaborar los proyectos de inversión en infraestructura y equipamiento a los que se refiere la letra m) del artículo 18, así como velar por la adecuada mantención de los establecimientos educacionales de su dependencia.


A la unidad de administración y finanzas le corresponderá, entre otras, la función de administrar los recursos humanos, materiales y financieros del Servicio Local, y de apoyar, en el ámbito que le competa, a los equipos directivos de los establecimientos educacionales de su dependencia, especialmente en la preparación de los informes solicitados por la Superintendencia de Educación.


Los cargos de jefe de estas tres unidades estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882, como cargos de segundo nivel jerárquico y su nombramiento será por tres años. Una vez nombrados deberán suscribir, en el plazo de treinta días, un convenio de desempeño cuyas metas deberán estar alineadas con el Convenio de Gestión Educacional del Director Ejecutivo de su respectivo Servicio Local.


Artículo 26.- Financiamiento y patrimonio. El patrimonio de cada Servicio Local estará compuesto por:


a) Los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público, los que deberán costear al menos gastos del Servicio Local relativos a: personal, bienes y servicios de consumo, adquisición de activos no financieros, y mantención y reparación de su infraestructura educacional.


b) Las subvenciones educacionales y aportes que perciban por los establecimientos educacionales de su dependencia, de conformidad a la ley.


c) Los recursos y los bienes que los Gobiernos Regionales y las municipalidades les transfieran.


d) Los recursos y los bienes que reciban por concepto de la celebración de convenios con la Dirección de Educación Pública.


e) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se les transfieran o adquieran a cualquier título.


f) Los frutos, rentas e intereses de los bienes que les pertenezcan.


g) Las donaciones que se les hagan y las herencias y legados que acepten, lo que deberán hacer con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación.


h) Todo otro aporte que reciban de otros órganos que forman parte de la Administración del Estado.


i) Los aportes de cooperación internacional que reciban a cualquier título.


Artículo 27.- Asignación de recursos a los Servicios Locales y rendición de cuentas. La Dirección de Educación Pública, según lo dispuesto en el literal d) del artículo 26, asignará recursos directamente a los Servicios Locales o a través de otras entidades públicas, para diversos fines, tales como infraestructura, equipamiento, innovación, trabajo en red y desarrollo de capacidades; con el objeto de favorecer la calidad del servicio educativo y de acuerdo a lo que establezca anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público. 


La unidad de administración y finanzas del Servicio Local respectivo deberá llevar la contabilidad de los ingresos y gastos del Servicio Local y de los establecimientos educacionales de su dependencia.


El Director Ejecutivo del Servicio Local deberá rendir cuenta pública de todos los recursos percibidos, debiendo incorporar el detalle de su uso respecto del servicio mismo, así como de cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia. Esta cuenta se llevará a cabo en la oportunidad establecida en la letra h) del artículo 22, de acuerdo a lo establecido en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso primero, se creará el Programa de Fortalecimiento de la Educación Pública que considerará anualmente al menos $130.000.000 miles, sin perjuicio de los recursos del Fondo de Fortalecimiento de la Educación Pública establecido en el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845. A medida que vayan disminuyendo los recursos de este Fondo, se tenderá a incrementar el monto considerado en el Programa.


Los recursos de este Programa serán asignados por la Dirección de Educación Pública, de acuerdo con la Estrategia Nacional de Educación Pública y a principios de equidad y pertinencia. Su asignación se realizará de manera directa a los Servicios Locales o indirecta, a través de otros organismos públicos, de conformidad a criterios objetivos que podrán considerar factores tales como: número de establecimientos educacionales, niveles, modalidades educativas y formaciones diferenciadas que imparten, nivel de desempeño de los establecimientos de conformidad a la ley N° 20.529, así como ruralidad, cobertura, matrícula y vulnerabilidad de los estudiantes, entre otros. Los recursos que cada año se destinen a infraestructura y equipamiento considerarán al menos $80.000.000 miles, los que se asignarán de acuerdo a criterios adecuados a las necesidades de dicha área.


Un reglamento del Ministerio de Educación, suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará la distribución de los recursos y los procedimientos para cumplir lo señalado en el inciso anterior.


Artículo 28.- Administración financiera del Estado. Los Servicios Locales estarán sujetos a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado y sus disposiciones complementarias.

Párrafo 3º

Del Comité Directivo Local


Artículo 29.- Objeto. En cada Servicio Local existirá un Comité Directivo Local, en adelante “Comité”, que tendrá por objeto velar por el adecuado desarrollo estratégico del Servicio, por la rendición de cuentas del Director Ejecutivo ante la comunidad local, y contribuir a la vinculación del Servicio Local con las instituciones de gobierno de las comunas y la región.


Artículo 30.- Funciones y atribuciones. El Comité tendrá las siguientes funciones y atribuciones para el cumplimiento de su objeto: 


a) Proponer al Director Ejecutivo iniciativas de mejora en la gestión del Servicio Local y sus establecimientos, en especial, aquellas que impliquen una apropiada relación con las municipalidades y las instituciones del territorio, en coherencia con la disponibilidad presupuestaria.


b) Proponer al Director de Educación Pública elementos relativos al perfil profesional del cargo de Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local. En la elaboración de esta propuesta deberá considerar las recomendaciones que realice el Consejo Local de Educación Pública respectivo. 


c) Elaborar un informe que contenga una propuesta de prioridades para el convenio de gestión educacional del Director Ejecutivo, en función de la Estrategia Nacional de Educación Pública, el Plan Estratégico Local y las políticas y programas que se establezcan para el fortalecimiento y desarrollo del Sistema de Educación Pública, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 40.


d) Proponer al Presidente de la República una nómina de tres candidatos, de entre aquellos seleccionados en el proceso efectuado para la provisión del cargo de Director Ejecutivo, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 21. 


e) Solicitar fundadamente al Director de Educación Pública la realización del procedimiento de remoción del Director del Servicio Local. Para ello requerirá el voto conforme de dos tercios de sus integrantes en ejercicio. Esta atribución sólo podrá ejercerse una vez en el año calendario.


f) Aprobar el Plan Estratégico Local, en conformidad con lo establecido en el artículo 45. 


g) Convocar al Director Ejecutivo para que informe sobre el estado de avance de los objetivos del Plan Estratégico Local. Para ejercer esta atribución, el Comité deberá contar con el acuerdo de la mayoría de sus miembros en ejercicio. 


h) Realizar recomendaciones al Plan Anual presentado por el Director Ejecutivo, quien deberá considerarlas e incorporarlas en el Plan o rechazarlas de manera fundada, de acuerdo a lo establecido en el artículo 46. Asimismo, podrá solicitar informes del estado de ejecución del Plan Anual del Servicio, en particular de los aspectos presupuestarios. Las insuficiencias detectadas serán comunicadas por el Comité Directivo a la Dirección de Educación Pública. 


i) Requerir la fiscalización de la Superintendencia de Educación ante situaciones que pudieran importar incumplimiento de la normativa educacional, tanto en el caso del Servicio Local como de los establecimientos que dependen de este último.


j) Remitir a la Dirección de Educación Pública propuestas referidas a la Estrategia Nacional de Educación Pública. En la elaboración de estas propuestas deberá considerar las recomendaciones que realice el Consejo Local de Educación Pública respectivo.


k) Emitir su opinión respecto de las propuestas de apertura o cierre de especialidades de educación técnico profesional que realice el Director Ejecutivo.


l) Emitir su opinión sobre todas las cuestiones que el Director Ejecutivo someta a su consideración.


m) Las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.


Artículo 31.- Integración. El Comité estará constituido por:


a) Uno o dos representantes designados por los alcaldes de las comunas que formen parte del territorio del Servicio Local. En los Servicios Locales que abarquen una sola comuna, el alcalde sólo podrá designar a un representante. En los Servicios Locales que abarquen dos comunas, cada alcalde elegirá a un representante. En los Servicios Locales que abarquen tres o más comunas, los representantes serán designados por mayoría de los alcaldes del territorio. 


b) Dos representantes de los Centros de Padres, Madres y Apoderados de los establecimientos educacionales dependientes del Servicio Local. Para su nombramiento, los presidentes de todos los directorios de Centros de Padres, Madres y Apoderados de dichos establecimientos deberán votar según las formalidades que fije el reglamento. Quienes obtengan las primeras dos mayorías serán designados como representantes.  


c) Dos representantes del Gobierno Regional designados por su órgano ejecutivo, previa aprobación del Consejo Regional. 


En los casos de las letras a) y c), los representantes deberán ser personas con reconocida trayectoria, ya sea profesionales de la educación, u otros profesionales expertos en educación o con experiencia en gestión.


Los miembros del Comité durarán seis años en sus cargos y podrán ser designados nuevamente solo para un nuevo período. El Comité se renovará por mitades cada tres años, de acuerdo al mecanismo de alternancia que se defina en el reglamento. 


Artículo 32.- Funcionamiento. El Comité requerirá de la mayoría absoluta de sus miembros para sesionar y sus acuerdos se adoptarán por la mayoría de sus miembros presentes. 


 Los integrantes del Comité tendrán derecho a percibir una dieta de cuatro unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 8 sesiones en un año escolar. Con todo, no tendrán derecho a percibir dieta aquellos integrantes del Comité que tengan la calidad de funcionario público. 


El Comité designará de entre sus miembros a un Presidente, quien durará en el cargo dos años, pudiendo ser reelegido por una vez. Dicho Presidente tendrá por función dirigir el Comité; citar a sesiones; fijar sus tablas; dirigir sus deliberaciones, y dirimir sus empates. 


Un funcionario del Servicio Local designado por el Director Ejecutivo cumplirá las funciones de secretario del Comité, actuará como ministro de fe y registrará sus sesiones.


Artículo 33.- Responsabilidad de los integrantes del Comité. Para todos los efectos legales, las funciones que ejercerán los integrantes del Comité tendrán el carácter de públicas y estarán sujetas a las normas de probidad administrativa establecidas en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y deberán presentar una declaración de intereses y patrimonio de acuerdo a lo establecido en la ley Nº 20.880.


Artículo 34.- Incompatibilidades. Es incompatible con el cargo de miembro del Comité: 


a) Tener participación en la propiedad o ser representante legal, gerente o administrador de una entidad sostenedora de algún establecimiento educacional que imparta enseñanza en los niveles parvulario, básico y medio o de alguna asociación de sostenedores de la región a la que pertenece el Servicio Local.


b) Ser Ministro de Estado, Subsecretario, Intendente o Gobernador; Secretario Regional Ministerial de Educación, Funcionarios de la Secretaría Regional Ministerial de Educación o Jefe de Departamento Provincial de Educación; Senador o Diputado; Consejero Regional; Alcalde o Concejal; miembro del Escalafón Primario del Poder Judicial; Secretario o Relator del Tribunal Constitucional; Fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones o su Secretario-Relator; miembro de los Tribunales Electorales Regionales, Suplente o Secretario-Relator, y miembro de los demás Tribunales creados por ley.


c) Ser representante legal, gerente, administrador o miembro de un directorio de entidades que figuren en el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, administrado por el Ministerio de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo 18, letra d), de la ley N° 18.956.  


d) Tener un vínculo de dependencia con el respectivo Servicio Local o un establecimiento dependiente del Servicio Local, o estar contratado a honorarios y desempeñarse regularmente en estos. 


e) Tener la calidad de cónyuge, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive respecto de las autoridades y de los funcionarios directivos del Servicio Local. 


f) Tener vigente o suscribir, por sí o por terceros, contratos o cauciones ascendentes a veinte unidades tributarias mensuales o más, con el Servicio Local y quienes tengan litigios pendientes con él, a menos que se refieran al ejercicio de derechos propios, de su cónyuge, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.


g) Ser director, administrador, representante o socio titular del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes ascendentes a veinte unidades tributarias mensuales o más o litigios pendientes con el Servicio Local.


Artículo 35.- Inhabilidades. Los miembros del Comité deberán informar inmediatamente al Presidente del mismo de todo hecho, cualquiera sea su naturaleza, que les reste imparcialidad en sus decisiones o acuerdos, absteniéndose, en el acto, de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal.


Los miembros del Comité que no den cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior, serán removidos de su cargo, en aplicación del artículo siguiente, y quedarán impedidos de ejercerlo nuevamente.


Artículo 36.- Causales de cesación. Serán causales de cesación en el cargo las siguientes:


a) Expiración del plazo por el que fueron designados. 


b) Renuncia. 


c) Incapacidad legal sobreviniente. 


d) Infracción de las normas de probidad administrativa, de conformidad a lo señalado en el artículo 33.


e) Actuación en un asunto en que estuviere legalmente inhabilitado, o cuando se incurra en alguna de las causales de incompatibilidad establecidas en el artículo 34.


f) Incumplimiento de los deberes y obligaciones que establece esta ley.


La determinación de las circunstancias establecidas en los literales c), d), e) y f) le corresponderá a la Dirección de Educación Pública, pudiendo el afectado interponer recursos administrativos de acuerdo a la ley Nº 19.880. 


En caso de que uno o más consejeros cesaren por cualquier causa en su cargo, se procederá la designación de un nuevo consejero, sujeto al mismo procedimiento dispuesto en el artículo 31, por el período que restare.


Artículo 37.- Publicidad de las sesiones. Las sesiones del Comité serán públicas y sus acuerdos se adoptarán en sala legalmente constituida.


El Secretario del Comité será el encargado de publicar las actas, una vez aprobadas, en el sitio electrónico del Servicio Local. Dichas actas contendrán, como mínimo, la asistencia a la sesión, los acuerdos adoptados y la forma como fueron votados.


Artículo 38.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el presente párrafo.

Párrafo 4°

De los instrumentos de gestión educacional a nivel territorial


Artículo 39.- Convenio de gestión educacional. Dentro del plazo máximo de tres meses contado desde su nombramiento, el Director Ejecutivo suscribirá con el Ministro de Educación un “convenio de gestión educacional” (en adelante también “el convenio”), que será, para todos los efectos legales, el convenio a que hace referencia el Título VI de la ley N° 19.882. El convenio tendrá una duración de seis años y fijará los objetivos del cargo durante su período, las metas y los correspondientes indicadores, medios de verificación y supuestos básicos en que se basa el cumplimiento del mismo.


Los objetivos del convenio tendrán en consideración las políticas nacionales de educación pública establecidas por el Ministerio de Educación, así como las especificidades del territorio del Servicio Local respectivo, considerando al menos la calidad y eficiencia, equidad y cobertura del servicio educacional. Asimismo, se deberán considerar los informes que emitan las instituciones del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media, y en particular, el informe que evacúe la Agencia de Calidad como resultado de la evaluación integral realizada al Servicio Local respectivo, establecida en el artículo 12 de la ley Nº 20.529. Respecto de los establecimientos educacionales, el convenio deberá fijar objetivos y metas específicas orientadas al mejoramiento de su desempeño, teniendo en especial consideración a los ordenados en categoría insuficiente, de acuerdo a la ley Nº 20.529. Una vez suscrito el convenio de gestión educacional, estos objetivos no podrán modificarse, a menos que concurra alguna de las causales establecidas en el artículo 42 de la presente ley.


Artículo 40.- Elaboración de propuesta del convenio de gestión educacional. Corresponderá a la Dirección de Educación Pública elaborar las propuestas de convenios, que serán sancionados por el Ministro de Educación.


Para ello, antes de cuatro meses de la convocatoria al concurso público de selección del Director Ejecutivo, el Director de Educación Pública deberá remitir una propuesta de convenio al Comité Directivo Local y al Consejo Local respectivo y los estudios, informes y demás antecedentes técnicos que se tuvieron en consideración para dicha propuesta. Además, deberá remitirse un resumen ejecutivo a todos los establecimientos educacionales representados por el respectivo Consejo Local, que podrá ser solicitado por cualquier miembro de la comunidad educativa.


Por su parte, el Comité Directivo Local, en conjunto con el Director Ejecutivo que se encuentre en el cargo, tendrá el plazo de tres meses para evacuar un informe en el cual proponga prioridades para dicha propuesta de convenio, velando especialmente por su coherencia con la Estrategia Nacional de Educación Pública y con el Plan Estratégico Local respectivo. Para la elaboración de dicho informe deberá considerar las propuestas que haga el Consejo Local, el que contará con el plazo de un mes, desde que reciba la propuesta de convenio, para emitirlas. En el caso que el Director Ejecutivo en ejercicio se presente en el concurso siguiente, éste no participará en la elaboración de dicho informe, por lo que el Comité Directivo Local enviará directamente su informe a la Dirección de Educación Pública, pudiendo requerir al Servicio Local todos los insumos que estime pertinentes.


La Dirección de Educación Pública deberá sancionar la propuesta de convenio de gestión educacional a fin de que ésta forme parte de los antecedentes del concurso público de selección del nuevo Director Ejecutivo, para lo cual tendrá a la vista el informe del Comité Directivo Local.


Una vez suscrito el convenio por el Ministro de Educación y el Director Ejecutivo, la Dirección de Educación Pública deberá enviar una copia de éste al Comité Directivo Local, al Consejo Local respectivo para su conocimiento y a todos los establecimientos educacionales representados por éstos.


Artículo 41.- Seguimiento, evaluación y revisión del convenio de gestión educacional. Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública, la determinación del grado de cumplimiento del convenio de gestión educacional, así como también efectuar el seguimiento y la evaluación de éste. La revisión del convenio se realizará anualmente.


Los Directores Ejecutivos de cada Servicio Local informarán, al menos una vez por año, a la Dirección de Educación Pública del grado de cumplimiento de las metas establecidas en el convenio de gestión educacional, así como de las alteraciones o modificaciones que se hubieren producido en los supuestos acordados. Dicha comunicación se efectuará dentro de los dos meses siguientes al término del año escolar.


La evaluación definitiva del cumplimiento de las metas deberá realizarse una vez entregado el informe a que hace referencia el inciso precedente. Teniendo en vista este informe preliminar, el Director de Educación Pública dispondrá la elaboración de un informe final que deberá determinar el grado de cumplimiento de las metas contenidas en cada convenio de gestión educacional, y los cambios en las circunstancias y supuestos básicos de tales metas, a fin de evaluar su posible adecuación. Con todo, dicha adecuación de las metas del convenio deberá ser fundada.


Artículo 42.- Modificación del convenio de gestión educacional. Los objetivos establecidos en los convenios durarán seis años.


Las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación se ajustarán a las definiciones establecidas en el Plan Estratégico Local vigente.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos precedentes, las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación podrán modificarse anualmente, a partir del informe final señalado en el artículo 41, cuando se produzcan cambios en las circunstancias o en los supuestos básicos del convenio de gestión educacional, no imputables a la gestión del Director Ejecutivo, o cuando se hayan cumplido anticipadamente las metas establecidas en el mismo.


Artículo 43.- Publicidad del convenio de gestión educacional. El Director Ejecutivo deberá publicar, de modo destacado y sin resumir, en el sitio electrónico del Servicio Local, su convenio, los informes anuales y un resumen ejecutivo de dichos instrumentos para dar a conocer el grado de avance en el cumplimiento de los objetivos y metas del mismo.


Artículo 44.- Aplicación supletoria. Serán aplicables las normas contenidas en el párrafo 5° del Título VI de la ley N° 19.882 y su reglamento, en lo que fuere pertinente y no contravenga lo dispuesto en la presente ley y su reglamento.


Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, regulará las materias de que trata el presente párrafo.


Artículo 45.- Plan Estratégico Local de Educación Pública. Cada Servicio Local deberá contar con un Plan Estratégico Local de Educación Pública (en adelante “Plan Estratégico”), cuyo objeto será el desarrollo de la educación pública y la mejora permanente de la calidad de ésta en el territorio respectivo, mediante el establecimiento de objetivos, prioridades y acciones para lograr dicho propósito. Será elaborado por el Director Ejecutivo y aprobado por el Comité Directivo Local, y tendrá una duración de seis años desde su aprobación.


El Director Ejecutivo deberá presentar una propuesta de Plan Estratégico seis meses antes del término de la vigencia del Plan Estratégico anterior, la cual considerará los niveles educativos, formaciones diferenciadas, modalidades educativas y contextos que componen la oferta educativa del territorio.


El Plan Estratégico deberá contener, al menos, lo siguiente:


a.- Diagnóstico de la prestación del servicio educacional por parte del Servicio Local en el territorio de su competencia, con especial énfasis en las características de los estudiantes y en la situación de los establecimientos.


b.- Objetivos y prioridades de desarrollo de la educación pública en el territorio a mediano plazo. Estos objetivos deberán ser concordantes con los establecidos en el convenio de gestión educacional y en la Estrategia Nacional de Educación Pública.


c.- Estrategias y acciones para el cumplimiento de los objetivos del plan.


Para la elaboración y modificación del Plan Estratégico se considerarán los siguientes elementos:


1.- La Estrategia Nacional de Educación Pública, regulada en el artículo 6.


2.- La Estrategia Regional de Desarrollo, de acuerdo a lo contemplado en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, de 2005.


3.- Los proyectos educativos institucionales de cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia.


4.- Los planes de mejoramiento educativo de los establecimientos educacionales de su dependencia.


5.- Los informes que emitan las instituciones del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y, en particular, el informe que evacúe la Agencia de Calidad como resultado de la evaluación integral realizada al Servicio Local respectivo, establecida en el artículo 12 de la ley N° 20.529.


Para elaborar la propuesta de Plan Estratégico, el Director Ejecutivo deberá consultar al Consejo Local respectivo, el que podrá formular recomendaciones. Asimismo, deberá solicitar la opinión de los directores de los establecimientos del territorio.


La propuesta del Plan Estratégico deberá ser aprobada por el Comité Directivo Local, el que podrá hacerle observaciones y proponer modificaciones por razones fundadas en lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto. El Director Ejecutivo podrá incorporar las observaciones planteadas por el Comité Directivo o mantener su propuesta, indicando las razones que la sustentan, remitiéndola al Comité para su decisión.


Una vez sancionado el Plan Estratégico, el Director Ejecutivo deberá publicarlo en el sitio electrónico del Servicio Local y enviarlo a la Dirección de Educación Pública para su conocimiento y registro.


El Plan Estratégico podrá modificarse por cambios sustantivos en los contenidos dispuestos en el inciso tercero, por fuerza mayor o por caso fortuito. La aprobación de dichas modificaciones deberá seguir las mismas formalidades establecidas en el presente artículo.


Artículo 46.- Plan Anual. El Director Ejecutivo presentará al Comité Directivo Local y al Consejo Local, a más tardar el 15 de octubre de cada año, un plan anual para el año siguiente. Este plan anual deberá contener, a lo menos, los siguientes elementos:


a) Estado de avance de los objetivos y metas contenidas en el convenio de gestión educacional, así como aquellos contenidos en el plan estratégico local y los proyectos educativos institucionales de cada establecimiento de dependencia del Servicio Local, de conformidad al artículo anterior.


b) Dotación de docentes y asistentes de la educación requerida para el ejercicio de las funciones administrativas y pedagógicas necesarias para el desarrollo del proyecto educativo institucional, según corresponda, en cada establecimiento educacional de dependencia del Servicio Local, la que deberá fundarse en razones técnico-pedagógicas y determinarse sobre la base de, al menos, los siguientes elementos:


i) Matrícula total de cada establecimiento.


ii) Niveles y modalidades de la educación provista por cada uno de éstos.


iii) Plan de estudios de cada uno de ellos o proyecto educativo institucional en el caso de la educación parvularia.


iv) Componentes de los Planes de Mejoramiento Educativo, elaborados con la comunidad de cada establecimiento educacional, de conformidad a lo establecido en la ley N° 20.248 sobre Subvención Escolar Preferencial, y los proyectos de integración escolar vigentes de dichos establecimientos que tengan relación directa con sus requerimientos de dotación de docentes y asistentes de la educación.


Al consignar la dotación en el plan, deberá indicarse si los profesionales docentes corresponden a la función docente, docente directiva o técnico pedagógica, según lo establecido en el artículo 5° del decreto con fuerza ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación.


c) Acciones de apoyo técnico pedagógico a desarrollar para cada uno de los establecimientos educacionales de dependencia del servicio, determinando la periodicidad y contenidos generales de éstas. La planificación y ejecución de dichas acciones considerará el plan estratégico del servicio y propenderá al trabajo colaborativo en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. Para su elaboración, el Director Ejecutivo consultará a los equipos directivos de los respectivos establecimientos educacionales, teniendo en consideración las acciones definidas en los planes de mejoramiento educativo de éstos y en los convenios de desempeño suscritos con cada director de establecimiento educacional.


Una vez presentado el Plan Anual, el Comité Directivo Local y el Consejo Local de Educación contarán con un plazo de quince días hábiles para realizar recomendaciones. El Director Ejecutivo integrará las recomendaciones en su plan anual o las rechazará de manera fundada. Posteriormente, el Director Ejecutivo remitirá el plan anual a la Dirección de Educación Pública, la cual podrá realizar recomendaciones dentro del plazo de diez días hábiles, que el Director Ejecutivo podrá rechazar de manera fundada.


El Director Ejecutivo sancionará el plan a más tardar el 15 de diciembre de cada año. En todo caso, el plan sancionado deberá ajustarse a los recursos y dotaciones totales de docentes y asistentes de la educación del Servicio Local, definidos por la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año siguiente.


Una vez sancionado, el plan deberá estar disponible en el sitio electrónico respectivo.


El Director Ejecutivo deberá dar cuenta de la ejecución del Plan Anual durante la rendición anual que contempla el literal h) del artículo 22. En base a ésta, el Comité Directivo Local informará a la Dirección de Educación Pública del nivel de cumplimiento de las acciones contenidas en el Plan Anual, para que esto sea considerado en su evaluación.

Párrafo 5°

Régimen del personal de los Servicios Locales


Artículo 47.- Ámbito de aplicación. Las reglas contenidas en el presente párrafo sólo se aplicarán al personal que desarrolla sus funciones en los niveles y unidades internas del Servicio Local a que se refiere el artículo 25. Con todo, los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales se regirán por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070 que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, y los asistentes de la educación de los referidos establecimientos se regirán por la ley N° 19.464.


Cada Servicio Local de Educación Pública podrá tener un Servicio de Bienestar, al cual podrán afiliarse tanto el personal que desarrolla funciones en el referido Servicio, como los asistentes de la educación, regidos por la ley N° 19.464, de los establecimientos educacionales dependientes del respectivo Servicio Local.


El personal de los Servicios Locales se regulará por las normas de esta ley y sus reglamentos y por las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. En materia de remuneraciones se regulará por las normas del decreto ley N° 249, de 1974, que Fija la escala única de sueldos y su legislación complementaria.


Artículo 48.- Honorarios. El personal que preste servicios sobre la base de honorarios se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.

Párrafo 6°

De los Consejos Locales de Educación Pública


Artículo 49.- Definición. En cada Servicio Local existirá un Consejo Local de Educación Pública (en adelante también “Consejo Local”). Los Consejos Locales colaborarán con el Director Ejecutivo de cada Servicio Local en el cumplimiento de su objeto. Para ello, representarán ante el Director Ejecutivo los intereses de las comunidades educativas a fin de que el servicio educacional considere adecuadamente sus necesidades y particularidades


Artículo 50.- Integración. Los Consejos Locales se integrarán de la siguiente forma:


a) Dos representantes de los centros de estudiantes de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.


b) Dos representantes de los centros de padres y apoderados de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.


c) Dos representantes de los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.


d) Dos representantes de los asistentes de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.


e) Un representante de las universidades con sede principal en la región acreditadas por cuatro años o más. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de las facultades de educación.


f) Un representante de los centros de formación técnica o institutos profesionales acreditados y que no persigan fines de lucro, con sede principal en la región. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de los centros de formación técnica estatales, de la región respectiva.


g) Dos representantes de los equipos directivos o técnico pedagógicos de los establecimientos, elegidos por sus pares.


Los cargos señalados en las letras a), b), c), d) y g) serán provistos de acuerdo a lo señalado en el reglamento.


Artículo 51.- Duración en los cargos. Los consejeros señalados en el artículo precedente, durarán en sus cargos el período de dos años.


En el caso de los consejeros señalados en las letras a), b), c) y d) del artículo precedente, la cesación en el cargo de miembro del consejo escolar producirá la cesación automática en el cargo de consejero del Consejo Local, debiendo ser reemplazado en un plazo no superior a treinta días.


Artículo 52.- Atribuciones del Consejo Local. Al Consejo Local le corresponderán las siguientes atribuciones: 


a) Representar los intereses de la comunidad educativa ante el Servicio Local respectivo.


b) Comunicar al Director Ejecutivo y al Comité Directivo Local de cualquier asunto que afecte a la comunidad educativa o la calidad de la prestación del servicio educacional en uno o más de los establecimientos educacionales de dependencia del Servicio Local.


c) Emitir su opinión sobre todas las cuestiones que el Director Ejecutivo o el Comité Directivo Local someta a su consideración.


d) Asesorar al Director Ejecutivo en la definición y ejecución de acciones referidas a la constitución y desarrollo de comunidades de aprendizaje que fortalezcan la enseñanza y aprendizaje, la convivencia escolar, formación ciudadana e inclusión, entre otras.


e) Proponer al Comité Directivo Local elementos relativos al perfil profesional, además de las competencias y aptitudes que deben reunir los candidatos o candidatas al cargo de Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local.


f) Proponer prioridades al Comité Directivo Local para el convenio de gestión educacional del Director Ejecutivo, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 40.


g) Emitir opinión respecto de la propuesta de Estrategia Nacional de Educación Pública.


h) Proponer las modificaciones que considere pertinentes respecto del Plan Estratégico Local.


i) Proponer al Comité Directivo Local las modificaciones al Plan Anual que estime convenientes, de forma justificada, con el objeto de resguardar su concordancia con el Plan Estratégico Local.


j) Proponer al Director Ejecutivo medidas tendientes a propiciar la inclusión al interior del aula y todas aquellas medidas tendientes a evitar efectos adversos a la equidad y eficacia del Sistema.


k) Requerir por escrito al Director Ejecutivo los antecedentes de los informes de la Agencia de Calidad de la Educación, de la Superintendencia de Educación y de la Dirección de Educación Pública sobre el desempeño de los establecimientos y el funcionamiento del Servicio Local.


l) Vincularse con la comunidad local y proponer al Director Ejecutivo estrategias de articulación y trabajo educativo que incluya a dicha comunidad.


m) Colaborar con el Director Ejecutivo en la conformación de redes y comunidades de aprendizaje entre establecimientos educacionales y otros actores de las comunidades educativas y locales.


n) Fomentar la participación de las comunidades educativas y el rol de los consejos escolares, los centros de padres y apoderados y de los centros de estudiantes.


o) Las demás atribuciones que le encomienden las leyes.


Artículo 53.- Responsabilidad de los integrantes del Consejo. Para todos los efectos legales, los integrantes del Consejo ejercerán función pública y estarán sujetos a las normas de probidad administrativa establecidas en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


Artículo 54.- Participación ad honorem. Los integrantes del Consejo Local no percibirán remuneración o dieta de especie alguna por su participación en el mismo. Sin perjuicio de lo anterior, el Servicio Local dispondrá de los recursos necesarios para el adecuado funcionamiento del Consejo Local, de conformidad a la disponibilidad presupuestaria, incluyendo aquellos necesarios para la asistencia de sus miembros y de una sala o espacio adecuado para la realización de sus sesiones.


Artículo 55.- Causales de cesación en el cargo. Los consejeros cesarán en sus cargos de conformidad con las siguientes causales:


a) Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.


b) Renuncia voluntaria.


c) Condena por crimen o simple delito.


d) Infracción de las normas de probidad administrativa, de conformidad a lo señalado en el artículo 53. 


e) Inasistencia injustificada a más de dos sesiones dentro de un mismo año calendario.


Artículo 56.- Funcionamiento. El Consejo Local elegirá de entre sus miembros a su Presidente por mayoría simple y se reunirá a lo menos seis veces al año. Podrá autoconvocarse cuando así lo solicite, por escrito, un tercio de sus integrantes.


A las sesiones del Consejo Local asistirá el Director Ejecutivo, quien participará en ellas sólo con derecho a voz.


El quórum para sesionar será la mayoría de sus miembros. El quórum para adoptar acuerdos será la mayoría de los asistentes a la sesión respectiva, salvo aquellos casos en que la ley establece un quórum diferente.


En caso de existir empate en las votaciones, corresponderá al Presidente del Consejo Local emitir el voto dirimente.


Un funcionario designado por el Director Ejecutivo cumplirá las funciones de Secretario Ejecutivo. Para tal efecto, actuará como ministro de fe y registrará las sesiones.


Artículo 57.- Publicidad de las sesiones. Las sesiones del Consejo Local serán públicas y sus acuerdos se adoptarán en sala legalmente constituida.


El Secretario Ejecutivo será el encargado de publicar las actas, una vez aprobadas, en el sitio electrónico del Servicio Local. Dichas actas contendrán, como mínimo, la asistencia a la sesión, los acuerdos adoptados y la forma como fueron votados.


Artículo 58.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el presente párrafo.

Título IV

De la Dirección de Educación Pública

Párrafo 1°

Objeto, funciones y atribuciones


Artículo 59.- Definición. Créase la Dirección de Educación Pública como servicio público centralizado, dependiente del Ministerio de Educación. Su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas regionales que disponga para el cumplimiento de su objeto y por razones de buen servicio.


Artículo 60.- Objeto. Corresponderá a la Dirección de Educación Pública la conducción estratégica y la coordinación del Sistema, velando para que los Servicios Locales provean una educación de calidad en todo el territorio nacional. Para ello elaborará la Estrategia Nacional de Educación Pública, vigilando su cumplimiento, y evaluará el desempeño de los Servicios Locales, a través de los convenios de gestión de sus Directores Ejecutivos, prestándoles apoyo técnico y administrativo en el marco de sus funciones.


Artículo 61.- Funciones y atribuciones. La Dirección de Educación Pública tendrá las siguientes funciones y atribuciones para el cumplimiento de su objeto:


a) Proponer al Ministerio de Educación, de conformidad a lo establecido en el artículo 6, la Estrategia Nacional de Educación Pública a la que deberán ajustarse los integrantes del Sistema y velar por su cumplimiento.


b) Elaborar y proponer al Ministro de Educación los convenios de gestión educacional, y realizar su seguimiento, evaluación y revisión, en base a criterios objetivos, observables y accesibles al público, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 40 y 41.


c) Proponer al Ministro de Educación el perfil profesional que deberán cumplir los candidatos al cargo de Director Ejecutivo de los Servicios Locales, de conformidad al artículo 21.


d) Prestar asistencia técnica a la gestión administrativa de los Servicios Locales, cuando ello sea necesario para el cumplimiento de los principios establecidos en el artículo 5.


e) Asignar recursos a los Servicios Locales, de acuerdo a lo establecido en la Ley de Presupuestos para el Sector Público.


f) Hacer recomendaciones respecto del Plan Anual establecido en el artículo 46.


g) Orientar a los Servicios Locales para el desarrollo de la oferta de educación pública a lo largo de todo el territorio nacional.


h) Coordinar a los Servicios Locales, promoviendo su trabajo colaborativo y en red.


i) Proponer a los Servicios Locales planes de innovación, propendiendo a la mejora continua de los procesos educativos, en concordancia con las políticas del Ministerio de Educación.


j) Proponer al Ministerio de Educación políticas, planes y programas relativos a la educación pública, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575. Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


k) Llevar un registro de los planes estratégicos de los Servicios Locales.


l) Supervisar y velar por el cumplimiento de los convenios de los establecimientos de educación técnico profesional, adscritos al régimen de administración delegada, establecido en el decreto ley N° 3.166, de 1980, que para efectos de esta ley se considerarán integrantes del Sistema de Educación Pública, en lo que sea pertinente.


m) Coordinar la relación entre los Servicios Locales y el Ministerio de Educación, así como con otros órganos de la Administración del Estado, cuando su acción sea requerida para la adecuada provisión del servicio educacional.


n) Promover el mejoramiento de la calidad de la educación impartida por los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, que atiendan a personas que se encuentren bajo cualquier régimen de privación de libertad o programa de reinserción social, reconociendo para ello su especificidad, de acuerdo a las directrices y orientaciones generales emanadas del Ministerio de Educación. Para ello, deberá coordinarse con el Ministerio de Educación, con el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y con otros órganos de la Administración del Estado, cuando corresponda.


ñ) Requerir de los Servicios Locales y establecimientos de su dependencia toda la información que sea necesaria para el cumplimiento de sus funciones y atribuciones, así como sistematizar, procesar y publicar, cuando corresponda, dicha información, permitiendo su acceso por parte de los distintos integrantes del Sistema, de la comunidad educativa y de la ciudadanía en general.


o) Requerir información a la Agencia de Calidad de la Educación y a la Superintendencia de Educación y coordinarse con ellas en los ámbitos de sus respectivas competencias, respecto de los Servicios Locales y los establecimientos de su dependencia.


p) Definir políticas de operación y funcionamiento de los sistemas de seguimiento, administración, información y monitoreo de los Servicios Locales, con el objeto de asegurar el uso de medios digitales, el acceso común a servicios o instalaciones cuando fuere procedente, el registro y acceso a información pública y una fluida y expedita interconexión e interoperabilidad al interior del Sistema, así como con el Ministerio de Educación y con otras instituciones públicas.


q) Realizar o encargar estudios, diagnósticos y evaluaciones de la situación educativa de cada Servicio Local y sus establecimientos educacionales, para lo cual deberá coordinarse con el Ministerio de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación, según corresponda. En el ejercicio de esta atribución, podrá requerir la colaboración de instituciones de educación superior, centros de estudios u otros organismos nacionales o extranjeros.


r) Celebrar convenios o acuerdos con organismos públicos o privados para abordar asuntos de interés común.


s) Rendir cuenta pública anual sobre el estado y proyecciones del Sistema de Educación Pública.


t) Ejercer las demás funciones y atribuciones que le asignen las leyes.

Párrafo 2°

Organización de la Dirección de Educación Pública


Artículo 62.- Director de Educación Pública. La dirección y administración de la Dirección de Educación Pública estará a cargo de un funcionario denominado Director de Educación Pública, quien será el jefe superior del servicio. Estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el Título VI de la ley N° 19.882 y será nombrado por el Presidente de la República. Su perfil profesional considerará experiencia relevante en el ámbito educacional.


Al Director de Educación Pública le corresponderán las siguientes funciones y atribuciones:


a) Dirigir, organizar y administrar el funcionamiento del servicio, velando por el desarrollo y mejoramiento de la calidad de la educación pública, considerando la Estrategia Nacional de Educación Pública, las políticas, planes y programas elaborados por el Ministerio de Educación, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3 del decreto con fuerza ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


b) Proponer al Ministerio de Educación la remoción, cuando corresponda, de los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales de conformidad a lo dispuesto en el artículo 24.


c) Ejecutar los actos y celebrar los contratos necesarios para el cumplimiento de los fines del servicio. 


d) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios bajo su dependencia, de conformidad a la ley.


e) Ejercer las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.


Artículo 63.- Organización Interna. El Servicio deberá contar con una dotación de personal que le permita cumplir con las funciones y atribuciones dispuestas en la presente ley.


El personal de la Dirección de Educación Pública estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y, en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria.


El Director de Educación Pública, con sujeción a la planta de personal y la dotación máxima de éste, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, establecerá la organización interna del servicio y determinará las denominaciones y funciones específicas que correspondan a cada una de las unidades que se establezcan, como asimismo el personal adscrito a tales unidades.


Artículo 64.- Coordinación regional. El Intendente convocará a lo menos a dos reuniones durante el año, a la que asistirán el Secretario Regional Ministerial de Educación, quien actuará como Secretario Ejecutivo, un representante del Gobierno Regional, el Director Regional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, el Director Regional de la Superintendencia de Educación, el representante zonal de la Agencia de la Calidad de la Educación, el Director Regional de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales de la región y un representante de la Dirección de Educación Pública, con el objeto de favorecer la coordinación de los Servicios Locales dentro de la región, así como el intercambio de iniciativas de mejora en su gestión, facilitando además la colaboración de los Servicios Locales con otros servicios públicos que se desempeñen dentro de la región. Asimismo, se podrá invitar a las sesiones a representantes de las universidades y centros de formación técnica acreditados y que no persigan fines de lucro, con sede principal en la región.


Para ello, podrá realizar propuestas a la Estrategia Nacional de Educación Pública, así como a la Estrategia Regional de Desarrollo, establecida en el decreto con fuerza de ley Nº 1 de 2005, del Ministerio del Interior, velando por la armonización entre ésta y los Planes Estratégicos de cada Servicio Local. Asimismo, podrá promover acuerdos de colaboración con otras entidades públicas o privadas de la región, con el fin de favorecer a las comunidades educativas de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de la región.

Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el presente artículo.

Título V

Disposiciones finales


Artículo 65.- Preferencia en concursos públicos relativos al personal docente. Los concursos públicos que, de conformidad al artículo 25 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, se desarrollen para completar la planta docente de establecimientos educacionales de dependencia de un Servicio Local, deberán incluir criterios de selección que ponderen de manera relevante los mejores niveles de práctica pedagógica y conocimientos disciplinarios, de conformidad a la normativa vigente al momento de su realización.


Sin perjuicio de lo anterior, podrán realizarse concursos específicos para determinados grupos de docentes, de acuerdo a las necesidades del o los establecimientos educacionales cuyas vacantes requieran proveerse, y en los cuales podrá considerarse la experiencia requerida para dichos cargos.


Artículo 66.- Rendición de los recursos provenientes de la subvención escolar preferencial. La rendición de cuentas de ejecución de las subvenciones y aportes de la ley Nº 20.248, destinados a la implementación del Plan de Mejoramiento Educativo establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 15 de la presente ley, se realizará a través de la rendición de cuenta pública a que se refiere el artículo 54 de la ley N° 20.529.


Artículo 67.- Imputación del gasto. El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, en la Partida 09 del Ministerio de Educación, y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la Partida 50 del Tesoro Público.

Título VI

Otras normas


Artículo 68.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, que reglamenta aplicación del inciso segundo del artículo 38 del decreto ley N° 3.063, de 1979:


1) Suprímense, en el inciso segundo del artículo 3°, la frase “educacionales y a los” y la frase “de uno y otro género,”.


2) Elimínase, en el inciso primero del artículo 12, la expresión “de educación,”.


Artículo 69.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, en el siguiente sentido:


1) Elimínase, del literal g) del artículo 5°, la expresión “de educación,”.


2) Modifícase, el artículo 23, en el siguiente sentido:


a) Elimínase, en su inciso primero, la expresión “, educación”.


b) Elimínase, en el literal a) de su inciso segundo, la expresión “educación, y”.


3) Elimínase, en el artículo 47, la expresión “educación y”.


4) Elimínase, en el inciso segundo del artículo 56, la expresión “educación y”.


5) Sustitúyese, en el literal a) del artículo 65, la expresión “los presupuestos de salud y educación” por “el presupuesto de salud”.


6) Sustitúyese el literal g) del artículo 67 por el siguiente:

 
“g) Los indicadores más relevantes que den cuenta de la gestión en los servicios de salud cuando éstos sean de administración municipal, tales como la situación previsional del personal vinculado al área, el grado de cumplimiento de las metas sanitarias y de salud a nivel comunal;”.


Artículo 70.- Modifícase el decreto ley N° 3.166, de 1980, que Autoriza la entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico profesional a las instituciones o a las personas jurídicas que indica, de la siguiente forma: 


1) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 1°:


a) Agrégase, en el inciso primero, luego de “El Ministerio de Educación Pública” la frase “, a través de la Dirección de Educación Pública,”.


b) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto:


“Asimismo, al término de su vigencia, la Dirección de Educación Pública podrá, mediante resolución fundada, renovar el convenio con la entidad administradora; traspasar la administración del establecimiento educacional al Servicio Local de Educación Pública que corresponda; o suscribir un nuevo convenio con otra entidad de las señaladas en el inciso primero de este artículo, para lo cual deberá analizar la propuesta que se le presente por dicha entidad, considerando a lo menos los criterios indicados en los literales a), b) y c) del inciso siguiente.


Para realizar la evaluación de cada convenio, la Dirección de Educación Pública deberá considerar, a lo menos, los siguientes elementos:


a) Evaluaciones de desempeño de la Agencia de Calidad de la Educación; reclamos, denuncias, sanciones e infracciones a la normativa educacional que haya conocido o aplicado la Superintendencia de Educación; así como cualquier otro informe, evaluación o información de que dispongan estos organismos respecto del establecimiento educacional.


b) Pertinencia del proyecto educativo institucional del establecimiento en relación a la Estrategia Nacional de Educación Pública y las políticas del Ministerio de Educación en el área de la formación técnico-profesional. 


c) Vinculación del establecimiento con el sector productivo y fomento de la continuidad de estudios de los alumnos.


2) Sustitúyese, en el artículo 5°, la expresión “del Ministerio de Educación Pública” por “de la Dirección de Educación Pública”.


Artículo 71.- Modifícase la ley Nº 18.956, de 1990, que reestructura el Ministerio de Educación Pública, en el siguiente sentido:


1) Intercálase en el literal c) del artículo 2, luego de “establecimientos educacionales”, la frase “, de conformidad al artículo 2 ter de la presente ley”.


2) Reemplázase en la letra c) del artículo 2 bis la frase “del sector municipal, de corporaciones municipales” por “de los Servicios Locales de Educación”.


3) En el artículo 2 ter:


a) Intercálase en su inciso segundo, luego de las palabras “Dichas funciones”, lo siguiente “deberán ser ejercidas en coordinación con el sostenedor y con las instituciones parte del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad y”.


b) Reemplázase el inciso tercero, por el que sigue:


“Los Servicios Locales de Educación Pública brindarán directamente el apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales de su dependencia.”.


4) En el artículo 15:


a) Intercálase en el inciso primero, luego de la frase “Secretarías Regionales Ministeriales”, la oración “la proposición y evaluación de las políticas y planes en el territorio respectivo. De la misma forma deben”.


b) Intercálase en el inciso primero, antes del punto final, la frase “cuando corresponda, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2 ter de la presente ley”. 


c) Intercálase al inicio del inciso segundo: “Asimismo, serán las responsables de la coordinación de las instituciones pertenecientes al Sistema de Aseguramiento de la Calidad en el territorio.


Artículo 72.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprueba el estatuto de los profesionales de la educación:


1) Modifícase el artículo 1° en el siguiente sentido: 


a) Sustitúyese la frase “de administración municipal o particular reconocida oficialmente,” por “administrados por los Servicios Locales de Educación Pública (en adelante también “Servicios Locales”) o de administración particular reconocida oficialmente,”.


b) Elimínase la frase “, como también quienes ocupan cargos directivos y técnico-pedagógicos en los departamentos de administración de educación municipal que por su naturaleza requieran ser servidos por profesionales de la educación”.


2) Reemplázase, en el artículo 3°, la expresión “del sector municipal incluyendo a aquellos que ocupan cargos directivos y técnico-pedagógicos en sus órganos de administración” por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.


3) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 5°, la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.


4) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 7°, la frase “el sector municipal, entendido en los términos del artículo 19 Y de esta ley,” por “los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación”.


5) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 7° bis, la expresión “del sector municipal” por “de los establecimientos dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”. 


6) Reemplázase, en el epígrafe del Título IV, la expresión “del sector municipal” por “de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales”.


7) Modifícase el inciso segundo del artículo 19 de la siguiente forma:


i) Reemplázase el punto y coma que sigue a la frase “Ministerio de Educación”, por la letra “y”.


ii) Elimínase la frase “, y a los que ocupan cargos directivos y técnicos-pedagógicos en los Departamentos de Administración Educacional de cada municipalidad, o de las corporaciones educacionales creadas por estas”.


8) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 19 Y:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 19 Y.- El presente Título se aplicará a los profesionales de la educación que desempeñen funciones en los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública integrando la respectiva dotación docente.”.


b) Elimínase el inciso segundo.


9) Reemplázase el artículo 20 por el siguiente:


“Artículo 20: Se entiende por dotación docente el número total de profesionales de la educación que sirven funciones de docencia, docencia directiva y técnico-pedagógica, que requiere el funcionamiento de los establecimientos educacionales dependientes de un Servicio Local en su respectivo ámbito territorial, expresada en horas cronológicas de trabajo semanales.”.


10) Modifícase el artículo 21 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 21: La dotación docente de los establecimientos educacionales de cada Servicio Local, incluyendo a quienes desempeñen cargos y horas directivos y técnico-pedagógicos en los Servicios Locales respectivos, será fijada a más tardar el 15 de diciembre del año anterior a aquel en que comience a regir, de conformidad a lo señalado el Plan Anual del Servicio Local de Educación Pública respectivo.”.


b) Reemplázase, en el inciso final, la palabra “municipio” por “Servicio Local respectivo”.


11) Modifícase el artículo 22 en el siguiente sentido:


a) Modifícase el inciso primero en el siguiente sentido:


i) Reemplázase la frase “La Municipalidad o Corporación que fija la dotación docente de cada comuna” por “El Servicio Local, al fijar su dotación docente”.


ii) Sustitúyese el numeral 1 por el siguiente:


“1.- Variación en el número de alumnos del Servicio Local en su ámbito territorial de competencia.”.


iii) Agrégase una conjunción “, y” al final del numeral 3.


iv) Reemplázase, en el numeral 4.- la conjunción “, y” por la siguiente frase: “en situaciones excepcionales.


v) Elimínase el numeral 5.


b) Suprímese, en el inciso segundo, la expresión “de una comuna,”.


c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: 


“Todas estas causales para la fijación o la adecuación de la dotación docente deberán estar fundamentadas en el Plan Anual del Servicio Local de Educación Pública. En todo caso, estas modificaciones deberán estar basadas en razones de carácter técnico-pedagógico.”.


12) Modifícase el artículo 24 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “del sector municipal” por “docente de un Servicio Local”. 


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal” por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.


13) Modifícase el inciso primero del artículo 26 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase la frase “una misma Municipalidad o Corporación Educacional” por “un mismo Servicio Local”.


b) Reemplázase la expresión “la comuna” por “el ámbito territorial de competencia del Servicio Local”.


14) Modifícase el artículo 27 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese la frase “Departamento de Administración de la Educación o por la Corporación Educacional respectiva” por “Servicio Local respectivo”.


b) Reemplazáse la frase “Dichos concursos deberán ajustarse a las normas de esta ley y su reglamento” por “Dichos concursos deberán contener el perfil profesional docente requerido, el que será elaborado por el director del establecimiento, con participación de su equipo directivo, y de un docente designado por el Consejo de Profesores. Una vez elaborado el perfil éste será remitido al Director Ejecutivo del Servicio Local respectivo.”.


15) Modifícase el artículo 28, de la siguiente manera:


a) Intercálase en su inciso primero, luego de la frase “en un diario de circulación nacional”, lo siguiente: “o en el portal de empleos dependiente de la Dirección Nacional del Servicio Civil”. 


b) Intercálase el siguiente inciso segundo:


“La convocatoria deberá contener, al menos, la identificación del establecimiento educacional, el Servicio Local al que pertenece, la formación requerida y el perfil del cargo.”.


16) Modifícase el artículo 29 de la siguiente manera:


a) Elimínase la expresión “o contratados”.


b) Reemplázase la expresión “un decreto alcaldicio o un contrato de trabajo, según corresponda, documentos que contendrán” por “una resolución administrativa, documento que contendrá”.


c) Reemplázase, en el primer literal, la expresión “Municipalidad o Corporación” por “Servicio Local”.


d) Reemplázase, en el tercer literal, la expresión “a la Municipalidad o Corporación” por “al Servicio Local”.


e) Elimínase, en el último literal, la frase “y período de vigencia, si se tratare de contratos”.


17) Reemplázase, en el artículo 30, la expresión “comuna” por “Servicio Local”.


18) Reemplázase el artículo 31 por uno del siguiente tenor: 


“Artículo 31.- Las Comisiones Calificadoras de Concurso estarán integradas por:


a) Dos funcionarios del Servicio Local designados por su Director. 


b) Un docente elegido por sorteo entre los pares del nivel y de la especialidad de la vacante a llenar. Este docente deberá ser preferentemente de nivel Experto y no podrá pertenecer al establecimiento para el cual se provee la vacante.


Un funcionario designado por el Director Ejecutivo del Servicio Local será secretario de actas de la Comisión y tendrá derecho a voz. Esta Comisión deberá conformar una terna, de entre la cual el director del establecimiento respectivo seleccionará a un candidato.”.


19) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 31 bis:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda” por “un representante del Director Ejecutivo del Servicio Local.”.


b) Intercálase, en el inciso segundo, entre la palabra “Consejo” y el punto y coma que le sigue, la siguiente frase precedida de una coma: “quien la presidirá”.


c) Reemplázase, en el inciso segundo, inmediatamente después del segundo punto y coma, la frase “y un docente perteneciente a la misma dotación municipal que se desempeñe en otro establecimiento educacional elegido por sorteo” por “y un director de establecimiento educacional de dependencia del Servicio Local que haya sido electo por el sistema establecido en esta ley, el cual será elegido por sorteo.”.


d) Elimínase, en el inciso segundo, la oración “En este último caso, el docente deberá cumplir con alguno de los siguientes requisitos: pertenecer a la red de Maestros de Maestros o estar reconocido en los tramos profesional avanzado, experto I o experto II, del desarrollo profesional docente, o haber sido evaluado como profesor de desempeño destacado, de acuerdo a la evaluación dispuesta en el artículo 70 de esta ley.”.


e) Elimínase el inciso tercero.


f) Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente: 


“Los concursos a los que hace referencia este artículo serán convocados y administrados por los respectivos Servicios Locales, los cuales pondrán todos los antecedentes a disposición de la comisión calificadora.”.


20) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 32:


a) Modifícase su inciso primero en el siguiente sentido:


i) Reemplázase la expresión “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda”, por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.


ii) Elimínase la oración “Estos perfiles deberán ser aprobados por el sostenedor.”.


b) Modifícase su inciso segundo en el siguiente sentido:


i) Reemplázase la expresión “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda”, por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.


ii) Reemplázase la frase “de la respectiva municipalidad” por “del Servicio Local respectivo”.


21) Modifícase el artículo 32 bis de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese, en su inciso segundo, la frase “y podrán ser financiadas de acuerdo a lo establecido en el artículo 3° de la Ley de Calidad y Equidad de la Educación.” por la siguiente: “y serán financiadas con cargo al presupuesto anual de la Dirección Nacional del Servicio Civil.”.


b) Elimínase su inciso cuarto.


c) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo: 


“El proceso de selección tendrá el carácter de público, con las reservas señaladas en el artículo quincuagésimo quinto de la ley N°19.882.”.


22) Suprímese, en el inciso primero del artículo 33, la frase “o con el representante legal de la respectiva Corporación Municipal”.


23) Introdúcense, en el artículo 34, las siguientes modificaciones: 


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal” por “Consejo Local de Educación Pública y Comité Directivo Local”. 


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda,”, por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.


c) Sustitúyese, en el inciso tercero, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal con aprobación del sostenedor” por “Director Ejecutivo”.


24) Modifícase el artículo 34 A de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación Municipal”, por “del mismo Servicio Local”.


b) Suprímese, en el inciso primero, inmediatamente después de la palabra “dotación”, la expresión “municipal”. 


c) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “la respectiva municipalidad o corporación” por “el Servicio Local respectivo”.


25) Introdúcense al artículo 34 B las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación Municipal”, por “del mismo Servicio Local”.


b) Suprímese, en el inciso primero, inmediatamente después de la palabra “dotación”, la expresión “municipal”. 


c) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “la respectiva municipalidad o corporación” por “el Servicio Local respectivo”.


26) Modifícase el artículo 34 C en el siguiente sentido: 


a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “de la comuna respectiva” por “del Servicio Local respectivo”.


b) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 34 C, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación Municipal” por “del mismo Servicio Local”.


27) Deróganse los artículos 34 D, 34 E, 34 F, 34 G, 34 H, 34 I, y 34 J.


28) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 37, la frase “las Municipalidades o Corporaciones Educacionales” por “los Servicios Locales”.


29) Reemplázase en el artículo 39 la frase “las Municipalidades o Corporaciones municipales empleadoras” por “los Servicios Locales empleadores”.


30) Reemplázase en el artículo 41 bis la frase “municipio o corporación municipal” por “Servicio Local”.


31) Modifícase el artículo 42 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Departamento de Administración de Educación Municipal o de una misma Corporación Educacional, según corresponda” por “Servicio Local”.


b) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “Plan de Desarrollo Educativo Municipal” por “Plan Anual del Servicio Local”. 


c) Elimínase, en el inciso segundo, la expresión “o municipal” todas las veces que aparece.


32) Modifícase el artículo 43 en el siguiente sentido:


a) Modifícase el inciso primero, de la siguiente forma:


i) Reemplázase la expresión “Las municipalidades” por “Los Servicios Locales”.


ii) Reemplázase la palabra “otras” por “otros”.


iii) Reemplazase la palabra “municipalidades” por la expresión “Servicios Locales”.


iv) Reemplázase la expresión “la municipalidad” por “el Servicio Local”.


b) Modifícase el inciso segundo de la siguiente forma:


i) Reemplázase la palabra “municipio” por la expresión “Servicio Local”.


ii) Reemplázase la expresión “la Municipalidad” por “el Servicio Local”.


c) Reemplázase, en el inciso tercero, el vocablo “municipio” por “Servicio Local”.


33) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 44, la expresión “cualquiera comuna” por “cualquier Servicio Local”.


34) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 46, la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”. 


35) Introdúcense, en el artículo 47, las siguientes modificaciones:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios Locales de Educación Pública”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “de la respectiva Municipalidad” por “del Servicio Local respectivo”.


36) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 51, la frase “Departamento de Administración de la Educación o la Corporación Educacional respectiva” por “Servicio Local”.


37) Modifícase el artículo 52 en el siguiente sentido: 


a) Reemplázase la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales”.


b) Reemplázanse las palabras “otra comuna” por “otro Servicio Local”.


38) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 62:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “una dotación comunal” por “la dotación de un Servicio Local”.


b) Modifícase el inciso final de la siguiente forma:


i) Reemplázase la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales”.


ii) Agrégase, antes de la expresión “particular subvencionado” la palabra “sector”.


39) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 64, la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios locales”.


40) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 70:


a) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “Comisiones Comunales de Evaluación Docente” por “comisiones de evaluación docente al interior de cada Servicio Local”.


b) Reemplázase, en el inciso noveno, la expresión “Comisiones Comunales de Evaluación Docente” por “comisiones de evaluación docente de los Servicios Locales”.


c) Sustitúyese, en el inciso noveno, la frase “Jefe del Departamento de Administración Municipal de Educación o el Director de la Corporación Municipal respectivo” por “Director Ejecutivo”.


d) Reemplázase, en el inciso noveno, la expresión “de la comuna correspondiente” por “del Servicio Local respectivo”.


41) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 70 bis, la frase “Departamentos de Administración de Educación Municipal” por “Servicios Locales”.


42) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 71, la expresión “el sector municipal” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.


43) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 72:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “de una dotación docente del sector municipal” por “de la dotación docente de un Servicio Local”.


b) Reemplázase, en el literal b), la frase “en los artículos 127 al 143 de la ley N° 18.883” por “en los artículos 129 al 145 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”. 


c) Reemplázase, en el párrafo segundo del literal b), la frase “de la respectiva Municipalidad o Departamento de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, designado por el sostenedor”, por “del respectivo Servicio Local”.


d) Sustitúyese, en el literal h), la frase “la ley N° 18.883” por “el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”.


e) Reemplázase, en el inciso final, la frase “el artículo 134 de la ley N° 18.883” por “el artículo 136 del decreto con fuerza de ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”. 


44) Introdúcense, en el artículo 73, las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Alcalde de una Municipalidad o el representante de una Corporación” por “Director Ejecutivo de un Servicio Local”.


b) Elimínase, en el inciso primero, la frase “de Desarrollo Educativo Municipal”.


c) Modifícase el inciso tercero en el siguiente sentido:


i) Sustitúyese la oración “El decreto alcaldicio o la resolución de la Corporación deberán ser fundados y notificados” por “La resolución del Director Ejecutivo del Servicio Local deberá ser fundada y notificada”.


ii) Reemplázase la frase “la respectiva Municipalidad o Corporación” por “el Servicio Local respectivo”.


iii) Reemplázase la expresión “otra Municipalidad o Corporación” por “otro Servicio Local”.


45) Modifícase el artículo 73 bis en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el literal a), la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios Locales de Educación Pública”.


b) Sustitúyese, en el inciso final, la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios Locales de Educación Pública”.


46) Introdúcense en el artículo 74 las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación” por “del mismo Servicio Local”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “la misma Municipalidad o Corporación” por “el mismo Servicio Local”.


47) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 75, la frase “la Municipalidad o Corporación, según corresponda,” por “el Servicio Local”.


48) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 76, la frase “los decretos alcaldicios o los contratos, según corresponda” por “las resoluciones correspondientes”.


Artículo 73.- Modifícase el artículo 3° de la ley N° 19.247, que aprueba el texto de la Ley sobre Donaciones con fines Educacionales en el siguiente sentido: 


a) Modifícase el literal A de su artículo 1° de la siguiente manera:


i) Reemplázase la frase “las Municipalidades o por sus Corporaciones” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.


ii) Reemplázase la expresión “las Municipalidades” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.


b) Sustitúyese en el literal C de su artículo 1° la frase “la Municipalidad respectiva, si se tratare de establecimientos administrados por ella o por su Corporación” por “el Servicio Local respectivo, si se tratare de establecimientos administrados por éste”.


2) Modifícase el inciso final de su artículo 7° de la siguiente forma:


a) Reemplázase la frase “propiedad de la Municipalidad” por “propiedad del Servicio Local”.


b) Reemplázase la palabra “Esta” por el vocablo “Éste”.


c) Reemplázase la frase “dentro de la comuna” por “dentro del ámbito territorial de competencia del respectivo Servicio Local”.


Artículo 74.- Intercálase, en el artículo 2° de la ley N° 19.296, que establece normas sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado, un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor, adecuándose los siguientes:


“Podrán también constituirse asociaciones de funcionarios en los Servicios Locales de Educación Pública.”.


Artículo 75.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.410, que Modifica la ley N° 19.070, sobre estatuto de profesionales de la educación, el decreto con fuerza de ley N° 5, de 1993, del Ministerio de Educación, sobre subvenciones a establecimientos educacionales, y otorga beneficios que señala:


1) Deróganse los artículos 4°, 5° y 6°.


2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 21: 


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “administrados por municipalidades o corporaciones municipales de educación, los alcaldes”, por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, los Directores Ejecutivos de éstos”.


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“El Director Ejecutivo deberá consultar previamente sobre esta solicitud al Comité Directivo Local respectivo, y sólo podrá denegarla por motivos fundados.”.


3) Modifícase el artículo 22 en el siguiente sentido:


a) Elimínase el literal a), pasando el actual literal b) a ser el literal a), y así sucesivamente los demás literales.


b) Agrégase un literal h) nuevo del siguiente tenor:


“h) Hasta el 10% de los recursos provenientes de la subvención escolar preferencial establecida en la ley Nº 20.248.”.


4) Sustitúyese, en el artículo 24, la expresión “a la Municipalidad respectiva” por “al Servicio Local respectivo”. 


5) Reemplázase, en el artículo 25, la voz “alcalde” por “Director Ejecutivo del Servicio Local” y la expresión “un decreto alcaldicio” por “una resolución”.


6) Incorpóranse las siguientes modificaciones al artículo 26:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “a la respectiva Municipalidad” por “al Servicio Local respectivo”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “la Municipalidad respectiva” por “el respectivo Servicio Local”.


Artículo 76.- Modifícase el artículo 46 del decreto N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.063, sobre rentas municipales, en el siguiente sentido:


1) Reemplázase, en el literal a) del inciso cuarto, la expresión “Establecimientos educacionales, hogares” por “Hogares”.


2) Agrégase, en el literal a) del inciso cuarto, después del punto aparte, que pasa a ser una coma, la expresión “y establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública.”.


Artículo 77.- Modifícase la ley N° 19.464, que Establece normas y concede aumento de remuneraciones para personal no docente de establecimientos educacionales que indica, de la siguiente forma:


1) Reemplázase, en el inciso quinto del artículo 1°, la frase “tanto del sector municipal como del particular” por “tanto del sector particular como dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.


2) Modifícase el artículo 2° de la siguiente forma: 


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “las municipalidades, o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas para administrar la educación municipal”, por “los Servicios Locales de Educación Pública”. 


b) Reemplázase, en el inciso final, la frase “directamente por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas” por “por los Servicios Locales de Educación Pública”. 


3) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 4°:


a) Modifícase su inciso primero como sigue:


i) Reemplázase la frase “por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas” por “por los Servicios Locales de Educación Pública”.


ii) Reemplázase la frase “la ley N° 18.883” por “el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”.


b) Sustitúyese la expresión “Las municipalidades o corporaciones” por “Los Servicios Locales”.


4) Reemplázase, en el artículo 5°, la expresión “las municipalidades o corporaciones municipales” por “los Servicios Locales”.


5) Sustitúyese, en el artículo 7°, la frase “departamentos de administración educacional de las municipalidades, cualquiera sea su denominación” por “Servicios Locales de Educación Pública”.


Artículo 78.- Agrégase, en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales, un artículo 4º bis, nuevo, del siguiente tenor: 


“Artículo 4° bis.- Los Servicios Locales de Educación Pública podrán acogerse al beneficio de la subvención que establece esta ley, respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia, siempre que éstos cumplan con los requisitos fijados en el artículo 6°.”.


Artículo 79.- Modifícase la ley N° 19.979, que Modifica el régimen de jornada escolar completa diurna y otros cuerpos legales, en el siguiente sentido:


1) Introdúcense en el artículo 7° las siguientes modificaciones:


a) Intercálase, entre las locuciones “subvencionado” y “deberá”, la frase “o que reciba aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento,”.


b) Incorpórase un inciso segundo del siguiente tenor:


“Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo Escolar deberá establecer en su acta constitutiva las instancias para considerar las opiniones de los niños que asistan al establecimiento en los niveles de educación parvularia y básica, en temas de su interés de acuerdo a sus capacidades, niveles de desarrollo y cultura.”.


c) Agrégase el siguiente inciso tercero:


“En los establecimientos que impartan exclusivamente educación parvularia y que se encuentren incluidos en el inciso primero, estos consejos de denominarán “Consejos de Educación Parvularia”.”.


2) Modifícase el artículo 8° de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en las letras c) y d) del inciso segundo, la expresión “municipales” por “dependientes de los servicios locales de educación”.


b) Agrégase, en el inciso cuarto, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “En los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública el consejo escolar tendrá facultades resolutivas respecto de las cuestiones señaladas en los literales d) y e). Con este objeto el consejo organizará una jornada para recabar las observaciones, aportes e inquietudes de la comunidad escolar respecto de estas materias.”.


Artículo 80.- Modifícase la ley N° 20.248, sobre subvención escolar preferencial, de la siguiente forma:


1) Modifícase el artículo 7 de la siguiente forma: 


a) Intercálanse los siguientes párrafos segundo y tercero en el literal d):


 “En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, le corresponderá a sus directores elaborar, en conjunto con la comunidad educativa, y proponer al Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en este artículo, así como los Planes de Mejoramiento Educativo establecidos en los artículos 19 y 26 de la presente ley, cuando corresponda, previa consulta al consejo escolar del establecimiento. 


El Director Ejecutivo, podrá realizar observaciones al plan presentado por el director a través de una resolución fundada, la que deberá basarse en las definiciones contenidas en el Plan Estratégico Local, la Estrategia Nacional de Educación Pública o cuando el plan presentado supere el marco presupuestario correspondiente. Con todo, el director del establecimiento podrá insistir en su plan o en algunas de sus áreas o dimensiones, para lo cual tendrá que justificar cómo éste se ajusta al Plan Estratégico Local o la Estrategia Nacional. El Director Ejecutivo tendrá un plazo de 10 días hábiles para pronunciarse. Dicha decisión deberá ser informada al Comité Directivo Local, al Consejo Local de Educación y a la comunidad educativa respectiva. En caso que el plan presentado supere el marco presupuestario, el director del establecimiento deberá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo.”.


b) Elimínase el segundo párrafo del literal f) del artículo 7. 


2) Reemplázase en el numeral 4 del inciso segundo del artículo 8, la frase “municipales o administrados por corporaciones municipales” por “educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.


3) Elimínase, en el inciso final del artículo 11, la frase “El Ministerio de Educación, a solicitud de los municipios, deberá promover y apoyar, cuando así se lo soliciten, Planes de Mejoramiento Educativo a desarrollar conjuntamente entre establecimientos educacionales de distintas comunas.”. 


4) Agrégase, en el párrafo primero del numeral 2) del artículo 26, a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido, la siguiente oración: 


“En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, corresponderá al Servicio Local, a través del director del establecimiento educacional respectivo, elaborar y cumplir este Plan.”.


5) Reemplázase el inciso tercero del artículo 28 por el siguiente:


“En el caso de no lograrse los resultados educativos señalados en el inciso primero, los establecimientos estarán afectos a los mecanismos establecidos en los artículos 30 y 31 de la ley Nº 20.529, según corresponda.”.


6) Reemplázase la letra e) del artículo 29 por la siguiente:


“e) Mantener un sistema de apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2° ter de la ley N° 18.956.”.


7) Reemplázase en el inciso primero del artículo 33 bis la frase “municipios, corporaciones municipales” por “Servicios Locales de Educación Pública”.


Artículo 81.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, de la siguiente forma:


1) Reemplázase, en el literal a) del artículo 46, la frase “las personas jurídicas de derecho público, tales como municipalidades y otras entidades”, por “, en el caso de órganos pertenecientes a la Administración del Estado, únicamente los Servicios Locales de Educación Pública y la Junta Nacional de Jardines Infantiles. En el caso de entidades que no pertenecen a la Administración del Estado, serán sostenedores las personas jurídicas de derecho público”.


2) Incorpóranse las siguientes modificaciones al artículo 89:


a) Sustitúyese, en el literal b), la expresión “el ámbito municipal”, por “los Servicios Locales de Educación Pública”.


b) Agrégase, en el literal b), antes de la voz “particular” la frase “en el sector”.


c) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “la educación municipal” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.


Artículo 82.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.529, que Establece un Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización:


1) Reemplázase, en la letra d) del artículo 3°, la expresión “así como los sostenedores del sector municipal,” por “así como los Servicios Locales de Educación Pública”.


2) Agrégase el siguiente párrafo segundo al literal e) del artículo 11: 


“En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, dichos informes deberán ser estudiados por su equipo directivo y consejo de profesores, y por los equipos técnicos del Servicio, e incorporar las recomendaciones que estimen pertinentes a su Plan de Mejoramiento Educativo siguiente. La no incorporación de las propuestas deberá ser fundada.”.


3) Reemplázase, en la letra g) del artículo 11, la frase “del sector municipal, de corporaciones municipales” por “de los Servicios Locales de Educación Pública.”.


4) Intercálase el siguiente inciso cuarto nuevo en el artículo 12, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto y así sucesivamente:


“Para el caso de los Servicios Locales de Educación Pública, la Agencia realizará además una evaluación integral de la gestión de estos servicios que incluya recomendaciones indicativas para el mejoramiento de la gestión del Servicio Local. Estas recomendaciones deberán considerar especialmente los objetivos y prioridades establecidas en el Plan Estratégico Local del Servicio respectivo, así como las estrategias y acciones que éste contemple para el cumplimiento de dichos objetivos.”. 


5) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 13: 


“Para efectos de lo señalado en el inciso cuarto del artículo 12, la Agencia definirá, a partir de su planificación anual, los Servicios Locales que serán evaluados, considerando para ello el nivel de cumplimiento de los estándares establecidos en esta ley. Con todo, la totalidad de los Servicios Locales deberá ser evaluada con una periodicidad no superior a seis años.”.


6) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 14:


“En el caso de los informes referidos a los Servicios Locales de Educación Pública, la Agencia deberá remitir copias de dichos informes a la Dirección de Educación Pública, al Comité Directivo Local y al Consejo Local respectivo.”.


7) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 26 la frase “El Ministerio de Educación podrá”, por “El Ministerio de Educación o los Servicios Locales de Educación Pública podrán”.


8) Sustitúyense los actuales incisos tercero y cuarto del artículo 27 por los siguientes:


“Corresponderá al Servicio Local de Educación Pública respectivo proporcionar el apoyo técnico pedagógico que sea necesario a los establecimientos educacionales de su dependencia.


El apoyo brindado de conformidad a este artículo deberá tener especial focalización en aquellos establecimientos ordenados en las categorías c) y d) del artículo 17 y en aquellos sectores geográficos en donde exista menor disponibilidad de apoyo técnico pedagógico.”.


9) Reemplázase el artículo 29 por el siguiente:


 “Artículo 29.- Los establecimientos educacionales de Desempeño Insuficiente deberán recibir apoyo técnico pedagógico. Para ello, los establecimientos particulares subvencionados podrán recurrir al Ministerio de Educación, que prestará este servicio directamente o a través de una persona o entidad del Registro Público de Personas o de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo del Ministerio de Educación. 


En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de un Servicio Local de Educación Pública que tengan Desempeño Insuficiente, dicho Servicio deberá incorporar en su Plan Anual medidas específicas de apoyo técnico pedagógico que tiendan al mejoramiento de los resultados educativos del establecimiento afectado.


Las medidas señaladas en los incisos precedentes deberán brindarse hasta que dicho establecimiento abandone la categoría Desempeño Insuficiente o por un plazo máximo de cuatro años. Con todo, si el establecimiento no logra ubicarse en una categoría superior, pero muestra una mejora significativa, podrá seguir sujeto a las medidas señaladas en los incisos precedentes hasta por un año más. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 31 de esta ley.


La Agencia definirá, en normas de carácter general, los criterios para determinar la mejora significativa de un establecimiento educacional. Estos criterios deben guardar relación con los estándares de aprendizaje referidos a los objetivos generales señalados en la ley y en sus bases curriculares y con los otros indicadores de calidad educativa.”.


10) Agrégase al literal d) del artículo 35, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Asimismo, deberá aprobar el informe y las medidas de reestructuración, de conformidad al inciso tercero del artículo 31.”.


11) Sustitúyese el literal h) del artículo 41 por el siguiente:


“h) Certificar, según lo que establece el artículo 31, cuando un establecimiento se ha mantenido en la categoría de Desempeño Insuficiente. Dicha certificación deberá contar con la aprobación del Consejo de la Agencia.


Asimismo, deberá elaborar el informe a que hace referencia el artículo 31.”.


12) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 68, la frase “o al domicilio del Departamento de Administración de Educación de la Municipalidad o de la Corporación Municipal de que se trate” por “o al domicilio del Servicio Local de Educación respectivo.”.


13) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 89:


a) Suprímese la letra f), pasando la actual g) a ser f).


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “, f) y g)” por “y f)”.


14) Incorpórase un párrafo segundo, nuevo, en el literal e), del artículo 73, del siguiente tenor:


“En el caso de los Servicios Locales de Educación Pública, solo será aplicable la inhabilidad temporal para ejercer el cargo de Director Ejecutivo, hasta por un plazo de cinco años.”.


15) Modifícase el artículo 92 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase el literal a) por el siguiente:


“a) Asumir la representación legal del establecimiento. Esta representación legal lo faculta, expresamente, para ejercer la titularidad de las acciones administrativas, civiles y/o penales para perseguir la responsabilidad, en su caso, de los administradores y/o sostenedores.”.


b) Elimínase del párrafo primero del literal h) la frase “por renuncia o revocación,”.


16) Derógase el artículo 96.


Artículo 83.- Reemplázase el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845, por el siguiente:


“Artículo trigésimo séptimo.- Créase un Fondo destinado a la recuperación y fortalecimiento de la educación pública escolar y parvularia, en todos sus niveles y modalidades, sea que ésta se encuentre administrada directamente por municipios o a través de corporaciones municipales o por los Servicios Locales de Educación Pública.


Los recursos de este Fondo deberán ser utilizados para el cumplimiento de los siguientes objetivos:


i) Mejorar la calidad del servicio educativo a cargo de las municipalidades y corporaciones municipales mientras éste no haya sido traspasado a los Servicios Locales.


ii) Facilitar la instalación y funcionamiento del Sistema de Educación Pública, especialmente el traspaso del servicio educativo a los Servicios Locales, de conformidad a las disposiciones transitorias establecidas en la ley que crea el Sistema de Educación Pública, en particular, las contenidas en el párrafo 5° de sus disposiciones transitorias.


Los Planes de Transición señalados en el párrafo 6° de las disposiciones transitorias de la ley que crea el Sistema de Educación Pública podrán ser financiados con los recursos de este Fondo.


El monto anual de este Fondo se establecerá en la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva, y ascenderá a $250.000.000 miles para los años 2018 a 2019, $200.000.000 miles para el año 2020, $150.000.000 miles para el año 2021 y $100.000.000 miles para los años 2022 al 2025.


Mediante resolución del Ministerio de Educación, suscrita por el Ministerio de Hacienda, se establecerán los mecanismos de distribución de estos recursos, los usos específicos en que se emplearán, y las formas y procedimientos de entrega y rendición de los mismos, cuando ello corresponda.


La asignación de recursos de este Fondo entre las entidades señaladas en el inciso primero deberá ajustarse a criterios de transparencia, pertinencia, equidad y no discriminación arbitraria, y se formalizará mediante una o más resoluciones del Ministerio de Educación, copia de las cuales se remitirá a la Dirección de Presupuestos.


Artículo 84.- Referencias. Todas las referencias que las leyes, decretos, reglamentos y, en general, la normativa vigente haga a las municipalidades, los departamentos de administración de educación municipal o las corporaciones municipales creadas antes del 31 de marzo de 1988 conforme a las normas del Código Civil y a los decretos N° 462, de 1981, y N° 110, de 1976, ambos del Ministerio de Justicia en tanto sostenedores de establecimientos educacionales, que no hayan sido suprimidas o adecuadas por la presente ley, deberán entenderse hechas al o los Servicios Locales de Educación Pública que corresponda conforme a su ámbito de competencia territorial.


Asimismo, cada vez que la normativa señalada en el inciso anterior se refiera al Jefe del Departamento de Administración de la Educación Municipal, debe entenderse referido el Director Ejecutivo de los Servicios Locales. En aquellos casos en que dichas normas aludan a los establecimientos del sector municipal, la referencia debe entenderse hecha, a su vez, a los establecimientos dependientes de los Servicios Locales.


A los Servicios Locales les será aplicable la normativa que rige a los sostenedores de establecimientos educacionales. Así, para todos los efectos legales, en caso que las normas se refieran al sostenedor o sostenedores, deberán entenderse comprendidos los Servicios Locales, en concordancia con lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación.


Se excepcionarán de lo dispuesto en los incisos precedentes aquellos casos en que aparezca de manifiesto que la disposición cuya referencia se prescribe adecuar resulta inaplicable a los Servicios Locales o al Director Ejecutivo, atendida la naturaleza del servicio o el cargo, respectivamente.


Finalmente, sin perjuicio de las modificaciones efectuadas en el presente Título, se entenderá que será siempre el Servicio Local el que diseñará, coordinará y prestará el apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales de su dependencia.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Párrafo 1°

Disposiciones generales


Artículo primero.- Entrada en vigencia general. La presente ley entrará en vigencia a la fecha de su publicación, sin perjuicio de las excepciones establecidas en los siguientes artículos transitorios.


Artículo segundo.- Entrada en vigencia de derogaciones y modificaciones de otras leyes. Lo dispuesto en el Título VI de esta ley entrará en vigencia desde la fecha del traspaso del servicio educacional al Servicio Local respectivo de conformidad a lo establecido en el artículo octavo transitorio. En consecuencia, las modificaciones legales establecidas en dicho Título no surtirán efectos respecto de aquellas municipalidades o corporaciones municipales que continúen prestando el servicio educacional.


Se exceptuará de lo dispuesto en el inciso anterior, el numeral 4) del artículo 82, que entrará a regir una vez transcurridos tres años desde la fecha de traspaso del servicio educacional, respecto de cada Servicio Local.


Artículo tercero.- Entrada en vigencia de la calidad de sostenedor de los Servicios Locales. La calidad de sostenedor de los Servicios Locales, respecto de los establecimientos de su dependencia, entrará en vigencia respecto de cada Servicio Local en la fecha del traspaso del servicio educacional.


Artículo cuarto.- Traspaso del servicio educacional. Traspásase el servicio educacional que prestan las municipalidades, directamente o a través de las corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, a los Servicios Locales de Educación Pública creados de conformidad al artículo 16 de esta ley, en la oportunidad, forma y condiciones establecidas en los siguientes artículos transitorios.


Para estos efectos, se entenderá indistintamente por “corporación municipal” o “corporaciones municipales” aquellas corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior.


Artículo quinto.- Determinación del ámbito de competencia territorial de los Servicios Locales. El Presidente de la República, mediante uno o más decretos expedidos a través del Ministerio de Educación, los que deberán llevar la firma del Ministro de Hacienda, determinará el ámbito de competencia territorial, el domicilio y la denominación de los Servicios Locales, con arreglo a la distribución territorial establecida en el artículo 16 de la presente ley. El ámbito de competencia territorial de cada servicio se determinará sobre la base de una comuna o agrupación de comunas dentro de una misma región, no pudiendo dividirse el territorio de éstas.


Para efectos de lo establecido en el inciso precedente, el Presidente de la República deberá considerar, a lo menos, los siguientes criterios: matrícula total de estudiantes en el territorio; número de establecimientos dependientes de cada municipalidad, y distancia y conectividad entre los establecimientos educacionales dependientes de cada municipalidad.


Artículo sexto.- Entrada en funcionamiento de los Servicios Locales. El Presidente de la República, mediante uno o más decretos del Ministerio de Educación, suscritos además por el Ministro de Hacienda, determinará un calendario de instalación que establezca las fechas en que iniciarán sus funciones los Servicios Locales de Educación Pública, de conformidad a las siguientes reglas.


Primera etapa de instalación:


1) Entrarán en funcionamiento entre la fecha de publicación de esta ley y el 30 de junio de 2018 un Servicio Local en la región Metropolitana, el cual comprende las comunas de Lo Prado, Pudahuel y Cerro Navia; y un Servicio Local en la región de Coquimbo, el cual comprende las comunas de Coquimbo y Andacollo.


Asimismo, entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2018 un Servicio Local en la región de Atacama, el cual comprende las comunas de Vallenar, Alto del Carmen, Freirina y Huasco; y un Servicio Local de la región de La Araucanía, el cual comprende las comunas de Nueva Imperial, Carahue, Toltén, Teodoro Schmidt y Saavedra.


2) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2019 el Servicio Local de la región de Arica y Parinacota; un Servicio Local de la región Metropolitana y un Servicio Local de la región del Biobío.


3) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2020 un Servicio Local de la región de Valparaíso; un Servicio Local de la región de Los Lagos; un Servicio Local de la región del Libertador Bernardo O’Higgins; y un Servicio Local de la región de Atacama.


Segunda etapa de instalación:


4) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2022 quince Servicios Locales.


5) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2023 quince Servicios Locales.


6) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2024 quince Servicios Locales.


7) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2025 catorce Servicios Locales.


Los Servicios Locales entrarán en funcionamiento con al menos seis meses de anticipación a la fecha de traspaso del servicio educacional, excepto los establecidos en el numeral 1) de este artículo.


El Presidente de la República, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, podrá, en el marco de las reglas anteriores, modificar el calendario de la segunda etapa de instalación.


Si, por razones fundadas, se hiciera necesario extender las fechas de entrada en funcionamiento de la segunda etapa de instalación más allá del año 2025, el Presidente de la República podrá, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, y previo informe favorable del Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública, prorrogar dicho proceso por un nuevo período delimitado, el que en ningún caso podrá exceder el 31 de diciembre de 2030. Para estos efectos, deberá considerar además el informe de la Agencia de Calidad de la Educación respecto de la implementación de la primera etapa de instalación al que hace referencia el artículo séptimo transitorio.



Artículo séptimo.- Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública. Existirá un Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública (en adelante también “el Consejo de Evaluación”), el que será presidido por el Subsecretario de Educación e integrado además por seis profesionales de reconocida experiencia en las áreas de políticas públicas, educación y administración municipal o del Estado. 


Dichos profesionales deberán ser ajenos a la administración del Estado, salvo aquellos que ejerzan funciones docentes, debiendo reflejarse en la conformación del Consejo una adecuada diversidad de visiones y competencias. Serán designados por el Presidente de la República y su participación será ad honorem. Estos profesionales permanecerán en sus cargos por un período no inferior al de la fecha de entrega del informe de evaluación intermedia al que se refiere el inciso cuarto del presente artículo.


La Subsecretaría de Educación prestará apoyo administrativo al Consejo y el Director de Educación Pública será su secretario ejecutivo, teniendo sólo derecho a voz. El Consejo determinará su forma de funcionamiento mediante acuerdo.


El Consejo de Evaluación tendrá como misión principal asesorar al Presidente de la República en la evaluación y análisis del proceso de instalación de los Servicios Locales. A fin de dar cumplimiento adecuado a esta tarea, entregará un informe anual de seguimiento de la puesta en marcha del Sistema de Educación Pública, debiendo presentar, en el año 2021, una evaluación intermedia de este proceso.


En el cumplimiento de sus funciones, el Consejo podrá proponer al Presidente de la República, de manera fundada y con el voto favorable de la mayoría de sus miembros indicados en el inciso segundo de este artículo, modificaciones legales, reglamentarias o de otra índole, tales como la modificación del calendario de la segunda etapa de instalación de los Servicios Locales; la extensión del proceso por un nuevo período o la creación de nuevas etapas de instalación; la implementación de formas de administración o gestión del servicio educacional; la modificación del ámbito de competencia territorial de los Servicios Locales; diferir, incluir o no considerar temporalmente a una o más comunas en el proceso de instalación; variar el número total de Servicios Locales; modificaciones de cualquier naturaleza en aquellos casos en que advierta problemas en la implementación del Sistema; y cualquier otra política pública, medida, procedimiento o mecanismo orientado a mejorar el Sistema Nacional de Educación Pública.


Para la elaboración de sus propuestas el Consejo considerará un informe sobre la primera etapa del proceso de instalación que para estos efectos le proporcionará la Agencia de Calidad de la Educación, considerando la calidad, funcionamiento y desarrollo del servicio educacional provisto por los Servicios Locales. Asimismo, solicitará información a los directores de Servicios Locales instalados y autoridades municipales y regionales, y consultará a representantes de profesores y asistentes de la educación, representantes estudiantiles del nivel escolar y académicos con experiencia en la materia, entre otros. De igual forma, podrá solicitar estudios e informes a las Subsecretarías de Educación y de Educación Parvularia, a la Agencia de Calidad de la Educación, Superintendencia de Educación y a otros órganos de la Administración que estime pertinente. Con todo, los informes del Consejo deberán contener la opinión del Ministro de Hacienda respecto del impacto presupuestario de las propuestas.


El Consejo terminará su labor a más tardar el 1 de enero de 2025 o en el último año que se establezca en el calendario de instalación de los Servicios Locales.


En el mes de marzo de cada año el Ministro de Educación dará cuenta del estado de avance de la implementación del Sistema de Educación Pública a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Educación y Cultura del Senado, en sesión conjunta.
Párrafo 2°

Del traspaso del servicio educacional


Artículo octavo.- Fecha del traspaso del servicio educacional. El 1 de enero del año siguiente a la fecha de entrada en funcionamiento de un Servicio Local, se le traspasará, por el solo ministerio de la ley, el servicio educacional que prestan las municipalidades, directamente o a través de corporaciones municipales, de las comunas en las cuales éste ejerza su competencia, lo cual comprenderá los bienes muebles e inmuebles, recursos financieros y personas asociadas a la prestación de dicho servicio, de conformidad a las disposiciones transitorias siguientes.


Con todo, el servicio educacional se traspasará, por el solo ministerio de la ley y en las mismas condiciones del inciso anterior, el 1 de marzo de 2018 a los Servicios Locales establecidos en el párrafo primero del numeral 1) del artículo sexto transitorio en caso de que entren en funcionamiento antes del 1 de enero de 2018. Si la entrada en funcionamiento se produce con posterioridad a dicha fecha, el servicio educacional se traspasará según lo establecido en el inciso anterior.


Asimismo, en el caso de los Servicios Locales establecidos en el párrafo segundo del numeral 1) del artículo sexto transitorio, el traspaso tendrá lugar por el solo ministerio de la ley, y en las mismas condiciones del inciso primero de este artículo, el 1 de julio de 2018, una vez dictada la resolución a que se refiere el artículo vigésimo segundo transitorio, la cual sólo podrá expedirse dentro de los tres meses anteriores de la fecha señalada. Para estos efectos deberá dictarse una resolución por cada Servicio Local. De no dictarse la resolución referida en el plazo señalado anteriormente, dicha decisión deberá formalizarse en un acto administrativo fundado, en cuyo caso el traspaso se producirá por el solo ministerio de la ley el 1 de enero de 2019, en las mismas condiciones establecidas en el inciso primero del presente artículo. En tal evento, el Ministro de Educación deberá dar cuenta a las comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y de Educación y Cultura del Senado sobre las razones fundadas para no haber dictado la señalada resolución en el plazo definido.
.


Artículo noveno.- Traspaso de los establecimientos educacionales. Los establecimientos educacionales de administración municipal o de corporaciones municipales, que cuenten con reconocimiento oficial al 31 de diciembre de 2014, ya sea que se encuentren en funcionamiento o en receso, así como aquellos que se creen a partir de dicha fecha hasta el momento del traspaso, se traspasarán al Servicio Local que ejerza sus competencias en las correspondientes comunas, de conformidad a los artículos siguientes, y en la misma forma y oportunidad señalada en el artículo anterior.


El Servicio Local será el sucesor legal de la municipalidad, o de la corporación municipal en su caso, en la calidad de sostenedor del establecimiento educacional traspasado.


Los inmuebles donde funcionaron establecimientos educacionales de administración municipal o administrados por corporaciones municipales, que al 31 de diciembre de 2014 hubieren perdido su reconocimiento oficial, dejarán de estar afectos al servicio educacional y pasarán a ser de libre disponibilidad por parte de la municipalidad o corporación municipal respectiva; siempre que estas hayan dado cumplimiento íntegro a todas las obligaciones de los convenios de ejecución del Plan de Transición, y sólo una vez que se haya efectuado el traspaso del servicio educacional al respectivo Servicio Local según lo establecido en estas disposiciones transitorias.


Artículo décimo.- Postergación del traspaso del servicio educacional. Una municipalidad o corporación municipal podrá solicitar al Ministerio de Educación que el servicio educacional de su comuna no sea traspasado al Servicio Local respectivo en los plazos que le correspondieren en virtud de los artículos anteriores, siempre que cumpla con los siguientes requisitos copulativos:


a) Que al momento de la solicitud, a lo menos el 60% del total de establecimientos a su cargo presente niveles educativos ordenados como de desempeño alto o medio alto, según la ordenación realizada por la Agencia de Calidad de la Educación, de conformidad a la ley N° 20.529. Para estos efectos se considerarán las ordenaciones correspondientes al último año disponible.


b) Que la evolución del total de la matrícula en los establecimientos que administra, durante los seis años previos al momento de la solicitud, ubique a la respectiva municipalidad o corporación municipal dentro del 30% de mejor desempeño a nivel nacional para dicho índice. 


Para estos efectos se entenderá por “total de la matrícula” aquella comprendida entre el primer año de educación básica y el cuarto año de educación media regular, incluyendo las diversas formaciones diferenciadas y modalidades de enseñanza. Asimismo, para establecer esta evolución se deberá considerar el efecto demográfico referido a la evolución de la población entre 6 y 18 años de las comunas del país para el mismo periodo.


c) Que durante los 24 meses previos a la solicitud, no haya registrado obligaciones previsionales impagas respecto de los profesionales de la educación, asistentes de la educación o personal de apoyo y administración educacional de su dependencia, por un monto superior a las 400 unidades de fomento calculadas a la fecha en que se presente la solicitud.


d) Que al momento de la solicitud, la deuda de la municipalidad o corporación municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional, según lo establecido en el artículo trigésimo transitorio, no supere el 5% de sus ingresos anuales por concepto de subvenciones escolares y aportes del Estado para el mismo año, descontados los aportes de capital. Para estos efectos no se considerará la deuda ocasionada por los anticipos de subvención realizados para financiar planes de retiro de funcionarios.


El municipio o corporación municipal deberá presentar su solicitud durante el mes de enero del año en que entrará en funcionamiento el Servicio Local con competencia sobre la comuna respectiva. El Ministerio de Educación tendrá un plazo de 60 días para verificar el cumplimiento de los requisitos y acoger la solicitud si fuera procedente.


El Ministerio de Educación deberá evaluar anualmente, a más tardar en marzo de cada año, si las municipalidades o corporaciones municipales autorizadas mantienen el cumplimiento de los requisitos establecidos en los literales de este artículo. De no ser así, el traspaso del servicio educacional que prestan se ajustará a lo establecido en el calendario de instalación definido por el Presidente de la República; y en caso de encontrarse ya en funcionamiento el respectivo Servicio Local con competencia sobre la comuna, se deberá proceder al traspaso del servicio educacional, según las normas establecidas en estas disposiciones transitorias. 


Un reglamento del Ministerio de Educación suscrito, además, por el Ministro de Hacienda especificará los requisitos indicados en los literales de este artículo y la forma e instrumentos para su evaluación, y el procedimiento de solicitud y aprobación del requerimiento de la municipalidad o corporación municipal.
Párrafo 3°

Del traspaso de los bienes afectos a la prestación del servicio educacional


Artículo décimo primero.- Bienes inmuebles afectos al servicio educacional. Para los efectos del traspaso del servicio educacional establecido en estas disposiciones transitorias, estarán afectos a la prestación de dicho servicio los bienes inmuebles pertenecientes a órganos de la Administración del Estado o a sus órganos dependientes, tales como las corporaciones municipales, en los cuales, al 31 de diciembre de 2014, desarrollan sus funciones los establecimientos educacionales, que se traspasen de conformidad al artículo anterior. Estos inmuebles serán traspasados al respectivo Servicio Local de la siguiente manera:


1) Los inmuebles de propiedad de una municipalidad o de otro órgano de la Administración del Estado serán traspasados al Servicio Local que corresponda. Se comprenderán en esta letra, los inmuebles que pertenecen a una municipalidad y fueron entregados en comodato a la respectiva corporación municipal o a personas jurídicas de derecho privado que no persigan fines de lucro. 


2) Los inmuebles que pertenezcan a entidades en que participe una municipalidad, tal como una corporación municipal, que hayan sido adquiridos o traspasados a este último para el solo efecto de prestar el servicio educacional, serán traspasados al Servicio Local que corresponda.


3) Los inmuebles que no correspondan a alguna de las categorías anteriores y que pertenezcan a entidades en que participe una municipalidad, tales como corporaciones municipales, serán traspasados al Servicio Local que corresponda. Con todo, si dichas corporaciones demuestran que un determinado inmueble se encuentra en esta categoría, podrán optar por entregarlo en comodato al Servicio Local. Éste deberá ser celebrado antes de que se verifique el traspaso del servicio educacional, según lo establecido en el artículo noveno transitorio, y tendrá una duración de, al menos, 30 años. Asimismo, deberá dar cumplimiento, respecto del derecho de uso entregado en virtud del comodato, a todos los trámites establecidos para los inmuebles en estas disposiciones transitorias.”.


Artículo décimo segundo.- Bienes muebles afectos al servicio educacional. Se entenderán afectos a la prestación del servicio educacional los bienes muebles que, perteneciendo a los órganos señalados en el artículo precedente, se encuentren en alguno de los siguientes casos:


a) Bienes muebles que guarnecen los inmuebles señalados en el inciso primero del artículo anterior.


b) Bienes muebles no comprendidos en la letra anterior que resultan necesarios para la prestación del servicio educacional de conformidad a la ley.


c) Bienes muebles que hayan sido adquiridos con transferencias de recursos fiscales, para la prestación del servicio educacional.


Desde la entrada en vigencia de esta ley y hasta el traspaso del servicio educacional, dichos órganos de la Administración del Estado, así como los órganos que dependan de éstos, destinarán los bienes señalados en este artículo y en el artículo precedente exclusivamente a la prestación del servicio educacional, no pudiendo, en todo o en parte, destinarlos a una finalidad distinta.


Los bienes señalados en el presente artículo y en el artículo precedente se traspasarán, por el solo ministerio de la ley, al Servicio Local con competencia en la comuna en el cual se encuentren emplazados, en la forma y oportunidad señalada en el artículo noveno transitorio.


Artículo décimo tercero.- Regularización de inmuebles destinados al funcionamiento de establecimientos educacionales. Para la regularización de la propiedad de los inmuebles afectos al funcionamiento de establecimientos educacionales, señalados en el artículo décimo primero transitorio y en el literal b) del artículo vigésimo primero transitorio de esta ley, se estará a lo dispuesto en el decreto ley N° 2.695, en todo aquello que sea pertinente, sin que sea aplicable, para estos efectos, la restricción respecto al avalúo fiscal de dichos inmuebles que establece el artículo 1° del mismo decreto ley.


Artículo décimo cuarto.- Regularización de la infraestructura. Las construcciones o ampliaciones de infraestructura educacional en inmuebles comprendidos en el artículo décimo primero transitorio y en el literal b) del artículo vigésimo primero transitorio de esta ley, construidas con o sin permiso de edificación y las que no cuenten con recepción final a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, podrán ser regularizadas de conformidad a lo establecido en el presente artículo.


Podrá solicitar su regularización el sostenedor del establecimiento educacional cuya infraestructura se encuentre en alguna de las situaciones señaladas en el inciso anterior, acompañando los siguientes antecedentes:


a) Aquellos especificados en el artículo 5.1.6 N°s. 6, 7 y 9 del decreto supremo N° 47, de 1992, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, suscritos por un profesional competente, en que consten las características de la edificación que se regulariza.


b) Certificado de dominio vigente de la propiedad en que se encuentra ubicada la construcción o ampliación.


c) Informe técnico de un profesional arquitecto o ingeniero civil, sobre el buen estado estructural y constructivo del edificio y de la carencia de riesgo físico para sus usuarios.


d) Certificado de higiene ambiental expedido por la autoridad de salud competente.


e) Informe técnico de un instalador autorizado sobre el buen estado de las instalaciones de electricidad, de agua potable y de alcantarillado.


f) Informe del sostenedor sobre las condiciones generales de seguridad, en especial, las de evacuación.


g) Certificado del Secretario Regional Ministerial de Educación o la Dirección Regional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles competente, según corresponda, de la utilización de las construcciones, ampliaciones o habilitaciones para impartir el servicio educacional.


Sólo podrán acogerse a lo establecido en el presente artículo las edificaciones o las ampliaciones, o ambas según el caso, construidas con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, siempre que durante los treinta días siguientes a esta misma fecha no se formularen reclamaciones de los vecinos por incumplimiento de normas, y en la medida en que se respeten las líneas oficiales de edificación establecidas por los planes reguladores respectivos.


Las regularizaciones acogidas a esta ley estarán exentas del pago de derechos de edificación.


La Dirección de Obras Municipales deberá pronunciarse dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud. Transcurrido dicho plazo sin que se hubiere emitido un pronunciamiento, se tendrá por aprobada.


Si el permiso o la recepción, o ambos según el caso, fueren denegados, los interesados podrán reclamar ante la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, en un plazo de quince días contado desde la notificación del rechazo, la que deberá pronunciarse sobre el reclamo y, si fuere procedente, ordenará que se otorgue en tal caso el permiso o la recepción, o ambos, según se trate.


Artículo décimo quinto.- Cesión de contratos y convenios. Con el exclusivo fin de asegurar la continuidad del servicio educacional, los Servicios Locales serán sucesores legales de las municipalidades o corporaciones municipales en aquellos contratos o convenios que hubieren celebrado con terceros, que tengan por objeto el uso o goce de los bienes inmuebles en que funcione el establecimiento educacional respectivo, la prestación de servicios, o la entrega de bienes para la prestación del servicio educacional, que resulten necesarios para la continuidad del mismo.


Para todos los efectos legales, en los contratos o convenios celebrados con terceros se aplicarán las normas de la ley N° 20.845.


Artículo décimo sexto.- Cesión de concesiones. Sin perjuicio del traspaso del servicio educacional y los bienes afectos al mismo, los Servicios Locales serán sucesores legales de aquellas municipalidades que hubieren concesionado el servicio educacional respecto de uno o más establecimientos educacionales, pudiendo poner término a la concesión de acuerdo a los procedimientos vigentes en esta ley.


Artículo décimo séptimo.- Exención de derechos e impuestos. Los actos, convenios, publicaciones, inscripciones, subinscripciones o actuaciones de cualquier otro tipo que se originen a causa de los traspasos de bienes y servicios dispuestos en la presente ley, estarán exentos de todo arancel o tributo, incluyendo cualquier tipo de impuesto, tasa o derecho a favor del fisco o del patrimonio de cualquier órgano del Estado.

Párrafo 4º

Del traspaso de establecimientos de educación parvularia.


Artículo décimo octavo.- Traspaso de establecimientos de educación parvularia. Se entenderán incluidos en el traspaso señalado en el párrafo 2º de estas disposiciones transitorias, los establecimientos de educación parvularia administrados por municipalidades o corporaciones municipales que reciban aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento, en la misma forma y oportunidad señalada en dicho párrafo. A dichos establecimientos no les será exigible contar con el reconocimiento oficial del Estado, mientras esté pendiente aún el plazo para obtenerlo de conformidad con lo dispuesto por el artículo décimo quinto transitorio de la ley Nº 20.529.


Sin perjuicio de lo anterior, se excluirán del traspaso de bienes regulado en el párrafo 3º de estas disposiciones transitorias aquellos inmuebles en los cuales se emplacen los establecimientos de educación parvularia y que no estén destinados exclusivamente a la prestación del servicio educacional, así como los bienes muebles destinados a su funcionamiento. Respecto de estos últimos, sólo se traspasarán al Servicio Local aquellos bienes muebles adquiridos mediante transferencias de recursos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles o a través de recursos fiscales.


La Junta Nacional de Jardines Infantiles, dentro de los ciento veinte días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, dictará una resolución en la cual se individualizarán los establecimientos de educación parvularia respecto de los cuales tenga convenio vigente de transferencia de fondos con municipalidades o corporaciones municipales, que reciban aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento a la fecha de la publicación de la ley. Además, dentro del mismo plazo, deberá remitir al Ministerio de Educación toda información relevante para el traspaso del servicio educacional, por cada establecimiento educacional, tal como matrícula, transferencias corrientes y de capital, documentos en que consten supervisiones que hayan sido realizadas, estado de avance del cumplimiento de los requisitos para la obtención del reconocimiento oficial del Estado, entre otras. Asimismo, los Servicios Locales podrán celebrar convenios de colaboración con la Junta Nacional de Jardines Infantiles destinados a brindar asistencia técnica en la implementación del nivel parvulario.

Párrafo 5°

Del procedimiento de traspaso del servicio educacional


Artículo décimo noveno.- Del procedimiento de traspaso. Los traspasos dispuestos en los párrafos anteriores se efectuarán de conformidad al procedimiento de traspaso regulado en este párrafo, el que deberá resguardar siempre la continuidad del servicio educacional y el derecho a la educación de los estudiantes.


Artículo vigésimo.- Registro de bienes destinados a la prestación del servicio educacional. El Ministerio de Educación llevará un registro actualizado, desde la entrada en vigencia de esta ley, en el cual se individualizarán los bienes muebles e inmuebles que serán traspasados, o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3) del artículo décimo primero transitorio, a cada Servicio Local de Educación Pública, de conformidad a lo establecido en el párrafo 3° del presente Título.


Para estos efectos, cada municipalidad deberá elaborar un registro actualizado de sus bienes inmuebles, cuya copia deberá remitir al Ministerio de Educación, dentro de los tres meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, y un registro actualizado de sus bienes muebles, cuya copia deberá remitir al Ministerio de Educación dentro de los doce meses siguientes a dicha fecha. Asimismo, deberá oficiar a dicho Ministerio cualquier hecho relevante relacionado con los bienes destinados a la prestación del servicio educacional que se encuentren en su comuna, de conformidad a lo que establezca el reglamento.


Artículo vigésimo primero.- De las obligaciones de las municipalidades. Las municipalidades que presten el servicio educacional, directamente o a través de corporaciones municipales, deberán remitir al Ministerio de Educación toda la información que sea necesaria para el adecuado traspaso, con una anticipación de al menos seis meses antes de la entrada en funcionamiento del Servicio Local al cual deban traspasar el servicio educacional. En el caso de los Servicios Locales individualizados en el párrafo primero del numeral 1) del artículo sexto transitorio, las municipalidades cuyo servicio se traspase el año 2018 deberán remitir esta información en el plazo de un mes desde la fecha de publicación de la presente ley. Esta información deberá considerar al menos lo siguiente:


a) Una nómina de los profesionales de la educación y asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales que, de conformidad a la presente ley, serán traspasados a los Servicios Locales. Deberá indicarse el respectivo régimen legal y/o contractual, señalándose entre otros antecedentes que requiera el Ministerio, el nombre, función que realiza, antigüedad, lugar en que se desempeña, situación previsional y remuneración desagregada, y las asignaciones que le correspondan percibir. 


b) Un inventario de los bienes muebles e inmuebles que deberán ser traspasados o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3 del artículo décimo primero transitorio, de conformidad a los párrafos 3° y 4º de estas disposiciones transitorias, individualizándolos y señalando el estado de conservación en el cual se encuentran. Respecto de los inmuebles y vehículos motorizados, deberán expresarse todas las menciones exigidas por la ley y reglamentación respectiva para su inscripción en los registros pertinentes. Este inventario deberá llevar la firma del director del respectivo establecimiento educacional.


c) Copia de los contratos o convenios vigentes con terceros proveedores de bienes y servicios.


d) Un catastro de los servicios prestados dentro de la comuna, por los establecimientos educacionales o a través de estos, o dirigidos a los propios establecimientos, y dentro de las cuales se encuentre toda iniciativa y programa, de cualquier índole, que esté siendo implementada por la municipalidad o corporación municipal, según corresponda.


e) Cualquier otra información que sea procedente para el adecuado traspaso del servicio educacional. 


El Ministerio de Educación, mediante resolución, podrá establecer otros antecedentes que resulten necesarios para el adecuado traspaso del servicio educacional, así como determinar el formato en que éstos deberán remitirse.


Asimismo, deberá constituirse una comisión técnica con el objeto de colaborar con la adecuada entrega de la información a que se refiere el literal a) del presente artículo. Esta comisión se constituirá al menos ocho meses antes de la entrada en funcionamiento del respectivo Servicio Local y estará compuesta por un representante de la municipalidad, un representante de los profesionales de la educación, un representante de los asistentes de la educación y un representante del personal que se desempeñe en los Departamentos de Administración de Educación Municipal o de las corporaciones municipales cuya función se relacione directamente con la administración del servicio educacional, junto a los equipos técnicos que el Ministerio de Educación destine para estos efectos. En el cumplimiento de su función considerará la información que le sea proporcionada, de carácter laboral y previsional del personal de las municipalidades o de las corporaciones municipales. Las municipalidades correspondientes a los Servicios Locales señalados en el numeral 1) del artículo sexto transitorio se exceptuarán de la constitución de esta comisión.


Para los efectos de lo establecido en el presente artículo, la municipalidad deberá dictar un decreto alcaldicio, de acuerdo a la normativa vigente, al cual se acompañará el inventario de bienes y la nómina de personal.


En caso de que un municipio no cumpla con las obligaciones establecidas en este artículo, se entenderá que se configurará causal de notable abandono de deberes respecto del alcalde. Para dichos efectos se procederá según lo dispuesto en la letra c) del artículo 60 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley orgánica constitucional de municipalidades.


El Ministerio de Educación podrá colaborar con las municipalidades para el adecuado cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.


Artículo vigésimo segundo.- Resolución de traspaso. Al menos dos meses antes de la entrada en funcionamiento de un Servicio Local, el Ministro de Educación deberá dictar una o más resoluciones que individualicen los bienes muebles e inmuebles y personal que le serán traspasados, o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3) del artículo décimo primero transitorio, las cuales deberán contener, a lo menos, lo señalado en los literales a), b), c), d) y e) del inciso primero del artículo anterior. En el caso de los Servicios Locales indicados en el párrafo primero del numeral 1) del artículo sexto transitorio dicha resolución deberá dictarse antes del traspaso del servicio educacional, de conformidad a lo establecido en el artículo octavo transitorio.


Dicha resolución deberá ser remitida al Servicio Local respectivo, dentro de los diez días hábiles siguientes a su entrada en funcionamiento. El Conservador de Bienes Raíces y/o el Servicio de Registro Civil e Identificación con competencia en el territorio en que se emplacen los Servicios Locales respectivos, deberán practicar las inscripciones y subinscripciones que correspondan producto del traspaso, respecto de los bienes muebles e inmuebles afectos a la prestación del servicio educacional señalados en los artículos décimo primero y décimo segundo transitorios de la presente ley, con el sólo mérito de la resolución del Ministerio de Educación a la que se refiere este artículo, la cual será título suficiente para ello.


Artículo vigésimo tercero.- Acta de traspaso. Dentro de los sesenta días siguientes al traspaso del servicio educacional, se constituirá en cada establecimiento traspasado un funcionario del Servicio Local respectivo, quien deberá levantar un acta de traspaso de bienes y recursos financieros, y que será, para estos efectos, ministro de fe.


En dicha acta se individualizarán los bienes muebles e inmuebles que le hayan sido materialmente traspasados, indicando el estado de conservación en que se encuentran, cotejándose con la respectiva resolución de traspaso señalada en el artículo vigésimo segundo transitorio.


En caso que existan diferencias entre la resolución de traspaso y el levantamiento del acta, y de ello se derivare alguna eventual infracción a la ley, se oficiarán los antecedentes que correspondan a los organismos públicos competentes. Asimismo, si se tuviere conocimiento de la comisión de un hecho que pudiere revestir caracteres de delito, deberán remitirse dichos antecedentes a la autoridad competente de conformidad con lo dispuesto en la letra k) del artículo 61 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.

Párrafo 6°

Del Plan de Transición


Artículo vigésimo cuarto.- Del Plan de Transición. Desde la entrada en vigencia de esta ley, las municipalidades que presten el servicio educacional, directamente o a través de corporaciones municipales, podrán suscribir un Plan de Transición, de carácter plurianual, que el Ministerio de Educación pondrá a su disposición. Éste tendrá por objeto asegurar el adecuado traspaso del servicio educacional, así como el fortalecimiento y mejora de dicho servicio, hasta su total traspaso, de conformidad a lo establecido en el artículo octavo transitorio.


El plan señalado en el inciso anterior, considerando la situación educacional, administrativa y financiera de la respectiva municipalidad o corporación municipal deberá contemplar, a lo menos, lo siguiente:


a) Especificación de estrategias y acciones a adoptar para el fortalecimiento y mejora del servicio educacional, orientadas a la calidad de la educación que se imparte.


b) Especificación de estrategias y acciones a adoptar para el adecuado traspaso del servicio educacional, en especial respecto de sus bienes muebles e inmuebles, recursos financieros y personal.


c) Objetivos financieros a alcanzar por la respectiva municipalidad, hasta antes del traspaso del servicio educacional, los cuales deberán desagregarse en objetivos anuales, de conformidad a lo señalado en el artículo vigésimo séptimo transitorio.


d) Incorporación de un compromiso del Ministerio de Educación para colaborar y asistir a la respectiva municipalidad en los objetivos señalados en el literal anterior, transfiriendo recursos con dicho fin, de conformidad a la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público y lo establecido en los artículos vigésimo sexto y vigésimo séptimo transitorios.


Este plan se ejecutará de conformidad a los recursos que establezca para estos efectos la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público, mediante los convenios señalados en el artículo siguiente.


Artículo vigésimo quinto.- De los convenios de ejecución del Plan de Transición. El Plan de Transición se ejecutará mediante la suscripción de uno o más convenios de ejecución entre el Ministerio de Educación y la municipalidad o corporación municipal respectiva los que, individualmente o en su conjunto, deberán considerar, a lo menos, las siguientes materias:


a) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, para fortalecer y mejorar el servicio educacional que presta, en especial, respecto al mantenimiento y conservación de sus establecimientos educacionales y la calidad del servicio educacional que brindan. 


b) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de mantener en funcionamiento los establecimientos educacionales de su dependencia.


c) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de señalar las prestaciones y programas que implementa a través de los establecimientos educacionales, o dirigidos a estos establecimientos, indicando los servicios que continuará prestando una vez traspasado el servicio educacional.


d) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de ejecutar las acciones que faciliten el traspaso a los Servicios Locales de la administración del servicio educacional, tales como, el pago de remuneraciones, pago de proveedores, entre otras.


e) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de trabajar colaborativamente con las municipalidades o corporaciones municipales pertenecientes al mismo Servicio Local, con el objeto de facilitar el traspaso del servicio educacional.


f) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de ejecutar las acciones que faciliten el traspaso a los Servicios Locales de los inmuebles en que funcionan los establecimientos educacionales o de su uso, tales como, regularización según lo establecido en los artículos décimo tercero y décimo cuarto transitorios, realización de trámites ante el Conservador de Bienes Raíces respectivo, entrega de información acerca de su estado de conservación, permitir al Servicio Local visitarlos para su revisión, celebración e inscripción del contrato de comodato en el caso del numeral 3) del artículo décimo primero transitorio, entre otras.  


g) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de planificar e implementar, en conjunto con el Ministerio de Educación, acciones y programas de formación y capacitación tendientes a fortalecer las capacidades del personal que se desempeña en el nivel de administración educacional municipal.


h) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de cumplir con los objetivos financieros del Plan de Transición, dentro de los que se deberá considerar un adecuado balance entre ingresos y gastos y el pago de las deudas originadas por la prestación del servicio educacional, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo trigésimo transitorio.  Para estos efectos deberá coordinar la planificación y los instrumentos de gestión del sistema educativo con el financiamiento que establezca la ley, de conformidad a lo señalado en el artículo vigésimo séptimo transitorio de esta ley.


i) Obligación de la municipalidad o corporación municipal de entregar al Ministerio de Educación la información que éste requiera para el adecuado traspaso del servicio educacional.


j) Asistencia técnica que el Ministerio de Educación brindará a la respectiva municipalidad o corporación municipal, según corresponda, para la elaboración de los instrumentos de planificación y gestión, en concordancia con lo señalado en la letra h) de este artículo, contemplándose a lo menos la asistencia técnica para la elaboración del Plan de Desarrollo Educativo Municipal de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo octavo transitorio.


k) La transferencia o pago directo de recursos por parte del Ministerio de Educación para contribuir al cumplimiento de los objetivos financieros del Plan de Transición. El monto y forma de la transferencia de dichos recursos se determinará de conformidad a lo que establezca la Ley de Presupuestos del Sector Público, así como para la planificación e implementación de las acciones de formación y/o capacitación a que se refiere el literal g) de este artículo.


Una vez suscritos los convenios de ejecución, éstos deberán ser remitidos a la Superintendencia de Educación para su conocimiento. Asimismo, a ésta le corresponderá fiscalizar, de conformidad a la ley, el cumplimiento de las obligaciones establecidas en cada convenio y, en general, el correcto uso de los recursos transferidos de acuerdo a este artículo.


Para efectos de dar cumplimiento a lo señalado en el literal g) de este artículo, el Ministerio de Educación podrá requerir del apoyo del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, entre otros.


Artículo vigésimo sexto.- Transferencia de recursos para contribuir al cumplimiento de los objetivos financieros. Para los efectos de lo establecido en el literal k) del artículo anterior, el Ministerio de Educación, con la visación del Ministerio de Hacienda, podrá transferir a las municipalidades o corporaciones municipales, según corresponda, recursos destinados a contribuir al financiamiento de gastos incurridos, que considere debidamente justificados. El Ministerio de Educación estará facultado para pagar directamente a terceros por estos conceptos. 


El Ministerio de Educación determinará dichos gastos, pudiendo para ello solicitar información a la Superintendencia de Educación, la cual deberá remitirla; así como también podrá requerir la realización de auditorías en la respectiva municipalidad o corporación para la justificación de dichos gastos. El Ministerio de Educación deberá requerir la realización de dichas auditorías a la Superintendencia de Educación o a instituciones externas, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.529, en aquellos municipios o corporaciones respecto de los cuales se hubiera verificado, durante los cinco años anteriores a la firma del convenio, alguna de las siguientes hipótesis:


a) Nombramiento de un administrador provisional respecto de uno o más establecimientos educacionales de su dependencia.


b) Aplicación de sanciones por infracciones graves a la normativa educacional con excepción de las establecidas en los literales c, d) y e) del artículo 76 de la ley N° 20.529.


Artículo vigésimo séptimo.- Del Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal. Para efectos de alcanzar los objetivos financieros establecidos en el literal c) del artículo vigésimo cuarto transitorio, los convenios de ejecución señalados en dicho artículo establecerán obligaciones específicas que deberán ser consideradas en el Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal, regulado en el artículo cuarto de la ley N° 19.410. En particular, dichos convenios establecerán expresamente que la municipalidad dará cumplimiento a las observaciones que el Ministerio de Educación realice al proyecto de Plan de Desarrollo Educativo Municipal, de conformidad a la asistencia técnica que le brinde según lo dispuesto en el artículo siguiente, como requisito habilitante para acceder a los recursos que prevé el literal k) del artículo vigésimo quinto transitorio.


Artículo vigésimo octavo.- De la asistencia técnica al Plan de Desarrollo Educativo Municipal. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior y en el literal j) del artículo vigésimo quinto transitorio, el o los respectivos convenios establecerán que el Ministerio de Educación brindará asistencia técnica en la elaboración del Plan de Desarrollo Educativo Municipal regulado en el artículo 4° de la ley N° 19.410.


Asimismo, los convenios establecerán el plazo en el cual se remitirá al Ministerio de Educación el proyecto de Plan de Desarrollo Educativo Municipal y la oportunidad en la cual el Ministerio enviará sus observaciones o propuestas de modificaciones, si corresponde, lo cual deberá ser previo a la presentación del plan al Concejo Municipal para su respectiva aprobación.


Artículo vigésimo noveno.- Del incumplimiento de los convenios. En caso que una municipalidad incumpla gravemente los convenios de ejecución señalados en el artículo vigésimo quinto transitorio, el Ministerio de Educación podrá ponerles término, mediante resolución fundada, sobre la base de un informe emanado de la Superintendencia de Educación. 


Se entenderá por incumplimiento grave de los convenios de ejecución:


a) Incumplimiento de la obligación establecida en el literal b) del artículo vigésimo quinto transitorio.


b) Uso de los recursos transferidos de acuerdo a lo dispuesto en el literal k) del artículo vigésimo quinto transitorio para actividades distintas de las acordadas en los convenios.


c) Incumplimiento de las observaciones que el Ministerio de Educación realice respecto del Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal, regulado en el artículo cuarto de la ley N° 19.410. 


En caso de término de un convenio, de conformidad a lo señalado en el presente artículo, no se podrán celebrar los restantes convenios referentes a la transferencia de recursos por parte del Ministerio de Educación para contribuir al cumplimiento de los objetivos financieros del Plan de Transición que se hubiere suscrito.


Artículo trigésimo.- De la deuda municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional. Para los efectos de lo establecido en el literal h) del artículo vigésimo quinto transitorio, se entenderá por deuda municipal originada por la prestación del servicio educacional aquellas obligaciones de una municipalidad o de una corporación municipal que sean exigibles al 31 de diciembre de 2014 y que a continuación se señalan:


a) Obligaciones previsionales y por concepto de pagos por descuentos voluntarios, no pagados a quien correspondía, tales como a mutuales o cajas de compensación, de conformidad a la legislación vigente, correspondientes a los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y a los asistentes de la educación regidos por la ley N° 19.464, que se desempeñen o hayan desempeñado en establecimientos educacionales administrados directamente por municipalidades o a través de corporaciones municipales.


b) Obligaciones previsionales y por concepto de pagos por descuentos voluntarios, no pagados a quien correspondía, tales como a mutuales o cajas de compensación, de conformidad a la legislación vigente, con el personal que se desempeña o se haya desempeñado en los respectivos Departamentos de Administración de Educación Municipal o en las corporaciones municipales. Respecto a estas últimas, sólo se entenderán comprendidas aquellas obligaciones del personal que se desempeña o se haya desempeñado en la gestión educacional.


c) Obligaciones contraídas con terceros proveedores de bienes y servicios directamente necesarios para la prestación del servicio educacional en los establecimientos de su dependencia o de las corporaciones municipales a su cargo, según corresponda. Se excluirán aquellas adquiridas por concepto de asistencia técnica educativa, prestada por entidades pedagógicas y técnicas de apoyo, reguladas en la ley N° 20.248.


d) Intereses y reajustes que correspondan, de las obligaciones señaladas en los literales anteriores.


Las municipalidades o corporaciones municipales deberán remitir al Ministerio de Educación un informe desagregado por cada una de las obligaciones establecidas en el inciso anterior dentro de los ciento ochenta días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. Dicho informe deberá realizarse sobre la base de una auditoría externa al servicio educativo a cargo del respectivo municipio o corporación municipal, y será considerado para los efectos de lo establecido en el literal k) del artículo vigésimo quinto transitorio. 


Artículo trigésimo primero.- Deuda por anticipo de subvención. La deuda contraída por las municipalidades o corporaciones municipales, según corresponda, originada en anticipos de subvención, de conformidad a las leyes números 20.158, 20.159, 20.244, 20.501, 20.652, 20.822 y 20.964, no se transferirá a los Servicios Locales.


Sin perjuicio de lo anterior, las municipalidades o corporaciones municipales, según corresponda, serán las únicas responsables de extinguir las deudas que subsistan con los beneficiarios de dichas leyes, por incumplimiento del pago de las mismas. En la medida que las entidades antedichas hayan cumplido satisfactoriamente dicha obligación, se les condonará el saldo de la deuda por anticipo con el Fisco.


Artículo trigésimo segundo.- Administrador provisional. Previo a la fecha de traspaso del servicio educacional, la Superintendencia de Educación podrá nombrar un administrador provisional en uno o más establecimientos educacionales de administración municipal o de corporaciones municipales, tanto en los casos del artículo 89 de la ley N° 20.529, como cuando se verifique el término del o los convenios de ejecución señalados en el artículo vigésimo quinto transitorio de la presente ley, por incumplimiento grave, conforme a lo establecido en el artículo vigésimo noveno transitorio.


Tratándose de los literales b) y c) del artículo vigésimo noveno transitorio, el administrador provisional ejercerá sus funciones respecto de la totalidad de los establecimientos educacionales de administración municipal o de la corporación municipal, según corresponda.


El administrador provisional regulado en el presente artículo durará en su cargo hasta el término del año laboral docente en curso. Este plazo será prorrogable por períodos iguales y sucesivos, cuando ello sea necesario para garantizar el ejercicio del derecho a la educación de los estudiantes, así como la continuidad del servicio educacional en los establecimientos educacionales, y/o facilitar el adecuado traspaso de éstos a los Servicios Locales. Con todo, las facultades del administrador provisional cesarán en el momento en que se verifique el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo establecido en el artículo octavo transitorio.


Para el adecuado cumplimiento de lo dispuesto en este artículo, el administrador provisional deberá:


a) Ordenar que se realice una auditoría, que abarque al menos los dos últimos años lectivos anteriores a su nombramiento, excepto en los casos en que se hubiera realizado la auditoría contemplada en el artículo vigésimo sexto transitorio de la presente ley.


b) Elaborar anualmente una propuesta que contenga las menciones del plan a que se refiere el artículo 4° de la ley N° 19.410, sólo en lo pertinente al o los establecimientos educacionales que administre. Dicha propuesta se entenderá parte integrante, para todos los efectos legales, del plan presentado en conformidad con el inciso primero del artículo 5° de dicha ley, para su respectiva aprobación por el concejo municipal.


Asimismo, podrá suscribir con el Ministerio de Educación los convenios de ejecución establecidos en el artículo vigésimo quinto transitorio de la presente ley en relación al o los establecimientos educacionales que administre.


En todo lo no previsto en este artículo, las normas del Párrafo 6°, Título III, de la ley N° 20.529, se aplicarán supletoriamente.


Artículo trigésimo tercero.- Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa. El Ministerio de Educación, dentro de los 10 días hábiles siguientes al traspaso del servicio educacional, solicitará a las municipalidades o corporaciones municipales respectivas que acrediten haber ejecutado todas las obligaciones generadas de acuerdo a la etapa de cumplimiento de los convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa celebrados en virtud de la ley N° 20.248, que Establece Subvención Escolar Preferencial, así como el hecho de haber destinado la totalidad de las subvenciones y aportes recibidos a las medidas comprendidas en el Plan de Mejoramiento Educativo según establece el artículo 6, letra e), de dicha ley, con el fin de poner término a dichos convenios. 


En caso de que tales recursos no hubiesen sido destinados a la finalidad señalada, deberán ser restituidos, sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal o administrativa que corresponda. 


Desde que se produzca el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo establecido en el artículo octavo transitorio, el Ministerio de Educación procederá a celebrar nuevos convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa con los Servicios Locales de Educación. Para estos efectos no regirá el plazo dispuesto en el artículo 12 de la ley Nº 20.248.


Las municipalidades o corporaciones municipales, que hayan dado cumplimiento íntegro a todas las obligaciones de los convenios de ejecución del Plan de Transición según lo establecido en estas disposiciones transitorias, no requerirán acreditar el cumplimiento de las obligaciones indicadas en el inciso primero de este artículo respecto de aquellos recursos que les fueron transferidos antes del 31 de diciembre de 2016 en el marco de los convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa celebrados en virtud de la ley N° 20.248.


Artículo trigésimo cuarto.- Informe financiero del servicio educativo municipal previo al traspaso. Cada municipio o corporación municipal, haya o no suscrito el Plan de Transición, deberá entregar al Ministerio de Educación un informe completo y actualizado a la fecha de su entrega sobre el estado financiero del servicio educativo a su cargo, en un plazo no superior a ciento ochenta días ni inferior a sesenta días previo al traspaso del servicio educacional. Las municipalidades que traspasen el servicio educacional el año 2018 deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo dentro del plazo de sesenta días previo al traspaso de dicho servicio. 


Este informe deberá contener: 


i) El resultado de una auditoría externa realizada por una institución registrada para tales efectos en la Superintendencia de Valores y Seguros, de conformidad al Título XXVIII de la ley N° 18.045. Los recursos para estos efectos deberán estar contemplados en el respectivo convenio de ejecución, de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio. 


ii) El estado de pago de las obligaciones descritas en los literales a) y b) del artículo trigésimo transitorio, más los intereses y reajustes, en caso de incumplimiento de dichas obligaciones. 


iii) El estado de pago de las remuneraciones que correspondan a los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, a los asistentes de la educación regidos por la ley N° 19.464, que se desempeñen o se hayan desempeñado en establecimientos educacionales administrados directamente por municipalidades o a través de corporaciones municipales, y al personal que se desempeña o se haya desempeñado en los respectivos Departamentos de Administración de Educación Municipal o en la gestión educacional de las corporaciones municipales según corresponda.


iv) El estado de pago de las obligaciones descritas en el literal c) del artículo trigésimo transitorio de la presente ley, más los intereses y reajustes, en caso de incumplimiento de dichas obligaciones.


La información a que se refiere el inciso anterior deberá encontrarse actualizada a la fecha en que se remita al Ministerio de Educación, el que podrá complementarla con la que le proporcione la Superintendencia de Educación u otros organismos públicos.


En caso de que el informe de cuenta de la existencia de saldos impagos respecto de las obligaciones señaladas en los numerales ii) y iii) precedentes, la municipalidad o corporación municipal deberá pagar dichas deudas, las que serán siempre de su exclusiva responsabilidad, y por tanto continuará siendo para todos los efectos legales, la obligada al pago de estas deudas hasta su total extinción. En caso de que la municipalidad o corporación municipal no pague total o parcialmente dichas deudas antes del traspaso del servicio educacional, el Ministerio de Educación, con autorización de la Dirección de Presupuestos, pagará directamente a las instituciones o a las personas que corresponda las obligaciones señaladas en el numeral ii); y podrá siempre pagar, en las mismas condiciones, las obligaciones establecidas en el numeral iii).


En el caso de que se haya efectuado el pago en los términos del inciso anterior, el Ministerio de Educación deberá exigir la restitución de lo pagado por dichos conceptos, de acuerdo a las reglas establecidas en los incisos siguientes. 


Los recursos fiscales que se utilicen para el pago de las deudas referidas en el inciso cuarto podrán ser descontados del Fondo de Apoyo a la Educación Pública establecido en el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845. Con el mismo fin, el Ministerio de Educación podrá dejar sin efecto las retenciones de subvenciones que haya aplicado a la municipalidad o corporación municipal respectiva en virtud de la normativa educacional vigente, con el solo objeto de que estos recursos se destinen a pagar directamente por el Ministerio las obligaciones señaladas en el inciso cuarto.


En caso de no cubrirse la totalidad de dichos recursos fiscales, el remanente será descontado de los montos que a la municipalidad respectiva le corresponda percibir por su participación en el Fondo Común Municipal, establecido en el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 2.385 de 1996, del Ministerio del Interior, desde el año inmediatamente siguiente a aquel en que se realicen los mencionados pagos. La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, con visación de la Dirección de Presupuestos, deberá determinar el plazo y el número de cuotas en que se descontarán los recursos por este concepto y lo informará al Servicio de Tesorerías para que éste proceda al descuento.


Para todos los efectos, este informe se entenderá comprendido dentro de la rendición del convenio de ejecución correspondiente, suscrito entre el municipio o corporación municipal respectiva y el Ministerio de Educación, de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio de la presente ley.
Párrafo 7°

Disposiciones transitorias referidas a la Dirección de Educación Pública


Artículo trigésimo quinto.- Facultades especiales de la Dirección de Educación Pública. Durante el período que media entre la entrada en funcionamiento de los Servicios Locales, según lo establecido en el artículo sexto transitorio, y el momento en que se haga efectivo el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo octavo transitorio, la Dirección de Educación Pública coordinará y apoyará la instalación de dichos servicios, especialmente en lo que se refiere a la conformación del Comité Directivo Local respectivo, al traspaso de los establecimientos educacionales, de los derechos y obligaciones derivados de la calidad de sostenedor, y el traspaso del personal que se desempeña en las municipalidades o corporaciones municipales, de acuerdo a lo establecido en estas disposiciones transitorias.


Durante el período que media entre la entrada en vigencia de la presente ley y la entrada en funcionamiento de la Dirección de Educación Pública, le corresponderá a la Subsecretaría de Educación ejercer las funciones establecidas en el inciso precedente, como, asimismo, dar apoyo administrativo y operativo, tanto a esa Dirección, como a los Servicios Locales.


La función establecida en el artículo 27 de la presente ley, será ejercida y aplicada, según lo dispuesto en dicho artículo, por la Subsecretaría de Educación hasta que entre en funcionamiento la Dirección de Educación Pública.

Párrafo 8°

Del personal de la Dirección de Educación Pública y de los Servicios Locales de Educación Pública


Artículo trigésimo sexto.- De la planta de personal de la Dirección de Educación Pública y sus traspasos. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de noventa días contados desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, regule las siguientes materias: 


1. Fijar la planta de personal de la Dirección de Educación Pública. 


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de la planta que fije. En especial, podrá determinar el número de cargos y grados para ésta, los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834. Asimismo, determinará las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. 


Además, establecerá las normas complementarias al artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, para el encasillamiento en la planta que fije, la que podrá incluir a los funcionarios que se traspasen del Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, con exclusión del personal dependiente de la Junta Nacional de Jardines Infantiles.


2. Determinar la fecha de entrada en funcionamiento de la Dirección de Educación Pública, de la entrada en vigencia de la planta que fije y del encasillamiento que practique. 


3. Determinar la dotación máxima de personal de la Dirección de Educación Pública, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. 


4. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y a contrata, desde el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a la Dirección de Educación Pública. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal, se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso del personal, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.


La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación.


El uso de las facultades señaladas en el numeral 4) de este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado. Tampoco importará cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando servicios, a menos que se lleve a cabo con su consentimiento.


c) Cualquier diferencia de remuneraciones se pagará mediante una planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


d) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, así como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


e) En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar de la Dirección de Educación Pública, todos sus funcionarios podrán afiliarse o continuar afiliados al Servicio de Bienestar del Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, según corresponda.


5. El Presidente de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a la Dirección de Educación Pública.


Artículo trigésimo séptimo.- Plantas de personal de los Servicios Locales. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de noventa días contado desde la publicación de esta ley en el caso de los Servicios Locales individualizados en el párrafo primero del numeral 1) del artículo sexto transitorio, y de un año, respecto del resto de los Servicios Locales, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, regule las siguientes materias:


1.- Fijar las plantas de personal de los Servicios Locales, en lo que se refiere a los funcionarios que, conforme al artículo 47 de la presente ley, desarrollarán sus funciones en los niveles y unidades internas del respectivo Servicio. Dichas plantas no incluirán a los profesionales de la educación ni a los asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales, así como tampoco a las trabajadoras de los jardines vía transferencia de fondos.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar el número de cargos y grados de éstas; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones, y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y determinar los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882, según corresponda. Asimismo, podrá determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria.


2.- Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y además podrá establecer las normas de encasillamiento del personal que practique. 


3.- Disponer el traspaso de toda clase de bienes desde el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a los Servicios Locales, con excepción de los bienes pertenecientes a la Junta Nacional de Jardines Infantiles.


Las plantas de personal de los Servicios Locales que se fijen de acuerdo a la atribución señalada en este artículo serán provistas por primera vez mediante los procedimientos a que se refieren los artículos siguientes. Los cargos que no se provean conforme a los mismos se proveerán mediante concurso público, luego del traspaso del servicio educacional.


Artículo trigésimo octavo.- Traspaso de personal municipal. El traspaso a los Servicios Locales, del personal que se desempeñe en los Departamentos de Administración de Educación Municipal y de las corporaciones municipales, creadas en virtud del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, cuya función se relacione directamente con la administración del servicio educacional se ajustará al siguiente procedimiento:


1. Una vez nombrado en su cargo, el Director Ejecutivo del Servicio Local llamará a concurso, en el cual sólo podrá participar el personal antes señalado que ha estado cumpliendo funciones en las municipalidades o corporaciones municipales cuyo territorio sea de competencia del Servicio Local, al 30 de noviembre de 2014, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo octavo transitorio. El concurso se regirá por las normas del Párrafo I, Título II, del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, sin perjuicio de lo que se señala a continuación:



a) El concurso será preparado y realizado por un comité de selección, conformado por el Director Ejecutivo del Servicio Local o su representante; un representante del Ministerio de Educación y un representante de la Dirección de Educación Pública.


b) El Director Ejecutivo del Servicio Local convocará a los concursos a través de los sitios web del Ministerio de Educación, Dirección Nacional del Servicio Civil y de los municipios respectivos y en otros sitios web que para estos efectos se creen, donde se dará información suficiente, respecto de las funciones del cargo, requisitos para el desempeño del mismo, nivel de remuneraciones y el plazo para la postulación, entre otras materias. Adicionalmente, se publicarán avisos de la convocatoria del proceso de selección antes indicado en diarios de circulación nacional, los que deberán hacer referencia a los correspondientes sitios web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados, teniendo como factor preponderante la experiencia laboral.


c) En la convocatoria se especificarán los cargos de planta y a contrata que se proveerán mediante el concurso, las funciones a desempeñar y la localidad en la que estará ubicada la vacante.


d) En un solo acto, se postulará a uno o más cargos de la planta del respectivo Servicio Local de Educación Pública.


e) La provisión de los cargos de planta de cada Servicio Local se efectuará, sin solución de continuidad, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, resolverá el Director Ejecutivo. El cambio en el régimen jurídico que experimenten los trabajadores seleccionados, no podrá significar en ningún caso disminución de las remuneraciones que perciban al momento del traspaso. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan al personal traspasado en virtud de esta norma, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los funcionarios del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa y se le aplicará el reajuste general antes indicado.


f) El Director Ejecutivo del Servicio Local respectivo dispondrá el traspaso de los funcionarios seleccionados, mediante resolución dictada al efecto, debiendo comunicar a la respectiva entidad empleadora el personal que ha resultado seleccionado. La fecha de la resolución antedicha fijará la fecha de traspaso de los funcionarios seleccionados.


2. Por el solo mérito de cesar una municipalidad o corporación municipal en la calidad de sostenedor de establecimientos educacionales, se entenderán traspasados los funcionarios seleccionados, según lo dispuesto en los literales anteriores. No obstante ello, mientras una municipalidad o corporación municipal no haya cesado en la calidad de sostenedor de establecimientos educacionales, de conformidad a lo dispuesto en el artículo tercero transitorio, el Director Ejecutivo podrá disponer el traspaso de los trabajadores seleccionados a través del concurso realizado en virtud del numeral anterior, que resultaren imprescindibles para la puesta en marcha del respectivo Servicio Local, no pudiendo, en ningún caso, disponer el traspaso anticipado de más de un tercio de los seleccionados que se encuentren prestando servicios en una misma municipalidad y en las corporaciones municipales cuyo personal esté siendo traspasado, consideradas conjuntamente.


3. El pago de los beneficios indemnizatorios al personal traspasado, que de acuerdo a su estatuto laboral tenga derecho a ello, se entenderá postergado por causa que otorgue derecho a percibirlo hasta el cese de servicios en el respectivo Servicio Local de Educación Pública. En tal caso, la indemnización correspondiente se determinará computando el tiempo servido, de acuerdo al Código del Trabajo, en las municipalidades y corporaciones municipales, con el límite a que se refiere el inciso segundo del artículo 163 del Código del Trabajo. La remuneración que se considerará para estos efectos será el promedio de las últimas doce remuneraciones percibidas por el trabajador en las respectivas municipalidades o corporaciones municipales, con los respectivos reajustes.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N° 18.883, que Aprueba Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, excepcionalmente las municipalidades estarán facultadas para reubicar en otras funciones a los trabajadores que por cualquier causa no hubieren sido traspasados al Servicio Local correspondiente, de acuerdo a las normas del presente artículo. Dicho personal continuará afecto al régimen laboral al que se encontraba sujeto con anterioridad al ejercicio de dicha facultad.


No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, en caso que a consecuencia de lo establecido en el presente artículo se produjese la desvinculación de trabajadores municipales que se desempeñen en los Departamentos de Administración de Educación Municipal o en corporaciones municipales que estén prestando servicios desde a lo menos tres años antes del traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo octavo transitorio, y que no fueren traspasados a los Servicios Locales de conformidad a las reglas precedentes, serán indemnizados de acuerdo a los contratos de trabajo respectivos, con cargo fiscal. La Ley de Presupuestos del Sector Público fijará los recursos que anualmente podrán destinarse a estos efectos, así como los requisitos y procedimientos necesarios para que el Fisco solvente el pago de tales indemnizaciones.


El personal traspasado de acuerdo a esta norma se regirá por lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 47 de la presente ley.


Artículo trigésimo noveno.- Traspaso de personal municipal regido por el Estatuto Docente a los niveles internos de los Servicios Locales. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, disponga, sin solución de continuidad, el traspaso de los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que se desempeñen en las municipalidades y corporaciones municipales creadas en virtud del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, y que desempeñen cargos directivos o técnicos pedagógicos como parte de una dotación docente, a los Servicios Locales. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número máximo de dotación docente que será traspasada. A contar de la fecha de traspaso, la dotación docente se disminuirá en el mismo número del traspaso.


En el caso del Jefe del Departamento de Educación Municipal que haya pertenecido a la respectiva dotación docente al asumir dicho cargo, podrá continuar desempeñándose en ella si existe disponibilidad en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, en establecimientos educacionales de la misma municipalidad o corporación municipal. Lo anterior será sin derecho a la asignación establecida en el artículo 34 G del decreto con fuerza de ley ya citado. En el evento de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o no pertenecía a ella, tendrá derecho a una indemnización de cargo fiscal equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno.


A través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación, se fijará el número de dotación docente a traspasar de acuerdo a lo señalado en el inciso anterior, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización de los profesionales de la educación que se traspasarán, indicando su calidad, sea de titulares o contratados, se realizará a través de los referidos decretos.


El personal traspasado en virtud de este artículo continuará desempeñándose en el Servicio Local respectivo bajo las normas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación. 


El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


c) Cualquier diferencia de remuneraciones se pagará mediante una planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros aumentos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


d) En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar de los Servicios Locales, los profesionales de la educación traspasados podrán afiliarse o continuar afiliados a los servicios de bienestar que le correspondían antes del traspaso.


Artículo cuadragésimo.- Nombramientos anticipados. A contar de la publicación de la presente ley, el Presidente de la República, sin sujetarse a lo dispuesto en el Título VI de la ley N°19.882, podrá nombrar al primer Director de Educación Pública y a los Directores Ejecutivos correspondientes a los Servicios Locales señalados en los numerales 1) y 2) del artículo sexto transitorio de esta ley, quienes asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año y en tanto se efectúa los procesos de selección pertinentes que establece la ley N° 19.882, para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.


El primer nombramiento de los cargos correspondientes al segundo nivel jerárquico de los servicios públicos antedichos, también podrá realizarse sin sujetarse a lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882. Los funcionarios así designados asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año, en tanto se efectúan los procesos de selección pertinentes que establece la ley N° 19.882.


Los funcionarios indicados en los incisos anteriores, deberán cumplir con los requisitos legales exigidos para desempeñar los cargos en que serán nombrados y, en particular, deberán estar en posesión de un título de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocidos por éste y acreditar una experiencia profesional no inferior a cinco años, y su perfil considerará experiencia relevante en el ámbito educacional.


La persona nombrada en conformidad a lo señalado en los incisos primero y segundo podrá postular al correspondiente proceso de selección que se convoque. En este caso, no podrá considerarse como circunstancia de mérito el desempeño del cargo que sirve, en virtud de los incisos antes referidos.


En el acto de nombramiento, el Presidente de la República fijará la remuneración y el grado de la Escala Única de Sueldos, incluida la asignación de alta dirección pública, que le corresponderá a los funcionarios que se nombren de conformidad a este artículo, siempre que no se encuentren vigentes las respectivas plantas de personal.


Mientras no entren en funcionamiento la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales señalados en los numerales 1) y 2) del artículo sexto transitorio de esta ley, las remuneraciones se financiarán con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Educación. 


A los jefes de servicio antes señalados les corresponderá especialmente realizar todas las gestiones necesarias para la entrada en funcionamiento de las instituciones antedichas.


Artículo cuadragésimo primero.- Traspaso del personal de los establecimientos educacionales. Traspásese a los Servicios Locales, por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad, los profesionales de la educación y asistentes de la educación, regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y la ley N° 19.464, respectivamente, que se desempeñen en establecimientos educacionales dependientes de municipalidades o corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, que se encuentren prestando servicios en los establecimientos educacionales ubicados en el ámbito de competencia territorial de dichos Servicios Locales, en la fecha establecida en el artículo octavo transitorio de la presente ley.


Los profesionales de la educación que desarrollan funciones en establecimientos educacionales traspasados a los Servicios Locales, de conformidad al inciso anterior, continuarán rigiéndose, para todos los efectos legales, por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y sus respectivas modificaciones.


Los asistentes de la educación que cumplen funciones en establecimientos educacionales y todos aquellos que contribuyen y participan del proceso coeducativo serán traspasados a los Servicios Locales de Educación con un régimen laboral de estatuto propio, el que será promulgado antes del inicio del proceso de traspaso de los establecimientos a los Servicios Locales de Educación.


Asimismo, traspásase a los Servicios Locales, por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad, el personal que se desempeñe en los establecimientos de educación parvularia, en la fecha establecida en el artículo octavo transitorio. Los profesionales de la educación que se desempeñen en dichos establecimientos continuarán rigiéndose, para todos los efectos, por las disposiciones legales y contractuales que los regulen en el momento de su traspaso. El personal no docente que se desempeñe en estos establecimientos y que desarrolle las funciones descritas en el artículo 2° de la ley N° 19.464 se regirá por la normativa laboral de los asistentes de la educación vigente al momento del traspaso.


Artículo cuadragésimo segundo.- Protección de derechos del personal. El traspaso al que alude este párrafo en ningún caso podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones, pérdida del empleo o término de la relación laboral del personal traspasado. Asimismo, no podrá significar disminución de remuneraciones, ni modificación de los derechos estatutarios o previsionales de dicho personal. Tampoco podrá importar cambio de residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando sus servicios, salvo con su consentimiento expreso.


La individualización del personal traspasado se llevará a cabo por decretos del Ministerio de Educación, expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”.


Como consecuencia del traspaso a los Servicios Locales, ningún trabajador perderá sus derechos adquiridos.


Artículo cuadragésimo tercero.- Asociaciones de funcionarios. Se otorga un plazo de dos años, a contar de la fecha del traspaso del servicio educacional, para que los sindicatos que representen al personal traspasado puedan fusionarse y modificar sus estatutos según lo previsto en la ley N° 19.296, pasando a regirse por sus disposiciones para todos los efectos legales a contar de su depósito ante la Inspección del Trabajo.


Los sindicatos que, de conformidad a este artículo, pasen a regirse por las reglas de las asociaciones de funcionarios tendrán un año de plazo para cumplir el quórum del inciso segundo del artículo 13 de la ley N° 19.296, contado desde el depósito de los estatutos antes señalado.


Artículo cuadragésimo cuarto.- Primer presupuesto de la Dirección de Educación Pública y de los Servicios Locales. El Presidente de la República, mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Dirección de Educación Pública y de los Servicios Locales, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las partidas, capítulos, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean necesarias.


Artículo cuadragésimo quinto.- Jefes de Departamentos de Administración de Educación Municipal. Autorízase a las municipalidades cuyo Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal haya sido nombrado conforme al procedimiento establecido en el artículo 34 D del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el Estatuto de los profesionales de la educación, para prorrogar su nombramiento hasta el momento del traspaso del servicio educacional al Servicio Local respectivo.

Párrafo 9°

Disposiciones finales


Artículo cuadragésimo sexto.- Instrumentos de gestión. Los convenios de gestión educacional celebrados entre directores ejecutivos de los Servicios Locales y el Ministro de Educación, antes del traspaso de la totalidad de los establecimientos educacionales señalados en el artículo noveno transitorio ubicados en el territorio de su competencia, contendrán, además de los elementos señalados en el artículo 39 de la presente ley, los objetivos, metas e indicadores específicos relativos al inicio de funciones del respectivo servicio, la oportuna realización de los concursos referidos en esta ley, y otras acciones para el adecuado traspaso de los establecimientos educacionales que en cada caso corresponda. Asimismo, estos Directores Ejecutivos tendrán el plazo de ocho meses desde el traspaso del servicio educacional para sancionar el Plan Estratégico Local respetivo. 


En el caso de los Directores Ejecutivos nombrados de acuerdo al artículo cuadragésimo transitorio, firmarán un convenio de gestión educacional que durará el tiempo que se encuentren en el cargo; no tendrán que desarrollar un Plan Estratégico Local para dicho período y su propuesta de Plan Anual deberá ser enviada al Ministerio de Educación, para que realice recomendaciones. 


En todos los casos, el primer Plan Anual de cada servicio deberá considerar las metas y objetivos establecidos en el convenio de gestión educacional respectivo, así como acciones para una adecuada instalación y prestación del servicio educativo.


Artículo cuadragésimo séptimo.- Inicio de funciones de los Consejos Locales de Educación Pública. Los Consejos Locales de Educación Pública iniciarán sus funciones una vez que todos los representantes establecidos en el artículo 50 sean electos o designados, según corresponda. Los procesos tendientes a tal fin deberán iniciarse una vez instalado el respectivo Servicio Local de Educación Pública, de conformidad con la gradualidad establecida en el artículo sexto transitorio. 


Mientras los Consejos Locales no se hayan constituido legalmente, la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales ejercerán sus funciones con prescindencia de las atribuciones que la ley le otorga a dichos consejos. El Director Ejecutivo de cada Servicio Local, de conformidad a las atribuciones que le otorga la ley, adoptará las medidas necesarias para el oportuno inicio de funciones de este consejo.


Artículo cuadragésimo octavo.- Inicio de funciones del Comité Directivo Local. Será obligación de la Dirección de Educación Pública asegurar la constitución de cada Comité Directivo Local, para efectos de que participen del nombramiento del primer Director Ejecutivo de cada Servicio Local de Educación Pública, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 21 y 30 de la presente ley.


Artículo cuadragésimo noveno.- Estatuto de los asistentes de la educación. El Presidente de la República enviará, durante el segundo semestre del año 2017, un proyecto de ley que establezca un estatuto para los asistentes de la educación.


Dicho estatuto deberá establecer que los asistentes de la educación ingresarán a la dotación de los Servicios Locales mediante mecanismos públicos y transparentes, que deberán considerar criterios objetivos de ingreso.


Artículo quincuagésimo.- Reglamentos. Uno o más reglamentos dictados por el Ministerio de Educación, que deberán ser firmados, además, por el Ministro de Hacienda, desarrollarán las materias establecidas en las presentes disposiciones transitorias.


Artículo quincuagésimo primero.- Derógase el artículo quincuagésimo primero transitorio de la ley N° 20.903, que crea el sistema de desarrollo profesional docente y modifica otras normas.


Artículo quincuagésimo segundo.- Distribución de recursos a las municipalidades, corporaciones municipales y Servicios Locales. Durante el período que media entre la entrada en vigencia de esta ley y el traspaso del servicio educacional a los respectivos Servicios Locales, la asignación de los recursos establecidos en el artículo 27 de la presente ley, considerará, además de los Servicios Locales, a las municipalidades y corporaciones municipales que no hayan traspasado aún dicho servicio. Esta asignación se realizará en base a principios de transparencia, pertinencia, no discriminación arbitraria y equidad, y de conformidad a los criterios y procedimientos establecidos en dicho artículo y su reglamentación.


El porcentaje que se asigne a los Servicios Locales respecto del total de los recursos del Programa establecido en el inciso cuarto del artículo 27, serán al menos equivalentes al porcentaje que la matrícula de los establecimientos de su dependencia represente respecto del total de la matrícula de la educación pública administrada por municipalidades, corporaciones municipales y Servicios Locales, según lo establezca dicho reglamento.


Artículo quincuagésimo tercero.- Los Servicios Locales deberán dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 19, numeral 12, para la cohorte de estudiantes que ingrese al menor nivel o curso que impartan los establecimientos educacionales de su dependencia el año escolar siguiente al traspaso del servicio educacional. 


Asimismo, podrán definir, de acuerdo a las características de sus establecimientos y a los niveles y modalidades educativas que imparten, un calendario de transición hasta que todos los niveles o cursos cumplan con esta normativa. Sin perjuicio de ello, si un establecimiento ya tiene la capacidad para aplicar esta medida en otros cursos y niveles, de manera permanente, deberá aplicar esta norma para todos ellos. 


El Director Ejecutivo del Servicio Local podrá postergar la puesta en marcha del cumplimiento de esta obligación, mediante resolución fundada, respecto de aquellos establecimientos educacionales que no cuenten con la infraestructura suficiente o que tengan una alta demanda de matrícula. En este caso, deberá proponer al Comité Directivo, en el marco del Plan Estratégico del Servicio Local, las acciones necesarias para que todos los establecimientos educacionales de su dependencia cumplan con lo establecido en el artículo 19, numeral 12.


Artículo quincuagésimo cuarto.- Reglas especiales para la instalación de los primeros Servicios Locales de Educación. Únicamente respecto de los Servicios Locales establecidos en el numeral 1) del artículo sexto transitorio, el Ministerio de Educación, mediante decreto supremo, estará facultado para reducir, ampliar o prorrogar los plazos para la dictación de los actos administrativos; así como para los trámites que deban cumplir las corporaciones municipales, municipalidades y demás organismos de la Administración del Estado; que deban expedirse para el traspaso del servicio educacional según estas disposiciones transitorias. 


Adicionalmente, dichos actos administrativos y los convenios de ejecución del Plan de Transición establecidos en el artículo vigésimo quinto transitorio, podrán mantener su vigencia y efectos después de la fecha del traspaso del servicio educacional y hasta que se haya cumplido satisfactoriamente con los trámites y condiciones establecidas en estas disposiciones transitorias para el traspaso del servicio educacional.


Artículo quincuagésimo quinto.- Extensión de los beneficios establecidos en la ley N° 20.964 para funcionarios que indica. El Presidente de la República enviará a tramitación durante el año 2017 un proyecto de ley que extienda la vigencia de la ley N° 20.964, que otorga bonificación por retiro voluntario al personal asistente de la educación, hasta el 31 de diciembre de 2025, incluyendo que los trabajadores regidos por el Código del Trabajo que se desempeñan en los Departamentos de Administración de Educación Municipal, en las Direcciones de Educación Municipal y el personal que cumple funciones relacionadas con la administración del servicio educacional en las Corporaciones municipales, que cumplan con los requisitos correspondientes, gozarán de preferencia al postular a estos beneficios.”.
- - -

Tratado y acordado en sesiones celebradas los días 20 de septiembre y 2 de octubre de 2017, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala, Carlos Montes Cisternas (Rabindranath Quinteros Lara) Jaime Quintana Leal, e Ignacio Walker Prieto, y Honorables Diputados señora Yasna Provoste Campillay y señores Germán Becker Alvear, Jaime Bellolio Avaria, Manuel Monsalve Benavides y Alberto Robles Pantoja. 

Sala de la Comisión Mixta, a 3 de octubre de 2017.

(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario de la Comisión Mixta.
_____________________
1. Las disposiciones que se destacan en negrilla corresponden a aquellas normas de carácter orgánico constitucional que fueron de competencia de la Comisión Mixta.
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